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AUTORIZACIÓN. 


Primera  Secretaría  del  Despacho  de  Estado .  — 
He  dado  cuenta  á  la  Reina  Nuestra  Señora  de  la 
exposición  presentada  por  V .  S .  con  fecha  3  de 
julio  acompañando  la  obra  que  ha  escrito  con  el 
titulo  de  Elementos  de  derecho  internacional  y  y 
S .  M .  5  de  acuerdo  con  los  informes  que  acerca 
de  ella  han  dado  los  Señores  D.  Francisco  Mar- 
tínez de  la  Rosa,  D.  Salvador  Bermudez  de  Cas- 
tro, D.  Francisco  Marín  y  D.  Juan  Sevilla,  se  ha 
servido  autorizar  á  V .  S .  para  la  publicación  de 
la  obra  referida,  mandando  se.  inserte  esta  auto- 
rización en  la  Gaceta.  —  De  Real  orden  lo  digo  á 
V.  S.  para  su  conocimiento  y  satisfacción. — Dios 
guarde  á  V.  S.  muchos  años.  Palacio  16  de  di- 
ciembre de  1848. — (Firmado).  Pedro  José  Pidál. 
—  Sr ,  D ,  Antonio  Riquelme ,  Jefe  de  Sección  de 
esta  Secretaría. 
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ARTICULO  PRELIMINAR. 


c, 


fiando  en  el  año  de  1849  se  hizo  la  primera 
edición  de  mis  Elementos  de  Derecho  Internacional 
Español,  entonces  esta  obra  estaba  completa  con  res- 
pecto á  la  •  época  en  que  se  escribia,  porque  contenia 
cuanto  hasta  aquella  fecha  estaba  estatuido  en  España 
por  las  Leyes  y  por  los  tratados,  pero  muy  incompleta 
en  su  conjunto  porque  existían  muchos  puntos  por  re- 
solver, como  por  ejemplo  la  cuestión  de  extrangería,  las 
de  limites  y  otras  á  que  el  gobierno  no  habia  podido  de- 
dicar á  su  discusión  y  esclarecimiento  el  tiempo  que  le 
llevaban  atenciones  mas  apremiantes.  Por  esta  razón 
el  autor  se  habia  propuesto  procurarse  todos  los  docu- 
mentos que  se  fuesen  publicando  por  la  primera  Secre- 
taría de  Estado  (i  fin  de  que  llegada  la  época  de  la 
segunda  Edición,  poder  hacer  en  ella  las  modificaciones 
y  reformas  que  estos  mismos  documentos  reclamasen. 
Pero  esta  época  ha  llegado  cuando  el  autor  se  encuentra 
falto  de  estos  antecedentes,  por  que  los  que  ya  tenía 
reunidos  se  le  han  estraviado,  y  después,  la  última  re- 
volución en  sus  seis  años  de  mala  vida,  no  ha  dejado 
por  tocar  ningún  punto  de  la  jurisprudencia,  de  tal 
manera  que  hoy  no  sabe  el  Autor  si  existe  ó  no  la  Or- 
denanza de  matrículas,  si  están  anuladas  erj.  todo  ó  en 
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parte  las  Ordenanzas  de  la  Armada;  que  Leyes,  tratados, 
ó  Reales  Decretos  se  han  derogado  ó  modificado,  y  en 
este  caso  no  será  fácil  acometer  la  empresa  de  corregir 
esta  obra  al  Autor  en  sus  muchos  años  y  en  su  falta 
de  salud. 

Pero  entretanto  la  Edición  está  agotada  y  la  juven- 
tud estudiosa  reclama  egemplares:  ¿Que  se  puede 
hacer  para  mantener  vivo  el  deseo  de  ilustrarse  en  este 
ramo  tan  importante  de  la  Legislación  y  acaso  para  es- 
timular á  otros  que  con  mas  elementos  que  el  Autor  y 
en  mejores  tiempos,  puedan  en  el  porvenir  completar 
este  ensayo  convirtiéndolo  en  un  Código  completo  del 
Derecho  internacional  de  España?  A  hacer  esta  segun- 
da Edición  me  han  decidido  los  artículos- publicados 
por  los  principales  periódicos  de  Madrid  y  aun  del  es- 
trangero  en  1849  cuando  se  publicó  la  primera  Edición  J 
porque  en  realidad  son  para  el  Autor  un  compromiso 
por  los  elogios  que  á  su  Obra  se  dispensó  en  aquella 
época. 

Guiado  por  estos  sentimientos  he  hecho  la  segunda 
Edición  sin  mas  novedad  que  la  de  haber  suprimido  la 
cuestión  de  limites  con  Francia  porque  sé  que  esta  se 
encuentra  resuelta  por  un  tratado ,  y  llamando  la 
atención  en  algunos  otros  puntos  que  también  me 
consta  se  hallan  resueltos. 

Por  último  para  poner  esta  obra  mas  al  alcance  de 
todas  las  fortunas  he  suprimido  eñ  esta  segunda  Edi- 
ción, que  considero  como  transitoria,  el  segundo  tomo 
de  documentos,  porque  en  realidad  estando  faltó  de  los 
últimos  publicados  es  una  colección  incompleta,  que. 
podrá  completarse  cuando  definitivamente  la  obra  sea 
corregida  y  aumentada. 

A.  R. 


Digitized  by 


Google 


DISOUBSO  PRELIMINAR. 


D 


E8DE  que  principié  á  servir  en  la  carrera  diplomática, 
he  tenido  frecuentes  ocasiones  de  lamentar  el  abandono 
«nque  se  encuentra  en  España  el  estudio  de  la  juris- 
prudencia internacional. 

La  gravedad  y  la  importancia  de  las  cuestiones  que 
tienen  que  tratar  los  diplomáticos,  debería  ser  un  moti- 
vo para  que  las  condiciones  personales  de  estos  funciona- 
rios mereciesen  una  especial  atención  de  parte  de  los 
gobiernos. 

En  todos  los  negocios  que  constituyen  la  administra- 
ción del  Estado  cabe  cierta  tolerancia,  porque  en  todos 
cabe  la  reposición.  Lo  que  hoy  se  manda  equivocada-*- 
mente,  mañana  se  anula;  pero  los  errores  en  la  diplo- 
macia, una  vez  cometidos,  no  se  deshacen,  sino  que 
terminan  por  la  ruina  de  las  naciones,  ó  las  envuelven 
en  guerras  desastrosas.  A^n  en  la  administración  de  jus^ 
ticia,  las  varias  instancias  que  permite  la  ley  son  una 
garantía  para  que  la  sentencia  dictada  oot  injusticia  por 
un  juez  ignorante  6  prevaricador  sea  repuesta  por  otro 
justo  y  entendido.  Pero  las  diferencias  que  se  suscitan 
^entM  'gobiernos  se  resuelvan  en  una  sola  instancia, 
porque  no  existe  tribunal  de  apelación;  de  donde  nace 
iñgntíde  interés  que  hay  en  que  sean  muy  ilustradas  las 
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personas  que  han  de  intervenir  en  estas  diferencias. 

Por  haberse  desatendido  tan  justa  consideración,  ha 
llevado  España  la  peor  parte  en  algunas  negociaciones, 
de  las  que,  manejadas  por  personas  entendidas,  hubiera 
debido  esperar  grandes  ventajas. 

Sin  remontamos  &  épocas  remotas,  en  que  el  giro 
desacertado  de  la  diplomacia  española  pudiera  escusarse 
con  la  idea  que  dominaba  en  la  política  de  aquellos  tiem- 
pos, reducida  á.  consentir  en  Europa,  para  neg^r  en 
América,  una  rápida  ojeada  sobre  la  historia  diplomática 
de  nuestros  días,  después  de  la  guerra  de  siete  años, 
basta  para  descubrir  errores  gravísimos,  debidos  á  la 
falta  de  pensamiento  y  de  intención  en  los  negociadores. 

En  1815  se  desconoció  la  importancia  de  anular  las 
estipulaciones  gravosasque  ligaban  á  la  Españacon  otras 
potencias,  no  se  tuvo  en  cuenta  que  la  razón  de  haber- 
se aceptado  estos  compromisos  se  fundaba  en  el  principio 
de  la  dominación  esclusiva  en  el  Nuevo-Mundo,  cuya  po- . 
sesión  aun  estaba  garantida  á  la  España  en  muchos  de 
estos  tratados,  y  que  esta  misma  garantía  no  solo  había 
venido  á  ser  ineficaz,  sino  que  por  algunas  potencias  se 
protegía  con  mas  ó  menos  cautela  la  causa  de  la  eman- 
cipación; desconociéndose,  repetimos,  tan  vitales  intere- 
ses, la  España  restableció  sus  relaciones  con  todas  las 
potencias  en  el  estado  que  tenían  antes  de  la  guerra,  y 
aun  con  la  Inglaterra  y  la  Dinamarca  restableció  termi- 
jiantemente  sus  tratados. 

La  España-  brillante  de  gloria  en  aquella  época,  y 
en  posición,  sino  bastante  poderosa  para  imponer  la  ley 
á  la  Europa,  bastante  fuerte  al  menos  para  no  recibirla 
d  eninguna  potencia,  fué  sin  embargo  envuelta  en  nego- 
ciaciones desastrosas  que  acabaron  perla  renovación  de 
los  antiguos  pactos,  sin  ninguna  compensación  efectiva 
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respecto  á  la  posesión  de  sus  colonias,  y  por  lo  contrario 
aceptó  el  principio  de  la  abolición  de  la  trata  de  negros, 
que  tan  fecundo  habia  de  ser  en  lo  sucesivo  en  complica- 
ciones y  conflictos.  No  puede  comprenderse  que  con- 
diciones mas  duras  se  habrian  impuesto  á  la  España  si 
hubiese  sido  vencida  y  humillada  en  la  lucha. 

Citamos  este  suceso  porque  pertenece  á  la  historia 
pública,  y  como  tal  está  bajo  la  censura  de  los  escrito- 
res. Otros  muchos  pudiéramos  enumerar  que  aunque 
sepultados  en  el  polvo  de  los  archivos  son  testimonios 
vivos  de  lo  que  ha  perdido  la  España  por  la  impericia  ó 
incuria  de  sus  empleados. 

Tan  severas  lecciones  han  hecho  pensar  alguna  vez 
al  Gobierno  español  en  la  necesidad  de  mejorar  la  edu- 
cación de  sus  diplomáticos;  pero  hasta  ahora  sus  deseos 
no  han  ofrecido  resultados,  puesto,  que  la  carrera  di- 
plomática, lo  mismo  hoy  que  en  épocas  anteriores,  con- 
tinua abierta  en  sus  primeros  escalones  auna  juventud 
á  la  cual  no  se  exige  ni  el  saber  ni  aun  la  edad,  y  en 
sus  puestos  principales  á  las  personas  influyentes  en 
política. 

No  desconozco  que  la  importancia  política  de  un  in- 
dividuo puede  en  algunas  ocasiones  justiflcar  su  repre- 
sentación en  laé  misiones  de  primer  orden;  pero  tampoco 
debe  perderse  de  vista  que  la  influencia  política  no  siem- 
pre se  funda  en  los  conocimientos  administrativos  del 
estadista,  y  que  por  la  misma  razón,  para  los  casos  en 
que  las  circunstancias  impongan  la  necesidad  de  confiar 
misiones  á  personas  imperitas,  es  de  todo  punto  indis- 
pensable el  que  exista  una  carrera  ilustrada  que  siendo 
el  depósito  de  las  tradiciones  y  de  las  máximas  que  for- 
man la  verdadera  política  del  Gobierno,  pueda  llenar  el 
vacío,  y  suplir  la  falta  con  sus  auxilios  é  instrucciones. 
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Penetrado  de  esta  necesidad  el  ministerio  de  Estado, 
ha  pretendido  en  dos  ocasiones  organizar  la  carrera  di- 
plomática sobre  bases  que  ofreciesen  mejoras  en  su  per- 
sonal, pero  siempre  ha  tocado  el  inconveniente  de  que, 
no  declarando  facultativa  la  carrera  diplomática,  no  es 
posible  preservarla  de  las  invasiones  del  favor  y  de  la 
ambición. 

Pensóse  con  este  fin  en  cerrar  la  entrada  á  los  jóve- 
nes que  no  estubiesen  recibidos  de  abogados,  porque 
esta  circunstancia  por  lo  menos  llevava  consigo  las  con- 
diciones de  la  edad  y  el  hábito  del  estudio;  pero  fué  for- 
zoso desistir  de  esta  idea,  porque  justamente  entre  las 
varias  asignaturas  que  constituyen  la  carrera  de  la  ju- 
risprudencia en  España,  ni  una  sola  se  encuentra  que 
tenga  relación  con  el  derecho  internacional,  que  es  la 
esencia  de  la  educación  especial  del  diplomático. 

No  solo  existía  el  mal  de  que  las  universidades  del 
reino  tuviesen  cerradas  sus  aulas  para  el  estudio  de  la 
jurisprudencia  internacional,  sino  que  no  era  posible 
abrirlas  por  la  falta  de  un  libro  elemental,  adecuado  á 
la  enseñanza  de  los  principios  de  la  ciencia. 

Aunque  en  mi  posición  insignificante  no  fuese  yo 
llamado  á  poner  término  á  esta  situación,  sin  embargo, 
mi  buen  deseo  me  hacia  reñexionar  muchas  veces,  que, 
escrito  este  libro,  estaba  hecho  lo  principal,  pues  que  lo 
demás  debería  esperarse  de  la  ilustración  de  los  minis- 
tros de  Estado  y  de  Instrucción  pública. 

Animado  por  esta  idea  acometí  la  empresa  de  escribir 
una  obra,  para  cuya  perfección  me  reconozco  insufi- 
ciente, pero  que  al  menos  puede  servir  de  estímulo  á 
personas  mas  capaces,  y  que  disponiendo  mas  desaho- 
gadamente de  su  tiempo,  la  lleven  al  punto  que  por  su 
importancia  merece. 
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No  he  preteftdido  escribir  un  libro  deconsulta,  porque 
seria  trabajo  muy  superior  á  mis  fuerzas,  é  incompatible 
coa  lo  escaso  del  tiempo  que  me  dejan  libre  las  ocu pació* 
mes  de  mi  destino.  El  escribir  estensamente  sobre  tantas 
materias, desenvolviendo  en  todasellas  las  innumerables 
cuestiones  que  pueden  surgir,  y  analizándolas  hasta  en 
sus  últimos  términos,  sería  obra  muy  larga,  y  no  corréis 
ppndería  al  objeto  que  me  he  propuesto,  que  es  solo  fa- 
cilitar el  estudio  de  los  elementos  del  derecho  interna-7 
cional.  A  los  jóvenes  que  hayan  estudiado  los  principios 
de  la  ciencia,  y  pretendan  profundizar  alguna  cuestión, 
no  les  han  de  faltar  autores  que  consultar,  pues  desde 
Grotio  hasta  nuestros  dias,  son  muchos  los  publicistas 
que  se  han  distinguido  por  sus  brillantes  producciones. 

Por  esta  razón,  en  la  obra  que  ofrezco  al  público,  tan 
escasa  de  mérito  como  importante  en  su  objeto,  me  limito 
á  dar  una  idea  sucinta  de  las  reglas,  que  sirven  para 
determinar  las  relaciones  de  los  estados  entre  sí,  y  las 
que  hay  entre  el  estado  y  el  individuo  extranjero,  de 
acuerdo  con  la  opinión  de  los  mejores  escritores  del  de- 
recho público.  He  acudido  á  la  práctica  de  las  naciones 
que  pueden  considerarse  á  la  cabeza  de  la  civilización 
de  Europa,  para  confirmar  estas  reglas;  y  por  último, 
he  expuesto  lo  que  en  España  se  encuentra  establecido 
por  leyes,  ordenanzas  6  decretos,  poniendo  en  claro  al- 
gunas cuestiones  que  hasta  el  día  parecían  envueltas 
en  un  confuso  laberinto. 

Mi  objeto  ha  sido  que  no  quede  cuestión  de  derecho 
internacional  que  no  esté  resuelta  en  esta  obra  elemen- 
tal, ó  que  no  pueda  resolverse  por  las  reglas  que  se  es- 
tablecen en  ella. 

Si  el  Grobierno  comprende  como  yo  la  necesidad  de 
dar  impulso  al  estudio  de  esta  parte  de  la  jurisprudencia, 
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tan  importante  no  solo  para  el  diplomático,  sino  para  los 
que  desempeñan  cualquier  cargo  de  la  administración 
pública,  en  el  estado  de  comunidad  que  ha  establecido 
el  comercio  entre  las  naciones;  y  juzgase  que  he  llenado 
bien  el  objeto  que  me  he  propuesto  al  escribir  esta  obra 
se  habrán  colmado  mis  deseos  y  mis  esperanzas:  si  un 
desengaño  viniere  á  confirmar  mis  temores,  todavía  me 
quedarla  el  consuelo  de  que  en  las  grandes  empresas  se 
obtiene  gloria  con  solo  acometerlas. 
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DERECHO  INTERNACIONAL. 


EXPOSICIÓN. 

Sobre  la  denominación  del  derecho  internacional  ha 
habido  muchas  y  diversas  opiniones.  Unos  autores  le 
llaman  derecho  de  gentes^  otros  derecho  natural,  y  mu- 
chos lo  dividen  y  subdividen  en  varias  especies,  que  no 
es  de  nuestro  propósito  enumerar,  porque  este  examen 
no  nos  habia  de  conducir  á  dar  mayor  ilustración  á  la 
materia. 

La  definición  que  haremos  del  derecho  internacional, 
será  clara  y  conforme  con  el  objeto  que  nos  proponemos 
al  escribir  este  libro. 

Derecho  internacional  es  el  conjunto  de  reglas  que 
determinan  las  relaciones  entre  las  naciones  civilizadas. 

El  derecho  internacional  puede  ser  positivo,  consue- 
tudinario y  natural. 

Positivo  es  el  que  se  funda  en  estipulaciones  ó  con- 
venios, porque  los  tratados  son  entre  las  naciones,  lo 
que  los  contratos  entre  los  particulares. 

Aunque  ligeramente  observaremos  que  todas  las  na- 
ciones, en  virtud  de  su  organización  particular,  tienen 
de  distinto  modo  distribuidos  los  poderes  públicos,  y 
que  para  que  un  tratado  sea  válido,  debe  estar  ajustado 
por  un  poder  competente,  y  ratificado  según  las  formas 
diplomáticas. 
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Consuetudinario,  es  el  que  estriba  en  prácticas  cons- 
tantes, las  que  como  entre  particulares ,  tienen  también 
fuerza  de  ley  entre  las  naciones,  porque  la  repetición  de 
actos  que  constituye  la  costumbre  supone  el  consenti- 
miento de  las  partes. 

Para  que  una  costumbre  tenga  fuerza  de  ley,  es  pre- 
ciso que  los  actos  repetidos  que  la  constituyen  hayan  sido 
siempre  apreciados  del  mismo  modo:  porque  el  haber  tole- 
rado mucho  tiempo  un  hecho  indiferente^  no  puede 
significar  un  tácito  consentimiento,  cuando  por  cir- 
cunstancias especiales  este  mismo  hecho  llega  á  ser  de 
grande  importancia. 

El  derecho  natural  tiene  su  origen  en  la  naturaleza 
misma  de  las  sociedades  humanas.  Cuando  los  tratados 
y  la  costumbre  callan,  forzoso  es  apelar  á  los  principios 
naturales  que  constituyen  la  sociedad.  Este  derecho 
natural  lo  esplicaremos  por  aquel  sentimiento  innato  y 
uniforme  que  existe  en  todos  los  hombres  sobre  lo  bueno 
y  lo  malo,  lo  justo  y  lo  injsto.  Fuera  de  este  límite  sen- 
cillo y  conocido  del  cual  se  derivan  verdades  incuestio^ 
Dables,  todo  es  laberinto,  como  dice  muy  bien  Bentham 
pues  que  cada  cual  puede  interpretar  libremente  y  ásu 
modo  lo  que  se  llama  ley  de  naturaleza.  Foresta  razón, 
siempre  que  hablemos  del  derecho  natural,  nos  referi- 
remos^ á  aquellos  principios  que  emanan  de  la  idea  de  lo 
ju^ta  y  de  lo  injusto,  á  aquellos  conceptos  que  la  razón 
humana  alcanza  fácilmente,  y  á  aquellas  verdades  mo-^ 
rales  que  nuestra  inteligencia  comprende  con  claridad. 
.  El  derecho  internacional  en  cualquiera  de  estas  acep- 
ciones, és  decir,  positivo,  consuetudinario  ó  natural,  lo 
dividiremos  en  dos  clases  según  el  origen  de  qtie  procede. 

La  ley  de  las  naciones  reconoce  en  todos  los  pueblos 
la  soberanía  y  el  señorío  jurisdiccional,  como  condiciones 
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indispensables  para  su  existencia  como  estados  indepen- 
dientes. Esta  es  una  verdad  tan  incuestionable j  que  en 
\  ningún  tiempo  ha  existido  opinión  ó  ejenjplo  que  la 

contradiga.  Por  el  derecho  de  la  soberanía  que  existe  en 
todo  estado  se  dispone  del  territorio^  se  hace  el  comercio, 
se  defienden  los  intereses  nacionales,  se  declara  la  guer- 
ra, y  se  contraen  obligaciones  con  otros  estados.  Por  el 
señorío  jurisdicciomil  que  ejerce  toda  nación  en  su  ter- 
ritorio, se  establecen  las  leyes,  arreglan  las  relaciones 
entre  sus  subditos,  y  se  adminístrala  justicia  en  virtud 
de  estas  mismas  leyes.  Cuando  el  derecho  internacional 
tenga  por  objeto  determinarlas  relaciones  que  proceden 
de  la  soberanía  de  los  estados,  le  llamaremos  derecho 
internacional  político;  cuando  se  dirija  k  regularizar 
aquellas  que  pi*oceden  de  la  jurisdicción,  le  denomina- 
remos derecho  jicrisdiccional.  El  derecho  político  re- 
suelve las  cuestiones  que  pueden  ocurrir  entre  los 
estados  á  consecuencia  de  su  soberanía;  y  el  jurisdiccio- 
nal termina  los  conflictos  que  emanan  de  las  diversas 
jurisdicciones  de  los  estados  cuando  los  individuos  pa- 
san á  territorio  extranjero;  es  decir,  que  el  político  fija 
las  relaciones  de  estado  á  estado,  y  el  jurisdiccional  las 
de  estado  á  individuo .  Cada  una  de  estas  divisiones 
ocupará  un  libro  de  la  obra. 

El  derecho  internacional  político  lo  subdividiremos 
en  general  y  marítimo;  estableciendo  en  el  primero  las 
reglas  generales  aplicables  á  todas  las  cosas  y  cuestio- 
nes que  pueden  ocurrir  entre  naciones  independientes, 
y  acomodando  en  el  segundo  estas  máximas  á  las  rela- 
ciones marítimas  de  los  pueblos. 

El  derecho  jurisdiccional  lo  subdividiremos  también 
en  dvil  y  criminal ^  según  que  los  conflictos  que  re- 
suelva procedan  de  las  leyes  civiles  ó  criminales. 
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Examinaremos  detenidamente  estos  cuatro  títulos 
de  derecho  internacional  general^  maHHmo,  civil  y  cri- 
minal^  principiando  por  esplanar  en  cada  una  de  ellas 
laB  reglas  que  pueden  considerarse  como  generales, 
porque  sean  las  que  mas  en  armonía  estén  con  los  bue- 
nos principios  que  se  fundan  en  la  recíproca  convenien- 
cia de  las  naciones,  y  las  que  mas  generalmente  se 
hayan  adoptado  en  la  práctica.  Después  de  establecer 
el  derecho  natural,  investigaremos  el  positivo  ó  consue- 
tudinario de  la  España  en  la  clase  de  que  nos  ocupe- 
mos; y  concluiremos  con  algunos  capítulos  adicionales 
relativos  á  los  agentes  diplomáticos  y  consulares. 
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jje  la  exrquetaíie  mar. 
De  las  represalias  ó  embargo  y  de  la  retorsión. 
Del  corso  marítimo, 
De  la  neutralidad. 
Del  contrabando  de  guerra. 
Del  derecho  de  visita- 
De  la  inviolabilidad  de  los  mares  jurisdiccionales. 
Del  derecho  de  bloqueo. 

ntroduccion. 
De  los  extranjeros. 
De  las  leyes  civiles  ó  estatutos  y  de  sus  efectos  en  pais 

extranjero. 
Efectos  de  los  actos  lícitos. 
De  la  competencia  de  los  jueces. 
Fuero  de  extrangería  en  España, 
3e  los  emplazamientos  y  de  los  exhortes. 
De  las  pruebas. 

De  la  ejecución  de  las  sentencias  en  pais  extranjero, 
^bintestatos  de  extranjeros  en  España. 

Introducción. 

r>e  los  casos  en  que  puede  tener  lugar  el  procedimiento 
contra  extranjeros  ó  por  delitos  cometidos  en  pais  ex- 
tranjero. 

pe  las  penas  que  pueden  imponerse  á  los  extranjeros. 

l^^ráctica  criminal  de  España  con  respecto  á  extranjeros. 

De  las  extradiciones. 

Tratados  de  estradicion  entre  la  España  y  otras  potencias. 

De  los  ajentes  diplomáticos. 

[nmunidades  de  los  príncipes  y  diplomáticos  extranjero?. 

De  los  ajentes  consulares. 
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TITULO  PRnmio. 


1.'  SECCIÓN. 
Br«cli«  iwltole»  s^eral  vm  Meatip*  de  p«p» 


CAPÍTULO  PRIMERO. 
Introducción. 


E 


iL  derecho  internacional  general  es,  como  hemos  di* 
cho^  el  que  determina  las  relaciones  de  nación  á  nación. 

El  derecho  general  lo  subdividiremos  en  dos  seccio-    ciasiflcacioo 
nes;  la  primera  comprenderá  las  reglas  que  determinan  nerai  en  uem^ 
las  relaciones  de  los  estados  en  tiempo  de  paz,  y  la  en  uempo  de 
segunda  las  que  fijan  los  derechos  y  obligaciones  res- 
pectivas en  tiempo  de  guerra.     . 

En  una  y  otra  clasificación  examinaremos  el  dere- 
cho natural,  que  es,  como  hemos  indicado,  el  que  ema- 
na del  sentimiento  de  lo  justo  y  de  lo  injusto,  y  el  po- 
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sitivo,  que  es  el  que  se  deriva  de  las  estipulaciones  í 
tratados;  porque  del  misino  modo  que  en  toda  sociedad 
existe  un  instinto  moral  que  forma  la  base  de  las  re- 
laciones de  los  individuos,  sin  necesidad  de  acudir  á 
las  leyes  escritas,  asi  en  el  conjunto  de  las  sociedades 
existe  este  sentimiento  de  moral  universal  que  sollama 
derecho  de  gentes,  íil  que  todas  las  naciones  se  some- 
ten cuando  calla  la  ley  escrita  que  son  los  tratados. 
Principios  ge-  Antes  de  entrar  en  el  examen  de  cada  una  de  las 
rechode  gen-  partes  en  que  dejamos  clasificado  el  derecho  interna- 
cional general^  vamos  á  establecer  algunas  reglas  que 
consideradas  como  la  base  de  nuestra  doctrina,  puedan 
servir  para  resolver  todos  los  casos  de  que  vamos  á 
ocuparnos. 

Cada  hombre  nace  sujeto  á  la  ley  de  la  naturaleza, 
que  es  la  que  establece  su  condición  particular,  y  las 
relaciones  con  sus  semejantes.  Reunidos  en  sociedad  los 
hombres,  esta  sociedad  en  su  conjunto  participa  de  los 
mismos  sentimientos  y  tendencias  de  utilidad  y  de  pro- 
pia conservación  de  que  por  la  ley  de  la  naturaleza  es^ 
tan  dotados  sus  individuos,  de  suerte  que  cada  sociedad 
ó  estado  se  puede  considerar  en  sus  relaciones  con  otra 
sociedad  ó  estado  como  un  individuo  con  respecto  á 
otro  individuo;  asi  como  cada  estado  puede  conside- 
rarse como  una  individualidad  política  con  respecto  al 
conjunto  de  estados  que  forman  la  gran  sociedad  del 
mundo. 

El  hombre  necesita  del  hombre,  porque  por  sí  solo 
no  puede  satisfacer  todas  siis  necesidades,  y  para  aten- 
der á  ellas  ha  sido  dotado  de  1í\  inteligencia  y  de  la 
palabra.  De  esta  necesidad  en  que  el  hombre  se  encuen- 
tra de  los  auxilios  de  sus  semejantes,  nace  el  gran 
principio  sancionado  por  la  religión  de  no  hacer  mal  á 
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otro  para  tener  derecho  á  recibir  el  bien.  Así,  puesj 
la  sociedad,  al  paso  que  está  obligada  á  su  propia  con- 
servación, lo  está  también  á  no  dañar- á  otra  sociedad, 
del  mismo  modo  que  el  individuo  está  obligado  á  no 
dañar  á  otro  individuo.  Deben  por  tanto  las  sociedades 
ser  hospitalarias  con  los  extranjeros,  y  hacerles  todo  el 
bien  que  no  se  oponga  al  interés  propio. 

Las  sociedades  como  los  individuos  pueden  entre 
si  contraer  obligaciones,  y  estas  serán  eficaces.  Solo 
en  el  caso  de  que  un  contrato  envuelva  vicios  esencia- 
les podrá  rescindirse,  como  si  lo  pactado  llevase  con- 
sigo la  ruina  de  una  de  las  partes,  ó  no  hubiese  sido 
convenido  por  los  legítipaos  poderes  del  estado. 

Las  sociedades  como  los  individuos  pueden  consti- 
tuir leyes  por  la  costumbre. 

Las  sociedades  son  independientes  unas  de  otras,  y 
todas  ea  cuanto  á  sus  derechos  son  iguales,  porque  asi 
como  un  enano  y  un  gigante  son  iguales  en  su  calidad 
de  hombres,  lo  mismo  deben  serlo  el  imperio  de  Busia 
y  la  República  de  San  Marino  en  su  calidad  de  estados, 
y  lo  que  sea  lícito  á  la  Rusia  en  virtud  de  su  soberanía 
é  independencia,  lo  será  también  á  San  Marino. 

Y  por  último,  las  naciones  como  los  individuos  tie- 
nen derecho  de  repeler  la  fuerza  con  la  fuerza,  y  de 
apelar  á  ella  en  últimx)  caso  cuando  sea  atacada  su  na^ 
cionaiidad  é  independencia,  ó  lastimados  sus  intereses 
y  derechos. 

Reasumiendo  esta  sucinta  enumeración  de  los  prin-' 
cipios  de  que  emanan  los  derechos  y  las  obligaciones  lo»  /''*"*2p*2 
de  unos  estados  con  respecto  á  otros,  estableceremos  las  «««tes. 
siguientes  reglas  generales: 

L*     Todas  las  naciones  son  iguales  en  sus  derechos. 

2/    Todas  son  independientes, 
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3/  Todas  las  naciones  independientes  tienen  lüben- 
tad  de  contraer  obligaciones  con  otras. 

4/  Las  obligaciones  contraidas  entre  dos  naciones 
se  disuelven  cuando  no  están  formalizadas  por  los  po- 
deres legitimes  del  estado.  6  cuando  envuelven  la  rui- 
na de  una  de  las  partes  contratantes. 

5/  Todas  están  obligadas  á  no  hacer  mal,  y  ha- 
cer todo  el  bien  compatible  con  el  propio 

6.*  La  costumbre  forma  ley  entre  las  naciones,  y 
la  prescripción  es  entre  ellas  un  titulo  legítimo  de  pro- 
piedad :  y 

7/    Todas  tienen  derecho  de  repeler  la  fuerza  con 
la  fuerza. 
De  los  debe-       De  estas  rcfflas  generales,  que  forman  la  base  de 

res  de  las  na-  -so  j   -x 

ciones.  los  deberes  de  unos  pueblos  con  otros  en  la  sociedad 

del  mundo,  se  deduce  naturalmente  que  las  naciones 
tienen  también  derechos,  porque  donde  está  la  obliga* 
cion  para  unos,  nace  el  4erecho  para  otros.  Asi  es 
que  por  la  misma  razón  que  todo  estado  tiene  el  deber 
de  hacer  bien  á  los  demás ,  estos  estados  tienen  dere- 
cho á  recibirlo. 
Los  derechos       Pero  como  los  derochos  y  los  deberes  de  las  nació- 

nafuraiesy'per.nes  puedan  ser  de  muy  distinta  naturaleza,  y  proceder 
de  muy  distinto  origen,  de  aquí  es  que  estos  se  dividen 
en  natmrales  y  perfectos. 

Son  naturales  aquellos  que  emanan  puramente  de 
la  naturaleza  del  hombre ,  y  de  la  recíproca  conve- 
niencia dé  la  sociedad,  sin  que  pueda  decirse  que  ^cons- 
tituyen su  esencia.  Estos  derechos  y  obligaciones  naPur 
rales  son  el  conjunto  de  consideraciones  de  buena  cor» 
respondencia  que  deben  guardarse  entre  las  naciones 
civilizadas,  las  que  si  bien  son  necesarias  para  la  paz 
y  buena  inteligencia,  sin  embargo  no  son  de  tal  natu- 
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raleza,  que  el  no  observarlas  religiosamente  cause  in- 
juria. 

Los  perfectos  son  aquellos  que  ó  bien  emanan  de 
pactos  solemnes,  ó  afectan  esencialmente  la  existencia 
de  la  sociedad,  como  son  los  que  proceden  de  la  sobe- 
ranía é  independencia  de  las  naciones.  Cuando  un  es- 
tado falta  á  lo  que  debe  en  virtud  de  un  tratado ,  ó 
lastima  la  soberanía  ó  independencia  de  otro,  le  causa 
injuria,  y  queda  obligado  á  la  reparación. 

El  conjunto  de  todos  los  derechos  y  obligaciones  iut^D^Sonaj? 
natwraUz  y  perfectos  de  unos  pueblos  con  respecto  &  |^S  u^reiaeto^ 
otros  es,  como  se  vé,  lo  que  constituye  el  derecho  po-  dSáqneUcne 
Utico  general.  Pero  como  aquellos  sean  tantos  y  tan  •p"^®*®"- 
diversos  como  puedan  ser  las  relaciones  de  unos  esta- 
dos con^otros,  por  esta  razón  los  clasificaremos  según 
su  procedencia,  tomando  por  base  de  nuestra  clasifi- 
cación las  relaciones  que  emanan  de  la  propiedad,  del 
comercio,  de  la  vecindad,  del  protectorado  y  de  la 
religión  de  las  naciones. 

Examinaremos  después  el  derecho  general  en  tiem- 
po de  guerra,  y  concluiremos  dedicando  un  capitulo 
especial  á  la  importante  materia  de  los  tratados. 
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CAPITULO  SKGUNIK). 


De  la  propiedad  de  las  ?mciones. 

pfopied^^d^  M  Derecho  de  propiedad  es  el  dominio  exclusivo  que 
natural.  g©  ejerce  sobre  cualquier  cosa.  El  derecho  de  propie^ 
dad  es  esencial  en  las  sociedades  humanas,  porque  sin 
él  no  puede  existir  paz  ni  bienestar.  Esta  clasificación 
de  tuyo  y  mió  es  la  que  pone  término  á  las  cuestiones 
de  la  ambición,  la  que  sirve  de  estímulo  ai  trabajo,  y 
la  que  fomenta  la  producción.  El  territorio  que  ocupa 
un  pueblo  no  sería  por  sí  suficiente  para  sustentar  á 
sus  moradores,  si  la  mano  del  hombre  no  acudiese  á  su 
cultivo,  y  los  hombres  no  son  tan  buenos  que*  consa- 
gren sus  afanes  para  mejorar  la  tierra  que  otro  pueda 
tener  derecho  á  cosechar.  De  aquí  es  que  el  derecho 
de  propiedad  es  natural,  como  la  sociedad  misma,  no 
concibiéndose  cómo  esta  puede  existir  sin  él. 

Del  dcmínío       Entre  los  derechos  que  tiene  el  individuo  particular 
y  del  imperio.  ^ 

sobre  las  cosas  que  le  pertenecen,  y  los  que  corres- 
ponden á  las  naciones  sobre  el  territorio  que  ocupan 
media  una  diferencia,  que,  el  individuo  tiene  la  pro- 
piedad esclusiva  que  se  llama  dominio,  cuando  la  na- 
ción tiene  el  imperio,  que  es  la  soberanía  ó  dominio 
eminente  para  disponer  de  este  territorio  según  exige 
la  conveniencia  pública:  de  suerte  que  la  propiedad  del 
individuo  no  lleva  consigo  la  soberanía  como  la  lleva 
la  propiedad  de  los  gobiernos.  El  individuo  puede  en 
su  propiedad  establecer  las  reglas  que  se  refieran  á  la 
mejora  de  su  condición,  cuando  los  gobiernos  estable- 
cen leyes,  administran  justicia,  y  disponen  de  la  fuerza 
pública  del  estado. 
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Pero  debe  advertirse  que  aunque  los  bienes  de  los    Derechos  de 

.     , .    .  ,  .111  1  .  .  Í2i  nación  sobre 

individuos  no  sean  propiedad  de  su  gobierno,  sin  em-  la    propiedad 

o  7  particular. 

bargo,  con  respecto  á  otra  nación  se  consideran  como 
del  estado  á  que  pertenecen,  y  como  tales  disfrutan 
de  las  mismas  garantías  que  todo  el  territorio,  porque 
el  derecho  de  propiedad  es  tan  respetable  entre  las 
naciones  como  entre  los  individuos,  y  un  gobierno  res- 
pecto de  otro  no  es  mas  sino  un  individuo  soberano 
respecto  de  otro  individuo  soberano. 

Fundándose  el  derecho  de  propiedad  en  la  necesi-'q^g^l^  p^^ede 
dad  en  que  se  encuentran  las  naciones  de  poseer  con  ]¡^^^  propie- 
separacion  sus  respectivos  territorios,  se  infiere  que  no 
puede  existir  este  derecho  de  propiedad  donde  la  po- 
sesión no  es  posible.  Es  decir,  que  lo  que  no  se  puede 
conservar  esclusivamente,  no  se  puede  poseer,  ni  es 
susceptible  de  propiedad.  Por  esta  razón  no  se  puede 
ejercer  el  derecho  de  propiedad  sobre  la  alta  mar, 
pero  sí  sobre  los  puertos  y  mares  litorales  en  que  es 
posible  la  posesión,  porque  se  puede  impedir  su  uso  ú 
los  demás. 

Por  territorio  propio  de  un  estado  se  entiende  no 
solo  este  mismo  territorio,  sino  sus  rios  y  mares  inte- 
riores, sus  lagos,  puertos  y  mares  litorales,  las  islas 
inmediatas  á  sus  costas,  sus  buques  mercantes  en  alta 
mar,  ó  en  mares  nacionales,  y  los  de  guerra  donde 
quiera  que  se  encuentren,  y  las  casas  de  sus  embaja- 
dores. Sobre  esto  seremos  mas  extensos  al  tratar  del 
derecho  marítimo,  y  de  las  inmunidades  del  cuerpo  di- 
plomático. 

Trayendo  la  propiedad  consigo  el  goce  exclusivo    Losexiranje- 
de  la  cosa  propia,  se  infiere  que  ningún  extranjero  osar  de  la  pro- 
tiene  derecho  para  aprovecharse  de  la  riqueza  de  otro  nal. 
estado,  explotando  sus  minas,  apropiándose  terrenos, 
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disfrutando  de  la  caza,  de  la  pesca,  ó  cortando  ma- 
deras sin  penniso  especial. 

Del  oso  íflo-       El  uso  inocente  é  inofensivo  del  territorio  extran— 
ceste  d6  tas  c<h 
satotravierasjero  08  uu  derecho  natural  de  todas  las  naciones;  asi 

es  que  todas  las  naciones  tienen  derecho  de  transitar 
las  unas  por  el  territorio  de  las  otras,  y  de  comerciar 
entre  sí,  porque  asi  lo  exige  la  naturaleza  de  las  so- 
ciedades, y  porque  el  que  transita  por  pais  extran- 
jero usa  de  él  de  una  manera  inofensiva  é  inocente. 
^  Pero  al  mismo  tiempo  tiene  todo  estado  un  derecho 
perfecto  para  impedir  el  tránsito  á  los  extranjeros  cuan- 
do lo  juzgue  conveniente,  y  como  éste  es  un  derecho 
perfecto  que  emana  de  la  soberanía  é  independen- 
cia del  estado,  prevalece  sobre  el  opuesto,  que  solo  se 
funda  en  la  recíproca  conveniencia. 
dadVe^aw  de  ^^^^  cuando  un  pueblo  se  vé  en  la  necesidad  de 
iranjera^  ***  pasar  por  un  territorio  extranjero  pam  salvarse  de  una 
epidemia,  de  una  persecución  de  enemigos,  ó  de  cual- 
quier calamidad  que  no  puede  evitar  de  otro  modo, 
entonces  la  necesidad,  que  e^  la  suprema  ley,  concede 
un  derecho  perfecto  para  abrirse  paso  por  la  fuerza, 
lín  tales  casos  solo  la  prudencia  debe  servir  de  regla 
para  resolver  los  conflictos. 
La»»ervíduin-       Las  servidumbres  establecidas  sobre  un  territorio, 

breKDodosiru-  .    ,    ,  •     i  . 

yen  oí  el  domi-  no  pueden  destruir  ni  el  dominio  ni  el  imperio  que  so- 
nto Di  el  irope-  ^  .  , 
r'o.  bre  él  ejerce  el  gobierno  territorial;  así  es  que  una  na- 
ción que  tiene  el  derecho  de  cortar  maderas  en  los 
bosques  de  otra,  no  puede  impedir  que  ésta  desmonte 
el  terreno  para  ponerlo  en  cultivo,  lo  mas  á  que  podrá 
tener  derecho,  será  á  ser  indemnizada  si  la  servidum- 
bre de  que  estaba  en  posesión  la  había  adquirido  por 
titulo  oneroso.  Sin  embargo,  cuando  el  uso  que  se  va 
&  hacer  del  dominio  territorial  es  insignificante  y  con 
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él  se  destruye  una  servidumbre  de  grande  utilidad,  la 
prudencia  condena  de  abuso  el  uso  indiscreto  de  este 
derecho.  Así  es  que  una  nación  que  estuviese  en  po- 
sesión de  navegar  por  un  rio  de  otra,  para  cultivar  un 
ramo  importante  de  comercio,  tendría  razón  en  califi- 
car de  abuso  el  que  se  impidiese  esta  navegación  por 
construir  una  cascada  de  puro  recreo. 

La  propiedad  de  las  naciones  se  adquiere  y  se  pier- 
de de  varios  modos.  Por  ocupación  ó  abandono,  por 
transacciones  y  por  prescripción. 

Cuando  una  nación  ocupa  un  territorio  que  no  per-    í)e  laocupa- 

.        ,     _  .  ,  ,  clon  6  abaodo- 

tenece  a  ninguna  otra,  lo  nace  suyo  y  eierce  sobre  él  oo  deiterrito- 

1  j       .    •  1  •  .  ^     ^     nj  rio  y  de  sus 

el  dommio  y  el  miperio;  pero  es  necesario  que  además  condiciones. 
de  la  posesión  formal  tenga  la  intención  de  poblarlo  y 
cultivarlo,  pues  de  lo  contrario  unos  \'iajeros  que  solo 
tuviesen  por  objeto  el  reconocer  islas  y  continentes,  po- 
drían hacerse  dueños  de  inmensos  países  con  solo  ha- 
cer la  ceremonia  de  tomar  posesión  de  los  que  visita- 
sen. El  simple  acto  de  toma  de  posesión,  no  puede 
tener  mas  importancia  que  la  de  un  título  de  preferen- 
cia, como  primer  descubridor  sobre  el  que  lo  sea  pos- 
terior. Pero  si  el  primer  descubridor  no  usa  de  su  de- 
recho preferente ,  podrá  el  posterior  usar  del  suyo ,  - 
porque  la  conveniencia  del  género  humano  no  permite 
que  permanezca  inculto  y  desierto  ningún  territorio, 
por  respeto  á  derechos  ideales  de  naciones  que  no  se 
aprovechan  de  él  en  beneficio  propio,  y  que  impiden 
se  aprovechen  las  demás. 

Los  publicistas  suelen  agitar  la  cuestión  de  si  es  lí-  Q^^p^^i^^  ¿^ 
cito  á  una  nación  apoderarse  de  un  pais  habitado  por  5°^^^  mÍvÍ^ 
salvages.  La  doctrina  mas  recibida  es  la  afirmativa;  í^®- 
porque  los  salvages  ni  poseen  el  territorio  propiamente, 
pues  que  viven  errantes,  ni  por  consiguiente  pueden 
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tener  propiedad  sobre  él.  El  pais  que  habitan  los  sal- 
vages  no  lo  poseen  con  esclusion  de  los  demás  ni  lo 
cultivan,  sino  que  disfrutan  de  él  en  común,  y  solo  en 
aquella  parte  que  la  naturaleza  produce  espontánea- 
mente. Además  que  la  conveniencia  del  género  humano 
justifica  la  colonización,  como  una  mejora  de  las  cas- 
tas que  viven  en  la  barbarie. 

Del  abandono  Infiérese  de  lo  dicho,  que  cuando  un  pueblo  aban- 
dona una  parte  de  su  territorio  con  intención  de  no 
conservarlo,  pierde  la  soberanía  que  ejercía  sobre  él 
y  lo  deja  en  estado  de  que  sea  primi  ocupan tis.  Pero 
por  el  simple  hecho  de  dejar  desierta  una  parte  del 
estado,  no  se  infiere  que  se  renuncia  á  su  soberanía, 
pues  pueden  influir  en  un  abandono  temporal  circuns- 
tancias especiales  que  deben  respetar  los  demás  cuando 
los  títulos  de  propiedad  son  legítimos  y  valederos. 

DeiaenaRe-       Se  enagena  ó  adquiere  parte  del  territorio  de  un 

nacioD  óadqui-  ^  ir 

sicion de  terri- estado  por  venta,  por  cesión,  y  por  permuta;  porque 
los  estados ,  como  los  particulares,  pueden  trasferirse 
el  dominio  de  las  cosas  por  contratos  recíprocos.  Pero 
en  los  tratados  que  se  celebran  entre  los  gobiernos, 
relativos  al  dominio  del  territorio,  debe  tenerse  siempre 
presente  que  lo  que  se  enagena  es  una  parte  del  mis- 
mo cuerpo  político;  que  la  ley  que  dá  la  vida  á  éste, 
es  la  misma  que  une  sus  miembros  y  les  garantiza  los 
.  mismos  derechos  y  la  misma  protección;  y  que  al  se- 
parar una  parte  del  todo  de  la  sociedad ,  se  rompen 
los  vínculos  que  la  formaban ,  queda  en  estado  de 
disolución,  y  en  necesidad  de  reorganizarse  sobre  las 
nuevas  bases  de  la  enagenacion.  Por  consiguiente,  ac- 
tos de  tanta  trascendencia  no  pueden  consumarse  sino 
por  los  poderes  del  estado  en  su  mas  amplia  represen- 
tación, es  decir,  en  aquella  forma  en  que  la  voluntad 
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nacional  se  encuentra  representada  del  modo  mas  so- 
lemne y  esplícito,  según  la  organización  de  los  gobier- 
nos que  verifiquen  laenagenacion. 

Cuando  se  trasfiere  el  dominio  de  una  parte  del  pS^nan^^dt?"^ 
territorio,  el  estado  que  lo  recibe  no  es  libre  de  dis-  j^'J^'^i^rhíorio 
poner  á  su  arbitrio  de  las  propiedades  que  existen  en  IJ^fg^no^J  ¿e 
él,  porque  estas  se  conservan  en  el  dominio  particular  [^  parucuia- 
de  sus  antiguos  poseedores:  lo  que  se  trasfiere  es  el 
dominio  eminente  y  el  imperio  sobre  este  territorio. 
Tampoco  se  puede  obligar  á  los  moradores  del  terri- 
torio trasferido  á  cambiar   de  nacionalidad,  porque 
la  sociedad  puede  disponer  del  suelo  que  ocupa,  pero 
no  obligar  á  algunos  de  sus  miembros  á  pasar  contra 
su  voh^ntad  íi  formar  parte  de  otro  estado:  por  esta 
razón  en  todos  los  tratados  de  cesión  ó  permuta  de 
territorios,  se  concedo  á  los  moradores  de  los  territo- 
rios cedidos  ó  permutados  un  plazo  razonable  para 
f^nagenar  sus  propiedades '  y  trasladarse  al  punto  que    • 
elijan.  Lo  dicho  se  entiende  cuando  el  dominio  de  un 
estado  se  trasfiere  á  otro  por  recíproca  avenencia, 
pues  cuando  esta  traslación  de  dominio  procede  de  la 
conquista,  la»  reglas  son  diversas,  como  veremos  al  tra- 
tar de  la  guerra. 

Por  último,  se  adquiere  y  se  pierde  el  dominio  de    |>e  la  pres- 
los  estados  por  la  prescripción. 

Sobre  este  punto  suelen  agitarse  cuestiones  entre 
los  publicistas,  sosteniendo  algunos  que  la  prescrip- 
ción no  puede  existir  entre  las  naciones,  porque  el  de- 
recho de  propiedad,  de  que  procede  esencialmente,  no 
emana  de  la  naturaleza,  pues  en  el  estado  natural  su- 
ponen comunes  todos  los  bienes.  Pero  siendo  la  socia- 
bilidad la  primera  condición  del  hombre,  la  que  forma 
la  base  de  su  naturaleza,  es  claro  que  el  hombre,  una 
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vez  constituido  en  sociedad,  necesita  de  la  separación 
de  bienes  y  de  la  propiedad.  De  suerte,  que  tanto  la 
sociedad  como  la  propiedad,  son  naturales  al  hombre, 
porque  están  de  acuerdo  «on  su  condición ,  y  porque 
son  dos  elementos  indispensables  para  la  paz  y  el  bien- 
estar del  género  humano,  tal  como  por  su  naturaleza 
propia  se  encuentra  constituido.  Partiendo  de  este  prin- 
cipio, de  la  conveniencia  de  que  la  propiedad  de  las 
naciones  no  permanezca  incierta,  y  de  que  la  posesión 
quieta,  pacífica  y  de  buena  fé,  es  en  sí  misma  un  tí- 
tulo respetable  para  adquirir  el  dominio  de  las  cosas , 
porque  supone  el  consentimiento  de  los  que  pudieran 
alegar  mejor  derecho,  establecemos  que  la  prescrip- 
ción es  legítima  entre  las  naciones, 
deíaprwri^  P*^^  ^^^  1^  prescripción  pueda  producir  sus  efee" 
^®°'  tos,  es  preciso  que  exista  una  posesión  de  buena  fé, 

es  decir,  que  el  poseedor  crea  que  su  título  es  legíti- 
mo, pues  de  otro  modo  no  se  prescribe,  si  no  se  usur- 
pa: que  la  posesión  no  sea  interrumpida,  pues  si  se 
probase  que  hablan  mediado  reclamaciones  ó  protes- 
tas contra  esta  posesión,  entonces  deja  ya  de  existir  la 
presunción  del  tácito  consentimiento  del  agraviado,  cir- 
cunstancia indispensable  en  la  prescripción;  y  por  úl- 
timo, que  la  posesión  sea  de  largo  tiempo.  Sobre  este 
punto  no  es  fácil  determinar  el  número  fijo  de  años; 
la  regla  mas  natural  es,  que  el  tiempo  porque  se  haya 
abandonado  la  propiedad,  sea  el  suficiente  para  pro- 
ducir la  confusión  y  la  incertidumbre  en  los  derechos 
respectivos,  lo  cual  depende  de  la  naturaleza  de  las 
cosas  y  de  las  circunstancias. 
De  la  prca-  ^  ^^  dicho  se  infiere,  que  la  prescripción  inme— 
crjpiciíón  inroe-  moríal  es  un  verdadero  título  de  propiedad,  tan  firme 
y  valedero  como  el  que  mas.  pues  si  la  posesión,  cuyo 
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origen  se  piei'de  en  los  tiempos,  no  fuese  acatada  como 
título  legitimo,  ninguna  nación  podría  estar  segura  en 
la  posesión  de  sus  estados.  La  obra  del  tiempo  es  siem- 
pre respetable,  y  mucho  mas  ti'atándose  de  intereses 
de  naciones  que  envuelven  la  existencia  y  el  porvenir 
de  tantas  familias. 

Los  actos  que  significan  el  desistimiento  de  un  de-  ^^^^^¡^  ^^ 
recho,  asi  como  el  dejar  de  hacer  los  que  constituyen  ^•• 
su  conservación,  dan  un  título  de  prescripción  que  se 
llama  pasiva.  Por  esta  regla,  el  estado  que  no  quiere 
ó  no  puede  utilizar  un  territorio,  se  entiende  que  re- 
nuncia sus  derechos  á  él,  cuando  terminantemente  no 
consta  lo  contrario. 

Concluiremos  este  capítulo  observando,  que  los  ter-    De  las  coio- 
ritorios  que  adquieren  los  estados  á  largas  distancias 
de  la  residencia  de  su  gobierno,  son  considerados  de 
distinto  modo  que  los  comprendidos  en  el  primitivo  lí- 
mite territorial. 

Bstas  apartadas  provincias  que  se  llaman  colonias, 
son  generalmente  regidas  por  leyes  especiales,  y  no  por 
los  principios  del  derecho  común.  La  dificultad  que 
ofrece  la  distancia  para  mandar  las  colonias  de  la  mis- 
ma manera  que  se  mandan  las  provincias  obliga  gene- 
ralmente á  no  conceder  á  los  colonos  los  mismos  de- 
rexíhos  que  á  los  que  habitan  el  suelo  de  la  metrópoli, 
V  á  limitar  sus  relaciones  de  comercio  con  los  estados 
extranjeros. 

La  situación  excepcional  de  las  colonias  está  reco- 
nocida por  el  derecho  de  gentes.  Las  reglas  que  de- 
terminan las  relaciones  entre  los  estados  no  son  ex- 
tensivas á  las  colonias,  ya  procedan  estaá  reglas  del 
derecho  común,  ya  emanen  del  derecho  positivo,  pues 
los  tratados  tampoco  son  aplicables  á  las  colonias  cuan- 
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do  no  está  convenido  terminantemente;  y  esta  libertad 
de  los  gobiernos  para  conceder,  negar,  limitar  ó  mo- 
dificar en  sus  colonias  las  reglas  generales  del  dere- 
cho común,  está  acatada  hoy  por  todas  las  naciones. 
Colonias  es-       eq  i^g  colonias  españolas  se  ha  observado  con  tanto 
rigor  esta  excepción  de  las  reglas  generales  del  dere- 
cho, que  hasta  el  año  1824  ni  aun  se  permitía  á  los 
extranjeros  residir  en  ellas,  ni  tener  con  ellas  ningún 
trato  ni  comunicación.  Por  el  real  decreto  de  9  de  febre- 
ro de  dicho  año,  se  abrieron  por  primera  vez  al  co- 
mercio extranjero,  y  aunque  desde  esta  época  las  po- 
tencias amigas  de  la  España  han  tenido  grande  em- 
peño en  disfrutar  en  las  colonias  españolas  de  las  mis- 
mas consideraciones  que  en  las  demás  provincias  de 
España,  sin  embargo,  el  gobierno  español  ha  sostenido 
siempre  la  doctrina  excepcional,-  y  sus  colonias  conti- 
nuavan  considerándose  fuera  de  los  tratados,  tanto  con 
respecto  á  los  extranjeros,  como  á  los  cónsules,  y  to- 
das las  naciones  acatan  esta  situación,  como  veremos 
al  hablar  de  los  tratados ^y  de  los  agentes  consulares. 

Como  desde  el  movimiento  del  año  de  1868  se  han 
hecho  tantas  alteraciones  en  todos  los  ramos  de  la  Ad- 
ministración del  Estado,  aun  no  se  puede  conocer  cual 
será  la  última  palabra  del  Gobierno  español  con  respeto 
á  sus  colonias. 
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CAPITULO  III. 


Del  comercio  entre  las  naciones. 

El  comercio  es  el  medio  por  el  cual  un  estado  se    Definición. 
procura  de  otro  los  artículos  que  no  produce  su  suelo 
6  su  industria  en  cambio  de  los  que  produce  con  exceso. 

El  comercio  es  una  consecuencia  del  derecho  de 
propiedad,  pues  desde  el  momento  en  que  los  bieneá 
dejan  de  ser  comunes,  y  que  no  es  licito  tomar  lo  que 
otro  posee,  si  hay  necesidad  de  adquirirlo,  esto  solo 
se  puede  verificar,  ofreciendo  en  compensación  otras 
cosas.  Este  continuo  cambio  de  valores  que  constituye 
el  comercio,  eS  un  manantial  inagotable  de  riquezas, 
que  sirve  de  estímulo  al  trabajo  dando  salida  á  sus  pro- 
ductos. Por  esta  razón  todas  las  naciones  deben  pro- 
t^er  tan  eficaz  medio  de  psosperidad  y  de  bienestar. 

A  pesar  de  que  el  comercio  esté  generalmente  reco- 
nocido como  lícito  y  provechoso  para  todos  los  pue- 
blos, cuando  estas  ventajas  se  refieren  á  un  estado  en 
particular,  la  ley  de  las  naciones  no  concede  el  dere- 
cho de  juzgar  sobre  ellas  sino  al  mismo  estado  intere- 
sado, porque  de  otro  modo  sería  dejar  abierta  una  bre- 
cha contra  la  independencia  nacional.  En  las  cuestiones 
de  interés  nacional  nadie  puede  ser  juez  sino  la  misma 
nación.  El  derecho  que  tienen  las  naciones  para  Comer- 
ciar entre  sí  es  natural  y  procede  de  la  conveniencia  re- 
cíproca, pero  con  las  limitaciones  que  naturalmente 
emanan  de  su  independencia;  porque  así  como  cada 
hombre  es  libre  de  ofrecer  los  productos  de  su  traba- 
jo en  cambio  de  otros  objetas,  y  de  negarse  á  su  vez 
cuando  se  le  ofrece  el  cambio,  asi  los  estados  pueden 
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ofrecer  ó  negar  su  comercio ^  según  que  esté  ó  no  en 
sus  intereses. 
El  estado  que       Cuando  un  estado  se  nieffa.á  admitir  en  su  territo- 

se  niega  á  co-  ^ 

merciarnocau-  rio  el  comercio  extranjero,  no  hace  agravio  á  ninguno 
porque  usa  de  su  libertad,  y  aun  debe  suponerse  que 
obra  en  su  propia  conveniencia,  porque  él  solo  es  el 
juez.  Pero  cuando  la  oposición  procede  de  un  tercero 
que  se  cree  en  derecho  de  impedir  el  tráfico  entre  otros 
dos  estados,  entonces  este  tercero  causa  una  verdade- 
ra injuria,  que  puede  resistirse  hasta  con  la  fuerza. 

En  consecuencia  de  esta  libertad,  es  licito  á  toda 
nación  el  prohibir  la  entrada  en  su  territorio  (i  ciertas 
y  determinadas  mercaderías  extranjeras,  y  la  nación 
perjudicada  por  esta  prohibición  no  tiene  motivo  para 
quejarse,  pues  que  á  su  vez  puede  usar  de  igual  dere- 
cho con  respecto  á  las  otras  naciones. 

Otra  consecuencia  de  la  libertad  del  comercio  es  la 
facultad  que  tiene  todo  estado  de  imponer  los  derechos 
que  crea  conveniente  sobre  las  mercaderías  extranje- 
ras; porque  si  es  lícito  negar  la  entrada  á  los  produc- 
tos extranjeros,  con  mas  motivo  lo  será  el  imponer 
restricciones  ó  condiciones  para  su  admisión.  A  la  eco- 
nomía política  corresponde  examinar  en  qué  circunstan- 
cias convenga  gravar  con  impuestos  los  productos  de  la 
industria  extranjera.  En  España  se  sostiene  por  unos 
el  principio  de  la  rebaja  de  los  aranceles  extranjeros, 
y  por  otros  el  de  la  conservación  de  los  derechos  pro- 
tectores: pero  repetimos  que  el  tratar  de  esta  mate- 
ria corresponde  á  la  economía  política. 
Se  pueden  im-       Igualmente  se  deduce  de  la  libertad  de  las  nacio- 
Sobre  las^per^  ücs  en  materia  de  comercio,  la  facultad  que  estas  tie- 
caocías^  q  u^e  ^^^  dc  imponer  derechos  ^obre  las  personas  ó  mercan- 
terrííorio.^^'^^^  cias  que  transiten  por  su  territorio.  Como  los  caminos 
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ó  los  cauales  sean  el  vehículo  por  donde  se  efectúa  el 
comercio  terrestre,  claro  es  que  el  estado  que  ejerce 
el  señorío  territorial  sobre  estos  caminos  y  canales  pue-  • 
de  negar  el  tránsito  ó  concederio  bajo  ciertas  condicio- 
nes. La  equidad  y  la  justicia  exijen  sin  embargo  que 
los  derechos  de  tránsito  estén  en  proporción  con  los 
costos  de  reparación  del  camino  por  donde  se  transita. 

Muchos  han  creido  que  el  tránsito  de  personas  y 
de  mercaderías  extranjeras,  es  un  uso  tan  inocente 
que  ningún  estado  puede  negarse  á  concederlo;  pero 
la  importancia  del  dominio  y  de  la  independencia  de 
las  naciones  es  tal  que  no  se  puede  menos  de  com- 
prender en  ellos-el  derecho  de  negar  el  paso  por  el 
territorio  á  personas  y  mercaderías  extranjeras.  Ade- 
más que  no  debe  considerarse  tan  inocente  un  uso  que 
puede  dar  lugar  á  tantos  abusos  contra  los  intereses  y 
contra*la  tranquilidad  del  estado.  Aunque  la  comuni- 
dad que  ha  establecido  entre  las  naciones  la  civilización 
moderna,  haga  cuasi  imposible  el  ejercicio  absoluto  de 
este  derecho  con  respecto  á  las  personas,  sin  embargo 
se  debe  sostener  el  principio,  porque  suele  ocurrir  su 
aplicación  con  respecto  á  individuos  particulares. 

Siendo  la  facultad  de  comerciar  un  derecho  imper-  gj  derecho  de 
fecto,  claro  es  que  para  hacerlo  obligatorio  es  preci-  SSce "^perfecío 
so  que  esté  garantido  por  estipulaciones  solemnes.  Por  {J)gVatodo8.^^ 
manera  que  los  tratados  de  comercio  al  paso  que  son 
la  verdadera  garantía  de  este  derecho,  coartan  la  li- 
bertad natural  de  negarse  á  comerciar.  Cuando  se  quie- 
re establecer  este  derecho  de  comerciar  entre  dos  na- 
ciones por  medio  de  tratados,  se  debe  tener  presente 
que  si  bien  las  partes  contratantes  pueden  desentender- 
se de  los  derechos  naturales  de  otros  estados  conce- 
diéndose exclusivas  reciprocas,  no  pueden  hacer  lo  mis- 
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mo  con  respecto  á  los  derechos  perfectos  que  procedan 
de  otras  estipulaciones.  Cuando  estos  pactos  no  destru- 
yen un  derecho  perfecto,  aunque  lastimen  los  intereses 
de  otro  estado,  no  causan  á  este  un  verdadero  agravio. 
Condiciones       Por  conveniencia  propia  se  debe  ser  muy  circuus- 

de  los  tratados         .  .     •     j      j     ^    i       j  •  j 

de  comercio,    pecto  en  materia  de  tratados  de .  comercio  para  no  dar 
á  nadie  motivo  justo  de  resentimiento,  y  para  no  coar- 
tarse demasiado  la  libertad  sino  por  razones  de  conoci- 
da ventaja;  sobre  todo  no  deben  contraerse  estos  com- 
promisos por  un  tiempo  indeterminado,  porque  siendo 
el  comercio  uno  de  los  ramos  de  la  industria  humana 
mas  sujetos  al  influjo  variable  de  las  circunstancias, 
cuando  estas  estipulaciones  sujetan  perpetuamente  el 
movimiento  del  comercio  á  un  solo  carril,  se  convierten 
en  una  tiranía  insoportable  para  los  pueblos. 
Nunca  con-       Sobre  este  punto  no  deben  nunca  perder  de  vista 
2aSdosde*cSÍ^  los  gobiernos,  y  muy  especialmente  aquellos  qiie,  por 
mercio.  ^^  moralidad  ó  por  su  posición  no  busquen  en  los  tra- 

tados un  instrumento  de  abusos  en  provecho  propio, 
que  no  les  conviene  ligar  por  medio  de  tratados  su  li- 
bertad natural.  Entre  dos  pueblos  que  permiten  el  co- 
mercio extranjero,  los  principios  del  derecho  de  gentes 
son  bastantes  para  regularizar  el  movimiento  de  este 
elemento  de  riqueza,  sin  necesidad  de  apelar  á  los  tra- 
tados, que  son  el  arma  con  que  los  fuertes  suelen  jus- 
tificar sus  agresiones  contra  los  débiles.  Si  hay  algún 
punto  en  el  cual  pueda  la  influencia  de  los  gobiernos 
producir  mejoras,  estas  se  obtienen  del  mismo  modo, 
y  sin  los  riesgos  que  ofrecen  los  tratados,  convinién- 
dose confidencialmente  en  la  alteración  de  los  arance- 
les, porque  los  aranceles  son  unas  leyes  interiores  que 
pueden  alterarse  según  convenga  y  sin  mas  consecuen- 
cias en  cuanto  á  los  gobiernos  extranjeros  que  la  re- 
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torsión;  cuando  los  tratados  de  comercio  mientras  inte- 
resan á  alguna  de  las  partes  conti'atanteSj  se  sostienen 
con  empeño,  y  no  se  rompen  sino  con  la  guerra. 

A  pesar  de  la  grande  independencia  que  el  dere- 
cho de  gentes  concede  át  las  naciones  para  otorgarse 
recíprocamente  ventajas  comerciales,  cuando  en  virtud 
de  nn  privilegio  exclusivo  concedido  á  una  nación,  es- 
ta abusa  del  monopolio  vendiendo  á  precios  excesi- 
vos algunos  artículos  necesarios  á  la  vida,  la  misma 
ley  de  las  naciones  condena  este  abuso,  y  autoriza 
á  las  demás  para  coligarse  contra  el  estado  monopoli- 
zador. 

El  comercio  que  se  funda  en  la  costumbre  de  co-  sobre  ei  de- 
merciar  y  no  en  tratados  especiales,  ó  lo  que  es  lo  mis*  meícJar'queaé 
mo,  el  que  depende  de  un  dei*echo  imperfecto,  no  cons-  p"r2scripcioD.'* 
tituye  prescripción;  y  así  aunque  dos  naciones  están 
en  la  práctica  de  cambiarse  sus  productos,  y  esta  se 
haya  conservado  sin  interrupción  por  muchos  años,  no 
por  eso  se  constituye  entre  ellas  un  derecho  que  coar- 
te la  libertad  natural«en  la  una  ó  en  la  otra,  de  negar- 
se á  continuar  el  comercio.  Por  mas  que  sea  antigua  la 
práctica  de  que  los  ingleses  exporten  vino  de  Opor- 
to,  nunca  los  portugueses  les  podrían  impedir  el  que 
se  surtiesen  en  otros  países  de  este  artículo,  ni  los  in- 
gleses podrían  tampoco  impedir  á  los  de  Opoi^o  que 
arrancasen  sus  viñas.  Pero  si  un  estado  se  hubiese  so- 
metido á  cierto  género  de  especulaciones  por  causa 
de  alguna  compensación,  entonces  ya  no  se  podría  ca- 
lificar de  imperfecto  el  derecho  de  comerciar,  porque  se. 
fundaría  en  un  convenio  mas  ó  menos  esplícito  y  formal, 
y  procedería  de  causa  onerosa,  de  modo  que  este  con- 
sentimiento confirmado  por  ei  trascurso  del  tiempo, 
podría  producir  la  prescripción.  Keflriéndonos  al  ejem- 
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plo'  anterior,  si  la  Inglaterra  hubiese  renunciado  en  al- 
guna época  el  mercado  de  vinos  portugueses,  y  el 
Portugal  le  hubiese  hecho  tales  compensaciones  que 
al  fin  hubiese  desistido  de  su  propósito,  después  de  mu- 
chos años  el  Portugal  podría  fundar  en  este  hecho  con- 
firmado por  el  trascurso  del  tiempo  un  derecho  para 
que  la  Inglaterra  le  exportase  sus  vinos. 

Pero  el  derecho  de  comerciar,  que  emana  de  los 
tratados,  como  es  un  derecho  perfecto,  puede  prescri- 
bir, porque  los  tratados  constituyen  obligaciones,  y 
cuándo  estas  no  se  cumplen  prescriben.  Si  una  nación 
adquiriese  por  un  tratado  el  derecho  de  proveer  á  otra 
de  determinados  artículos,  y  pasados  muchos  anos  sin 
usar  de  él,  concediese  &  otra  este  mismo  derecho, 
y  aun  con  la  cláusula  de  exclusivo,  sería  válida  la  se- 
,  gunda  concesión,  pues  dobería  entenderse  caducada  la 
primera  por  falta  de  ejecución.  * 

Respeto  que       Como  la  moneda  sea  el  signo  con  que  en  general 
moneda^  ex-  se  representan  los  valores  que  son  objeto  del  comercio, 
tranjera.        todos  los  gobiernos  estan  obligaáos  á  respetar  el  cuño 
extranjero  como  una  emanación  de  la  soberanía,  y  por 
consiguiente  á  no  permitir  que  en  su  territorio  se  fa- 
brique moneda  extranjera,  ni  que  en  él  se  dé  asilo  á 
los  monederos  falsos. 
Código  espa-       Despues  de  haber  fijado  la  doctrina  que  en  gene— 
fioi  de  comer-  pgj  prescribe  el  derecho  de  gentes  en  materia  de  co- 
mercio, contrayéndonos  á  España,  diremos  que  por  el 
artículo  veinte  del  código  de  comercio  es  lícito  á  todo 
.  extranjero  comerciar  en  España,  pero  con  la  obligación 
de  quedar  sujeto  á  las  operaciones  mercantiles  que 
verifique  á  las  reglas  y  prescripciones  que  en  dicho 
código  se  establecen.  Es  decir,  que  quedan  sujetos  á  la 
misma  condición  que  los  demás  españoles. 


Digitized  by 


Google 


—  :í9  — 

Existe  además  en  España  una  legislación  especial  conwiSo*aju8- 
en  favor  de  los  comerciantes  extranjeros,  que  es  la  que  ^a^^Í  oirw 
se  funda  en  los  tratados.  poieocias. 

Muchos  son  los  privilegios  y  exenciones  concedidos 
á  los  comerciantes  extranjeros  en  España,  de  tal  modo 
que  en  ocasiones  se  encuentran  en  condición  mas  ven- 
tajosa que  los  mismos  españoles.  Nos  proponemos  ha- 
cer un  extracto  de  los  tratados  en  que  se  encuentren 
consignadas  estas  estipulaciones;  pero  como  muchas  de 
ellas  hayan  caducado  por  el  trascurso  del  tiempo,  por 
guerras  y  otros  acontecimientos,  creemos  que  no  es- 
tará de  más  anticipar  á  este  trabajo  una  ligera  reseña 
histórica  del  origen  de  dichos  tratados,  de  la  influen- 
cia que  ha  tenido  en  el  aumento  de  los  compromisos 
que  por  tanto  tiempo  han  pesado  sobre  la  España  la 
inserción  impremeditada  de  la  cláusula  de  nadon/avfh 
reddaj  tie  las  estipulaciones  que  han  caducado,  y  por 
último  de  las  que  subsisten  y  forman  el  derecho  inter- 
nacional de  España  en  materia  de  comercio. 

Sabido  es  que  los  monarcas  españoles  que  ocupa- ^*¿J'^*<'«'o» 
ron  el  solio  durante  los  siglos  XVII  y  XVIII,  preocupados  g{.«r<^ío  «ei© - 
de  las  guerras  que  tuvieron  que  sostener  en  Europa,  y  E^p^fla. 
temerosos  siempre  de  que  el  influjo  extranjero  penetra- 
se en  el  Nuevo-Mundo,  fijaron  como  punto  de  mira  de 
su  política  exterior  el  mantener  aisladas  tan  codiciadas 
posesiones,  aunque  pai'a  conseguirlo  fueáe  necesario  sa- 
crificar algunos  intereses  en  Europa.  De  aquí  es  que 
en  todas  las  estipulaciones  ajustadas  por  la  España  en 
aquellos  tiempos,  es  fácil  observar  que  á  trueque  de 
alejar  las  pretensiones  de  los  extranjeros  con  respecto 
á  las  Indias  Occidentales,  se  les  solian  abandonar  in- 
tereses de  gran  cuantía  en  el  antiguo  continente.  Por 
otra  parte,  como  el  espíritu  mercantil  no  se  hallaba 
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por  aquellos  tiempos  muy  desarrollado  en  España,  por- 
que era  otro  el  carril  por  donde  el  interés  de  la  socie- 
dad española  dirigia  su  movimiento,  los  españoles  que 
aspiraban  á  hacer  fortuna,  se  iban  á  América  en  vez 
de  buscarla  en  el  comercio  europeo,  y  asi  es  que  el 
comercio  español  quedaba  en  manos  de  los  extran- 
jeros . 

Bajo  el  influjo  de  tales  circunstancias,  la  España 
hizo  muchas  concesiones  á  los  extranjeros,  unas  veces 
en  remimeracion  de  servicios  que  de  ellos  recibia,  y 
otras  arrastrada  por  las  apremiantes  solicitudes  de  sus 
gobiernos. 

La.  primera  ocasión  en  que  la  España  concedió  á 
los  extranjeros  el  derecho  de  comerciar  sobre  bases 
de  privilegio,  y  exenciones  superiores  á  los  que  goza- 
ban los  mismos  nacionales,  fué  en  el  año  de  1607.  La 
fidelidad  con  que  las  ciudades  anseáticas  asistieron  con 
armas  y  con  dinero  al  emperador  Carlos  V  y  á  su  hijo 
Felipe  II,  les  atrajo  su  justo  aprecio,  y  con  él  las  in- 
munidades que  se  aumentaron  en  los  tres  reinados  si- 
guientes en  remuneración  de  los  continuos  servicios  que 
hacian  al  erario.  En  una  de  estas  circunstancias  fué 
cuando  el  Sr.  Rey  D.  Felipe  III  concedió  á  los  ciudada- 
,nos  anseáticos  los  famosos  privilegios  firmados  en  Madrid 
á  28  de  setiembre  de  1607. 

De  estos  privilegios  disfrutaron  exclusivamente  los 
anseáticos  hasta  el  tratado  de  los  Pirineos  de  1659. 
Ni  los  ingleses  y  dinamarqueses,  á  pesar  de  sus  auxi- 
lios en  varios  períodos  de  la  guerra  de  treinta  años  (1), 


(I)  Hacia  los  años  de  16^  se  encendió  en  Alemania  la  fa- 
mosa guerra  que  fué  apellidada  de  treinta  años  entre  el  em- 
perador por    una    parte ,    y   por    otra  el  elector    Palatino  que 
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ni  las  provincias  imidas  de  los  Paises-Bajos  á  pesar  de 
la  tregua  de  Amberes,  y  del  empeño  conque  mas  tar- 
de procuraron  separarlas  de  la  Francia  los  plenipoten- 
ciarios españoles  en  Westphalia,  Peñaranda  y  Brun, 
obtuvieron  en  sus  respectivos  tratados  de  1604,  1609, 
1645  y  1648,  otro  favor  que  el  de  que  sus  subditos 
no  estu%desen  sujetos  en  España  á  otros  ó  mayores  im- 
puestos que  los  nacionales. 

Pero  mas  felices  los  franceses  en  las  conferencias    Cláusula  de 

Dación  mas  fa- 

del  Bidasoa,  sacaron  el  fruto  que  era  de  esperar  de  un  vorecwa  esij- 

'  ^  ^  pulada  con  la 

negociador  dotado  de  astucia,  capacidad  é  ideas  fiías,  Francia  y  de*^- 

*='  ^       ^  o     ^  pupg  (jon  otras 

en  contraposición  de  otro  muy  caballero,  y  que  de-  potencias 
seando  vagamente  el  engrandecimiento  de  su  amo,  no 
acertaba  á  conocer  cuáles  fuesen  sus  verdaderos  inte- 
reses. El  cardenal  Mazarino  y  D.  Diego  de  Haro  fir- 
maron el  tratado  de  1659,  llamado  de  los  Pirineos,  en 
cuyo  artículo  6/  se  concedieron  ya  á  los  franceses  los 
privilegios  de  que  gozaban  en  España  los  ingleses,  ho- 
landeses ú  oíros  extranjeros  mejor  tratados.  Esta  misma 
cláusula,  con  otras  concesiones  á  la  vez,  fué  confirma- 
da en  el  primer  pacto  de  familia  de  7  de  noviembre 


pretendió  ceñirse  la  corona  de  Bohemia,  y  aun  logró  ser  ele- 
gido para  llevarla.  Pusiéronse  de  parte  del  emperador  casi  to- 
das las  potencias  católicas ,  y  de  la  del  Palatino  las  proles- 
taote« ,  por  donde  tomo  nombre  y  trazas  de  religiosa  aquella 
guerra.  Mu  ella  tomó  parte  el  rey  de  Rspaña  Felipe  111'  intere- 
sado en  socorrer  al  emperador  por  ser  de  su  misma  casa,  y 
por  la  causa  religiosa  que  defendia.  Eo  esta  guerra  la  Fran- 
cia se  mantuvo  neutral  por  algún  tiempo^  hasta  %|ue  al  6n  se 
hubo  de  unir  con  el  rey  de  Suecia  Gustavo  Adolfo  en  defensa 
de  los  luteranos.  La  Inglaterra  gobernada  por  Jacobo  se  man* 
tuvo  neutral,  aunqt/é  favorable  un  tanto  á  la  causa  de  los  ca- 
tólicos de  la  misma  manera  que  Dinamarca,  psta  guerra  se 
tersiioó  por  el  tratado  de  paz,  entre  el  emperador  Fernando  111, 
y  el  rey  de  Francia  Luis  XIV,  ajustado  por  la  mediación  de 
la    república  de   Venecia  en  Munster  á  24  de  octubre  de  1648. 
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de  1733,  en  el  tercero  de  15  de  agosto  de  1761  y  en 
otros  posteriores. 

Ni  habian  tardado  los  ingleses  én  adoptar  aquella 
fórmula,  introduciéndola  ya  en  sus  tratados  de  1665  y 
1667,  confirmado  este  último  por  el  de  Utrecíi  de  9  de 
diciembre  de  1713  y  por  otros  posteriores. 

En  el  siguiente  año  de  1668  se  firmó  el  tratado  de 
Lisboa,  en  cuyo  artículo  4.**  se  conceden  mutuamente 
la  España  y  Portugal  todos  los  privilegios  que  corres- 
ponden á  la  Inglaterra  por  el  tratado  de  1667 ,  co- 
mo si  literalmente  se  insertasen,  y  esto  mismo  se  rati- 
ficó en  los  artículos  13  y  17  del  de  6  de  febrero  de 
1715,  confirmado  después  por  el  de  24  de  marzo  de 
1778.  Por  consiguiente,  los  portugueses  también  entra- 
ron en  la  clase  de  los  mas  favorecidos . 

Como  se  vé,  en  el  trascurso  del  siglo  XVII,  la  Fran- 
cia, la  Inglaterra  y  el  Portugal  adquirieron  derecho  & 
los  privilegios  concedidos  á  las  Ciudades  anseáticas, 
por  la  simple  inserción  en  sus  tratados  de  una  cláu- 
sula que  acaso  se  consideró  de  mera  fórmula,  sin  cal- 
cular lo  trascendental  de  sus  consecuencias.* 

Los  trece  primeros  años  del  siglo  XVIII,  en  que 
la  Eui*opa  disputó  encarnizadamente  la  sucesión  de  la 
corona  de  España,  no  fueron  sino  un  paréntesis  en  esta 
serie  de  concesiones,  que  terminó  por  la  paz  de  Utrech. 
Los  plenipotenciarios  españoles  Osuna  y  Monteleon  fir- 
maron, entre  otros,  tres  tratados  con  la  Inglaterra  y  las 
provincias  unidas  de  los  Paises-Bajos,  en  13  de  julio 
y  9  de  diciembre  de  1713  y  26  de  junio  de  1714 , 
estipulando  con  dichas  naciones  una  absoluta  igua- 
lación de  derechos  comerciales  con  los  respectivos 
subditos  y  exención  total  de  servicios  é  impuestos 
reales  y  personales,  y  admitiendo  al  goce  de  estos 
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mismos  beneficios  á  la[,Suecia,  Toscana  y  Parma. 

El  Austria  adquirió  el  mismo  privilegio  por  el 
articulo  47  del  tratado  de  Viena  de  1/  de  mayo 
de  1725. 

Dinamarca  por  el  tratado  de  18  de  Julio  de  1742, 
adquirió  también  derecho  á  ser  tratada  como  nación 
favorecida. 

Cerdeña  entró  al  goce  de /esta  consideración  por 
el  tratado  Uamado  comunmente  de  Italia  ajustado  en- 
tre la  España,  el  Austria  y  esta  potencia,  pues  así  pa- 
rece indicarlo  el  artículo  10. 

Una  parte  del  actual  reino  de  las  Dos  Sicilias  ha- 
bia  conseguido  ya  en  el  tratado  de  cesión  que  hizo  Es- 
paña con  el  duque  de  Saboya  en  13  de  julio  de  1713 
estipular  la  igualdad  en  el  trato  de  los  respectivos  sub- 
ditos por  el  artículo  8/ ; .  pero  el  pacto  de  familia 
&  que  en  1761  se  admitió  al  rey  de  las  Dos  Sicilias, 
por  querer  esforzar  demasiado  los  favores  que  mutua- 
mente se  hacían  las  potencias  signatarias,  dejó  esie 
punto  demasiado  dudoso.  Por  una  parte  se  exigió  la 
absoluta  igualdad  en  el  trato  de  los  respectivos  sub- 
ditos, y  por  otra  se  quiso  que  no  hubiese  nación  que 
gozase  mayores  privilegios  que  los  concedidos  por  este 
tratado,  sin  tenerse  en  cuenta  que  había  otras  que  en 
España  tenían  privilegios  mayores  que  los  mismos  na- 
turales. 

Concluyó  el  siglo  XVIII,  quedando  en  posesión  de 
esta  condición  privilegiada: 

lids  Ciudades  anseáticas, 

Francia, 

Inglaterra, 

Portugal, 

Holanda, 
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Suecia, 
Toscana, 
Parma, 
Austria, 
Dinamarca  y 
Las  Dos  Sicilias. 
Y  sin  disfrutármele  ella: 
La  Puerta  Otomana, 
Las  Regencias  Berberiscas  y 
Los  Estados-Unidos. 
RenovacioD       La  revolución  francesa,  y  la  guerra  general  de 

de  las  relaclo-  .       ,       .       , 

oes  raercaüU-  Europa  que  fué  su  consecuencia,  haciendo  altemati- 

les  despoes  de  ^      ^ 

laffuerrade  la  yamente  á  la  España  aliada  ó  enemiga  de  casi  todas 

iQdependencia  ^  ^ 

las  naciones  principales,  vino  á  romper  desde  fines  del 
*  siglo  último  cuantas  obligaciones  se  habian  contratado 
anteriormente.  Hallábase,  pues,  la  España  del  todo 
libre  á  la  paz  general,  bien  para  renovarlas,  para  es- 
tipular otras  nuevas,  ó  para  no  hacer  ningunas.  A  con- 
sultar su  propio  bien  debiera  haberse  decidido  por  el 
último  de  estos  medios,  facilísimo  de  llevar  á  cabo  en 
un  momento  de  trastorno  general,  y  cuando  sus  glo- 
rias militares  la  colocaban  en  situación  muy  ventajosa 
para  resistir  toda  pretensión  injusta  de  los  gabinetes 
extranjeros.  Pero  por  desgracia  se  cayó  otra  vez  en 
la  tratado-manía  de  los  siglos  anteriores >  y,  aunque 
con  mas  acierto,  se  volvieron  á  anudar  las  relaciones 
con  muchas  potencias  de  Europa  por  medio  de  tra- 
tados. 

Decimos  con  mas  acierto,  porque  la  cláusula  de 
nadan  mas  favorecida  fué  omitida,  y  en  su  lugar  se 
restablecieron  las  relaciones  mercantiles  bajo  el  pié  que 
tenían  anteriormente;  lo  cual  no  deja  de  ser  una  prue- 
ba de  que  los  tratados  antiguos  se  daban  por  caduca- 
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dos,  toda  vez  que  terminantemente  no  se  restablecían, 
y  que  solo  se  daba  vida  á  aquellas  concesiones  que  la 
práctica  había  sancionado  antee  de  la  guerra. 

La  Rusia  por  el  tratado  de  20  de  julio  de  1812, 
y  la  Suecia  por  el  de  19  de  marzo  de  1813,  solo  pac- 
taron que  las  relaciones  mercantiles  serian  mutuamen- 
te favorecidas.  La  Prusia  por  el  de  20  de  enero  de 
1814^  pactó  que  se  ajustaría  inmediatamente  un  nue- 
vo tratado  de  comercio.  La  Francia  por  el  de  20  de 
julio  de  dicho  año,  restableció  sus  relaciones  bajo  el 
pié  que  tenian  en  1792.  Inglaterra  y  Dinamarca  fue- 
ron las  únicas  potencias  que  salvaron  sus  tratados  del 
naufragio  general.  La  primera  por  un  articulo  separado 
del  tratado  de  5  de  julio  de  1814  estipuló  que:  duran- 
te la  negociación  de  un  nuevo  tratado  de  comercio, 
sería  admitida  la  Gran  Bretaña  á  comerciar  con  la  Es- 
paña bajo  las  mismas  condiciones  que  existían  ante- 
riormente al  año  de  1796.  «Todos  los  tratados  de  co- 
«niercio  que  en  aquella  época  subsistiap  entre  las  dos 
«naciones,  quedan  por  el  presente  ratificados  y  con- 
«  firmados.»  La  segunda  por  el  de  14  de  agosto  de  1814, 
pactó  en  el  aiticulo  9.''  que:  «Todos  los  antiguos  tra- 
« tados  6  convenios  entre  las  dos  altas  partes  contra- 
«tantes,  y  señaladamente  el  secreto  de  21  de  julio 
«  de  1767,  se  recuerdan  y  restablecen  en  todo  su  vigor.» 

Ck)mo  los  tratados  con  Francia  é  Inglaterra  pue- 
dan considerarse  la  base  de  todos  los  compromisos 
que  pesan  sobre  la  España  en  materia]  de  comercio, 
nos  reservamos  hacer  un  examen  mas  minucioso  so- 
bre su  estado  de  validez  al  presentar  el  extracto  de 
las  obligaciones  que  contienen  dichas  estipulaciones. 
En  cuanto  á  las  Dos  Sicilias,  nada  se  pactó  posterior- 
mente, porque  el  tratado  de  15  de  agosto  de  1817, 
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mas  que  restablecer  relaciones  de  comercio,  tuvo  por 
objeto  abolir  algunos  privilegios  de  que  gozaban  en  Ñá- 
peles los  españoles,  con  grave  perjuicio  de  su  reduci- 
do erario. 

De  lo  expuesto  resulta  que  las  naciones,  que  con 
arreglo  &  sus  antiguos  tratados  estaban  en  la  catego- 
ría de  mas  favorecidas,  perdieron  esta  condición  á 
consecuencia  de  la  guerra  que  agitó  á  la  Europa  en 
los  primeros  años  de  este  siglo,  y  que  en  vez  de  te- 
ner hoy  derecho  á  ser  tratadas  como  las  mas  favore- 
cidas, tiénenlo  solo,  y  esto  no  todas,  á  disfrutar  de 
aquellos  privilegios  que  la  práctica  habia  sancionado 
antes  de  la  guerra,  pero  no  los  que  emanaban  de  sus 
tratados;  y  que  solamente  la  Inglaterra  y  Dinamarca 
son  las  que  con  razón  conservan  este  derecho,  por- 
que son  las  únicas  que  han  restablecido  sus  antiguos 
pactos  después  de  la  guerra, 
igaaiacioneo  En  tal  estado,  y  como  muchos  de  estos  privilegios 
la  &ndicioü  de  que  SO  restablecieron  después  de  la  guerra,  han  sido 
traojer(Hu  ""modificados  posteriormente  por  leyes  y  reglamentos 
interiores,  y  como  por  otra  parte  ofrece  gran  dificul- 
tad en  la  administración  la  diversidad  de  condiciones 
de  los  extranjeros ,  en  la  práctica  se  ha  ido  introdu- 
ciendo poco  á  poco  el  que  la  condición  privilegiada 
de  ciertas  naciones  vaya  siempre  unida  á  la  calidad 
de  extranjero  en  general.  De  suerte,  que  ni  las  na- 
ciones mas  favorecidas  disfrutan  del  total  de  los  pri- 
vilegios que  les  están  otorgados  en  los  tratados,  por 
ser  incompatibles  con  la  administración  interior  del  país, 
ni  los  subditos  de  las  que  no  lo  son  por  sus  estipula- 
ciones, dejan  de  disfrutar  como  extranjeros  de  estas 
concesiones,  que  han  venido  á  ser  la  regla  general  del 
derecho  internacional  de  España. 
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Decimos  que  muchos  de  los  privilegios  convenidos  Abolición  de 
por  los  tratados  han  sido  modificados  por  las  leyes  in-  poiacioDes  por 
teriores  de  España,  porque  si  se  hubieran  de  cumplir  noresdeEspa-. 
literalmente  estos,  no  habría  derecho  diferencial  de 
bandera,  pues  que  esta  igualación  está  pactada  ter- 
minantemente con  algunas  potencias  y  tácitamente 
con  otras  por  la  cláusula  de  mas  favorecida :  por  la 
misma  razón  los  buques  extranjeros  podrían  hacer 
el  comercio  de  cabotage  en  los  puertos  de  España; 
harían  el  de  tránsito,  no  adeudarían  otros  ni  mas  al- 
tos derechos  de  puerto  y  navegación  y  de  sanidad  que 
los  que  adeudan  los  buques  españoles;  y  sus  mer- 
cancías serian  recibidas  y  despachadas  en  nuestras 
aduanas  por  un  arancel  inmutable,  el  que  regia  en 
tiempo  del  Sr.  Rey  D.  Carlos  11.  Pero  en  estos  últi- 
mos años  el  gobierno  español  ha  introducido  tales  re- 
formas en  la  legislación  de  Aduanas ,  que  han  queda- 
do destruidas  esencialmente  la  mayor  parte  de  tan 
monstruosas  concesiones.  El  principio  de  asimilación  ha 
desaparecido,  pues  según  los  aranceles  vigentes  sufre 
la  bandera  extranjera  un  recargo  en  los  derechos  de  in- 
troducción, en  los  de  puerto  y  navegación  y  en  los-  de' 
saBÍdad:  también  se  ha  echado  abajo  la  concesión  de 
que  los  buques  extranjeros  puedan  hacer  el  comercio 
de  cabotage,  y  por  último  ha  desaparecido  el  privile- 
gio ruinoso  para  la  hacienda  pública  de  que  los  ca- 
pitanes de  los  buques  extranjeros  puedan  en  el  térmi- 
no de  ocho  días  reformar  sus  manifiestos  añadiendo 
mercancías  ^egun  les  convenga  sin  incurrir  en  ninguna 
pena.  Es  decir,  que  con  arreglo  á  las  nuevas  opinio- 
nes económicas  y  á  las  necesidades  del  comercio,  el 
antiguo  sistema  derivado  de  los  tratados  se  ha  modi- 
ficado remplazándole  con  otro  mas  protector  y  mas 
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análogo  al  movimiento  mercantil  de  los  tiempos  mo- 
dernos. 
•  Estipulado-  Pero  hay  un  gran  número  de  disposiciones  secun- 
subbisten  hoy.  darías,  resto  de  aquellas  mismas  estipulaciones,  las 
cuales  son  muy  provechosas  al  comercio  y  navegación 
de  los  extranjeros,  y  continúan  en  uso.  Los  buques  ex- 
tranjeros que  llegan  á  los  puertos  de  España  por  ar- 
ribada forzosa,  reciben  amparo  y  protección  de  las  au- 
toridades locales,  sin  sujetarles  á  otras  restricciones 
que  las  necesarias  para  evitar  el  fraude,  y  hasta  se 
les  permite  vender  una  parte  de  su  carga  para  repo- 
ner las  averías.  No  se  les  embarga  ni  aun  para  el  ser- 
vicio público  sino  en  el  caso  de  extrema  necesidad,  ni 
seles  despoja  de  sus  tripulaciones,  antes 'bien  los  de- 
sertores de  éstas  deben  ser  restituidos  inmediatamente 
que  se  aprehenden.  No  se  les  puede  obligar  á  descargar 
ni  vender  sus  mercancías',  exceptuando  en  cuanto  á  lo 
primero  los  géneros  de  ilícito  comercio  que  deben  de- 
positarse en  la  aduana  durante  la  estancia  del  buque, 
pero  sin  adeudar  derechos,  y  en  cuanto  á  lo  segundo 
obligándoles  solo  á  la  venta  del  trigo  si  en  el  pais  hu- 
biese escazés.  También  se  hallan  vigentes  las  estipula- 
ciones sobre  corso,  y  sobre  comercio  de  los  neutra- 
les en  tiempo  de  guerra,  como  se  verá  al  tratar  del  de- 
recho marítimo;  y  las  que  se  refieren  á  los  cónsules, 
de  que  hablaremos  al  tratar  de  estos  funcionarios. 

Por  punto  general  puede  decirse  que  si  bien  han 
desaparecido  los  privilegios  que  estaban  en  oposición 
con  las  opiniones  económicas  de  los  tiempos  modernos, 
quedan  sin  embargo  algunos  de  bastante  importancia, 
cuya  aplicación  no  debe  rehusarse  al  comercio  extran- 
jero, porque  están  de  acuerdo  con  el  espíritu  de  protec- 
ción y  amistad  que  presidió  á  la  redacción  de  los  tra- 
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lados,  ó  en  que  se  fundaban  las  antiguas  relaciones 
mercantiles  que  se  restablecieron  al  fin  de  la  guerra;  y 
porque  en  realidad  estas  concesiones  ni  son  impracti- 
cables, ni  atacan  esencisdmente  la  prosperidad  déla 
España. 

Hecha  esta  ligera  digresión,  vamos  á  presentar  el  |^^*J|[f^¿Jg  ^l 
extracto  de  las  concesiones  hechas  por  la  España  en  los  gJadi^  por' u 
tratados  que  ha  celebrado  con  otras  potencias,  indican-  España. 
do  á  continuación  de  cada  una  de  ellas  aquellas  obser- 
vaciones que  juzguemos  mas  oportunas  para  mayor  ilus- 
tración. 

Como  las  concesiones  hechas  á  los  extranjeros  pro- 
ceden de  las  otorgadas  &  las  Ciudades  anseáticas 
en  1607,  principiaremos  analizando  los  capítulos  de  pri- 
vilegios comerciales  concedidos  á  las  ciudades  confe- 
deradas de  la  Ansa  Teutónica  en  Madrid  á  28  de  se- 
tiembre de  1607  reinando  el  Sr.  D.  Feüpe  III. 

Concédese  á  los  anseáticos  que  comercian  en  Es- ,  Con  ^^  cm- 

^  dades  anseáti- 

paña:  •   ^' 

1."  Que  puedan  entrar  y  salir  libremente  con  sus 
mercancías,  en  los  puertos  y  mares  de  España. 

2.*  Que  el  gobierno  no  pondrá  guardia  en  sus  bu- 
ques, y  que  si  los  alcabaleros  los  ponen  sea  á  su 
costa. 

4.'  Que  puedan  depositar  sus  géneros  por  tiempo 
de  un  año  y  un  dia,  y  que  en  este  tiempo  no  se  les 
ol3ligue  á  pagar  la  alcabala. 

bJ"  Que  cuando  quieran  pagar  los  derechos  se  les 
despache  antes  que  á  todos. 

6/  Se  determinan  ciertos  artículos  por  los  cuales 
no  pagarán  derechos. 

7."    Que  por  sus  comestibles  y  vestidos  no  paguen 
alcabalas. 
7 
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8/  Que  solo  paguen  el  8  por  100  de  alcabala  y 
5  por  100  de  almojarifazgo. 

9/  Que  cuando  las  mercaderías  se  tasen  altas  pue- 
dan los  anseáticos  dejarlas  en  la  aduana  por  esta  tasa- 
ción entregándoseles  el  sobrante  de  los  derechos. 

11.  Que  no  se  pueda  poner  precio  á  sus  merca- 
derías. 

12-    Que  puedan  poner  corredores  para  sus  tratos. 

14.  Que  una  vez  pagadas  las  alcabalas  puedan  lle- 
var sus  mercancías  por  todo  €;1  reino  sin  obligárseles 
á  otro  pago  de  derechos. 

20.  Que  ni  aun  en  las  causas  de  contrabando  se 
pueda  proceder  á  la  visita  de  las  casas  de  los  an- 
seáticos sin  la  asistencia  ó  permiso  del  juez  conser- 
vador. 

35.  Que  puedan  extraer  la  moneda  de  oro  ó  pla- 
ta que  hubieren  adquirido. 

38.  Que  no  sean  embargados  los  buques  ni  demás 
propiedades  de  los  anseáticos. 

40.  Que  cuando  el  embargo  de  buques  sea  nece- 
sario se  abonen  todos  los  gastos. 

45.    Que  puedan  construir  lonja  en  Sevilla. 

Como  se  vé  en  estos  capítulos,  se  concede  una 
preferencia  á  los  anseáticos  sobre  los  mismos  espa- 
ñoles. 
Extracto  de       Las  provincias  unidas  de  los  Países-Bajos  por  el 
lüsPaises-Bajos  tratado  de  Munster  de  30  de  enero  de  1648  pactaron  : 

Art.  8.*  Que  los  subditos  de  ambos  estados  no  pa- 
garán mas  impuestos  de  los  que  paguen  los  natu- 
rales. 

Art.  9.*  Que  no  pagarán  derechos  de  entrada  ó  sa- 
lida de  efectos,  ni  por  el  paso  por  mar  ó  tierra. 

Art.  16.    Que  los  Países-Bajos  disfinitarán  en  Espa— 
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na  del  trato  y  privilegios  de  que  estén  en  posesión  las 
Ciudades  anseáticas. 

Art.  20.  Que  no  se  podrán  incluir  sus  buques  en 
ningún  embargo  general,  este  solo  podrá  verificarse 
en  virtud  de  sentencia  judicial. 

Art.  21.  Se  estipula  el  establecimiento  de  la  cá- 
mara mipartita  para  proteger  ai  comercio  español  en 
los  Paises-Bajos. 

En  este  tratado  solo  se  habló  de  igualación  con  los 
naturales  y  aun  con  los  anseáticos,  pero  nada  se  esti- 
puló spbre  la  condición  de  potencia  mas  favorecida. 
.  Por  el  tratado  de  Utrech  de  26  de  junio  de  1714, 
se  convino: 

Art.  10.  Que  para  este  tratado  serviría  de  base  el 
de  Munster  que  tendría  cumplimiento  en  cuanto  fuese 
aplicable. 

Art.  12.  Que  los  subditos  respectivos  podrán  te- 
ner almacenes  y  casas ,  las  que  no  se  podrán  regis- 
trar sin  fundada  sospecha,  y  en  este  caso  x^on  la  asis- 
tencia del  cónsul  ó  del  juez,  conservador,  y  que  se  les 
concederán  los  mismos  privilegios  que  á  otra  nación. 

Art.  15.  Sobre  los  géneros  que  no  estén  compren- 
didos en  el  arancel,  ,no  se  pacta  como  se  hizo  con  la 
Inglaterra  y  el  Austria,  sino  que  se  promete  que  se 
darán  órdenes  para  que  estas  quejas  cesen  enteramente. 

Arta.  16  y  17.  Que  pagados  los  derechos  se  po- 
drán llevar  los  géneros  libremente  donde  convenga,  y 
que  solo  pagarán  los  derechos  que  paguen  los  natuni- 
les  ó  los  subditos  de  la  nación  mas  favorecida. 

Art.  19.  Que  en  el  caso  de  arribada  forzosa,'ni  se 
obligará  á  descargar,  ni  se  impedirá  salir  á  los  buques, 
y  que  se  podrá  vender  parte  del  cargamento  pagando 
los  derechos;  pero  que  si  se  vendiere  mas  de  lo  que 
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contiene  el  permiso,  pagarán  en  pena  los  derechos  de 
todos  los  géneros  que  trasporten. 

Art.  24,  Que  puedan  llevar  sus  libros  de  comercio 
en  el  idioma  que  les  acomode,  y  que  no  se  les  obli- 
gará á  exhibirlos  sino  para  pruebas  legales. 

En  este  tratado  no  solo  se  confirmaron  los  privi- 
legios otorgados  por  el  de  Mxmster,  en  el  que  estaban 
incluidos  los  concedidos  á  las  Ciudades  anseáticas,  sino 
que  ya  se  estipuló  ]a  cláusula  de  nación  mas  favo- 
recida. 

Extracto  de       La  Francia  por  el  tratado  del  Bidasoa  de  7  de  no- 
lofitratadoscoD    ,       _        .     __^^      x«      i^ 
la  Francia,     viembre  de  1659  estipuló : 

Art.  6.**  Que  los  subditos  de  cada  una  de  las  par- 
tes serian  tratados  en  los  dominios  de  la  otra,  como 
lo  son  los  ingleses  ú  otros  extranjeros  qne  allí  fueren 
mas  favorablemente  tratados. 

Los  demás  artículos  de  este  convenio,  que  se  re- 
fieren á  privilegios  y  concesiones  mercantiles,  son  una 
repetición  de  los  estipulados  en  el  tratado  de  Munster 
con  los  Paises-Bajos.  Lá. concesión  mas  importante  es 
la  del  artículo  6."* 

Por  el  primer  pacto  de  familia  ajustado  en  7  de 
noviembre  de  1733  se  estipuló : 

Art.  12.  Que  los  franceses  serían  tratados  en  Es- 
paña como  la  nación  mas  favorecida. 

Por  el  tercer  pacto  de  familia  de  15  de  agosto  de 
1761  se  convino: 

Art.  24.  La  completa  igualación  de  bandera  entre 
las  dos  naciones. 

Por  el  tratado  de  2  de  enero  de  1768 : 

Arts.  1.*  y  4.*^  Después  de  confirmarse  el  artículo 
que  antecede,  se  añadió  terminantemente  que  que- 
daban otorgados  á  los  franceses  los  mismos  privilegios 
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que se  habían  concedido  á  los  ingleses  en  los  tratados 
de  1677  y  1713,  y  se  convino  en  que  los  manifiestos 
se  habrían  de  presentar  dentro  de  las  veinte  y  cuatro 
horas  de  la  llegada  de  los  buques;  que  en  el  acto  se 
establecería  la  guardia  del  resguardo,  la  que  podría 
permanecer  hasta  que  se  terminase  la  descarga,  y  que 
la  visita  de  fondeo  no  ^e  practicaría  hasta  pasados  los 
ocho  días  concedidos  para  la  mejora  de  los  manifiestos. 

Art.  5.^  Se  limita  la  concesión  de  los  ocho  días 
para  mejorar  los  manifiestos  &  solo  los  buques  de  mas 
de  cien  toneladas,  y  se  establece  que  los  reconoci- 
mientos y  diligencias  se  hayan  de  practicar  en  presen- 
cia de  los  respectivos  cónsules. 

Art.  7.®  «Por  cuanto  se  ha  obligado  algunas  veces 
«&  los  capitanes  &  descargar  sus  mercaderías  contra 
«su  propia  voluntad  ó  la  de  sus  consignatarios,  se  ha 
«  convenido  que  será  siempre  libre  el  capitán  de  hacer 
«ó  no  la  descarga,  &  menos  que  no  lleve  trigo.» 

Art.  9.^  Se  prohibe  á  los  ministros  de  aduanas  rom- 
per ni  visitar  los  fardos  6  cargamentos  .declarados  de 
tránsito. 

Art.  11.  Los  capitanes  han  de  declarar  de  buena 
fé  las  mercaderías  que  llevan  de  contrabando;  y  les 
será  lícito,  una  vez  manifestados  los  géneros  de  la  car^ 
ga,  guardar  á  bordo  los  que  fueren  prohibidos,  con 
la  condición  de  dar,  al  tiempo  que  van  á  sacar  los  des- 
pachos de  mar,  una  satisfacción  plena  á  los  ministros 
de  la  aduana,  de  que  los  tales  géneros  están  á  bordo; 
y  si  quisieren  los  capitanes  ó  dependientes  de  rentas 
desembarcarlos,  lo  podrán  hacer. 

Art.  13  Que  en  las  arribadas  forzosas  se  permita 
á  los  capitanes  depositar  en  tierra  ó  trasbordar  sus  gé- 
neros sin  mas  pago  de  derechos  que  los  de  almacén. 


Digitized  by 


Google 


—  Sé- 
Tratado  de  24  de  diciembre  de  1786 : 
Art.  7.*^  Podrán  exigir  los  administradores  de  adua- 
nas que  los  efectos  declarados  por  de  contrabando  y 
aun  los  declarados  de  tránsito,  si  hay  sospecha  de  que 
contengan  efectos  prohibidos,  se  manifiesten  á  su  sali- 
da en  el  mismo  estado  en  que  se  hallaban  cuando  se 
hizo  la  Áísita. 

Art.  8.^  En  la  declaración  que  los  capitanes  de  na- 
vios franceses  y  españoles  deben  dar  de  su  carga,  de- 
ben también  especificar  el  número  de  balas  6  fardos, 
cajas  ó  toneles  que  contenga  el  navio;  pero  como  pue-- 
de  ser  que  no  sepan  lo  que  se  encierra  en  las  dichas 
balas  ó  fardos,  expresarán  por  mayor  las  clases  que 
supieren,  declarando  ignorar  las  demás. 

Art.  11.  Que  la  cámara  y  cofres  del  capitán  y  tri- 
pulantes de  los  buques  quede  sujeta  á  la  visita  de 
resguardo. 

Es  de  observar  que  por  los  tratados  que  quedan 
extractados,  la  Francia  adquirió  derecho  á  ser  tratada 
como  la  nación  mas  favorecida,  tanto  por  esta  cláusu- 
la, como  por  haber  pactado  expresamente  que  los  fran- 
ceses disfrutasen  de  los  mismos  privilegios  que  los  an- 
seáticos, holandeses  é  ingleses.  Pero  como  al  mismo 
tiempo  que  adquirió  este  derecho  en  favor  de  sus  sub- 
ditos residentes  en  España,  se  impuso  el  deber  de  tra- 
tar de  igual  modo  á  los  españoles  residentes  en  Fran- 
cia por  la  reciprocidad  que  envolvían  estos  tratados, 
no  debió  de  tardar  en  conocer  los  riesgos  que  ofrecian 
en  la  práctica  estipulaciones  tan  latas,  pues  en  los 
dos  tratados  últimos  de  1768  y  1786  ya  se  vé  cier- 
ta tendencia  á  restringir  mas  bien  que  á  ampliar  tan 
impremeditadas  estipulaciones,  que  sobre  la  facili- 
dad que  ofrecen  para  el  contrabando ,  son  además 
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contradictorias  entre  si  en  algunas  de  sus  cláusulas. 

I^a  grande  importancia  que  lleva  consigo  la  cues-  Aoáiisis  de 
tion  de  los  tratados  que  nos  ligan  con  la  Francia,  exi-  ^mcU^^^'* 
ge  que  se  examine  con  alguna  mas  detención  la  na- 
turaleza de  estas  estipulaciones,  y  su  estado  de  vali- 
dez en  la  actualidad.  La  fluctuación  que  de  muchos 
años  acá  reina  en  las  decisiones  del  gabinete  español; 
su  marcha  algunas  veces  firme  y  muchas  condescen- 
diente, según  las  vicisitudes  de  los  tiempos,  y  el  cons- 
tante empeño  con  que  la  Francia,  prevaliéndose  de 
nuestras  desgracias,  procura  promover  sus  intereses  á 
la  sombra  de  antiguos  tratados;  estas  circunstancias 
han  creado  una  situación  que  conviene  mucho  cono- 
cer con  exactitudt 

Ya  queda  manifestado  en  qué  términos  se  restable- 
cieron las  relaciones  mercantiles  entre  la  España  y  la 
Francia  después  de  la  guerra  de  la  Independencia,  es 
decir,  que  estas  se  restablecieron  en  el  pié  que  tenian 
en  el  año  de  1792 ,  por  el  articulo  adicional  del  tra- 
tado de  14  de  julio  de  1814. 

Si  desacertado  anduvo  el  negociador  de  este  tra- 
tado al  admitir  como  una  necesidad  el  que  en  uno  de 
paz  se  hubiese  de  contener  algún  articulo  relativo  á 
comercio,  y  que  en  éste  se  fijase  una  época  para  que 
sirviese  de  tipo  á  las  relaciones  mercantiles  entre  am- 
bos pueblos;  tuvo  al  menos  la  feliz  idea  de  no  mencio- 
nar en  él  ni  ratificar  los  antiguos  tratados,  como  se  hi- 
zo imprudentemente  en  el  articulo  adicional  al  de  1815 
con  la  Inglaterra.  No  pactó  bases  que  hubiesen  de  ser- 
vir de  preliminares  al  nuevo  tratado  de  comercio,  y  así 
conservó  á  su  pais  la  libertad  de  arreglar  su  adminis- 
tración económica  según  conviniese  á  su  prosperidad 
interior.^ 
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De  estas  circunstancias  pudo  haber  sacado  gran 
partido  el  gobierno  español,  ciñéndose  al  sentido  lite- 
ral del  articulo  adicional,  no  considerando  que  en  él 
se  comprendía  el  derecho  positivo  contenido  en  antiguos 
tratados  que  no  estaban  ratificados  ni  confirmados,  sino 
mirándolo  como  una  disposición  temporal  en  que  se  de- 
terminaba que  las  relaciones  mercantiles  serían  restable- 
cidas en  el  pié  que  tenían  en  1792 ;  pues  hay  que  no- 
tar que  el  artículo  dice  en  1792  y  no  anfes  de  1792. 
Por  consiguiente  solo  debió  examinarse  cuáles  eran  es- 
tas relaciones  en  1792,  sin  necesidad  de  entrar  en  la 
cuestión  de  los  tratados;  y  hecho  asi  se  hubiera  encon- 
trado qtie  eran  tales  en  aquella  época  las  modificacio- 
nes y  restricciones  que  sufrieran  los  tratados,  que  de 
hecho  estaban  derogados  por  la  legislación  económica 
de  ambos  paises. 

Obrando  asi  no  solo  habria  estado  en  su  derecho  el 
gobierno  español,  sino  que  habría  imitado  la  conduc- 
ta de  Francia  durante  la  revolución  y  el  imperio,  así 
después  del  tratado  de  Basilea  como  del  de  Amiens, 
cuando  considerándose  aislada  en  sus  relaciones  meiv- 
cantiles,  alteró,  sin  miramiento  á  sus  antiguas  estipula- 
ciones, toda  la  legislación  comercial,  sujetando  nues- 
tro comercio  y  navegación  á  multitud  de  trabas  y  obli- 
gaciones. 

Pero  el  gobierno  francés  tuvo  la  previsión  de  sen- 
tar desde  luego  como  principio  inconcuso  que  el  ar- 
tículo adicional  envolvía  el  restablecimiento  de  las  con- 
venciones anteriores  de  1792,  y  como  el  gabinete  es- 
pañol cometiese  el  error  de  seguir  sus  primeras  nego- 
ciaciones en  este  terreno,  la  cuestión  de  los  tratados 
se  desnaturalizó,  y  continúa  por  esta  causa  siendo  ob- 
jeto de  frecuentes  sinsabores  entre  ambos  gobiernos. 
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Mas  no  porque  la  cuestión  de  los  tratados  se  haya  plan- 
teado mal  por  la  Francia,  y  se  haya  admitido  algunas 
veces  por  la  España  la  discusión  en  un  terreno  falso, 
es  menos  exacto  que  por  este  artículo  adicional  cadu- 
caron las  antiguas  estipulaciones,  y  que  el  derecho 
que  por  él  adquirieron  los  franceses  no  pasó,  de  ser 
tratados  como  lo  eran  en  el  año  de  1792,  ya  procedie- 
se este  trato  de  compromisos  internacionales,  ya  de  re- 
glamento^ interiores. 

Esto  que  era  lo  que  procedía  naturalmente  del  tes- 
to de  la  estipulación  adicional,  era  también  lo  que  es- 
taba de  acuerdo  con  las  reglas  del  derecho  de  gen- 
tes, i)orque  los  tratados  concluidos  entre  la  España  y 
la  Francia  antes  de  1792,  quesouWde  1761,  1768, 
1774  y  1786  hablan  venido  á.  punto  de  ser  nulos  por  la 
imposibilidad  de  ejecutarse,  y  por  las  consiguientes  in- 
fracciones cometidas  por  ambas  partes. 

Nacia  la  imposibilidad  no  solo  de  la  falta  de  armo- 
nía con  las  necesidades  y  opiniones  de  la  época,  sino  de 
las  míichas  contradicciones  que  envuelven  las  mismas 
cláusulas  estipuladas. . 

Habia  conseguido  la  Francia  en  1761  asimilar  á  los    Cooiradiccio- 

^  .  nes  de  los  Ira- 

naturales  de  ambos  países.  En  1768  habia  hecho  es- lados  con Fran- 
tensivos  A  sus  naturales  los  privilegios  de  que  estaban 
en  posesión  otras  naciones;  pero  como  á  la  sombra  de 
estas  concesiones  adquiriese  grande  incremento  el  con- 
trabando, ambos  gobiernos  se  vieron  en  la  necesidad 
de  poner  coto  al'  mal,  y  con  este  fin  se  celebró  el  trata- 
do de  1786,  en  el  cual  quedó  consignado  que  el  go- 
bierno de  aquella  época,  si  bien  era  bastante  ilustrado 
para  no  desconocer  los  intereses  nacionales,  no  tenia 
la  entereza  necesaria  para  sostenerlos,  pudiendo  mas 
que  ellos  en  su  ánimo  los  miramientos  y  consideracio- 
8 


Digitized  by 


Google 


—  se- 
nes hacia  el  gabinete  de  las  TuUerías;  pues  este  tra- 
tado,  sin  poner  término  á  los  abusos,  aumentó  las  difi- 
cultades por  las  muchas  contradicciones  á  que  daba 
lugar. 

Por  el  articulo  7/  de  dicho  convenio  se  conceden 
á  los  empleados  de  aduanas  amplias  facultades  para  re- 
conocer á  la  salida  los  géneros  de  tránsito,  á  fin  de 
evitar  que  con  este  protesto  se  pueda  hacer  el  contra- 
bando, y  estas  atribuciones  quedan  neutralizadas  y  ca- 
si derogadas  por  las  que  se  conceden  á  los  capitanes 
de  los  buques  por  el  artículo  8/,  según  el  cual  no 
están  obligados  estos  á  declarar  sino  el  número  de  far- 
dos y  no  los  objetos  detallados  que  contienen;  de  mo- 
do que  durante  ía  permanencia  en  el  puerto  puede  un 
barco  descargar  furtivamente  el  contrabando  que  en- 
cierre, presentando  á  su  salida  los  fardos  ó  toneles  lle- 
nos ya  de  otros  objetos,  pero  en  el  mismo  estado  apa- 
rente que  tenian,  quedando  así  burlada  la  letra  y  es- 
píritu del  artículo  7/ 

El  artículo*  11  del  tratado  de  1768,  determina  que 
los  capitanes  han  de  declarar  de  buena  fó  las  merca- 
derías que  lleven  de  contrabando,  y  que  á  su  saUda 
den  á  los  ministros  de  aduanas  una  sat^faccion  plena 
(le  que  tales  objetos  están  á  bordo;  y  como  por  el  ar- 
tículo 8/  del  de  1786  quedan  relevados  los  capitanes 
mercantes  de  la  obligación  de  detallar  en  sus  manifies- 
tos la  calidad,  cantidad,  y  el  pormenor  de  estos  géne- 
ros, claro  es  que  no  es  posible  dar  á  los  ministros  de 
aduanas  la  sati^accion  plena  que  prescribe  el  ar- 
tículo IL 

Igual  contradicción  ofrecen  entre  sí  los  artículos 
11  del  de  1768,  7/  de  1786,  y  el  7.^  de  1768.  Con- 
cede éste  á  los  capitanes  de  barcos  la  libertad  de  hacer 
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ó  no  su  descargo.  Y  el  artículo  7.*^  del  de  1786,  pres- 
cribe que  si  los  administradores  de  aduanas  tuviesen  sos- 
pechas de  contrabando,  puedan  disponer  que  se  pon- 
gan los  géneros  en  un  almacén,  de  suerte,  que  la 
libertad  de  los  capitanes  de  los  barcos  está  en  oposi- 
ción con  el  derecho  de  los  empleados  de  la  aduana. 
Mas  notable  es  aun  la  contradicción  del  artículo  11  del 
de  1768,  según  el  cual,  es  lícito  á  los  capitanes,  una 
vez  manifestados  los-  géneros,  guardarlos  á  bordo;  y 
para  consumar  la  complicación,  se  añade  que  se  po- 
drán desembarcar  los  géneros  si  lo  quisiesen  los  capi- 
tanes ó  los  administradores:  de  las  aduanas. 

Del  mismo  modo  el  artículo  9.*^  del  de  1768  pro- 
hibe á  los  ministros  de  aduanas  romper  y  visitar  los 
cargamentos  ó  fardos  que  se  hayan  declarado  con  des- 
tino á  otro  puerto,  imposibilitándose  con  esta  prohibi- 
ción el  cumplimiento  de  los  artículos  7.°  y  8.®  del  de 
1786,  en  los  que  se  consigna  el  derecho  de  visitar  y 
de  cerciorarse  del  contenido  de  los  fardos,  cosa  imi)0- 
sible  si  no  se  rompen  ó  abren. 

Tratados  que  envuelven  tales  contradicciones  que 
los  hacen  inejecutables  de  hecho,  que  están  Uenos  de 
expresiones  vagas  y  generales,  que  dan  margen  á  tan 
diversas  interpretaciones,  y  por  último,  que  abren  la 
puerta  á  toda  clase  de  abusos,  no  debe  sorprender  que 
desde  tiempos  antiguos,  y  aun  desde  el  momento  de 
su  celebración,  hayan  sido  causa  de  constantes  deba- 
tes y  de  multiplicadas  infracciones. 

Se  han  infringido  estos  tratados  por  la  España  y 
por  la  Francia,  que  á  su  vez  se  han  visto  arrastradas 
por  las  necesidades  de  su  comercio  y  de  su  adminis- 
tración interior,  á  prescindir  de  tan  eml^razosas  es- 
tipulaciones. 
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Historia  de  las       El  gobiemo  español,  apenas  concluido  el  tratado 
fracciones  de  de  1786,  que  era  la  confirmación  de  los  anteriores  con 
estos  ra    os.  g^jg^j^g^g  aclaraciones,  ya  en  1788  expedia  bajo  el  tí- 
tulo de  «notas  reservadas»  unas  instrucciones  relativas 
á  aduanas,  fundadas  en  una  interpretación  muy  lata  de 
los  tratados;  y  en  todo  el  reinado  del  Sr.  D.  Car- 
los III  se  adoptaron  varias  medidas  encaminadas  á 
emancipar  al  gobierno  de  las  trabas  que  le  imponian 
tan  violentas  estipulaciones. 

lia  Francia,  que  siempre  fué  la  interesada  en  la  con- 
servación de  estos  tratados,  tampoco  ha  dejado  de  in- 
fringirlos cuando  asi  ha  convenido  á  sus  intereses.  Dí- 
ganlo sino  la  multitud  de  disposiciones  sobre  cabotage, 
manifiestos,  visitas  de  barcos,  derechos  de  navegación 
y  el  código  de  aduanas,  redactadas  todas  bajo  la  ins- 
piración de  los  intereses  de  su  comercio,  y  sin  ningu- 
na consideración  á  los  tratados. 

Para  hacer  mas  patentes  las  infracciones  que  ambas 
partes  se  han  permitido, basta  examinar  una  época  deter- 
minada y  reciente,  como  es  desde  el  año  de  1814,  en  que 
se  supone  que  renacieron  los  derechos  consignados  en  es- 
tos convenios,  hasta  el  dia.  No  habían  trascurrido  dos 
años  desde  el  restablecimiento  de  las  relaciones  de  co- 
mercio enjel  pié  que  tenían  en  el  año  de  1792,  cuando  en 
el  de  1816  la  Francia  cambió  sus  tarifas;  alteró  los  aran- 
celes que  regían  en  1791;  prohibió  la  introducción  de 
nuestros  jabones  y  barrillas,  de  nuestros  frutos  colo- 
niales y  de  los  algodones  de  Iviza  y  de  Motril;  señaló 
puertos,  y  determinó  la  capacidad  de  los  buques  para 
cierta  clase  de  comercio;  privó  á  nuestros  buques  del 
comercio  de  cabotage  en  las  costas  de  Francia,  recar- 
gó nuestra  bandera  en  los  derechos  de  navegación.  Y 
todo  esto  lo  hizo  sin  tener  en  cuenta  ni  los  tratados 
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anteriores  de  1792,  ni  el  estado  de  las  relaciones  mer- 
cantiles entre  las  dos  naciones  en  esta  época:  la  razón 
alegada  por  el  duque  de  Richelieu,  ministro  entonces 
de  relaciones  exteriores  en  respuesta  á  las  reclamacio- 
nes de  la  embajada  española  fué:  «que  á  los  derechos 
«  de  navegación  estaban  sujetos  los  españoles  como  los 
« demás  extranjeros,  porque  teniendo  la  Francia  que 
4(  pagamos  muchos  millones,  no  podia  privarse  de  nin- 
«  guno  de  los  ingresos  del  erario  público. » 

Eesentido  el  gobierno  español  por  esta  conducta 
irregular  de  la  Francia,  determinó  no  volver  á  recla- 
mar el  cumplimiento  de  tales  estipulaciones,  y  arreglar 
su  conducta  según  lo  exigían  los  intereses  del  pais, 
desentendiéndose  de  ellas  completamente. 

Alarmado  el  gobierno  francés  por  esta  resolución 
del  gabinete  de  Madrid,  y  aprovechándose  de  una  cir- 
cunstancia favorable  como  era  la  de  los  armamentos 
que  se  disponían  en  Nantes,  La  Rochelle  y  otros  puer- 
tos de  Francia  con  destino  á  la  América  española,  I07 
gró  separarle  de  su  resolución,  restableciendo  por  su 
parte  muchas  de  las  antiguas  estipulaciones,  no  sin  mo- 
dificarlas y  sujetarlas  á  notables  cortapisas. 

Seguia  el  gobierno  francés  su  marcha  de  reclamar 
constantemente  el  cumplimiento  de  los  tratos  en  fa- 
vor de  sus  subditos,  al  paso  que  cercenaba  sus  esti- 
pulaciones en  cuanto  podia,  en  lo  que  eran  favorables 
para  los  españoles;  cuando  en  1821  dieron  las  Cortes 
extraordinarias  un  decreto  con  el  titulo  de  rectificación 
á  las  bases  organizadas  de  la  tarifa  general  de  adua^- 
nas,  por  el  cual  se  imponían  20  rs.  sobre  la  tonelada 
de  todo  barco  extranjero,  cuyo  derecho'  se  siguió  co- 
brando hasta  1823. 

No  tardó  el  gabinete  de  las  Tullerias  en  vengarse 
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de  esta  infracción,  pues  en  enero  de  1826  celebró  an 
tratado  de  comercio  con  la  Inglaterra  fundado  en  la 
base  de  la  mas  estricta  igualdad  y  reciprocidad.  Según 
él,  los  barcos  de  uno  y  otro  reino,  y  los  géneros  que 
importaren  ó  exportaren  no  pagarán  mas  derechos  que 
los  del  pais,  procurándose  al  mismo  tiempo  que  aque- 
llos sean  iguales,  y  estipulándose  además  que  ninguna 
otra  nación  pueda  optener  concesiones  mas  favorables 
que  las  acordadas  á  los  subditos  de  ambos  paises;  y 
sobre  idénticas  bases  reposan  los  que  ha  hecho  des- 
pués con  los  Estados-Unidos,  el  Brasil,  Méjico  y  otros 
estados  de  la  América  española.  Todos  estos  tratados 
son  una  violación  patente  del  articulo  25  del  tratado 
de  1791,  no  solo  en  su  letra,  sino  eií  su  espíritu;  pues 
en  dicho  artículo  se  quiere  que  los  privilegios  y  con- 
sideraciones que  recíprocamente  se  concedan  ambas 
potencias,  no  puedan  servir  de  ejemplo  ni  aprovechar, 
á  aquellas  que  tengan  pactada  la  cláusula  de  ser  tra- 
tadas como  la  mas  favorecida,  porque  «SS .  MM .  Ca- 
« tólica  y  Cristianísima  no  quieren  que  ninguna  otra  na- 
<<  cion  participe  de  los  privilegios  que  hallen  por  conve- 
«niente  hacer  recíprocamente  á  sus  respectivos  vasallos» 
De  suerte,  que  una  estipulación  hecha  especialmente 
contra  la  Inglaterra,  vino  á  ser  anulada  justamente 
por  la  misma  Inglaterra.  Además  que  en  los  tratados 
celebrados  con  la  Francia  se  garantizaban  á  la  España 
sus  posesiones  en  América,  y  no  solo  no  han  sido  cum- 
plidos, y  se  ha  faltado  á  esta  garantía,  sino  que  se  ha 
contribuido  á  lo  contrario  de  lo  garantido  reconocien- 
do la  independencia  de  aquellas  posesiones. 

Entre  tanto  que  el  gobierno  español  se  restablecía 
de  la  debilidad  con  que  se  restaurara  en  1823,  au- 
mentaba sus  resentimientos  contra  su  vecina  y  aliada 
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poT  esta  causa;  y  apenas  restituido  &  su  estado  noiv- 
mal,  volvió  á  su  empeño  de  desconocer  la  eficacia  de 
los  tratados,  dando  orden  á  sus  agentes  en  Francia 
para  que'iaunca  los  invocasen,  y  comisionando  por  úl- 
timo al  conde  de  Ofalia  para  que  abordase  de  frente  la 
cuestión  de  nulidad,  resuelto  como  estaba  á  consi- 
derarlos como  nulos.  Los  acontecimientos  de  julio  de 
1830  pusieron  término  á  esta  negociación,  que  habia 
sido  planteada  con  sumo  tacto  por  Ofalia,  y  acogida 
favorablemente  por  el  príncipe  Polignac. 

Los  trastornos  que  inmediatamente  después  sobre- 
vinieron en  la  Península  con  los  sucesos  de  Portugal, 
la  promulgación  de  la  pragmática  sanción  y  las  revuel" 
tas  políticas  posteriores,  dejaron  en  tal  estado  la  cues- 
tión, y  desde  esta  época  hasta  el  dia  el  gobierno  fran- 
cés ha  continuado  protestando  contra  la  conducta  del 
gobierno  español,  el  cual,  ora  cediendo  en  casos  ais- 
lados, ora  resistiendo  á  las  pretensiones  de  la  Francia, 
ora  legislando  sin  otra  mira  que  la  del  bien  general, 
ha  seguido  la  misma  senda  que  le  trazara  la  adminis- 
tración de  Carlos  IIL 

De  esta  sucinta  historia  que  acabamos  de  hacer  de  la  Resumen  de 
interrumpida  existencia  de  los  tratados  que  median  en- 
tre la  España  y  la  Francia,  se  deduce  que  es  imposible 
sean  eficaces  unos  convenios  contradictorios  entre  sí,  que 
están  en  oposición  con  estipulaciones  concluidas  con 
otras  potencias,  que  están  infringidos  por  una  y  otra 
parte  desde  su  otorgamiento,  por  ser  incompatibles  con 
las  leyes  que  constituyen  el  bienestar  de  ambos  esta- 
dos, y  que  anulados  por  una  guerra  y  no  restableci- 
dos en  la  pa^,  caducaron  de  hecho  y  de  derecho.  Por 
último  unas  estipulaciones  ajustadas  en  el  siglo  XVIII, 
cuando  la  España  era  dueña  de  fértiles  y  dilatadas  co- 
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lonias,  cuya  posesión  le  estaba  garantida  por  estos  mis- 
mos pactos  como  en  compensación  de  los  privilegios 
que  otorgaba  en  ellos,  no  pueden  ser  eficaces  cuando 
tanto  han  cambiado  las  circunstancias  y  las  condiciones 
de  las  partes  contratantes. 

Para  que  aquellos  tratados  fuesen  válidos  debería 
la  Francia  haber  sostenido  nuestra  dominación  en  la 
América,  porque  en  virtud  de  estas  mismas  convencio- 
nes estaba  obligada  á  garantirnos  la  posesión  de  nues- 
tras colonias,  y  no  solamente  no  nos  ayudó,  aunque 
fué  requerida  en  la  larga  lucha  que  sostuvimos,  sino 
que  consumó  la  emancipación  anticipándose  á  recono- 
cer su  independencia. 

De  suerte  que  en  resumen  puede  concluirse  que 
los  tratados  que  median  entre  la  España  y  la  Francia, 
anteriores  al  año  de  1792,  han  caducado  de  hecho  y 
de  derecho,  y  que  la  única  obligación  eficaz  y  verda- 
dera qne  existe  es  la  de  sostener  las  relaciones  mercan- 
tiles en  el  mismo  estado  que  tenian  en  1792,  según  lo 
permitían  las  circunstancias  y  lo  aconseje  la  reciproci- 
dad, pues  que  esto  es  lo  pactado  en  el  artículo  adicio- 
nal al  tratado  de  1814. 
Exiracio  de  La  Inglaterra  por  el  tratado  de  paz  y  comercio  ce- 
l2^*í¡|lal^^^^^^^^^  lebrado  en  17  de  diciembie  de  1665  estipuló: 

Art.  17  Que  los  subditos  de  ambos  paises  puedan 
tener  en  ellos  casas  propias  y  almacenes. 

Por  el  tratado  de  Madrid  de  23  de  mayo  de  1667, 
contrató: 

Art.  7.°  Que  loa  ingleses  solo  pagarían  derechos 
por  los  géneros  que  descargasen. 

Art.  10.  Que  sus  buques  no  serán  registrados  mien- 
tras no  verifiquen  el  descargo;  y  lo  mas  que  se  per- 
qnitirá  al  resguardo,  será  que  tres  de  sus  individuos  se 
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constituyan  á  bordo  para  presenciarlo.  Se  concede  á  los 
capitanes  de  los  buques  ingleses  el  plazo  de  ocho  dias 
para  refonnar  el  manifiesto,  y  que  en  el  caso  de  des- 
cubrirse algún  fraude,  sean  solo  confiscables  los  obje- 
tos que  lo  constituyan,  pero  no  el  buque  ni  el  resto  de 
su  carga  que  sea  de  licito  comercio,  y  que  en  este  ca- 
so no  sea  preso  ni  detenido  el  capitán. 

Art-  11.  Que  los  géneros  que  no  se  descarguen  no 
estén  sujetos  á  ninguna  visita. 

Art.  12.  Que  una  vez  pagados  los  derechos  puedan 
llevar  sus  géneros  á  donde  quieran  sin  adeudar  otros 
nuevos. 

Art.  31.  Que  en  los  pleitos  que  se  sigan  con  los  in- 
gleses no  se  les  puedan  quitar  sus  libros  de  comercio, 
y  que  al  efecto  baste  su  exhibición,  y  que  los  puedan 
escribir  en  el  idioma  que  les  acomode. 

Las  reales  cédulas  de  1645  insertas  en  este  tratado 
conceden  los  privilegios  comerciales  siguientes . 

Que  no  se  pueda  prender  á  los  ingleses  porque  no 
hayan  pagado  los  derechos  de  los  géneros  que  hayan 
introducido,  sino  que  en  este  caso  se  persigan  los  mis- 
mos géneros. 

Que  no  se  puedan  registrar  sus  casas  por  cuestiones 
de  derechos  de  géneros. 

Y  que  la  visita  de  sus  buques  se  haga  dentro  de  tres 
dias,  y  que  por  ella  no  se  les  exijan  derechos. 

Tratado  de  Utrech  de  9  de  diciembre  de  1713  en  el 
cual  se  insertó  el  de  1667  y  las  reales  cédulas  de  1645. 

Art.  3.*"  Que  Ínterin  se  forman  nuevos  aranceles, 
los  ingleses  no  pagarán  mas  derechos  que  los  que  pa- 
gaban en  tiempo  del  Sr.  Rey  D.  Carlos  II. 

Este  artículo  se  modificó  en  la  ratificación;  pero  es- 
ta modificación  quedó  anulada  por  el  artículo  I.**  del 
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tratado  de  1715,  por  el  2/  del  de  1721  y  por  el  9/  áxA 
de  1750,  quedando  la  estipulación  como  estaba  en  el 
artículo  3/  del  de  1713. 

Art .  5 .  ^  Que  cuando  un  buque  inglés  llegue  á  puer- 
to español  podrá  pagar  las  alcabalas  de  los  géneros  que 
conduzca,  ó  reservarse  el  pago  para  el  lugar  en  que 
los  expenda;  pero  que  verificado  el  pago  no  se  le  vol- 
verán á  exigir  nuevos  derechos  sino  en  el  caso  de  que 
los  venda  al  por  menor. 

Aunque  este  articulo  s$  modificó  también  en  la  ra- 
tificación de  este  tratado,  después  se  anuló  la  modifi- 
cación por  el  articulo  7.°  del  tratado  de  1715,  por 
el  2."  de  1721,  y  por  el  9.*  de  1750,  quedando  la  es- 
tipulación según  se  encuentra  en  el  articulo  5.''  del  tra- 
tado de  1713. 

Art.  8."  Que  el  pescado  y  comestibles  solo  paguen 
derechos  en  el  punto  en  que  se  vendan  y  después  de 
vendidos. 

C!on  este  artículo  ocurrió  lo  mismo  que  con  el  5.* 

Art  9.*  Que  cuando  se  suscite  alguna  duda  entre 
los  comerciantes  ingleses  y  los  empleados  españoles  de 
las  aduanas  sobre  la  valoración  de  mercancías  que  no 
estén  especificadas  en  el  arancel,  puedan  aquellos  dejar 
los  géneros  ó  parte  de  ellos  por  el  valor  fijado,  y  la  adua- 
na deberá  pagarlos  en  metálico  descontando  el  importe 
délos  derechos. 

Art.  11.  Que  los  buques  no  podrán  descargar  sin 
la  licencia  de  la  aduana,  y  que  solo  dentro  de  ella  po- 
drán ser  registrados  sus  cargamentos. 

Art.  17.  Que  los  ingleses  que  hubiesen  sacado  gé- 
neros de  algún  punto  de  España  y  pagado  los  derechos 
podrán  trasbordarlos  en  el  puerto  de  Cádiz  sin  adeudar 
otros  nuevos. 
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Tratado  de  Madrid  de  1715. 

Art.  4.^  Que  los  ingleses  no  pagarán  en  Es^* 
pana  mayores  derechos  que  los  que  paguen  los  natu- 
rales. 

Art.  15.  Que  los  ingleses  serán  tratados  en  España 
como  la  nación  mas  favorecida,  y  lo  mismo  los  espa- 
ñoles en  Inglaterra. 

Las  estipulaciones  contenidas  en  estos  tratados  fue- 
ron confirmadas  por  el  de  1750. 

También  es  de  notar  que  aunque  en  las  declaracio- 
nes hechas  por  los  plenipotenciarios  que  firmaron  el 
tratado  de  1783,  el  conde  de  Aranda  confirmó  estos 
privilegios  bajo  la  condición  de  que  fuesen  recíprocos,  . 
hay  muchos  que  por  su  naturaleza  no  pueden  serlo,  y 
otros  que  pudiendo  serlo,  no  lo  son  por  el  contesto  de 
las  estipulaciones  en  que  están  consignados,  como  su- 
cede con  los  artículos  8.®  y  11  del  tratado  de  Utrech 
y  con  el  4.®  del  de  1715. 

Por  estos  tratados  adquirió  la  Inglaterra  dos  dere- 
chos. Por  el  uno  sus  subditos  no  podian  ser  tratados 
en  España  de  una  manera  menos  ventajosa  quejlos  mis- 
mos españoles,  y  por  otro  podrían  ser  de  mejor  con- 
dición que  estos,  porque  lo  eran  los  anseáticos  por  sus 
famosos  artículos  acordados  en  1607,  con  los  cuales  se 
igualó  la  Inglaterra  por  la  cláusula  de  nación  mas  fa- 
vorecida. 

La  grande  importancia  de  estos  tratados  por  el  fu- .  Anáii«is  de 

°  -^  ^  los  tratados  coa 

nesto  iflujo  que  han  ejercido  sobre  el  comercio  y  la  Inglaterra, 
industria  española,  exige  también  alguna  ligera  digre- 
sión sobre  su  historia,  y  sobre  el  estado  de  su  validez 
y  eficacia. 

C!omo  todos  los  convenios  celebrados  con  la  Ingla- 
terra se  hallan  reasumidos  por  lo  que  respecta  á  la  par- 
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te comercial  en  los  tratados  de  1665,  1667  y  1713, 
bastará  examinar  estos,  prescindiendo  de  los  de  1748, 
1763  y  1783,  que  en  sustancia  no  hicieron  sino  rati- 
ficarlos. 

Fatigada  la  España  del  creciente  poderío  de  la  Fran- 
cia, agotada  lá  monarquía  con  tantas  y  tan  sangrientas 
guerras  como  tuvo  que  sostener  en  el  siglo  XVII,  y  te- 
merosa de  ser  víctima  de  la  ambición  de  Luis  XIV;  vién- 
dose débil  y  poco  capaz  de  luchar  sola  con  tan  pode- 
roso adversario,  hubo  de  buscar  el  apoyo  y  la  alianza 
de  la  Inglaterra,  uniéndose  á  ella  por  los  tratados  de 
1665  y  1667. 

No  pudieron  aprobarse  pactos  mas  funestos.  Cerca 
de  dos  siglos  van  trascurridos  desde  que  se  celebraron, 
y  á  pesar  de  las  guerras  y  trastornos  que  han  mediado 
en  tan  largo  espacio  de  tienpo,  no  los  ha  perdido  de 
vista  la  Inglaterra,  atenta  siempre  á  revalidarlos  en 
cuantas  ocasiones  ha  sido  forzoso  negociar  convenios 
y  tratados  de  paz.  Por  manera  que  el  funestísimo  tra- 
tado de  1667,  hecho  en  uña  época  aciaga  y  de  la  ma- 
yor decj^dencia  de  la  monarquía,  ha  venido  á  ser  el  ci- 
miento de  todas  nuestras  relaciones  mercantiles  con  la 
Inglaterra. 

La  primera  vez  que  en  el  trascurso  de  tantos  años 
aspiró  la  España  &  emanciparse  de  las  pesadas  trabas 
que  le  imponía  el  tratado  de  1667  fué  en  1801.  En  el 
convenio  de  Amiens  obtuvo  el  gran  triunfo  de  no  ra- 
tificarlo, abandonando  la  antigua  fórmula  de  revalidar 
los  convenios  anteriores,  medio  prudente  y  el  único 
como  decía  nuestro  embajador  Mura,  que  puede  labrar 
la  felicidad  de  la  España,  cual  es  el  de  eximir  á  SQ  go- 
bierno de  la  obligación  de  tratar  mejor  á  los  extranjo- 
ros  que  A  sus  propíos  subditos,  y  de  libertarle  de  las 
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cortapisas  con  que  los  tratados  paralizan  la  industria 
y  el  comercio  nacional. 

Mas  por  desgracia  nuestra,  quiso  la  fatalidad  que 
en  el  tratado  de  alianza  y  amistad  ajustado  en  1814 
se  insertase  el  articulo  adicional  de  que  hemos  habla-^ 
do  en  otro  lugar,  por  el  cual  quedaron  terminantemen- 
te restablecidos  los  tratados  de  comercio  vigentes  en 
1796.  De  suerte  que  la  situación  de  la  Inglaterra  se  di- 
ferencia de  la  de  la  Francia,  en  que  aquella  restableció 
terminantemente  sus  tratados  antiguos,  cuando  esta  so-- 
lo  restableció  las  relaciones  mercantiles  en  el  estado 
que  tenian  en  una  época  determinada. 

Partiendo  pues  de  esta  validez  legal  y  de  formas 
en  que  se  encuentran  los  tratados  de  comercio  ajustara 
dos  con  la  Inglaterra,  conviene  examinar  si  es  tan  efi^ 
caz  la  que  procede  de  la  posibilidad  de  su  ejecución 
y  de  su  religioso  cumplimiento  por  ambas  partes;  por- 
que no  basta  que  un  tratado  sea  perfecto  en  sus  formas 
para  que  sea  válido,  si  su  ejecución  conduce  al  absur^ 
do  por  el  trascurso  del  tiempo  y  la  alteración  de  las 
situaciones  respectivas,  ó  si  las  repetidas  infracoboes 
le  invalidan  y  anulan. 

Desde  el  momento  de  ajustarse  el  tratado  de  Utrech, 
y  apenas  se  trató  de  su  ejecución,  ya  se  conocieron  las 
fatales  consecuencias  que  llevaba  consigo,  y  empezaron 
á  tomarse  providencias  para  evitarlas  ó  cuando  menos 
disminuirlas.  Uno  de  los  artículos  mas  onerosos  era  el 
que  establecía  los  derechos  de  aduanas  en  el  pié  en  que 
estaban  en  tiempo  de  Carlos  II.  Reclamó  con  motivo  de 
este  artículo  la  dirección  de  aduanas  como  atentatorio 
contra  la  soberanía  del  Rey,  y  por  esta  causa  se  en- 
tabló con  el  embajador  inglés  en  Madrid  una  larga  lu- 
cha diplomática  que  duró  hasta  el  reinado  del  Sr.  D.  Car- 
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los IIL  En  esta  época  á  favor  del  poder  que  tenia  el 
gobierno  español  y  del  tesón  conque  habia  luchado 
por  invalidar  las  estipulaciones  perjudiciales,  puede  de- 
cirse que  de  hecho  no  existían  los  tratados  con  la  In- 
glaterra, pues  asilo  prueban  los  aranceles  de  aquellos 
tiempos  y  las  diversas  medidas  adoptadas  para  fomen- 
tar nuestra  marina  y  nuestro  comercio  con  mengua  de 
los  convenios  existentes. 

Esta  conducta  de  parte  del  gobierno  español  segui- 
da después  constantemente,  está  de  acuerdo  con  la  ob- 
servada con  la  Francia,  particularmente  desde  el  pac- 
to de  familia,  según  se  ha  manifestado  al  hablar  de  los 
tratados  con  esta  potencia;  y  no  pedia  ser  de  otro  mo- 
do, porque  obraba  á  impulsos  de  los  mismos  princi- 
pios y  de  intereses  generales. 

Asi  se  ven  establecidos  en  estos  últimos  tiempos  en 
beneficio  de  nuestra  bandera  los  derechos  diferenciales: 
asi  arreglado  nuestro  sistema  de  aduanas;  así  modifica- 
do el  privilegio  del  juez  conservador,  confiriendo  sus 
atribuciones  á  los  capitanes  generales  de  las  provincias, 
como  veremos  al  tratar  del  fuero  de  extranjería,  y  asi 
por  último,  esplicadas  las  reales  cédulas  de  1645,  por 
la  de  1727  en  que  se  deslindan  los  privilegios  de  los 
extranjeros  según  su  clase  de  transeúntes  y  avecinda- 
dos, como  se  verá  también  mas  estensamente  al  tra- 
tar de  los  extranjeros;  disposiciones,  unas  en  abierta 
oposición  con  los  tratados,  y  otras  que  los  modifican 
considerablemente . 

Eesulta,  pues,  que  por  una  consecuencia  natural 
del  progreso  de  la  sociedad,  las  estipulaciones  mas  gra- 
vosas á  nuestro  comercio  con  Inglaterra,  han  caído  en 
una  completa  nulidad;  y  debe  notarse  que  esto  se  ha 
verificado  sin  que  el  gobierno  inglés  haya  insistido  con 
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grande  empeño  en  mantener  su  eficacia,  pues  sus  re-* 
damaciones  ni  son  apremiantes,  ni  se  dirigen  en  gene- 
ral mas  que  á  sostener  el  privilegio  de  ser  tratada  como 
la  nación  mas  favorecida,  y  los  concedidos  á  los  sub- 
ditos ingleses  en  las  reales  cédulas  de  1645. 

Esta  conducta  templada  de  la  Inglaterra  se  esplica 
fácilmente  observando  que  por  su  parte  no  está  exenta 
de  la  misma  falta  en  el  cumplimiento  de  los  tratados. 
Los  españoles  por  el  articulo  9.°  del  tratado  de  13  de 
julio  de  1713,  tieuen  derecho  &  ser  tratados  en  Ingla- 
terra cuiíndo  menos j  como  los  naturales  en  cuanto  á 
derechos,  impuestos  ó  inmunidades;  asi  debe  inferirse 
del  contesto  del  artículo.  Tiénenlo  también  &  ser  trata- 
dos en  Inglaterra  como  la  nación  mas  favorecida,  poi^ 
que  asi  está  pactado  en  el  artículo  28  del  tratado  de 
1667  reproducido  en  el  9.**  del  de  1713,  y  confirmado 
en  el  5.^  del  de  1815.  A  que  se  les  permita  poseer 
en  los  dominios  ingleses  casas  propias  para  habitar,  y 
alquilar  almacenes  según  el  artículo  17  del  tratado  de 
1665.  Por  último,  por  el  artículo  34  del  de  1713  tie- 
nen derecho  á  que  los  bienes  y  efectos  de  sus  sub- 
ditos muertos  abintestato  en  Inglaterra,  sean  inventa- 
riados por  su  cónsul  y  guardados  en  poder  de  dos  ó 
tres  comerciantes  de  confianza  para  que  los  tengan  á 
disposición  de  los  herederos. 

Pues  ninguna  de  estas  estipulaciones  tiene  cumpli- 
miento en  Inglaterra,  porque  están  en  desacuerdo  con 
la  legislación  interior  del  pais,  y  el  gobierno  inglés  dá 
mas  valor  á  sus  leyes  civiles,  que  á  las  que  proceden 
de  pactos  internacionales. 

Los  españoles  nunca  han  sido  tratados  en  Inglater- 
ra como  los  naturales,  porque  desde  mediados  del  si- 
glo XVII  hasta  los  años  20  y  25  del  actual,  ha  regi- 


Digitized  by 


Google 


—  72  — 

do  en  Inglaterra  el  sistema  protector  de  derechos  di- 
ferenciales, y  el  acta  de  navegación  de  Cromwel;  y 
si  después  ha  sustituido  el  sistema  protector  por  el  de 
reciprocidad,  no  lo  ha  hecho  por  cierto  en  cumplimien- 
to de  sos  estipulaciones,  sino  porqué  así  ha  conveni- 
do &  sus  intereses,  visto  el  estado  de  superioridad  & 
que  habia  llegado  su  marina  mercante,  y  la  hostilidad 
que  se  les  mostraba  en  toda  Europa. 

Adoptado  por  la  Inglaterra  el  nuevo  sistema  de  re- 
ciprocidad, celebró  tratados  con  varías  potencias,  la 
primera  los  Estados-Unidos,  en  que  sobre  esta  base 
de  estricta  reciprocidad,  se  igualaban  á  los  subditos  de 
las  partes  contratantes  en  los  derechos  de  puerto  y  nar- 
vegacion,  y  se  abollan  los  derechos  diferenciales. 

Por  este  mismo  tiempo  y  consiguiente  &  esta  misma 
situación,  se  publicó  en  el  reinado  de  Guillermo  IV  el 
acta  relativa  á  los  derechos  á  que  deben  sujetarse  el 
comercio  y  navegación  extranjera,  en  la  que  se  esta- 
blece una  línea  divisoria  entre  las  naciones  que  han 
celebrado  tratados  de  reciprocidad,  y  las  que  no  los 
tienen.  A  aquellas  se  conceden  el  que  paguen  los  mi&^ 
mos  derechos,  y  que  gocen  de  las  mismas  devoluciones 
que  los  ingleses,  al  paso  que  respecto  á  éstas  se  auto- 
riza al  gobierno  inglés  para  imponer  nuevos  derechos 
sobre  sus  géneros,  y  para  negar  las  devoluciones,  sí 
en  el  estado  de  que  proceden  se  hace  esta  diferencia 
con  los  ingleses. 

Por  justa  y  equitativa  que  sea  esta  ley,  y  lo  que 
mas  es,  por  templada  que  haya  sido  la  conducta  del 
gobierno  al  hacer  su  aplicación  á  la  España,  no  por 
eso  es  menos  cierto  que  con  ella  se  destruyen  las  anti- 
guas estipulaciones. 

Sabido  es  que  los  derechos  de  navegación,  consis- 
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ten  en  lod  de  tonelada,  fanales,  pilotage  y  los  de  puer- 
to, impuestos  para  el  pago  de  las  obras  hechas  en  ellos 
para  la  comodidad  de  los  barcos. 

Los  derechos  de  tonelada  en  Inglaterra  se  recau- 
dan por  cuenta  del  gobierno,  y  los  de  faro  y  pilotage 
desde  tiempos  muy  remotos  han  estado  á  cargo  de  la 
célebre  corporación  denominada  Trinity-House,  y  de 
alguna  otra  establecida  en  este  siglo  por  autorización 
del  parlamento.  Respecto  á  los  derechos  de  tonelada, 
el  gobierno  inglés  no  hace  con  España  diferencia  algu- 
na de  bandera,  aunque  para  ello  esté  autorizado  por 
el  acta  de  Guillermo  IV,  puesto  que  la  España  no  tie- 
ne tratados  de  reciprocidad,  y  que  por  el  contrario 
conserva  los  derechos  diferenciales  en  favor  de  su  ban- 
dera; y  por  esto  se  ha  dicho  arriba  que  usaba  de  tem- 
planza en  la  aplicación  de  esta  ley.  Por  el  contrario,  se 
debe  decir  con  verdad,  que  en  cuanto  á  comercio  so- 
mos tratados  como  las  naciones  mas  favorecidas.  Como 
ellas  estamos  privados  del  comercio  de  cabotage  en  las 
costas  inglesas,  y  sujetos  á  las  mismas  restricciones  en 
el  tráfico  colonial.  Respecto  al  comercio  directo  con  los 
puertos  ingleses,  disfrutamos  de  las  mismas  ventajas; 
nuestros  barcos  importan  los  productos  de  España  sin 
trabas  de  ninguna  especie,  y  tanto  en  la  importación 
como  en  la  exportación,  no  se  nos  impone  ningún  de- 
recho diferencial  de  bandera,  en  lo  que  no  hay  reci- 
procidad por  nuestra  parte. 

Pero  en  contraposición,  nuestra  marina  mercante 
no  es  tan  bien  tratada  en  Inglaterra  con  respecto  á  los 
derechos  de  faro  y  pilotage.  Los  buques  españoles  co- 
mo los  de  las  demás  naciones  que  no  han  celebrado 
con  la  Inglaterra  tratados  de  reciprocidad,  pagan  por 
la  mayor  parte  de  los  faros  dobles  derechos  que  los 
10 
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nacionales,  y  que  las  naciones  privilegiadas.  A  estas  se 
las  exime  también  de  pagar  algunos  de  ellos  cuando 
naveguen  en  lastre,  lo  que  no  se  hace  con  los  españo- 
les. También  se  obliga  á  pagar  á  los  buques  españoles 
cerca  de  un  25  por  100  mas  que  á  los  de  las  naciones 
privilegiadas  por  razón  de  pilotage.-* 

Como  lo  que  estas  dejan  de  satisfacer  á  la  corpora- 
ción del  Trinity-House  por  fanales  y  pilotage,  produce 
una  baja  considerable  en  sus  intereses,  el  gobierno  in- 
glés toma  á  su  cargo  el  abonar  la  diferencia,  dando  asi 
una  prueba  de  su  respeto  á  los  derechos  de  propie- 
dad; pero  falta  evidentemente  á  los  pactos  contraidos 
con  la  España,  pues  infringe  una  de  las  condiciones 
fundamentales  que  le  imponen  la  obligación  de  tratar 
á  la  nación  española  como  á  las  mas  favorecidas. 

Tampoco  están  los  españoles  en  el  ejercicio  del  de- 
recho de  poseer  casas  en  Inglaterra  según  les  está  ase-^ 
gurado  por  el  artículo  17  del  tratado  de  1665,  porque 
las  leyes  civiles  del  pais  no  lo  consienten. 

La  legislación  inglesa  desde  muy  antiguo  ha  esta- 
blecido tres  categorías  entre  los  extranjeros.  En  la  pri- 
mera se  comprenden  los  extranjeros  propiamente  di- 
chos que  corresponden  á  los  que  en  las  leyes  de  España 
se  designan  con  el  nombre  de  transeúntes.  En  la  se- 
gunda se  colocan  los  Denizens,  y  en  la  tercera  los  na- 
turalizados. 

A  los  primeros  se  exigen  ciertas  condiciones  para 
poder  residir  en  Inglaterra,  las  que  sin  ser  vejatorias 
tienen  por  objeto  evitar  la  entrada  en  el  reintf  de  gen- 
te vaga  y  destituida  de  relaciones.  Está  además  autori- 
zado el  gobierno  para  expulsarlos  cuando  lo  cree  con- 
veniente, si  bien  es  verdad  que  rara  vez,  y  menos  en 
tiempo  de  paz,  ha  hecho  uso  del  allienr^lL  Por  lo 
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demás,  los  extranjeros  ejercen  libremente  sus  indus- 
trias en  Inglaterra,  y  se  les  permite  alquilar  casas,  pero 
no  comprarlas  y  poseerlas. 

Los  Denizens,  que  forman  una  clase  intermedia  en- 
tre los  extranjeros  y  naturalizados,  están  autorizados  & 
comprar  y  poseer  tierras,  con  tal  que  no  sea  por  he- 
rencia; pueden  ser  electores^  y  sus  hijos  son  conside- 
rados como  ingleses* 

Los  naturalizados,  perdiendo  la  ciudadanía  de  su 
pais,  adquieren  la  calidad  de  ingleses,  aunque  no  pue- 
den ser  miembros  del  consejo  privado  del  Rey,  ni  del 
Parlamento,  ni  d^empeñar  destinos  de  grande  im- 
portancia. 

Estas  leyes  iliberales,  y  que  llevan  el  sello  de  la 
intolerancia  y  del  odio  á  los  extranjeros,  predominaii- 
tes  en  los  siglos  en  que  se  establecieron,  se  aplican 
indistintamente  á  los  subditos  de  todas  las  naciones 
aliadas  á  la  Inglaterra;  pero  no  por  eso  es  menos  cierto 
que  ellas  despojan  &  los  españoles  del  derecho  de  com- 
prar y  poseer  casas  para  vivir,  según  lo  estipulado  en 
el  tratado  de  1665. 

Por  último,  tampoco  están  en  posesión  los  cónsules 
españoles  en  Inglaterra  de  la  intervención  que  les  con- 
ceden en  los  abintestatos  de  los  subditos  de  su  nación, 
los  artículos  14  del  de  1665  y  34  del  de  1667,  por- 
que las  leyes  inglesas  no  permiten  que  el  depositario 
de  bienes  de  una  testamentería  los  entregue  á  otro  que 
al  que  se  presente  con  poder  del  heredero.  Sobre  este 
punto  se  darán  mas  explicaciones  al  tratar  de  los  abin- 
testatos; basta  por  ahora  consignar  que  esta  estipula- 
ción se  encuentra  infringida,  porque  las  leyes  civiles 
de  Inglaterra  se  oponen  á  su  ejecución. 

Esta  ligera  enumeración  de  las  infracciones  de  los 
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tratados  cometidas  por  el  gobierno  inglés,  basta  para 
manifestar  que  en  la  administración  interior  de  este 
pais  solo  se  tienen  en  cuenta  sus  verdaderos  intereses, 
y  que  las  estipulaciones  de  los  tratados  con  la  España 
no  han  sido  nunca  un  motivo  para  modificar  su  mar- 
cha. Preciso  es  confesar  también  como  ya  se  ha  indi- 
cado, que  á.  su  vez  el  gobierno  inglés  no  es  demasiado 
exigente,  pues  generalmente  sus  pretensiones  se  han 
limitado  en  estos  últimos  tiempos  á  observar  la  con- 
ducta de  la  Francia;  á  seguir  sus  huellas,  y  á  dirigir 
sus  miras  y  conatos  para  que  sus  subditos  sean  trata- 
dos como  Jos  franceses,  y  los  de  las  demás  naciones 
favorecidas. 

La  prueba  de  que  la  Inglaterra  dá  hoy  poca  im- 
portancia á  los  tratados  que  arreglan  su  comercio  con 
España,  está  en  su  propia  declaración,  por  la  cual 
pueden  considerarse  como  insuficientes  estas  estipula- 
ciones. 

Con  motivo  de  la  cuestión  suscitada  en  el  año  de 
1845,  relativa  al  aumento  de  derechos  impuestos  en 
Inglaterra  á  los  azúcares  procedentes  de  las  islas  de 
Cuba  y  Puerto  Rico,  después  de  una  larga  negociación 
diplomática  manifestó  Lord  Aberdeen  en  una  nota  di- 
rigida al  duque  de  Sotomayor  en  30  de  junio  de  di- 
cho año,  que  los  privilegios  concedidos  recíprocamen- 
te en  los  tratados,  se  referían  á  las  personas,  pero  de 
ningún  modo  á  las  mercaderías.  «Finalmente,  decia  el 
«ministro  inglés)  se  ha  establecido  que  dejando  á  un 
«lado  las  estipulaciones  que  sa refieren  especialmente 
«á  aquel  comercio,  (el  de  las  colonias)  aun  sería  inad- 
«misible  la  reclamación  que  ahora  produce  el  gobierno 
«español,  por  cuanto  solo  en  lo  concerniente  á  sus 
«  subditos,  y  de  ningún  modo  á  sus  productos,  aseguran 
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«  á  la  España  los  tratados  existentes  entre  los  dos  paí- 
ses las  ventajas  de  la  nación  mas  favorecida.» 

Esta  interpretación  fué  aceptada  por  el  gobiemq 
español  en  nota  del  duque  de  Sotomayor  de  13  de 
setiembre  de  1845,  y  en  5  de  diciembre  de  dicho  año, 
al  replicar  Lord  Aberdeen,  confirmó  y  explicó  esta  doc- 
trina de  la  manera  mas  explícita  y  terminante. 

Insistía  Lord  Aberdeen  en  <k  que  siempre  que  ea 
«  aquellos  tratados  se  hace  mención  de  géneros,  mer^ 
«  caderias,  fletes  ó  comercio,  hablan  las  partes  contrar- 
«tantes  de  géneros  y  mercaderías,  propiedad  de  sus 
«  subditos  respectivos,  y  no  propiedad  de  sus  respecti- 
«  vos  países;  de  fletes  consignados  á  comerciantes  in- 
«gleses  ó  españoles  ó  de  comercio  hecho  por  ellos,  y 
«  no  de  fletes  traídos  de  puertos  ingleses  ó  españoles,  ó 
«  de  comercio  en  artículos,  producto  de  la  Gran  Bre- 
« taña  ó  España.» 

Esta  interpretación,  que  en  realidad  destruye  la 
esencia  de  los  tratados,  puesto  que  reduce  sus  esti- 
pulaciones á  meros  privilegios  personales,  negando  sus 
ventajas  &  los  productos  de  las  dos  naciones,  puede 
decirse,  sin  riesgo  de  imjurrir  en  exageración  que  aca- 
bó con  lo  que  quedaba  de  los  tratados,  tan  cercenados 
anteriormente  por  su  incompetencia  con  las  leyes  ci- 
viles de  los  dos  estados.  Y  tan  exacto  es  esto,  que  el 
mismo  ministro  inglés  que  de  este  modo  explicaba  los 
tratados,  no  desconocía,  qué  aceptada  por  la  España 
su  interpretación,  quedaban  reducidos  á  la  completa 
nulidad;  y  así  es  que  protestando  su  insuficiencia  en  los 
tiempos  presentes,  proponía  ya  la  idea  de  que  se  ajus- 
tasen otros  nuevos  mas  conformes  con  el  espíritu  de 
la  época,  y  con  las  presentes  necesidades  del  comercio. 

Decía  I>ord  Aberdeen.   « El  gobierno  dé  S.  M.  de- 
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«  sea  ardientemente  cumplir  al  fin  de  este  deber,  (el  de 
«  hacer  nuevoí?;  tratados).  Cuando  el  cambio  de  drcuns- 
« tandas  exteriores  ha  hecho  inejicaces  tratados  que  te- 
«  nian  por  objeto  la  protección  y  el  fomento  del  tráfico, 
«cuando  por  consiguiente  ya  no  se  espera  de  ellos  este 
« objeto j  y  cuando  tales  tratados  han  sido  reemplaza- 
«dos,  no  por  nuevos  compromisos  semejantes  en  su 
«espíritu,  sino,  al  menos  por  una  délas  partes,  por 
«restricciones  progresivamente  crecientes,  y  ¿  veces 
«por  prohibicion.es  tales,  que  han  llegado  á  extinguir 
«las  relaciones  comerciales,  el  gobierno  de  S.  M.  cree 
«que  la  linea  que  la  razón,  el  interés  y  la  buena  fé 
«aconsejan  seguir  á  dos  gobiernos  amigos,  es  la  de  re- 
«  currir  á  nuevas  obligaciones  concebidas  en  el  mismo 
«  espíritu,  pero  adecuadas  en  su  forma  y  en  sus  térmir 
<(nos  á  las  circunstancias  de  la  época  actual.» 

Este  párrafo  de  la  nota  de  Lord  Aberdeen  es  una 
recapitulación  de  lo  que  queda  manifestado,  pues  en 
él  se  declara  que  circtms tandas  exteriores  han  hecho 
ineficaces  estos  tratados,  que  no  se  espera  ya  de  ellos  el 
objeto  para  que  fueron  ajustados ^^  y  q]ae  para  conse- 
guirlo serían  precisas  nuevas  ^estipulaciones  adecuadas 
en  su  forma  y  en  sus  términos  d  las  circunstancias  de 
la  época  actual.     - 

Extracto  de       Volviendo  á  continuar  el  extracto  de  los  tratados 
los  tratadoscon 
el  Austria,      con  las  demás  potencias,  resulta  que  el 

Austria,  por  el  tratado  de  Viema  de  1/  de  mayo 
de  1725,  estipuló: 

Art.  5.**  Que  en  las  arribadas  forzosas  no  se  deten- 
ga á  los  buques  ni  se  les  sujete  á  visita. 

.  Art.  12.  Que  cuando  un  buque  austríaco  llegue  á 
puerto  español,  deberá  presentar  el  manifiesto  de  lo 
que  piensa  descargar,  y  tíasta  que  reciba  permiso  para" 
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ello  7  lleguen  los  guardas^  no  podrá  abrir  las  escoti- 
llas. Los  géneros  desembarcados  deberán  ir  directa- 
mente á  la  aduana,  y  solo  allí  se  podrán  registrar  en 
presencia  de  su  dueño,  el  que  pagará  los  derechos,  y 
después  los  podrá  retirar  libremente  y  aun  mudarlos 
de  casa  ó  almacén,  con  tal  que  no  los  saque  del  re- 
cinto de  la  población;  que  esta  mudanza  se  practique 
de  día,  y  que  en  caso  de  venderlos  dé  parte  para  pan- 
gar las  alcabalas. 

Art.  13.  Por  todo  derecho,  escepto  las  alcabalas  y 
cientos,  pagarán  los  austríacos  un  10  por  100. 

Art.  14.  El  pago  de  las  alcabalas  y  cientos  podrá 
diferirse  depositando  los  géneros,  ú  ofreciendo  pagarlos 
á  los  dos  meses  de  su  venta. 

Art.  17.  Los  palos,  mástiles  y  bergas  serán  libres 
de  todo  derecho. 

Art.  19.  Se  estipula  lo  mismo  que  en  el  artículo  9 
del  tratado  de  Utrech  con  respecto  á  la  valoración  de 
los  efectos  no  comprendidos  en  el  arancel. 

Art.  20.  La  sal  de  Ungria  pagará  en  España  el 
mismo  derecho  que  la  española,  y  vice-versa. 

Art.  21.  Se  conceden  á  los  austríacos  todos  los  pri- 
vilegios de  que  gozan  en  España  los  ingleses  y  de  que 
los  españoles  disfrutan  en  Austria;  y  en  los  articidos  22 
y  23  se  especifican  algunos  de  estos.  • 

Art.  47.  Se  conceden  á  los  austríacos  terminante- 
mente los  mismos  privilegios  que  están  otorgados  á  los 
ingleses  en  los  tratados  de  1667  y  1713,  y  á  las  Pro- 
vincias Unidas  en  el  de  Munster  de  1648. 

Dinamarca  por  el  tratado  de  1742  pactó  con  la  Es-    Dinamarca, 
paña  multitud  de  concesiones,  y  como  entre  ellas  hubie- 
se algunas  impracticables,  el  gobierno  español  repugnó 
siempre  su  cumplimiento  de  tal  modo,  que  al  celebrar- 


Digitized  by 


Google 


—  80  — 
»  se  la  paz  en  1757,  por  el  tratado  de  22  de  setiembre 

^  de  este  año,  nada  se  dijo  sobre  el  restablecimiento  del 

►  anterior  de  1742,  y  solo  se  pactó  simplemeute  la  liber- 

tad de  comerciar  entre  ambos  pueblos. 

En  tal  estado,  por  un  convenio  verificado  por  cam- 
bio de  notas  entre  los  dos  gobiernos,  se  decidió  que  en 
.  cuanto  al  comercio,  los  subditos  de  ambos  estados  se- 

rian tratados  en.  los  paises  respectivos  como  lo  fuesen 
los  ingleses,  franceses,  bolandeses  é  imperiales,  que  eran 
los  mas  favorecidos  en  ambos  estados. 

RusiaySae-       La  Rusia  por  §1  artículo  4.*"  del  tratado  de  20  de 
cia.  ^ 

p  julio  de  1812,  y  la  Suecia  por  el  artículo  4.®  del  de 

19  de  marzo  de  1813,  solo  pactaron  que  las  relaciones 

de  comercio  serían  favorecidas  recíprocamente. 

p  ^^  siciiias.       Con  las  Dos  Sicilias,  en  el  tratado  de  15  de  agosto 

de  1817,  se  estipuló  por  el 

Art.  3.^  Que  los  españoles  no  estarían  sujetos  en  Ñá- 
peles á  mas  registros  que  los  mismos  napolitanos.  Por  el 

Art.  4.^    Que  serían,  tratados  como  los  subditos  de 
^  la  nación  mas  favorecida.  Por  el 

Art.  5."  Que  sus  casas  y  almacenes  no  serían  re- 
gistrados sino  en  virtud  de  sentencia  legal.  Por  el 

Art.  7.**  Se  concede  un  abono  ó  rebaja  de  diez  por 
ciento  sobre  los  derechos  que  devenguen  los  géneros. 

Y  por  un  artículo  adicional  se  establece  que  no  po- 
drá hacerse  mayor  abono  á  otra  potencia  sin  el  cono- 
cimiento de  la  España,  siendo  ostensivo  á  ella  este  be- 
neficio. 

Este  tratado  no  es  recíproco. 
Bélgica.  La  Bélgica  por  el  tratado  de  25  de  octubre  de  1842 

•  tiene  estipulado  en  el 

Art.  1.'  Que  los  españoles  en  Bélgica  serán  trata- 
dos como  la  nación  mas  favorecida,  y  que  los  belgas 
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en España  serán  considerados  como  los  holandeses. 
En  los 

Art.  2.'  y  3.®  Se  prometen  recíprocamente  reba- 
jas en  ciertos  articules  de  los  aranceles  respectivos. 
Y  en  el 

Art.  5.^  Se  determina  que  en  el  caso  de  concedeiv 
se  igual  gracia  &  otro  estado,  el  perjudicado  podrá  se- 
pararse del  compromiso,  como  si  este  tratado  llegase 
¿  ser  incompatible  con  el  sistema  administrativo  in- 
terior. 

Las  repúblicas  de  Méjico  y  del  Ecuador  tienen  pao-  ¿^  Sm^¿í** 
tado  el  ser  tratadas  como  los  naturales  idel  pais,  y  esta 
última  hasta  la  igualación  de  bandera. 

Las  de  Chile  y  Venezuela  como  las  mas  favorecidas. 

Estas  son  las  principales  condiciones  de  los  extran- 
jeros que  comercian  en  España,  según  resultan  de  los 
tratados  ajustados  con  sus  respectivos  gobiernos;. pero 
no  debe  perderse  de  vista  lo  que  queda  dicho,  de  que  la 
mayor  parte  de  estas  estipulaciones  han  caducado  por 
la  guerra,  y  por  el  cambio  de  circunstancias  de  las  par- 
tes contratantes. 

Los  nuevos  tratados  de  comercio  ajustados,  ó  en 
proyecto,  serán  la  norma  de  nuestras  relaciones  comer- 
ciales con  las  demás  Naciones  en  el  porvenir. 
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CAPITULO  IV. 


De  la  vecindad  entre  las  naciones. 


vMna"*d^b^n  ^^  ^^  derecho  de  gentes  prescribe  la  obligación  de 
Moc^ame^^^  que  se  ayuden  mutuamente  las  naciones  como  indivi- 
duos de  la  gran  familia  del  género  humano,  esta  obli- 
gación debe  ser  mas  eficaz  entre  dos  pueblos  que  por 
su  inmediación  están  en  continuo  roce,  y  que  con  fre- 
cuencia han  de  necesitarse  recíprocamente.  Este  es  el 
principio  que  debe  servir  constantemente  de  regla  en 
las  relaciones  entre  dos  pueblos  vecinos.  Cuando  ocur- 
re alguna  calamidad  á  una  nación  vecina,  débesela  so- 
correr en  cuanto  lo  permite  el  pais,  prestándole  servi- 
cios, víveres,  y  cuanto  necesite,  y  aun  cediéndolos  gra- 
tuitamente en  el  caso  de  que  no  pueda  pagarlos.  Pero 
nunca  debe  perderse  de  vista  que  el  derecho  que  tie- 
ne una  nación  para  recibir  estos  servicios  es  puramen- 
te natural  y  no  un  derecho  perfecto,  y  que  por  consi- 
guiente, el  juez  que  ha  de  fallar  sobre  la  posibilidad  de 
prestarlos,  es  la  nación  que  los  ha  de  conceder.  Si 
pues  la  nación  solicitada  contesta  negativamente  á  la 
demanda  de  asistencias,  no  causa  injuria  á  la  deman- 
dante, porque  ésta  debe  suponer  que  no  existe  la  posi- 
bilidad de  acceder  á  su  petición. 

Pero  cuando  la  calamidad  que  aqueja  &  una  na- 
ción vecina,  es  la  guerra  y  la  destrucción  que  le  ocasio- 
ne otra  potencia,  entonces  la  cuestión  de  asistencia  va- 
ría de  aspecto,  porque  no  se  puede  auxiliar  á  launa  sin 
declararse  hostil  á  la  otra.  En  tales  casos  solo  el  inte- 
rés particular  puede  decidir  bien  el  permanecer  neutral 
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para  salvarse  de  los  males  de  la  guerra,  bien  el  ayu- 
dar á  la  nación  vecina  para  poner  freno  á  un  ambicio- 
so, y  evitar  que  tras  su  ruina  venga  la  nuestra.  El 
principio  de  la  propia  conservación  es  la  regla  que 
establece  el  derecho  de  gentes  en  semejantes  circuns- 
tancias. 

Como  suele  suceder  que  la  seguridad  interior  de  foruocaciütKs 

.  en  la  íronleiü, 

los  estados  aconseja  á  las  veces  establecer  fortificación  no  lasijuia  i..s 

n       j  ..  .  .  ,     relaciones    de 

nes  en  sus  fronteras  para  evitar  una  invasión  repenti-  vecindad, 
na,  se  ha  suscitado  la  cuestión  de  si  las  relaciones  de 
buena  vecindad  podrían  ser  un  obstáculo  al  ejercicio 
de  esta  facultad  inherente  ¿la  soberanía  de  todo  estado. 

No  ha  faltado  quien  defienda  que  á  un  vecino  dé- 
bil se  le  puede  impedir  el  que  construya  fortalezas  que 
no  ha  de  poder  defender  por  sí,  porque  podrán  ser- 
vir un  dia  para  que  las  ocupe  un  enemigo  fuerte;  pero 
de  admitir  esta  doctrina  vendría  á  resultar  que  la  so- 
beranía y  la  independencia  de  las  naciones  eran  una 
dote  concedida  solo  &  los  estados  fuertes,  é  incompati- 
ble con  la  debilidad,  porque  siendo  lícito  impedir  bijo 
este  pretexto  á  un  estado  vecino  todo  acto  por  el 
cual  se  puedan  recibir  perjuicios,  no  solo  sería  nula 
la  independencia  en  estos  casos,  sino  que  por  el  abuso 
lo  sería  en  todos  los  demás. 

Cuando  un  estado  débil  quiere  establecer  una  for- 
taleza, que  puede  llegar  á  ser  peligrosa  si  cae  en  manos 
de  otro,  el  vecino  amenazado  de  este  peligro  debe 
reclamar  por  la  suspensión  del  proyecto,  y  no  siendo 
eficaces  sus  reclamaciones,  quédale  el  recurso  de  de- 
fenderse en  su  propio  territorio  interceptando  los  ca- 
minos y  construyendo  otras  fortalezas  en  contraposi- 
ción. Esto  es  lo  que  permite  el  derecho  de  gentes,  y 
fuera  de  esto  todo  es  violencia  y  abuso. 
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Deberes  de  la       Las  obligaciones  déla  vecindad  neutral  se  redu- 

veciiidad  neu-  ^ 

^^^'  cen  &  no  consentir  en  el  teritorio  neutral  ningún  ac- 

to que  pueda  ofrecer  ventajas  á  un  beligerante  en 
perjuicio  del  otro:  de  tal  suerte,  que  sin  negarse  el  asi- 
lo A  cualquiera  que  se  acoja  á  él,  se  le  impida  el  re- 
ponerse en  el  pais  neutral  de  lo  necesario  para  volver 
á  emprender  las  hostilidades. 

Este  punto  se  tratará  con  mas  extensión  al  hablar 
de  la  guerra;  bastará  por  ahora  establecer  que  el  estado 
que  falta  á  la  neutralidad ,  dé  ocasión  que  se  viole 
su  territorio, 
s  ^ cl)ncede^l       ^^  ^^^  decimos  coñ  respecto  &  un  enemigo  extran- 
de\?a"naáonJ^^^'  puede  aplicarse  á  los  enemigos  interiores.  Si  & 
vecina.  los  sediciosos,  Contrabandistas  ó  malhechores  que  se 

acogen  al  asilo  de  una  nación  vecina,  no  se  les  impo- 
sibilita de  volver  ásus  crímenes  asegurándoseles  en  de- 
pósitos interiores,  el  estado  que  los  persigue  tendrá 
derecho  á  traslimitar  para  continuar  su  persecución,  si 
la  urgencia  fuese  tal  que  no  permitiese  reclamaciones, 
ó  si  éstas  hubiesen  sido  ineficaces. 

Esta  traslimitacion  se  encuentra  pactada  entre  Es- 
paña y  Portugal  por  el  articulo  4.^  del  tratado  de  ex- 
tradición de  8  de  marzo  de  1823.  Sobre  este  punto  de 
extradición  de  criminales  hablaremos  mas  extensamen- 
te en  capitulo  separado  al  tratar  del  derecho  jurisdio- 
cional  criminal. 

Deluso  de  los       Como  sea  mu v  frecuente  que  los  rios  sirvan  de  li- 
rios que  cons-     ..    ,    ,  .  .1  1  j 
liiuyen  iímile  mite  á  las  naciones,  y  como  sobre  la  comunidad  de 

entro  dos  na-  ,  .  .  .       i 

ciones.  este  limite  puedan  ocurrir  cuestiones  internacionales, 

conviene  determinar  las  reglas  que  el  derecho  de  gen- 
tes establece  para  el  uso  común  de  este  limite  natural 
de  los  Estados. 

Cuando  á  dos  naciones  vecinas  las  separa  un  rio. 
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si  no  existe  un  tratado  ó  convenio  que  determine  su 
uso  común,  y  que  deslinde  los  derechos  de  cada  uno 
de  los  estados  colindantes,  la  ley  de  las  naciones  dá  la 
preferencia  á  aquella  que  ocupó  primero  el  territorio 
próximo  al  rio,  porque  no  se  puede  suponer  que  de- 
jase de  tener  la  intención  de  posesionarse  de  una  parte 
tan  importante.  Pero  cuando  no  hay  memoria  de  cuál 
de  las  dos  naciones  se  estableció  primero  en  las  in- 
mediaciones del  rio,  entonces  éste  pertenece  á.  las  dos 
por  la  mitad  de  sus  corrientes,  á  no  ser  que  exista 
una  verdadera  prescripción,  pues  la  que  haya  estada 
en  posesión  constante  de  usar  exclusivamente  del  rio 
sin  contradicción  de  la  vecina  tendrá  un  derecho 
preferente. 

Guando  un  rio  cambia  de  curso,  dirigiendo  sus  oco^ 
rientes  por  el  territorio  de  otro  estado,  el  albeo  que 
deja  en  seco,  queda  en  la  propiedad  del  estado  &  que 
pertenecia  el  rio,  conservándose  aquel  de  limite  entre 
las  dos  naciones,  y  el  rio  entra  en  el  dominio  exclusi- 
vo de  la  nación  por  cuyo  territorio  corre  de  nuevo* 
Las  naciones  no  pueden  menos  de  someterse  en  sus 
derechos  &  las  grandes  alteraciones  que  la  naturaleza 
predispone  y  consuma.  Cuando  la  mano  de  la  natura- 
leza por  €í,  y  sin  la  ayuda  del  hombre,  ofrece  &  \m 
estado  un  manantial  de  riquezas  y  conveniencias,  co- 
mo es  un  rio,  no  hay  razón  hxmíana  que  autorice  & 
nadie  para  impedirlo. 

Pero  cuando  -el  cambio  no  es  total  sino  progresi-* 
vo,  es  decir,  cuando  el  rio  no  abandona  el  estado,  sino 
que  muda  progresivamente  su  albeo  á  alguna  distan- 
cia, entonces  continúa  conservándose  como  límite,  y 
el  aumento  de  territorio  que  lleva  á  uno  con  perjui- 
cio del  otro,  no  puede  menos  de  conservarse  como 
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una  nueva  adquisición  de  propiedad.  De  no  ser  así, 
sucedería  que  el  territorio  llevado  á  la  otra  orilla  es- 
tablecería al  propietario  también  en  el  territorio  veci- 
no, quedando  destruido  el  antiguo  limite  del  rio,  y  esto 
ofrece  en  la  práctica  mas  inconvenientes  que  el  que 
cada  estado  adquiera  la  propiedad  de  lo  qne  lleva  el 
rio  por  aluvión. 
De  las  altera-       No  OS  llcito  en  los  rios  comuues  coustruir  obras  hi- 

cioDesartificia-  ,.,.  ,  xm«^  t-« 

les  en  los  rios.  dráuucas  que  puedan  contnbmr  á  cambiar  su  curso, 
ó  á  impedir  su  uso.  La  nación  que  con  una  presa  im- 
pide la  navegación  de  un  rio,  usurpa  los  derechos  de 
las  que  están  en  posesión  de  navegarlo,  y  les  causa 
injuria, 
wren'ií^r^i-       Los  rios  que  corrou  por  diversos  estados  pertene- 
versos  estados,  ^jj  á  estos  en  la  parte  que  ocupan  de  sus  respectivos 
territorios;  y  cuando  el  rio  pertenece  en  propiedad  á 
un  estado,  éste  es  arbitro  de  hacer  en  él  las  obras  que 
quiera,    aunque  con  ellas  se  destruya  el  uso  que 
de  él  hayan  hecho  otras  naciones,  porque  los  dere- 
chos de  propiedad  son  de  mas  importancia  que  la  po- 
sesión que  se  funda  en  mera  tolerancia.  Si  en  este  rio 
acostumbran  de  antiguo  pescar  otras  naciones,  esta 
práctica  no  ha  podido  menos  de  fundarse  en  una  tol^ 
rancia,  que  presupone  la  reserva  de  usar  del  derecho 
de  propiedad  sin  ninguna  limitación;  y  lo  que  pudo 
ser  indiferente  xm  dia,  y  como  tal  pudo  consentirse, 
dejado  serlo  cuando  cambian  las  circunstancias.  No 
sucede  asi  en  el  caso  de  que  el  uso  se  funde  en  un  de- 
recho adquirido,  no  por  una  mera  condescendencia, 
sino  por  im  titulo  oneroso,  porque  entonces  no  se 
puede  usar  libremente  del  derecho  de  propiedad,  sin 
que  preceda  la  competente  indemnización. 

En  confirmación  de  lo  que  se  ha  dicho  con  respec- 
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to  á  la  propiedad  exclusiva  que  se  ejerce  sobre  los  rios 
en  aquella  parte  que  corren  por  territorio  propio,  pue- 
den citarse  los  artículos  108  y  siguientes  del  acta  del 
congreso  de  Viena,  en  los  cuales  se  establece  la  libre 
navegación  de  los  rios  que  corren  por  varios  estados, 
en  su  parte  navegable,  pues  si  por  el  derecho  de  gen- 
tes estu\riese  decidida  esta  libertad  de  navegación,  hu- 
biera sido  escusado  convenirla  en  un  congreso.  Verdad 
es  que  la  inmensa  importancia  que  se  ha  dado  en  es- 
tos últimos  tiempos  al  comercio,  y  las  exigencias  de 
la  época,  hacen  [mas  difícil,  por  lo  menos  en  Europa, 
la  práctica  de  este  derecho  exclusivo,  pero  no  por  eso 
deja  de  ser  en  rigor  de  principios  una  regla  invariable. 

La  España  ofrece  otra  prueba  de  la  independencia    g^,,^  j^  „j^^ 
del  derecho  de  propiedad  sobre  este  punto,  pues  dos  rt^^ajoy  Due 
de  sus  rios  navegables,  el  Tago  y  el  Duero,  corren ''^' 
por  el  territorio  de  Portugal,  y  hasta  ahora  no  solo  no 
han  sido  comunes  al  comercio  en  general,  sino  que  ni 
aun  lo  son  para  el  particular  de  ambos  estados;  á.  pe- 
sar de  estar  pactada  la  navegación  común  por  los  tra- 
tados de  30  de  agosto  de  1829,  y  de  31  de  agosto 
de  1835. 

Los  reglamentos  de  navegación  consiguientes  á  es- 
tos tratados,  en  vez  de  regularizar  el  uso  de  este  de- 
recho, lo  han  embarazado  hasta  el  punto  de  haber  he- 
cho ilusorias  las  estipulaciones  de  que  procedían. 

Las  reglas  que  quedan  establecidas  con  respecto  ^  n  i  ^  g, 
los  ríos,  son  aplicables  igualmente  á  los  lagos;  Cuando 
estos  se  encuentran  dentro  de  un  estado,  quedan  bajo 
su  exclusiva  propiedad,  para  permitir  ó  no  su  entrada 
y  navegación;  cuando  están  rodeados  de  varios  estados, 
pertenecen  á  estos  según  la  parte  de  costas  que  bañan 
sus  aguas,  y  cualquier  aumento  ó  disminución  que  es- 
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perímentan  sus  márgenes,  como  obra  de  la  naturaleza 
queda  en  beneficio  ó  daño  del  propietario  de  la  costa. 
DeíosHmKes  Oomo  las  cuestiones  de  limites  sean  en  realidad  las 
^^  *'  mas  importantes  que  puedan  ocurrir  entre  dos  nacio- 
nes vecinas,  porque  no  solo  pueden  alterar  las  buenas 
relaciones  de  los  gobiernos,  sino  que  muchas  veces  te^ 
minan  por  actos  de  violencia  y  aun  de  verdadera  hos- 
tilidad entre  los  habitantes  de  las  fronteras,  por  esta  ra- 
zón parece  propio  de  este  capítulo  el  dar  una  idea  del 
derecho  positivo  por  el  cual  están  determinados  los  li- 
mites de  España. 

Tres  son  las  naciones  con  las  cuales  tiene  la  Espa- 
ña relaciones  de  vecindad;  con  la  Inglaterra  por  la  pla- 
za de  Gibraltar;  con  la  Francia  por  la  parte  de  los  Piri- 
neos, y  con  el  Portugal  por  las  provincias  de  Galicia, 
Castilla,  Estremadura  y  Huelva, 
Limites  60Q       Los  límites  con  la  plaza  de  Gibraltax  están  determi- 
GilwuS!  ^'  nados  por  el  artículo  10  del  tratado  de  Utrech  de  13  de 
julio  de  1713.  Por  este  artículo  se  cedió  á  la  Inglaterra 
la  plaza  y  castillo  de  Gibraltar,  con  su  puerto,  defen- 
sas y  fortalezas.  Por  consiguiente  el  límite  de  la  España 
por  esta  parte  está  naturalmente  en  la  misma  plaza.  El 
gobierno  español  estableció  al  frente  de  Gibraltar  por 
la  parte  de  tierra,  una  línea  de  fortificaciones  que  te- 
nia por  nombre  la  línea  de  San  Felipe,  y  esta  fué  el  lí- 
mite de  tierra  por  muchos  años,  hasta  que  en  la  guer- 
ra de  la  Independencia  la  destruyeron  los  ingleses  pa- 
ra evitar  que  se  apoderasen  de  ella  las  tropas  france- 
sas. Pero  aunque  hoy  esta  línea  no  pueda  servir  para 
el  ataque  ni  la  defensa,  marca  sin  embargo  el  límite  de 
la  España,  quedando  como  campo  neutral  el  espacio 
que  media  entre  ella  y  la  plaza. 

Sobre  este  límite  de  tierra  nunca  han  ocurrido  cues- 
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tiones  de  importancia,  porque  si.  alguna  vez  se  ha  in- 
tentado por  los  ingleses  hacer  algún  uso  del  campo  neu- 
tral, las  reclamaciones  de  la  España  han  sido  atendidas 
desde  luego,  y  el  campo  neutral  ha  vuelto  á  su  anti- 
guo estado. 

No  sucede  lo  mismo  con  los  limites  del  puerto  de 
Gibraltar  que  los  ingleses  pretenden  estender  hasta  la 
Punta  Mala,  fundando  su  pretendido  derecho  en  que 
asi  lo  aseguró  el  ministro  Canning,  sin  que  su  aserción 
fuese  contradicha  por  el  gobierno  español;  pero  este 
argumento,  por  mas  que  condene  la  conducta  del  mi- 
nistro español,  nunca  puede  servir  de  titulo  legitimo 
para  una  adquisición  de  tanta  importancia  y  que  tan 
fatales  consecuencias  puede  traer  á  la  España,  Para 
conocer  lo  absurdo  dé  esta  pretensión,  basta  conside- 
rar que  si  se  extendiese  el  puerto  de  Gibraltar  hasta 
Punta  Mala,  como  pretende  el  gobierno  inglés,  las  li- 
neas de  San  Felipe  quedarian  dentro  de  este  puerto, 
y  los  buques  surtos  en  él  podrían  colocarse  á  la  es- 
palda de  esta  fortificación,  que  la  España  es  libre  de 
rehabilitar  cuando  le  acomode. 

En  nuestra  primera  edición  dábamos  cuenta  del    Límites  cod 

.     ,  i         -.,     .A  •  '  1     Francia  por loí 

estado  en  que  se  encontraban  nuestros  limites  por  la  Piiioeos. 
parte  de  Francia,  pero  reducida  ya  esta  cuestión  á  un 
tratado  de  límites  ajustado  entre  España  y  Francia,  el 
cual  no  obra  en  nuestro  poder,  á  él  remitimos  á  cual- 
quiera de  nuestros  lectores  que  necesite  consultarlo. 

Otros  límites  tiene  la  España  por  la  parte  oriental  Límite  por  ei 
de  los  Pirineos  con  los  valles  neutrales  de  Andorra,  ra. 
Estos  se  encuentran  reconocidos  recíprocamente,  sin 
que  sobre  ellos  haya  ocurrido  dificultad  que  haga  ne- 
cesario el  deslinde  por  medio  de  tratados  especiales. 
Pero  sobre  las  relaciones  de  vecindad  se  han  estipulado 
12 
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dos  convenios,  uno  en  22  de  diciembre  de  1834,  y  otro 
en  17  de  junio  de  1841,  con  motivo  de  la  acogida  que 
se  dispensaba  en  estos  valles  neutrales  á  los  enemigos 
de  la  Reina  durante  la  última  guerra  de  sucesión.  En 
el  último  de  estos  tratados  se  pacta  hasta  la  traslimita- 
cion  cuando  se  persiga  á  los  malhechores  y  enemigos 
del  sosiego  público. 
Organización  La  organización  verdaderamente  singular  de  los 
Aüdornu*^*'^^  valles  de  Andorra,  y  los  muchos  negocios  que  pueden 
ocurrir  en  que  sea  preciso  tener  un  conocimiento  de 
esta  organización,  hacen  conveniente  una  ligera  rese- 
ña de  su  situación  política  y  administrativa. 

Estos  valles  pertenecían  hasta  la  invasión  sarracena 
al  dominio  de  los  reyes  de  España.  Conquistados  des- 
pués por  los  de  Francia,  los  cedieron  en  plena  sobe- 
ranía á  los  condes  de  ürgel,  y  éstos  á  los  obispos  de 
la  misma  diócesis. 

Preténdese  que  uno  de  estos  obispos  llamado  Ber- 
nardo Castellione,  donó  en  1194  al  conde  de  Foix 
Ramón  Bemat  y  Sucesores  el  condominio,  ó  sea  ejer- 
cicio de  la  soberanía  de  Andorra  pro-iñdiviso  con  los 
prelados  de  la  referida  diócesis.  Pero  esta  donación 
no  debió  ser  considerada  como  válida  por  falta  de 
aprobación  de  los  tres  brazos  ó  cortes  de  Cataluña. 
Los  reyes  de  Aragón,  y  los  dos  Felipes  II  y  III ,  tur- 
baron esta  posesión  por  algún  tiempo,  y  aim  se  lla- 
maron Señores  de  Andorra;  pero  incorporado  el  con- 
dado de  Foix  en  el  siglo  XVI  á  la  corona  de  Francia, 
aquellos  soberanos  y  los  obispos  de  ürgel  han  con- 
tinuado hasta  hoy  en  la  soberanía  del  referido  ter- 
ritorio, aunque  esta  soberanía  no  se  explica  en  to- 
dos los  casos  y  cosas,  porque  en  una  parte  de  la 
administración  pública  gozan  aquellos  habitantes  de 
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cierta  independencia  garantida  por  la  España  y  la 
Francia. 

Dicha  administración  pública  se  ejerce  en  su  parte 
administrativa  por  doá  vicarios  conocidos  por  el  nom- 
bre de  vegueres  de  los  Principes,  porque  los  nombra 
el  obispo  de  Urgel  y  el  rey  de  Francia,  recayendo  la 
elección  del  primero  en  un  andorrano,  y  la^lel  segun- 
do en  nn  francés. 

ün  consejo  general  conoce  de  todas  las  causas  cri- 
minales, y  sus  sentencias  de  presidio  han  solido  ejecu- 
tarse en  España. 

Los  jucices  que  conocen  de  los  negocios  en  primera 
instancia  se  proponen  por  el  consejo  al  obispo  y  al 
rey  de  Francia. 

La  parte  administrativa  se  dirige  por  un  coq- 
sejo  de  veinte  y  cuatro  individuos  de  elección  de 
las  parroquiasr 

La  jurisdicción  eclesiástica  se  ejerce  de  un  modo 
omnímodo  por  el  obispo  de  Urgel,  que  depende  del 
gobierno  español,  porque  los  reyes  de  España  son  los 
que  hacen  la  presentación  á  la  Santa  Sede  para  el 
obispado  de  Urgel. 

El  gobierno  español  tiene  reconocida  esta  neu- 
tralidad ,  pues  durante  la  última  guerra ,  no  solo 
ha  celebrado  con  estos  valles  los  convenios  de  que 
queda  hecho  mérito,  sino  que  siempre  que  ha  te- 
nido motivo  de  queja  contra  ellos ,  ha  acudido  al 
gobierno  francés  para  de  común  acuerdo  poner  el 
remedio. 

Resta   examinar   la    cuestión  de    límites  por  la     Uf^nes  de 
parte  de    Portugal,  la  que  no  ofrece    menos  Hti- ^^='°S'*'- 
gios  y  desavenencias  que  la  de  la  parte  de  Fran- 
cia . 
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Los  límites  con  Portugal  no  están  determinados  por 
ningún  tratado  especial.  Proceden  de  relaciones  tra- 
dicionales y  de  acuerdos  parciales  entre  las  autorida- 
des de  los  respectivos  territorios^ 
Límiie  del       Solo  la  plaza  de  Olivenza,  ocupada  por  los  espa- 
Dropf^ad  de  ñoles  en  la  guerra  á  que  puso  fin  el  tratado  de  6  de 
Oiiveoza.       j^mio  de  1801,  es  la  que  está  cedida  ala  España  pr 
el  articulo  3/  de  este  tratado,  determinándose  al  mis- 
mo tiempo  que  el  rio  Guadiana  sea  el  límite  por  aque- 
lla parte  entre  los  dos  reinos.  Y  aunque  por  el  artículo 
105  del  congreso  de  Viena  se  comprometieron  los  go- 
biernos á  emplear  todos  los  medios  mas  eficaces  para 
que  se  devolviera  esta  plaza  al  Portugal,  la  España 
sin  embargo  ha  sostenido  y  sostiene  su  posesión  como 
una  adquisición  legítima  y  conveniente. 
Lfmite  por       Ya  se  ha  dicho  que  no  dejan  de  existir  cuestioDes 
Orensel"^**  ^^  desagradables  por  otros  puntos  de  la  frontera  en  tanto 
grado,  que  suelen  terminar  por  actos  de  verdadera 
hostilidad  entre  los  respectivos  fronterizos.  Por  la  par- 
te que  confina  con  la  provincia  de  Orense,  ocurren  fre- 
cuentes desavenencias,  hijas  de  alguna  irregularidad 
en  la  demarcación  de  la  línea  divisoria,  y  de  la  poca 
puntualiad  con  que  se  hace  respetar  ésta  por  los  dos 
gobiernos. 

De  muy  antiguo  data  el  que  los  portugueses  de 
Figuerey ,  San  Vicente  y  otros  pueblos  invadan  el 
territorio  español  con  el  objeto  de  cambiar  las  señales 
de  la  línea  divisoria,  y  de  robar  los  ganados.  Procede 
además  este  mal  de  que  los  portugueses  que  adquie- 
ren tierras  en  territorio  español,  aspiran  A  que  sus  pro- 
piedades queden  en  territorio  portugués  por  medio  de 
alteraciones  en  el  amojonamiento. 

Muchas  han  sido  las  reclamaciones  entre  los  dos 
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gobiernos,  y  aun  en  1804  se  nombraron  comisionados 
que  sobre  el  terreno  rectificasen  los  inconvenientes  de 
la  actual  división,  para  restablecer  la  paz  en  aquellas 
poblaciones.  Pero  la*  desconfianza  de  los  comisionados 
portugueses,  y  lo  exagerado  de  sus  pretensiones,  dio 
margen  á  que  ocurriesen  los  sucesos  de  1807,  que  pu- 
sieron término  á.  esta  importante  negociación. 

Por  esta  misma  parte  de  la  frontera  se  encuentra  lo.®'*^^"^" 
también  otro  elemento  constante  de  disgustos  para  los 
dos  gobiernos,  y  de  perjuicios  positivos  para  los  int^ 
reses  de  la  España. 

Entre  los  partidos  de  Calvos  de  Randin  y  de  Bal- 
tar,  y  la  frontera  de  Portugal  se  encuentra,  dentro 
del  territorio  español,  y  rodeado  de  pueblos  españo- 
les, un  coto  con  tres  aldeas  de  escaso  ¡vecindario  que 
apenas  llegue  á  160  vecinos,  llamados  Rubias  de  San- 
tiago, Santa  Maria  y  Means,  las  cuales,  bsgo  el  pre-. 
texto  de  que  pertenecieron  en  parte  al  Señorío  de  Bra- 
gonza  y  al  del  conde  de  Lemus,  han  pretendido  siem- 
pre ser  consideradas  como  de  una  nsituraleza  mixta, 
y  fundándose  en  los  servicios  que  han  prestado  á  la 
España  en  algunas  ocasiones,  han  obtenido  multitud  de 
privilegios,  que  las  colocan  en  la  situación  de  formar 
un  valle  casi  independiente. 

Sus  moradores  están  exentos  de  quintas  y  contri- 
buciones; el  resguardo  no  ejerce  su  acción  en  este 
valle,  y  además  tiene  una  vereda  que  conduce  al  rei- 
no de  Portugal  por  medio  de  nuestro  temtorio,  á  la 
que  consideran  como  inviolable.  Con  respecto  á  su  ad- 
ministración, están  sujetos  en  cuanto  á  lo  eclesiástico 
al  obispado  de  Orense,  y  el  patronato  es  del  conde  de 
Lemus;  en  lo  político  no  asisten  á  las  elecciones  de 
diputados  á  cortes  ni  provinciales  de  España  ni  de  Por- 
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tugal:  en  lo  civil  acuden  á  los  alcaldes  y  jueces  espa- 
ñoles para  que  les  administren  justicia  en  sus  pleitos, 
y  á  los  portugueses  en  lo  criminal.  Para  su  gobierno 
interior  eligen  \m  individuo  que'  antes  confirmaba'el 
oidor  de  Braganza. 

Seria  muy  conveniente  que  desapareciese  la  situa- 
ción anómala  de  este  coto,  pues  sobre  fundarse  en 
tradiciones  dudosas,  es  embarazosa  para  los  dos- go- 
biernos, y  de  todo  punto  incompatible  con  la  adminis- 
tración de  la  España. 

Abolidos  los  señoríos  en  Bspaña  y  Portugal,  deja 
de  existir  la  base  sobre  que  se  pretende  fundar  la  con- 
dición mixta.  Pero  aun  prescindiendo  de  esta  abolición, 
como  los  derechos  de  propiedad  de  los  extranjeros  en 
nada  alteran  la  condición  administrativa  del  territorio, 
aunque  el  coto  mixto  pudiese  permanecer  al  duque  de 
Braganza,  lo  que  no  es  exacto,  aun  así,  estando  el 
coto  en  territorio  español,  no  podria  menos  de  estar 
sujeto  &  las  leyes  de  este  pais. 

El  coto  mixto  presenta  además  la  anomalía  de  es- 
tar poblado  de  españoles  y  portugueses,  porque  cada  . 
vecino  que  se  establece  en  él,  toma  la  nacionalidad 
que  le  acomoda. 

Por  último,  el  coto  mixto  es  un  depósito  perenne 

dé  contrabando,  que  ofrece  á  la  hacienda  menoscabos 

considerables,  y  estos  solo  tendrán  término  acabando 

con  una  condición  tan  extraña  como  injustificable. 

Dehesa  de  la       Otro  punto  existe  en  la  frontera  de  Portugal  lin- 

Gontienda. 

dante  con  la  provincia  de  Huelva,  que  por  su  condi- 
ción mixta  ofrece  también  frecuentes  ocasiones  do  per- 
turbación. Hablamos  de  la  dehesa  llamada  de  la  (Jen- 
tienda,  situada  entre  los  términos  de  Aroche  y  Encina 
Sola  de  España,  y  la  plaza  de  Mora  de  Portugal. 
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De  muy  antiguo  disfirutan  eata  dehesa  mancomu- 
nadamente  los  concejos  de  estos  tres  pueblos,  ejer- 
ciéndose en  ella  tambienen  común  la  jurisdicción  civil 
y  criminal. 

Esta  comunidad  ha  dado  margen  á  que  dicha  de- 
hesa haya  "sido  constantemente  el  asilo  de  todos  los 
criminales  de  los  dos  reinos,  y  de  que  su  feraz  suelo 
no  se  haya  podido  beneficiar  convenientemente  por  la 
falta  del  impulso  eficaz  que  dá  la  propiedad  exclusiva. 

De  esta  comunidad  resultan  de  muy  antiguo  reñi- 
das y  aun  sangrientas  contiendas  entre  aquellos  pue- 
blos fronterizos,  que  en  varias  ocasiones  se  han  pr&« 
tendido  cortar  nombrando  comisionados  por  los  dos 
gobiernos  para  que  arreglasen  tan  enojosas  diferencias, 
pero  todos  estos  esfuerzos  han  sido  inútiles.  Nombra^ 
dos  en  1542  D.  Alonso  Fajardo,  comendador  de  Mo- 
ratalla,  por  el  Rey  de  España,  y  D.  Pedro  Mascareñas, 
por  el  de  Portugal,  pronunciaron  en  14  de  octubre  de 
dicho  año,  una  sentencia  que  fué  aprobada  por  ambas 
magestades,  por  la  cual  quedó  por  primera  vez  estar- 
blecida  legalmente  esta  mancomunidad  de  jurisdicción 
y  de  aprovechamientos  de  las  tres  villas,  pues  en  ella 
se  determinaba  hasta  el  modo  de  ejercer  la  comu- 
nidad. 

Pero  esta  comunidad  no  dejó  por  ser  legal  de  pro- 
ducir las  mismas  discordias  y  desavenencias  que  había 
producido  cuanto  existia  por  tradiciones. 

Convencido  de  esta  verdad  el  gobierno  español,  se 
resolvió  en  el  año  1803  á  gestionar  cerca  del  de  Por- 
tugal para  que  se  procediese  &  la  división  de  la  De- 
hesa de  la  (Contienda,  y  &  establecer  la  línea  divisoria 
de  fix)ntera. 

Nombróse  por  la  España  comisionado  con  esteob* 
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jeto  al  subinspector  de  ingenieros  D.  Francisco  de  Fer- 
sen,  y  no  sin  alguna  dificultad  se  obtuvo  que  Portugal 
nombrase  al  general  D.  Gonzalo  Pereira  Caldas,  el  cual 
no  concurrió  al  punto  de  la  residencia  de  la  comi- 
sión, y  por  fin  fué  reemplazado  por  D.  José  María 
Da  Rosa. 

.  Los  comisionados  levantaron  planos  y  discutieron 
detenidamente;  pero  fueron  tales  los  embarazos  que 
ofreció  el  comisario  portugués,  alegando  unas  veces 
que  la  división  se  debia  hacer  en  proporción  de  la  po- 
blación, porque  la  de  Mora  era  mucho  mayor  que  la 
de  las  villas  españolas,  otras  veces  escusándose  por- 
que no  tenia  bastante  autorización  para  acceder  á,  lo 
que  se  exigia  de  él,  que  al  fin  pl  cotnisionado  español 
pidió  su  relevo.  Reemplazado  por  el  sargento  mayor 
del  real  cuerpo  de  Ingenieros,  D.  José  de  Gabriel,  tam- 
poco se  pudo  llevar  á  término  esta  importante  tran- 
sacción, porque  los  ganaderos  de  ambos  reinos,  temien- 
do xjue  la  división  y  cultivo  de  la  dehesa  les  privase 
de  sus  abundantes  pastos,  influyeron  cuanto  estuvo  de 
su  parte  para  entorpecer  el  curso  de  la  operación. 

El  gobierno  español  queria  que  la  dehesa  se  divi- 
diese en  16  partes,  de  las  cuales  se  adjudicarían  seis 
á  cada  una  de  las  villas  de  Mora  y  Aroche,  y  las  res- 
tantes cuatro  partes  quedarían  para  Encina  Sola.  Pero 
el  gobierno  portugués  insistió  en  la  división  por  mitad, 
y  sobreviniendo  en  tal  estado  los  sucesos  del  afio 
de  1807,  la  comisión  se  disolvió  sin  llegar  &  ningún 
resultado. 

Este  pensamiento  de  dividir  la  dehesa  se  reprodujo 
en  el  año  1822,  á  consecuencia  del  decreto  de  las  co^ 
tes,  por  el  cual  se  determinó  la  distribución  de  los  te> 
renos  de  propios  de  los  pueblos.  Los  sucesos  del  año 
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siguiente  apenas  pennitieron  otra  cosa  que  iniciar  la 
negociación: 

Para  que  se  pueda  comprender  mejor  la  justicia 
del  gobierno  español  en  esta  "cuestión,  nos  permitire- 
mos una  ligera  digresión  histórica,  que  juzgamos  jus- 
tificable, 7  que  pondrá  de  manifiesto  lo  infundado  de 
las  pretensiones  del  gobierno  portugués  en  favor  de  la 
villa  do  Mora. 

Mora,  según  la  historia  eclesiástica  de  la  ciudad  y 
obispado  de  Badajoz,  escrita  en  el  año  de  1670,  por 
D.  Juan  Solano  de  Figueroa  Altamirano,  fué  de  anti- 
guo poblada  y  reedificada  por  los  vecinos  de  Aroche, 
que  la  dieron  el  nombre  de  Nova  Civitas  Arucitana. 
Después  fué  rescatada  del  poder  de  los  moros  por  el 
Rey  D.  Alonso  Enrique,  ayudado  del  esfuerzo  de  dos 
caballeros  llamados  Mouras,  que  fueron  los  fundadores 
de  la  casa  de  Castel  Rodrigo,  por  cuys^  razón  se  la  dio 
el  nombre  de  Moura. 

El  Rey  D.  Alonso  el  Sabio  dio  la  plaza  de  Mora  á 
su  nieto  el  Rey  de  Portugal  con  otras  tres  villas,  Ser- 
pa, Mouron  y  Nadar,  del  obispado  de  Badajoz,  las  cua- 
les continuaron  por  mucho  tiempo  dependiendo  en  lo 
eclesiástico  de  su  antigua  diócesis. 

Como  se  vé  por  la  sucinta  narración  de  la  histo- 
ria de  Mora,  esta  villa,  hasta  que  fué  cedida  al  Por- 
tugal, debió  estar  en  la  comunidad  de  los  pastos  del 
territorio  de  Aroche,  puesto  que  habla  sido  poblada  y 
reconstruida  por  los  vecinos  de  esta  villa;  mas  desde 
el  momento  que  pasó  al  dominio  de  Portugal  debió  per- 
der el  derecho  á  los  aprovechamientos  de  España,  así 
como  lo  adquirió  para  disfrutar  de  los  de  Portugal.  Pe- 
ro se  infiere  que  no  hubo  de  ser  asi,  y  que  los  de  Mora 
hubieron  de  disputar  sobre  el  disfrute  de  esta  dehesa, 
13 
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cuando  de  tan  antiguo  vienen  las  contiendas  que  se 
quisieron  cortar  en  el  año  de  1542,  por  la  isentencia  de 
los  Sres.  Fajardo  y  Mascareñas. 

De  suerte  que  el  Portugal,  que  por  la  cesión  de 
Mora,  solo  adquirió  el  dominio  sobre  esta  villa;  y  que 
obtuvo  después  por  la  sentencia  de  1542  la  manco- 
munidad en  el  uso  de  sus  pastos  con  otras  dos  villas 
españolas,  lo  cual  equivaldría  lo  mas  á  una  tercera 
parte,  hoy  aspira  ya  á  la  mitad,  y  continuando  esta 
progresión,  algún  dia  pretenderá  que  le  corresponde 
toda  la  dehesa  de  la  contienda. 

De  los  ríos       Concluiremos  la  cuestión  de  las  relaciones  de  ve- 
Tajo  y  Duero. 

ciudad  con  Portugal,  recordando  lo  que  ya  hemos  di- 
cho de  que  por  los  tratados  de  30  de  agosto  de  1829, 
y  31  de  agosto  de  1835  está  determinada  la  navega- 
ción común  para  españoles  y  portugueses  de  los  rios 
Tajo  y  Duero  que  corren  por  ambas  monarquías,  pero 
que  lo  inconveniente  del  reglamento  de  navegación 
de  23  de  mayo  de  1840  y  otras  circunstancias,  hacen 
que  esté  en  suspenso  la  resolución  de  un  negocio  de 
tan  vital  interés  para  los  dos  reinos. 

No  sabemos  si  el  Gobierno  español  habrá  ajustado 
algún  tratado  de  límites  con  Portugal,  porque  no  tene- 
mos medios  para  saberlo,  si  así  fuese,  como  lo  desea- 
mos, á  él  remitimos  á  cualquiera  de  nuestros  lectores 
que  lo  necesite. 
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CAPITULO  V. 


De  la  dependencia  entre  las  naciones. 


Entre  los  estados  pueden  mediar  relaciones  que  los 
hagan  dependientes  unos  de  otros.  Pero  esta  dependen- 
cia afecta  mas  ó  menos  el  derecho  de  soberanía  según 
su  naturaleza. 

Las  relaciones  de  dependencia  pueden  clasificarse 
en  las  que  proceden  del  protectorado,  las  que  ligan  á 
los  estados  feudatarios,  y  por  último  las  que  emanan 
de  la  incorporación. 

Ya  hemos  dicho  que  todas  las  naciones  son  libres  lor^dl,.^"^*^^ 
é  independientes  unas  de  otras,  y  que  todas  son  igua- 
les entre  si,  sin  embargo  danse  casos  en  los  cuales  un 
estado  sin  perder  la  soberanía  y  su  independencia,  y 
conservando  su  igualdad  con  las  demás,  no  es  igual 
á  otro  estado  porque  se  ha  colocado  bajo  su  protección. 

Cuando  un  estado  no  se  siente  bastante  fuerte  para 
defender  su  independencia,  y  so  coloca  bajo  la  protec- 
ción de  otro  poderoso,  comprometiéndose  en  compensa- 
ción- á  aceptar  ciertos  deberes,  pero  reservándose  su 
soberanía  y  el  derecho  consiguiente  de  gobernar  á  sus 
pueblos,  entonces  establece  un  verdadero  protectorado. 

Las  relaciones  entre  el  estado  protector  y  el  pro- 
tejido se  determinan  por  las  estipulaciones  de  que  pro- 
ceden, pero  bien  entendido  que  en  compensación  del 
protectorado  no  se  puede  exijir  el  sacrificio  de  la  so- 
'jerania  é  independencia  de  la  nación  protegida,  por- 
'lue  en  este  caso  se  cambia  la  naturaleza  do  la??  rola- 
clones,  y  el  protectorado  (lí^;^'onera  en  incorporación. 


Digitized  by 


Google 


—  100  — 
Es  decir,  que  el  estado  pierde  entonces  su  nacionali- 
dad, y  se  incorpora  en  la  del  protector  de  que  entra  á 
formar  parte. 
Los  estados       Puede  considerarse  como  una  especie  de  protecto- 

tributari08  pae  ^  * 

di'D  conside-  rado  el  que  se  ejerce  respecto  á  los  estados  tributarios, 
protegidos,  pues  la  nacion  que  se  obliga  á  pagar  á  otra  un  tribu- 
to, se  sobreentiende  que  lo  hace  por  redimirse  de  al- 
guna vejación,  ó  por  procurarse  algún  género  de  pro- 
tección de  parte  del  estado  á  quien  lo  paga;  y  esta 
reciprocidad  de  servicios  constituye  una  cierta  obli- 
gación que  puede  calificarse  de  protectorado.  Cuando 
el  tributo  ha  sido  impuesto  como  castigo  después  de 
una  guerra,  y  aceptado  por  la  necesidad  sin  condición 
alguna,  entonces  el  estado  tributario  no  tiene  derecho 
á  protección. 

El  protectora-       Cuando  se  falta  á  las  condiciones  del  pacto  de  pro- 
do  caduca  por  *  * 

f»|ia  de  cum- teccion,  éste  queda  disuelto;  de  suerte,  que  si  la  na- 
ción protectora  no  presta  sus  auxilios  á  la  protegida, 
llegado  el  casus  foederis,  ésta  puede  dar  por  roto  el 
pacto  y  buscar  la  protección  de  otro  estado,  así  como 
la  protectora  puede  también  á  su  vez  negar  la  protec- 
ción cuando  la  protegida  no  cumpla  por  su  parte  los 
compromisos  respectivos.  Debe  advertirse  que  lo  mis- 
mo se  rompe  el  pacto  del  protectorado  por  la  falta 
de  cumplimiento  en  sus  condiciones,  que  por  el  exceso 
de  quererse  abrogar  facultades  que  no  están  estipula- 
das en  el  tratado. 

Si  un  estado  protector  extiende  sus  derechos  so- 
bre el  protegido  mas  allá  de  lo  que  permiten  las  esti- 
pulaciones, y  este  exceso  se  consiente  sin  violencia, 
después  de  muchos  años  se  constituye  una  verdadera 
prescripción,  porque  no  puede  menos  de  suponerse  el 
mutuo  consentimiento. 
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Está  reconocida  como  ilegítima  la  existencia  del  ¿JP^I^iJ^Je*^ 
protectorado  forzoso,  como  no  proceda  de  causa  one- ''***^ ''™'*^' 
rosa.  Las  Condiciones  del  protectorado  nacen  natural- 
mente de  la  necesidad  de  protección:  y  cuando  esta 
necesidad  deja  de  existir,  es  decir,  cuando  el  protegido 
renuncia  á  la  protección,  no  es  justo  imponérsela  por 
la  fuerza,  á  no  ser,  como  hemos  dicho,  que  se  funde 
en  causa  onerosa;  pero  aun  en  este  caso  podrá  rehu- 
sarse anticipando  la  conveniente  indemnización.  Esta 
indemnización  nunca  puede  referirse  á  los  gastos  cau- 
sados por  el  estado  protector  para  hacer  eficaz  la  pro- 
tección; porque  estos  son  una  consecuencia  natural  del 
protectorado,  y  por  ellos  no  puede  cambiarse  su  na- 
turaleza convirtíéndolo  en  forzoso. 

Otra  clase  de  dependencia  suele  existir  entre  las  na-  r^^J^S^fSjf*^ 
cienes,  que  es  la  que  media  con  los  estados  feudatarios. 
Estado  feudatario  es  aquel  cuya  soberanía  emana 
de  otro.  Débese  &  los  alemanes  la  costumbre  de  re- 
servarse el  todo  6  alguna  parte  de  la  soberanía  de 
aquellos  estados  que  conquistaban  en  la  guerra,  obli- 
gándoles á  prestar  un  cierto  homenage  de  respeto  en 
reconocimiento  de  sus  derechos  señoriales. 

También  solían  las  naciones  poderosas  ceder  en 
feudo  á  algún  príncipe  una  parte  de  sus  posesiones  con 
ciertas  reservas  de  soberanía  y  de  reversión.  En  tales 
casos  el  poseedor  de  estos  feudos  ejercía  la  soberanía 
por  delegación,  porque  siempre  se  entendía  que  ésta 
emanaba  del  señor  que  había  constituido  el  feudo,  al 
que  se  tributaba  el  homenage  de  reconocimiento. 

Los  estados  verdaderamente  feudatarios,  aunque  i^  estados 
ejerzan  la  soberanía,  no  son  en  realidad  independien-  i^'^feíSfariw 
tes,  y  así  no  son  considerados  por  las  demás  naciones  bSraoia.****^ 
como  estados  soberanos. 
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Sin  embargo,  debe  observarse  que  ni  todos  los  es- 
tados tributarios  pueden  considerarse  como  feudatarios, 
ni  todos  los  feudatarios  dejan  de  ser  soberanos.  Para 
demostrar  lo  primero  bastará  recordar  que  los  princi- 
pales poderes  marítimos  de  la  Europa  en  nada  han  las- 
timado su  soberanía  por  pagar  tributo  á  las  regencias 
berberiscas;  y  en  comprobación  de  lo  segundo,  se  po- 
drá citar  el  feudalismo  de  Ñapóles,  que  tampoco  ha 
disminuido  la  consideración  de  la  soberanía  de  este 
reino,  porque  el  rey  de  las  Dos  Sicilias  se  haya  titu- 
lado vasallo  del  Papa  hasta  el  tiempo  de  la  revolución 
francesa. 
De  la  incor-  Por  regla  general,  la  soberanía  de  un  estado  no  se 
pierde,  por  ser  feudatario  ni  tributario  de  otro,  si  en 
los  tratados  en  que  se  estipula  el  feudo  ó  tributo  se 
reserva  el  derecho  de  gobernarse  por  sí  solo  en  los 
negocios  interiores  y  exteriores.  Cuando  este  derecho 
no  se  reserva,  entonces  tiene  lugar  la  incorporación. 
Una  nación  que  se  incorpora  á  otra  para  formar  parte 
de  ella,  pierde  el  derecho  de  dirigir  sus  negocios  ex- 
teriores, aunque  se  reserve  el  de  gobernarse  interior- 
mente por  sus  leyes  y  por  magistrados  propios.  Así  es 
que  la  nación  incorporada  pierde  con  su  nacionalidad 
el  derecho  de  contraer  alianzas,  declarar  la  guerra, 
hacer  tratados  y  todos  aquellos  actos  que  emanan  de 
la  soberanía. 

Cuando  la  incorporación  se  hace  por  el  consenti- 
miento de  la  nación  incorporada,  aquella  no  puede  veri- 
ficarse sin  la  disolución  del  pacto  que  presidia  á  la  so- 
ciedad anterior;  y  en  tal  caso  ninguno  de  sus  indivi- 
duos puede  ser  obligado  á  obedecer  contra  su  volun- 
tad un  pacto  nuevo  de  tan  distintas  condiciones  como 
es  la  de  pertenecer  á  un  estado  que  pierde  su  sobera- 
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nía  y  su  nacionalidad.  Por  esta  razón  prescribe  el  de- 
reclio  de  gentes,  que  en  tales  circunstancias  los  des- 
contentos tengan  facultad  de  abandonar  el  pais,  y  de 
disponer  libremente  de  las  propiedades  que  posean 
en   él. 

Refiérese  lo  dicho  á  los  estados  soberanos,  pero    Las  provin- 

...    i.  -.  .  cías  DO  ííeneo 

no  á  las  pro\ancias  ó  partes  constitutivas  de  estos  es-  derechoácam- 

, .    •  ,    ,         ,     blar  de  nacio- 

tados,  porque  una  provincia  no  tiene  por  si  derecho  «aUítfad. 

de  romper  el  pacto  que  la  liga  al  cuerpo  social  de  que 
depende,  aunque  sea  para  librarse  de  un  enemigo  su- 
perior á  sus  recursos  de  resistencia.  La  provincia  ó 
plaza  que  se  encuentra  sitiada  sin  esperar  ausilios  de 
su  gobierno,  debe  defenderse  hasta  el  último  extremo 
y  lo  mas  que  le  es  licito  es  pactar  condiciones  de  ca- 
pitulación, pero  nunca  de  incorporación. 
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CAPÍTULO  VI. 


2>«  la  religión  de  las  naciones. 


Libertad  de       Todas  las  naciones  son  libres  para  adoptar  la  reli- 
las Mciooes  en    ,  ,  ,         ,  .      ,  .1. 
la  adopción  del  gion  que  esté  de  acuerdo  cenias  creencias  de  sus  mdi-- 
emio  religioso.  ^ 

Tiduos,  porque  la  determinación  del  culto  religioso  de 

los  estados,  es  un  hecho  privativo,  y  en  el  cual  ningu- 
na nación  extraiyera  tiene  derecho  de  intervenir. 
gne^debe  *  ^^*  ^^^  establecida  la  religión  en  el  estado,  por  el 
wtadol*'^"^*'  influjo  que  ejerce  en  las  costumbres  y  en  el  bienestar 
de  los  subditos,  viene  á  ser  su  primera  ley,  y  como  tal 
se  debe  respetar  no  solo  por  los  nacionales,  sino  tam- 
bién por  los  extraDgeros. 

Erextraiyero  que  turba  ó  impide  el  ejercicio  de  las 
ceremonias  religiosas  del  pais  en  que  reside,  ó  que  de 
cualquier  manera  conspira  contraía  pureza  del  dogma, 
queda  sujeto  á  las  penas  que  designan  las  leyes  contra 
los  infractores  de  la  mas  importante,  porque  de  ella  de- 
pende la  paz  y  la  tranquilidad  de  los  nacionales. 

Todo  estado  es  libre  para  prohibir  en  su  territorio 
el  ejercicio  de  otra  religión  diferente  de  la  establecida, 
asi  como  para  adquirir  ó  rechazar  misioneros  de  otras 
creencias;  y  cuando  ejerce  este  derecho  no  causa  inju- 
ria t  nadie.  Si  en  un  estado  son  perseguidos  los  que 
profesan  una  religión  que  está  admitida  en  otro,  este 
no  tiene  derecho  de  oponerse  á  la  persecución  porque 
se  verifique  contra  sus  correligionarios.  Lo  que  puede 
hacer  en  favor  de  los  perseguidos  es  ofrecerles  asilo  en 
su  territorio. 
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Estos  principios  generales  admiten  ciertas  modifi-  Jü'^^J"^^^! 
caciones,  tratándose  de  naciones  católicas,  porque  la  |^Ln¿|^*°"*® 
admirable  estructura  de  la  gerai*quía  eclesiástica,  da  á 
esta  clase  de  cuestiones  un  carácter  que  hasta  cierto 
punto  puede  considerarse  como  internacional.  Reco- 
nocido el  Papa  como  jefe  y  cabeza  de  la  Iglesia  Ca- 
tólica en  quien  residen  el  supremo  poder  y  jurisdic- 
ción eclesiástica,  y  teniendo  además  de  esta  investidu- 
ra la  de  soberano  temporal,  sucede  que  todos  los  ne- 
gocios eclesiásticos^  sometidos  á  su  potestad,  por  los 
cánones,  participan  de  un  carácter  particular,  pues  que 
si  bien  el  Papa  como  jefe  de  la  iglesia  no  puede  con- 
siderarse extranjero,   lo  es  como  soberano  temporal 
de  otro  estado;  y  además,  porque  el  clero,  que  depen- 
de del  Papa  en  lo  eclesiástico,  no  deja  por  eso  de  de- 
pender también  del  gobierno  temporal  del  estado  á  que 
pertenece;  y  de  la  misma  manera  que  los  estados  ca- 
tólicos no  pueden  prescindir  de  la  intervención  que  el 
derecho  de  gentes  les  concede  para  velar  por  la  con- 
servación de  la  doctrina,  asi  tienen  la  obligación  de 
acatar  la  supremacía  del  jefe  de  la  iglesia;  de  donde 
procede  la  necesidad  de  conservar  una  verdadera  unión 
entre  el  sacerdocio  y  el  imperio. 

La  forma  en  que  está  separado  el  ejercicio  de  am-  Separ«o¡oiide 
bas  potestades,  se  determina  por  el  derecho  canónico,  f>^^*\.  f^  *' 
y  además  por  convenios  ó  concesiones  especiales  de 
la  Santa  Sede.  Esta  última  parta  no  es  uniforme  en  to- 
dos los  paises,  porque  depende  de  las  circunstancias, 
y  de  las  relaciones  que  han  mediado  entre  la  Sede 
apostólica  y  los  gobiernos  católicos. 

Seria  ageno  del  objeto  de  este  capítulo  el  hacer  de 
él  un  verdadero  tratado  de  derecho  canónico,  así  que 
las  investigaciones  sobre  esta  materia. tendrán  que  li- 
14 
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mitarse  á  determinar  aquellas  relaciones  que  nazcan  de 
pactos  especiales  con  la  Santa  Sede,  porque  estos  par- 
ticipan del  carácter  de  internacionales, 
o^niones^^c-  ^'^  España  de  muy. antiguo  mereció  el  titulo  de  Ca- 
gaiitítós  en  Es-  tólica  por  SU  Constante  adhesión  á  las  máximas  sosteni- 
das por  los  sucesores  en  La  Silla  de  San  Pedro,  y  esta 
circunstancia  con  el  trascurso  del  tiempo,  dio  margen 
á  abusos  que  produjeron  una  reacción  en  sentido  opues- 
to. De  aqui  la  lucha  sostenida  principalmente  en  el  si- 
glo pasado  entre  los  teólogos  romanos  y  los  juriscon- 
sultos españoles  sobre  lo  que  se  denominaron  regalías 
de  la  corona. 

Estas  polémicas  y  discusiones  dieron  por  resultado 
en  los  últimos  tiempos  un  estado  de  continua  descon- 
fianza contra  la  corte  de  Roma,  y  una  cierta  prevención 
contra  todo  lo  que  podia  parecer  invasiones  del  clero 
en  los  negocios  de  competencia  civil,  que  ha  sido  de 
funestas  consecuencias  no  solo  para  los  ministros  del 
altar  sino  para  la  causa  de  la  religión. 

Leyes  recopí-       Durante  el  reinado  del  Sr.  D.  Carlos  III,  se  pre- 
ladas sobre  el        -  i  m-  •      t  i         i  n 
i.asodeíasbu-  mulgaron  con  este  motivo  vanas  leyes  sobre  el  pase  de 

las  bulas  y  breves  pontificios,  en  los  cuales  se  deja  xei 
con  sobrada  claridad  la  desconfianza  del  poder  tempo- 
ral con  respecto  á  las  invasiones  de  la  potestad  ecle- 
siástica. Por  la  real  pragmática  de  16  de  junio  de  1768, 
que  es  la  Ley  9.*,  título  S.*",  libro  g."*  de  la  Novísima 
Eecopilacion,  se  previene  que  todos  los  breves  que  con- 
tengan una  disposición  general,  ó  alguna  alteración  de 
las  reglas  canónicas,  ó  leyes  civiles,  ó  de  las  reales 
prerogativas,  no  se  puedan  publicar  ni  ejecutar  sin  ha- 
ber pasado  antes  por  el  Consejo,  el  que  les  dará  el  pa- 
se, «en  cuanto  no  se  opongan  á  las  regalías,  concoiv 
« datos,  costumbres,  leyes  y  derechos  déla  nación,  ó 
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«no  induzcan  á  novedades  perjudiciales,  ó  gravamen 
«público  ó  de  tercero.»  Que  con  respecto  á  las  bulas 
de  indulgencias,  solo  se  presenten  al  Consejo  en  el  caso 
de  vacante,  pues  fuera  de  éste,  se  presentarán  al  or- 
dinario. Únicamente  se  exceptúan  de  esta  precaución 
los  breves  de  penitenciaria  por  el  carácter  de]  reserva 
que  les  es  inherente. 

No  hubo  aun  de  parecer  esta  ley  garantía  suficien- 
te para  el  gobierno  español,  pues  por  real  determina- 
ción de  11  de  setiembre  de  1778,  que  es  la  Ley  12, 
título  3.®,  libro  2.**,  se  prohibió  acudir  privadamente 
á  Roma  impetrando  gracias  pontificias,  y  se  ordenó 
que  no  tuviesen  ejecución  las  que  no  fuesen  obtenidas 
por  conducto  del  ministerio  de  Estado. 

Por  último,  por  el  artículo  145  del  Código  penal 
publicado  recientemente,  se  imponen  penas  á  los  que 
dan  cumplimiento  á  bulas  ó  breves  pontificios  sin  los 
requisitos  establecidos. 

Entre  las  varias  controversias  que  se  han  suscitüdo    ios  reyes  de 
frecuentemente  con  la  corte  pontificia,  una  de  las  mas  ei    pafrooato 
importantes,  es  la  del  patronato  universal  que  deben  bre^susifgf^I 
ejercer  los  monarcas  sobre  todas  las  iglesias  de  su 
territorio,  en  virtud  de  la  dotación  que  les  aseguran. 
Este  punto  se  encuentra  felizmente  resuelto  en  España 
por  las  leyes  civiles  confirmadas^  por  concordatos  es- 
peciales. 

Del  reinado'del  Sr.  Rey  D.  Felipe  II  data  la  ley  4.', 
titulo  17,  libro  1.*  de  la  Novísima  Recopilación,  en 
la  que  se  declara  á  los  reyes  de  España  por  derecho 
y  antigua  costumbre  y  ^nstos  títulos  y  concesiones  apos- 
tólicaSy  patrojws  de  todas  las  iglesias  catedrales,  y  que 
les  pertenece  la  presentación  de  todos  los  arzobispos, 
obispos,  prelacias  y  abadías  consistoriales. 
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jC^oncordato  Varias  otras  leyes  posteriores  confirmaron  y  es- 
tendieron el  patronato  real  hasta  que  en  el  reinado  del 
Sr.  D.  Fernando  VI  se  ajustó  el  concordato  de  1753, 
reducido  á  Ley  del  reino  por  la  real  cédula  de  31  de 
enero  de  dicho  año,  que  es  la  ley  1/,  titulo  18,  li- 
bro 1.**  de  la  Novísima  Recopilación,  en  el  que  quedó 
terminantemente  decidida  la  cuestión  del  patronato 
universal  de  los  reyes  de  España. 

En  este  concordato  se  declaró  no  haber  existido 
controversias  sobre  la  pertenencia  á  los  reyes  católi- 
cos del  real  patronato,  ó  sea  la  nómina  á  los  arzobis- 
pados, obispados,  monasterios  y  beneficios  consisto- 
riales, porque  este  derecho  estaba  apoyado  en  bulas  y 
privilegios  apostólicos  y  en  otros  títulos  alegados  por 
ellos,  conservándose  la  expedición  de  las  bulas  en  Ro- 
ma. Se  reconoció  el  patronato  universal  de  los  reyes 
de  España  para  presentar  para  toda  clase  de  digni- 
dades eclesiásticas,  salvos  los  cincuenta  y  dos  be- 
neficios reservados  á  la  libre  colación  de  la  Santa  Se- 
de; y  por  último  se  convino  en  que  solo  á  la  Sede  apos- 
tólica pertenece  el  ejercicio  de  la  jurisdicción  ecle- 
siástica. 
>»  J«"«<íÍ<í-  La  jurisdicción  que  ejercen  los  obispos  está  garan- 
pos  esiá  ga-  tida,  contra  las  invasiones  que  pudieran  suponerse  por 

raoUdaporlas  .  .  r  r 

iey«».  parte  de  los  Nuncios  apostólicos,  por  vanas  leyes  re- 

copiladas del  titulo  4.**,  libro  2.®  Pero  además  por  la 
ley  1.',  título  5.**,  libro  2.^  se  estableció  el  tribunal 
de  la  Rota  insertando  el  breve  pontificio  de  26  de 
marzo  de  1771,, que  autoriza  su  creación.  Esta  ley 
puede  considerarse  como  una  de  las  conquistas  mas 
brillantes  del  reinado  del  Sr.  D.  Carlos  III,  por  la  re- 
gularidad que  establece  en  la  administración  de  justi- 
cia en  lo  ecle.'íiilsíico. 
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Por  el  citado  breve  pontificio  no  solo  se  sustituyó  ^•H^^^P**?: 
el  tribunal  de  la  Nunciatura  por  el  de  la  Rota,  sino  <*e  la  Rota, 
que  se  determinó  la  forma  en  que  este  había  de  ejer- 
cer la  jurisdicción  en  las  segundas  instancias  y  en  ape- 
lación de  los  ordinarios* 

A  este  tribunal  comete  el  Nuncio  el  conocimiento 
de  los  negocios  como  antes  lo  cometía  á  su  auditor* 

La  organización  de  la  Rota  ofrece  todas  las  garan- 
tías posibles  para  el  ejercicio  de  una  jurisdicción  de- 
legada que  emana  de  un  soberano  extranjero,  porque 
si  bien  el  Papa  no  deba  considerarse  sino  como  el  jefe 
de  la  Iglesia,  no  es  por  tanto  menos  cierto  que  esta 
jurisdicción  que  se  ejerce  sobre  subditos  españoles  no 
emana  del  Rey  ni  de  ningún  poder  del  Estado.  Deci- 
mos que  ofrece  garantías,  porque  se  ejerce  por  jueces 
españoles  y  en  tribunal,  y  no  como  antes  por  un  au- 
ditor romano. 

El  tribunal  de  la  Rota  se  compone  de  seis  audito- 
res, un  asesor,  un  fiscal  y  un  abreviador,  nombra- 
dos todos  por  el  Papa,  pero  en  subditos  españoles, 
presentados  por  el  gobierno  español  los  seis  auditores, 
y  en  personas  del  agrado  del  gobierno  español  los 
otros  tres. 

No  concluiremos  sin  llamar  la  atención  sobre  una .  sitnadoo  in- 

lerDaclooal  de 
circunstancia  que  demuestra,  como  hemos  dicho,  que  |o»  f^^  *® 

la  admirable  estructura  de  la  gerarquia  eclesiástica  dá 
un  carácter  internacional  á  la^  relaciones  religiosas  de 
las  naciones  católicas.  Como  el  Papa,  además  de  ser 
soberano  temporal,  es  también  jefe  de  la  Iglesia,  en 
su  nombramiento  se  concede  una  cierta  intervención 
á  aquellos  estados  que  tienen  importancia  en  la  comu- 
nión católica.  Esta  intervención  se  reduce  á  que  pue- 
dan presentar  al  cónclave  su  exclusiva  contra  algún 
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cardenal  que  no  juzguen  conveniente  sea  el^do  Papa. 
Las  naciones  que  tienen  este  derecho  son  la  España, 
la  Francia  y  el  Austria. 

Con  este  motivo  no  estará  de  más  observar  que  si 
bien  el  Sumo  Pontífice  tiene  dos  representaciones  dis- 
tintas, una  como  jefe  de  la  Iglesia  católica,  y  otra  co- 
mo principe  temporal  de  sus  estados,  esta  segunda 
consideración  es  secundaria  como  dependiente  de  la 
primera,  porque  el  Papa  no  es  el  Rey,  sino  que  el 
dominio  temporal  lo  adquiere  sobre  sus  estados  como 
una  consecuencia  de  su  sagrada  investidura.  El  cóncla- 
ve elige  el  Pontífice,  que  puede  no  ser  romano,  sino 
de  otra  nación  católica;  y  éste  elegido  por  su  calidad 
de  Papa  adquiero  la  de  príncipe  temporal. 

El  dominio  temporal  del  Papa  se  funda  en  la  ne- 
cesidad, reconocida  por  todas  las  naciones  y  en  todos 
los  tiempos,  de  que  el  jefe  de  la  Iglesia  sea  colocado 
en  una  posición  completamente  independiente,  para 
que  en  el  ejercicio  de  su  sagrada  autoridad  no  solo  no 
exista  ningún  género  de  coacción,  sino  ni  aun  las  apa- 
riencias de  influencia  extranjera.  Si  el  vicario  de  Jesu- 
cristo residiese  en  un  estado  en  el  cual  él  no  fuese  el 
gobierno,  los  arreglos  eclesiásticos  que  emanasen  de 
su  sagrada  autoridad  podrían  sospecharse  el  resultado 
de  la  influencia  de  la  nación  en  que  residía,  y  por  esta 
misma  razón  no  solo  se  ha  designado  al  Sumo  Pon- 
tífice un  estado  independiente,  sino  que  su  potestad 
en  los  estados  de  la  Iglesia  no  puede  estar  restringi- 
da por  ninguna  consideración  ni  cortapisa,  pues  igual 
sería  para  la  independencia  del  jefe  de  la  Iglesia  el 
que  éste  residiese  en  un  pais  extraojero,  ó  que  per- 
maneciese en  sus  estados,  si  en  ellos  existia  un  go- 
bierno independiente  de  su  autoridad. 
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Esta  situación  excepcional  de  los  estados  de  la 
Iglesia,  que  los  somete  á  ser  regidos  por  leyes  espe- 
ciales eclesiásticas,  produce  en  las  relaciones  interna- 
cionales multitud  de  alteraciones  con  respecto  á  la  ley 
común.  En  todas  las  cuestiones  que  afectan  al  dominio 
temporal  del  Papa,  y  que  por  consiguiente  pudieran 
ser  resueltas  por  las  reglas  del  derecho  de  gentes,  se 
deben  decidir  por  las  leyes  de  la  Iglesia,  y  sin  otro 
concurso  que  el  de  las  potencias  católicas,  ni  otra  li- 
mitación que  la  conciencia  del  Pontífice.  El  principio 
de  no  intervención  consagrado  en  el  derecho  público 
de  las  naciones,  no  es  aplicable  á  los  estados  de  la 
Iglesia  tratándose  de  las  potencias  católicas,  porque  es- 
tas no  son  extranjeras  en  ellos.  Y  por  último,  siendo 
los  estados  pontificios  la  dote  de  la  Iglesia  garantida 
por  las  potencias  católicas,  Ips  subditos  de  estos  esta- 
dos no  pueden  tener  mas  derechos  políticos  que  los 
que  el  Papa  les  conceda,  pues  de  otro  modo  la  inde- 
pendencia del  Pontífice  y  el  decoro  debido  á  su  dig- 
nidad, quedarían  á  merced  de  los  habitantes  de  algu- 
nas ciudades,  que  podrían  acabar  por  el  abuso  de  la 
autoridad  pontificia. 
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D«l    dereelio    político    fpencirail    on    tievipo    de 
tr«orrtt. 


CAPITULO  SÉTIMO. 
Introducción. 


Defloicion  de  La  guerra  es  una  perturbación  accidental  de  la  bue- 
na annonía  que  debe  existir  en  la  sociedad  humana,  es 
el  estado  en  que  las  naciones  sostienen  ó  conquistan  sus 
derechos  por  la  fuerza.  Pinheiro  define  la  guerra,  dicien- 
do que  es  el  arte  de  paralizar  las  fuerzas  del  enemigo. 
Por  desgracia  esta  definición  no  está  en  armonía  con  lo 
definido,  pues  que  en  la  práctica  los  beligerantes  no 
se  limitan  á  tan  templados  procedimientos. 

Algunos  escritores  se  ocupan  estensamente  de  ana- 
lizar las  cuestiones  de  si  la  guerra  es  ó  no  útil  al  gér- 
ñero  humano,  y  de  si  se  puede  ó  no  considerar  como 
de  derecho  natural. 

En  cuanto  á  la  primera  cuestión,  nuestro  sentir  es 
que  la  guerra  siempre  es  un  mal,  cualesquiera  que  sean 
sus  efectos,  y  un  insulto  á  la  humanidad  cuando  se  em- 
prende sin  justicia. 

El  que  los  efectos  de  la  guerra  puedan  en  algunas 
circunstancias  ser  provechosos,  en  nada  altera  la  esen- 
cia del  principio,  porque  no  hay  cosa  mala  en  el  orden 
moral  que  no  pueda  producir  una  buena,  como  los  ve- 
mos en  el  orden  ñsico. 

Con  respecto  á  la  segunda,  nuestra  opinión  es  que  la 
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guerra  justa ,  es  decir,  aquella  que  se  hace  en  defensa 
propia ,  la  que  es  indispensable  para  la  conservación  del 
estado,  es  de  derecho  natural ,  porque  asi  como  al  in- 
dividuo es  licito  repeler  la  fuerza  con  la  fuerza ,  así  lo 
es  también  á  las  naciones.  El  derecho  natural ,  como  he- 
mos indicado  en  otro  lugar,  se  funda  en  aquel  senti- 
miento de  lo  justo  y  de  lo  injusto  que  está  grabado  en 
el  corazón  del  hombre ,  es  la  misma  justicia  encerrada 
en  el  principio  universal  de  qttod  tibiJíeH  non  vis,  alte- 
ri  ne/ecerüy  por  tanto,  cuando  el  motivo  de  la  guerra 
es  evidentemente  justo,  y  se  han  agotado  todos  los  me- 
dios de  conciliación  sin  obtener  resultado,  entonces  la 
guerra  es  legítima ,  porque  es  natural. 

El  derecho  de  hacer  la  guerra  nace  como  se  vé    Las  naciones 

^  son  libres  para 

del  principio  de  la  propia  conservación  ,  que  lo  mismo  hacer  lagnerra 
se  estiende  á  los  individuos ,  que  alcanza  á  los  estado^.  ^  tribunal  que 

,  ^  repare  sus  agrá 

Pero  entre  las  querella^  de  los  estados ,  y  las  de  los  vios. 
particulares ,  existe  la  diferencia  de  que  éstas  se  deci- 
den por  las  leyes  aplicadas  por  los  tribunales ,  porque 
la  sociedad  toma  á  su  cargo  el  reparar  los  agravios  y 
prot-eger  á  los  individuos ;  cuando  las  que  se  euscitan 
entre  las  naciones,  como  sobre  ellas  no  hay  jurisdicción, 
ni  tribunales ,  si  la  equidad  y  la  prudencia  de  los  go- 
biernos no  las  transige  por  los  medios  de  conciliación, 
la  fuerza  de  las  armas  la  termina  con  la  violencia. 

La  guerra  puede  ser  pública  ó  privada.  La  prime-    La  guerra  es 
ra  es  la  que  se  hace  de  nación  á  nación  ,  que  es  de  la  vada. 
que  nos  vamos  á  ocupar.  Las  privadas  son  las  civiles 
que  se  agitan  entre  los  subditos  de  un  mismo  est^o 
por  cuestiones  interiores ,  y  de  las  que  aunque  ligera- 
mente se  tratará  en  otro  capítulo. 

Las  guerras  públicas  son  ofensivas  ó  defensivas,    u  guerra  es 

defensivaú 
Cuando  una  nación  se  defiende  contra  los  ataques  de  ofensiva. 
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otra ,  hace  la  guerra  defensiva ,  al  paso  que  la  que  ata- 
ca la  hace  ofensiva. 

Esta  clasificación  puede  considerarse  como  pura- 
mente militar,  pues  en  el  sentido  moral,  la  calificación 
de  ofensor  ó  defensor  no  depende  estrictamente  del  he- 
cho material  de  ser  ó  no  el  primero  que  apela  á  las 
armas  ,  ó  de  romper  antes  ó  después  las  hostilidades, 
sino  de  ser  el  verdadero  provocador  de  la  guerra,  ó 
el  que  combate  contra  esta  provocación. 

De  aquí  se  infiere  que  la  guerra  defensiva  no  solo 
es  un  derecho,  sino  que  puede  ser  también  una  obliga- 
ción de  las  naciones, 
us  guerras       Clasifícase  también  la  guerra  en  justa  é  injusta;  pe- 
giaseoonskic- ro  como  cada  una  de  las  partes  puede  de  buena  fé 

lan  justas  en  x  jt 

sus  efectos  pí-  creer  que  la  justicia  le  asiste ,  nos  limitaremos  á  con- 
ra  lo*  bolige-    .  ,  ,      ,  ,       , 

rantcs.  Signar  que  las  guerras  hechas  en  regla,  después  de  apu- 

rados los  medios  de  conciliación ,  y  de  que  hayan  pre- 
cedido las  correspondientes  formalidades ,  deben  con- 
siderarse como  justas  en  cuanto  á  los  efectos  y  dere- 
chos que  producen  para  las  partes  beligerantes  ,  sin 
que  por  esto  se  altere  la  justicia  ó  injusticia  intrínseca 
de  las  causas  de  que  proceden.  Las  guerras  pueden 
considerarse  de  la  misma  manera  que  los  antiguos  due- 
los judiciales ,  en  los  que  á  falta  de  otra  prueba  la 
jurisprudencia  encomendaba  á  las  armas  el  resultado 
del  juicio. 

Aunque  no  exista  tribunal  que  pueda  decidir  sobre 
la  justicia  de  la  guerra ,  existe  sin  embargo  una  con- 
ciencia que  la  condena ,  cuando  la  causa  que  motiva 
las  diferencias  no  es  de  suma  importancia,  ó  el  dere- 
cho que  se  niega  muy  claro,  ó  muy  calificado  el  ul- 
.  traje  que  se  haya  sufrido,  y  cuando  no  se  han  agota- 
do todos  los  medios  de  composición. 
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Con  solo  reflexionar  los  desastres  que  lleva  consi- 
go la  guerra ,  es  fácil  comprender  la  censura  que  me- 
rece un  gobierno  que  la  emprende,  no  solo  sin  justicia, 
sino  sin  una  verdadera  necesidad.  La  sangre  derra- 
mada en  las  batallas  ,  los  incendios  y  saqueos  de  los 
campos  y  ciudades  y  la  desolación  de  las  familias  ,  to- 
do pesa  sobre  la  responsabilidad  del  hombre  que  pu- 
diendo  evitar  tantos  males  ,  los  provoca  por  su  irrefle-  • 
xión  ó  por  su  capricho.  Si  los  hombres  respetasen  siem- 
pre la  justicia ,  muy  pocas  veces  llegarla  el  caso  de  ha- 
cer la  guerra ,  porque  las  armas  de  la  razón  serian  su- 
ficientes, en  casi  todos,  para  terminar  sus  diferencias; 
pero  desgraciadamente  no  sucede  así ,  y  cuando  nues- 
tro derecho  está  hollado  y  desoida  nuestra  justicia,  for- 
zoso es  apelar  al  último  y  al  peor  de  todos  los  re- 
cursos. 

Partiendo  de  estos  principios  ,  consideramos  como  ^^^^^^^  j^^ 
motivos  para  hacer  la  guerra  ,  el  que  una  nación  se  ÍSf^^ra**®^^"^  ^ 
niegue  á  cumplir  sus  compromisos  cuando  para  ello 
DO  le  asisten  razones  justas ,  ó  se  obstine  en  hacer  co- 
sas que  perjudiquen  á  otra  en  sus  derechos  ó  intereses 
sin  una  necesidad  imprescindible ,  porque  solo  la  fuer- 
za puede  obligar  al  gobierno  que  desconoce  sus  debe- 
res ,  y  que  desoye  la  razón. 

El  que  ataca  el  honor  ó  la  independencia  de  un  es- 
tado, le  obliga  á  la  guerra,  porque  sin  honor  y  sin  in- 
dependencia no  viven  las  naciones ,  y  la  que  tolera  ta- 
les agravios,  se  suicida. 

Las  ofensas  que  proceden  de  un  individuo  extran- 
jero, no  pueden  considerarse  como  del  estado  á  que 
pertenece  ,  sino  en  el  caso  de  que  el  gobierno  del  es- 
tado del  extranjero  las  acepte  y  mantenga  ,  porque  en- 
tonces el  gobierno  hace  suya  la  causa  del  subdito.  Por 
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esta  razón  las  infracciones  de  los  tratados  que  se  co- 
meten por  los  subditos,  no  comprometen  á  sus  gobier- 
nos si  éstos  no  sostienen  la  infracción, 
circunstan-       Además  de  estos  motivos  de  guerra ,  se  han  solido 
den  lusiiScflT  considerar  como  tales  los  que  se  fundan  en  la  razón  de  la 
p*cwaclon.  ^*  propia  seguridad,  y  que  se  justifican  como  unaprudente 
precaución.  Lo  vago  de  esta  idea  ha  dado  margen  en  los 
siglos  pasados  á  graves  abusos  ,  los  cuales  se  preten- 
dían explicar  usando  de  la  fórmula  de  la  conservación 
del  equilibrio  europeo.  La  reunión  eventual  de  dos  po- 
tencias se  consideraba  como  un  motivo  de  riesgo,  por- 
que roto  el  equilibrio  pudiese  comprometerse  la  tran- 
quilidad y  la  seguridad  de  las  naciones.  Los  trastornos 
interiores  de  un  estado  se  calificaban  de  contagiosos, 
y  como  tales  justificativos  de  una  intervención  para 
sofocar  el  escándalo.  La  doctrina  que  sobre  este  pun- 
to se  encuentra  hoy  reconocida  en  la  práctica  ,  es  ab- 
solutamente contraria  á  toda  idea  de  participación  en 
las  cuestiones  interiores  de  los  pueblos.  Si  con  la  reu- 
nión de  dos  estados  se  rompe  el  imaginario  equilibrio, 
para  acudir  A  este  peligro,  y  restablecer  la  balanza,  son 
libres  los  demás  de  reunirse  á  su  vez,  ó  de  formar 
alianzas,  pues  los  abusos  á  que  puede  dar  márgeo  este 
pretendido  derecho  de  intervención,  son  mas  peligro- 
sos que  los  que  pueden  nacer  del  supuesto  desnivel. 
Además  que  el  aumento  de  poder  de  las  naciones  no 
siempre  procede  de  la  incorporación ,  y  la  misma  ra- 
zón habría  para  declarar  la  guerra  á  la  Francia  y  á 
la  Bélgica  porque  ambos  pueblos  se  reuniesen  expon- 
táneamente  y  se  hiciesen  mas  fuertes  por  esta  reunión, 
que  para  declararla  á  la  Inglaterra,  porque  con  su  ri- 
queza y  prosperidad  pudiera  desquiciar  el  equilibrio 
de  la  Europa. 
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Cuando  un  pueblo  se  insurrecciona,  y  con  su  ejem- 
plo y  sus  gestiones  puede  contagiar  al  vecino,  fácil  es 
á  éste  precaverse  en  su  territorio,  cerrando  su  fron- 
tera ,  y  de  este  modo  habrá  conseguido  su  objeto  sin 
lastimar  la  independencia  de  nadie.  Solo  en  el  caso  de 
una  guerra  civil  se  comprende  la  intervención  por  pura 
humanidad.  Las  guerras  que  fuera  de  este  caso  se  em- 
prenden bajo  pretexto  de  mantener  el  equilibrio  ó  de 
evitar  contagios,  pocas  veces  dejan  de  envolver  la  idea 
del  engrandecimiento  propio.  Terribles  ejemplos  de  in- 
moraKdad  ofrece  la  historia  de  algunas  naciones  pode- 
rosas ,  que  constituyéndose  de  propia  autoridad  én  fie- 
les de  la  balanza  de  la  justicia,  bajo  la  máscara  de 
defensoras  del  equilibrio,  han  comerciado  con  la  paz 
y  la  fortuna  de  los  pueblos  ,  y  gritando  contra  el  en- 
grandecimiento de  otras  naciones ,  las  han  destruido 
para  enriquecerse  con  sus  despojos.  De  esta  verdad 
presenta  la  España  ejemplos  sobrado  lastimosos  para 
que  un  español  amante  de  su  patria  pueda  desconocer 
la  garantía  social  que  se  .encierra  en  tan  protectores 
principios. 

Pero  á  pesar  de  lo  dicho,  y  justamente  por  las 
mismas  razones ,  contra  ima  potencia  poderosa  que  in- 
justamente ataca  á  otra  débil ,  hay  derecho  para  con- 
federarse con  el  fin  de  reducirla  á  los  límites  de  la  mo- 
raUdad  y  de  la  justicia.  En  este  caso  el  juicio  y  la  con- 
ciencia de  las  naciones  coligadas  es  la  única  garantía 
de  la  necesidad  de  la  alianza. 

Por  ningún  título  es  justificable  la  guerra  entre  na- 
ciones civilizadas  por  causas  de  utilidad  particular, 
porque  el  derecho  de  gentes  no  puede  autorizar  que 
se  especule  con  la  sangre  humana. 

Tampoco  se  puede  considerar  como  un  motivo  de 
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guerra  el  que  otra  nación  se  apreste  con  preparativos 
militares.  A  un  vecino  que  arma  ejércitos  considera- 
bles, se  le  deben  pedir  explicaciones,  y  cuando  éstas  no 
satisfacen  ,  no  es  lícita  otra  cosa  sino  prepararse  á  la 
resistencia. 
Solo  los  go-  El  derecho  de  declarar  la  guerra  ,  solo  reside  en 
derecho  de  de"  los  gobiernos  ,  que  son  la  verdadera  representación  de 
clarar  la  gner-  ^^  soberanía  y  de  la  independencia  de  las  naciones. 
Los  individuos  que  son  ofendidos  por  una  potencia  ex- 
tranjera ,  solo  tienen  derecho  de  acudir  á  su  gobierno 
para  que  les  proteja  y  ampare  ,  y  á  éste  toca  exigir 
la  reparación.  De  consentirse  como  antiguamente  las 
represalias  de  los  subditos ,  sucedería  ,  como  entonces 
sucedía  ,  que  con  frecuencia  se  viese  comprometida  la 
paz  de  los  Estados  por  meras  cuestiones  de  particu- 
lares. 
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CAPÍTULO  VIII. 
De  los  medios  de  evitar  la  guerra. 


Como  la  guerra  sea  una  de  las  mayores  plagas  que     los  gobier- 
puedan  afligir  al  género  humano,  para  evitarla,  deben  22rar* arreglar 
los  gobiernos ,  antes  de  acudir  á  esta  última  extremi-  |Stcs*de^"e^ín- 
dad  5  procurar  el  arreglo  amigable  de  sus  diferencias.  gí¿'ra!^'^  ** 
La  nación  que  apela  á  las  armas  sin  ensayar  antes  los 
medios  de  conciliación ,  dá  idea  de  que  ,  ó  su  causa 
no  es  justa  ,  ó  que  siéndolo,  usa  de  ella  como  pretexto 
para  otros  fines. 

Las  diferencias  que  se  susciten  entre  dos  naciones, 
no  pueden  menos  de  proceder  ó  de  perjuicios  causa- 
dos por  negarse  derechos  perfectos  ,  ó  de  injurias  con 
que  se  haya  lastimado  la  dignidad  nacional ,  porque 
así  como  toda  nación  está  obligada  á  sostener  sus  de- 
rechos ,  asi  también  su  seguridad  y  su  decoro  no  le 
permiten  tolerar  las  injurias  :  pero  después  de  cumplir 
lo  que  se  debe  á  si  misma  ,  no  ha  de  olvidar  lo  que  de- 
be á  las  demás  ;  de  suerte  ,  que  el  verdadero  modo  de 
evitar  la  guerra  y  arreglar  las  diferencias  ,  consiste  en 
combinar  prudentemente  los  derechos  propios  con  las 
obligaciones  hacia  los  extraños. 

Los  medios  para  terminar  pacíficamente  las  dife-  dci  arreglo 
rencias,son  los  siguientes.  El  arreglo  amigable,  ^or  el  *™'^®*^*^- 
cual  aquella  parte  que  tiene  derecho  á  alguna  cosa  re- 
nuncia á  ella  para  evitar  disensiones  ;  en  este  caso  sue- 
le ser  preferible  hacer  una  renuncia  que  lleva  consigo 
la  gratitud ,  á  guardar  silencio  y  abandonar  la  preten- 
sión ,  porque  esta^conducta  significa  debilidad  ó  des- 
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cuido  en  la  administracioa  de  los  intereses  públicos. 
Sobre  este  punto  la  prudencia  es  la  única  regla  para 
conducirse  en  los  casos  que  puedan  ocurrir. 
La  transacción.  La  transacción  es  un  arreglo  por  el  cual ,  sin  de- 
cidirse sobre  la  justicia  de  las  pretensiones  respecti- 
vas ,  se  toma  un  término  medio,  cediendo  cada  cual 
una  parte  de  sus  pretendidos  derechos. 

Para  poder  comprender  mejor  la  diferencia  que 
media  entre  el  arreglo  a?mffable  y  la  transacción,  nos 
referiremos  á  un  hecho  que  está  pasando  en  nuestros 
dias.  Sabido  es  que  el  origen  de  la  guerra  que  aflige 
á  las  repúblicas  de  los  Estados-Unidos  de  América  y 
Méjico,  procede  de  la  incorporación  de  la  provincia 
de  Tejas.  Si  la  república  mejicana ,  deseosa  de  transi- 
gir sus  desavenencias  con  su  vecina  sin  apelar  al  re- 
curso extremo  de  la  guerra  ,  hubiese  cedido  esta  pro- 
vincia á  los  Estados-Unidos  ,  habría  usado  de  un  arre- 
glo amistoso.  Si  se  hubiese  limitado  á  ceder  una  parte 
de  Tejas  ,  conservando  el  resto  bajo  ciertas  condicio- 
nes ,  habria  apelado  ala  transacción^  como  medio  de 
evitar  la  guerra. 

La  España  en  el  tratado  llamado  del  Escorial,  usó  de 
este  último  medio  para  evitar  la  guerra  con  la  Ingla- 
terra. Poseedores  los  monarcas  españoles  del  territorio 
llamado  del  Oregon  en  la  América  del  Norte,  aprehen- 
dieron sus  escuadras  á  dos  buques  ingleses,  que  estaban 
formando  un  establecimiento  en  el  puerto  de  San  Lo- 
renzo de  Notka ;  este  suceso  dio  margen  A  reclamacio- 
nes apasionadas  del  gobierno  inglés ,  que  prevaliéndo- 
se de  la  situación  difícil  en  que  se  encontraba  la  Espa- 
ña á  consecuencia  de  la  revolución  francesa  ,  amena- 
zaba con  la  guerra  en  el  caso  de  no  accederse  A  sus 
solicitudes.  El  gobierno  español ,  ia  pesar  de  la  oposi- 


Digitized  by 


Google 


—  121  — 
cion  del  conde  de  Aranda ,  y  contra  la  ofnnion  de  la 
junta  de  Estado  nombrada  para  informar  sobre  este 
negocio,  que  previo  sabiamente  que  esta  concesión  po- 
dría terminar  por  la  independencia  de  la  America  es- 
pañola ,  accedió  con  todo  á  ratificar  el  tratado  de  1790, 
sin  entrar  en  la  discusión- del  derex^ho  que  tenia  la  Es- 
paña á  la  propiedad  del  Qregon  porque  el  plenipoten- 
ciario inglés  rehusó  la  polémica ,  y  consintió  po(r  el  ar- 
ticulo 5/  en  la  restitución  á  los  ingleses  de  los  estable- 
cimientos que  tenian  formados ,  y  en  que  pudiesen  for- 
mar otros  en  lo  sucesivo.  .       • 

La  razón  alegada  oficialmente  por  el  Conde  de  Flo- 
rida Blanca  para  no  conformarse  con  el  dictamen  de  la 
junta  de  Estado,  fué  que  S.  M.  tenia  motivos  reserva- 
dos para  ello;  pero  de  una  carta  confidencial  de  este 
ministro  aparece  que  la  verdadera  causa  era  que  el  go- 
bierno prefería  la  transacción  á  lá  guerra. 

Zamediacian  consiste  en  el  encargo  que  toma  sobre  La  mediación. 
si  una  tercera  potencia  para  ver  de  avenir  ft  otras  dos 
que  están  discordes  en  algún  punto.  La  misión  del  me^ 
diador  se  reduce  á  procurar  la  paz  ,  templando  los  re- 
sentimientos ,  y  haciendo  por  acercar  á  las  partes  para 
que  puedan  entenderse.  Pero  debe  tenerse  bien  presente 
que  el  mediador  es  un  conciliador  pero  no  un  juez  ,  y 
que  de  cualquier  arreglo  6  tratado  que  se  hace  bajo 
su  influencia ,  no  es  garante  si  expresamente  no  sé 
constituye  tal.  .  ' 

Fl  arUtrage  tiene  lugar  cuando  no  pudiéndose  en- 1^\  arwtrage 
tender  dos  gobiernos  sobre  cualquier  punto,  y  desean- 
do al  mismo  tiempo  conservaí*  la  paz  ,  se  entregan  al 
juicio  de  un  terceto  para  qué  éste  decida  por  sí  soló. 
La  resolución '  de  un  gobieriíó  Constituido  eñ  árlrítró,  'es 
una  verdadera  ley  Cómo  cualquiera  obligación  proce^ 
16 
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dente  de  tratados  ,  pues  á  ella  se  obligaron  las  partes. 

Cuando  la  sentencia  es  tan  notoriamente  injusta  que 
envuelve  mas  gravamen  pí^ya  una  de  las  partea  que  el 
que  ppetendia  impoíieple  la  otra ,  puede  resistirse  el 
cumplimiento,  porque  nunca  debe  entenderse  que  al 
confiarse  un  negocio  al  arbitrio  de  otro,  $e  ha  queri- 
do seguir  peor  suerte  que  laque  exijiael  contrario. 
Si  la  sentencia  de  los  Arbitros  traslimitase  sus  atribu- 
ciones faUaudo  sobre  puntos  que  no  se  hablan  some- 
tido á  su  juioioj  entonces  tampoco  hay  ohUgacion  de 
cumplirla.  Por  esta  razón  es  wuy  oQjiveniente  que  en 
kfl  convenios  celebrado»  paía  constituir  un  ajrbitrí^ge  se 
determinen  bien  las  pretensiones  respectivas  de  las  par- 
tes,  y  i?e  establezcan  Qon  claridad  los  puntog  sobre  que 
debe  rec£^ep  el  MIq  de  los  arbitros. 

De  eatos  recursos  pacíficos  se  encuentra  un  ejem- 
plo en  la  historia  diplomá^tica  de  EspaSa  del  año 
.  de  1844.  Muchos  aSos  hacia  que  el  gobierno  Marro- 
quí, pQCQ  celoso  en  e\  cumplimiento  de  los  tratados  que 
le  ligan  con  Is^  Espgfia  ,  no  habia  impedido  á,  $\x&  sub- 
ditos el  que  cometiesen  hostiUdades  cont?a  la  plaza  de 
Ceuta.  Sobxe  este  punto  la  corte  de  Madrid  habia  di- 
rigido frecuentes  quejas  d\  emperador,  las  que  ujiidas 
é,  otras  varias  reclamaciones  desatendidas  también,  ha- 
blan llegado  á  agriar  las  relíw^iones  entre  los  dos  go^ 
bieruQs  ¿^  tal  ext^remo,  quelaguerr?.  eya  inminente.  En 
este  estado  los  gobiernos  de  Francia  y  de  Jnglaterra 
ofifecieron  constituirse  ^n  arbitros  y  falla?  sobre  estas 
dife]ren{C?ias.  La  España  rehusó  el  arbitrage ,  porque 
ipi^o  tratándose  de.  cueatipues,  dudosa^  ,  sinq  de  puntos 
cliatpQs,  ij^Q  entenjdió  que  áeít^A  ?opi^teff  al  ^llo  de 
n^nguin^.n^ÍQjí,^?ctraiQ¿qi;a  los.  agravio^.ca^usadQS  A  su 
píQpi^  di^gnidaj}  y  de,eoro,  L^as.  gesitiooep  amistosas  de 
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estas  potencias  se  dirigieTon  entonces  &  ofrecer  sa  ine* 
diacion  ,  la  que  aceptada  por  los  dos  gobiérnaos  dé  Bs^ 
paáa  y  dé  Márifuecos ,  ofrecieron  el  felii  resultado  de 
evitar  la  guerra  5  restableciendo  en  su  ontigtK)  estado 
las  ^élacl6ties  que  tan  próximas  habían  estado  &  rwi^ 
perse  eompletamentei 

Estos  medios  de  conciliar  las  diferencias  entre  las    Mododeusar 
nacionesj  no  deben  usarse  indistintamente,  sino  según  dS^rStnScfi?* 
las  circunstanoias.  En  los  casos  claros^  una  nación  no 
debe  apelar  á  la  guerra  desde  luego^  ni  someterlos  al 
arbitrage  ;  pero  debe  procurar  conservar  sus  derechos 
por  medio  de  ck)nfereacia8  ó  apelando  á  la  mediabion. 
Eñ  los  casos  dudosos  no  conviene  ser  tan  severo,  y  la 
prudencia  aconseja  la  trtosaeoion  ó  el  arbitrage^  Lo 
mismo  diremos  con  respecto  &  las  cuestiones  esencia-- 
les  y  á  las  leves.  Así  como  en  éstas  cabe  cualquier  acó-    • 
modamientoí^  en  las  esenciales,  como  son  las  que  afec- 
tan la  soberanía  y  la  independencia  de  los  Estados^ 
no  hay  género  de  transacción  decorosa. 

Aun  en  los  casos  dudosos  y  no  esenciales  puede 
apelarse  al  extremo  de  la  guerra  cuando  él  advertario 
es  tan  intratable  que  no  acepta  ni  conferencias^  ni  tran- 
sacción ,  ni  mediación  ,  ni  arbitrage. 

Lo  didio  se  entiende  en  la  esfisra  de  la  ccmvenien- 
cia ,  porque  en  rigor  de  principios ,  todo  estado  tiene 
derecho  de  declarar  á  otro  la  guerra  ,  sin  necesidad  de 
dar  cuenj;a  á  los  demás  de  los  motivos  que  han  de- 
terminado lina  resolución  de  que  él  solo  es  juez  com^ 
pétente. 

Con  respecto  k  las  injurias  recibidas  pueden  caber 
también  estos  medios  de  avenencia ,  porque  á,  las  ve- 
ces sucede  que  la  injuria  no  es  tan  grave  como  la  su- 
pone el  amor  propio  ofendido,  y  que  mas  es  k  obra 
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de  la  casualidad  ó  de  la  ignorancia  que  de  la  intención 
de  ofender. 

Aun  quedan  recursos  á  que  apelar  antes  que  á  la 
guerra,  cuando  no  hay  naedio  de  arreglar  amigablemen- 
te las  diferencias  ,  y  estos  se  reducen  á  procurarse  por 
si  mismo  la  satisfacción.  Los  medios  de  procurarse  65- 
::    ta  indemnización  son  los  siguientes : 
De  te  rejtorh       La  retorsión,  que  es,  como  veremos  al  tratar  del  de- 
recho marítimo,  el  acto  por  el  cual  im  Estado  trata  á 
los  subditos  de  otro,  de  la  misma  manera  que  los  del 
suyo  son  tratados  en  el  país  de  aquellos. 
De  las  repre-       Los  represalias  tienen  lugar  cuando  un  Estado  se 
^"*^*  apodera  de  alguna  cosa  de  otro  hasta  obtener  la  re- 

paración que  solicita  de  él.  De  esta  cuestión  tratare- 
mos también  mas  estensamente  al  hablar  del  derecho 
marítimo. 

La  nación  contra  la  cual  se  haya  usado  de  repre- 
salias justas^  no  está,  en  el  caso  de  declarar  la  guerra, 
porque  el  hacer  represalias  cuando  se  niega  la  justicia, 
es  un  derecho  propio  de  todos  los  Estados  ,  y  al  que 
usa  de  un  derecho  propio  no  hay  razón  para  hacerle 
la  guerra.  Bi  las  represalias  no  son  justas  ,  entonces 
este  acto  es  una  violación  del  derecho  de  gentes,  de  la 
propiedad  y  de  la  dignidad  de  las  naciones,  y  como  tal 
justifica  la  guerra. 

Concluiremos  este  capítulo  observando  que  sobre 
este  punto  es  preciso  conducirse  con  suma  circimspec- 
cion  para  que  no  se  puedsi  nimca  creer  que  las  repre- 
salias son  actos  de  hostilidad  sin  declaración  de  guerra, 
á  fin  de  principiar  ésta  con  ventajas.  Las  represalias 
solo  pueden  usarse  cuando  no  se  espera  la  guerra, 
cuando  la  deuda  es  justa ,  y  cuando  está  liquidada  y 
reconocida  pero  se  esquiva  su  pago  con  escusas,  por- 
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que  cuando  se  niega  solemnem^te  el  cumplimiento  de 
una  obligación  ,  entonces  no  proceden  represalias  sino 
la  guerra. 
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CAPITULO  IX. 


De  la  declaración  de  la  guerra. 


A  la  guerra  Cuando  un  gobierno  ha  ensayado  todos  los  medios 
la^eeKnSoD^  de  conciliación  sin  obtener  resultado  en  favor  de  sus 
justas  pretensiones,  y  cuando  ha  meditado  bien  la  con- 
veniencia de  hacer  valer  su  derecho  por  la  via  de  las 
armas ,  aun  le  queda  algo  que  hacer  antes  de  romper 
las  hostilidades,  pues  debe  declarar  la  guerra. 

Wmo  86  de-       Antiguamente,  y  aun  en  la  edad  media,  la  declara- 
clara  la  guerra,  o  /  «^  7 

cion  solemne  de  la  guerra,  se  hacia  con  ciertas  forma- 
lidades ,  enviando  embajadores  ó  heraldos  de  armas  a 
la  frontera  del  Estado  á  que  se  intentaba  declarar  la 
guerra.  Estos  hacian  la  declaración  formal,  que  era  una 
especie  de  desafío  de  nación  á  nación:  pero  hoy  la  prác- 
tica ha  reducido  estas  formalidades  á  un  simple  mani- 
fiesto ó  exposición  de  los  motivos  que  obligan  á  hacer 
la  guerra ,  el  cual  se  publica  en  la  capital  y  ciudades 
principales  del  reino,  y  de  él  se  manda  copia  á  las  cor- 
tes extranjeras.  El  manifiesto  diplomático  en  que  se  ha- 
ce constar  á  las  demás  naciones ,  la  justicia  con  que  se 
emprende  la  guerra ,  es  un  justo  tributo  pagado  á  la 
moralidad  pública.  Una  vez  publicado  este  manifiestp, 
deben  entregarse  los  pasaportes  aí  agente  diplomático 
de  la  nación  á  quien  se  declara  la  guerra,  para  que  sal- 
ga del  estado  en  que  estaba  acreditado,  con  toda  se- 
guridad. La  despedida  de  un  agente  diplomático  por 
sí  sola  no  significa  una  declaración  de  guerra ,  puede 
expresar  un  motivo  grave  de  desavenencia  entre  los 
dos  gobiernos,  ó  de  resentimiento  contra  la  persona  del 
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diplomático^  pero  no  un  rompimiento  completo  de  re- 
l^iones  y  menos  de  hostilidades. 

Cuando  U  declaración  de  la  guerra  se  hace  de  buor    u  declara- 
na  fé ,  debe  ser  condicional ,  expresando  que  de  no  ha-  ra^del^^fíon" 
cerse  justicia  &  la  demanda  se  romperán  las  hostilida-  ^*<^'^'>**- 
des.  En  e^te  0930 ,  si  el  soberano  á  quien  se  declara  la 
guerra  propone  Isi  trauisaceion,  siendo  esta  razonable  y 
estando  garantida  suficientemente,  no  hay  motivo  para 
insistir  en  la  declaración  ;  pero  hay  derecho  para  exi-- 
jir  indemniisacioa  por  los  gajBtos  hechos  en  los  arma-^ 
montos  y  preparativos. 

El  decoro  de  las  naciones ,  y  la  conveniencia  dA 
no  agriiar  vanamente  sus  querellas^  exige  que  en  estos 
documentos  se  use  de  suma  templanza  y  moderación, 
haciendo  ooxisistir  su  fuerza  en  la  importancia  de  las 
razones  y  no  e^  la  d\u*eza  de  la  redacción. 

Aunque  no  falten  opiniones  respetables  que  nieguen 
el  que  sea  necesario  declararla  guerra  antes  de  prin- 
cipiar  las  hostilidades,  porque  encuentran  que  esta  de- 
claración es  un  aviso  que  prepara  al  contrario;  sin  em- 
bargo las  hostilidades  sin  previo  aviso  tienen  tal  ca- 
rácter de  alevosía ,  y  envuelven  tales  perjuicios  ,  que 
no  pueden  menos  de  considerarse  como  actos  injusti- 
ficables. 

La  declaración  de  la  guerra  debe  estimarse  oomo 
una  solemnidad  indispensable ,  ito  solo  para  alegar  la 
idea  de  alevosía  ,  y  para  que  sirva  de  intimidación  al 
contrario,  sino  para  que  llegando  á  noticia  de  los  par^ 
ticulares,  puedan  arreglar  su  oanduota  y  sus  especu- 
laciones con  tal  Gonobimiento.  Además  que  de  este  he- 
cho nacen  los  deífeohoa  y  obligaéioAes  qtjie  scín  oobse- 
cuencía  ^e.liei  ^eatret^  bornees  el  derecho  que  tieríen 
los  e^tr^ero^  io^turiilee;  del  poás  enemigo  par^  que 
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en  un  término  dado  ♦puedan  evacuar  el  territorio  con 
sus  capitales  ,  y  el  de  los  dueños  de  presas  hechas  an- 
te^  de  la  declaración  de  la  gnerra  para  que  se  le  de- 
vuielvan  como  ilegitimas  al  hacerse  la  pa-^. 

Los  eixitranjeros  que  son  subditos  del  estado  á  que 
se  declara  la  guerra ,  tienen  derecho  de  retirarse  con 
sus  oapitale» ,  poique  han  venido  al  país  enemigo  en 
tiempo  de  paz  y  bajo  la  garantía  del  derecho  de  gen- 
tes y  de  los  tratados ,  y  no  se  les  puede  detener  sin 
violar  este  derecho  con  grave  perjuicio  del  comercio, 
de  que  son  importantes  agentes  estos  mismos  extran- 
jeros» Además  que  esta  violación  no  se  podria  come- 
ter impunemente  y  sin  dar  lugar  á  represalias  sobre 
los  nacionales  establecidos  en  la  nación  enemiga.  Por 
esta  ragon  aconseja  la  prudencia  y  previene  el  dere- 
cho que  á  estos  extranjeros  se  les  conceda  un  plazo 
para  evacuar  el  país  ,  ó  se  les  permita  continuar  en  él 
á  condición  de  que  se  conduzcan  lealmente. 

En  la  mayor  parte  de  los  tratados  de  paz ,  amistad 
y  comercio  celebrados  por  la  España  con  otras  poten- 
cias ,  está  pactado  que  en  el  caso  de  guerra  se  conce- 
da á  los  subditos  respectivos  un  tiempo  suficiente  para 
poder  restituirse  á  su  país. 

La  declaración  de  la  guerra  además  de  ser,  como 
hemos  manifestado,  un  acto  de  moralidad  y  de  reci- 
proca conveniencia  para  los  subditos  de  las  naciones 
beligiBranteá  ,  es  también  un  precepto  de  derecho  pú- 
blico, peíque  la  guerra  afecta  los  intereses  de  las  na- 
cipnes  neutrales  ejfeando  derechos  é  imponiendo  obli- 
gaciones, como  se  verá  al  tratar  del  derecho  marítimo. 
-  -  Los.  €¿emplos  de  las  guerras  hechas  á  la  Francia 
por;  la:  Inglaterra  én  los  años  de  1755  y  1772  sin  pré- 
y^^  decUiracaon  >  y  solpre  todo  las  presas  hechas  por 
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esta  misma  potencia  á  la  España*  en  los  años  de  ld04 
y  1805  ,  estando  en  plena  paz  ,  son  ejemplos  tan  la- 
mentables ,  que  por  si  so^os  serian  suficientes  para  jus- 
tificar la  doctrina  que  dejamos  establecida  de  que  la 
declaración  previa  de  la  guerra  es  una  solemnidad  im- 
prescindible entre  las  naciones  cultas  paraprincipiar  las 
hostilidades. 

De  lo  dicho  se  infiere  que  en  la  guerra-  defensiva 
no  hay  necesidad  de  declaración ,  porque  para  el  que 
se  tiene  que  defender^  existe  la  guerra  de  hecho  antes 
que  él  acuda  á  las  armas. 

Cuando  la  nación  á  quien  se  va  á  declarar  la  guer- 
ra no  admite  embajadores  ni  ministros  que  puedan  ha- 
cerle esta  comjinicacion ,  basta  que  se  publique  en  el 
Estado  que  la  declara  y  en  las  demás  cortes  extran- 
jeras. 

El  derecho  de  gentes  no  prescribe  que  entre  la  de-    Enire  la  de- 

,  .         11  1       ...,,,      i.,,     claraclon de  la 

claracion  de.  la  guerra ,  y  el  principio  de  las  hostili-  guerra  y  las 

,,  j.  ii\,.  1    Bosdlidades.no 

dades,  se  conceda  ningún  plazo  de  tiempo,  que  solo  media  plazo  ai- 

serviría  para  apercibir  al  enemigo  y  darle  tiempo  de  ^°^' 
preparar  sus  defensas.  Asi  es  que  en  la  práctica  se  sue- 
le declarar  la  guerra  cuando  se  tiene  un  ejército  en  la 
frontera  enemiga ,  y  aun  cuando  se  ha  entrado  ya  en 
el  territorio  del  enemigo;  pero  lo  contrario  á  toda  re- 
gla es  principiar  las  hostilidades  sin  la  previa  decla- 
ración. Por  tanto^  una  nación  que  después  de  tentar 
inútilmente  los  medios  de  avenencia^  enviaun  ejército 
al  estado  enemigo  y  le  declara  la  guerra ,  está  en  su 
derecho,  y  no  tiene  obligación  de  conceder  mas  plazo, 
para  roniper  las  hostilidades ,  que  el  necesario  para  que 
se  puedan  ofrecer  bases  razonables  de  transacción. 
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CAPITULO  X. 


De  los  enemigos. 


Sonenemigos       Segun  heinos  manifestado,  no  se  pueíde  declarar 

todos  los  subdi-  ^  * 

tos  de  los  Esta-  la  guerra  sino  por  los  gobiernos  que  tienen  la  repre- 
dos  beligeran-       o  r  &  ^  r 

tes.  sentacion  del  Estado  y  de  sus  derechos  *  pero  aunque 

estas  declaraciones  sean  de  gobierno  A  gobierno,  como 
se  verifican  en  nombre  de  la  nación  ,  toman  el  carác- 
ter de  nacionales.  Por  consiguiente  ,  siendo  las  guer- 
ras de  nación  á  nación ,  no  pueden  menos  de  com- 
prenderse mutuamente  en  la  categoría  de  enemigos 
todos  los  subditos  pertenecientes  á  cada  uno  de  los  Es- 
tados beligerantes. 

Los  enemigos  se  clasifican  en  enemigos  inofensivos, 
enemigos  forzados  ,  y  enemigos  voluntarios. 

Los  enemigos  inofensivos  pueden  residir  en  el  Es- 
tado que  declara  la  guerra',  ó  proceder  del  que  envia 
la  declaración  ,  ó  encontrarse  en  su  propio  pais. 
Deíosenemí-       Con  respecto  á  los  enemigos  inofensivos  residentes 
en  ei'^pais^en^  en  los  Estados  beligerantes  ,  ya  queda  indicado  que  el 
"  ^'  derecho  de  gentes  y  la  conveniencia  les  autorizan  para 

retirarse  libremente  á  sus  paises  respectivos.  En  la 
práctica  ,  á  los  extranjeros  enemigos  se  les  permite  la 
residencia  en  el  Estado,  aun  durando  las  hostilidades, 
con  tal  ¡que  observen  la  mas  estricta  neutralidad  ,  y  no 
paguen  con  una  traición  la  generosidad  del  gobierno 
que  les  protege.  Solo  por  via  de  represalia  se  les  pue- 
den embargar  sus  bienes ;  pero  nunca  debe  preceder- 
se al  confisco,  porque  esta  es  .una  pena  que  no  ad- 
mite reposición. 
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El  extranjero  ,que  residiendo  en  el  Estado  enemigo, 
dá  conocimiento  á  pu  gobierno  de  lo  que  se  practica 
en  él  j  relativo  á  la  guerra ,  abusa  de  la  hospitalidad 
que  se  le  concede  ;  pero  comtí  al  mismo  tiempo  cum- 
ple con  el  deber  que  le  impone  la  patria ,  por  esta 
razón  no  autoriza  el  derecho  sino  para  expulsarlo  del 
Estado,  porque  los  sentimientos  de  lealtad  y  patriotis- 
mo son  respetablejs  aun  entre  los  enemigos.  Pero  si 
este  extranjero  abusa ,  no  ya  de  la  hospitalidad ,  sino 
de  la  confianza  del  gobierno,  vendiendo  sus  secretos, 
entonces  se  hace  acreedor  á  penas  severas ,  porque  la 
traición  la  condenan  todos  los  gobiernos  que  tienen  en 
algo  los  principios  de  moralidad. 

Los  neutrales  pueden  adquirir  accidentalmente ,  y 
hasta  cierto  punto,,  el  carácter  de  enemigos ;  1."*  Por 
tener  bienes  raices  en  territorio  enemigo;  2/  por  ha- 
ber adquirido  domicilio  comercial ,  esto  es  ,  por  man- 
tener \m  establecimiento  ó  casa  de  comercio  en  terri- 
torio enemigo;  3/  por  el  domicilio  personal ,  y  4/ 
por  navegar  con  bandera  y  pasaporte  del  enemigo. 

El  que  posee  bienes  raices  en  un  Estado  extranje- 
ro, ó  tiene  en  él  establecimientos  de  comercio,  ó  fija 
en  él  su  residencia ,  se  adhiere  al  pais  ,  entra  al  goce 
de  los  fueros  y  privilegios  de  los  nacionales  ,  y  debe 
también,  estar  sujeto  á  los  contratiempos  que  ofrezca 
^'sta  misma  vecindad.  El  que  navega  con  bandera  de 
una  potencia ,  acepta  espontáneamente  su  naciona- 
lidad ,  porque  las  naves  no  pueden  tener  Qtra  que  la 
que  marca  su  bandera. 

Los  enemigos  inofensivos  que  se  encuentran  en  su  DeíoseDcmi- 
propio  pais ,  son  los  que  no  llevan  las  armas  por  Ha-  f^ijeSuS^^Vn 
mamiento  de  la  ley  ,  ni  por  su  propia  voluntad.  ®"  p^'^p'^  p*'*- 

Pertenecen  á  esta  clase  las  mujeres  ,  los  niños ,  los 
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ancianos,  los  sacerdotes ,  los  enfermos  y  todos  aque- 
llos que  no  toman  parte  en  las  hostilidades. 

Aunque  dejamos  establecido  que  el  derecho  de  gen- 
tes considera  siempre  las\guerras  como  de  nación  á 
nación ,  lo  cual  parece  que  envuelve  la  idea  de  una 
generalidad  en  las  hostilidades ,  que  no  escéptúe  á  nin- 
guna clase  ni  condición  de  enemigos ,  sin  embargo  la 
civilización  de  los  tiempos  modernos  ha  estendido  su 
benéfico  influjo  hasta  á  las  leyes  de  la  guerra ,  y  en  la 
práctica,  las  hostilidades  quedan  hoy  confiadas  y  redu- 
cidas exclusivamente  á  los  ejércitos;  de  suerte,  que  los 
subditos  á  quienes  la  ley  no  obliga  á  tomar  las  armas, 
deben  mantenerse  pacíficos  y  neutrales  ,  y  en  compen- 
sación tienen  derecho  á  una  completa  inmunidad  como 
enemigos  inofensivos. 

La  condición ,  pues ,  de  los  subditos  inofensivos, 
depende  de  su  conducta ,  así  como  la  del  ejército  inva- 
sor depende  también  del  proceder  de  los  naturales. 
Cuando  el  invasor  maltrata  á  los  particulares  inofensi- 
vos ,  tienen  éstos  derecho  de  defenderse  haciéndole  la 
guerra ,  así  como  si  éstos  principian  las  hostilidades 
voluntariamente ,  el  invasor  queda  libre  de  la  obliga- 
ción que  respecto  á  ellos  le  imponen  las  leyes  de  la 
guerra. 

Ésta  recíproca  neutralidad  es  uno  de  los  triunfos 
mas  importantes  de  la  civilización  ,  pues  condenadas 
las  hostilidades  de  los  particulares ,  se  evita  el  que  las 
guerras  se  hagan  generales  ,  aumentando  sus  estragos 
y  desastres  por  las  repetidas  represalias. 
J^Joseiwmi.  Déjase  comprender  fácilmente  que  los  enemigos  for- 
zados son  los  que  pertenecen  á  los  ejércitos  regulares. 
Las  leyes  de  la  guerra  no  reconocen  en  el  soldado  una 
voluntad  enemiga  ,  consideran  solo  al  individuo  que  al 
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tomar  las  armas  paga*la  primera  deuda  que  debe  á 
su  patria.  Por  esta  razón ,  aunque  el  soldado  enemigo 
está  completamente  sujeto  &  las  leyes  de  la  guerra ,  los 
principios  en  que  éstas  se  fundan^  son  todo  lo  humanos 
qiie'Ia  guerra  permite ,  teniendo  por  objeto  únicamen- 
te imposibilitar  al  soldado  iénemigo  de  volver  á  aumen- 
tar los  medios  de  resistencia  del  adversario. 

Sobre  la  condición  de  los  enemigos  forzados  ^  se 
darán  mas  explicaciones  en  los  capítulos  siguientes. 

Por  último,  los  enemigos  voluntarios  son  aquellos  ^^^SJ?*" 
que  estando  por  la  ley  relevados  de  tomar  parte  en 
las  hostilidades,  sin  embargo  hostilizan  al  etiemigo  por 
su  propia  voluntad  ,  y  fuera  de  la  dirección  y  depen- 
dencia de  su  gobierno.  Estos ,  cuando  son  cogidos  por 
el  enemigo,  quedan  sujetos  á  su  discreción  ,  pues  todo 
invasor  tiene  derecho  de  imponer  laá  pepas  que  esti-  .  .  ' 
me  justas  contra  los  que  voluntariamente  le  dañan ,  y 
con  su  conducta  desnaturalizan  la  guerra. 

Los  corsarios  sin  patente,  considerados  como  pira- 
tas por  algunos  gobiernos  ,  y  las  partidas  sueltas  de 
voluntarios  independientes  del  gobierno,  que  pueden 
asimilarse  á  estos  corsarios ,  si  por  sus  actos  no  se  ha- 
cen nierecedores  de  tal  calificación ,  no  deben  ser  tra- 
tados con  excesivo  rigor.  Los  gobiernos  deben  siempre 
respetar,  aun  en  el  enemigo,  los  sentimiei^tbs  de  va- 
lor y  de  patriotismo,  que  supone  el  consagrarse  vo- 
luntariamente á  la  defensa  de  la  patria. 
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CAPÍTULO  XI. 


Dfi  las  alianzas  o/enHvas  y  defensivas^  y  de  la  net^ 

tralidad. 

Despyes .  de  haber  explicado  quiénes  son  los  que 
.  -  ..  .  deb^n  considerarse  como  enemigos  entró  las  naciones 
beligerantes  ,  vamos  á  tratar,  de  otra  clase  de  enemi- 
go? que  sin.  pertenecer  á  las  naciones  que  se  hacen  la 
guerra ,  ge.  polocan  en  la  categoría  de  enemigos  en  vir- 
tud de  estipulaciones  especiales  ó  por  su  propia  vo- 
luntad... 

De  las  alian-  .     No  deja  de  ser  frecuente  quedos  ó  mas  Estados, 
zas  ofensivas  y  «j   j  j      •   j.  z 

defensiva8,yde  va  pof  (jomunidad  de  mtereses ,  ó  ya  para  ponerse  á 

los  tratados  de      ,.     ^,         ,.  i  x 

subsidios.  cubierto  de  peligros  que  pueden  ser  comunes ,  contra- 
ten: entre  sí  alianzas  recíprocas,.  .    . 

Esto?  pactos ,  si  son  para  mancomunarse  en  todas 
lasf:  operaciopies  piüitares.  que  convenga  emprender  con- 
tra, otros  Estacjos ,  se  llaman  alianzas  qfensivas ;  si  se 
limitan  al  caso  de  haber,?e  de  defender  siendo  ataca- 
dos,,, se  denominan  defensivas  ;  y  por  último,  cuando 
tienen  por  objeto,  el  prestarse  ciertos  auxilios  en  caso 
de  necjSsiJad ,  entonces  constituyen  tratados  de  sub- 
•   sidios. 

En  todos  estos  tratados  se  deduce  la  obligación 
de  las  partes  contratantes  del  contesto  de  las  estipu- 
laciones. Esceptúase  el  caso  de  que  la  guerra  decla- 
rada por  una  de  las  partes  aliadas  sea  notoriamente 
injusta ,  porque  así  como  entre  los  particulares  no  son 
lícitos  ni  producen  obligación  los  contratos  que  tienen 
por  objeto  la  perpetración  del  crimen  ó  de  acciones 
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torpes  ,  así  entre  los  gobiernos  ningún  tratado  puede 
obligarles  á  defender  la  injusticia  ó  la  üsni^aéibn. 

De  aquí  es  qÜQ  toÜa  potendiá' ligada  tíoíi'btrá  por 
alianza  ,  tiene  derecbo,  llegado  el  castí^  fóedefis  ,  dé 
examinar  si  es  6  nó  justa  la  gúérriai ,  ¿nte's  de  prestar 
los  auxilios  estipulados  ;  y  de  aq^üí  nace  tátiíbien'  que 
la  couducta  irregular  de  un  aliado  no  comprometa' al 
otro,  si  voluntariamente  no  la  acepta  y  sostiene  domo 
justa;  Pero  sí  un  aliado,  cuando  llega  el  verdadero  ca- 
sns  foedérís  se  niega' sin  razón  á  cumplir  su  compro- 
miso, causa  injuria  al  otro,  porque  le  priva  dé  un  ser- 
vicio que  nace  de  un  derecho  perfecto.  _    '        '     '' 

Cuando  una  potencia  se  decide  á  prestir  los  auxi- 
lios estipulados  ,  no  puede  menos  de  suponerse  qué  ca- 
lifica dé  justa  la  guerra  dé  sti  aliado;  y  como  esta  ca- 
lifibacion ,  unida  á  ía  voluntad  que  supone  la  coopera- 
ción, ofénáé  al  enéínig'o,  le  dá  derecho  á' considerar 
como  tal  áí  auxiliador.  Así  es  qué  por  regla' general  á 
todo  el  que  auxilia'  de  cualquier  modo  á  niteátró  ene- 
migo, tenemos  derecho  para  tratarle  como  tal',  y  para 
negarle  los  fueros  de  la  neutralidad. 


L/^V 


Pueden  sin  embiargo  darse*  casos  en  que  por  Jó    casos  en  que 
menos  deba  atenuarse  esta  consideración*.  Cüiindo  xm  no  mp  consw^ 
enemigo  tiene  pactadas  antiguas  alianzas  de  subsidios  Imi^. . .    ° 
con  otra  potencia  ,  y  llegado  el  castis  foéderiá  le'  no- 
tifica la  obligación  en  que  se  enÜueiítra  de  auxiliarlo, 
entonces  se  puede  entender- que  más  que' asociarse' á 
nuestro  contrario,  lo  que  hace  él  aliado  es  pagar  una 
deuda  ,  y  si  en  tal  caso  los  auxilios  rio  pasan  de  lo  me- 
ramente estipulado,  se  pueden  conservar  á  este  alia- 
do los  fueros  de  la  neutralidad.  En  Í788  lá  Dinamarca 
suministró  tropas  y  buques  á  la  Elisia  en  la  guerra 
que  sostenía  esta  potencia  éontra  la  Suecia ,  pero  pró- 
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testó^^qp-^^job^cia  ,en  cuQ^pliniiento  4e  l^s  tratados  ,  y 
^}Xí  ei^te^er  ^q^e  j^f  .^sto  ron^ia  l^t.  neutralidad..  Aun- 
.qpe  l^Suecií^  no  aceptara  ¡esta  doctrina ,  como  con- 
íórme,  con  pl  derecho  de  gente^  ,  sin  embargo  a4initió 
l^.fieclaraciou^y.liroitó  i?us  hostilidades  con  respecto á 
I)ma]^.arca  á  solo  los;  auxiliares suministrs^dos ^la  Rusia. 

Cqncluirémos  por  manifestar  que  á  una  nación  que 
SjS.^ocia  ít.un  enemigo,  no  hay  necesidad  dp  decla- 
rarle la  guerra,  porque  la. potencia  que  de  ^ste  modo 
toina  parte  en  las  hostilidades ,  desde  luego  se  consti- 
tuye en  agresora,  y  para  defenderse  de  su  agresión, 
no  hay  necesidad  de  declarar  la  guerra. 
De  la  neutra-  . .  Cuando  ufta  nacion  no  tiene  alianza  con  ninguna 
de  las  potencias  beligerantes ,  y  procura  conservarse 
igualmente  amiga  de  las  dos,  sin^  favorece^  á  la  una  en 
perjuicio  de  la  otra, ,  se  entiende  que  es  neutral. 

Para  qb3ervar  uija  verdadera  neutralidad ,  es  pre- 
ciso no  conceder  ni  negar  á  una  de  las  partes  belige- 
rante? loque  se  haya  negado  á  concedido  ala  otra, 
á  escepcion  de  aquellas  concesiones  que  por  emanar 
de  tratados  especiales  ,  deben  cumplirse  sin  romper  la 
neutralidad. 
-  El  derMio       Xod^s  las  naciones  tienen  derecho  de  conservarse 

de  consernr»       '        .  \         ,  ;      ,      , ,  ¿ 

neatraiesinhe-  neutrales  4  v  la  que  pretende  obligar  á  otra  á  tomar 

rente  ala  sobe-'       ^  ,,,!;.,;,,  .-.     . 

ranía.  part^  en  las  hostilidades,  le  hac^  mjuria,  porque  viola 

su  independencia  en  un  punto  tan  sagrado  como  es  el 
de  hacer  la  guerra.  Sin  embargo ,  al  neutral  que  por 
la  especialidad  de  su  posición  ,  y  por  lo  dudoso  de  su 
neutralidad,  llega  á  ser  un  obstáculo  para  las  operacio- 
nes de  un  beligerante,  se  le  puede  impedir  que  permi- 
ta el. paso  á  un  adversario,  ú  obligarle  á  que  lo  con- 
sienta para  los  dos  ,  ó  á  q^ue  se  declare  francamente 
adherido  á  la  causa  de  alguno  de  ellos.  Cuando  ocurre 
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la  gfuerra  entre  una  potencia  protectora  y  otra  aliada 
de  la  protegida ,  también  tiene  ésta  que  mantenerse 
neutral^  aunque  en  el  tratado  de  alianza  exista  alguna 
cláusula  que  obligue  á  tomar  parte  en  las  hostilidades 
á  la  nación  protegida. 

La  neutralidad  al  paso  que  crea  derechos,  impone  ^, Derechos  y 

«  obligaciones  de 

también  obligaciones  y  y  cuando  estas  obligaciones  la  neatraudad. 
no  se  encuentran  establecidas  en  tratados ,  se  expli- 
can por  la  regla  general  de  la  constante-  intención 
de  no  favorecer  á  una  de  las  partes  con  perjuicio  de 
la  otra. 

Como  sobre  esta  materia  hemos  de  ser  mas  esten- 
sos al  tratar  del  derecho  marítimo,  nos  limitaremos  en 
este  capítulo  á  indicar  sucintamente  en  qué  consisten 
los  derechos  y  los  deberes  de  la  neutralidad. 

Tienen  derecho  las  naciones  neutrales  de  comer-  deíosí^mrafes 
ciar  libremente  con  las  beligerantes,  á  condición  de  que 
este  comercio  no  sea  favorable  á  la  una  con  perjuicio 
de  la  otra ;  y  asi  es  que  la  nación  que  hace  el  comer- 
cio de  armas  ,  no  puede  venderlas  á  un  beligerante  y 
negarlas  al  otro.  Los  subditos  de  un  Estado  neutral 
pueden  hacer  préstamos  á  una  parte  ,  con  tal  que  no 
sean  una  donación  simulada  ó  un  subsidio,  y  con  tal 
de  que  bajo  iguales  garantías  estén  dispuestos  á  prestar 
á  la  otra.  Si  uno  de  los  beligerantes  ofrece  seguridades 
que  no  puede  presentar  el  otro,  el  empréstito  hecho  al 
primero  no  rompe  la  neutralidad ,  porque  es  puramen- 
te  una  esI)eculacion  de  comercio.  Si  el  empréstito  no 
se  hace  por  los  particulares  ,  sino  por  el  gobierno,  la 
situación  es  ya  diversa,  porque  difícilmente  puede  con- 
servarse la  neutralidad ,  cuando  los  intereses  del  go- 
bierno que  presta  se  unen  á  los  de  uno  de  los  beligeran- 
tes. Desde  luego  estos  fondos,  si  caen  en  poder  del  ene- 
18 
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migo  como  pertenecientes  al  gobierno  contrario,  quedan 
sujetos  á  la  confiscación. 

Siendo  libre  el  comercio  para  los  neutrales  ,  debe 
serlo  de  la  misma  manera  para  vender  en  su  territo- 
rio que  para  llevar  sus  efectos  á  los  puertos  beligeran- 
tes. Cuando  este  comercio  se  dirige  á  importar  géne- 
ros á  estos  puertos ,  no  deben  ser  objeto  de  él  los  ar- 
tículos de  guerra ,  porque  en  este  caso  se  confundiría 
el  comercio  con  el  auxilio  vedado  por  las  leyes  de  la 
guerra ,  y  se  rompería  la  neutralidad. 

También  está  limitado  el  derecho  de  comerciar  de 
los  neutrales  por  el  deber  de  respetar  las  plazas  ó  puer- 
tos sitiados  6  bloqueados  ,  porque  la  violación  del  si- 
tio ó  bloqueo  necesariamente  ha  de  influir  en  las  ope- 
raciones militares,  y  esta  influencia  no  puede  tener  lu- 
gar sin  infringir  las  leyes  de  la  neutralidad.  Por  regla 
general ,  los  neutrales  están  obligados  úr  respetar  las  le- 
yes y  reglamentos  que  establecen  los  beligerantes  en 
virtud  de  la  soberanía  que  ejercen  sobre  la  tierra  que 
ocupan ,  si  estas  leyes  están  conformes  con  el  derecho 
de  la  guerra  y  no  lastiman  los  fueros  de  la  neutra- 
lidad. 

El  derecho  de  comerciar  de  los  neutrales  ,  es  el  de 
continuar  con  los  beligerantes  durante  la  guerra  aquel 
comercio  que  tenían  antes  de  romperse  las  hostilida- 
des ;  pues  cuando  se  concede  á  un  neutral  un  derecho 
que  no  tenia  en  la  paz ,  esta  nueva  concesión  pue- 
de sujetarlo  á  una  cierta  responsabilidad.  Cuando  eu 
1756  concedió  el  gobierno  francés  á  los  holandeses 
el  derecho  de  hacer  el  comercio  entre  la  Francia  y 
sus  colonias  ,  la  Inglaterra  calificó  de  ilegal  este  co- 
mercio, considerando  que  los  buques  holandeses  que 
se  ocupaban  en  jél ,  eran  una  representación  de  los 
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franceses  ,  y  como  tales  estaban  sujetos  á  la  confis- 
cación. 

Tienen  derecho  las  naciones  neutrales  á  que  su  ter-  inmunidad 
ritorio  sea  respetado  por  los  beligerantes.  El  beligeran-  neuiraf"*^*^*^ 
te  que  usa  del  territorio  neutral  para  pasar  por  él  sus 
ejércitos  sin  la  autorización  competente ,  viola  el  terri- 
torio, y  hace  una  injuria  grave  al  país.  Por  el  contrario, 
el  neutral  que  niega  el  paso  por  su  territorio  á  un  belige- 
rante no  le  causa  agravio,  porque  no  le  niega  un  derecho 
perfecto,  y  porque  esta  negativa  ha  de  ser  el  fundamen- 
to para  negarlo  también  al  contrario.  Sobre  este  pun- 
to no  se  debe  nunca  perder  de  vista  que  no  pudiendo 
lina  potencia  neutral  conceder  el  paso  por  su  territorio  á 
uno  de  los  ejércitos  beligerantes,  sin  quedar  obligada  á 
franquearlo  á  los  del  otro,  la  que  así  obra  acepta  mu- 
chas probabilidades  de  que  mas  tarde  ó  mas  tem- 
prano su  suelo  venga  á  ser  el  principal  teatro  de  la 
guerra. 

Es  también  una  violación  de  los  fueros  de  la  neu- 
tralidad el  hacer  enganche  de  soldados  en  el  Estado 
neutral,  sin  la  autorización  de  su  gobierno,  porque  el 
derecho  de  levantar  tropas  es  inherente  á  la  soberanía 
nacional.  -Pero  el  gobierno  que  á  su  vez  concede  esta 
autorización,  deja  de  ser  neutral,  porque  suministra  á 
uno  de  los  beligerantes  el  principal  elemento  de  la 
guerra. 

Hemos  dicho  que  no  es  lícito  usar  del  territorio  neu- 
tral para  pasar  los  ejércitos  beligerantes  sin  el  consen- 
timiento del  señol*  territorial ,  sin  embargo  ,  en  casos 
de  urgencia,  la  necesidad  es  la  suprema  ley.  Si  un  ejér- 
cito no  tuviese  mas  medio  para  salvarse  que  el  violar 
un  territorio  extranjero,  la  ley  de  la  necesidad  le  auto- 
riza para  esta  violación ,  aunque  para  llevarla  ti  cabo 
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sea  preciso  abrirse  el  paso  oon  la  espada.  Si  el  ejórci- 
to  que  se  vé  reducido  á  esta  extremidad  se  conduce 
con  gran  moderación  y  disciplina  á  su  paso,  hace  mas 
justificable  su  conducta.  De  todos  modos,  los  daños  que 
causa  uñ  ejército  á  su  paso  por  territorio  extranjero) 
obligan  al  gobierno  de  que  depende  á  una  cumplida  in- 
demnización. 

Al  ejército  á  quien  se  permite  el  paso  por  un  Es- 
tado extranjero,  se  entiende  que  se  le  concede  el  de- 
recho de  ejercer  la  jurisdicción  militar  sobre  sus  sol- 
dados, y  el  de  comprar  por  su  justo  precio  los  víve- 
res necesarios ,  A  no  ser  que  expresamente  se  estipule 
que  los  haya  de  llevar  consigo. 

Pero  el  ejército  que  obtiene  el  permiso  de  pasar 
por  territorio  extranjero  debe  cuidadosamente  abste- 
nerse de  cometer  ningún  acto  que  pueda  calificarse  de 
hostilidad,  porque  las  hostilidades  ejecutadas  en  terri- 
torio neutral  son  la  mayor  de  las  violaciones  que  pue- 
den cometerse ,  no  solo  por  el  daño  material  que  cau- 
san al  territorio,  sino  por  la  falta  de  consideración  y 
respeto  que  significan. 

Esta  regla  de  no  cometer  hostilidades  en  el  terri- 
torio neutral  está  consignada  en  el  derecho-de  gentes 
con  tanta  severidad  ,  que  las  leyes  de  la  guerra  con- 
denan hasta  aquellos  actos  que  puedan  considerarse  co- 
mo una  continuación  de  las  hostilidades.  Por  esta  ra- 
zón no  es  lícito  el  llevar  prisioneros,  presas  ni  botín  á 
un  Estado  neutral,  porque  el  depositarlos  ó  vender  tales 
efectos  es  una  continuación  de  las  hostilidades  y  una 
facilidad  ofrecida  al  beligerante  que  los  conduce. 

Pero  las  cosas  que  se  encuentran  en  poder  de  be-- 
ligerantes  residentes  en  territorio  neutral ,  no  se  pue-^ 
den  revindicar,  porque  también  los  derechos  de  los 
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beligerantes  deben  fier  respetadoís  por  la  neutralidad. 

Los  efectos  que  pertenecen  á  personas  neutrales  no 
son  confiscables  aunque  se  encuentren  en  territorio  be- 
ligerante, porque  la  neulralidad  exije  respeta  donde 
quiera  que  se  encuentra. 

Por  último,  cuando  un  ejército  beligerante  se  acoje  Del  asíio  de 
al  territorio  neutral  huyendo  de  su  enemigo,  tiene  de-  • 
recho  al  asilo;  poro  el  Estado  neutral  que  se  lo  conce^ 
de  debe  alejarlo  del  teatro  de  la  guerra  y  recojerle  las 
armas ,  pues  de  otro  modo  se  dá.  ocasión  é,  que  repo- 
niéndose vuelva  á  la  lucha,  violando  la  neutralidad  del 
asilo,  y  dando  ocasión  á  que  á  su  vez  el  contrario  se 
juzgue  autorizado  para  cometer  iguales  violaciones  con 
grave  perjuicio  del  Estado  neutral. 
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CAPÍTULO  XII. 
De  los  derechos  qw  emanan  de  la  guerra 


Habiendo  ya  tratado  del  derecho  que  tienen  las  na- 
ciones para  apelar  al  extremo  de  la  guerra  y  de  las  cues- 
tiones que  pueden  considerarse  como  accesorias  á  este 
derecho,  procede  ahora  examinar  los  que  nacen  des- 
pués de  principiada  la  guerra. 
Procedencia  de       Para  conocer  bien  estos  derechos  conviene  partir 

losderechosde  ,  i       .      .    .       j  •       i     t   -x    i  ,    • 

la  guerra.  del  principio,  de  que  siendo  licita  la  guerra  como  úni- 
co medio  de  reparar  una  injuria,  todo  lo  que  contribu- 
ya á  este  fin  debe  ser  licito,  no  solo  por  la  razón  lógi- 
ca ,  sino  porque  cuantos  mas  sean  los  elementos  que 
se  acumulen  á  la  vez  para  obtenerlo,  mas  pronto  se 
termina  la  guerra ,  que  es  lo  que  se  conforma  con  los 
principios  de  humanidad  y  de  conveniencia.  Por  la 
misma  razón  ,  todo  aquello  que  no  sea  necesario  para 
el  fin  de  la  guerra  ,  es  un  lujo  de  vejaciones  que  no 
puede  menos  de  ser  reprobado  por  la  moral  y  por  la 
conciencia.  Pero  como  las  circunstancias  puedan  influir 
tanto  en  las  operaciones  de  los  beligerantes  ,  por  eso 
no  es  fácil  establecer  reglas  fijas  y  detalladas  sino  cier- 
tos principios  generales  para  cuya  aplicación  no  hay 
mas  tribunal  que  la  moralidad  de  los  mismos  beligeran- 
tes y  la  censura  de  la  opinión  pública. 
Reglas  en  qae  Por  regla  general^  es  lícito  debilitar  al  enemigo  pa- 
derechM  de  la  ^^  disminuir  SU  resistencia ,  por  todos  los  medios  que 
guerra.  ^^  gj  ^^  ^^^^  odiosos ,  Ó  ilícitos  por  la  ley  natural ,  ó 

contrarios  á  la  moral  pública.  No  lo  es  hacerle  mas  mal 
que  el  necesario,  porque  las  devastaciones  que  se  co- 
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meten  después  del  triuufo  son  una  barbarie  gratoita. 
Y  por  último,  los  derechos  que  produoe  la  guerra  son 
iguales  para  las  dos  partes,  sin  consideración  á  la  jus- 
ticia ó  injusticia  de  su  causa ,  pues  que  nacen  solo  de 
la  regularidad  con  que  se  hace  la  guerra.  Esta  iguala^ 
cion  en  los  derechos  de  la  causa  justa  con  la  ihjusta,  se 
funda  en  la  conveniencia  de  evitar  los  males  que  resul- 
tarían de  negar  loa  fueros  de  la  guerra  á  la  nación  que 
la  emprendiese  sin  justicia,  porque  todas  para  justificar 
su  causa  apelarían  ¿  tratar  á  su  contrario  como  adver* 
sario  injusto  sin  ninguna  consideración,  y  lasguerras  so- 
lo terminarían  por  la  ruina  de  una  de  las  partea. 

La  ley  de  las  naciones  concede  los  fueros  de  la 
guerra  al  beligerante  injusto,  de  la  misma  manera  que 
la  ley  de  la  prescripción  escusa  al  deudor  en  el  fuero 
extemo,  sin  absolverle  en  el  interno  de  su  conciencia, 
de  la  acusación  de  retener  la  cosa  agena  contra  la  vo- 
luntad de  su  dueño. 

Para  comprender  mas  fácilmente  la  aplicación  prác- 
tica de  estas  reglas  generales,  en  que  se  fundan  los  de- 
rechos que  emanan  de  la  guerra ,  conviene  clasificar- 
las según  se  refieren  á  las  personas  ó  á  las  cosas. 

Respecto  á  las  personas ,  la  guerra  dá  derecho  pa- 
ra hacer  prisioneros,  para  usar  de  ardides,  y  hasta  para 
matar  al  enemigo. 

Los  enemigos  que  caen  en  poder  del  contrario,  Deíosprisio- 
quedan  desde  luego  en  calidad  de  prisioneros,  y  suje- 
tos á  una  prudente  custodia  que  les  impida  volver  á 
tomar  las  armas.  Pueden  hacerse  prisioneros  no  solo 
los  soldados  en  el  campo  de  batalla ,  sino  cualesquie- 
ra otros  enemigos  que  cometan  actos  de  verdadera  hos- 
tilidad ,  por  ejemplo,  los  que  inciten  los  pueblos  á  la 
guerra  con  sus  exhortaciones. 
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Sobre  el  trato  que  debe  darse  á  los  prisioneros  no 
ha  sido  uniforme  la  opinión  en  todos  los  tiempos.  Anti- 
guamente era  costumbre  que  á  los  prisioneros  á  quienes 
se  salvaba  la  vida,  se  les  constituyese  en  esclavitud  co- 
mo para  indemnizarse  del  mal  que  habian  hecho;  pero 
hoy  que  felizmente  está  desconocido  el  derecho  de  vi- 
da y  muerte  sobre  los  prisioneros,  porque  las  leyes  de 
la  guerra  basadas  sobreprincipios  mas  humanos,  nocon- 
sideranal  soldado  cómplice  de  las  injusticias  de  su  go- 
bierno, ninguna  nación  civilizada  se  atrevería  á  vender 
ni  comprar  prisioneros ,  porque  el  derecho  de  gentes 
no  los  declara  esclavos^ 

Mas  como  la  razón  en  que  se  funda  el  derecho  de 
hacer  prisioneros  ,  sea  la  de  evitar  que  volviendo  estos 
á  tomar  las  armas,  aumenten  los  medios  de  resistencia 
del  enemigo,  de  aquí  es  que  sea  lícito  todo  aquello 
que  se  dirija  á  tenerlos  en  seguridad ,  sin  perder  de 
vista  el  principio  de  que  al  enenugo  no  se  le  debe  ha- 
cer mas  mal  que  el  preciso,  y  que  por  el  contrario, 
se  le  debe  dispensar  toda  la  protección  que  no  sea  in- 
compatible con  la  conveniencia  de  las  operaciones  mi- 
litares. Nada  es  mas  noble  que  auxiliar  álos  vencidos, 
que  abandonados  de  sus  companeros  de  armas,  quedan 
entregados  á  la  generosidad  del  vencedor;  así  es  que 
por  ningún  motivo  se  debe  maltratar  A  los  prisioneros, 
mientras  ellos  no  conietan  faltas  ó  delitos  que  los  ha- 
ga merecedores  de  un  trato  mas  severo. 

Tanto  es  esto  exacto,  que  cuando  los  prisioneros, 
por  su  excesivo  número,  ó  por  la  dificultad  de  alimen- 
tarlos ó  de  guardarlos ,  no  se  pueden  conservar,  las 
leyes  de  la  guerra  prescriben  que  se  les  deje  en  liber- 
tad bajo  la  palabra  de  honor  de  no  volver  á  tomar 
las  armas  durante  la  guerra.  ¥  la  obligación  que  con- 
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trae  por  este  acto  el  prisionero  es  sagrada ,  porque  si 
el  vencedor  ha  respetado  las  leyes  de  la  guerra  abste- 
niéndose de  matar  á  sus  prisioneros  ,  éstos  deben  á  su 
vez  respetarlas  también ,  cumpliendo  la  condición  de 
honor  á  que  deben  la  vida. 

.  Cuando  los  prisioneros  no  han  comprometido  su  pa- 
labra de  honor  y  continúan  siéndolo  por  la  fuerza,  co- 
mo la  fuerza  no  constituye  regla ,  si  logran  escaparse, 
usan  de  su  derecho,  y  no  se  les  puede  maltratar  si  se 
les  vuelve  á  coger,  sino  guardarlos  mejor. 

Si  por  desgracia  ocurriese  que  la  salvación  de  un 
ejército  dependiese  de  una  manera  e\ddente,  de  la 
muerte  de  los  prisioneros ,  al  jefe  del  ejército,  como 
responsable  de  la  vida  de  sus  soldados  ,  y  del  éxito  de 
sus  operaciones ,  tocaría  pesar  la  urgencia  de  las  cir- 
cunstancias y  decidir  en  tan  dura  alternativa  si  habia 
de  proceder  ó  no  á  una»  extremidad  que  apenas  se 
comprende  escusable  en  ningún  caso. 

De  cualquier  modo,  el  matar  á  un  rey  prisionero, 
es  indigno  de  la  civilización  de  los  tiempos  modernos, 
porque  sobre  hacerse  mas  mal  que  el  necesario  con 
este  acto,  se  causa  un  agravio  tal,  que  difícilmente  se 
puede  reparar. 

Para  evitar  la  acumulación  de  un  número  crecido 
de  prisioneros  ,  se  ha  establecido  la  útilísima  práctica 
de  cangearlos  entre  si  los  beligerantes.  Sobre  este  pun- 
to nada  tenemos  que  decir,  porque  el  cange  es  un 
contrato  sujeto  únicamente  á  la  voluntad  de  las  partes 
contratantes. 

A  los  prisioneros  se  les  puede  obligar  á  trabajar  en 
las  obras  púbHcas  ,  según  su  clase ,  en  compensación 
de  los  auxilios  que  se  les  prestan. 
La  condición  del  prisionero  cesa  con  la  terminación 
19 


Digitized  by 


Google 


—  146  — 
de  la  guerra ,  de  tal  suerte ,  que  si  al  ajustarse  la  paz 
no  se  les  deja  en  libertad,  usan  de  su  derecho  si  se 
la  procuran  por  la  fuga,  pues  cesando  la  guerra,  ce- 
san sus  efectos  ,  y  uno  de  ellos  es  la  conservación  de 
los  prisioneros. 

Los  prisioneros  de  guerra ,  durante  su  cautividad^ 
conservan  los  derechos  civiles  de  su  país,  y  así  es  que 
pueden  casarse,  testar  y  contraer  todo  género  de  obli- 
gaciones ;  pero  si  un  militar  hubiese  cometido  un  de- 
lito antes  de  caer  prisionero,  y  bajo  palabra  de  honor 
volviese  á  su  pais  temporalmente  ,  no  puede  en  este 
tiempo  ser  justiciable ,  porque  continúa  estando  bajo 
la  condición  legal  de  prisionero,  y  los  derechos  que 
sobre  él  tenia  su  gobierno,  se  mantienen  en  suspenso 
durante  su  cautividad. 
De  los^ardi-     También  es  lícito  usar  de  engaños  con  el  enemigo, 
pero  de  aquellos  que  influye©  en  las  operaciones  mili- 
tares ,  y  que  son  puramente  de  sagacidad ,  pues  los 
que  afectan  la  fó  de  los  ejércitos,  ó  la  moralidad  pú- 
blica, están  reprobados  absolutamente.  Sería  por  ejem- 
plo una  insigne  barbarie  el  engañar  á  un  general  ene- 
migo que  pidiese  noticias  de  su  familia.  Sería  uña  per- 
fidia abominable  el  abusar  de  la  confianza  que  un  ene- 
migo ha  depositado  en  la  moralidad  de  su  adversario, 
ó  en  la  veracidad  de  sus  palabras.  El  derecho  de  gen- 
tes autoriza  los  ardides  de  guerra ,  pero  fuera  de  estas 
operaciones  de  ejército  á  ejército,  en  las  relaciones  en- 
tre los  gobiernos  beligerantes  ó  entre  los  generales  de 
los  ejércitos ,  está  condenada  la  falta  de  fé ,  la  traición 
y  todo  género  de  deslealtad.  En  un  combate ,  en  que 
son  permitidas  todo  linage  de  estratagemas  para  atraer 
ó  decidir  al  enemigo,  ó  para  escapar  de  él,  se  califi- 
caría de  atroz  perfidia  el  principiar,  por  ejemplo,  las 
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operaciones  con  un  pabellón  distinto  del  verdadero  de 
la  escuadra. 

Los  carteles  ó  convenios  entre  los  generales  sobre 
canges  de  prisioneros  ó  sobre  comunicaciones  ,  deben 
ser  observados  religiosamente,  pues  nada  hay  mas  abo- 
minable en  la  guerra  que  abusar  de  estos  medios  que 
templan  sus  desastres  convirtiéndolos  en  ardides  mi- 
litares. La  verdaderfi  diferencia  que  media  entre  un 
engaño  lícito  y  un  ardid  desleal ,  solo  puede  compren- 
derse bien  cuando  se  examina  por  el  prisma  del  honor 
militar. 

Uno  de  los  medios  de  que  puede  valerse  un  general   dc  ios  espías, 
para  conocer  las  operaciones  de  su  contrario,  es  el  de 
los  espías. 

Cuando  un  espía  es  cogido  por  el  enemigo,  si  es 
paisano  y  sirve  á  su  gobierno,  queda  prisionero  bajo 
la  condición  de  un  enemigo  voluntario;  pero  si  un  na- 
tural del  país  es  cogido  sirviendo  de  espía  al  enemigo, 
se  le  trata  como  traidor,  lo  mismo  que  al  espía  doble. 

No  debe  considerarse  lícito  el  soborno  para  obte- 
ner espías  que- vendan  al  enemigo  abusando  de  su  con- 
fianza ,  porque  es  un  medio  odioso;  además  que  el  que 
usa  de  la  seducción ,  se  expone  á  su  vez  á  ser  la  víc- 
tima de  un  espía  doble.  Pero  si  voluntaria  y  espontá- 
neamente ofrece  sus  servicios  un  espía  traidor,  lícito 
es  admitirlos  por  lo  que  pueden  contribuir  á  abreviar 
el  plazo  de  la  guerra.  En  este  caso  es  indigno  recom- 
pensar con  honores  los  actos  de  prostitución. 

No  solo  es  lícito,  como  hemos  manifestado,  el  apre-  es  lícito  ma- 
hender  á  los  enemigos ,  sino  que  las  leyes  de  la  guer-  Síenlras^^ol- 
ra  autorizan  á  matarlos  en  ciertas  y  determinadas  cir-  tendaí*  ^^^^' 
cunstancias. 

Se  puede  matar  al  enemigo  en  el  acto  de  la  batalla 
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y  mientras  sostiene  la  resistencia ;  pero  desde  el  mo- 
mento que  se  rinde  ,  las  leyes  de  la  guerra  le  conce- 
den la  vida.  El  matar  á  un  enemigo  rendido,  es  una 
violación  del  derecho  de  gentes,  y  una  afrenta  á  la  hu- 
manidad. 

A  tal  punto  lleva  la  civilización  esta  regla ,  que  ni 
aun  por  via  de  represalias  autoriza  la  ley  de  las  nacio- 
nes tales  actos  de  ferocidad  y  de  barbarie,  porque 
para  borrar  la  idea  de  debilidad  que  pudiera  suponer- 
se en  el  enemigo  que  no  usa  de  represalias,  otras  prue- 
bas de  vigor  y  de  bizarría  deben  ofrecerse  mas  bien, 
que  pagar  un  crimen  con  otro  crimen. 

Aunque  en  las  guerras  sea  lícito  matar  al  enemi- 
go, no  lo  es  sin  embargo  sino  por  medios  regulares, 
es  decir,  á  viva  fuerza,  pero  nunca  por  traición ,  en- 
venenamiento ú  otro  medio  alevoso.  Puede  ser  lícito, 
y  aun  digno  de  elogio,  el  que  un  reducido  número  do 
soldados ,  por  la  fuerza ,  ó  valiéndose  de  la  oscuridad 
de  la  noche,  destruyan  un  ejército,  ó  penetrando  en  la 
tienda  del  general  logren  matarlo,  porque  esto  no  pue- 
de calificarse  sino  de  un  acto  de  arrojo  que  puede  in- 
fluir mucho  en  la  terminación  de  la  guerra ;  pero  el 
soldado  que  fingiéndose  pasado,  ó  valiéndose  de  cual- 
quier otra  ficción ,  llega  sin  peligro  á  la  persona  del 
general  enemigo  y  lo  asesina  á  mansalva ,  comete  un 
acto  de  ignominiosa  alevosía ,  porque  los  medios  ilíci- 
tos ,  ni  aun  por  lo  licito  del  fin  á  que  se  dirigen,  pue- 
den ser  justificables. 

Por  la  misma  razón  está  reconocido  como  ilícito 
el  usar  de  armas  que  hagan  mas  mal  que  el  necesa- 
rio. Las  armas  envenenadas  ,  las  balas  angulares,  por 
ejemplo,  las  condena  el  derecho  de  gentes ,  porque 
no  solo  inutili/san  al  que  hieren,  sino  que  lo  matan  sin 
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necesidad.  Tampoco  es  permitido  envenenarlas  aguas 
que  van  á  una  plaza  enemiga ,  toda  vez  que  para  obli- 
garla A  rendirse  es  suficiente  cortarlas  ,  y  lo  que  pue- 
de obtenerse  por  la  sed ,  no  se  ha  de  buscar  por  la 
muerte. 

Estos  principios  de  humanidad  y  de  templanza  no 
son  el  resultado  de  los  progresos  de  la  civilización  úni- 
camente ,  sino  que  se  fundan  en  la  conveniencia  pro- 
pia, pues  el  que  usa  de  una  dureza  innecesaria  ,  pro- 
voca las  represalias,  con  las  cuales  se  equilibra  la  si- 
tuación para  ambos  beligerantes,  sin  otro  resultado  que 
el  de  hacer  mas  devastadora  la  guerra. 

Antiguamente  se  acostumbraba  amenazar  al  gober-    De  la  condí- 
nador  de  una  plaza  de  ser  pasado  por  las  armas ,  en  fensorá  dei¿ 
el  caso  de  prolongar  la  resistencia.  Hoy  la  práctica  ^*^' 
tiene  establecido  que  á  los  gobernadores  de  las  plazas 
sitiadas  se  les  ofrezca  capitulación  si  se  rinden ,  y  que 
de  lo  contrario  se  les  intime  que  quedarán  á  discre- 
ción. La  guarnición  que  se  entrega  á  discreción  en  la 
última  extremidad ,  se  entiende  que  queda  prisionera 
de  guerra ,  pero  de  ningún  modo  que  pierda  la  vida. 
En  ningún  caso  es  lícito  hacer  cargos  al  defensor  de 
una  plaza  porque  su  resistencia  haya  sido  inútil,  pues 
nunca  el  enemigo  es  buen  juez  para  fallar  esta  causa. 
La  prueba  de  que  una  resistencia  es  importante ,  se 
puede  calcular  por  la  insistencia  en  el  ataque. 

Determinada  ya  la  manera  en  que  afectan  á  las 
personas  los  derechos  que  la  guerra  produce ,  exami-  . 
nemos  ahora  cómo  estos  derechos  se  ejercen  sobre  las 
cosas. 
Las  cosas  que  están  sujetas  á  las  lej^es  de  la  guer-    Derechos  de 
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ra  ,  pueden  pertenecer  a  la  nación  enemiga^  ó  á  los  las  cosas  de  la 
,.      1  nación  enemí- 
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C!oii  respecto  á  las  cosas  pertenecientes  á  la  nación 
enemiga ,  desde  luego  se  comprende  que  sea  licito  á 
toda  potencia  beligerante  invadir  el  territorio  de  su 
adversario  para  hacer  que  los  estragos  de  la  guerra 
pesen  sobre  el  pais  enemigo,  y  para  poder  procurar- 
se los  recursos  que  en  otro  caso  aprovecharía  el  con- 
trario como  señor  del  territorio.  Tiene  igualmente  de- 
recho de  poner  sitio  á  las  plazas  enemigas,  y  de  esta- 
blecer en  los  sitios  ó  bloqueos  las  reglas  de  incomuni- 
cación que  estime  convenientes  para  el  éxito  de  sus 
operaciones  ;  y  sobre  todo  es  natural  que  le  sea  per- 
mitido apoderarse  de  la  cosa  que  sea  objeto  de  la 
guerra. 

Para  poder  distinguir  bien  los  derechos  que  crea 
la  guerra  con  respecto  alas  cosas  del  enemigo,  se  debe 
partir  del  principio  de  que  el  beligerante  que  invade 
el  territorio  de  su  enemigo,  sustituye  accidentalmente 
su  soberanía  á  la  del  señor  territorial  en  los  lugares 
que  ocupa ,  de  suerte ,  que  todo  lo  que  sea  lícito  al 
señor  territorial  en  las  circunstancias  extraordinarias 
de  la  guerra ,  lo  es  también  al  invasor,  sin  otra  modi- 
ficación que  la  que  impone  la  ley  Ae  las  naciones  do 
no  hacer  mas  mal  al  enemigo  que  el  estrictamente  ne- 
cesario para  el  éxito  de  las  operaciones  militares. 

De  este  principio  de  la  sustitución  de  soberanía, 
se  deduce  que  es  lícito  á  todo  invasor  apoderarse  ,  no 
solo  del  territorio  invadido,  como  hemos  dicho,  sino 
de  las  rentas  públicas  del  Estado,  y  de  los  efectos  de 
boca  y  de  guerra  destinados  á  los  ejércitos  enemigos. 

Aunque  con  arreglo  á  los  estrictos  principios  sea 
lícito  embargar  los  créditos  que  tenga  el  gobierno  ene- 
migo contra  nuestros  propios  subditos,  sin  embargo  la 
práctica  tiene  establecido  en  favor  del  comercio ,  que 
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no  solo  sea  sagrada  la  fé  pública  de  las  letras  de  cam- 
Ijío,  sino  que  lo  sea  la  de  los  créditos  ó  depósitos  que 
puedan  existir  entre  los  dos  gobiernos  beligerantes. 

La  ley  de  la  guerra  condena  las  devastaciones, 
como  un  lujo  de  ferocidad :  sin  embargo,  pueden  ocur- 
rir circunstancias  en  la  guerra  que  hagan  justificables 
estos  estragos.  Un  ejército  que  no  puede  llevar  consi- 
go ciertas  provisiones,  y  que  de  abandonai'las  han  de 
servir  á  su  enemigo  para  continuar  su  persecución, 
puede  inutilizarlas.  Es  mas  ,  un  ejército  que  solo  pue- 
de conseguir  su  salvación  arrasando  una  estensiou  de 
territorio  que  sirva  de  barrera  al  enemigo,  puede  lle- 
gar á  este  extremo.  Pero  la  ley  de  las  naciones  no  jus- 
tifica una  medida  que  lleva  consigo  la  ruina  de  milla- 
res de  familias  inocentes ,  sino  en  casos  muy  claros, 
en  circunstancias  muy  urgentes  ,  y  cuando  la  devas- 
tación se  limite  á  lo  estrictamente  necesario,  respetando 
los  monumentos  de  las  artes  ,  que  no  son  solo  objetos 
de  la  gloria  de  una  nación,  sino  patrimonio  de  la 
ilustración  del  género  humano. 

Por  esta  misma  consideración  está  condenado  el 
bombardeo  de  las  plazas ,  mientras  se  puedan  atacar 
sus  fortificaciones ,  porque  en  los  estragos  que  produ- 
ce el  bombardeo,  no  cabe  medida  ni  designación.  La 
destrucción  gratuita  solo  puede  ser  justificable  cuando 
se  impone  como  pena  contra  una  nación  bárbara.  Contra 
estas  naciones  que  viven  del  saqueo,  puede  acontecer  * 

que  sean  indispensables  actos  de  severidad  y  castigos 
ejemplares. 

Además  del  derecho  que  dá  la  guerra  para  apro-    Del  derecho 
vecharse  de  las  cosas  del  enemigo  con  el  fin  de  de-  ®  ^^^^^ 
bilitarlo,  y  de  indemnizarse  de  los  gastos  que  ella  oca- 
siona, lo  dá  también  para  conservar  las  cosas  ocupa- 
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das.  Este  derecho  de  conservar  las  cosas  del  enemigo, 
se  llama  conquista. 

Todo  beligerante  puede,  por  el  derecho  de  conquis- 
ta ,  conservar  las  adquisiciones  que  ha  hecho  sobre  el 
enemigo  durante  la  guerra,  tanto  para  indemnizarsedel 
valor  de  la  cosa  que  ha  sido  objeto  de  la  guerra,  y  de 
los  gajstos  ocasionados  por  ésta ,  como  para  constituir 
en  estas  conquistas  una  garantía  de  los  tratados  de  paz. 

La  medida  de  estas  adquisiciones  está  en  la  con- 
ciencia de  los  beligerantes,  porque  no  existiendo  tri- 
bunal que  pueda  juzgar  sobre  su  equidad,  &  ellos  toca 
pesarla  en  el  fuero  interno,  supuesto  que  en  el  ex- 
terno la  adquisición  queda  legitimada  por  las  leyes  de 
la  guerra.  Pero  satisfechas  las  indemnizaciones,  y  cum- 
plidas las  cláusulas  del  tratado  de  paz ,  deben  devol- 
verse las  plazas  ó  territorios  conquistados.  El  retener- 
los en  este  caso,  es  una  verdadera  usurpación  ,  y  una 
infracción  del  derecho  de  gentes. 

Sobre  los  bienes  inmuebles,  territorios  ó  plazas  con- 
quistadas, no  se  adquiere  mas  derecho  que  el  de  po- 
sesión, pues  que  la  conquista  se  ha  de  devolver  llegada 
la  paz.  Para  que  la  conquista  pueda  producir  un  de- 
recho de  plena  y  estable  propiedad,  es  preciso  que  sea 
confirmada  por  un  tratado  ó  robustecida  por  la  pres- 
cripción ;  de  suerte ,  que  en  ambos  casos  no  es  la  con- 
quista la  que  produce  el  derecho  de  propiedad ,  sino 
la  cesión  explícita  ó  tácita  de  la  nación  á  quien  perte- 
necía el  pais  conquistado. 

Los  Estados  adquiridos  de  esta  suerte ,  pasan  á  la 
soberanía  del  conquistador  en  los  mismos  términos  y 
con  la  misma  distribución  de  propiedades  que  tenían 
antes,  pues  la  propiedad  de  los  particulares  no  perece 
por  la  conquista. 
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Cuando  la  conquista  comprende  nn  Estado  ó  na- 
ción, si  ésta  se  ha  sometido  voluntariamente  al  con- 
quistador, cuando  suelve  á  ser  reconquistada  por  su 
antiguo  señor,  no  tiene  derecho  á  ser  restablecida  en 
su  antigua  condición,  sino  que  queda  sujeta  á  la  vo- 
luntad del  vencedor.  Pero  si  durante  la  dominación  del 
enemigo  solo  ha  cedido  la  resistencia  por  la  fuerza,  en- 
tonces, llegado  el  caso  de  la  reconquista,  debe  ser  res- 
tablecida en  su  antiguo  estado. 

Cuando  se  devuelve  una  conquista  en  virtud  de  un 
tratado  de  paz,  se  entiende  que  el  conquistador  no  se 
puede  reservar  ninguna  parte  sino  entregarla  tal  como 
la  conquistó,  salvas  las  alteraciones  naturales. 

En  las  cosas  pertenecientes  á  los  enemigos  particu- ,  Derechos  de 

^  o      j^  la  guerra  sobre 

lares,  la  regla  es  diferente  según  que  la  guerra  es  ma-  las  cosas  de  ios 

^  ^  010  enemigos  par- 

TÍtima  ó  terreste.  De  las  marítimas  hablaremos  en  el  «calares, 
título  inmediato;  en  cuanto  á  las  terrestres,  es  preciso 
distinguir  la  cosas  muebles  de  las  inmuebles. 

Con  respeto  á  las  primeras ,  mas  que  derecho  lo 
que  existe  en  la  práctica  es  un  abuso,  pues  solo  de  abu- 
so se  puede  calificar  el  acto  de  despojar  al  enemigo  de 
las  cosas  que  tiene  en  su  poder.  Cualesquiera  que  sean 
las  circunstancias  del  enemigo,  las  leyes  de  la  guerra 
determinan  su  condición,  pero  nunca  justifican  el  ro- 
bo. El  botin  no  puede  menos  de  considerarse  como  un 
resultado  de  l,a  indisciplina,  porque  el  soldado  que  es- 
tá atendido  en  sus  necesidades  ,  si  obra  por  el  interés 
del  pillage,  se  convierte  en  un  bandolero  de  su  gobierno. 

Siendo  esta  regla  inalterable ,  fácil  es  de  compren- 
der hasta  qué  punto  condene  el  derecho  de  gentes  los 
saqueos  que  en  algunas  ocasiones  se  permiten  al  sol- 
dado sobre  las  poblaciones  indefensas.  Pero  con  todo, 
uiugun  gobierno  puede  ser  responsable  de  esta  cla- 
20 
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se  de  desastres  cuando  no  proceden  de  su  Voluntad, 
sino  que  son  el  resultado  de  la  confusión  y  de  la  li- 
cencia que  no  sea  fácil  reprimir  en  momentos  de  cou- 
flicto.  A  una  plaza  tomada  por  asalto  no  es  dable  sal- 
varla de  la  ferocidad  del  soldado  vencedor ;  y  cuando 
sobrevienen  tales  calamidades ,  forzoso  es  apartar  la 
vista,  mientras  no  se  pueden  recoger  las  riendas  de  la 
subordinación. 

Con  respecto  á  las  cosas  inmuebles  de  los  particu- 
lares, el  derecho  de  gentes  por  regla  general  prohibe 
la  confiscación.  Puede  el  invasor  gravar  esta  propiedad 
con  impuestos  que  le  ayuden  á  soportar  los  gastos  de 
la  guerra ,  pero  no  le  es  licito  apoderarse  de  ella ,  por- 
que seria  dar  á  su  soberanía  mas  latitud  que  la  que  te- 
nia la  del  señor  territorial.  El  enemigo  inofensivo,  sea 
nacional  ó  extrangero^  si  paga  sumisamente  lo  que  se  le 
exije  por  su  propiedad ,  y  obedece  la  nueva  soberanía 
del  invasor,  tiene  derecho  á  que  se  respeten  su  perso- 
na y  sus  bienes. 

Como  las  contribuciones  derramadas  sobre  un  pais 
ocupado,  se  fundan  en  que  el  invasor  impone  su  sobe- 
ranía por  la  fuerza ,  por  lo*  mismo  desde  el  momento 
que  ésta  desaparece ,  cesa  la  soberanía  y  con  ella  el 
derecho  de  cobrar  los  impuestos. 

Esta  regla  solo  tiene  aplicación ,  como  hemos  indi- 
cado, á  las  guerras  terrestres,  pues  en  las  marítimas  la 
propiedad  de  los  particulares  es  confiscable.  Fúndase 
esta  diferencia  en  que  en  las  guerras  marítimas  no  hay 
otro  medio  de  debilitar  á  un  enemigo  que  encierra  en 
sus  puertos  las  escuadras  y  esquiva  el  combate  sino 
el  de  destruir  su  navegación  y  su  comercio.  Este  pun- 
to se  tratará  con  mas  ostensión  al  hablar  del  derecho 
marítimo. 


Digitized  by 


Google 


—  155  — 

Tampoco  es  lícita  la  confiscación  de  la  propiedad 
de  los  extranjeros  residentes  en  el  país  enemigo,  por- 
que, como  se  ha  manifestado  en  otro  lugar,  esta  clase 
de  enemigos  se  ha  establecido  en  el  país  b^jo  la  g%- 
r?intía  de  la  paz  y  del  derecho  de  gentes. 

Hemos  dicho  que  las  leyes  de  la  guerra  condenan 
por  punto  general  la  confiscación  de  los  bienes  inmue- 
bles de  los  particulares ;  pero  hay  una  clase  de  enemi- 
gos contra  los  cuales  es  licita  esta  p^na.  Los  enemigos 
voluntarios,  que  sin  ser  llamados  por  la  ley  se  consa- 
gran &  hacer  la  guerra,  quedan  sujetos  á  la  discreción 
del  enemigo  y  á  la  confiscación  de  sus  bienes.. 

De  la  misma  manera  que  las  cosas  pertenecientes    Deíadevoio- 

clon  de  las  co- 

á  la  nación  enemiga,  ocupadas  ó  conquistadas  duran-  sasocapadasá 
te  la  guerra  terrestre,  pasan  solo  temporalmente  á  po-  res. 
der  del  conquistador,  y  sin  que  sobre  ellas  adquiera 
éste  un  verdadero  derecho  de  propiedad,  hasta  que  su 
dominio  se  consolida  por  la  prescripción  ó  por  los  tra- 
tados ,  así  en  las  que  se  ocupan  ó  apresan  á  los  parti- 
culares en  esta  clase  de  guerras  procede  también  la 
devolución  al  restablecerse  la  paz  aunque  enagenadas 
por  el  conquistador  hayan  pasado  á  manos  de  nuevos 
poseedores ,  porque  el  vencedor  no  pudo  trasmitir  á 
otros  derechos  que  él  no  tenia. 

Solo  se  esceptuan  de  esta  regla  las  cosas  muebles 
que  no  pertenecen  &,  la  clase  de  alhajas  de  gran  valor 
y  mérito  sobresaliente,  cuyo  paradero  sea  fácil  de  des- 
cubrir; pues  las  demás  el  derecho  las  considera  perdi- 
das por  la  dificultad  que  hay  en  encontrarlas. 
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CAPÍTULO  xm. 


Dq  la  suspensión  de  hostilidades  y  de  la  tregua^  de  las 
capitulaciones  y  de  la  paz. 


8io^de?olui^       Conviene  á  las  veces  dar  algún  descanso  á  los  ejér- 
írwfa^  ^®  **  citos,  bien  por  causa  de  las  estaciones,  bien  para  repo- 
nerse de  pérdidas  comunes  que  les  imposibilitan  de  con- 
tinuar sus  movimientos,  ó  bien  para  dar  lugar  á  la  cal- 
ma, que  suele  ser  precursora  de  la  paz. 

Cuando  esta  paz  aparente  es  de  corta  duración  se 
llama  suspensión  de  hostilidades:  cuando  comprendeun 
período  mas  largo  se  llama  tregua :  de  suerte  que  la 
suspensión  de  hostilidades  y  la  treguasen  iguales  en  sus 
efectos,  y  no  terminan  la  guerra. 

Cuando  la  tregua  es  por  muchos  años  ó  ilimitada, 
puede  considerarse  bajo  cierto  punto  de  vista  como 
una  verdadera  paz,  pues  la  diferencia  que  existe  entre 
esta  tregua  y  la  paz,  es  que  aquella  suspende  la  guer- 
ra sin  resolver  la  cuestión  que  la  ocasionó,  y  ésta  la 
termina  definitivamente. 

Los  Estados  beligerantes  que  necesitando  terminar 
la  guerra  no  pueden  entenderse  ni  avenirse  sobre  las 
condiciones  de  la  paz,  pueden  apelar  á  la  tregua  como 
un  medio  de  que  cesen  las  hostilidades  reservándose 
cada  parte  sus  derechos  respectivos ,  porque  la  tregua 
deja  todas  las  cuestiones  in  statu  quo. 

La  tregua  como  la  suspensión  de  hostilidades  son 
verdaderas  operaciones  militares,  y  como  tales  entran 
en  el  círculo  de  atribuciones  de  lo?  jefes  de  los  ejér- 
citos. Pero  una  tregua  ilimitada  ó  por  mucho  tiempo 
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como  pone  fin  á  la  guerra,  no  puede  ajustarse  sin  ple- 
nos poderes  de  los  gobiernos  ,  ni  tiene  fuerza  sino  des- 
pués de  ratificada,  pues  el  hacer  la  paz,  lo  mismo  que 
declararla  guerra,  es  privativo  de  los  gobiernos  en  quie- 
nes reside  la  soberanía ;  y  derechos  de  tanta  impor- 
tancia no  se  pueden  suponer  comprendidos  en  las  fa- 
cultades de  ningún  funcionario  por  elevada  que  sea  su 
categoría. 

I^a  tregua  obliga  á  los  gobiernos  desdo  el  momento 
en  que  la  consienten,  y  á  los  subditos  cuando  se  publi- 
ca solemnemente.  Por  tanto,  si  después  de  hecha  la  tre- 
gua se  comete  por  éstos  algún  acto  de  hostilidad,  pro- 
cede investigar  si  el  violador  tenia  ó  no  conocimiento 
oficial  de  la  tregua.  Si  lo  tenia,  queda  sujeto  á  la  jus- 
ticia de  su  país  por  haber  faltado  á  la  ley,  y  obligado 
á  indemnizar  los  daños  que  haya  ocasionado.  En  Es- 
paña, por  el  artículo  149  del  CkJdigo  penal ,  tiene  el 
\íolador  de  la  tregua  designada  la  pena  de  reclusión 
temporal.  Si  no  le  constaba  oficialmente  la  tregua,  que- 
da el  violador  absuelto  de  pena  y  de  indemnización, 
pero  sujeto  su  gobierno  á  devolver  la  presa  ,  á  anular 
la  confiscación,  y  á  abonar  las  competentes  indemniza- 
ciones, si  por  falta  de  publicar  la  tregua  ocurrió  la  vio- 
lación. En  tales  casos,  aunque  las  hostilidades  se  rom- 
pan por  los  particulares  ,  la  tregua  continua  porque  la 
sostienen  los  gobiernos. 

Para  evitar  dudas  sobre  la  duración  de  la  tregua 
cuando  ésta  es  de  poco  tiempo,  se  debe  fijar  el  dia  y 
la  hora  en  que  ha  de  principiar  ó  concluir,  y  estable- 
cer un  plazo  para  que  pueda  llegar  á  noticia  de  los  que 
residen  á  largas  distancias. 

Durante  la  tregua,  cada  beligerante  es  libre  de  ha-        Derechos 

cer  en  sus  Estados  todo  aquello  que  podría  hacer  en  queeinanan"de 

la  tregua. 
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tiempo  de  paz,  por  manera  que  puede  armar  ejércitos, 
fortificar  plazas,  y  aumentar  sus  medios  militares;  y  es- 
to no  solo  en  sus  verdaderos  Estados,  sino  en  los  que 
ocupa  á  consecuencia  de  la  guerra ,  porque  en  éstos, 
como  hemos -dicho,  el  invasor  sustituye  su  soberanía  á 
la  del  señor  territorial,  y  la  tregua  en  nada  altera  es- 
ta situación  pues  que  deja  las  cosas  in  statu  quo. 

Por  regla  general ,  no  es  licito  durante  la  tregua 
aprovecharse  de  la  suspensión  de  las  hostilidades  para 
hacer  sin  riesgo  cosas  perjudiciales  al  enemigo  que  no 
se  habrían  podido  emprender  con  seguridad  en  medio 
de  ellas.  Por  esta  razón,  no  es  permitido  durante  la 
tregua  el  continuar  las  obras  de  ataque  ó  fortificación 
de  una  plaza  sitiada ,  que  no  se  habrían  podido  conti- 
nuar bajo  el  fuego  de  sus  baterías;  asi  como  es  permi- 
tido verificar  aquellos  reparos  interiores  que  habrian 
sido  practicables  en  medio  de  las  hostilidades.  La  es- 
plicacion  de  esta  regla  se  deduce  de  la  necesidad  y  de 
la  conveniencia;  porque  si  la  tregua  autorizase  para 
aumentar  las  fortificaciones  esteriores  de  una  plaza  ó 
de  un  campo,  el  enemigo  que  fuese  testigo  de  esta  acu- 
mulación de  medios  de  guerra,  difícilmente  podría  con- 
sentir su  preparación;  las  treguas  acabarían  por  ser  im- 
posibles, y  la  humanidad  se  prívaría  de  tan  importan- 
te medio  de  conciliación. 

Algunas  veces  se  suele  convenir  en  unalimitada  sus- 
pensión de  hostilidades,  con  el  objeto  de  retirar  del  cam- 
po de  batalla  los  heridos  y  los  muertos  de  los  dos  ejér- 
citos. Si  durante  esta  suspensión,  que  solo  se  reduce  á 
no  hacer  uso  de  las  armas,  pero  conservando  cada  cual 
su  posición,  uno  de  los  ejércitos  logra  engañar  al  ene- 
migo y  se  retira,  usa  de  un  ardid  de  guerra  lícito,  por- 
que se  ha  salvado  de  una  situación  peligrosa  sin  valer- 
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se  de  medios  odiosos.  Pero  si  por  el  contrario  se  ade- 
lanta, y  mejorando  su  posición  lo  ataca  con  ventaja,  abu- 
sa con  deslealtad  abominable  de  la  caballerosidad  de 
su  contrario,  y  de  la  causa  mas  sagrada  que  puede 
ofrecerse  en  la  guerra  para  suspender  las  hostilidades. 
'  Infiérese  de  lo  dicho,  que  durante  la  tregua  no  es 
lícito  apoderarse  de  los  lugares  disputados:  sin  embar- 
go, si  durante  la  tregua  el  enemigo  abandonase  algu- 
na parte  del  territorio  que  ocupaba  al  tiempo  de  las 
hostilidades,  puede  el  otro  ejército  apoderarse  de  él, 
pues  debe  suponerse  que  no  se  causa  perjuicio  en  apro- 
vecharse de  lo  que  otro  abandona. 

Como  la  tregua  no  termine  definitivamente  la  guer-    stcuacion  de 
ra,  de  aquí  es,  que  los  prisioneros  no  tienen  derecho  por  dmanic?" tíe- 
ella  á  su  libertad:  pero  puédeseles  dar  permiso  para  re-  *^* 
gresar  á  su  país  bajo  palabra  de  honor  de  volver  á  pre- 
sentarse al  principiar  las  hostilidades.  Durante  la  tre- 
gua se  pueden  comxmicar  los  enemigos  en  uno  y  otro 
campo,  y  está  en  las  facultades  de  los  jefes  de  los  ejér- 
citos el  conceder  ó  negar  estas  comunicaciones. 

La  tregua  no  solo  se  rompe  por  volver  á  las  hostili-   cuando  se  cn- 
dades,  ó  por  hacer  alguna  de  las  cosas  que  no  son  licitas  iregua. 
durante  ella,  sino  por  admitir  la  sumisión  de  algún  pue- 
blo que  pertenecía  al  enemigo,  cuando  se  emplea  la  se- 
ducción para  desmoralizar  al  soldado  enemigo,  y  cuan- 
do se  hacen  secuestros  ó  confiscaciones  sobre  los  bie- 
nes de  los  enemigos,  sin  que  éstos  hayan  dado  ocasión 
por  su  conducta  durante  la  tregua,  porque  todos  estos 
actos  son  una  verdadera  continuación  de  las  hostilida- 
des. Si  uno  de  los  gobiernos  comprometidos  en  la  tre- 
gua se  niega  á  hacer  justicia  á  las  reclamaciones  que 
con  motivo  de  violación  le  dirija  el  otro,  entonces  se 
bace  cómplice  de  esta  violación ,  y  da  lugar  á  que  se 
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considere  rota  la  tregua,  y  á  que  su  adversario  apele 
k  las  armas  para  vengar  la  injuria  que  se  le  hace,  fal- 
tando á  la  obligación  de  un  tratado  y  abusando  de  su 
buena  fé. 

Los  desertores  que  durante  la  tregua  se  presentan 
á  sus  ejércitos,  pueden  ser  admitidos  y  aun  castigados 
sin  que  se  entienda  rota  la  tregua ,  porque  este  no  es 
un  acto  de  hostilidad,  sino  el  ejercicio  de  la  discipli- 
na interior  de  los  ejércitos ,  que  puede  verificarse  lo 
mismo  en  tiempo  de  paz,  que  durante  las  hostilidades. 
Deiarenova-       Por  Último  la  tregua  termina  naturalmente  cuando 
imdades**d^  SO  concluye  el  plazo,  ó  por  la  muerte  de  imo  de  los 
cUiWaiaV^  soberanos  que  la  ajustó,  á  diferencia  del  tratado  de 
paz  que  obliga  á  los  sucesores.  Cuando  concluye  la 
tregua  de  una  manera  regular,  asi  como  al  principiar 
la  guerra ,  se  da  un  plazo  &  los  enemigos  para  retirar- 
se á  su  pais ,  así  al  terminar  la  tregua  debe  conce- 
derse de  la  misma  manera  á  los  que  por  cualquier  ac- 
cidente no  se  hayan  podido  restituir  á  sus  campos  res- 
pectivos. 
De  las  capí-       ^^^^  ^e  los  pactos  que  se  celebran  en  las  guerras, 
puedeíTafusto?  ^^  ^^  Capitulación.  Sobre  esta  clase  de  transacciones 
ejérciíS.^^  '^  conviene  saber  que  todo  gobernador  de  plaza ,  así  co- 
mo todo  general  de  ejército,  se  entiende  que  está  re- 
vestido de  los  poderes  necesarios  para  capitular  sobre 
la  rendición  de  estos  puntos  fortificados  ,  asi  como  so- 
bre las  condiciones  y  circunstancias  con  que  se  ha  de 
verificar  la  entrega;  es  decir,  si  la  guarnición  ha  de  que- 
dar prisionera  ó  ha  de  salir  con  los  honores  de  la  guer-* 
ra;  qué  garantías  se  han  de  ofrecer  á  los  habitantes  para 
la  seguridad  de  sus  personas  y  de  sus  bienes,  para  el 
libre  ejercicio  de  su  religión,  y  sobre  todas  las  demás 
condiciones  anejas  á  la  posesión  de  la  plaza. 
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Hablamos  de  la  posesión ,  pues  con  respecto  íi  la 
propiedad  ,  no  pueden  los  jefes  de  los  ejércitos  dispo- 
ner de  ella,  pqrque  esta  facultad  ,  como  emanación  de 
la  soberanía  nacional ,  corresponde  exclusivamente  á 
los  gobiernos.  Así  es  que  no  sería  válida  la  capitulación 
en  que  se  pactase  por  un  gobierno  que  la  plaza  en- 
tregada no  podría  jamás  ser  recobrada  por  su  antiguo 
dueño. 

Cuando  un  general  estipula  sobre  cosas  que  no  es- 
tán en  el  límite  de  sus  atribuciones  ,  lo  que  pacta  no 
os  obligatorio  hasta  que  obtiene  la  sanción  de  su  go- 
bierno. Si  éste  lo  desaprueba,  queda  desde  luego  nula 
la  estipulación.  Pero  cuando  los  convenios  que  se  hacen 
en  la  guerra,  sean  treguas  ó  capitulaciones,  están  ajus- 
tados á  las  facultades  de  los  jefes  que  los  hacen,  enton- 
ces son  sagrados  con  arreglo  á  los  principios  del  dere- 
cho de  gentes,  porque  de  no  guardarse  la  fé  de  los 
pactos  militares,  las  guerras  serian  interminables. 

Sobre  este  punto  es  fácil  de  comprender  que  si  en 
los  tiempos  de  paz  la  recíproca  conveniencia  de  las 
naciones  exige  que  sean  sagradas  sus  promesas  ,  con 
mas  motivo  deben  serlo  durante  la  guerra ,  porque  la 
guerra  no  releva  á  las  naciones  de  su  probidad,  y  por- 
que de  faltarse  á  ella ,  las  guerras  no  podrían  tener 
término,  sino  con  la  absoluta  destrucción  de  uno  de 
los  Estados  beligerantes. 

El  pacto  mas  importante  á  que  dá  lugar  la  guer-   De  la  paz. 
ra ,  es  el  de  la  paz,  porque  es  el  que  pone  término, 
y  vuelve  la  spciedad  á  su  natural  estado,  en  que  los 
intereses  se  litigan  con  las  armas  de  la  razón,  y  no  con 
las  de  la  violencia. 

Como  las  guerras  compliquen  tanto  las  relacioiies    Sdo  ío»^ 
y  los  intereses  de  los  Estados,  de  aquí  es  que  la  paz  «Jostor  la  paz. 
21 
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no  se  verifica  sin  consignar  sus  condiciones  en  tratados 
solemnes.  Por  consiguiente,  todos  los  requisitos  que  se 
exigen  para  la  formalidad  de  un  tratado,  son  también 
indispensables  para  ajustar  el  de  paz  ;  y  sobre  todo  el 
de  que  solo  se  puede  hacer  de  gobierno  á  gobierno  se- 
gún la  distribución  de  los  poderes  consignados  en  la 
ley  fundamental  del  Estado. 

Los  poderes  públicos  que  acuerden  el  convenio  de 
pa/.,  tienen  en  virtud  de  su  imperio,  sobre  las  perso- 
nas y  las  cosas  pertenecientes  al  Estado ,  la  facultad 
de  disponer  de  ellas  en  el  tratado ,  porque  reasumien- 
do estos  poderes  la  representación  de  la  soberanía  na- 
cional 5  puede  decidir  si  con\dene  mas  continuar  los 
sacrificios  de  la  guerra,  ó  limitar  éstos  al  de  algunos 
individuos  en  beneficio  de  la  sociedad  general.  Cuando 
se  opta  por  este  último  partido,  es  decir,  cuando  los 
intereses  de  algunos  individuos  quedan  sacrificados  al 
interés  general ,  el  Estado  que  reporta  el  beneficio  de 
la  paz,  debe  indemnizar  á  los  particulares  que  han  sido 
la  víctima. 

El  tratado  de  paz  es,  como  todos  los  tratados,  obli- 
gatorio para  ambas  partes  contratantes,  sin  que  pueda 
dejar  de  cumplirse  porque  haya  sido  impuesto  por  la 
fuerza ;  pues  tal  es  la  condición  de  la  guerra  y  de  to- 
dos los  actos  que  de  ella  se  derivan.  Cuando  se  acep- 
ta un  tratado  de  paz,  debe  suponerse  que  asi  convie- 
ne al  que  lo  acepta,  por  las  concesiones  que  contiene, 
y  por  los  conflictos  de  que  le  salva ;  y  un  tratado  que 
salva  del  peligro,  y  que  asegura  la  posesión  de  lo  que 
sin  él  se  habría  perdido,  debe  observarse  religiosamen- 
te. Esto  no  obsta  para  que  no  pueda  un  día  romper- 
se un  tratado  de  paz  ,  en  el  que  se  imponen  condicio- 
nes que  envuelven  la  ruina  ,  y  que  llevan  consigo  la 
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i¿,momiiiia  del  Estado,  ponjue  el  que  las  iiin»iiso  abusó 
de  su  triuufo,  y.  sobre  bases  indi¿i;nas  no  se  establece 
una  paz  durable. 

Tampoco  es  obligatorio  el  tratado  de  paz  hecho  por 
un  monarca  prisionero,  si  no  lo  ratifica  después  de 
vuelto  á  su  libertad,  pues  si  bien  el  monarca  no  deja 
de  serlo  por  estar  prisionero,  sin  embargo,  mientras 
lo  está,  no  puede  administrar  sus  estados  ,  ni  consul- 
tar sus  intereses  en  un  negocio  tan  grave  ,  como  es  el 
ajustar  las  condiciones  de  la  paz. 

Los  tratados  de  paz  no  obligan  A  los  gobiernos  sino    cuando  niin- 
cuando  están  ratificados  ,  ni  d  los  particulares  basta  cjoi^e  ios  tra- 
que se  publican.  Si  después  de  concluido  el  tratado  de  *^^^^  ^^  ^^^' 
paz  se  comete  alguna  hostilidad  por  individuos  que  ig- 
noran este  hecho,  sucede  lo  mismo  que  cuando  se 
rompe  la  tregua  por  ignorancia.  Si  en  esta  ignorancia 
no  tiene  culpa  alguna  el  gobierno,  entonces  no  proce- 
de reparación,  y  como  accidente  imprevisto  pesa  ex- 
clusivamente sobre  aquel  h  quien  ocurre.  Para  evitar 
éste  y  otros  inconvenientes,  la  práctica  en  estos  últi- 
mos tiempos  tiene  establecido,  que  ant^s  de  tratar  de 
las  condiciones  de  paz  ,  se  suspendan  las  hostilidades 
por  medio  de  un  armisticio,  en  el  que  se  suelen  ya 
acordar  las  bases  preliminares.  Por  este  medio  se  con- 
sigue además  facilitar  mucho  las  negociaciones ,  por- 
que cada  beligerante  toma  su  posición  fija ,  y  de  ella 
parte  para  negociar,  cuando  de  continuar  las  hostili- 
dades, los  repetidos  hechos  de  armas  alteran  todos  los 
dias  la  situación  de  unos  y  otros  ,  y  por  consiguiente 
les  obligan  á  cambiar  de  miras  y  de  pretensiones  en 
la  negociación. 

Cuando  en  una  guerra  han  tomado  parte  algunos 
aliados  ,  la  parte  principal  no  de])e  hacer  la  paz  sin 
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contar  con  ellos ,  pues  sería  una  perfidia  entregar  á 
las  venganzas  del  enemigo  un  auxiliar,  que  bien  por 
simpatías  ó  por  ser  fiel  á  sus  compromisos,  ha  acepta- 
do todos  los  males  é  inconvenientes  de  la  guerra.  Si 
en  el  tratado  de  paz  hecho  por  la  parte  principal ,  es- 
tán comprendidos  los  aliados  sin  haberse  contado  con 
ellos  ,  no  les  será  obligatorio  este  tratado  si  no  lo  rati- 
fican y  confirman. 

Cuando  una  potencia  no  ha  sido  solo  auxiliar  en  la 
guerra,  sino  que  ha  tomado  una  parte  directa  y  prin- 
cipal en  ella,  entonces  debe  hacer  por  si  su  tratado  de 
paz.  Si  un  beligerante  de  esta  clase  se  vé  en  la  preci- 
sión de  hacer  la  paz ,  debe  ponerse  de  acuerdo  con 
sus  aliados  ,  y  si  no  lo  pudiese  conseguir,  el  derecho 
de  gentes  le  autoriza  para  hacerla  por  sí  solo,  pues 
no  hay  ninguna  ley  que  obligue  á  un  pueblo  á  sostener 
la  guerra  por  intereses  extraños, 
consecuen-       ^a  paz,  además  de  poner  término  á  la  guerra,  ter- 
que  lc^m1na^'a  niina  la  cucstion  que  provocó  la  guerra  y  todas  las  con- 
&a  que  iVnwií^^^  secuencias  de  ésta ,  de  tal  suerte ,  que  sobre  un  he- 
^^'  cho,  sobre  una  diferencia  que  provocó  una  guerra, 

no  se  puede  volver  á  reclamar  después  de  la  paz  ,  ni 
tampoco  sobre  los  sucesos  que  tuvieron  lugar  durante 
las  hostilidades. 

La  paz  significa  el  completo  olvido  délo  pasado, 
y  la  renuncia  ó  la  satisfacción  de  todas  las  pretensio- 
nes que  dieron  m Argén  al  rompimiento,  pues  de  otro 
modo  para  insistir  en  los  antiguos  empeños  ,  hubiera 
bastado  una  tregua,  y  la  paz  habría  estado  de  mas.  De 
aquí  es  que  el  tratado  de  paz  se  rompe  por  volver  á 
tomar  las  armas  para  sostener  la  misma  pretensión  tran- 
sigida en  el  tratado  Pero  esto  no  obsta  para  que  se 
puedan  volver  A  romper  las  hostilidades  por  otra  can- 
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aa  distinta,  porque  ningún  gobierno  renuncia  al  dere- 
(^ho  de  sostener  sus  intereses  por  la  via  de  las  armas, 
por  el  hecho  de  haber  transigido  una  cuestión  en  un 
tratado  de  paz. 

Significando  la  paz,  como  hemos  dicho,  una  com-  Las  cosas  de 
pleta  reconciliación  y  olvido,  débese  inferir  que  que-  8o?ho"mérno 
dan  en  el  estado  en  que  se  encuentran  al  fin  de  la  guer-  pSz,  quedan  cu 
ra  las  cosas  de  que  no  se  ha  hablado  en  el  tratado  de  se^^cncucntron 
paz  ;  de  modo,  que  no  haciéndose  mención  en  él  de  ?a.  "  ^  *^"^*^ 
indemnizaciones,  se  debe  entender  que  quedan  condo-^ 
nadas  y  en  el  olvido. 

Siendo  una  regla  fija  que  las  cosas  sobre  que  no  se  ha 
estipulado  en  el  tratado  de  paz,  quedan  en  el  estado  que 
teuian  durante  la  guerra,  una  presa  hecha  en  el  último 
dia  de  la  guerra,  no  podrá  ser  represada  al  dia  siguien- 
te después  de  publicada  la  paz.  Pero  de  esta  regla  del 
derecho,  que  se  dirige  h  evitar  disensiones  que  den 
margen  á  que  se  renueven  las  hostilidades  ,  se  excep- 
túan las  propiedades  que  el  enemigo  enagena  durante 
su  ocupación,  pues  si  estas  ventas  no  se  confirman  ter- 
minantemente en  el  tratado  de  paz,  quedan  nulas  ,  y 
sus  antiguos  dueños  tienen  derechoíirevindicarlas,  cuyo 
derecho  se  llama  de  postliminio. 

Sobre  las  cuestiones  que  existian  antes  de  la  guer- 
ra ,  ó  que  han  surgido  durante  ella ,  relativas  A  inte- 
reses permanentes,  ágenos  en  la  situación  excepcional 
de  la  guerra ,  se  puede  siempre  reclamar,  porque  la 
paz  no  altera  las  relaciones  permanentes  de  los  Esta- 
dos ,  sino  que  transige  las  dificultades  y  los  conflictos 
que  emanaron  de  la  guerra. 

Las  obligaciones  que  un  invasor  contrajo  en  el  pais 
invadido  durante  su  ocupación,  si  no  las  acepta  el  go- 
bierno legitimo  al  hacer  la  paz,  debe  cumplirlas  el  que 
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las  coütrajo,  porque  este  no  es  el  caso  de  ohidar  agra- 
vios ui  perdonar  perjuicios  de  la  guerra  ,  sino  de  cum- 
plir obligaciones  contraidas  legalmente. 
La  guerra       Couio  uno  de  los  efectos  de  la  guerra  sea  el  de 

anula  los  Irala-  ^ 

dos  anteriores,  anular  todos  los  tratados  que  formaban  la  legislación 
internacional  entre  los  Estados  beligerantes,  si  al  ajus- 
tarse la  paz  no  se  restablecen  terminantemente,  se  en- 
tiende que  caducan.  La  razón  porque  estos  tratados 
.  perecen  con  la  guerra ,  es  porque  están  hechos  para 
^  la  paz  ,  y  porque  siendo  licito  apoderarse  de  cuanto 
pertenece  al  gobierno  enemigo,  con  mas  motivo  se  le 
puede  privar  de  los  derechos  que  emanan  de  los  tra- 
tados. 

Cuando  en  el  tratado  de  paz  se  estipula  que  las 
cosas  se  han  de  restablecer  en  el  estado  que  teniau 
antes  de  la  guerra ,  se  entiende  de  las  cosas  inmue- 
bles 5  y  de  las  muebles  de  tal  valor  y  mérito  que  no 
se  pueda  suponer  el  estravio;  pues  el  botín  de  los  ej(h'- 
citos  por  su  naturaleza  no  se  puede  sujetar  A  la  devo- 
lución. Con  respecto  á  las  cosas  sobre  que  ha  de  ve- 
rificarse la  restitución ,  solo  exige  el  derecho  que  se 
entreguen  en  el  estado  en  que  han  quedado  de  resul- 
tas de  la  guerra ,  sin  obligación  de  reparar  los  estra- 
gos de  ésta  ,  ui  derecho  para  desmantelarlas  antes  d(^. 
verificar  la  entrega. 

Concluiremos  nuestras  explicaciones  sobre  los  tra- 
tados de  paz  ,  manifestando  que  en  el  caso  de  dudaís 
sobre  su  interpretación  ,  debe  hacerse  ésta  siempre  en 
contra  del  que  dictó  ó  impuso  las  condiciones  del  tra- 
tado, pues  asi  lo  exige  la  equidad. 
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C^\PÍTULO  XIV. 
De  la  guerra  dril  y  de  la  amm'sHa, 

Cuando  una  parte  de  un  Estado  toma  las  armas  con-  Diferencia  en- 
tra el  gobierno,  si  es  bastante  fuerte  para  resistir  su  c\s\\  y  laícbc- 
accion,  y  constituir  dos  parcialidades  de  fuerzas  equi- 
libradas ,  entonces  determina  la  existencia  de  la  guer- 
ra civil.  Si  los  conjurados  contra  el  gobierno  no  tienen 
luedios  para  hacerle  frente,  su  movimiento  no  pasa  de 
una  rebelión. 

Como  la  verdadera  guerra  civil  rompe  los  lazos  de 
la  sociedad  ,  dividiéndola  de  hecho  en  dos  sociedades  • 
independientes,  por  esta  consideración  tratamos  do  ella 
on  el  derecho  internacional ,  pues  formando  cada  par- 
tido como  una  nación  aparte,  deben  quedar  ambos  su- 
jetos Ji  las  leyes  de  la  guerra.  Esta  sujeción  á  la  ley  de 
las  naciones  es  tanto  mas  necesaria  en  las  guerras 
civiles  ,  porque  alimentando  éstas  mas  odios  y  resenti- 
mientos que  las  guerras  extranjeras,  necesitan  mas  del 
correctivo  del  derecho  de  gentes  para  templar  sus  es* 
tragos.  Si  en  las  guerras  entre  estrangeros  estA  consi- 
derado como  un  lujo  de  ferocidad  el  hacer  al  enemigo 
mas  mal  que  el  estrictamente  necesario,  cunnto  mas  lo 
ostarú  en  las  civiles  en  que  los  males  de  la  guerra  afec- 
tan al  propio  pais,  que  los  dos  partidos  aspiran  á  do* 
minar  ? 

En  las  guerras  civiles  no  deben  mezclarse  las  po-    De  la  ¡mor- 
tencias  extrangeras,  porque  esto  repugna  á  la  sebera- jeraquc es iící- 
iiia  é  independencia  do  toda  nación.  Sin  embargo,  la{5s^?¡vnef!*^*" 
intervención  extrangera  en  las  guerras  civiles,  puede 
ser  escusable  ,  cuando  el  interés  de  la  humanidad  la 
exija  evidentomonto  ,  ó  cuando  los  intereses  esencia- 
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les  de  un  Estado  so  dañen  por  la  guerra  civil  del  ve- 
cino. Pero  tanto  en  uno  como  en  otro  caso,  el  dere- 
cho de  gentes  consiente  la  intervención  con  tal  que  sea 
igual  para  los  dos  partidos,  es  decir,  no  hostilizando 
al  uno  y  protegiendo  al  otro,  y  sin  mas  objeto  que  el 
de  hacer  cesar  la  guerra.  Cuando  de  resultas  de  estas 
guerras  civiles  se  verifican  revoluciones  ó  trastornos 
políticos  en  los  Estados,  tampoco  tiene  derecho  ningún 
gobierno  extrangero  para  oponerse  á  tales  alteraciones, 
salvo  que  con  ellas  se  hayan  lastimado  sus  derechos. 
'  Una  protesta  que  deje  expedita  la  acción  para  reclamar 
cuando  convenga,  suele  ser  suficiente  en  estas  circuns- 
•  tancias. 
de^ia8™¿"ierraS  Cuando  las  guerras  civiles  no  terminan  por  la  divi- 
aínnfsiia  ^^  ^  ^^^^  permanente  del  Estado,  sino  por  el  triunfo  de  uno 
de  los  partidos,  ó  por  la  avenencia  amistosa  de  ambos, 
esta  terminación  en  vez  de  consignarse  en  un  tratado 
de  paz,  se  debe  garantir  por  una  amnistía.  La  amnistía 
significa  el  olvido  completo  de  lo  pasado,  igualando  la 
condición  política  y  gocial  del  vencido  á  la  del  vencedor. 
Como  el  tratar  de  la  amnistía  no  sea  propio  de  una  obra 
de  Derecho  Internacional ,  por  eso  nos  limitaremos  & 
muy  cortas  explicaciones. 

Publicada  una  amnistía,  no  es  lícito  á  ninguna  au- 
toridad judicial  ni  política  proceder  por  hechos  que  no 
habrían  merecido  castigo  si  la  causa  de  los  amnistiados 
hubiese  triunfado. 

No  están  comprendidos  en  la  amnistía  los  crímenes 
comunes,  ni  las  indemnizaciones,  porque  aunen  el  ca- 
so de  que  la  causa  de  los  amnistiados  hubiese  triunfa- 
do, siempre  los  criminales  quedarían  sujetos  á  las  pe- 
nas que  imponen  las  leyes,  y  á  indemnizar  los  daños 
que  hubiesen  ocasionado. 
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CAPITULO  XV 


De  los  tratados. 


Tratado  es  un  comprombío  solciune  contraído  en-    Deíinicion. 
tre  dos  ó  mas  naciones  sobre  cosas  ó  intereses  pú- 
])Iicos. 

(Mando  este  compromiso  se  refiere  A  intereses  per- 
manentes, ó  por  lo  menos  de  duración  ilimitada,  se  de- 
nomina tratado;  cuando  determina  intereses  pasageros, 
6  hechos  que  solo  han  de  veiíficarse  una  vez,  se  llama 
convenio. 

El  origen  de  los  tratados  procede  de  la  inseguridad  origen  de  ios 
de  las  cosai^^ humanas,  pues  así  cómelos  individuos ra-  ''■*'*^^** 
ra  vez  fían  sus  acciones  ó  derechos  á  la  moralidad  de 
sus  semejantes,  sino  que  para  hacer  efectivos  sus  com- 
promisos los  consignan  en  instrumentos  públicos ;  así 
las  naciones  procuran  garantir  por  medio  de  pactos  so- 
lemnes el  cumplimiento  de  sus  obligaciones  ,  aun  de 
aquellas  que  se  fundan  en  los  principios  del  derecho 
de  gentes  para  hacerlas  mas  eficaces  con  esta  nueva 
formalidad. 

Del  mismo  modo  que  entre  los  individuos  no  se  pue-  soio  ios  go- 
den  contraer  obligaciones  sino  por  personas  hábiles  por  celebrar  traía- 
la ley  civil,  también  los  tratados  públicos,  para  ser  vár 
lidos,  deben  ajustarse  por  los  poderes  legítimos  del  Esta- 
do, En  las  naciones  regidas  por  principios  monárquicos 
puros ,  el  Rey  representa  el  Estado,  y  en  virtud  de  su 
representación  puede  por  sí  solo  concluir  los  tratados; 
pero  en  las  repúblicas  ó  en  los  gobiernos  representati- 
vos la  ley  fundamental  es  la  que  determina  estos  po- 
22 
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deres  legítimos.  En  España  el  Rey  hace  los  tratados,  v 
solo  necesita  la  autorización  de  las  cortes  para  ratificar 
los  de  alianza  ofensiva,  los  especiales  de  comercio  y  los 
que  estipulan  subsidios  á  alguna  potencia  extranjera, 
según  el  articulo  46  de  la  Constitución  política  de  la 
monarquía. 

Cuando  un  gobierno  ajusta  un  tratado  traslimitando 
las  facultades  que  le  concede  la  Constitución  del  Esta- 
do, este  pacto  no  es  válido,  porque  la  organización 
política  de  las  naciones  no  puede  sujetarse  á  la  igno- 
rancia ó  mala  fé  de  negociadores  nacionales  ó  extranje- 
ros. En  este  caso  la  potencia  que  súfrelos  perjuicios 
de  la  nulidad  de  la  estipulación,  si  há  obrado  de  bue- 
no fé,  puede  exigir  el  castigo  del  ministro  que  la  hizo 
creer  que  estaba  facultado  para  tratar,  y  exijir  las  in- 
demnizaciones 6  reintegros  á  que  dé  lugar  la  nulidad: 
pero  nunca  podrá  pedir  la  ejecución  de  un  convenio 
en  el  que  por  lo  menos  le  cupo  la  culpa  de  la  igno- 
rancia. 

El  derecho  de  hacer  tratados  emana  de  la  sobe- 
ranía, por  consiguiente  los  gobiernos  que  no  la  ejercen, 
como  son  los  feudatarios ,  no  pueden  ajustar  tratados. 
Sin  embargo,  cuando  en  la  concesión  del  feudo  se  ha 
comprendido  terminantemente  el  derecho  de  celebrar 
tratados,  entonces  son  válidos  los  ajustados  por  el  feu- 
datario como  hechos  por  delegación.  Una  potencia  que 
está  bajo  el  protectorado  de  otra ,  puede  celebrar  tra- 
tados ,  porque  el  protectorado  no  destruye  la  sobera- 
nía ,  pero  con  tal  que  las  nuevas  estipulaciones  no  se 
opongan  á  las  contenidas  en  el  tratado  de  protección. 

Como  no  sea  fácil  que  se  reúnan  los  soberanos, 
siempre  que  hayan  de  celebrar  algún  tratado,  por  esta 
razón  se  ha  establecido  que  los  tratados  se  ajusten  por 
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medio  de  apoderados.  A  estos  agentes  de  los  gobier- 
nos se  les  llama  plenipotenciarios,  porque  van  autori- 
zados de  una  plenipotencia  en  la  cual  declara  su  go- 
bierno que  da  por  bien  hecho  cuanto  en  su  nombre 
haga  el  plenipotenciario. 

Pero  como  pudiera  suceder  que  el  plenipotenciario    ki  tratado  no 

,.      ..  •     4.  .  ^1  ,.  ,    es  válido  liasta 

traslimitase  sus  mstrucciones  ó  las  comprendiese  mal,  f&  ratiflcacíon. 
y  en  tal  situación  su  gobierno  se  viese  en  la  necesidad 
de  acudir  al  remedio  de  las  armas  para  librarse  de  una 
obligación  impuesta  por  la  ignorancia  ó  acaso  por  la 
mala  fé ;  para  evitar  este  riesgo  tiene  la  práctica  esta- 
blecido que  los  tratados  concluidos  por  medio  de  ple- 
nipotenciarios no  sean  obligatorios  sino  después  que 
han  sido  confirmados  por  los  respectivos  gobiernos ,  á 
cuya  aprobación  se  llama  la  ratificación  del  tratado. 

Cuando  en  un  tratado  hecho  por  plenipotenciarios 
no  se  fija  término  para  la  ratificación,  y  sin  este  re- 
quisito el  tratado  se  cumple  por  ambos  gobiernos,  en- 
tonces hay  una  confirmación  tácita  que  equivale  á  la 
ratificación,  y  las  obligaciones  parten  del  dia  en  que 
se  firmó  el  tratado  á  falta  de  la  fecha  de  la  ratificación. 

En  el  caso  de  que  un  tratado,  firmado  por  los  ple- 
nipotenciarios ,  solo  reciba  la  ratificación  de  uno  de 
los  gobiernos,  el  que  la  rehusa  ,  debe  para  justificar  su 
negativa  desautorizar  ásu  plenipotenciario,  fundándose 
en  que  éste  ha  faltado  á  sus  instrucciones,  pues  de  otro 
modo  el  tratado  tiene  que  ser  válido  en  buena  lógica. 

C!omo  hemos  indicado  desde  el  principio  de  este 
capítulo,  no  pueden  ser  objeto  de  tratados  públicos,  depanícuíares 
sino  los  intereses  generales  de  las  naciones;  los  contra-  objeto  destra- 
tes que  'celebra  un  gobierno  con  individuos  particu- 
lares, aunque  éstos  sean  extranjeros  ,  están  muy  lejos 
de  poderse  considerar  como  verdaderos  tratados  pi'il)li- 
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COS.  Los  convenios  particulares  que  celebra  un  gobier- 
no,  obligan  su  moralidad  y  su  crédito,  pero  no  en- 
vuelven á  la  nación  en  el  compromiso,  como  sucede 
con  los  tratados  páblicos.  La  razón  de  esta  diferencia 
es  obvia,  pues  además  de  la  que  existe  entre  un  gobier- 
no que  representa  el  honor,  el  decoro  y  los  intereses 
materiales  de  un]pueblo,  comparado  con  el  particular 
que  solo  significa  la  individualidad  del  interés,  se  debe 
tener  en  cuenta  que  el  que  contrata  con  un  gobierno 
extranjero,  lo  hace  para  aprovecharse  de  las  venta- 
jas, y  corriendo  los  riesgos  que  puede  ofrecerle  la  es- 
peculación, pero  sometiéndose  á  la  condición  del  na- 
cional en  cuanto  á  los  efectos  del  contrato;  de  lo  con- 
trario se  daria  la  monstruosidad  de  que  en  dos  contratos 
análogos^  ó  en  uno  mismo,  celebrado  con  nacionales 
y  extranjeros  ,  con  respecto  á  éstos ,  el  contrato  tuvie- 
se toda  la  fuerza  de  un  tratado,  limitándose  su  eficacia 
y  garantías  á  las  de  un  simple  contrato  con  respecto  á 
aquellos.  El  particular  extranjero,  que  cuando  contra- 
ta con  un  gobierno  lo  hace  por  si ,  y  representando 
solo  el  interés  individual,  y  no  los  generales  de  su  país, 
lo  mas  que  puede  exigir  de  su  gobierno,  es  que  reco* 
miende  las  reclamaciones  que  procedan  de  este  contra- 
to para  evitar  una  perfidia ,  y  para  que  no  sea  tratado 
de  peor  suerte  que  los  nacionales  que  se  encuentran 
en  igualdad  de  circunstancias. 

Los  convenios  celebrados  entre  soberanos  por  mo- 
tivos particulares  ,  y  que  no  afectan  á  los  intereses  pú- 
blicos de  sus  Estados ,  tampoco  entran  en  la  clasifica- 
ción de  tratados  públicos.  Por  esta  razón  los  tratados 
de  matrimonio  de  personas  reales  que  no  contienen 
mas  cláusulas  que  las  de  la  unión  de  las  familias  ,  no 
se  consideran  como  verdaderos  tratados,  sino  como 
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meros  convenios ,  al  paso  que  si  oii  ellos  se  encuen- 
tran estipulaciones  que  afectan  i\  la  política  ó  ú  los  flv 
lereses  de  la  nación,  como  si  con  motivo  del  matrimo- 
nio se  pactan  alianzas,  se  ceden  territorios  ó  derechos, 
ó  se  prometen  dotes ,  viudedades  íi  otra  clase  de  pres- 
taciones, entonces  estos  convenios  entran  en  la  clase 
[    de  tratados. 

En  los  tratados  pueden  pactarse  ,  ó  cosas  prcscri-    En  ios  iraía- 

,  1111  i  ,  .  .   ,       dos  se  pueden 

tas  por  el  derecho  de  gentes  ,  o  concesiones  especiales  pactar  derc- 
que  éste  no  prescriba.  En  el  primer  caso  se  constituye  o  algo  mas. 
en  obligación  formal ,  en  derecho  perfecto  lo  que  solo 
era  un  deber  natural,  un  oficio  de  humanidad.  x\  esta 
primera  clase  pertecen  los  tratados  de  paz  y  amistad 
en  que  solamente  se  estipulan  los  buenos  oficios  y  la 
buena  correspondencia.  Estos  tratados,  aunque  en  rea- 
lidad no  parezcan  de  grande  importancia^  no  dejan 
sin  embargo  de  tenerla,  porque  determinando  la  clase 
de  servicios  evitan  las  disputas  que  pueden  nacer  de 
las  diversas  interpretaciones  á  que  suele  dar  lugar  el 
interés ,  y  porque  generalmente  los  gobiernos  acatan 
mas  las  obligaciones  que  ellos  mismos  se  imponen,  que 
las  que  se  derivan  puramente  de  los  principios  del  de- 
recho de  gentes. 

Los  tratados  en  que  se  pacta  algo  mas  de  lo  que    tos  tratados 
la  ley  natural  exige,  son  iguales  ó  desiguales.  Iguales  ^Saies^S  ú^l- 

ÍKiiales 

Ó  recíprocos  son  aquellos  en  que  hay  igualdad  y  reci- 
procidad en  las  estipulaciones. 

No  deja  de  ser  común  la  opinión  de  que  la  habi-- 
lidad  de  un  negociador  consiste  en  las  ventajosas  con- 
diciones que  pacta  en  favor  de  su  país  ;  pero  la  ver- 
dadera capacidad  solo  se  debe  reconocer  en  aquel  ple- 
nipotenciario que  sabe  obtener  para  su  gobierno  lo 
que  forma  el  objeto  de  la  negociación  ,  sin  lastimar  los 
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intereses  de  la  otra  parte  ,  y  mas  bien  escogitando  una 
justa  compensación  que  sea  útil  para  ambos.  Los  tra- 
tados que  se  fundan  en  la  reciproca  conveniencia,  son 
durables  ,  y  estrechan  las  relaciones  entre  los  pueblos; 
los  que  se  arrancan  por  engaño  ó  por  sagacidad ,  ó  se 
imponen  por  la  fuerza  6  por  las  circunstancias ,  son 
objeto  de  frecuentes  recriminaciones  ,  y  suelen  termi- 
nar por  un  rompimiento. 

Los  tratados  desiguales  ó  no  recíprocos ,  son  aque- 
llos en  que  se  pacta  alguna  condición  ó  servició  sin 
.  reciprocidad  ni  compensación ,  como  cuando  se  obliga 
un  Estado  poderoso  á  defender  á  uno  débil  tan  solo 
por  obligar  su  amistad.  Pero  en  esta  clase  de  tratados 
conviene  que  el  débil  pese  detenidamente  las  estipula- 
ciones para  evitar  que  lastimen  su  soberanía;  pues  nada 
hay  mas  f^cil  que  pactar  una  condición  por  la  cual  se 
menoscabe  alguna  de  las  condiciones  ó  consecuencias 
de  ella.  Una  nación  puede  comprometerse  á  no  decla- 
rar la  guerra  á  otra  determinada,  sin  ponerse  de  acuer- 
do con  su  aliada,  y  por  esto  no  destruye  su  soberanía, 
sino  que  limita  el  ejercicio  de  un  derecho  que  se  deriva 
do  la  soberanía.  Pero  si  pactase  el  no  hacer  la  guerra 
á  ningún  Estado  sin  el  consentimiento  de  otro,  entonces 
no  sería  una  limitación ,  sino  una  axiulacion  completa 
del  derecho  mas  importante  que  procede  de  la  sobera- 
nía, como  es  el  de  repeler  la  fuerza  con  la  fuerza.  Los 
tratados  que  lastiman  la  soberanía  no  se  reciben  re- 
signadamente  por  los  hombres  que  aman  su  patria ;  se 
aceptan  con  repugnancia  délas  manos  de  la  necesidad. 
En  los  tratados  desiguales  nace  algunas  veces  la 
desigualdad  de  alguna  pena  que  se  impone  á  ima  de 
las  partes  para  imposibilitarla  d^  poder  hacer  mal  en 
lo  sucesivo.  Estos  tratados  son  muv  frecuentes  en    las 
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guerras  cuando  las  condiciones  militares  de  las  partes 
contratantes  no  están  niveladas  ,  pues"  rara  vez  el  que 
impone  la  paz  por  la  fuerza  de  las  armas,  deja  de  abu- 
sar de  las  ventajas  de  su  posición. 

Los  tratados  pueden  también  clasificarse  en  perso-    los  tratados 
nales  y  reales.  Pertenecen  á  los  primeros  los -que  hacen  fes  6  persona- 
Ios  monarcas  con  relación  á  su  persona  como  monar-  *^'* 
ca,  y  no  con  referencia  á  sus  intereses  particulares  ;  y 
los  segundos  los  que  solo  tienen  por  objeto  los  intere- 
ses del  Estado.  El  tratado  que  tiene  por  objeto  man- 
tener en  sus  respectivos  tronos  dos  monarcas  ,  es  per-  . 
sonal ;  el  que  se  dirige  á  la  recíproca  protección  de 
dos  Estados  ,  es  real.  Un  contrato  celebrado  entre  dos 
reyes  para  arreglar  sus  intereses  particulares,  pero  sin 
relación  con  los  del  Estado,  no  se  puede  considerar 
como  tratado  público.  Los  tratados  personales  duran 
tanto  como  el  reinado  del  monarca  que  los  ajustó^  al 
pasQ  que  los  realeo  son  ilimitados,  porque  los  intere- 
ses de  las  naciones  no  se  pueden  sujetar  en  teorías  á  un 
término  fijo.  Unos  y  otros  se  diferencian  también  por 
la  forma  de  su  redacción,  pues  generalmente  en  aque- 
llos se  habla  solo  del  monarca  reinante ,  cuando  en  es- 
tos se  usa  de  la  cláusula  de  «  por  sí  y  por  sus  suce- 
sores.» 

Cuando  ocurre  el  fallecimiento  del  monarca ,  en  el 
momento  de  tener  efecto  un  tratado  personal,  puede 
suspenderse  su  cumplimiento,  si  el  sucesor  no  sostiene 
la  estipulación,  pero  en  ningún  caso  hay  lugar  á  in- 
(lemnizasiones.  Un  monarca  estipula  con  otro  una  alian- 
za recíproca ,  y  llegado  el  caso  envía  á  su  aliado  per- 
sonal los  auxilios  pactados ;  si  en  este  tiempo  ocurre 
el  fallecimiento  de  uno  de  los  dos  contratantes ,  cesa 
la  obligación  sino  so  renueva ,  y  la  parte  que  ha  reci- 
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bido  los  auxilios  no  queda  obligada  á  indemnizasioa 
alguna. 

Los  tratados  personales  ,  asi  como  espiran  por  la 
muerte  del  monarca ,  también  caducan  porque  deje  de 
reinar,  pues  el  tratado  hecho  por  un  Rey  no  es  ejecu- 
table fuera  de  la  circunstancia  en  que  se  ajustó  la  es- 
tipulación. Pero  si  este  pacto  personal  tenia  por  objeto 
el  mantener  al  Rey  en  el  trono,  entonces  en  vez  de 
caducar  por  el  hecho  de  perderlo,  es  cuando  mas  obli- 
ga, por  ser  llegado  el  casus  foederis.  Hablamos  del  des- 
tronamiento por  fuerza  extrangera,  pues  si  este  suceso 
tiene  lugar  en  virtud  de  revoluciones  interiores,  ya  he- 
mos dicho  que  solo  en  circunstancias  muy  extremas 
puede  ser  escusable  la  intervención  extrangera  en  las 
cuestiones  puramente  nacionales. 
Do  la  fe  de  los       ^^^  tratados  hechos  ^ov  el  mutuo  consentimiento  de 
iraiados.         ^qs  partes  contratantes,  y  formalizados  legalmeute,  son 
obligatorios  porque  producen  derechos  y  obligaciones 
perfectas.  Por  consiguiente  ,  la  fé  de  los  tratados  ,  que 
es  la  firme  voluntad  de  cumplirlos  y  el  respeto  religio- 
so (i  sus  estipulaciones  ,  es  una  cosa  verdaderamente 
sagrada  é  inviolable,  porque  de  ella  depende  la  paz  de 
las  naciones.  Los  tratados  son  la  legislación  de  los  pue- 
blos, que  regulariza  sus  pretenciones,  y  contiene  los  ím- 
petus naturales  de  apelar  á  la  fuerza  para  conseguir- 
las. Asi  es  que  el  que  viola  un  tratado,  viola  el  dere- 
cho de  gentes  que  reconoce  como  sagrada  la  fé  de  los 
tratados. 

De  que  la  fé  de  los  tratados  sea  sagrada  é  inviola- 
ble, como  hemos  dicho,  se  deduce  que  todas  las  ns^pio- 
nes  tienen  derecho  de  perseguir  y  hostilizar  A  aquella 
que  hace  gala  de  su  mala  fé ;  pero  no  que  las  deixiás 
naciones  estén  autorizadas  para  mezclarse  ni  juzgar  la 
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conducta  de  un  gobierno  que  se  niega  al  cumplimieu- 

10  de  las  estipulaciones  que  le  ligan  A  otro  ,  fundando-    . 
se  en  razones  más  ó  menos  plausibles  ;  porqlie  lo  con- 
trario seria  violar  el  principio  de  la  independencia,  sin 
un  motivo  importante  que  pudiera  justificar  esta  viola- 
ción . 

Antiguamente  se  solian  jurar  los  tratados  como  una    Eijuramemo 
garantía  mas  para  su  cumphmiento  ;  pero  esta  práctica  eficacia  cíe  las 

11  .j  •      /5  1  •  ±    estipulaciones. 

ha  desaparecido  por  ineficaz ,  pues  que  el  juramento 
solo  puede  obligar  á  la  persona  que  jura  ,  y  la  eficacia 
de  los  tratado?  no  estriba  en  el  compromiso  de  la  per- 
sona que  los  hace ,  sino  en  la  representación  de  una 
sociedad  entera  que  acepta  obligaciones  y  adquiere  de- 
rechos ,  y  la  conveniencia  de  que  éstos  sean  valederos 
en  todo  tiempo.  El  compromiso  personal  del  negocia- 
dor ninguna  fuerza  aumenta  á  los  tratados. 

Los  tratados  deben  redactarse  con  mucha  pre:5Ísion 
y  claridad ,  y  sus  cláusulas  deben  ser  terminantes  para 
evitar  que  una  frase  ambigua,  ó  una  palabra  vaga,  pue- 
da dar  margen  A  interpretaciones  diversas  y  á  discusio- 
nes peligrosas. 

Como  á  pesar  de  la  conveniencia,  que  todo  el  luun-  De  la  garan- 
do reconoce  de  que  sea  sagrada  la  fe  de  los  tratados,  tados. 
no  deja  de  ser  frecuente,  por  desgracia,  el  que  las  pro- 
mesas de  los  hombres  se  burlen  por  la  mala  fe  ;  de  aquí 
os ,  que  asi  como  en  los  contratos  de  particulares  se 
buscan  los  medios  de  hacerlos  efectivos  ,  así  entre  los 
Estados  se  reconocen  tfimbien  otros  medios  análogos,  y 
de  mas  eficacia  que  el  juramento. 

Es  entre  estos  uno  muy  principal  la  garantía ,  (lue 

os  la  responsabilidad  que  acepta  una  potencia  do  que  lo 

que  han  pactado  otras  dos  será  cumplido  puntuahuento. 

üsta garantía  os  muy  frecuente  en  los  tratados  de  paz, 

á3 
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y  generalmente  tiene  lugar  cuando  algún  Estado  se  in- 
teresa en  que  se  termine  la  guerra  que  sostienen  otros, 
pues  la  polencia  que  consigue  la  paz,  suele  constituir- 
se garante  para  obligar  por  la  fuerza  á  observar  el  tra- 
tado en  que  se  consigna. 

Pero  debe  tenerse  presente  que  el  Estado  garante 
no  puede  ejercer  su  garantía  mientras  no  sea  requeri- 
do por  una  de  las  partes.  Cuando  de  común  acuerdo 
rompen  ambas  las  hostilidades ,  el  tratado  de  garantía 
no  tiene  lugar,  porque  éste  no  se  ha  hecho  en  favor  del 
garante,  sino  para  asegurar  los  derechos  de  los  garan- 
tidos ,  y  si  éstos  renuncian  á  los  derechos  consignados 
en  el  tratado  garantido,  nadie  puede  oponerse  á  su  re- 
solución sin  menoscabar  su  independencia  y  su  sobe- 
ranía 

Tampoco  el  Estado  garante  está  obligado  á  inter- 
poner su  garantía  en  el  momento  que  sea  reclamada, 
sino  que  debe  examinar  si  es  llegado  el  casus  fcedo- 
ris  ;  de  otro  modo  podria  el  garantido,  sin  poner  nada 
de  su  parte,  y  acaso  sin  razón,  arrastrar  al  garante  á 
compromisos  injustos  y  ajenos  del  tratado. 

Cuando  el  tratado  garantido  esüi  en  oposición  con 
los  derechos  de  un  tercero  ,  la  garantía  no  puede  ser 
efectiva,  porque  los  principios  del  derecho  de  gentes 
repugnan  el  que  un  gobierno  pueda  ser  garante  de  una 
injusticia, 

Cuando  ocurren  guerras  civiles  en  los  Estados  ,  no 
siempre  se  puede  dar  cumplimiento  al  tratado  de  ga- 
rantía, aunque  sea  llegado  el  casus  foederis,  porque  es- 
tando dividido  el  país  en  dos  parcialidades,  no  se  sabe  ou 
cual  do  ellas  reside  la  soberanía ;  y  podria  acaecer  qu(^ 
dando  cumplimiento  al  tratado,  se  impusiese  una  ley  du- 
ra A  una  parte  importante  del  Estado  en  vez  de  auxiliar 
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á  toda  la  nación  segnn  el  espíritu  del  pacto  de  garan- 
tía. En  tales  casos  ,  lo  que  aconseja  la  prudencia  en- 
tro naciones  aliadas  y  amigas  ,  es  procurar  la  media- 
i'im,  para  conciliar  los  partidos  sin  lastimar  la  indepen- 
dencia del  Estado. 

Cuando  en  el  tratado  garantido  se  trata  del  pago 
Ao  algunas  cantidades  ,  el  garante  solo  so  compromete 
n  hacer  cuanto  está  de  su  parte  para  que  tonga  efec- 
to la  entrega ,  pero  no  íi  pagar  de  su  erario  A  falta  del 
írarantido,  si  la  garantía  estA  pactada  genéricamente  y 
^iu  obligación  subsidiaria.  Por  esta  razón  en  talos  tra- 
tados es  preferible  la  caución  ú  la  garantía. 

La  obligación  del  garante  aspira  cuando  so  altera 
♦'•  modifica  el  pacto  garantido. 

Eu  caso  de  duda  ,  no  se  presume  que  espire  la  ga- 
nintia  sino  con  el  pacto  principal,  y  eu  los  tratados  qu(» 
>oii  esencialmente  nulos  es  también  nula  la  garantía. 

Los  tratados  de  reciproca  garantía  de  tronos  6  Es- 
tados, son  mas  bien  alianzas  recíprocas  que  tratados 
do  garantía. 

La  caución  es  otro  de  los  medios  de  asegurar  el  Deiaraucion 
í'unipliniiento  de  los  tratados.  Redúcese  f's'^ta  A  entre- 
L'^r  una  cosa  como  garantía  de  una  promesa.  Cuando  • 
!;i  í'osa  entregada  es  mueble  se  llama  ^//t?^íZ/7..  de  suer- 
'p  que  .un  Estado  que  contrata  un  eiuprí^^süto  y  para 
^^r-ouridjul  del  reintegío.  entrega,  por  ejemplo,  las  alba- 
p<  do  1h  (-(írona.  ^^(*  miti'Muu^  í[\\o  1;js  da  rn  jyi'rnda  ,  do 
.••".ruridaíl.  Ciiiijulí)  en  \("/.  de  cosas  nnMd.)j(\s  so  daii  iu- 
üií.íddí's  .  una  plnx.a  ,  una  provinr¡;i  .  si  Iji  pla/a  so  da 
i:iTt  -ífdo  para  ocui>arla  ,  ^(^  constituye  hljjotcco:  j^en»  si 
••'•  da  una  j)jo\incia  jKira  ]>crcibJ!'  sus  jn-oduclos  fnti'o- 
tanto  que  se  paga  la  deuda,  entonces  se  hace  el  pacto 
'inese  llama  empefio. 
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Del  empeño.        Cuando  se  recibe  por  empeño  una  plaza  ó  una  pro- 
vincia, no  se  puedo  retener  sino  ínterin  no  se  paga  la 
deuda,  ni  hacer  en  ella  ninguna  alteración;  débese  con- 
servar tal  como  se  recibe,  pues  lo  demás  sería  poseer- 
'la  como  cosa  propia.  Pero  si  la  deuda  no  se  paga  en 
el  plazo  convenido,  es  lícito  apropiarse  la  cosa  empe- 
ñada, ó  retenerla  hasta  que  además  de  pagar  la  deu- 
da se  indemnicen  los  daños  y  perjuicios  ocasionados 
por  la  dilación. 
i)c  los  rehe-       Otra  de  las  seguridades  que  pueden  constituirse  para 
"®''  el  cumplimiento  de  un  tratado  es  los  rehenes.  Por  re- 

henes se  entiende  la  entrega  de  alguna  ó  algunas  per- 
sonas importantes,  hecha  por  una  parte  contratante  á 
la  otra,  en  seguridad  del  cumplimiento  de  lo  estipula- 
do. La  nación  que  recibe  rehenes  ,  no  tiene  sobre  ellos 
otro  derecho  que  el  de  su  libertad,  y  así  es  que  puede 
según  las  circunstancias  tenerlos  más  ó  menos  guarda- 
dos para  e\atar  su  evasión,  pero  de  ningún  modo  le  es  li- 
cito maltratarlos  ni  retenerlos  cuando  ha  desaparecido 
el  motivo  de  su  entrega.  El  retener  los  rehenes  por  otra 
causa  que  la  que  motivó  su  entrega ,  es  un  abuso  in- 
digno de  la  lealtad. 

Sin  embargo,  si  una  persona  constituida  en  rehe- 
nes ha  cometido  algún  crimen,  puede  ser  detenida  para 
ser  castigada,  porque  su  calidad  no  le  hace  inviolable, 
y  como  otro  cualquier  extranjero  libre,  queda  sujeto  á 
las  i)enas  que  imponen  las  leyes  del  pais  á  sus  infrac- 
tores. Los  rehenes  los  mantiene  la  nación  que  los  en- 
trega ,  porque  por  su  cuenta  están  en  rehenes. 

(5uando  uno  de  los  rehenes  muere ,  la  nación  q\ie 
lo  entregó  no  está  obligada  á,  reponer  su  falta ,  porqno 
la  obligación  quedó  consumada  en  el  acto  de  entreg-ár- 
le  :  si  la  naturaleza  dispone  de  esta  prenda ,  no  puede 
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ser  contra  el  que  consumó  la  obligación,  sino  en  per- 
juicio del  que  poseía  la  prenda. 

Cuando  una  persona  real  está  dada  en  rehenes  ,  si 
es  llamada  al  trono,  debe  ser  remplazada  por  otros  re- 
henes ,  porque  nunca  se  pudo  suponer  que  la  nación     • 
quisiese  contituir  una  seguridad  privándose  de  su  Rey, 
y  condenándose  á  quedar  sin  gobierno. 

Si  un  gobierno  que  ha  dado  rehenes  falta  á  su  pro- 
mesa ,  no  solo  hace  injuria  al  Estado  con  quien  trató, 
sino  á  las  personas  que  constituyó  en  rehenes  ,  porque 
compromete  gravemente  su  suerte.  Sin  embargo,  ni  aun 
en  este  caso  es  licito  maltratar  á  los  rehenes  ,  porque 
nunca  es  justo  que  pesen  sobre  olios  las  faltas  de  su 
ííobierno.  La  suerte  de  los  rehenes  en  talos  circunstan- 
n'iK ,  os  la  de  quedar  perpetuamente  en  clase  de  pri- 
sioneros. 

Los  tratados  dejan  do  ser  obligatorios^  ó  por  su     ios  iraiados 
propia  naturaleza ,  ó  por  la  voluntad  de  las  partes  con-  ^rSa  natura- 
tratantes.  Caducan  en  el  primerease,  cuando  tienen  un  l?o^un(tdTias! 
plazo  fijo,  al  espirar  éste  ;  cuando  son  personales,  á  la  '^''^®*- 
muerta  de  las  personas ,  y  cuando  tienen  un  determi- 
nado objeto,  después  de  alcanzado  éste.  Si  dos  Estados 
pactan  una  alianza  con  un  fin  determinado,  como  por 
ejtnnplo  el  restablecimiento  de  otro  monarca  en  su  tro- 
ao ;  cuando  esto  se  ha  verificado,  la  alianza  concluye 
naturalmente,  lo  mismo  que  si  después  de  intentarlo,  y 
í^ouocer  la  imposibilidad  de  llevarlo  á  cabo,  desistan  de 
la  empresa.  Los  tratados  reales  caducan  también  por 
>u  naturaleza  cuando  el  Estado  que  los  ajustó  desapa- 
rece. Un  Estado  disperso,  conquistado  ó  incorporado, 
pierde  su  nacionalidad,  porque  entra  ú  pertenecerá 
otra;  el  poder  independiente  que  lo  ajustó,  lascircuns- 
taucias  en  que  tuvo  lugar,  y  los  medios  de  cumplir- 
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lo,  todo  falta  ^  y  por  consiguiente  el  tratado  caduca. 
Pero  no  sucede  así  con  aquellas  concesiones  que  prf>- 
ceden  ,  no  de  estipulaciones  recíprocas  ,  sino  de  causa 
onerosa.  Un  Estado  que  se  encuentra  en  posesión  ílc4 
derecho  de  disfrutar  de  la  pesca  en  las  costas  de  otro, 
porque  lo  ha  comprado ,  no  perderá  el  uso  de  esta 
especie  de  servidumbre,  aunque  el  territorio  sobre  que 
pesa  cambie  de  nacionalidad  ó  de  soberanía ,  porque 
su  nuevo  señor  no  ha  podido  conquistar  el  Estado 
sino  tal  como  estaba ,  y  no  libre  de  las  obligaciones; 
que  pesaban  sobre  él.  Por  esta  causa  cuando  se  ad- 
quiere un  territorio , *el  que  lo  adquiere,  que  es  el  que 
va  á  utilizarse  de  sus  productos .  tiene  que  aceptar  las 
deudas  que  pesan  sobre  su  erario.  Aunque  entre  los 
deberes  y  obligiiciones  de  los  hombres  y  los  de  In- 
sociedades  exista  una  grande  analogía ,  sin  embargí', 
entre  los  contratos  de  los  particulares  y  los  tratados  <l" 
las  naciones  ,  se  observa  la  diferencia  de  que  aquollf» 
se  rescinden  por  la  lesión  ,  cuando  éstos  no  se  invali- 
dan por  esta  causa.  La  lesión  que  se  haya  podido  re- 
cil)ir  eü  un  tratado,  no  es  motivo  que  determine  su 
nulidad ,  porque  de  admitirse  la  doctrina  contraria,  se 
tocaría  el  inconveniente  do  que  el  tribunal  para  fallar 
sol)re  esta  lesión  ,  no  podría,  ser  sino  los  campos  d*' 
batalla. 

Pero  si  la  simple  irsion  no  es  motivo  suficiente  pañí 
invalidar  un  tralado.  cuaudo  la  lesión  ^s  tal  que  lle^íl 
•  consigo  la  ruina  ñA  Estado,  cnlónces  puede  ser  ciins.i 
legítima  de  nulidad.  En  1506  los  Estados  gciif-ralí"s  d- 
Francia  reunidos  en  Ton rs  .  obligaron  á  Luis  XII  .■ 
romper  e]  tratado  qu«'  había  concluido  con  el  (Mupera- 
dor  Maximiliano  y  el  archiduque  Filipo  su  hijo,  porque 
este  tratado  envolvía  la  ruina  del  reino.  Si  la  simple 
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lí'sioü  que  ha  nacido  con  el  tratado  no  lo  anula ,  me- 
nos lo  invalidará  la  que  sobreviene  después  por  un  ac- 
cidente. El  tratado  que  se  ha  hecho  de  buena  fé  y  sin 
qiio  en  su  negociación  haya  mediado  ningún  vicio,  si 
con  el  tiempo  se  hace  perjudicial  para  una  de  las  par- 
tes, no  por  esto  cesa  la  obligación  de  cumplirlo.  Pue- 
de en  este  caso  la  parte  lastimada  aspirar  á  su.  anula- 
ción ,  ofreciendo  la  compensación  debida ,  y  la  mora- 
lidad, que  debe  presidir  á  todas  las  determinaciones  de 
los  gobiernos ,.  aconseja  que  se  atienda  esta  reclama- 
ción ;  pues  si  bien  en  principios  no  se  altera  la  valide/, 
tlel  tratado,  la  justicia  natural  lo  condena.  Pero  cuan- 
do las  circunstancias  no  producen  solo  lesión,  sino  que 
alteran  la  esencia  de  las  estipulaciones ,  porque  los 
efectos  del  tiempo  y  el  curso  de  los  sucesos  no  pue- 
den menos  de  influir  en  ellas ,  entonces*  por  su  propia 
naturaleza  se  debilita  su  eficacia  ,  y  caen  en  el  ohddo 
como  todas  las  cosas  que  proceden  de  épocas  remotas. 
Por  esta  razón  cuando  los  tratados  antiguos  vienen  por 
el  trascurso  del  tiempo  á  encontrarse  en  contradicción 
con  las  leyes  civiles  del  Estado,  haciéndose  de  hecho 
iiiipracticables  por  la  confusión  y  el  trastorno  que  en- 
vuelven en  su  ejecución  ,  en  tales  casos  caducan  y  pro- 
cede la  indemnización ,  porque  la  primera  condición 
de  validez  de  las  promesas  es  que  éstas  sean  posibles, 
y  no  ha  de  entenderse  posible  la  promesa  que  lleva 
consigo  la  ruina  del  Estado.  La  nación  que  pacta  su- 
ministrar subsistencias  á  otra  ,  contrae  esta  obligación 
formal ,  pero  si  el  pais  obligado  esperimenta  esterili- 
dades, que  disminuyen  sus  subsistencias  á  punto  de  que 
apenas  basten  para  sus  individuos,  la  obligación  cesa, 
porque  nunca  se  pudo  suponer- que  el  compromiso  tu- 
viese por  objeto  alimentar  á  un  Estado  extranjero  so- 
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bre  la  ruina  del  propio.  De  modo,  que  en  resumen  se 
puede  establecer  que  la  lesión  que  no  lleva  consigo  la 
ruina  del  Estado,  ó  la  confusión  en  su  administración, 
no  es  motivo  suficiente  para  relevar  del  cumplimiento 
de  los  tratados ;  y  que  cuando  ocurre  este  caso  se 
debe  decidir  por  las  reglas  de  la  prudencia.       % 

Por  la  voluntad  de  los  gobiernos  se  rompen  los 
tratados  ,  cuando  uno  de  ellos  falta  al  cumplimiento  de 
los  compromisos  que  tenia  contraidos  ,  pues  entonces 
el  otro  tiene  derecho,  ó  de  obligarlo,  por  la  fuerza ,  ó 
de  tomar  la  recíproca ,  declinando  por  su  parte  los  de- 
beres que  este  mismo  tratado  le  imponia.  En  este  caso- 
el  tratado  queda  roto ,  porque  ,  por  el  propio  desisti- 
miento, prescribe  el  derecho  que  ambos  tenian  á  que 
se  les  cumpliese  lo  estipulado.  Pero  cuando  entre  dos 
naciones  median  diversos  tratados  ,  porque  se  rompa 
uno  por  falta  de  ejecución,  no  se  entiende  que  quedan 
rotos  los  demás.  Sin  embargo,  la  parte  ofendida  que 
ve  burlados  sus  derechos  consignados  en  un  tratado, 
puede  á  su,  vez  romper  éste  y  todos  los  demás,  pa- 
gando asi  la  mala  fé  de  la  otra  potencia  comprometi- 
da. La  violación  de  im  artículo,  que  no  afecta  la  esen- 
cia del  tratado,  no  anula  éste  ;  el  gobierno  que  se  fun- 
dase en  tan  insignificante  violación  para  anular  un  tra- 
tado^ daría  una  idea  de  mala  fé. 

Cuando  las  partes  están  conformes  en  romper  un 
tratado,  claro  es  que  no  hay  dificultad  en  llevarlo 
á  cabo. 
Los  tratados      Además  pueden  ser  esencialmente  nulos  los  trata- 

gneden     tam-  -t 
ieo  ser  nulos.  «OS  por  varias  causas. 

Debe  considerarse  como  la  primera  de  todas,   la 

inhabilidad  de  alguno  de  los  contratantes  ;  cuando  el 

poder  que  trata  no  es  legal ,  ninguno  de  sus  actos 
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puede  participar  de  las  condiciones  de  la  legalidad. 

También  son  nulos  los  tratados  que  se  imponen 
por  la  fuerza,  porque  la  libertad  es  una  condición  in- 
dispensable en  el  que  contrata ;  pero  debe  entenderse 
aquella  libertad  consiguiente  á  las  circunstancias,  pues 
de  otro  modo  seria  raro  el  tratado  contra  el  que  no  se 
pudiese  alegar  más  ó  menos  coacción  moral.  Nunca  se 
cede  una  cosa  por  espontánea  voluntad  sino  apremia- 
do por  las  circunstancias ,  sobre  todo  en  los  tratados 
de  paz.  La  falta  de  libertad  que  invalida  un  tratado  es 
la  que  nace  de  una  violencia  extraordinaria,  como  la  in- 
vasión alevosa  del  Estado,  ó  la  prisión  de  un  Jley  por  me- 
dio de  conjurados  ó  estando  en  paz  en  pais  extranjero. 

Las  tratados  en  que  se  ha  faltado  á  las  formas  es- 
tablecidas son  de  hecho  ineficaces.  Un  tratado  conclui- 
do sin  la  presentación  de  la  plenipotencia  de  los  nego- 
ciadores, ó  sin  la  ratificación  de  los  gobiernos,  carece 
de  fuerza ,  y  no  es  obligatorio. 

Cuando  un  tratado  procede  de  causa  indigna  es  nu- 
lo, porque  nunca  se  pueden  suponer  facultades  en  nin- 
gún gobierno  para  estipular  la  deshonra  ó  la  ignomi- 
nia de  su  pais/ 

Son  también  nulos  los  tratados  que  están  en  oposi- 
ción con  estipulaciones  anteriores  celebradas  con  otras 
potencias,  porque  estas  restringen  de  derecho  la  liber- 
tad del  Estado  contratante.  Pero  si  este  tratado  ante- 
rior está  celebrado  con  la  misma  potencia  que  el  pos- 
terior, entonces  éste  es  válido,  y  anula  el  anterior  en  to- 
do aquello  en  que  no  están  conformes. 

El  tratado  de  protección  ,  como  no  destruye  la  so- 
beranía del  Estado  protegido,  no  anula  los  tratados  an- 
teriores ajustados  entre  éste  y  otros  Estados,  si  no  están 
en  contradicción. 
24 
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No  conviene       P^^r.estas  consideraciones,  aconséjala  prudencia  no 
nefaunf  arse  ^^^^'^^^^  tratados  con  la  cláusula  de  perpetuos,  porque 
mcdfo *de^  iS-  ^^  instabilidad  de  las  cosas  humanas  no  consiente  com- 
tados.  promisos  tan  latos,  ni  aun  ajustarlos  por  tiempo  inde- 

terminado. Las  naciones  que  no  ocupan  el  primer  ran- 
go entre  las  poderosas,  no  deben  limitar  su  libertad  na- 
tural por  medio  de  los  tratados,  pues  su  debilidad  no  les 
ha  de  permitir  eludir  el  cumplimiento  de  la  parte  des- 
favorable que  esté  á  su  cargo,  ni  exijir  de  la  otra  parte 
contratante  que  les  cumpla  lo  que  les  sea  ventajoso. 
En  el  caso  de  ser  indispensable  tratar,  nunca  deben 
estipularse  c(jndiciones  violentas,  sino  aquellas  que  sean 
la  esplicacion  de  las  circustancias  de  la  época,  ni  con- 
viene aceptar  compromisos  que  pasen  de  un  período 
corto,  y  que  no  estén  sujetos  á  renovación. 

La  propensión  de  hacer  tratados ,  que  puede  califi- 
carse de  manía ,  que  por  tanto  tiempo  preocupó  al  go- 
bierno español  en  los  siglos  pasados,  es  causa  en  nues- 
tros dias  de  frecuentes  conflictos  y  complicaciopies  para 
la  España ,  que  se  encuentra  ligada  por  multitud  de 
compromisos,  á  las  veces  contradictorios  ,  y  ea  oposi- 
ción todos  ellos  con  las  leyes  civiles  ,  producto  de  .la 
ilustración  de  los  tiempos  modernos. 

Resumiendo  lo  dicho,  concluiremos  que  los  tratados 
se  invalidan : 
1  °    Cuando  espira  su  plazo. 
2."    Cuando  se  cumple  su  objeto. 
S."    Por  la  voluntad  de  las  partes. 
4.°    Por  la  violación  de  sus  estipulaciones. 
5."*    Por  desaparecer  algunos  de  los  Estados. 
6.*"    Por  hacerse  inejecutables. 
Y  que  son  nulos: 
I.''    Por  inhabilidad  de  los  contratantes. 
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2."    Por  su  falta  de  libertad. 

3."    Por  la  falta  de  formalidades. 

4.'    Por  envolver  la  ruina  del  Estado. 

5/    Por  contener  la  infamia  ó  la  deshonra  de  éste. 

Cuando  los  tratados  llegan  á  su  término  natural,    d«  la  reno- 
^  o  7  vacien  de  los 

pueden  renovarse  por  la  voluntad  de  las  partes  con-  tratados. 

tratantes.  Si  esta  voluntad  es  expresa,  puede  conside- 
rarse la  renovación  como  un  nuevo  tratado;  pero  cuan- 
do la  voluntad  es  tácita,  debe  constar  el  consentimiento 
de  un  modo  bastante  determinado,  porque  en  cuestio- 
nes de  tanta  importancia  no  es  lícito  juzgar  por  vagas 
apariencias.  El  consentimiento  tácito  no^e  puede  su- 
poner sino  en  consecuencia  de  actos ,  que  no  se  habrían 
podido  verificar  sino  en  virtud  del  tratado.  Un  Estado, 
por  ejemplo,  pacta  el  dar  una  cierta  cantidad  porque 
se  le  permita  el  disfrute  de  alguna  concesión  por  cier- 
to número  de  años.  Si  cumplido  este  plazo,  el  Estado 
que  dio  la  cantidad  vuelve  á  remitir  otra  igual,  y  ésta 
es  aceptada,  al  mismo  tiempo  que  el  que  la  dá  conti- 
núa disfrutando  de  la  concesión  ,  en  este  caso  la  esti- 
pulación queda  renovada  por  el  tácito  consentimiento. 

Gomo  puede  acontecer  que  después  de  ajustadas    De  la  inier- 
*■  ,  •  j        •  •       prctaclonde  los 

algunas  estipulaciones,  ocurran  circunstancias  que  im- tratados. 

posibiliten  su  cumplimiento,  ó  que  por  lo  menos  hagan 
que  éste  no  pueda  verificarse  sino  con  distintas  con- 
diciones; y  sobre  todo  como  á  las  veces  la  malicia  de 
los  hombres  procura  que  estas  estipulaciones  estén  con- 
cebidas de  un  modo  vago,  que  dé  ocasión  á  interpre- 
taciones acomodables  á  los  intereses  do  alguna  de  las 
partes,  do  aquí  es  que  se  ha  juzgado  conveniente  por 
los  autores  que  han  escrito  sobre  el  derecho  de  gentes, 
c]  fijar  algunas  bases  sacadas  de  est-e  derecho  y  confor- 
mes con  el  sentimiento  de  lo  justo  y  de  lo  injusto  pa- 


Digitized  by 


Goógle 


—  188  — 

ra  que  puedan  servir  de  regla  en  los  casos  en  que  sea 
indispensable  interpretar  algún  tratado. 

1/  regla.  No  es  licita  la  interpretación  cuando  el 
sentido  de  la  estipulación  es  claro. 

2/  Cuando  la  estipulación  es  clara  no  debe  admi- 
tirse la  discusión  sobre  cosas  no  pactadas ,  fundándose 
en  la  intención  de  las  partes  contratantes ,  pues  el 
que  pactó  mal  dejando  de  estipular  lo  que  le  convenía, 
cúlpese  ¿i  si  propio. 

3/  En  la  interpretación  de  los  tratados  debe  es- 
tarse al  sentido  natural  de  las  palabras. 

4/  En  los  casos  dudosos  la  interpretación  se  ha  de 
buscar  en  la  intención  de  las  partes  contratantes  ,  que 
es  el  motivo  que  tuvieron  para  tratar.  En  tales  casos, 
la  voluntad  de  las  partes  probada  plenamente  vale  mas 
que  la  letra  de  la  estipulación. 

5.'  El  verdadero  sentido  de  una  promesa  se  ha  de 
buscar  mas  bien  en  las  palabras  del  que  promete  que 
en  las  del  que  acepta. 

6."  Cuando  el  sentido  de  un  tratado  está  manifies- 
to, no  se  puede  eludir  ateniéndose  estrictamente  á  las 
palabras  ,  como  hizo  aquel  emperador  turco,  que  ha- 
biendo prometido  á  uno  salvar  su  cabeza ,  lo  dividió 
por  medio  del  cuerpo. 

7.'  No  es  lícita  la  interpretación  que  conduce  al 
absurdo.  Por  absurdo  entendemos  no  solo  lo  que  es 
físicamente  imposible ,  sino  también  lo  que  lo  es  moral- 
mente  porque  no  se  puede  concebir  en  una  persona 
de  buen  sentido.' 

8.'  No  es  admisible  la  interpretación  que  reduce 
el  acto  á  la  nulidad.  Un  enemigo  que  nos  disputa  una 
parte  de  nuestro  territorio,  y  llega  ¿.ocuparlo,  si  des- 
pués de  una  batalla  en  que  queda  vencido  pacta  eva- 
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cuar  maestro  territorio^  no  podrá  después  negarse  á  sa- 
lir de  él ,  bajo  el  protesto  de  que  no  reconoce  como 
nuestro  el  terreno  que  ocupa. 

9/  Cuando  una  estipulación  dudosa  se  encuentra 
esplicada  en  otro  pasage  del  mismo  tratado  ó  en  otro 
acto  anjilogo,  se  entiende  según  esta  esplícacion.  Si  una 
nación  débil  busca  el  amparo  de  otras  dos  para  defen- 
derse de  una  poderosa,  y  pacta  con  aquellas  algún  sub- 
sidio de  tropas ,  en  el  caso  de  que  en  las  condiciones 
de  uno  de  los  tratados  de  subsidio  hubiese  algún  pasa- 
ge  poco  claro,  se  podría  esplicar  por  el  análogo  del 
otro  tratado,  si  fuese  mas  esplícito. 

10/  En  las  cosas  favorables  debe  mas  bien  propen- 
derse  á  la  latitud  que  á  la  restricción,  y  por  el  contra- 
rio en  las  odiosas.  La  esplicacion  de  esta  regla  se  com- 
prende figurándose  una  cláusula  dudosa  que  pu^de  te- 
ner tres  esplicaciones;  la  natural,  lamas  lata  y  lame- 
nos  lata  ;  en  este  caso,  si  la  cláusula  se  refiere  á  una 
cosa  favorable  debe  mas  bien  propenderse  á  que  pase 
del  sentido  natural  que  á  que  no  llegue,  y  vice-r versa. 
Si  en  un  tratado  de  extradición,  por  ejemplo,  se  pac- 
tase simplemente  la  entrega  de  todos  los  reos  de  cier- 
tos delitos,  aunque  bajo  la  palabra  todos  se  contienen 
también  los  regnícolas,  sin  embargo,  estos  no  se  enten- 
derían sujetos  á  la  extradición  sin  que  terminantemen- 
te se  expresasen,  porque  es  odiosa  la  entrega  del  reg- 
uicola.  Si  por  el  contrario  se  pactase  algún  privilegio 
en  favor  de  cierta  nacionalidad,  determinando  la  esti- 
pulación por  las  palabras  los  naturales,  valdría  mases- 
tenderla  á  los  naturalizados,  aunque  no  estuviese  así 
esplieado  terminantemente,  que  no  limitarla  solo  á 
aquellos  que  fuesen  nacidos  de  padre  y  madre  natu- 
rales. 
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Pop  regla  general,  se  considera  favorable  todo  lo 
que  tiende  á  la  utilidad  conaun  de  las  partes  contratan- 
tes y  á  la  igualdad  en  la  estipulación,  y  odioso  todo  lo 
que  es  contrario  á  los  intereses  de  una,  aunque  sea  en 
beneficio  de  otra.  Igualmente  es  favorable  todo  lo  que 
es  útil  al  género  humano  sin  perjuicio  de  alguna  de  las 
partes.  Todo  lo  que  tiende  á  hacer  nulo  un  tratado  es 
odioso,  y  como  tal  debe  considerarse  para  la  interpre- 
tación. La  causa  del  que  busca  evitar  una  pérdida  es 
favoi:able,  comparada  con  la  del  que  aspira  á  obtener 
una  ganancia,  que  es  odiosa  en  esta  comparación. 
Del  conflicto  Como  suele  acontecer  que  lo  que  se  pacta  en  un 
u-aíadof^^*^*  tratado  no  pueda  ejecutarse  porque  se  oponga  á  lo  esti- 
pulado en  otro,  de  aquí  nace  un  conflicto  para  cuya  so- 
lución se  establecen  las  reglas  siguientes  : 

1 .'  Cuando  lo  que  está  permitido  por  un  tratado 
se  encuentra  en  oposición  con  lo  que  está  prevenido 
en  otro,  lo  mandado  lleva  la  preferencia,  porque  el  per- 
miso no  tiene  la  fuerza  que  el  mandato. 

2.'  Lo  que  está  prohibido  impide  lo  permitido, 
porque  el  permiso  es  concesión  y  la  prohibición  es 
mandato. 

3.*  Entre  la  estipulación  que  manda,  y  laque  prohi- 
be, referentes  á  un  mismo  objeto,  es  preferente  ésla, 
porque  el  mandato  siempre  es  implícitamente  condicio- 
nal, es  decir,  bajo  la  condición *de  la  posibilidad,  cuan- 
do la  prohibición  es  esencialmente  absoluta. 

4.'  Cuando  con  una  misma  potencia  se  tienen  esti- 
puladas cláusulas  incompatibles,  es  válida  la  de  fecha 
mas  reciente,  pues  debe  suponerse  que  al  pactarse  la 
última  se  quiso  anular  la  primera. 

5/  Lo  que  no  admite  dilación  debe  ejecutarse  an- 
tes que  lo  que  puede  hacerse  en  adelante. 


Digitized  by 


Google 


—  191  — 

6 . "  Cuando  dos  obligaciones  se  encuentran  en  con- 
mrrencia,  es  decir,  que  el  cumplimiento  de  la  una  ex- 
cluye el  de  la  otra,  merece  preferencia  la  que  envuel- 
ve un  objeto  mas  noble  y  de  mayor  utilidad.  Por  ejem- 
plo» un  Estado  contrata  á  un  mismo  tiempo  con  otros 
ios  vecinos  alianzas  ofensivas  y  defensivas,  siá  la  vez 
éstos  emprendiesen  una  guerra,  el  uno  defensiva  y  el 
otro  ofensiva,  no  pudiéndose  prestar  subsidios  á  los 
dos  á  un  mismo  tiempo,  seria  mas  noble  darlos  al  que 
se  defiende,  que  al  que  es  agresor. 

7/  En  igjftaldad  de  fechas  y  circunstancias,  el  tra- 
tado jurado  lleva  la  preferencia  sobre  el  que  no  lo  es- 
tá, porque  aquel  tiene  mas  solemnidades. 

8 .  *  La  obligación  que  lleva  impuesta  pena  por  falta 
de  cumplimiento,  tiene  preferencia,  en  igualdad  de  cir- 
cunstancias, sobre  la  obligación  simple. 

9.'  Dos  cosas  prometidas  á  la  vez,  y  hecha»  des- 
pués incompatibles,  ofrecen  la  elección  al  que  las  ha 
de  recibir. 

Con  respecto  á  los  tratados  que  forman  la  legisla-    con^ji^sion  y 
cion  internacional  de  España  en  materia  de  comercio,  {J^J^^smíS- 
ya  hemos  hablado  en  el  capitulo  3/  De  los  que  se  eos  de  España, 
dirigen  á  navegación  y  fuero  de  extranjería,  nos  ocu- 
paremos al  tratar  del  derecho  internacional  marítimo  y 
civil. 

Concluimos  por  ahora  nuestra  tarea  en  materia  de 
tratados,  porque  el  entrar  en  el  análisis  de  los  muchos 
que  ha  celebrado  la  España  ajustando  paces,  concer- 
tando alianzas,  y  aceptando  compromisos,  ya  cediendo 
á  las  influencias  de  una  potencia,  ya  dejándose  arras- 
trar por  los  apremios  de  otras  en  materias  de  política, 
seria  mas  propio  de  la  historia  de  las  desgracias  de 
España,  que  conducente  al  objeto  que  nos  hemos  pro- 
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puesto  al  escribir  esta  obra.  El  tiempo  ha  venido  á  in- 
validar todos  los  tratados  que  se  refieren  á  la  política 
exterior  de  la  España,  porque  las  circunstancias  en  que 
fueron  hechos  ,  y  los  motivos  que  presidieron  á  su 
redacción,  han  desaparecido,  y  difícilmente  podría  en- 
contrarse alguno  de  aquellos  compromisos  que  fuese 
hoy  sostenible  á  la  luz  de- una  lógica  imparcial.  El  en- 
trar en  esta  enojosa  tarea,  no  solo  lo  encontramos  im- 
propio, como  hemos  dicho,  sino  quesería  mas  que  útil 
perjudicial. 
De  la  cuá-  El  tratado  de  la  cuádruple  alianza  celebrado  entre 
rupea  aoza.  ^^  España,  la  Francia,  la  Inglaterra  y  el  Portugal  eu 
22  de  abril  de  1834  y  sus  artículos  adicionales  fir- 
mados en  18  de  agosto  de  dicho  año,  si  bien  es  un 
tratado  puramente  político,  puede  considerarse  hoy  re- 
ducido á  la  nulidad,  porque  fué  ajustado  con  un  obje- 
to especial,  cual  era  el  de  poner  término  á  la  guerra 
que  promovieran  los  dos  infantes  pretendientes  en  la 
Península  D.  Carlos  y  D.  Miguel,  y  conseguido  el  ob- 
jeto, el  tratado  perdió  naturalmente  su  eficacia. 
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TÍTULO  SEGUNDO. 

DERECHO    POLÍTICO   MARÍTIMO. 


i;  SECCIÓN. 


Pe  la  mar  ea  (lempo  de  pav. 


CAPITULO  PRIMERO. 
De  la  alta  mar. 


La  mar  en  tiempo  de  paz  puede  considerarse  como  inirodnccion. 
el  gran  camino  que  une  entre  si  los  continentes  y  las 
islas  ,  y  como  un  elemento  inagotable  de  riqueza  por 
los  productos  que  encierra  en  su  seno.  Como  medio 
de  comunicación ,  su  uso  es  de  una  importancia  in- 
mensa ,  porque  las  largas  travesías  de  mar  se  hacen 
mas  pronto  y  con  mas  economía ,  que  los  viajes  cor- 
tos por  tierra,  y  de  aquí  es  que  la  mar  es  el  alma  del 
comercio,  y  como  tal ,  la  base  de  la  riqueza  y  del  po- 
der de  las  naciones.  Como  elemento  de  producción  ,  la 
mar  no  es  menos  importante  por  la  abundancia  de  ali- 
25 
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mentes  que  ofrecen  sus  pescados ,  y  por  los  objetos 
preciosos  que  producen  sus  aguas, 
ciasiflcacíon       ^^^  ^^^  ^^  clasifica  en  alta  mar,  en  mar  cerrada  y 
de  los  marcá.   jj^^r  litoral.  La  alta  mar  es  la  que  media  entre  los  gran- 
des continentes  del  mundo.  Mar  cerrada  es  la  que  está 
rodeada  por  el  contiuente  de  un  mismo  Estado,  que  la 
constituye  en  un  gran  lago,  y  cuya  entrada  puede  cer- 
rarse ;  y  mar  litoral ,  la  que  baña  las  costas  de  una 
nación. 
u  alta  mar       La  alta  mar  es  común  á  todas  las  naciones ,  y  nin- 
dM  Ts^^aoio^  guna  puede  ejercer  en  ella  derecho  especial  que  in- 
nes.  dique  soberanía  ni  privilegio;  porque ,  como  dice  Vattel, 

la  mar  es  inagotable  ,  y  para  ofrecer  sus  productos  no 
necesita  del  cultivo  del  hombre ,  que  es  el  verdadero 
origen  de  la  propiedad. 

La  libertad  de  la  alta  mar  es  una  verdad  que  se 
demuestra  de  una  manera  evidente  por  dos  razones, 
la  una  física  y  la  otra  moral.  La  prueba  física  se  en- 
cuentra en  la  imposibilidad  de  ejercer  sobre  la  alta  mar 
el  derecho  de  propiedad.  Para  que  la  mar  no  fuese  li- 
bre para  todas  las  naciones ,  sería  preciso  que  fuese 
exclusiva  para  alguna ,  lo  cual  no  podría  menos  de 
constituir  una  propiedad  que  exigiría  posesión  ,  y  la 
posesión  de  la  alta  mar  es  imposible  de  hecho,  por  mas 
que  la  imaginación  multiplique  las  escuadras  á  lo  in- 
finito. 

La  prueba  moral  se  desprende  de  la  condición  de 
este  elemento  destinado  por  la  naturaleza  para  servir 
de  medio  de  comunicación  á  las  naciones  ;  y  como  esta 
comunicación  dejaría  de  existir  si  la  alta  mar  no  fuese 
libre ,  por  eso  la  libertad  de  la  alta  mar  es  una  con- 
secuencia moral  de- la  naturaleza  de  este  elemento.  Es- 
ta verdad  es  tan  clara  ,  que  se  siente  con  solo  nave- 
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gar,  pues  la  mar  sriempre  está  libre  y  franca  para  to- 
dos los  pueblos,  como  el  aire  que  purifica  la  atmósfera 
es  libre  para  todo  el  mundo. 

Tan  incuestionable  es  la  libertad  de  la  alta  mar, 
que  aquellas  mismas  naciones  que  han  tenido  la  jac- 
tancia de  aspirar  al  imperio  de  los  mares,  nunca  han 
pretendido  ejercer  un  derecho  de  propiedad  sobre  la 
mar  misma  ^  sino  una  especie  de  jurisdicción  sobre  los 
buques  que  en  ella  se  encuentran;  pero  aun  esta  pre- 
tensión la  repugna  la  igualdad  é  independencia  de  las 
naciones,  porque  siendo  libre  la  alta  mar,  todos  los 
pueblos  de  la  tierra  tienen  igual  facultad  para  usar  de 
ella ,  y  el  que  se  arrogase  un  derecho  exclusivo,  no 
podría  hacerlo  sino  en  perjuicio  de  la  independencia  de 
los  otros;  mayormente  cuando  aunque  las  naciones  no 
sean  iguales  en  poder,  lo  son  en  derecho. 

El  imperio  de  ciertos  mares  se  ha  pretendido  en    Prcieosiones 
algunas  épocas  por  algunas  naciones.  En  el  siglo  XVI  íu)  "^Se*  ciertos 
los  portugueses  pretendian  excluir  á  las  demás  nació-  "*'®®- 
nes  de  los  mares  de  Guinea  y  de  las  Indias  Orientales; 
IOS  holandeses  después  quisieron  impedir  á  los  españo- 
les el  camino  de  las  Indias  por  el  cabo  de  Buena  Es- 
peranza, la  Inglaterra  también  quiso  hacer  suyos  los 
mares  qne  circundan  el  Reino-Unido;  y  por  último, 
la  España  á  su  vez  se  creyó  señora  del  Pacifico;  pero 
estas  pretensiones,  que  nunca  emanaron  de  los  princi- 
pios del  derecho  de  gentes,  ni  fueron  sancionadas  so- 
lemnemente, sino  toleradas  como  un  abuso  de  la  fuer- 
za, después  de  ser  ocasión  de  frecuentes  guerras ,  ter- 
minaron por  el  olvido. 

^k)bre  la  libertad  de  los  mares  todos  los  autores  es- 
tán conformes j  desde  Grotio  en  su  obra  de  Mare  libe- 
nim,  hasta  Rayneval  en  la  suya  de  la  Liberté  des  m^rs; 
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solo  los  escritores  ingleses,  ó  disienten  ó  pretenden  su- 
jetar esta  libertad  á  multitud  de  restricciones. 

A  los  que  mas  detenidamente  quieran  profundizar 
esta  materia,  recomendamos  la  obra  de  Mare  clausum 
de  Selden  en  respuesta  al  Mare  liberum  de  Grotio  ( 1 ). 


(1)  El  Mare  liberum  de  Grolio  se  publicó  en  el  aQo  de  1609  con  el  objeto  de 
probar  lo  estravagante  de  las  pretensiones  de  los  portugueses  que  creían  tener 
derecho  á  excluir  á  las  demás  naciones  de  los  mares  de  África  y  del  Cabo  de 
Buena  Esperanza,  por  ser  ellos  los  descubridores  de  este  nuevo  camino  de  la 
India.  Los  argumentos  de  Grotio  se  fundan  todos  en  la  naturaleza  de  la  mar. 
Esta  obra,  como  era  natural,  lastimaba  las  pretensiones  exageradas  de  la  Ingla- 
terra, y  así  es  que  bajo  la  protección  de  Jacobo  1  y  Carlos  I  escibió  Selden  su 
respuesta  en  1635.  Los  ra;conamlenlo5  de  Selden  están  buscados  en  la  Historia 
Sagrada,  en  la  Mitología  y  en  hechos  históricos  acomodados  con  mas  ó  meno^ 
Oportunidad  á  su  intento:  generalmente  sus  argumentos  se  fundan  mas  en  la 
autoridad  que  en  la  razón. 
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CAPÍTULO  n. 


De  la  mar  cerrada. 


La  mar  cerrada  es,  como  hemos  dicho,  la  que  está    ^  niar  cer- 
rodeada  por  el  continente  de  un  Estado  ,  y 'cuya  en-  bre^comotóaí- 
trada  puede  cerrarse.  »Siendo  esta  mar  susceptible  de  ^^  '"^^• 
posesión,  puesto  que  se  puede  ejercer  sobre  ella  el 
dominio  exclusivo ,  impidiendo  su  U5o  á  las  demás  na- 
ciones ,  falta  la  razón  física  en  que  se  funda  la  lilier- 
tad  de  la  alta  mar ,  de  que  sobre  ésta  no  se  puede 
tener  propiedad.  Tampoco  se  encuentra  con  respecto 
ú  la  mar  cerrada  la  razón  moral  que  ahona  la  libertad 
de  la  alta  mar,  porque  la  mar  cerrada  no  es  un  cami- 
uo,  sino  un  término  de  camino.  Además  que  la  liber- 
tad de  la  alta  mar  á.  nadie  perjudica ,  cuando  el  uso 
común  de  la  mar  cerrada  podría  ser  perjudicial  á  los 
intereses  de  la  nación  en  que  se  encuentra ,  .y  en  daño 
de  su  independencia  y  de  su  soberanía. 

No  siendo  libre  la  mar  cerrada ,  es  claro  que  debe 
participar  de  todas  las  condiciones  del  territorio,  y  que 
como  éste  puede  ó  no  franquearse  á  los  particulares 
extranjeros ,  ó  á  los  ejércitos  de  otra  nación. 

En  la  clasificación  de  mares  cerrados  se  compren- 
den los  puertos ,  radas ,  golfos ,  bahías  y  toda  clase 
dp  mares  mediterráneos  pertenecientes  á  un  solo  Estado. 

IjOS  mares  mediterráneos  que  no  pertenecen  á  una    ei  Mediier- 
sola  nación ,  no  pueden  considerarse  cerrados  ,  aunque  ermar^cerra^ 
su  entrada  pueda  materialmente  cerrarse  ,  porque  si  ^*'  ^  "'^'^• 
bien  esta  circunstancia  constituye  por  sí  la  razón  física 
en  que  se  funda  la  propiedad  de  los  mares  cerrados, 
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sin  embargo  falta  la  razón  moral ,  pues  un  mar  cerra- 
do que  pertenece  á  varias  naciones ,  nó  puede  menos 
de  considerarse  como  el  camino  para  todas  y  entre  to- 
das ellas.  Por  esta  razón  el  mar  Medit-erráneo  y  el  Bcál- 
tico,  aunque  ambos  sean  susceptibles  de  ser  cerrados 
por  los  estrechos  de  Gibraltar  y  del  Sund ,  sin  embar- 
go están  reconocidos  como  mares  libres  y  comunes. 
El  mar  Nc-       Puede  sin  embargo  darse  la  circunstancia  de  que 

gro  llene  ona  *^  ^ 

condición  mix-  un  mar  cerrado  que  no  pertenezca  á  una  sola  nación, 
no  sea  absolutamente  libre ,  porque  asi  lo  exija  la  se- 
guridad de  las-  que  lo  rodean  ;  así  es  que  el  mar  Negro 
aunque  es  libre  para  el  comercio  de  todas  las  naciones, 
no  lo  es  para  los  buques  de  guerra  de  ninguna ,  pues 
esta  es  una  precaución  que  se  ha  juzgado  indispensa- 
ble para  la  seguridad  de  la  Rusia  y  de  la  Turquía ,  la 
cual  está  reconocida  por  ei^^tratado  de  13  de  julio  de 
1841 5  ajustado  entre  la  Francia ,  el  Austria ,  la  Ingla- 
terra 5  láP  Rusia  y  la  Sublime  Puerta. 
Derecho  do       En  el  principio  de  que  la  mar  cerrada  participa  de 

pa^ra  cerrar  sos  todas  las  Condiciones  del  territorio,  se  funda  el  derecho 

poerios  á  los  q^g  tienen  todas  las  naciones  para  declarar  sus  puor- 
extranjeros.      ^  r  i 

tos  cerrados  ó  abiertos  al  comercio  extranjero,  y  en 

este  caso  para  establecer  medidas  fiscales ,  impuestos 
y  cuantas  precauciones  convenga.  Solo  debe  tenerse 
cuidado  de  no.  hacer  diferencias  entre  las  naciones 
que  concurren  A  estos  puertos  ó  mares ,  'para  evitar 
los  conflictos  á  rfiie  pudiera  dar  margen  la  desi- 
gualdad. 

Los  puertos  y  radas  de  un  Estado  que  están  abier- 
tos al  comercio  extranjero,  se  consideran  por  el  dere- 
cho de  gentes  abiertos  también  para  los  buques  do 
guerra  de  las  demás  naciones  ;  á  no  ser  que  exista  imn 
prohibición  expresa  ,  con5?entida  pr  los  tratados.  Pero 
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aun  sin  esta  pruhibiciou  ,  si  el  número  de  buques  ex- 
trang:ero3  ó  las  circunstancias  especiales  en  que  éstos 
llegan  al  puerto,  ofrecen  un  justo  motivo  de  alarma, 
la  prudencia  aconseja  al  señor  del  puerto  el  negarles 
la  entrada  usando  de  su  derecho  jurisdiccional,  y  tam- 
bién debe  persuadir  al  jefe  de  ía  escuadra  &  retirarse 
para  dar  asi  una  prueba  de  su  buena  fé. 

Una  política  previsora  recomienda  que  en  los  tra- 
tados de  navegación  se  pacte  el  que  los  buques  de 
guerra  extrangeros  no  entren  en  los  puertos  en  mas  nú- 
mero que  tres  ó  cuatro.  Ksto  se  entiende  de  los  puer- 
tos abiertos,  pues  en  los  arsenales  destinados  ala  cons- 
trucción y  reparación  de  los  buques  de  una  nación, 
no  es  lícita  la  entrada  de  buques  que  no  estén  sujetos 
á  la  jurisdicción  del  Estado. 

Aunque  en  España  se  ha  conocido  siempre  la  ne-  ^  ^^^^/^í^ 
cesidad  de  poner  coto  á  los  abusos  que  pudiera  produ-  adoptadas   en 
eir  una  libertad  ilimitada  sobre  este  punto,  sin  embar*  loaiosbaques 
go,  en  la  práctica  han  ocurrido  modificaciones  según  ^  »»«"^  "■ 
las  circunstancias.  Por  real  orden  de  29  de  setiembre 
de  1769,  se  mandó  que  los  buques  de  la  escuadra  ru- 
sa fuesen  ^tratados  en  puertos  de  España  como  los 
de  las  demás  potencias  amigas  ,  no  pudiendo  entrar  á 
la  vez  mas  que  cuatro,  y  esto  en  caso  de  necesidad. 

Posteriormente,  en  13  de  junio  de  1771  se  previ- 
no, que  para  evitar  los  desórdenes  que  ocasionaban  en 
los  puertos  las  tripulaciones  de  los  buques  de  guerra 
extrangeros,  no  se  permitiese  la  entrada  ni  á  uno  ni  á 
muchos ,  sino  en  casos  de  extrema  necesidad ,  como 
para  librarse  de  tempestades  ,  ó  proveerse  de  víveres, 
cuya  resolución  se  comunicó  A  las  cortes  extranjeras. 

En  las  estipulaciones  con  otras  potencias  tampoco 
se  ha  observado  una  regla  fija. 
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vaHas***^U5n"       ^^  ^^  Inglaterra,  por  el  artículo  46  del  tratado  de 
cías  sobre  la  1667  vigente,  se  pactó  que  los  buques  de  guerra  po- 

enlradadebu-  ,   ,  ^        ,.,  ^  i  . 

qucs  di  guerra  driau  entrar  libremente  en  los  puertos ,  y  permanecer 
panohes'^*  ^  ®^  ^^^^  ^  ^^  ^^  costas  el  tiempo  necesario  para  re- 
poner sus  necesidades,  con  tal  que  el  número  de  aque- 
llos no  escediese  al  decebo.  Solo  en  caso  de  urgente 
necesidad  podrían  entrar  en  mayor  número  si  la  auto- 
ridad local  les  concediese  permiso. 

Con  PwtvAfal,  por  el  articulo  19  del  tratado  de  Utrech 
de  6  de  febrero  de  1715,  se  intipuló  lo  mismo,  pero 
reduciendo  á  seis  el  número  de  buques  de  guerra  que 
podrían  entrar  en  los  puertos  mayores  y  tres  en  los 
menores.  En  mayor  número  nunca  seria  lícita  la  en- 
trada á  no  ser  por  arribada  forzosa  y  con  el  permiso 
de  la  autoridad  local. 

Con  los  PaüesSajos^  por  el  artículo  20  del  trata- 
do de  Utrech  de  26  de  junio  de  1714 ,  se  pactó  que 
los  buques  de  guerra  de  ambos  Estados  pudiesen  en- 
trar libremente  en  los  puertos  respectivos,  pero  sin  de- 
tenerse demasiado  para  no  ocasionar  alarmas^  y  dando 
cuenta  A  la  autoridad  local  del  motivo  de  su  detención. 

Con  Avst^iay^or  el  artículo  Z""  del  tratado  de  1  /  de 
mayo  de  1725-,  se  prohil)e  ú  los  buques  de  guerra  de 
ambas  potencias  el  entrar  en  los  puertos  respectivos 
menos  fortificados,  á  excepción  de  los  casos  de  arriba- 
da foriiosa,  y  á  condición  de  que  pasado  el  riesgo  se 
vueh-an  á  la  mar,  y  que  durante  la  permanencia  en  el 
puerto  no  envíen  á  tierra  sino  aquella  gente  que  lu  au- 
toridad local  consienta. 

Con  Dinamarca  se  pactó  por  el  artículo  2."  del  tra- 
tado de  1742,  que  el  número  de  buques  de  guerra  que 
podrían  entrar  en  los  puertos  respectivos  no  escedería 
de  seis;  y  aunque  este  tratado  nunca  tuvo  ejecución, 
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la  dificultad  no  nació  seguramente  de  este  articulo. 

Con  la  Sublime  Puerta  está  convenido  por  el  ar- 
tículo 10  del  tratado  de  14  de  setiembre  de  1782,  que 
la  r^la  en  este  punto  sea  la  que  se  observe  con  las 
naciones  amigas. 

Ck>n  los  £stadoS'Unidos  América^  por  el  artículo  « 
8.**  del  tratado  de  27  de  octubie  de  1795,  no  se  deter- 
mina numero  de  buques,  sino  que  simplemente  se  con- 
cede en  los  puertos  respectivos  la  entrada  á  los  de 
guerra  por  arribada  forzosa  para  reparar  sus  averías. 

Este  es  el  derecho  positivo  de  la  España  sobre  es- 
ta materia,  al  cual,  aunque  poco  uniforme,  es  forzoso 
atenerse,  porque  está  pacta(to  solemnemente. 

Los  estrechos   que  median  entre  mares  libres  son    son  comunes 

los    fistrficho^ 

también  libres  y  comunes,  aunque  por  su  estrechez quo  median 

puedan  cerrarse  por  la  artillería  de  tierra.  De  no  ser  ^"^''^ '"*''^^ 
*  *  comunes. 

así,  sucedería  que  lo  mas  cedería  á  lo  menos;  lo  prin- 
cipal que  es  la  mar,  vendría  á  ser.de  aquella  nación 
que  poseyese  lo  accesorio,  que  seria  el  estrecho,  y  el 
objeto  de  la  comunidad  de  los  mares ,  que  es  la  libre 
comunicación,  quedaría- anulado. 

Cuando  los  estrechos  son  tan  reducidos  que  al  pa- 
sarlos los  buques  quedan  bajo  el  tiro  de  cañón  de  las 
costas,  el  estado  á  que  éstas  pertenecen  tiene  facultad 
de  establecer  reglas  de  vigilancia  sobre  las  naves  pa- 
saderas; así  como  también  pueden  fijar  algún  derecho 
en  retribución  del  servicio  de  fanal,  balisas  ó  prácticos, 
f?i  los  hav. 

Los  estrechos  del  Bosforo  están  cerrados ,  como  he-     Navegación 
mos  dicho,  á  los  buques  de  guerra  extrangeros ,  pero  o,ros«trechos 
lio  á  los  mercantes  por  el  tratado  entre  la  Francia ,  el 
Austria,  la  Inglaterra,  la  Rusia  y  la  Puerta ,  ajustado 
en  13  de  julio  de  1841. 
26 


Digitized  by 


Google 


—  202  — 

La  Dinamarca  tiene  también  establecidos  poi  trata- 
dos con  otras  potencias  los  derechos  que  cobra  sobre    ¡ 
los  buques  que  pasan  por  el  Sund  y  el  Beltá.  i 

Por  el  tratado  de  6  de  agosto  de  1791 ,  quedó 
abolido  para  la  España  el  derecho  llamado  de  Niza  y    | 
Villafranca  que  cobraba  la  Cerdeña  A  todos  los  buques    ¡ 
que  llegaban  á  estos  puertos  por  razón  de  su  soberanía, 
y  por  la  protección  que  dispensaba  en  la  navegación    | 
de  aquellos  mares.  | 
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CAPITULO  III. 


De  la  mar  litoral. 


La  mar  litoral,  que  es,  como  hemos  dicho,  la  que  Condición 
baña  la^  costas  de  un  Estado,  participa  de  una  condi-  mares  litorales 
cien  verdaderamente  mixta. 

Por  una  parte,  sobre  la  mar  litoral  es  posible  el 
derecho  de  propiedad ,  pues  que  con  la  artillería  de 
tierra  se  puede  impedir  su  uso  á  otras  naciones ,  y  por 
otra  la  mar  litoral,  de  la  misma  manera  que  la  alta  mar, 
es  un  camino  ó  medio  de  comuicacion  de  gran  pro- 
vecho para  el  genero  huítiano.  La  mar  litoral  debe  ser 
respetada  por  todos  los  pueblos,  porque  así  lo  exigen 
los  intereses  materiales  de  las  costas,  la  independencia, 
la  seguridad  y  aun  el  decoro  de  las  naciones  ,  al  paso 
que  el  navegar  por  estos  mares  litorales  es  una  cosa 
inocente  y  aun  indispensable  en  algunos  casos. 

De  esta  combinación  de  circunstancias  encontradas 
que  ocurren  en  la  mar  litoral ,  nace  el  que  su  condi- 
ción no  sea  ni  absolutamente  libre  como  la  alta  mar, 
ni  sujeta  á  la  propiedad  esclusiva  como  los  puertos. 

La  regla  que  reconoce  el  derecho  dé  gentes  para    La  seguridad 
determinar  la  condición  de  los  mares  litorales^  se  funda  la^eglaq^u^d(^ 
en  que  al  señor  de  las  costas  es  lícito  todo  aquello  que  J^™*»«  ^^  ^^' 
exije  su  propia  conservación  ,  y  que  no  puede  impedir  "wí"©»  litorales 
á  los  demás  el  uso  inocente  ,  es  decir,  aquel  uso  con 
el  cual  no  se  le  causa  perjuicio.  Este  derecho  jurisdic- 
cional sobre  los  mares  que  bañan  las  costas  de  un  Es- 
tado, es  necesario,  pues  de  otro  modo,  los  individuos 
que  habitan  en  las  costas  estarían  siempre  expuestos  á 
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vejaciones  y  aun  á  saqueos  de  parte  de  los  que  frecuen- 
tasen los  mares  vecinos.  Por  consiguiente,  todas  aque- 
llas facultades  y  atribuciones  que  sean  precisas  A  los 
Estados  marítimos  para  defender  sus  costas ,  las  con- 
cede el  derecho  de  gentes ,  asi  como  niega  aquellas 
que  s^n  contribuir  á  este  objeto  perjudican  á  la  liber- 
tad-de las  demás  naciones. 

Fundándose  el  imperio  que  se  ejerce  sobre  los  ma- 
res litorales  en  el  principio  de  su  propia  defensa  ,  su 
.  ejercicio  no  puede  pasar  del  derecho  de  establecer  re- 
glamentos de  vigilancia,  y  de  usar  de  la  fuerza  pública 
para  hacerlos  cumplir;  y  con  estas  limitaciones  los  ma- 
r(3s  litorales  son  comunes  á  todos  los  pueblos  para  el 
uso  de  la  navegación ,  porque  sometiéndose  á  las  re- 
glas de  policía  establecidas,  no  se  perjudica  el  señorío 
jurisdiccional  del  Estado  que  ocupa  las  costas. 

La  nación  que  establece  en  sus  reglamentos  fiscales 

el  que  ninguna  escuadra  estrangera  navegue  por  sus 

mares  litorales  sin  su  autorización  previa ,  está  en  su 

derecho,  porque  ni  este  uso  se  -puede  considerar  del 

todo  inocente,  ni  es  tan  perfecto  el  derecho  que  tiene 

la  escuadra  para  navegar  por  estos  mares  ,  que  pueda 

usar  de  él  sin  el  permiso  del  señor  de  las  costas. 

La  pesca  en       ^^  pesca  eu  los  marcs  litorales  es  un  derecho  ex- 

raíoro^esciu^  ^^^sivo  del  Estado  á  que  éstos  pertenecen,  á  La  manera 

siva  íici  seno-  que  las  aves  que  vuelan  de  una  heredad  á  otra  solo  pue- 

río  (le  la  costa.  ;  •.      .  /  .     , 

den  ser  cogidas,  aunque  sean  comunes  ,  por  el  dueño 
de  la  heredad  en  que  paran.  El  pescado,  que  es  uii  pro- 
ducto común  de  los  mares,  cuando  se  acerca  A  las  cos- 
tas entra  en  la  jurisdicción  de  la  tierra,  y  á  sus  mora- 
dores solo  toca  el  pescarlo  como  una  propiedad  del  Es- 
tado; porque  en  los  mares  litorales  solo  el  navegar  puedo 
ser  lícito  á  los  extranjeros  como  una  cosa  inocente  ,    v 
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serían  infinitas  las  complicaciones  que  resultarían  de 
que  la  pesca  en  las  costas  fuese  común  á  todas  las  na- 
ciones. 

La  pesca  en  los  puertos  y  costas  de  España  está  co-    u  pesca  en 

mo  toda  industria  marinera  reservada  exclusivamente !?®  ^^^^  ?® 

España   perte- 

á  los  matriculados  ,  por  los  artículos  2.",  10.*  y  11/,  ti-  necea  ios  ma- 
tulos 2.*  y  5.*  de  la  ordenanza  de  matrículas  ,  confir-  ^'■*^^**^^'* 
mados  por  el  real  decreta  de  20  de  Febrero  de  1817. 
Solo  una  escepcion  se  encuentra  á  esta  regla  ,  otorga- 
da con  anterioridad  en  favor  de  la  Francia  por  el  ar- 
ticulo 3/  del  tratado  de  2  de  Enero  de  1768.  En  este 
articulo  se  pactó,  que  la  pesca  en  las  costas  respecti- 
vas seria  común  á  arabas  naciones  ;  pero  como  la  orde- 
jiíur/a  de  matrículas  es  del  año  do  1802 ,  es  decir,  pos- 
tf^rior  al  tratado,  y  en  olla  no  se  hizo  mérito  do  esta 
excepción,  que  tanto  lastima  los  intereses  nacionales, 
puesto  que  hace  á  los  franceses  de  mejor  condición  que 
á  los  españoles  no  matriculados  ,  debe  suponerse  cadu- 
cada la  concesión ,  y  como  regla  única  la  ordenanza  de 
matrículas.  Como  una  comprobación  deque  este  artícu- 
lo 3.'  ha  caducado,  citaremos  la  real  orden  de  4  de 
Octubre  de  1830  por  la  cual  se  previno,  que  los  fran- 
ceses que  se  casasen  en  España  y  disfrutasen  de  la  pes- 
ca de  sus  costas ,  quedasen  sujetos  al  servicio  de  la 
marina  española  en  justa  reciprocidad  de  lo  que  se  ha- 
cia en  Francia  sobre  este  punto.  Podemos  por  último 
asegurar,  que  en  mas  do  una  ocasión  se  ha  instado  fuer- 
temouto  al  gobierno  Español  para  que  permitiese  que 
fuese  libre  la  pesca  en  las  costas  de  la  Isla  de  Vw- 
ba^  y  que  la  resistencia  siempre  se  ha  fundado  en  los  ci- 
t;idos  artículos  de  la  ordenanza  de  matrícula.  los  espafto- 

Otra  escepcion  de  esta  regla  encontramos  estable-  ¡fhj^^e^'l^^^^^^^ 

cida  on  favor  de  la  España  por  el  artículo  35  del  tra-eo  las  cosías 

de  Marruecos. 
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tado  de  1799  con  el  emperador  de  Marruecos ,  pues  en 
él  se  concede  á  los  Españoles  el  derecho  de  pescar  des- 
de Santa  Cruz  de  Berbería  al  Norte  en  las  costas  del 
imperio. 

Por  último,, uno  de  los  efectos  principales  del  im- 
perio de  los  mares  litorales ,  es  la  obligación  que  por 
él  se  impone  á  todas  las  naciones,  no  solo  de  respetar 
la  pesca  y  los  reglamentos  fiscales  establecidos  ,  sino 
de  abstenerse  de  ejercer  en  ellos  todo  género  de  hos- 
tilidades. Sobre  este  punto  seremos  mas  extensos  al 
tratar  de  la  neutralidad. 
Los  limites       Determinada  la  extensión  del  derecho  jurisdiccio- 

marítimos    se  ,  ^ 

esuenden  has-  nal  que  se  ejerce  en  los  mares  litorales ,  pasamos  á 

la  ^eonveníenh  examinar  el  espacio  marítimo  hasta  donde  alcanza  el 
cía ,  y  basta  ejercicio  de  esta  iurisdiccion. 

donde  alean-  •'  .  ,  ,       .  ....  -      , 

zan  los  medios.       Partiendo  del  mismo  principio  en  que  se  funda  este 

derecho,  se  infiere. que  puede  ejercerse  hasta  aquella 
distancia  de  la  costa  que  exija  la  seguridad  de  la  mis- 
ma ,  y  hasta  donde  alcancen  los  medios  de  acción  del 
Estado  marítimo  ;  porque  sería  inútil  declarar  una  ex- 
tensa zona  como  límite  marítimo  de  un  Estado,  que  por 
no  tener  fuertes  ni  buques  para  sostenerlo,  se  viese  ex- 
puesto á  continuas  vejaciones ,  resultado  de  este  impe- 
rio ideal. 

Algunos  escritorei^han  pretendido,  que  como  con- 
secuencia del  principio  de  la  propia  defensa ,  el  límite 
marítimo  debía  tenninarse  por  la  distencia  ó  alcan- 
ce del  tiro  de  canon ;  pBro  esta  doctrina  aunque  en  la 
apariencia  es  menos  vaga ,  en  la  practica  puede  ofre- 
cer graves  dificultades ,  porque  pueden  darse  situacio- 
nes en  que  el  tiro  de  cañón  sea  demasiado,  como  su- 
cede en  la  bahía  de  Gibraltar,  en  que  los  tiros  de  esta 
plaza  se  cruzan  con  los  de  las  costes  vecinas ,  y  pue- 
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den  por  el  contrario  presentarse  circunstancias  en  que 
un  buque  colocado  fuera  del  tiro  de  cañón  ofrece  mas 
peligros  para  la  costa  que  otro  situado  á  la  mitad  de 
esta  distancia. 

Por  tanto,  la  opinión  de  los  mejores  publicistas  que 
han  escrito  sobre  esta  materia ,  está  conforme  en  que 
cada  Estado  según  la  naturaleza  de  sus  mares  adya- 
centes, la  configuración  de  sus  costas ,  sus  verdaderos 
medios  de  defensa  y  la  clase  de  peligros  á  que  esté  ex- 
puesto, debe  determinar  con  conocimiento  de  la§  de- 
más naciones  hasta  dónde  ha  de  alcanzar  la  acción  de  • 
sus  resguardos  y  el  ejercicio  de  su  jurisdicción ;  y  que 
este  límite  marítimo  así  establecido,  debe  ser  respeta- 
do, si  con  él  no  se  impide  la  libertad  de  navegar. 

Por  esta  razón  los  límites  marítimos  de  las  naciones 
civilizadas  no  están  sujetos  á  una  medida  igual  y  uni- 
forme. La  Francia ,  la  Inglaterra  y  los  Estados-Unidos 
lo  estienden  hasta  cuatro  leguas  de  la  costa ,  según  el 
porte  del  buque,  su  cargamento  y  maniobras;  mientras 
que  Cárdena  lo  reduce  á  cince  millas ,  y  algunas  otras 
naciones  han  adoptado  el  término  medio  de  tres  millas. 

Los  límites  marítimos  de  la  España  están  fijados    Exiensioode 
en  seis  millas  desde  el  año   1760,  por  la  real  cé-  ríiímos  de  bs- 
dula  de  17  de  diciembre  de  dicho  año,  confirmada  por  p****- 
real  resolución  de  1.*  de  mayo  de  1775,  y  por  el  artí- 
culo 15  del  real  decreto  de  3  de  mayo  de  1830.  Estas 
reales  disposiciones  que  determinan  la  extensión  de 
mar  en  que  se  puede  ejercer  la  vigilancia  del  resguar- 
do, la  clase  de  buques  que  deben  ser  objeto  de  esta  po- 
licía y  las  circunstancias  en  que  han  de  tener  lugar     • 
tales  prevenciones,  están  consentidas  por  todas  las  po- 
tencias marítimas,  porque  sobre  ellas  no  se  ha  presen- 
tado protesta  ni  reclamación  alguna. 
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CAPITULO  IV. 


De  los  nmifr agios. 


La  jiirisdic-       Como  una  de  las  consecuencias  de  la  lurisdiccioii 

cíon  lerriforial  .  ,  .  ,  , . .       , 

csescuisivaen  q^«  se  ejerce  en  las  costas  y  en  los  mares  litorales,  sea 
lia  u^Tl  ^^^^  ^^  intervenir  en  los  naufragios,  vamos,  antes  de  en- 
trar en  el  examen  de  la  condición  de  los  buques,  á  dar 
una  idea  de  lo  que  establece  la  jurisprudencia  interna- 
cional marítima  para  los  casos  en  que  el  naufragio 
ocurra  con  un  buque  extrangero. 

La  intervención  que  ejerce  la  autoridad  territorial 
en  los  naufragios  de  buques  extrangeros,  es  de  dos  cla- 
ses. La  una  procede  del  deber  que  tienen  todos  los 
pueblos  de  auxiliarse  reciprocamente  en  los  conflictos 
que  les  ocurren,  y  la  otra  se  deriva  del  señorío  jurisdic- 
cional exclusivo  que  tiene  todo  Estado  para  no  permi- 
tir en  su  territorio  el  ejercicio  de  jurisdicción  extraña. 
De  modo,  que  en  el  caso  de  un  naufragio  de  buque  ex- 
trangero,  la  nación  en  cuyas  costas  se  verifica ,  tiene 
deberes  y  derechos  con  respecto  al  Estado  á  cuya  na- 
cionalidad pertenece  el  buque. 

Los  deberes,  con  arreglo  á  los  principios  del  dere- 
cho de  gentes  reconocidos  en  todas  las  naciones  civili- 
zadas^ consisten  en  el  socorro  y  amparo  que  debe  dis- 
pensarse á  los  buques  y  personas  náufragos  que  llegan 
á  las  costas,  y  en  el  respeto  religioso  á  la  propiedad  de 
*      los  efectos  salvados. 

Antiguamente  era  costumbre  que  lo  que  el  mar  ar- 
rojaba á  las  playas,  aunque  procediese  de  un  naufra- 
gio^ entrase  en  propiedad  del  señor  de  las  costas; 
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mas  cuando  las  necesidades  del  comercio  hicieron  tan 
frecuentes  las  comunicaciones,  y  aumentaron  la  impor- 
tancia de  la  marina  mercante ,  ya  no  fué  posible  con- 
servar una  práctica  tan  opuesta  á  los  sentimientos  de 
comunidad,  con  que  la  nueva  civilización  estrechaba 
los  vínculos  de  las  naciones.  De  suerte,  que  la  antigua 
doctrina  fué  sustituida  por  otra  mas  hospitalaria,  y  los 
efectos  salvados  de  los  naufragios  los  declaró  el  dere- 
cho dé  gentes  propiedad  de  sus  antiguos  dueños  ,  para 
impedir  que  la  codicia  de  los  hombres  aumentase  las 
desgracias  ocasionadas  por  los  elementos. 

Pero  como  el  acto  de  restituir  los  efectos  proce- 
dentes de  un  naufragio,  presupone  unjuicio  para  acre- 
ditar el  derecho  de  propiedad,  y  este  juicio  solo  puede 
verificarse  en  el  lugar  en  que  se  encuentren  los  efec- 
tos salvados,  y  como  en  el  naufragio  pueden  además 
ocurrir  complicaciones  de  robos  ú  homicidios  que  no 
deban  quedar  sin  la  conveniente  investigación  en  un 
juicio,  y  en  el  pmnto  del  naufragio  no  se  puede  ejercer 
jurisdicción  extrangera ,  de  aquí  nace  el  derecho  de  la 
jurisdicción  territorial  para  juzgar  exclusivamente  en 
las  causas  de  naufragio  que  ocurren  en  el  territorio. 

Como  el  deber  que  nace*en  los  casos  de  naufragio 
sea  una  gracia  en  favor  de  los  náufragos  ,  á  diferencia 
del  derecho  que  constituye  una  parte  de  la  soberanía 
jurisdiccional,  por  eso  aquel  puede  sufrir  algunas  mo- 
dificaciones por  medio  de  pactos  internacionales,  cuan- 
do éste  es  esencialmente  inalterable  si  se  ha  de  con- 
servar ilesa  la  independencia  jurisdiccional.  Fundadas 
en  esta  regla  y  llevadas  del  deseo  de  asegurar  á  sus 
subditos  una  protección  eficaz  en  los  casos  de  naufra- 
gios en  tierras  extrangeras,  algunas  naciones  acostum- 
hran  estipular  en  sus  tratados  el  que  la  materialidad 
27 
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del  salvamento  quede  al  cargo  exclusivamente  de  los 
cónsules  respectivos,  abonando  éstos  los  gastos  que 
se  ocasionan  en  la  operación.  Pero  debe  tenerse  pre- 
sente que  cuando  median  tales  estipulaciones ,  solo  se 
entiende  que  pueden  tener  efecto  en  cuanl»  á  las  ope- 
raciones del  salvamento,  pero  no  para  interponer  la 
jurisdicción  del  cónsul  en  el  juicio  de  pertenencia,  por- 
que en  el  territorio  de  un  Estado  no  es  lícito,  como  se 
ha  dicho,  el  ejercicio  de  jurisdicción  extraña.  Por  el 
mismo  principio  tampoco  seria  licita  esta  intervención 
extrangera  en  el  caso  en  que  el  naufragio  estuviese 
complicado  con  algún  crimen  de  la  tripulación.  En  ta- 
les tíircunstancias  procedería  la  devolución  jíe  los  efec- 
tos salvados  en  virtud  del  juicio  de  propiedad,  seguido 
por  la  jurisdicción  territorial;  y  en  cuanto  á  los  crimi- 
nales, su  condición  sería  la  de  asilados,  sujetos  al  cas- 
tigo ó  á  la  extradición,  según  las  reglas  que  establece- 
remos al  tratar  del  derecho  internacional  criminal. 
Leyes  de  Es-  En  España  existe  una  legislación  ^pecial  en  mate- 
j^^so  re  ñau  ^^  ^^  naufragios,  la  cual  está  ampliada  por  estipula- 
ciones ajustadas  con  algunas  potencias. 

La  ley  vigente  en  el  reyno  para  todas  las  naciones 
que  no  tienen  pactos  especiales  sobre  este  punto,  es 
el  artículo  14  del  titulo  6.*  de  las  ordenanzas  de  matrí- 
cula, 5  los  artículos  990  y  991  del  Código  de  comercio. 
Dice  el  primero,  «  siendo  estranjera  la  embarcación 
«perdida,  y  hechas  las  primeras  diligencias  para  sooor- 
«ro  de  la  gente  y  salvamento  de  los  efectos ,  se  pon- 
«drán  éstos  á  la  orden  del  juez  conservador  de  extran- 
«jería  ( el  gobernador  militar)  asegurando  el  reintegro 
«de  los  gastos  hechos ;  sin  verificar  la  entrega  mien- 
«tras  no  se  justifique  la  nación  á  que  pertenece  el  buque 
«naufragado.»  El  Código  de  comercio  en  los  artículos 
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citados  sratoriza  para  vender  los  efectos  salvados  de  un 
naufragio^  cuando  están  expuestos  á  perderse  por  la 
estancación,  cuando  en  el  término  de  un  año  no  pare- 
ce sn  dueño,  ó  cuando  sea  necesario  para  pagar  los 
fletes  de  los  buques  salvadores.  Estas  disposiciones  es- 
tán confirmadas  recientemente  por  real  orden  de  4  de 
mayo  de  1848,  en  que  se  previene,  que  el  buque  per- 
dido cuya  procedencia  se  ignore,  6  que  sabiéndose  que 
es  extranjero,  no  se  justifique  la  nación  á  que  pertene- 
ce, se  considera  como  español  para  los  efectos  de  su  ena- 
genacion.  Que  si  estuviese  justificada  su  nacionalidad, 
se  entregue  al  juez  conservador  después  de  pagar  los 
gastos  de  salvamento,  y  si  los  dueños  no  pagasen  y 
lo  abandonan  ,  se  venda  para  satisfacer  estas  anticipa- 
ciones. 

Por  el  contexto  de  estos  artículos  se  vé  confirmada 
la  regla  general  que  dejamos  establecida,  relativa  á  que 
en  casos  de  naufragio  de  un  buque  extranjero,  solo  á 
la  autoridad  local  de  marina  compete  el  proceder  al 
salvamento,  y  el  juzgar  sobre  la  procedencia  del  bu- 
que naufragado.  Pero  con  respecto  á  la  primera  parte 
de  esta  disposición ,  es  decir,  á  la  que  se  refiere  solo  á 
la  operación  de  salvar  el  buque,  existen  algunas  modifi- 
caciones consignadas  en  los  convenios  celebrados  por  la 
España,  con  la  Francia  y  con  Portugal. 

Con  la  primera  de  estas  potencias,  se  ha  pactado  en  Esiipuiacio- 
el  artículo  7.*  del  convenio  consular  de  13  de  marzo  SJf.^""^''**"' 
de  1769,  que  cuando  ocurra  el  naufragio  en  un  puer- 
to donde  resida  cónsul  ó  vice-cónsul  de  una  de  las  dos 
naciones,  este  funcionario,  en  unión  con  la  tripulación 
del  buque,  se  ocupe  del  salvamento,  para  lo  cual  reci- 
birá de  la  autoridad  local  los  auxilios  que  necesite  por 
su  justo  precio;  que  cuando  sea  necesaria  la  interven- 
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cion  del  juez  del  lugar,  bien  para  la  formación  de  iu* 
ventarlos  de  los  efectos  salvados ,  ó  para  otros  inciden- 
tes, sea  en  ambos  países  la  autoridad  de  marina  la  que 
siga  los  procedimientos;  y  por  último,  que  los  efectos 
salvados  no  devenguen  derecho  á  su  exportación.  De 
suerte  que  cuando  ocurre  en  España  el  naufragio 
de  un  buque  francés,  el  procedimiento  que  esta- 
blecen las  ordenanzas,  está  alterado  en  la  primera 
parl^. 
EsUpniacio-  Con  respecto  á  Portugal,  la  alteración  de  la  ley  co- 
nes  con  Porto-  ^^^  ^^  menos  considerable ,  ó  mas  bien  puede  decirse 

que  es  una  esplicacion  del  articulo  14  de  la  ordenanza 
de  matrícula,  pues  el  artículo  7.*  del  convenio  consu- 
lar, ajustado  entre  España  y  Portugal  en  26  de  junio 
de  1845,  solo  establece  para  el  caso  de  naufragios,  que 
la  autoridad  local  sea  la  que  provea  lo  conveniente  al 
salvamento  y  demás ,  dando  conocimiento  al  agente 
consular  de  cuanto  practique  en  tal  concepto;  que  á 
falta  de  capitán ,  ó  en  caso  de  imposibilidad  de  éste ,  y 
de  no  existir  casa  consignataria,  sea  el  cónsul  quien  pa- 
gue los  gastos  del  salvamento,  los  que  nunca  deberán 
ser  mayores  que  los  que  satisfagan  los  naturales ;  que 
estos  gastos  se  cubran  con  el  importe  de  los  efectos  sal- 
vados, los  que  no  devengarán  derechos  sino  cuando  se 
despachen  para  el  consumo;  y  por  último,  que  pagados 
los  gastos,  ó  dando  ñanza  el  capitán ,  el  consignatario 
ó  el  cónsul,  se  entreguen  los  efectos  si  son  reclamados. 
De  modo  que  la  única  innovación  que  se  encuentra  en 
estas  estipulaciones,  es  el  deber  impuesto  ala  autoridad 
local  de  dar  parte  al  cónsul  de  las  operaciones  y  de  los 
procedimientos,  y  la  obligación  de  este  funcionario  de 
pagar  el  salvamento  en  último  caso.  Este  artículo  7/, 
como  todo  el  convenio  consular  con  Portugal,  es  el  re- 
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láú^men  de  lo  que  generalmente  se  practica  en  Bspaña 
en  los  negocios  que  tienen  relación  con  el  ejercicio  de 
las  funciones  consulares. 

Cuando  el  naufragio  ocurre  en  un  puerto  donde  no 
reside  agente  consular  francés  ni  portugués ,  el  proce- 
dimiento se  sigue  con  arreglo  á  la  ley  común. 

Debe  tenerse  presente,  que  estos  convenios  consu- 
Isu^es  dan  á  los  cónsules  españoles  en  Francia  y  en  Por- 
tugal iguales  atribuciones  que  á  los  cónsules  franceses 
y  portugueses  en  España,  porque  son  recíprocos  ;  pero 
que  no  son  extensivos  á  las  colonias  españolas,  porque 
éstas  se  rigen  por  leyes  especiales,  y  no  por  el  derecho 
común. 
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CAPITULO  V. 
De  los  buques  mercantes. 


Las  naves  que  surcan  los  mspres  son  ó  mercantes  ó 
de  guerra.  Son  naves  mercantes  las  de  propiedad  par- 
ticular que  se  dedican  al  comercio. 

Las  cuestiones  que  se  refieren  á  los  buques  mer- 
cantes son  la  de  su  nacionalidad  y  la  de  su  represen- 
tación. 

Deíanaciooa-       Siendo  libre  la  alta  mar,  y  siendo  su  uso  común  á 

lidad  de  los  bu 

qnesmercanies  todos  los  pueblos,  porque  todos  tienen  en  ella  igual  de- 
recho, claro  es,  que  para  navegar  con  aquella  seguri- 
dad que  el  derecho  de  gentes  establece,  es  preciso  per- 
tenecer á  alguna  de  las  naciones  que  forman  la  gran 
familia  del  mundo. 

La  mar  está  vedada  á  los  piratas,  y  para  no  ser  te- 
nido por  pirata,  es  indispensable  probar  la  nacionalidad 
del  buque  y  la  legalidad  de  su  ocupación.  Para  justi- 
ficar la  nacionalidad  de  un  Tiuque,  se  necesita  que  va- 
ya éste  provisto  de  los  papeles  que  determinen  las  leyes 

del  Estado  á  que  pertenece,  porque. estas  circunstan- 

» 

cias  no  las  determina  el  derecho  internacional ,  sino 
las  ordenanzas  particulares  de  cada  nación.  En  hacién- 
dose constar  que  un  buque  va  en  regla  según  la  legis- 
lación del  Estado  á  que  pertenece ,  basta  para  que  se 
respete  su  nacionalidad. 

En  España  para  que  un  buque  pueda  considerarse 
nao  la  M*í"*"  ^^™^^  español ,  y  disfrutar  de  las  ventajas  concedidas 

lidad  de  los  bu- por  los  aranceles  á  la  bandera  española,  es  preciso 
ques  espaftoles  ^  r  f         r 

que  pertenezca  en  su  totalidad  á  subditos'  españoles 
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ean arpegio  al  artíGulo  5.%  tít^Jlo  9.''  de  la  Ordenanza 
de  matrícula,  y  que  como  tal  esté  matricyJadp  en  udíi 
comandancia  de  marina.  Por  el  artículo  584  del  Código 
de  comercio,  se  prohibe  á  los  extraagefos  no  niaturali- 
zados,  el  que  puedan  poseer  el  todo  6  parte  de  nave  es- 
pañola, y  se  previene  que  cuando  la  adquieran  por  su- 
cesión ú  otro  título,  deben  enagenarla  en  el  término  de 
treinta  dias^  pena  de  confiscación. 

Por  la  real  orden  de  29  de  julio  de  1830,  se  declaró 
ilegal  el  abaade]:amie;Lto  y  matriculacion  de  buques 
extrangeros.  Posteriormente  por  la  ley  de  28  de  octur- 
bre  de  1837  se  prohibió  la  construcjciím  de  buques  en 
país  extrangero  con  el  objeto  de  fomentar  este  ramio  de 
industria  en  Espina;  pero  después  por  real  órdep  de  12 
de  setiembre  de  1841,  se  concedió  la  facultad  de  mat^i- 
cuXax  buques  mercantes  de  400  ó  mas  toneladas,  cons^ 
tmidos  fuera  de  España,  con  arreglo  á  la  partida  433 
de  la  ley  de  aranceles,  pagá<ndose  de;*echos  iguales  al 
preñado  que  se  concede  en  España  al  que  eonstrijiyaun 
buque  de  este  porte  por  el  artículo  23  de  dicha  ley:  En 
esta  disposición  se  vé  el  deseo  de  alentar  la  construci- 
cion  naval  qou  la  misma  proporción  que  se  procura 
anipentar  los  buques  de  con^ercio. 

Un  buque  extrangero  comprado  por  españoles ,  «e    Dei  abandera 
abandera  trayéndole  á  una  comandancia  de  marina,. en  "uS  wirang»^ 
donde  se  i^econoce  y  mide  por  peritos ,  y  resultando  ^  ^'^  K^pafla. 
ser  de  mas  de  400  toneladas,  se  hace  constar  que  está 
comprado  por  un  español ,  se  paga  el  derecho  de  aran- 
cel, y  después  se  matricula  previa  la  aprobación  de  S;  M. 

De  estos  trámites,  que  son  en  gran  parte  faculta- 
tivos, se  infiere  que  los  cónsules  españoles  no  pueden 
en  ningún  caso  abanderar  en  país  extranjero  estoe 
buques,  porque  eJlos  no  son  peritos  para  la  medición  y 
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reconocimiento  del  buque,  y  porque  no  teniendo  facul- 
tad para  percibir  los  derechos  de  arancel ,  sucedería 
que  el  buque  disfrutaba  al  llegar  á  España  del  benefi- 
cio de  bandera  antes  de  haber  pagado  los  derechos  de 
abanderamiento.  Los  cónsules ,  sin  embargo,  pueden 
dar  un  pasavante  de  navegación  en  casos  extraordina- 
rios, como  por  pérdida  de  los  papeles ,  á  causa  de  in- 
cendio, acometidas  de  piratas,  ó  después  de  un  naufra- 
gio. Los  cónsules  pueden  también  prorogar  por  tres 
meses  las'  patentes  que  vencen  en  pais  extrangero,  ar- 
tículo 13,  titulo  10  de  la  Ordenanza  de  matrículas. 

Aunque  cada  Estado  tenga  establecidas  en  su  le- 
gislación interior  las  reglas  que  determinen  la  nacio- 
nalidad de  sus  buques,  es  muy  conveniente  el  que  es- 
tas reglas  sean  conocidas  por  las  demás  naciones  para 
mayor  seguridad  en  la  navegación,  así  es  que  con  mu- 
cha frecuencia  se  hacen  estipulaciones  y  convenios  in- 
ternacionales para  designar  las  circunstancias  que  han 
de  concurrir  en  un  buque  para  que  conste  su  nacio- 
nalidad. La  España ,  en  casi  todos  los  convenios  que 
ha  celebrado  sobre  navegación  con  otras  potencias, 
há  establecido,  al  tratar  de  la  visita  en  alta  mar,  la 
clase  de  documentos  que  han  de  ser  suficientes  para 
reconocer  la  nacionalidad  de  sus  buques.  Con  la  Subli- 
me Puerta  y  Regencias  Berberiscas  está  determinada 
hasta  la  forma  del  pasaporte  que  han  de  llevar. 
Representa-  ^^  representación  de  los  buques  mercantes ,  es  de- 
mercanuí!"^'*®  cirj  la  consideración  de  que  gozan  en  virtud  de  su 
nacionalidad  ,  es  la  de  una  sociedad  ó  compañía  ex- 
tranjera organizada  y  regida  por  las  leyes  de  su  pais, 
sometida  á  ellas  y  garantida  por  su  pabeUon;  por  ma- 
nera, que  un  buque  mercante  no  se  puede  decir  que 
representa  una  parte  del  territorio  del  Estado  á  que 
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pei-tenece,  pero  sí  que  representa  mas  que  un  subdito 
de  su  nación. 

Al  individuo  aislado  que  reside  ó  transite  por  ter- 
ritorio extrangero,  le  es  preciso,  para  atender  á  las 
necesidades  de  su  existencia,  recibirlos  auxilios  de  los 
naturales  del  pais ,  cuando  el  buque  mercante  lleva 
dentro  de  sí  todo  cuanto  pueda  convenir  á  su  conser- 
vación. El  individúo  aislado  no  tiene  otra  seguridad  . 
que  la  que  le  ofrece  la  autoridad  local  del  Estado  en 
que  reside,  porque  las  leyes  y  la  jurisdicción  de  su  pais 
perdieron  por  él  su  influjo  cuando  pasó  la  frontera; 
el  buque  mercante  conserva  la  organización  que  le  dá 
el  Estado  de  que  procede ,  la  cual  basta  para  garantir 
la  seguridad  de  los  individuos  que  componen  su  tripu- 
lación. Por  consiguiente  el  individuo  aislado  va  por 
todas  partes  sujeto  á  las  leyes  del  pais  que  pisa,  porque 
no  se  basta  á  sí  mismo;  cuando  el  buque  mercante  tie- 
ne mas  lata  consideración,  porque  representa  una  par- 
te de  la  organización  social  del  Estado  á  que  pertenece 
teniendo  dentro  de  sí  los  elementos  de  vida ,  de  orden 
y  de  regularidad. 

De  la  naturaleza  misma  de  esta  representación ,  se  Deibognemer 
infiere  que  el  buque  mercante  en  un  puerto  extrange^  Su-anjeMTy  en 
ro  está  sujeto  á  todas  las  reglas  de  policía  y  á  la  juris-  ****  °^' 
dicción  local ,  porque  no  representa  tanto  como  una 
parte  del  territorio  para  que  pueda  aplicársele  la  regla 
de  la  exterritorialidad  ,  pero  conservando  en  muchas 
ocasiones  la  independencia  de  su  organización ,  por- 
que representa  mas  que  el  simple  individuo  extranje- 
ro? y  qii®  por  el  contrario  en  alta  mar  es  independien- 
te, porque  siendo  la  mar  común  á  todas  las  naciones, 
el  mercante  que  navega  bajo  la  garantía  de  su  pabe- 
llón usa  de  un  derecho  propio,  pues  la  libertad  é  inde- 
28 
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pendencia  de  un  Estado  se  comunica  á  sus  bu<jues.  So- 
bre esta  materia  tendremos  ocasión  de  ser  mas  exten- 
sos al  tratar  de  la  jurisdicción  de  abordo. 

En  España  está  declarado  por  real  orden  de  11  de 
octubre  de  1769,  que  todo  buque  extrangero  que  entre 
en  los  puertos  españoles  quede  sometido  á  los  reg^lamen- 
tos  del  puerto,  y  que  se  use  de  la  fuerza  contra  el. que 
oponga  resistencia.  Y  por  la  de  9  de  abril  de  1713  se 
habia  ya  declarado  que  el  juez  natural  y  conseryador 
de  los  extrangeros  era  en  los  puertos  españoles  el  go- 
bernador militar  del  puerto. 
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CAPITULO  VI. 


De  los  buques  de  guerra, 

Llámanse  buques  de  guerra  los  de  propiedad  délos 
gobiernos ,  á  diferencia  de  los  mercantes  que  pertene- 
cen á  particulares.  La  denominación  de  estos  buques 
procede  de  que  generalmente  están  armados  para  la 
defensa  del  Estado ,  y  para  la  protección  de  su  co- 
mercio. 

Como  la  marina  mercante  sea  un  manantial  inago-     usw  de  la 
1  .  ,  nAariDamüiUir. 

lable  de  riqueza  para  las  naciones  ,  porque  dá  ocupa- 
ción á  multitud  de  brazos,  y  facilita  la  exportación  de 
lo  superfino,  y  la  importancia  de  lo  necesario,  tanto  al 
sustento  de  los  individuos ,  como  al  alimento  de  las  in- 
dustrias, de  aquí  es  que  este  gran  motor  de  la  riqueza 
pública  merece  toda  la  protección  posible  de  los  gobier- 
nos; y  el  medio  mas  eficaz  de  dársela  consiste  en  una 
marina  militar  proporcionada  á  la  mercante. 

No  es  este  sin  embargo  el  único  objeto  de  la  mari- 
na militar,  lo  es  también  la  defensa  del  pais  y  en  los 
casos  de  guerra  tiene  una  importancia  á  veces  superior 
á  la  de  los  ejércitos  de  tierra. 

Según  hemos  dicho  en  el  capitulo  anterior,  los  bu-      ConsWera- 
^  .1        n        .  clon  de  los  bu- 

ques mercantes  no  pueden  ser  considerados  sino  como  quesdeguerra. 

la  habitación  movible  de  una  sociedad  particular  so- 
metida á  las  leyes  del  Estado  á  que  pertenece,  pero  sin 
']ue  su  capitán  represente  un  agente  revestido  de  una 
parte  del  poder  público  del  Estado.  Los  buques  de  guer- 
ra, por  el  contrario,  están  armados  por  las  naciones  pa- 
?a  su  defensa,  y  sus  comandantes  son  unos  represen- 
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tanles  y  delegados  del  poder  ejecutivo.  Estas  fortalezas 
movibles  no  pueden  menos  de  participar  de  la  sobera- 
nía é  independencia ,  tanto  territorial  como  juris- 
diccional, de  que  goza  el  Estado  que  los  arma ,  y  de 
que  forma  parte.  Por  esta  razón  á  todo  buque  de  guer- 
ra se  deben  el  respeto  y  los  honores  que  se  deben  á  la 
soberanía  con  arreglo  á  los  principios  del  derecho  de 
gentes. 
De  la  nació-       ^^^  ^^^^  ^^  ^^^  buques  mercantes  se  reconoce  su 
baquesdegiier  nacionalidad  por  los  documentos  ó  papeles  del  buque, 
***•  en  los  de  guerra  se  reconoce  ésta ,  y  se  les  distingue 

de  los  mercantes  por  los  signos  exteriores  del  pabellón 
y  la  flama,  y  por  el  saludo  del  cañonazo;  además  pue- 
de certificarse  su  condición  por  la  patente  del  coman- 
dante. En  la  práctica,  á  los  buque  de  guerra  no  se  exi- 
ge en  los  puertos  extrangeros  la  presentación  de  este 
documento.  En  alta  mar  ningún  buque  de  guerra  pue- 
de ser  obligado  á  presentar  sus  papeles. 
Ko  es  condi-     De  que  el  uso  de  los  buques  de  guerra  sea  la  defen- 

cion  jQdíspen-        jíV».-,  •/?  ^  , 

sable  de  los  bu-  sa  del  iiStado,  no  se  inliere  que  hayan  de  estar  arma- 
ei  estar  arma-  dos  todos  los  que  dependen  del  gobierno;  puede  haber- 
los destinados  al  trasporte  de  tropas  y  otros  servicios, 
así  como  en  los  ejércitos  hay  trenes  que  aunque  desar- 
mados no  por  eso  dejan  de  pertenecer  al  ejército,  y 
participar  de  sus  fueros. 

Así,  pues,  para  reconocer  la  nacionalidad  y  condi- 
ción del  buque  de  guerra ,  no  se  debe  atender  á  que 
esté  ó  no  armado,  sino  á  los  signos  visibles  de  su  pabe- 
llón y  flama. 

Aunque  sobre  este  punto  no  se  haya  declarado  cosa 
alguna,  por  medio  de  convenios  internacionales,  exis- 
te un  caso  práctico  ocurrido  en  España  que  confirma 
esta  doctrina. 


Digitized  by 


Google 


—  221  — 

En  el  año  1782  fué  llevada  ^  Cádiz  la  corbeta  di- 
namarquesa «San  Juan»  por  sospechas  de  haber  abu- 
sado del  pabellón  militar,  y  después  de  repetidas  con- 
testaciones sobre  este  punto,  en  que  la  Dinamarca  pre- 
tendia  que  se  reconociese  como  único  distintivo  de  los 
buques  de  guerra  el  pabellón ,  la  España  acudió  en 
consulta  á  los  Estados  Generales  y  á  la  Rusia.  Los  Es- 
tados Generales  esquivaron  una  respuesta  categórica, 
pero  la  Rusia  declaró  que,  «todo  buque  autorizado 
«según  los  usos  de  la  corte  ó  de  la  nación  á  que  perte- 
«necia,  para  llevar  el  pabellón  militar,  debe  desde 
«luego  considerarse  como  buque  de  guerra ;  y  que  ni 
«la  forma  del  buque,  ni  su  destino  anterior,  ni  el  nú- 
«mero  de  su  tripulación,  puede  alterar  en  él  esta  cua- 
«lidad  inherente ,  con  tal  que  su  comandante  corres- 
«ponda  á  la  marina  militar.» 

Siendo  los  buques  de  guerra,  como  hemos  dicho.    Diferencia  en 
una  parte  de  la  fuerza  pública  del  Estado  á  que  per-  ?¿osyotrosbí 
tenecen ,  ninguna  nación  tiene  derecho  de  mezclarse  ^^^* 
en  nada  dé  cuanto  pasa  á  su  bordo  ni  mucho  menos  de 
penetrar  en  ellos  por  la  fuerza. 

En  la  práctica  se  acostumbra  aplicar  á  los  buques 
de  guerra  el  principio  de  la  exterritorialidad ,  que  es 
una  ficción  del  derecho,  por  medio  de  la  cual  se  supo- 
ne que  el  objeto  á  que  se  aplica  este  principio,  continúa 
dentro  del  territorio  de  que  procede,  cuando  se  en- 
cuentra en  pais  extranjero.  Por  esta  regla ,  los  bu- 
ques de  guerra  están  fuera  de  toda  jurisdicción  ex- 
tranjera, pues  si  bien  es  cierto  que  en  eUos  no  hay 
derecho  de  asilo  para  los  criminales,  tampoco  lo  hay 
en  las  casas  de  los  embajadores,  á  las  que  se  aplica 
esta  ficción  de  la  exterritorialidad,  y  de  la  misma  mane- 
ra que  se  reclama  de  la  casa  del  embajador  á  un  cri- 
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minál,  se  puede  reclamíBií  de'tm' buque  de  guerra. 

Considerado  el  buque  de  guerra  como  una  parte  del 
territorio,  el  imponerle  jurisdicción  extrangera,  es  una 
verdadera  violación  que  condena  el  derecho  de  gentes. 
Por  tanto  se  debe  establecer  como  una  regla  inaltera- 
ble ,  que  ningún  buque  de  guerra  puede  ser  detenido 
en  alta  mar,  porque  nadie  tiene  derecho  de  mezclarse 
en  su  régimen  interior  ó  exterior,  de  darle  órdenes  ó 
de  imponerle  prohibiciones,  ni  de  someterlo  A  jurisdic- 
ción extrangera. 

Los  buques  mercantes  en  alta  mar,  aunque  gozan 
de  igual  inmunidad ,  porque  en  la  alta  mar,  que  no 
está  sometida  á  la  jurisdicción  de  ningún  Estado,  to- 
das las  relaciones  que  median  entre  buques  de  distin- 
tas naciones  tienen  que  ser  internacionales ,  es  decir, 
arregladas  al  derecho  de  gentes,  y  á  los  tratados ,  sin 
embargo,  en  tiempo  de  guerra  y  aun  en  paz ,  cuando 
por  sus  maniobras  llegan  á  hacerse  sospechosos,  puede 
obligárseles  á  justificar  su  nacionalidad  por  medio  de 
sus  papeles ,  como  veremos  al  tratar  del  derecho  de 
visita. 

Diferencia  en       Esta  diferencia  que  media  entre  los  buques  de  guer- 

maresjorisdic-  ,  ±12.  j  t. 

cionaies.  ra  y  los  mercantes  en  alta  mar,  debe  ser  mayor  cuan- 
do se  encuentra  en  mares  de  propia  jurisdicción  como 
los  litorales,  los  puertos  y  las  radas. 

Los  buques  de  guerra,  según  hemos  dicho,  cuando 
se  hallan  en  puerto  extrangero,  no  están  sometidos  & 
la  jurisdicción  del  Estado  á  quien  pertenece  el  puerto 
porque  se  conservan  independientes  como  si  fuese  una 
parte  del  territorio  de  que  depende ^  y  así  todas  las  re- 
laciones que  median  entre  un  buque  de  guerra  y  las 
autoridades  locales  de  un  puerto  extranjero,  no  pueden 
ser  sino  internacionales.  De  otro  modo  serian  im- 
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posibles  las  relaciones  de  unos  Estados  con  otros 
por  medio  de  los  buques  de  los  mismos  Estados. 
Una  nación  puede  negar  la  entrada  en  sus  puertos  á 
los  buques  de  guerra  de  otra,  y  aun  exigir  su  salida, 
pero  mientras  les  permita  la  residencia ,  no  puede  as- 
pirar á  imponerles  la  soberanía. 

Jdas  esta  doctrina,  aplicable  á  los  buques  de  guer- 
ra por  el  principio  de  la  exterritorialidad ,  po  lo  puede 
ser  á  los  de  comercio,  porque  éstos  no  representan  una 
parte  de  la  fuerza  pública  de  su  Estado,  sino  una  casa 
flotante  perteneciente  &  subditos  extrangeros.  Estos 
buques  en  alta  mar  son  inviolables  por  la  libertad  de 
los  mares ,  cuando  se  encuentran  en  mares  que  no.son 
libres ,  no  pueden  menos  de  quedar  sigetos  á.  la  juris- 
dicción del  Estado  &  que  pertenece  el  mar. 

Estas  son  las  diferencias  esenciales  que  .median  en 
la  consideración  de^  los  buques  de  guerra  y.  losmé)*- 
cantes^  tanto  en  alta  n^ar,  cprno  en  mares  ¿uirisdic- 
cionales. 
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CAPÍTULO  VII. 


Del  derecho  de  investiffocimí  y  de  visiía. 

Derecho  de  investigación  es  el  que  tiene  todo  bu- 
que que  representa  la  fuerza  pública  de  un  Estado  pa- 
ra cerciorarse  de  la  nacionalidad  de  otro  mercante,  que 
te  derecho.^ ^  se  encuentra  en  mares  comunes. 

El  ancho  campo  que  para  toda  clase  de  desórdenes 
ofrece  la  inmensidad  de  los  mares  y  la  libertad  ilimi- 
tada, que  para  usar  de  ellos  tienen  todos  los  pueblos, 
ha  dado  siempre  margen  á  tales  abusos,  que  ha  hecho 
necesarias  ciertas  precauciones  en  todos  tiempos. 

Antiguamente  los  buques  mercantes  tenian  que 
hacer  sus  expediciones  reunidos  y  preparados  para  de- 
fenderse contra  los  piratas ,  de  que  estaban  infestados 
los  mares. 

No  se  tardó  en  conocer  que  una  de  las  causas  que 
mas  contribuia  al  aumento  de  este  mal,  era  el  remedio 
mismo;  porque  estos  buques  armados  se  convertian  á 
su  vez  en  perturbadores  del  orden  y  de  la  seguridad 
del  comercio. 

La  esperiencia  tiene  ya  consignado  hoy  como  un 
principio  de  derecho  marítimo,  el  que  los  buques  mer- 
cantes solo  puedan  armarse  en  tiempo  de  guerr^  y 
aun  en  este  caso  con  sujeción  á  reglamentos  restric- 
tivos. 

Los  adelantos  de  la  civilización,  y  la  ostensión  que 
han  adquirido  en  todas  partes  las  relaciones  internacio- 
nales, han  obligado  á  las  naciones  á  ponerse  de  acuer- 
do sobre  el  modo  de  asegurar  las  conunicaciones  ma- 
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rítiinas,  y  h  convenir  en  el  establecimiento  de  cierta  po- 
licía, como  único  medio  de  conseguirlo.  Esta  policía 
convenida  por  todas  las  naciones ,  es  el  derecho  de  in- 
vestigación. 

De  este  derecho,  aunque  establecido  para  destruir    Explicación 

{)r¿ctlcft  dfi  Ib, 
nvesiigacion. 

planza  para  que  no  degenere  en  un  vejamen  atentatorio 
íi  la  independencia  de  las  naciones.  Asi  es  ,  quei  en  su 
Ibrina  es  muy  sencillo,  pues  se  reduce  á  imponer  t 
todo  buque  mercante  el  deber  de  izar  su  pabellón  cuan- 
do encuentra  en  alta  mar  á  uno  de  guerra ,  con  el  fin 
de  que  sea  respetada  su  nacionalidad.  Si  no  lo  verifi- 
ca á  pesar  de  que  el  buque  de  guerra  ize  el  suyo  ,  en- 
tonces puede  tirársele  un  cañonazo  sin  bala ,  y  si  esto 
no  basta,  puede  repetirse  el  tiro  con  bala,  y  aun  pre^ 
ceder  á  abordar  el  buque  si  por  cualquiera  circunstan- 
cia pareciese  sospechoso.  Cuando  el  buque  registrado 
se  le  encuentra  en  regla,  se  debe  dar  satisfacción  á  su 
comandante,  haciéndole, sentir  que  su  propia  seguridad 
ha  sido  la  causa  de  la  detención.  Una  visita  hecha  por 
sospechas  fundadas,  y  suspendida  tan  pronto  como  se 
conoce  la  nacionalidad  del  mercante  visitado,  no  dá 
motivo  fundado  de  queja  de  ninguna  especie. 

En  los  mares  litorales  solo  los  buques  de  guerra  del 
Estado  á  que  pertenecen  estos  mares  tienen  el  derecho 
de  investigar  la  nacionalidad  de  los  buques  mercantes. 

Derecho  de  visita  es  el  que  tiene  todo  buque  de  un  .  Explicación 

^  ^     .  del  derecho  de 

Estado,  que  está  en  guerra  con  otro,  de  cerciorarse  visiia. 
de  la  nacionalidad  y  neutralidad  de  los  mercantes  que 
encuentra  en  alta  mar. 

Este  derecho  de  visita  se  diferencia  mucho  en  su, 
esencia,  en  su  forma,  y  en  su  origen  del  de  investiga-    • 
cion  de  que  acabamos  de  hablar. 
29 
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La  investigación,  como  se  ha  dicho,  tiene  por  ob- 
jeto el  interés  universal  de  la  seguridad  de  los  mares, 
y  la  visita  nace  del  interés  especial  de  algún  Estado  que 
está  en  guerra  con  otro,  para  evitar  que  los  buques 
de  comercio  de  naciones  neutrales,  se  ocupen  en  sumi- 
nistrar armas  y  pertrechos  militares  á  su  enemigo. 

Como  consecuencia  de  la  diversidad  del  objeto  á  que 
se  dirijen  el  derecho  de  investigación  y  el  de  visita, 
también  existe  una  gran  diferencia  en  su  forma,  pues 
para  ejercer  el  primero,  basta  conocer  la  nacionalidad 
del  buque,  y  hacer  alguna  otra  averiguación  cuando  el 
investigado  se  hace  sospechoso;  y  para  practicar  el  se- 
gundo, se  procede  además  al  examen  del  cargamento 
y  de  los  papeles  del  buque  para  saber  si  lleva  efectos 
de  los  que  dan  ocasión  á  visita. 

El  primero  se  dirije  á  garantir  la  libertad  de  la  na- 
vegación; y  asi  es  que  en  el  momento  de  conocerse  la 
nacionalidad  del  buque  investigado,  se  le  deja  nave- 
•  gar  libremente;  cuando  el  segundo  coarta  esta  libertad, 
aun  después  de  conocido  el  pabellón  del  visitado. 
Cuando  la  nave  que  debe  visitarse  huye ,  se  la  puede 
detener  por  la  fuerza;  pero  esta  fuga  por  sí  sola  no  la 
sujeta  á  pena,  porque  el  oponer  una  resistencia  pa- 
siva á  las  vejaciones  de  la  visita  no  constituye  un  acto 
de  hostilidad;  así  como  tampoco  queda  responsable  á 
los  daños  el  visitador  que  en  tales  circunstancias  usó 
de  la  fuerza^  porque  usó  de  un  derecho  propio.  Si  la  re- 
sistencia del  visitado  no  es  pasiva,  sino  que  puede  ca- 
lificarse de  hostilidad,  entonces  su  captura  es  legítima. 
Eiderechode       El  derecho  de  visita,  como  opuesto  esencialmente  A 
de^' exIsiVr'^wi"  '^  libertad  de  los  mares,  no  puede  existir  sino  en  épo- 
cGiSes.^^^*^  cas  excepcionales,  como  son  los  tiempos  de  guerra ,  y 
con  muchas  restricciones ;  y  así  es  que  no  se  conoce 
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un  solo  tratado  en  que  se  estipule  este  derecho  de  vi- 
sita para  tiempos  de  paz.  Y  aun  los  que  se  refieren  al 
caso  de  guerra,  mas  bien  que  crear  un  derecho  nue- 
vo y  repugnante,  lo  que  hacen  es  limitarlo  y  regula- 
rizar su  acción,  puesto  que  no  se  puede  anular  el  de- 
recho que  tienen  los  beligerantes  para  quitar  á  su  ene- 
migo los  medios  de  resistencia. 

El  derecho  de  visita,  que,  como  se  ve,  procede  del 
de  la  defensa  propia,  á  que  ninguna  nación  debe  re- 
nunciar, puede  considerarse  bajo  cierto  punto  de  vista 
favorable  á  la  humanidad,  porque  evita  que  se  prolon- 
guen las  guerras  entre  las  naciones. 

Fuera  del  caso  de  guerra  no  hay  derecho  positivo 
que  lo  reconozca,  ni  puede  fundarse  en  el  de  gentes 
ó  natural  mas  derecho  de  visita  que  el  que  se  ejerce 
contra  los  piratas,  porque  éstos  no  pertenecen  &  nin- 
guna nacionalidad,  y  porque  en  su  persecución  y  es- 
tenninio,  como  enemigos  de  todas  las  naciones  y  de  la 
Kbertad  de  los  mares ,  están  interesadas  todas ,  según 
veremos  en  otro  capitulo. 

Las  leyes  de  España  y  los  tratados  ajustados  entre    Leyes  de  Es- 
ésta  y  otras  potencias,  están  conformes  con  la  doctri-  ínve^ugacion  y 

la  vísíIa 

na  que  queda  establecida.  Los  artículos  desde  el  86 
al  90,  título  5.%  tratado  2.**  de  las  Ordenanzas  de  la 
armada  declaran  que  los  buques  de  guerra  tienen  de- 
recho en  todos  tiempos  de  registrar  á  cualquier  buque 
mercante  nacional  ó  extrangero  para  cerciorarse  de  su 
nacionalidad  y  de  la  legitimidad  de  su  navegación; 
pero  que  en  tiempo  de  guerra  esta  visita  debe  esten- 
derse á  conocer  si  el  buque  lleva  6  no  contrabando. 
Que  el  primer  acto  de  inquirir  debe  ser  á  la  voz  ,  y 
solo  cuando  esta  indagación  no  satisfaga ,  podrá  pro- 
cederse  á  la  visita  por  un  oficial  y  dos  ó  tres  hombres 
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nada  mas  que  para  examinar  los  papeles,  pues  solo  en 
el  caso  de  haberse  de  marinar  una  embarcación,  podrá 
subirse  á  ella  ó  hacer  trasbordo  de  sus  efectos. 

Por  el  artículo  22  de  la  ordenanza  de  corso,  que 
es  la  ley  2/,  título  8/,  libro  6.^*  de  la  Novísima  Re- 
copilación, se  declara  que  cuando  la  detención  de  un 
buque  no  se  pudiese  justificar  por  sus  papeles ,  por  su 
carga,  ó  por  sus  maniobras ,  el  que  causó  la  detención 
deberá  indemnizar  los  perjuicios  que  haya  ocasionado. 
Tratados  ce-  Por  Último,  la  España  tiene  pactado  en  sus  esti- 
Espaír  sobre  pulaciones  internacionales ,  que  el  derecho  de  visita 
no  se  ejerza  sino  en  caso  de  guerra ,  y  que  se  limite  á 
enviar  el  visitador  un  bote  con  dos  ó  tres  hombres 
para  cerciorarse  que  el  visitado  no  lleva  contrabando, 
manteniéndose  entretanto  á  la  distancia  del  tíxo  de 
canon. 

Por  el  tratado  de  Munster,  ajustado  con  los  Países 
Bajos  en  30  de  enero  de  1648 ,  se  estipuló  que  los 
buques  mercantes  no  serían  molestados  en  alta  mar, 
ni  obligados  A  vender  el  todo  ó  parte  de  su  cai'ga- 
mentó. 

Conformes  con  la  doctrina  establecida,  están  redac- 
tados el  artículo  14  del  tratado  de  1667  con  Inglaterra; 
el  8/  del  de  1650  con  dichos  Países  Bajos;  el  8.*  del  de 
1725  con  Austria;  el  7.°  del  de  1742  con  Dinamarca; 
el  18.*  del  de  1795  con  los  Estados-Unidos  de  América; 
•  el  11.°  del  de  1782  con  la  Sublime  Puerta ;  el  4/  del 
de  1784  con  la  Regencia  de  Trípoli;  el  2:  del  de  1791 
con  Túnez;  y  el  17.^*  del  de  1799  con  el  emperador  de 
Marruecos. 

De  suerte  ,  que  según  la  legislación  internacional 
de  España ,  está  admitido  el  derecho  de  visita ,  ha- 
ciendo la  diferencia  del  tiempo  de  paz  al  de  guerra ,  y 
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procurando  limitarlo  á  lo  mas  indispensable  ,  y  dulci- 
ficarlo cuanto  es  posible  en  la  forma. 

Se  ha  dicho  que  el  derecho  no  reconoce  la  visita 
sino  en  el  caso  de  guei'ra  y  contra  los  piratas  ,  porque 
la  pactada  por  la  Inglaterra  con  varias  potencias,  no  se 
puede  considerar  como  un  derecho  consignado  en  el 
Código  marítimo  de  las  naciones.  Lo  primero,  porque 
lio  es  universal,  sino  estipulado  con  ciertos  gobiernos. 
Lo  segundo,  porque  solo  se  ejerce  en  cierta  zona 
de  determinados  mares.  Y  por  último,  porque  no  tiene 
su  origen  en  la  conveniencia  reciproca  y  permanen- 
te de  todos  los  pueblos ,  sino  que  se  dirige  á  un  ob- 
jeto especial,  como  es  el  de  extinguir  la  trata  de  es- 
clavos. 

La  España  tiene  pactada  con  la  Inglaterra  la  abo-     Derecho  de 
lición  del  tráfico  de  esclavos  por  los  tratados  de  1817  eíureía'^s^iSna 
y  1835;  y  para  hacer  efectivas  las  penas  que  impo-  poNosfraíados 
ne  la  ley  penal ,  promulgada  por  el  gobierno  español,  ^®  ^^^'^  ^  ^^^* 
A  los  que  se  aprehendan  ocupándose  en  este  tráfico  de- 
clarado ilícito,  han  establecido  ambos  gobiernos  un  de- 
recho recíproco  de  visita  en  cierto  limite  de  mares  ,  y 
lo  que  es  de  inmensas  consecuencias ,  que  se  pueda 
aprehender  por  indicios  los  mas  leves  y  dudosos. 

El  llevar  mas  calderas  de  rancho,  mas  víveres,  mas 
aguada  que  la  extrictamente  necesaria  para  la  tripula- 
ción ,  ó  algunas  tablas  que  puedan  acomodarse  para 
arreglar  el  transporte  de  los  negros,  se  consideran  in- 
dicios prima  facie  suficientes  para  la  aprehensión  del 
buque ,  sin  tenerse  en  cuenta  que  en  las  expediciones 
al  África  se  necesitan  mas  preparativos  de  víveres  y 
efectos,  porque  en  aquellos  mares  las  navegaciones  son 
inseguras  en  su  plazo;  los  víveres  y  aguada  se  reponen 
con  dificultad;  y  sobre  todo  que  en  aquellos  climas  se 


Digitized  by 


Google 


-  230  - 

consume  mas  agua  que  de  ordinario,  porque  el  calor 
obliga  á  beber  mas. 

La  arbitrariedad  á  que  por  este  derecho  de  \dsita 
quedan  expuestos  los  buques  mercantes  españoles  que 
comercian  en  la  costa  de  África ,  unida  á  otros  abusos 
á  que  ha  dado  lugar  la  creación  de  las  comisiones  mix- 
tas, han  acabado  con  nuestro  comercio  en  aquella  par- 
te del  mundo,  el  que  no  volverá  á  reponerse  mientras 
dure  el  ciego  fanatismo  abolicionista  de  la  Inglaterra, 
y  la  paciente  tolerancia  de  las  demás  naciones. 
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CAPÍTULO  VIII. 


Dt  los  piratas. 


Así  como  en  la  tierra  firme  se  encuentran  partidas   Diferencia en- 
organizadas  de  ladrones  y  malhechores,  así  en  la  mar  /fos  piraias.^^ 
pueden  encontrarse  de  estos  bandidos ,  con  la  diferen- 
cia que  los  de  tierra  solo  ofenden  á  una  nación  y  los 
de  mar  ofenden  á  todas.  A  estos  criminales  se  les  co- 
noce por  el  nombre  de  piratas. 

Los  piratas,  según  la  ley  de  las  naciones,  son  aque- 
llos que  corren  los  mares  por  su  propia  autoridad,  y 
no  bajo  el  pabellón  de  un  Estado  civilizado,  para  co- 
meter toda  clase  de  desafueros  á  mano  armada ,  ya  en 
paz  ya  en  guerra,  contra  los  buques  de  todos  los  pue- 
blos. La  piratería  en  lo  antiguo  era  tan  frecuente,  que 
los  mares  de  Europa  estaban  infestados  de  estos  cri- 
minales; hoy,  gracias  á  los  progresos  de  las  marinas 
militares  y  mercantes ,  puede  considerarse  como  ex- 
tinguida en  todas  partes,  menos  en  los  estrechos  del 
Archipiélago  de  la  India,  en  donde  se  conserva  en  bas- 
tante fuerza,  á  causa  de  las  razas  semi-salvages  que 
pueblan  aquellas  islas. 

La  calificación  de  piratas  no  depende  de  la  falta  de 
papeles  que  justifiquen  la  nacionalidad,  porque  un  bu- 
que, sin  ser  pirata ,  puede  haberlos  perdido,  así  como 
uno  que  lo  sea,  puede  tenerlos  fraudulentamente.  La 
piratería  la  constituyen  los  actos  de  vandalismo  á  fuer- 
za armada;  y  el  buque  que  los  comete ,  aunque  tenga 
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sus  papeles  en  regla,  pierde  su  nacionalidad ,  porque 
no  se  puede  suponer  que  ninguna  nación  lo  haya  au- 
torizado para  tales  actos. 

Para  que  un  acto  pueda  ser  calificado  de  piratería 
debe  estar  reconocido  por  tal  en  todas  las  naciones. 
La  Inglatera  asimila  al  caso  de  piratería  la  trata  de  ne- 
gros, y  sin  embargo,  nunca  podrá  decirse  que  este  trá- 
fico, declarado  ilícito  por  muchas  naciones  ,  deba  con- 
siderarse piratería  como  no  lo  sería  cualquier  otro  trá- 
fico prohibido  en  un  Estado  por  sus  leyes  interiores. 
La  pasión  de  un  gobierno  podrá  imponer  en  su  país 
todas  las  penas  que  quiera  á  ciertos  y  determinados  de- 
litos, pero  nunca  podrá  hacer  violencia  á  la  razón  y  al 
buen  sentido,  hasta  el  extremo  de  que  el  acto  de  tras- 
portar á  un  punto  el  exceso  de  población  de  otro,  pue- 
da confundirse  con  el  de  atrepellar  y  robar  á  mano  ar- 
mada á  los  buques  que  de  buena  fé  trafican  por  los  ma- 
res comunes.  El  primer  caso  es  un  hecho  reprobado  por 
una  ley  temporal  y  pasagera,  pero  que  no  lastima  la 
libertad  de  los  mares,  ni  la  independencia  de  los  nave- 
gantes como  sucede  con  el  segundo. 

Un  buque  que  causa  vejaciones  á  otros  en  \drtud  de 
comisión  de  un  gobierno,  no  puede  calificarse  de  pira- 
ta, porque  el  gobierno  que  dio  la  comisión,  y  no  el  bu- 
que que  la  ejecutó,  es  el  responsable,  y  á  él  debe  acu- 
diree  con  la  reclamación. 

Con  respecto  al  caso,  que  no  deja  de  ocurrir  con  fre- 
cuencia, de  que  un  buque,  perteneciente  á  una  nación 
neutral,  acepte  patente  de  corso  de  otra  que  esté  en 
guerra  para  hostilizar  á  su  adversario,  hay  diversidad 
de  opiniones  sobre  si  capturado  por  la  nación  contraria 
á  la  que  le  dio  la  patente  puede  ser  considerado  como 
pirata. 
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Esta  cuestión  se  ha  decidido  afirmativamente  en  al- 
gunas ocasiones,  y  últimamente  lo  fué  por  el  almiTañ- 
te  Baudin  en  su  expedición  á  Méjico  en  el  ano  de  1838 
pues  declaró,  que  trataría  como  pirata  á  todo  buque 
extranjero  que  encontrase  con  patente  de  corso  d'él  go-^ 
bierno  mejicano.  Pero  con  todo,  por  el  derecho  de  gen- 
tes no  se  puede  calificar  este  caso  de  piratería.  Todas 
las  naciones  tienen,'  como  se  ha  visto,  un  derecho  de 
visita  en  tiempo  de  guerra  para  aprehender  aquellos 
buques  que  ayudeií  á  su  enemigo  con  armas  ú  otros 
efectos  de  guerra,  y  este  remedio,  que  en  semejantes 
casos  es  suficiente,  lo  debe  ser  del  mismo  modo  en  el 
de  encontrarle  patente  de  corso,  sin  necesidad  de  apli- 
car á  un  barco,  que  solo  debe  considerarse  [como  ene- 
migo, la  pena  que  está  graduada  para  et  mayor  de  \oÉ 
crímenes  como  es  la  piratería. 

Al  buque  que*navega  armado  y  con  patentes  de 
varios  gobiernos,  se  le  suele  calificar  de  pirata,  y  aun 
en  la  legislación  de  algunos  Estados  se  encuentra  con- 
signada estacalificacioii:  sin  embargo,  en  buena  lógica 
es  igual  t^ner  patente  de  ún  gobierno  que  tenerla  de 
dos^  cuando  estos  están  linidos  en  la  misma  guerra  ,  'y 
contra  el  mismo  enemigo.  Pero  no  sucede  así  cuando 
las  dos  patentes  son  de  la6  dos  potencias  beligerantes 
porque  entonces  este  acto  no  significa  que  se  toma  una 
parte  leal  en  la  guerra,  sino  que  puede  considerarse  co- 
mo un  preparativo  para  despojará  ambos' combatientes,  •  ' 
abusando  de  la  guerra  ,  según  se  presente  la  ocasión, 
lo  cual  es  un  verdadero  acto  de  pirtitería. 

Por  los  artículos  27  y  29  de  la  ordenanza  de  cor-  .  aiiflc^cion 

^  .     ■  .  del  pirata  por 

SO  de  1801,  que  es  la  ley  4/,  tít.  8.',  lib.  6.'  dé  la  No-  las^ieyesdeEs- 
vísima  Recopilación,  se  establece  qíie  debe  áer  conside- 
rado como  pirata  el  buque  que  lleva  pateíite  falsa ,  el  * 
30 


Digitized  by 


Google 


—  234  — 

que  no  lleva  ninguna ,  ó  el  que  pelea  con  otra  bande- 
ra que  no  es  la  suya  verdadera,  así  como  el  buque  es- 
pañol que  se  arme  en  corso  sin  licencia  del  gobierno, 
ó  reciba  sin  este  requisito  patente  de  otro  Estado  aun- 
que sea  aliado  de  España. 
Calificación       También  por  el  artículo  42  del  tratado  ajustado  con 

especial  de  los  '^  •* 

gjjatos^en  vir-  el  Austria  en  30  de  abril  de  1725,  se  pactó  que  serían 

tratados  como  piratas  los  que  tomasen  carta  de  repre- 
salias de  otro  gobieruQ  que  no  fuese  el  suyo,  y  por  el 
artículo  5.*  del  concluido  con  los  Paises  Bjyos  en  1714 
y  el  14  del  celebrado  con  los  Estados  Unicjos  en  1795, 
se  convino  en  que  serían  consideradlos  bsgo  la  misma 
calificación,  lo3  que  tomasen  patentes  de  corso  de  otro 
Estado,  que  estuviese  en  guerra  con  cualquiera  de  las 
partes  contratantes. 

Estas  reglas  del  derecho  positivo  de  la  España  las 
encontramos  excesivamente  severas,  porque,  como  que- 
da in^ic^do,  el  navegar  sin  patente,  ó  con  patente  fal- 
sa, no  envuelve  necesariamente  una  violación  de  las  le- 
yes marítimas  de  las  naciones,  ni  produce  ningún  im- 
pedimento para  la  libre  navegación  de  los  mares.  Ade- 
más que  el  tomar  patente  de  corso  extranjera,  aunque 
demuestre  que  se  aspira  á  las  presas  corriendo  los  ries- 
gos de  la  guerra ,  y  esto  nunca  deba  constituir  una 
prueba  de  moralidad,  con  todo  este  acto  está  muy  dis- 
tante de^  crimen  de  piratería. 
Penas  contra       ^^  crímeu  de  piratería  ha  sido  siempre  castig;ado 
]os  piratas.      ^^^  gj,^^  severidad,  á  punto  de  que  en  alguna  época 
se  ahorcaba  al  pirata  en  el  acto  de  cogerle  y  sin  for- 
mación de  causa*  En  nuestros  dias  está  reconocido  por 
todas  las  naciones,  que  el  derecho  de  matar  al  pirata 
cesí^  desde  el  momento  en  que  se  le  aprehende,  y  que 
preso,  debe  ser  juzgado  por  los  tribunales  de  Marina, 
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A  los  que  compete  declarar  la  legitimidad  de  la  presa, 
é  imponer  las  penas  que  determinan  las  leyes. 

Esta  regla  del  derecho  de  gentes  se  funda  en  que    Todas  las  na- 

,       ,  n       »     A     .  .  t      •        1     1      1     clones    llenen 

como  el  crimen  de  piratei*ia  es  una  violación  de  las  le-  derecho  dejuz- 
yes  de  todas  las  naciones^  todas  tienen  derecho  de  per-  tas.     *  ^^^^' 
seguirlo,  y  ninguna  lo  tiene  de  reclamar  á  los  crimi- 
nales', porque  éstos  carecen  de  nacionalidad. 

De  acuerdo  con  esta  doctrina  el  artículo  9/  del  tí-    Leyes  de  bb- 
tulo  1/trat.  4/  de  las  ordenanzas  de  la  armada  de  fresara  icnío 
1793,  previene  que  los  buques  pertenecientes  á  ésta,  ^  ^^p**"*'^- 
apresarán  á  toda  embarcación  que  navegue  con  bande- 
ra supuesta,  y  darán  parte  al  Gobierno. 

No  es  necesario  decir  que  los  objetos  cogidos  á  los 
piratas  deben  devolverse  á  sus  dueños,  porque  el  robo 
nunca  puede  constituir  un  título  legítimo  para  adqui- 
rir el  dominio  de  las  cosas. 

Sobre  si  las  hostilidades  cometidas  contra  el  comer- 
cio de  buena  fé  por  los  moros  de  la  costa  de  África, 
debían  ó  no  considerarse  como  actos  de  piratería ,  ha 
habido  diversidad  de  opiniones;  y  aun  que  esta  cues- 
tión haya  perdido  su  interés  desde  que  la  conquista  de 
la  Ai'gelia  ha  puesto  término  á  aquella  calamidad,  sin 
embargo  conviene  saber,  que  aquellos  actos  eran  una 
piratería  organizada  por  gobiernos  ,  y  que  por  consí-  • 
guíente,  no  solo  debió  perseguirse  en  la  mar,  sino  ata- 
cando la  existencia  de  los  que  vivían  de  tan  inicua  es- 
peculación. 

Para  remediar  este  mal ,  la  España  ha  procurado    Tratados  de 
siempre  pactar  en  sus  estipulaciones  con  la  Puerta,  fl^ídaT  so- 
Marruecos  y  Regencias  Berberiscas ,  la  libertad  mas  ^^^  piratería, 
absoluta  en  la  navegación,  y  la  devolución  de  las  pre- 
sas que  se  hagan  á  los  españoles  por  los  subditos  de 
aquellos  Estados. 
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CAPITULO  IX. 


De,  la  jurisdicción  criminal  de  abordo. 


Losdeiiiosde       Toda  falta  ó  delito  cometido  abordo  de  un  buque, 
Itempre secaí  coutra  SU  disciplina  y  régimen  interior,  debe  ser  casti- 
ligan  abordo,   gg^^^  abordo,  ya  se  haya  cometido  en  alta  mar  ó  en 
mares  litorales,  y  ya  sea  el  buque  mercante  ó  de  guerra, 
porque  la  ley  orgánica  del  buque  ,  que  es  la  infrin- 
gida, impone  sus  penas  á  los  infractores,  y  nadie  tie- 
ne derecho  ni  obligación  de  proceder  con  arreglo  i  es- 
tas leyes  sino  el  jefe  del  buque  ,  que  es  su  guardador 
natural. 
Los  delitos  co-       ^^^^  cuando  el  delito  no  es  de  aquellos  que  se  pue- 
w!n"inVn^nfc"o  ^^^  llamar  de  la  profesión,  sino  de  los  comunes,  como 
dejurisdiccion.  ^i  j-^j^q^  ^\  homicidio  ú  otros  análogos;  como  estos  crí- 
menes ofenden  ya  la  sociedad  porque  infringen  les  le- 
yes de  todos  los  Estados  ,  y  en  su  castigo  se  interesa 
la  vindicta  pública,  entonces  pueden  con  facilidad. ocur- 
rir conflictos  entre  la  jurisdicción  de  abordo  y  la  del 
mar  territorial.  ... 

Los  delitos  comunes,  que,  como  queda  dicho,  sea 
los  que  producen  los  conflictos  de  jurisdicción,  pueden 
verificarse. en  alta  mar,  en  mares  jurisdiccionales,  co- 
mo son  los  puertos,  ó  en  tierra  por  las  tripulaciones  y 
en  buques  de  guerra  ó  mercantes. 

Para  resolver  estas  cuestiones  ,  y  cuantas  puedan 
ocurrir,  se  debe  recordar  lo  que  tenemos  establecido, 
de  que  en  alta  mar,  tanto  el  buque  de  guerra  como 
el  mercante ,  pueden  considerarse  como  una  parte  del 
territorio  á  que  pertenecen ;  y  que  en  su  consecuencia 
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nadie  tiene  derecho  de  mezclarse  en  nada  de  lo  que 
pasa  á  su  bordo;  y  que  en  los  mares  jurisdiccionales  el 
buque  mercante  pierde  esta  independencia,  al  paso  que 
el  de  guerra  conserva  la  exterritorialidad.  Combiiian- 
do  pues  estas  esplicaciones  ,  que  determinan  la  condi- 
ción del  buque  por  asimilación  al  territorio,  con  lo  que 
se  dirá  al  tratar  de  la  jurisprudencia  criminal ,  fácil- 
mente se  encontrará  la  solución  de  cualquier  caso  de 
coDflicto. 

Después  de  dejai*  consignada  esta  regla  general,  pa-  ^^  j^^ ^^,„^^ 
samos  á  resolver  los  casos  que  quedan  citados.  Los  deli-  t¡d?s""en^^a?ífa 
tos  cometidos  en  alta  mar,  ya  en  buqués  de  guerra,  ya  ^"''^mpe^P'io 
morcantes,  se  consideran  cometidos  en  el  territorio  del '?  jurisdicción 

'  de  abordo. 

Estado  á  que  pertenece  el  buque,  porque  solo  las  leyes 
de  este  Estado  son  las  infringidas;  por  consiguiente  so- 
lo la  jurisdicción  del  mismo  es  la  llamada  á  juzgar, 
bien  pertenezca  el  reo  á  la  nacionalidad  del  buque, 
l)ien  sea  extrangero,  ó  bien  que  se  haya  cometido  el 
crimen  contra  un  regnícola,  ó  entre  pasageros  extran- 
jeros. 

Si  el  buque  en  que  se  ha  cometido  un  delito  común 
en  alta  mar,  llega  después  á  un  puerto,  no  por  eso  ce- 
sa el  derecho  jurisdiccional  del  territorio  á  que 
pertenece  el  buque  sobre  los  reos.  De  tal  manera ,  que 
si  uno  de  estos  fuese  un  extrangero^  natural  del  Estado 
ú  que  pertenece  el  puerto  en  que  recala  el  buque  ,  aun  „ 

en  este  caso  tiene  derecho  el  capitán  de  conservarlo, 
abordo  para  hacerlo  juzgar  por  los  tribunales  de  su  pais, 
y  si  este  mismo  pasagero  logra  tomar  tierra ,  y  en- 
tabla ante  los  tribunales  de  su  pais  demanda  contra  el 
capitán,  los  jueces  naturales  del  demandante  serán  in- 
competentes para  juzgar  al  capitán  extranjero,  porque 
el  hecho  de  que  se  trata  ha  tenido  lugaí  en  pais  extran- 
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jero,  como  es  el  buque  mercante  en  alta  mar^  y  por 
qne  el  regnícola  al  embarcarse  en  un  buque  extran- 
jero, se  supone  que  se  sometió  á  las  leyes  disciplina- 
rias de  aquella  parte  de  Estado  extrangero  que  fonna 
el  buque. 
En  los  delitos       Cuando  el  crimen  no  se  ha  cometido  en  alta  mar. 
udos"enbuques  sino  estando  el  buque  en  mares  territoriales ,  entonce? 
pueiio^extran-  OS  preciso  distinguir  si  el  buque  es  de  guerra  ó  mer- 
compeienie  ^la  Cante.  En  el  primer  caso,  el  principio  de  exterritoriali- 
atordo^*^"  ^  dad  pone  el  buque  á  cubierto  de  toda  investigación  ó 
intervención  extrangera,  y  por  consiguiente  no  puede 
darse  el  caso  de  conflicto,  por  grave  que  sea  el  crimen 
que  se  haya  cometido  á  su  bordo.  En  esto  están  confor- 
mes todos  los  autores  ,  y  esta  es  la  práctica  general- 
mente reconocida  entre  las  naciones  civilizadas ,  síd 
que  obste,  para  que  si  ocurriese  que  entre  extranjeros 
se  cometiese  abordo  de  un  buque  de  guerra  un  delito 
común  y  no  contra  la  disciplina  del  buque  ,  su  capi- 
tán deje  en  tierra  estos  delincuentes  si  asi  le  conviene, 
pues  que  no  habiéndose  ofendido  las  leyes  militares 
del  buque,  el  Estado   á  que    pertenece    no    tiene 
interés  en  castigarlo. 
En  loa  deii-       ^^^^  ^^  ocurriese  que  individuos  pertenecientes  á 
cn^iieTa"por  ^^  tripulación  de  un  buque  de  guerra ,  bajando  á  tier- 
iies  decios*  bu^  ^'^  ^^  hiciesen  culpables  de  un  delito  grave,  la  justicia 
ra,^io^es*com-  territorial  tiene  derecho  de  castigarlos ,  porque  con  es- 
nsdiccioñ*  áei  *®  ^^^^^  ^0  ^^^  infringido  las  leyes  de  su  pais  que 
puerio.  rigen  á  bordo,  sino  las  del  Estado  en  que  se  encontra- 

ban al  cometer  el  delito,  y  si  antes  de  ser  aprehendi- 
dos por  la  autoridad  local  logran  acogerse  al  asilo  de 
su  buque,  habrá  lugar  á  la  extradición  en  los  casos? 
y  con  las  circunstancias  que  se  dirán  al  tratar  de  la? 
extradiciones. 
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En  el  segundo  caso,  de  qne  el  crimen  se  haya  co-    Kn  jos  delitos 

cometidos  en 
metido  abordo  de  un  mercante  en  puerto  extranjero,  buque  mercan- 

te  eo  puerto  ex- 
la  resolución  es  diversa ,  porque  diversa  es  también  la  tranjero,   la 

_   .        _  _  7  ir     ^  competencia 

condición  del  mercante  con  respeto  al  de  guerra  en  depende  da  la 

naturaleza  del 
puei*to  extranjero.  La  regla  en  estos  casos,  á  falta  de  delito. 

tratados  que  los  determinen,  ó  motivos  de  reciprocidad 
que  los  decidan,  es,  que  si  el  delito  ofende  solo  la  disci- 
plina interior  del  buque  sin  alterar  ni  comprometer  la 
tranquilidad  del  puerto,  la  autoridad  local  debe 
declararse  incompetente  si  su  auxilio  no  es  reclamado, 
porque  el  verdadero  componedor  de  estas  cuestio- 
nes, en  que  ningún  interés  tiene  la  autoridad  local,  es 
el  cónsul. 

Pero  si  el  delito  se  ha  cometido  por  al^un  tripulan- 
te contra  un  regnícola ,  ó  contra  otro  extrangero,  ó 
si  teniendo  lugar  entre  los  mismos  de  la  tripulación,  es 
de  tal  naturaleza  que  puede  comprometer  la  tranquili- 
dad del  puerto,  entonces  la  jurisdicción  territorial  tie- 
ne derecho  para  castigar  el  crimen  aunque  los  reos  se 
hayan  acogido  íl  su  bordo.  Este  derecho,  que  emana  del 
señorío  jurisdiccional  del  territorio,  se  funda  también 
en  el  deber  que  pesa  sobre  todo  gobierno  de  proteger  á 
sus  nacionales,  y  aun  á  los  extranjeros  que  residen  en 
su  pais  ,  y  de  mantener  el  orden  y  hacer  observar  las 
leyes.  En  tales  casos,  y  siempre  que  el  juez  del  lugar  ha- 
ya de  practicar  alguna  diligencia  abordo  de  un  buque 
mercante,  debe  prevenirlo  con  anticipación  á  su  cón- 
sul para  que  presencie  el  acto. 

Por  real  orden  de  17  de  mayo  de  1784,  se  previno 
que  los  buques  mercantes  españoles  en  ningún  caso 
sirviesen  de  asilo  á  los  criminales,  y -que  si  algún  indi- 
viduo de  sus  tripulaciones  cometiese  un  delito  en  puerto 
extranjero,  quedase  sujeto  á  la  jurisdicción  territorial. 
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uJoñ  poMaEs-       Esta  dootriiia  njás  ó  menos  explícitamente,  se  en- 

pafla  sobre  la  .  .  ,  *       .     .    ■»        t 

competencia  (le  cuentra  consignada  en  vanos  tratados  de  navegación 
des  en  estos  ca"  ajustados  entre  naciones  civilizadas,  en  muchos  délos 
que  forman  el  derecho  positivo  de  la  España ,  y  entre 
éstos  con  especialidad  en  el  convenio  consular  ajusta- 
do con  Portugal  en  26  de  junio  de  1845.  Por  el  artícu- 
lo 5.°  de  este  tratado,  se  pre\iene  que  ^  las  autorida- 
«des  locales  deberán  intervenir  en  todos   los  casos 
«en  que  el  proceder  de  los  capitanes  ó  de  las  tripula- 
aciones  perturbe  el  orden  ó  la  tranquilidad ,  ó  que- 
«brante  las  leyes  del  pais.»  Y  esta  es  generalmente  la 
práctica. 
comeUdVs^"  en       ^^  ^^  delito  comun  cometido  abordo  de  un  buque 
Iripalac^ones  ulereante  en  puerto  extranjero,  está  sujeto  al  conoci- 
¡0  e^competen"-  i^iento  de  la  autoridad  local ,  con  mas  razón  lo  esta- 
clonVrrHoriar  ^  cuaudo  SO  cometa  eu  tierra  por  la  tripulación  de  est^ 
buque.  Solo  conviene  advertir  que  en  esto  caso  el  cón- 
sul ,  ó  jefe  de  las  fuerzas  navales  de  la  nación  de  los 
reos  estacionadas  en  este  puerto,  deben  procurar  que 
sus  compatriotas  no  carezcan  en  el  juicio  de    sus 
legitimas  defensas,  y  gestionar  para  que  sean  tratados 
con  toda  equidad. 

Por  último,  todas  las  consideraciones  que  el  derecho 
comun  concede  tanto  á  los  buques  de  guerra  como 
á  los  mercantes  en  mares  territoriales ,  se  cntiendon 
en  el  caso  de  que  estos  buques  á  su  vez  observen  las 
prescripciones  que  este  mismo  derecho  les  impone, 
pues  de  lo  contrario  cualquier  Estado  tiene  faciülad 
de  tratar  conlo  enemigo  (i  cualquier  buque  que  en  sus 
mares  se  permita  cometer  hostilidades,  ó  faltar  á  líis  le- 
yes establecidas.  • 

Trátase  de  mares  pertenecientes  A  Estados  civili- 
zados, pues  respecto  á  los  que  están  bajo  la  jurisdic- 
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cion  de  pueblos  salv^^,  ^W^  ^^  ^Uos  no  se  encuen- 
tra ninguna  garantía  de  seguridad,  tampoco  se  puede 
ofrecer  ningún  homenage  de  respeto. 

Tocante  ó  los  delitos  cometiólos  eu  buques  surtos    competencia 
en  los  puertos  de  Levante  ^  se  debe  saber  que  disfru-  diplomáticos  y 
lando  los  agentes  diplomáticos  y  consulares  el  derecho  ios  puertos  de 
de  jurisdi(M}ion  civil  y  criminal  sobre  sus  compatriotas 
residentes  m  aquellos  Estados ,  con  ígyalrazon  y  en 
los  mismos  términos  la  disfrutarán  9obre  los  que  se  en- 
cuentran abordo .  de  buqne  de  su  napion. 


34 
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CAPÍTULO  X. 
Del  asilo  de  los  buq^ues  y  de  la  extradición. 


Expiidcion  Por  asilo  se  entiende ,  el  derecho  que  puede  tener 
un  buque  para  ofrecer  seguridad  en  su  bordo  á  cual- 
quier individuo  perseguido  porlasjusticiasterritoriales. 
El  capitán  de  un  buque  puede  conceder  asilo,  pero 
nunca  puede  ser  obligado  á  concederlo,  porque  exis- 
tiendo en  todo  Estado  en  virtud  de  su  señorío  territo- 
rial el  derecho  de  rehusar  asilo  en  su  suelo  á  los  cri- 
minales extranjeros,  con  mas  motivo  existirá,  en  el  bu- 
que ,  en  el  que  consideraciones  locales  y  de  servicio, 
pueden  hasta  hacer  embarazoso  el  asilo.  Además ,  que 
si  bien  el  buque  puede  considerarse  como  una  parte 
del  territorio,  como  sucede  cuando  es  de  guerra ,  la 
circunstancia  de  encontrarse  enclavado  en  un  Estado 
extrangero,  obliga  á  su  jefe  &  ser  mas  circunspecto  en 
cuanto  toca  á  deberes  internacionales ,  que  lo  es  el  del 
verdadero  territorio. 
Kn  los  delitos       Se  ha  dicho  que  los  capitanes  de  los  buques  pue- 

polítlcos  hay  ,  ^  r 

asilo,  eniosco-  den  conceder  el  asilo,  porque  en  algunas  ocasiones  les 

muneseslapro  ,  .    .i  ^  r     ^  -o 

hibido.  está  prohibido  absolutamente ,  y  en  otras  el  asilo  que 

conceden  no  procede  de  un  derecho  perfecto,  sino  de 
una  tolerancia  introducida  en  la  práctica.  En  los  deli- 
tos comunes  no  es  permitido  el  aSilo,  porque  los  buques 
no  están  destinados  para  ofrecer  la  impunidad  á  los 
criminales.  En  los  delitos  políticos  que  no  son  de  aque- 
llos condenados  por  todas  las  naciones  civilizadas,  sino 
calificados  de  tales  en  virtud  de  circunstancias ,  tam- 
poco procede  el  asilo  con  arreglo  á  los  estrictos  prin- 
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cipios ,  porque  considerándose  el  buque  de  guerra  co- 
mo una  parte  del  territorio  por  el  principio  de  la  ex- 
territorialidad de  la  jnisma  manera  que  la  casa  de  los 
embajadores,  y  no  teniendo  éstas,  como  no  tienen ,  el 
derecho  de  asilo,  claro  es  que  tampoco  lo  han  de  tener 
los  buques  de  guerra  que  participan  de  la  misma  con- 
sideración y  en  virtud  de  la  misma  ficción  del  dere- 
cho ;  pero  con  todo,  en  la  práctica  se  ha  introducido 
el  que  los  capitanes  de  buques  de  guerra 'concedan  asi- 
lo por  pura  humanidad  á  los  delincuentes  políticos.  En 
tales  casos  debe  apreciarse  con  gran  prudencia  la  si- 
tuación de  las  cosas,  para  no  comprometer  el  pabellón, 
y  observar  al  mismo  tienipo  la  mas  estricta  neutrali- 
dad; es  decir,  que  en  revueltas  políticas  no  se  admitan 
abordo  individuos  para  volverlos  á  hechar  en  tierra, 
y  contribuir  á  las  operaciones  militares  de  los  partidos. 

Aunque  el  derecho  de  repulsión  que  tiene  todo  je- 
fe de  buque ,  en  representación  del  que  existe  en  su 
gobierno  para  no  admitir  en  su  territorio  á  un  criminal 
extranjero,  se  diferencia  mucho  de  la  extradición,  por- 
que por  ésta  no  se  expulsa  sino  que  se  aprehende  al 
asilado,  y  se  entrega  á  la  justicia  de  su  pais ,  sin  em- 
bargo, como  el  criminal  extranjero,  que  busca  asilo  en 
un  buque,  puede,  no  siendo  rechazado  quedar  sujeto  á 
la  extradición,  por  esto,  la  cuestión  del  asilo  lleva  natu- 
ralmente á  la  de  la  extradición. 

Teniendo  los  buques  de  guerra  la  consideración  del  j^  ,^  ^^i^^. 
territorio,  se  deduce  naturalmente ,  que  la  extradición  ^'^*®°' 
no  podrá  verificarse  sino  de  la  misma  manera  que  se 
verifica  en  el  territorio,  pues  de  lo  contrario,  sería  su- 
jetar estos  buques  á  la  jurisdicción  del  puerto  extranje- 
ro. Cuando  á  la  autoridad  local  de  un  puerto  consta- 
se que  en  un  buque  de  guerra  extranjero  se  ha  dado 
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asilo  á  un  criminal,  podrá  teclamar  su  entrega,  y  si  el 
comandante  asegurase  que  no  tiene  á  su^ordola  per- 
sona que  sé  busca,  deberá  ser  creído;  si  rehusasen  en- 
tregar al  asilado,  no  se  le  podrá  forzar  á  verificarlo.  En 
tales  casos^  la  reclamación  debe  hacerse  de  gobierno  á 
gobierno,  como  en  todos  los  de  extradición,  y  bajo  las 
mismas  formas  y  con  los  mismos  fundamentos  que  si 
el  asilo  se  hubiese  Verificado  en  el  territorio  del  Esta- 
do á  que  pertenece  el  buque. 

Con  i-especto  á  los  buques  mercantes  la  regla  es  di- 
ferente, porque  la  condición  del  buque  es  distinta.  El 
buque  mercante  en  puerto  extranjero  solo  goza  de  in- 
dependencia en  aquellos  casos  en  que  no  se  interesa 
ni  la  tranquilidad  del  puerto,  ni  la  conveniencia  de  otros 
individuos  que  los  de  su  tripulación.  Fuera  de  éstos,  es- 
tá sujeto  á  las  reglas  de  policía  y  á  la  jurisdicción  lo- 
cal. Por  consiguiente,  cuando  consta  á  la  autoridad  que 
en  un  buque  mercante  se  ha  dado  asilo  á  un  criminal, 
podrá  ésta  constituirse  abordo,  pata  investigar  el  he- 
cho, y  verificar  la  extradición,  pero  cotitándo  siempre 
con  la  asistencia  del  agente  consular,  ó  del  comandan- 
te dé  cualquier  buque  de  guerra  existente  en  el  puer- 
to, que  dependa  del  Estado  á  que  pertenece  el  mer- 
cante. Si  el  asilo  se  hubiese  concedido  á  un  criminal, 
cuyo  ocultador,  por  las  leyes  del  Estado,  estuviese  su- 
jeto á  alguna  pena,  el  capitán  mercante  sería  justicia- 
ble por  este  hecho  y  quedaría  sujefto  á  la  jurisdicción 
local. 

De  lo  expuesto  se  deduce  que  el  coiiáñdánte  de 
un  buque  de  guerra  solo  responde  de  su  conducta  A 
su  gobierno,  cuando  el  mercante  responde  con  su  bu- 
que y  su  persona  á  la  autoridad  local. 

La  doctrina  que  queda  establecida  se  refiere  á  los 
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casos  en  que  el  asilo  Se  haya  concedido  en  un  pUerta 
del  Estado  á  que  pertenece  el  refugiado,  pues  cuando 
éste  entró  abordo  en  alta  mar  ó  en  un  puerto  de  otro 
Estado,  auque  este  buqué  mercante  vaya  á  un  puer- 
to de  la  nación  á  que  pertenece  el  refugiado,  no  pro- 
cederá la  extradición,  porque  con  el  asilo  no  se  •  ha  in- 
fringido ninguna  ley  del  pais  en  que  se  halla  el  buque. 
Este  asilo  ha  tenido  lugar  cuando  el  buque  no  estaba 
bajo  la  jurisdicción  ¿el  puertp. 

Por  último,  asi  como  en  tierra  nunca  se  procede  á 
la  extradición  del  regnícola  ni  aun  por  delitos  comu-* 
nes,  tampoco  tiene  lugar  en  los  buques,  y  los  capita- 
nes á  quienes  ocurra  este  caso  deben  referirlo  á  sn  go-- 
bierno. 

Hasta  aquí  se  ha  tratado  del  asilo  que  se  busca  de    lo»  asilado» 
la  tierra  abordo,  el  cual  se  resuelve  por  reglas  asimi-  en  la  tierra  os- 
ladas á  la  extradición  en  tierra ;  pero  cuando  el  asilo  exiradSion*  ^ 
es  del  buque  &  la  tierra^  el  comandante  del  buque,  sien- 
do de  guerra,  6  el  cónsul,  siendo  mercante,  debe  recla- 
mar la  restitución  abordo  de  los  desertores  ,  y  en  ca-r 
so  de  no  prestarse  la  autoridad  local  á  cumplir  esta 
obligación  internacional,  debe  referirse  al  gobierno  la 
reclamacioh.'  El  no  acudir  desde  luego  en  tales  casos 
á  las  formalidades  de  la  extradición ,  es  porque  este 
medio  es  demasiado  lento  para  la  perentoriedad  con 
que  la  disciplina  marítima  exige  que  sean  restituidos 
abordo  los  desertores  de  él.  Estas  reglas  se  encuentran 
establecidas  en  fcilguüílg  ordenanzas,  consignadas eii mu- 
chos tratados,  y  admitidas  generalmente  eií  la  práctica. 

Las  leyes  de  España  están  redactadas  en  el  mismo  legislación  de 
sentido.  En  primer  lugar,  por  la  real  orden  de  47  de  fgtíTmateHa.'^^ 
mayo  de  1784,  que  dejamos  citada  en  él  capítulo  an- 
terior, se  prohibe  terminantemente  á  los  buques  mer- 
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cantes  españoles  que  en  ningún  caso  sirvan  de  asilo  á 
los  criminales. 

Las  ordenanzas,  de  la  armada  de  1793,  por  sus  ar- 
tículos 95, 100,  101  y  124  del  tít.  5/,  tratado  2/,  pre- 
vienen que  los  jefes  de  escuadras  españolas  en  puertos 
extranjeros  puedan  convenir  con  los  de  otras  escua- 
dras ó  con  los  comandantes  de  los  puertos  en  la  recí- 
proca entrega  de  los  desertores,  recibiéndose  éstos  ab- 
sueltos  de  penas;  pero  que  cuando  la  deserción  esté 
complicada  con  otro  delito  grave ,  no  se  procederá  á 
la  extradición  del  reo  sin  dar  antes  cuenta  á  S.  M. 

Que  no  se  permita  que  autoridad  alguna  de  puerto 
extranjero  visite  ni  registe  los  bageles  de  S.  M.  bajo 
ningún  pretesto  de  asilo;  y  que  en  casos  de  violencia  se 
rechaze  con  la  fuerza, 

Que  lo  que  se  establece  con  respecto  á  los  buques  de 
guerra  españoles  en  puertos  extranjeros,  se  guarde  y  se 
observe  con  los  buques  extranjeros  en  los  puertos  de 
España.  Y  por  último,  que  si  durante  la  mansión  en 
puerto  español  de  mercante  extranjero  tomaren  asilo  á 
su  bordo  prófugos  de  real  servicio,  se  extraigan  desde 
luego,  usando  de  la  fuerza  si  el  mercante  hiciese  resis- 
tencia, y  que  lo  mismo  se  practique  en  el  caso  de  ocul- 
tación de  efectos  robados  en  los  arsenales.  Pero  que  en 
ambas  circunstancias  se  dé  inmediatamente  después 
parte,  al  gobernador  militar  ó  juez  conservador,  si  la  ur- 
gencia del  caso  no  hubiese  permitidd  darlo  antes.  Y  por 
real  orden  de  2  de  marzo  de  1827,  se  previene  que  los 
capitanes  de  puertos  reconozcan  los  buques  extranje- 
ros á  su  salida,  para  evitar  la  evasión  de  los  marine- 
ros españoles. 

No  son  estas  las  reglas  únicas  del  derecho  inter- 
otras  potencias  nacional  político  de  España  en  materia  de  extradición^ 
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pues  existen  también  pactos  con  potencias  extranjeras, 
que  confirmando  esta  doctrina,  establecen  ciertos  por- 
menores para  su  aplicación. 

Por  el  artículo  19  del  tratado  concluido  entre  la 
España  y  la  Francia  en  2  de  enero  de  1768,  confirma- 
do por  el  6."  del  convenio  consular  del  año  si- 
guiente, se  pacta  que  en  los  puertos  de  ambos  Esta- 
dos no  se  dé  asilo  á  los  desertores  de  los  buques  de 
guerra  de  las  partes  contratantes ,  ni  se  les  permita 
tomar  servicio,  antes  bien  se  les  persiga,  y  captura- 
dos se  entreguen  al  jefe  de  su  buque  ó  cónsul  de  su 
nación  que  los  hubiese  reclamado.  Y  por  el  articulo  8.* 
del  Ck)nvenio  consular  de  26  de  junio  de  1845>  entre 
España  y  Portugal,  se  faculta  &  los  cónsules  para  rer 
clamar  los  desertores  de  los  buques  mercantes  y  de 
guerra  dentro  del  plazo  de  dos  años  de  la  deserción. 
En  este  caso  se  puede  encarcelar  al  desertor  para  ase- 
gurarlo hasta  que  se  verifique  su  entrega ,  la  que  no 
tiene  lugar  cuando  está  sujeto  &  los  tribunales  por  al- 
gún delito,  hasta  que  esté  sentenciado,  y  se  le  haya 
impuesto  la  pena. 

CJoneluirómos  recordando  lo  establecido  en  -  el  ca- 
pitulo anterior  respecto  á  que  los  delitos  cometidos 
en  tierra  por  las  tripulaciones  de  buques,  aunque  sean 
de  guerra,  son  justiciables  por  las  leyes  del  Estado  en 
que  se  cometen ,  y  que  todo  lo  mas  que  puede  hacer- 
se en  favor  de  los  reos,  es  pedir  por  gracia  su  resti- 
tución abordo,  la  cual  está  en  las  atribuciones  de  las 
autoridades  locales. 
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OAPÍTULQ  Xi. 


De  U  etiqueta  de  mar. 


En  qué  con-       La  etiqueta  de  la  mar  es  el  saluclo  que  establece 
denmr  ^°  ^  cdda  Estado  como  muestra  de  respeto  eutre  los  buques 
mercantes  y  los  de  guerra ,  para  éstos  eutre  sí,  y  en- 
tre éstos  y  los  puertos  de  tiecra. 

Las  ceremonias  de  que  consta  el  saludo  m^^itimo, 
las  dejamos  para  los  que  se  dediquen  á  la  parrera  de 
marina,  pues  que  á  nueirtro  objeto  splQ  cumple  el  tra- 
tar de  las  reglas  intérnacÍQuales  qn^e  emanan  de  los 
principios  del  derecho  de  gentes,  pero  uo  de  ía  man^ 
ra  práctica  con  que  éstas  se  qjecutan: 
El  saludo  de  Antiguamente  la  Inglaterra  tiivo  la  pretensión  de 
ca  saperi^'r I-  establecer  reglas  de  etiquetíi  marítima,  que  solóse  en- 

dad  sino  corle-  ..^  ^i.--i 

sía.  oaminpiban  á  consagrar  el  pnucipio  de  su  supremacía 

ea  la  mar  sobre  los  pabellones  eictranj^ros.  Después 
de  muchos  combates  sostenidos  con  eete  motivo  en  el 
^iglo  XVII  entre  varias  potencias,  y  especialmente  en- 
tre la  Inglaterra,  la  E!spa|[a  y  los  Estados  Genérale.^, 
provocados  siempre  por  la  superioridad  Bjccidental  de 
las  fuerzas  que  se  ¡encontraban  eulajnaíj  al  jBln  el  tras- 
cuMo  del  tiepipo,  el  desarrollo  de  la  civilización  eu- 
ropea, y  el  estudio  del  derecho  degentes^  acabaron  con 
tan  estériles  querellas ,  estableciendo  principios  ma*^ 
equitativos  é  independientes. 

El  saludo  de  los  buques ,  lo  mismo  que  el  de  las 
plazas,  solo  representa  ya  un  acto  de  cortesía ,  y  no 
una  muestra  de  supremacía  marítima  como  sucedía  an- 
tiguamente; cada  nación  es  libre  de  establecerlo  coniu 
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le  parece,  con  tal  de  qué  sea  ignal  para  lias  demás,  y 
asi  es  que  hoy  esta  etiqueta,  aunque  practicada  de  dis- 
tintos modos  en  cada  Estado,  siempre  se  funda  e¿  prin- 
cipios de  la  mas  estricta  igualdad. 

Con  arreglo  á  estos  principios,  y  á  la  práctic^t  mas  ^  Regias  gene- 
generalmente  admitida ,  se  pueden  establecer  las  si-  saludos, 
guientes  reglas:  1.'  que  todo  buque  que  llega  á  un 
puerto  debe  saludar,  y  la  plaza  contestar  tiro  por  tiro; 
si  el  buque  no  hace  saludo,  habrá  motivo  para  Cali- 
ficar este  acto  de  descortesía ,  pero  no  de  agravio  al 
Estado.  2.*  Que  en  alta  mar  no  hay  obligación  de  sa- 
ludar, pero  que  ia  cortesía  exige  que  una  nave  que 
encuentra  una  escuadra  ó  buque  con  pabellón  de  al- 
mirante, le  salude  primero,  y  que  el  saludado  contes- 
te tiro  por  tiro  al  saludo.  3.*  Que  todo  buque  que 
lleva  á  su  bordo  una  persona  real ,  6  embajador,  debe 
ser  saludado  primero,  tanto  por  los  buques  que  en- 
cuentre en  alta  mar,  como  por  las  fortalezas  de  tier- 
ra. Y  4/  que  los  buques  extranjeros  en  puerto  deben 
tomar  parte  en  las  solemnidades  públicas  que  se  fcele- 
bren  en  el  Estado  á  que  pertenece  el  puerto  en  la 
misma  forma  que  los  buques  nacionales.  Cuando  la  fes- 
tividad sea  por  un  suceso  ofensivo  á  la  nación  á  que 
pertenece  el  buque ,  entonces  la  prudencia  aconseja 
mantenerse  frios  espectadores,  ó  salir  del  puerto. 

El  derecho  positivo  de  la  España  en  materia  de  sa-     Legislación 
ludos  marítimos  es  bastante  detallado.  de  España. 

Con  respecto  á  los  saludos  de  los  puertos  españo- 
les á  buques  extranjeros ,  por  reales  órdenes  de  15  de 
agosto  de  1741 ,  de  2  de  julio  de  1770,  de  5  de  di- 
ciembre de  1776 .  y  de  30  de  marzo  de  1838,  está 
prevenido  que  sin  alterair  la  costumbre  establecida  en 
cada  puerto,  se  salude  á  los  buques  de  giierra  extran- 
32 
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jeros  ofi  el  caso  que  leUoe  lo  hagan  ant^s  y  cojitestan- 
do.tirp  por  tiro. 

Para  el  c^sp  contrario  de  que  un  buque  español 
entre  en  puerto  extranjero,  el  ar>tíoulo  ^1  del  título  2." 
tratado  4/  de  las  ordenanzas  de  la  armada  de  1793 
establece,  que  los  jefes  de  estos  buques  ó  escuadras 
deben  informarse,  antes  de  eintrar  eij  el  puerto,  de  la 
práctica  que  se  observe  en  él ,  y  asegurados  de  la  cor- 
respondencia, podrán  saludar.  En  el  caso  de  que  no 
hubiese  ejemplares  á  que  atenerse,  deberán  arreglar 
una  capitulación,  para  que  se  conteste  tiro  por  tiro  sa- 
ludando primero  el  que  llega,  y  cuando  salga  en  re- 
conocimiento de  la  hospitalidad  que  se  le  ha  dispensa- 
de  en  el  puerto. 

En  cuanto  á  los  saludos  de  buque  á  buque  ó  á  es- 
cuadra, el.  artículo  41,  tltvilo  2/,  tratado  4/  de  di- 
chas ordenanzas,  confirmado  por  la  real  orden  de  7  de 
febrero  de  1799  ,  prescribe,  que  encontrándose  buques 
de  la  arm3da  en  mar  ó  en  puerto,  ya  'nacional,  ya 
extranjero,  con  los  de  otra  potencia,  ni  saludarán  ni 
exigirán  saludo;  pero  que  si  fuesen  saludados,  respon- 
derán según  su  insignia  tiro  por  tiro.  Y  el  articulo  28 
del  mismo  título  y  tratado,  manda  terminantemente 
que  ningún  jefe  de  escuadra  ó.bagel  arriará  su  insignia 
á  fuerzas  extranjeras  en  cualquier  mar  que  navegue, 
ni  en  ningún  puerto  que  entre. 

Para  los  casos  de  etiqueta  entre  los  buques  de  la 
misma  nación,  los  artículos  44  y  45,  título  2.",  trata- 
do 4.*  de  las  citjidas  ordenanzas  previenen ;  que  á  los 
buques  de  guerra  extranjeros  en  puertos  españoles,  so- 
lo se  les  permita  recibir  saludos  de  los  de  su  nación, 
como  deberán  hacerlo  los  de  la  armada  española;  y  que 
no  se  obligue  á  los  mercantes  extranjeros  á  que  salu- 
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den  con  canon,  sino  que  baste  el  que  arrien  las  ga- 
bias  cuando  pasen  á  la  vista  de  las  costas  ó  de  los  ba- 
góles de  guerra  entrando  ó  saliendo  de  los  puertos ,  lo 
misHK)  que  pDactícapAñ  los  mercantes  españoles  en 
igualdad  de  circunstancias. 

Los  artículos  37  y  38  del  citado  título  y  tratado  de 
la  ordenanza  de  la  arinada,  prefijan  la  etiqueta  de  sa- 
ludos que  se  ha  de  observar  cuándo  jefes  extranjeros 
visiten  las  escuadras  españolas  y  vice-versa,  así  como, 
para  el  caso  en  que  los  gobernadores  de  las  plazas  ha- 
gan estas  visitas  á  los  bageles  de  guerra. 

Por  último,  por  reales  órdenes  de   16  de  enero     Etiqueta  en 

las  aolemnida- 
de  1826,  y  7  d^  setiembre  de  1828,  se  mandó,  quedesdeíospuer- 
/  _  ,  .        .  tos  extranjeros 

los  puertos  españoles  en  que  se  encuehtran  buques  ex- 
tranjeros deben  ,  eli  el  dia  del  soberano-  de  éstos ,  ha- 
cer los  saludos  y  demosti-aciones  de  júbilo  que  sé  ha- 
cen en-  el  del  soberano  de  España ,  siempre  que  estos 
buques  extranjeros  usen  respectivamente  de  igual  cor- 
tesía en  las  festividades  de  la  España. 


Digitized  by 


Google 


CAPITULO  XIL 


De^  las  represalias  ó  e^nbargo,  y  de  la  retorsión. 


Explicación       Cuaudo  entre  dos  naoiones  se  suscitan  querellas, 
lias.  si  después  de  agotar  alguna  todos  los  medios  de  con- 

ciliación y  las  amenazas,  no  logra  un  acomodamiento, 
piiiede  acudir  á  las  represalias  para  hacerse  justicia  por 
sí  misma.  Las  represalias  son  el  acto  por  el  cual  un 
gobierno  se  apodera  de  bienes  pertenecientes  &  otro 
para  hacerse  pago  de  algunos  créditos.  Las  represalias, 
sin  constituir  un  estado  verdadero  de;guerra,  estable- 
cen una  situación  tan  violenta ,  que  rara  vez  deja  de 
ser  precursora  de  esta  calamidad. 

Este  medio  no  debe  adoptarse  sino  en  el  caso  de 
existir  una  causa  justa  ó  por  valores  líquidos ,  pues 
cuando  el  importe  de  la  demanda  no  -está  recono- 
cido, lo  primero  que  procede  es  su  liquidación ,  y 
no  el  embargo  para  hacerse  pago  de  cantidades  ilí- 
quidas. 
Las  represa-  Cuando  estas  represalias  se  verifican  sobre  buques 
uD^mbargo^^"  ^^^  ^^  encuentran  en  los  puertos ,  se  le  suele  también 
denominar  embargo,  porque  en  realidad  las  represa- 
lias de  mar  no  pueden  ser  sino  el  embargo  y  deten- 
ción de  los  buques  hasta  tanto  que  el  gobierno  á  que 
pertenece  pague  la  cantidad  reclamada,  ó  para  en 
caso  negativo  venderlos  y  hacerse  pago. 

Las  represalias  de  mar  ó  embargo  no  pueden  te- 
ner lugar  en  alta  mar,  porque  el  apresamiento  de  un 
buque  en  alta  mar  es  una  violación  del  derecho  ma- 
rítimo que  por  sí  sola  constituye  la  guerra,  y  el  em- 
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bargo  es  una  medida  que  puede  existir  durante  laí)az» 
El  buque  mercante  en  puerto  extranjero  está ,  como 
hemos  explicado,  sometido,  á  la  jurisdicción  local ,  y 
ésta,  usando  de  su  derecho,  y  sin  cometer  ninguna 
hostilidad,  puede  detenerlo;  pero  como  en  alta  mar  no 
existe  tal  jurisdicción,  el  imponerla  es  una  violación, 
y  para  imponerla  es  preciso  la  violencia,  la  cual  cons- 
tituye una  verdadera  hostilidad. 

Sobre  si  las  represalias  d^ben  ó  no  considerarse 
por  el  derecho  de  gentes  como  un  recurso  legítimo  de 
las  naciones,  hay  diversidad  de  pareceres,  sin  que  fal- 
te quien  lo  califique  de  injusto,  y  lo  condene  como  un 
atentado  contra  el  particular  poí  causas  de  gobierno 
que  le  son  extrañas. 

Sin  embargo,  no  puede  desconocerse  qué  la  pro- 
piedad marítima  de  las  naciones  es  de  muy  distinta 
naturaleza  que  la  terrestre ,  porque  aquella ,  aunque 
pertenezca  á  particular.es ,  participa  de  un  cierto  ca- 
rácter nacional  y  de  gobierno,  que  la  somete  en  cier- 
tas circunstancias  á  una  responsabilidad  que  no  alcan- 
za á  la  propiedad  particular  de  tierra.  Para  probar  esta 
diferencia,  basta  observar  que  en  las  guerras  maríti- 
mas todo  gobierno  tiene  derecho  para  apoderarse  de 
los  bienes  de  los  particulares,  como  veremos  mas  ade- 
lante, lo  cual  no  sucede  en  las  terrestes  ;  y  si  un  go- 
bierno puede  legítimamente  hacer  suya  la  propiedad 
particular  marítima,  durante  la  guerra,  parece  natural 
que  tenga  este  mismo  derecho  para  embargarla  por  vía 
de  represalia ,  y  para  evitar  la  guerra  cuando  se  en- 
cuentra dentro  de  sus  puertos. 

Cuando  se  verifica  el  embargo,  el  gobierno  que 
lo  ha  sufrido  queda  obligado  á  indemnizar  á  los  par- 
ticulares que  han  sido  víctimas  de  su  política  ó  de 
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su  falta  de  medios  para  pagar  el  crédito  reclamado. 

Las  represa-       Las  represalias  pueden  ser  de  dos  clases ,  de  go- 

no* sonreí  «m-  biemo  Ó  de  particulares.  Las  primeras  son  el  embargo 

^?uc ufares  que  dejamos  explicado;  las  segundas  son  las  que  ejer- 
esütD  condena-  i  ^j  •      i  i  ... 

das  por  el  de-  cen  los  particulares  para  vengarse  de  agradaos  ó  m- 
j^áctiM.^*^ '* demnizarse  de  perjuicios  recibidos.'  Antiguamiente 
cuando  un  particular  recibia  algún  daño  en  sus  bu- 
ques, los  armaba  para  hacer  represalias.  Después  cuan- 
do los  gobiernos  principiaron  á  robustecer  su  acción, 
ejerciendo  algún  poder  sobre  los  subditos,  ya  estas 
represalias  no  podian  verificarse  sin  obtener  al  efecto 
patente ,  la  que  no  se  expedia  sino  después  de  haber 
gestionado  sin  fruto  por  la  reparación  el  gobierno  á 
que  pertenecia  el  buque  ofendido. 

En  tiempo  de  Gromwell  se  cuenta  que  habiendo 
sido  apresado  un  buque  mercante  inglés  por  otro  fran- 
cés, el  propietario  presentó  al  protector  su  queja.  Este 
lo  envió  á  Mazarino  con  una  carta,  en  la  que  exigia 
la  indemnización  en  el  término  de  tres  dias.  No  ha- 
biéndose ésta  verificado,  por  orden  de  Gromwell  fue- 
ron apresados  los  primeros  buques  franceses  que  se 
encontraron  en  el  canal ,  y  vendidos  en  Londres ;  con 
su  importe  se  pagó  al  reclamante,  y  el  resto  se  entre- 
gó al  embajador  de  Francia.  Este  hecho,  que  prueba 
la  poca  influencia  de  la  diplomacia  en  aquellos  tiem- 
pos, y  la  falta  de  cortesía  en  el  ejercicio  de  la  justi- 
cia, era  sin  embargo  ya  un  indicio  precursor  de  las 
buenas  doctrinas  que  habian  de  reemplazar  á  los  tiem- 
pos de  barbarie  y  de  desorden ,  pues  venia  á  demos- 
trar que  el  protector  inglés  reconocia  como  la  primera 
obligación  de  los  gobiernos  la  de  proteger  á  los  sub- 
ditos, y  mucho  mas  en  aquellas  cuestiones  internacio- 
nales, en  que  siempre  son  débiles ,  y  si  son  fuertes  lo 
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son  á  expensas  de  todo  concierto  administrativo.  Así 
es  que  hoy  que  los  gobiernos  felizmente  asientan  su 
poder  sobre  bases  mas  sólidas ,  y  que  las  ideas  del 
respeto  á  la  independencia  de  las  n^piones  se  han  di- 
fundido,con  1^  civilización,  ni  se  dá  ya  el  caso  de  que 
los  particulares  intenten  p^presar  buques  extranjeros  en 
tiempo  de  paz  ,  ni  menos  que  los  gobiernos  autoricen 
esta  especie  de  guerra  de  subditos  mientras  ellos  están 
en  paz  entre  si. 

Entre  el  embargo  y  estas  represalias  de  particula- 
res ,  media  una  gran  diferencia ;  el  primero,  que  no 
tiene  lugar  en  alta  mar  como  el  segundo,  es  sin  em- 
bargo una  medida  de  gobierno  regularizada;  no  es  una 
presa  sino  un  secuestro,  el  cual  cesa  cuando  se  l^a 
pagado  la  cantidad  litigada.  Pero  las  represalias  de  par- 
ticulares, que  son  un  verdadero  acto  de  guerra  en  ple- 
na paz  ,  llevan  consigo  desde  luego  la  pérdida  del  bu- 
que apresado,  y  envuelven  todos  los  di^sórdenes  que 
son  consiguientes  á  hostilidades  indisciplinadas  y  fuera 
de  toda  regla.  Por  esta  razón  el  embargo  no  está  con- 
denado por  el  derecho  de  gentes ,  como  lo  están  las 
represalias  de  particulares. 

La  retorsión  ó  compensación,  es  el  derecho  quetie-  Derecho  de 
ne  todo  gobierno  para  corresponder  con  leyes  perjudi-  ''®*^^^'®"- 
eiales  á  los  subditos  de  otro  Estado,  en  reciproca  de 
los  perjuicios  que  reciben  sus  subditos  por  las  leyes  de 
aquella  potencia.  Para  hacer  mas  comprensible  esta 
esplicacion,  citaremos  un  ejemplo.  En  España  hay  es- 
tablecido un  sobrecargo  á  los  buques  extranjeros ,  que 
se  llama  derecho  de  bandera.  Cualquiera  nación  que 
por  este  derecho  diferencial  se  creyese  perjudicada, 
podria  establecer  en  su  pais  otro  derecho  equivalente 
sobre  los  buques  españoles ,  y  asi  usaría  del  derecho 
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de  retorsión.  Este  derecho  se  funda  en  la  reciproci- 
dad ,  y  para  que  se  estime  tal,  no  debe  traspasar  sus 
límites. 

Entre  las  represalias  ó  embargo,  y  la  retorsión, 
existe  la  inmensa  diferencia  de  que  aquellas  no  se  usan 
sino  en  un  estado  mtiy  próximo  á  la  guerra,  cuando 
ésta  se  ejerce  en  plena  paz,  y  aun  sin  alterarse  la  bue- 
na inteligencia  de  los  gobiernos. 

En  materia  de  retorsión  el  derecho  positivo  nada 
puede  establecer,  porque  esta  es  una  medida  por  su 
naturaleza  discrecional  de  los  gobiernos,  como  que  se 
dirige  á  la  administración  interior  del  Estado;  pero  con 
respecto  á  las  represalias  ó  embargos,  como  son  hechos 
que  afectan  exclusivamente  á  los  extranjeros , 'y  que 
lastiman  la  libertad  del  comercio,  que  consiste  en  la 
seguridad  é  independencia  de  los  buques ,  tanto  en 
lámar  como  en  los  puertos,  por  eso  generalmente  es- 
tán considerados  como  objetos  de  convenios  y  estipula- 
ciones. 
„  .  .  ,  Así  es  que  por  el  artículo  7.*  del  tratado  de  Utrecht 
nes  de  la  Es-  de  26  de  junio  de  1714,  entre  la  España  y  los  Pai- 

paOa  sobre  re-  .  .      ,  r  v 

presalias  de  ses  Baios,  se  estipula- que  no  se  volverán  á  conceder 

particQlares.  "  t         ^ 

patentes  de  represalias  de  particulares  sino  en  el  ca- 
so de  manifiesta  denegación  de  justicia,  y  pasados  seis 
meses  de  reclamarla.  Por  el  tratado  ajustado  con  el 
Austria  en  30  de  abril  de  1725,  se  con\áno  en  el  ar- 
tículo 41,  que  no  se  concederían  patentes  de  esta  cla- 
se sino  después  de  gestionar  el  interesado  dos  años  y 
su  gobierno  seis  meses  para  obtener  la  reparación  ,  y 
sin  haberla  logrado, 

Por  último,  por  los  artículos  19 ,  12  y  19  de  los 
tratados  de  paz  y  amistad  celebrados  con  las  repúbli- 
cas del  Ecuador,  de  Chile  y  de  Venezuela ,  se  compro- 
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meten  los  gobiernos  respectivos  j  para  el  caso  de  in- 
terrumpirse la  buena  armonía ,  á  no  ejercer  actos  de 
hostilidad  ó  represalia ,  sin  que  preceda  el  haberse  ne- 
gado la  reparación  solicitada. 


33 
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.  2.*  SECCIÓN. 

De  Ift  mar  en  tiempo  de  guerra. 


CAPITULO  XIII. 
Del  corso  marítimo. 

Aunque  las  reglas  internacionales  comprendidas  en 
la  denominación  general  de  leyes  de  la  guerra,  sean  co- 
munes ala  guerra  continental  y  á  la  marítima,  sin  em- 
bargo, entre  ésta  y  aquella  existe  una  gran  diferencia, 
y  es  que  en  la  guerra  continental  se  respetan  las  pro- 
piedades de  los  particulares ,  cuando  en  la  marítima 
los  buques  mercantes  se  apresan  por  las  partes  belige- 
rantes. 

Algunos  publicistas  condenan  esta  práctica ,  y  se 
fundan  en  que  ,  respetándose  en  la  guerra  continental 
las  propiedades  que  están  en  un  elemento  sujeto  á  po- 
sesión ,  como  es  la  tierra  que  se  conquista ,  deberían 
con  mas  motivo  respetarse  en  la  marítima ,  pues  que 
estas  propiedades  se  encuentran  en  un  elemento  libre 
y  común  como  es  la  mar ;  pero  estas  razones ,  aunque 
consideradas  especulativamente  sean  de  mucha  fuerza, 
en  la  práctica  ofrecen  graves  dificultades ,  como  es 
fácil  demostrar.  En  la  guerra  continental  pueden  res- 
petarse las  propiedades  particulares ,  porque  éstas  no 
son  un  elemento  de  guerra ,  como  pueden  serlo  los  bu- 
ques mercantes,  sino  un  objeto  productivo,  el  cual.que- 
da  sujeto  al  conquistador  el  día  que. ocupa  el  país.  Ade- 
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más  ,  un  ejército  invasor  tiene  por  tierra  medios  de  da- 
ñar ¿i  su  enemigo ,  ocupando  el  territorio,  y  apoderán- 
dose de  §us  ren1;as  para  indemnizarse  de  los  gastos  de 
la  guerra  ;  pero  en  la  mar,  si  un  enemigo  encierra  sus 
buques  de  guerra  en  sus  puertos  ,  no  le  queda  ai  con- 
trario otro  medio  de  debilitarlo  y  de  apresurar  la  paz, 
sino  aniquilando  su  comercio  marítimo.  Por  esta  razón 
la  practica  general  de  todas  las  naciones  ha  consigna- 
do como  un  principio ,  el  que  los  buques  mercantes  de 
una  uacion  beligerante  puedan  ser  apresados  por  los 
de  guerra  ó  corsarios  enemigos. 

Esta  misma  doctrina  se  encuentra  en  la  ordenanza 
do  corso  española,  que  es  la  ley  4.*,  titulo  6.\  libro  6.% 
de  la  Novísima  Recopilación,  y  con  especialidad  en  sus 
artículos  30 ,  31 ,  33  y  34  ,  en  que  se  determinan  las 
circunstancias  que  han  de  concurrir  para  declarar  que 
un  buque  es  buena  presa. 

Una  sola  excepción  de  esta  regla  se  recoiioce  en  fa- 
vor de  los  pescadores.  En  las  guerras  marítimas  se 
acostumbra  respetar  los  barcos  pescadores  de  las  cos- 
tas ,  porque  éstos  por  su  naturaleza  nunca  pueden  con- 
vertirse en  enemigos,  y  porque  su  industria  se  dirige  & 
procurar  artículos  necesarios  á  la  vida. 

Partiendo  pues  de  este  principio,  de  que  en  las  guer-     Explicación 
ras  marítimas  las  partes  beligerantes  tienen  derecho  de  umo.^*^^  ^^^^' 
apoderarse  de  los  buques  mercantes  de  la  nación  ene- 
miga, se  deduce  naturalmente  que  para  ejercerlo  cual-  , 
quiera  de  los  Estados  comprometidos  en  la  guerra,  po- 
drá valerse  de  la  mariüa  militar ,  ó  de  la  de  particula- 
res autorizándola  competentemente. 

La  autorización  qué  da  un  gobierno  militarizando, 
por  decirlo  así ,  á  un  buque  mercante,  se  llama  paten- 
te de  corso  ,  y  el  hecho  de  armarse  y  salir  á  la  mar 
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para  emprender  esta  clase  de  guerra,  que  generalmen- 
te no  tíene  otro  objeto  que  el  de  dañar  al  enemigo  des- 
truyendo su  comercio  marítimo,  se  llama  corso. 

Como  el  corso  sea  el  único  medio  de  atacar  á  un 
enemigo  superior  en  fuerzas  navales  ,  y  obligarle  á  la 
paz,  por  esta  razón  está  reconocido  como  un  derecho  de 
las  naciones,  justificable  por  el  objeto  á  que  se  dirige. 

El  corso,  lo  mismo  que  cualquier  otro  acto  de  hosti- 
lidad ,  puede  ejercerse  bien  en  los  mares  de  los  Estados 
beligerantes,  ó  bien  en  alta  mar,  pero^  nunca  en  los  ma- 
res neutrules,  porque  en  ellos  no  son  licitas  las  hostili- 
dades, como  veremos  en  otro  capítulo. 

Siendo  los  corsarios  unos  auxiliares  de  las  fuerzas 
del  Estado,  ya  se  unan  á  ellas  en  las  operaciones  mi- 
litares ,  ya  obren  por  separado  como  sucede  con  los 
cuerpos  francos  ó  partidas  sueltas  en  tierra,  y  prestán- 
dose tanto  el  corso  á  todo  linage  de  abusos ,  pues  ,  co- 
mo dice  Pinheiro ,  los  corsarios  mas  que  guerreros  son 
bandidos,  por  esta  razón  todas  las  naciones  tienen  sus 
ordenanzas  especiales  para  regularizar  este  servicio: 
también  reconoce  el  derecho  de  gentes  ciertos  princi- 
pios generales  en  materia  de  corso ,  con  arreglo  á  los 
cuales  se  pueden  establecer  las  siguientes  reglas : 

1/  Que  todo  corsario  debe  llevar  su  patente  del 
gobierno  á  que  pertenece,  y  bajo  cuyo  pabellón  nave- 
ga. Aunque  el  corso  no  pueda  ejercerse  sin  la  autori- 
zación competente,  sin  embargo,  al  corsario  sin  patente 
no  se  le  debe  considerar  como  pirata ,  pues  que  solo 
ha  infringido  la  ley  de  su  país  por  el  hecho  de  no  su- 
jetarse á  los  reglamentos  de  corso,  y  así  es  que  las  pre- 
sas hechas  por  un  corsario  sin  patente  se  deben  decla- 
rar malas  para  el  apresador ,  y  buenas  para  el  gobier- 
no de  que  éste  depende. 
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2.*  Que  esta  patente  no  debe  concederse  sino  á 
aquellos  annadores  que  presten  fianzas  suficientes  para 
responder  de  las  infracciones  que  cometan  contra  las 
ordenanzas  de  su  país  ,  y  para  indemnizar  á  los  parti- 
culares vítitimas  de  estas  infracciones. 

3.*  Que  estas  patentes  no  sirven  para  todo  el  tiem- 
po que  dura  la  guerra ,  sino  para  un  plazo  determina- 
do ,  porque  una  autorización  de  que  tanto  se  puede 
abusar^  no  conviene  concederla  por  todo  el  tiempo  que 
dure  la  guerra ,  y  es  preferible  sujetar  al  armador  á 
frecuentes  renovaciones,  pero  que  autorizan  á  sus  por- 
tadores generalmente  para  ejercer  contra  el  enemigo 
los  mismos  derechos  que  la  ley  de  la  guerra  concede  á 
los  buques  militares . 

4/  Que  todo  corsario  debe  reunir  las  condiciones 
necesarias  para  hacer  prueba  de*  nacionalidad ;  la  mas 
importante  de  estas  condiciones  se  reduce  á  que  la  ma- 
yor parte  de  la  tripulación  se  componga  de  subditos 
del  gobierno  que  ha  dado  la  patente  de  corso. 

Y  5/  Que  los  corsarios  no  pueden  disponer  de  las 
presas  de  particulares  hasta  que  sean  declaradas  bue- 
nas por  los  tribunales  especiales. 

Los  tribunales  para  juzgar  las  presas  son  los  del    Losiribuna- 
Estado  á  que  perteneee  el  corsario,  porque  la  poten-  Jjj,  ¿®  ¿£i^ 
cia  que  lo  arma  por  derecho  propio  es  la  única  que  ^¿orf^*  ^^^^ 
puede  juzgar  si  la  presa  está  hecha  con  arreglo  á  sus 
instrucciones;  y  solo  á  ella  toca  en  virtud  del  derecho 
de  la  gueinra  el  fallar  si  el  buque  apresado  es  ó  no  bue- 
na presa.  "La  sentencia  de  un  tribunal  de  marina  en 
materia  de  presas,  es  definitiva,  y  ningún  gobierno  ex- 
tranjero tiene  derecho  á  exijir  su  revisión  por  ninguna 
circunstancia.  Cuando  la  sentencia  es  notoriamente  in- 
justa Í7i  re  minime  dubia,  el  gobierno  ofendido  tiene  de- 
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recho  á  reclamar ,  porque  los  fueros  de  las  demás  na- 
ciones no  pueden  sujetarse  á  los  reglamentos  arbitra- 
rios de  un  beligerante  ,  ni  á  los  fallos  apasionados  de 
sus  tribunales^  sino  que  se  fundan  en  el  derecho  de  gen- 
tes; en  tales  casos  procede  la  indemnización -pero  ñola 
revisión  del  juicio  de  presas.  Se  debe  tener  presente 
que  esta  facultad  de  juzgar  las  presas  n©  se  puede  de- 
legar en  los  cónsules,  porque  el  acto  de  sentenciar  una 
presa  es  puramente  jurisdiccional,  y  seria  autorizará 
estos  funcionarios  A,  ejercer  jurisdicción  en  país  extran- 
jero,  lo  cual  está  condenado  por  los  principios  del  de- 
recho. 

Las  leyes  2.',  3/,  4/  y  5.',  titulo  8/ ,  libro  6/  de 

paña^Mbre  eí  la  Novísima  Recopilación,  contienen  todo  lo  que  en  Es- 
corso  marítimo       -^         i,    n    i  .       1  j      •       1  1 

paña  está  determinado  en  materia  de  corso,  pues  la 
ley  4/  fecha,  en  Segovia  á  20  de  junio  de  1801 ,  es  la 
ordenanza  de  corso  vigente. 

En  ella  se  establece  que  el  «trmador  ha  de  prestar 
ñanza  para  responder  de  los  danos  que  ocasione  •,  me- 
diante á  que,  al  buque  apresado,  que  se  declara  mala 
presa,  se  le  concede  indemnización ,  á  nó  ser  que  algu- 
na circunstancia  justifique  el  apresamiento. 

También  se  declara  que  el  conocimiento  de  las  cau- 
.  sas  de  presas  corresponde  privativamente  á  los  coman- 
dantes de  marina  con  apelación  al  Tribunal  Supremo 
de  Guerra  y  Marina^  la  cual  no  se  hti  de  conceder  sin 
que  el  apresador  dé  fianzas  constituyéndose  responsa- 
ble de  los  perjuicios  de  estadías  ;  y  que  declarada  ma- 
la la  presa,  el  buque  apresado  quede  en  el  acto  en  li- 
bertad sin  costas  ni  gastos  de  puerto,  anclaje  ú  otros. 

Que  las  presas  hechas  por  otros  corsarios  no  se 
puedan  juzgar  en  España ,  sino  eu  el  caso  de  ser  pro- 
piedad española  la  mitad  de  su  cargamento ,  y  que, 
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cuando  una  presa  se  rinda  á  castillo ,  fortaleza  ó  des- 
tacamento ,  no  por  las  hostilidades  de  los  corsarios,  sino 
por  causas  de  temporal  ó  avería ,  conozca  la  autoridad 
militar,  y  no  la  de  marina  del  puerto. 

En  estas  leyes  se  detallan  las  condiciones  y  circuns- 
tanclas'de  los  corsarios ,  así  como  la  forma  en  que  se 
ha  de  desempeñar  este  servicio. 

En  los  tratados  celebrados  entre  la  España  y  otras    ^^^^^  3„. 
potencias,  está  reconocido  el  corso  como  un  derecho  J^«J*^^^*J 
de  las  naciones>  aunque  prohibido  en  algunos  expresar  sobre  corso, 
mente  el  que  se  admita  patente  de  corso  extranjera ,  y 
aun  considerado  en  otros  este  hecho  como  caso  de  pira- 
tería ,  según  se  ha  manifestado  en  otro  capítulo. 

Por  el  artículo  18  del  tratado  de  14  de  setiembre 
de  1782  con  la  Sublime  Puerta  ,  se  lleva  á  tal  punto 
la  severidad  en  estos  casos ,  que  á  los  infractores  se 
les  impone  el  castigo  de  ser  ahorcados  de  una  entena. 
También  está  generalmente  pactado  que  el  cono- 
cimiento en  los  juicios  de  presas  corresponda  al  tribur- 
nal  de  Marina  del  Estado  á  que  pertenezca  el  apre- 
sador. 

Por  último ,  por  el  artículo  151  del  Código  penal 
\igente,  se  impone  la  pena  de  prisión  mayor  y  la  mul- 
ta de  quinientos  á  cinco  mil  duros ,  al  mercante  espa- 
ñol que  tome  patente  de  corso  extranjera. 
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CAPITULO  XIV. 


De  la  neutralidad. 


de  ?a  MuiríSf-       Cuando  dos  Estados  igualmente  amigos  de  un  ter- 

^*^'  cero  se  hacen  la  guerra  entre  si ,  si  este  tercero  no 

quiere  tomar  parte  en  la  contienda ,  y  desea  conservar 
las  mismas  relaciones  de  paz  con  ambos  beligerantes, 
entonces  se  entiende  que  quiere  guardar  la  neutra- 
lidad. 

Según  hemos  manifestado  en  el  título  primero  al 
tratar  de  esta  materia ,  para  conservar  la  neutralidad, 
es  preciso  continuar  las  relaciones  con  los  Estados  be- 
ligerantes en  el  mismo  pié  que  antes  de  la  guerra, 
pero  teniendo  mucho  cuidado  de  que  lo  que  se  hace 
con  uno  no  pueda  ser  perjudicial  al  otro  ;  por  tanto  la 
neutralidad  no  es  exactamente  la  continuación  .del  es- 
tado de  paz ,  sino  un  estado  nuevo  que  exige  gran  me- 
ditación para  no  perjudicar  á  alguna  de  las  partes  en 
sus  operaciones  militares ,  y  aun  para  no  ofender  su 
susceptibilidad. 

Contrayéndonos  á  la  neutralidad  marítima ,  ésta  al 

la  neutralidad,  paso  que  crea  derechos ,  lleva  también  consigo  obli- 
gaciones. El  derecho  que  emana  de  la  neutralidad ,  es 
la  facultad  de  continuar  el  comercio  lícito  con  las  dos 
naciones  beligerantes  ,  en  cuanto  éste  no  embarácelas 
operaciones  militares ,  como  veremos  al  tratar  del  con- 
trabando de  guerra  y  del  bloqueo. 
Obligaciones       ^^  obligaciones  de  los  neutrales  se  reducen  á  no 

de^ia  neutraii-  suministrar  arma^  ni  efectos  de  guerra  á  ninguna  de  las 
partes  beligerantes  ;^  respetar  los  puertos  sometidos  á 
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operaciones  militares,  de  cuyos  puntos  trataremos,  como 
hemos  dicho  ,  en  capítulos  separados  ;  á  no  autorizar 
á  sus  subditos  para  que  tomen  parte ,  ni  directa  ni  in- 
directamente en  la  guerra,  aceptando  patente  de  corso 
de  ninguna  de  las  partes  beligerantes,  sobre  lo  que  en 
el  capitulo  anterior  hemos  indicado  también ,  qiie  por 
la  ordenanza  de  C!orso  ,  y  por  algunos  tratados ,  este 
caso  está  asimilado  al  de  piratería,  y  por  último  á  im- 
pedir que  en  los  puertos  del  Estado  neutral  se  admi- 
tan y  vendan  las  presas.  Los  buques ,  tanto  de  guerra 
como  de  corsarios  de  ambas  partes ,  pueden ,  sí ,  en- 
trar en  los  puertos  de  un  Estado  neutral ,  y  conducir  á 
él  sus  presas  ,  siempre  que  éstas  entren  en  ellos  con  la 
bandera  de  la  nación  apresadora ,  y  no  en  calidad  de 
presas  ,  pues  la  venta  pública  de  las  presas  hechas  por 
nna  de  las  partes  á  la  otra ,  parece  que  es  una  conti- 
nuación de  las  hostilidades ,  y  una  ayuda  que  se  dá 
ofreciendo  mercado  á  los  apresadores  en  contra  de  los 
apresados. 

Esta  regla  de  la  neutralidad  se  encuentra  recono-    ¡^g  ¡^y^g  ¿^ 
cidapor  el  artículo  5.%  de  la  ley  5/ título  8/ ,  li-^^P^iS^rS 
bro  6/  de  la  Novísima  Recopilación,  donde  se  previene  f^"pr®eMs^lí 
que  los  efectos  de.  las  presas  hechas  por  corsarios  de  Jj;jf¿*^^^'"®^' 
otra  nación  no  se  puedan  vender  en  los  puertos  espa- 
ñoles ,  sino  cuando  estuvieren  expuestos  á  perderse  y 
no  siendo  de  contrabando  ;  y  con  arreglo  á  esta  doc- 
trina se  condujo  la  España  como  potencia  neutral  du- 
rante la  última  guerra  entre  los  Estados-Unidos  de 
América  y  Méjico,  cuya  conducta  no  pudo  menos  de 
ser  respetada  por  las  potencias  beligerantes. 

Otra  de  las  obligaciones  de  la  neutralidad,  es  la  de 
no  hacer  con  uno  de  los  enemigos  un  comercio  privi- 
legiado que  no  se  acostumbrase  antes  de  la  guerra. 
34 
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una  nación  neutral  que  no  estuviese  en  posesión  antes 
de  la  guerra  de  hacer  el  comercio  de  cabotage  en  las 
costas  de  una  de  las  potencias  beligerantes  ,  ó  entre 
ésta  y  sus  colonias ,  no  podria  hacer  este  tráfico  con 
sus  buques  después  de  principiada  la  guerra ,  sin  ex- 
ponQf  se  á  que  se  declarase  ilícito  y  contrario  á  las  re- 
glas de  la^  neutralidad.  La  razón  de  esta  regla  se  en- 
cuentra en  la  naturaleza  misma  de  las  guerras  maríti- 
mas. Dirlgense  éstas  á  destruir  el  comercio  entre  las 
partes  beligerantes  como  el  elemento  principal  de  la 
resistencia ,  y  seguramente  serian  inútiles  todos  estos 
esfuerzos  si  una  de  las  partes  pudiese  guardar  sus  bu- 
ques y  alimentar  el  tráfico  interior  y  el  exterior  con 
sus  colonias  por  medio  de  los  buques  de  una  potencia 
neutral.  Esta  regla  tampoco  lastima  los  fueros  de  la 
neutralidad ,  porque  con  ella  no  se  priva  á  los  neutra- 
les de  ningún  derecho  de  que  estuviesen  en  posesión 
antes  de  la  guerra. 

El  carácter  de  neutralidad  se  pierde  accidentalmen- 
te ,  como  hemos  indicado  al  tratar  de  los  enemigos, 
1/por  tener  bienes  raíces  en  el  territorio  enemigo: 
2."  por  mantener  establecimiento  de  comercio  en  el 
territorio  enemigo :  3.**  por  domicijiarse  en  país  ene- 
migo ;  y  4:^  por  navegar  con  bandera  enemiga. 

El  carácter  hostil  que  adquiere  el  neutral  en  estos 
casos ,  somete  en  las  guerras  marítimas  sus  propieda- 
des á  la  confiscación,  como  si  perteneciesen  á  un  ver- 
dadero enemigo.  En  el  primero  los  frutos  de  los  bienes 
raíces  poseídos  por  el  neutral  en  el  territorio  enemigo, 
serian  respetados  en  una  guerra  terrestre  ,  pero  tras- 
portados por  mar  á  cualquier  punto ,  serian  apresados 
en  una  guerra  marítima,  sin  que  obstase  el  que  perte- 
necían á  un  individuo  neutral.  Una  expedición  mercan- 
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til  preparada  por  una  casa  de  comercio  neutral ,  esta- 
blecida en  pais  enemigo,  sería  buena  presa^  porque  no 
podría  menos  de  considerarse  como  procedente  del  ter- 
ritorio enemigo,  y  porque  esta  casa  de  comercio,  en 
cuanto  á  sus  operaciones  mercantiles,  no  podría  menos 
de  ser  considerada  como  perteneciente  al  Estado  en 
que  se  hallaba  establecida. 

Por  este  mismo  principio,  un  ciudadano  de  nues- 
tro Estado  si  tiene  establecimientos  mercantiles  en  pais 
neutral ,  puede  comerciar  con  nuestro  enemigo,  ejer- 
ciendo los  privilegios  legales  anexos  á  su  domicilio  mer- 
cantil. Esto  se  entiende  siempre  que  el  establecimiento 
mercantil  sea  anterior  á  la  guerra ,  porque  los  hechos 
flagrante  bello  se  consideran  fraudulentos. 

Las  propiedades  marítimas  de  un  neutral  domici- 
liado personalmente  en  pais  enemigo,  son  también  con- 
fiscables si  este  domicilio  es  de  mucho  tiempo,  y  con 
ánimo  de  permanecer  en  el  pais.  La  razón  es  porque 
asi  como  el  domicilio  dá  al  neutral  todas  las  ventajas 
de  los  naturales  del  Estado  enemigo,  así  también  lo 
contagia  del  carácter  de  hostilidad. 

El  navegar  con  bandera  enemiga  hace  enemigo  el 
buque  aunque  pertenezca  á  un  neutral,  porque  la 
bandera  y  pasaporte  de  la  nave  son  los  que  cons- 
tituyen su  nacionalidad ,  y  no  la  procedencia  de  su 
dueño. 

Aunque  los  derechos  y  obligaciones  que  emanan  de    _  ,  . 
la  neutralidad  estén  re(?onocidos  por  todas  las  naciones,  treiaEspaflty 

otrfts  DO16DCÍ&S 

como  no  deje  de  ser  frecuente,  el  que  estallando  laguer-  sobre tneuira- 
ra  entre  dos  gobiernos ,  quieran  éstos  por  su  interés 
impedir  el  comercio  á  los  neutrales;  así  como  el  que 
éstos,  á  la  sombra  de  la  neutralidad,  intenten  auxiliar 
ya  á  unos,  yaá  otros;  por  esta  razón  es  también  muy 
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frecuente  el  que  los  derechos  y  obligaciones  de  la  neu- 
tralidad se  pacten  en  los  tratados. 

En  cuanto  á  la  libertad  de  comercio  en  tiempo  de 
guerra ,  la  España  tiene  pactada  con  los  Países  Bajos 
por  el  tratado  de  Munster  de  30  de  enero  de  1648, 
confirmado  por  el  de  1650,  la  mas  amplia  y  cumplida 
para  continuar  su  comercio  en  los  puertos  de  las  na- 
ciones beligerantes.  Esto  mismo  está  convenido  con  el 
Austria  por  el  artículo  9/  del  tratado  de  30  de  abril 
de  1725,  con  la  condición  de  que  los  puertos  no  es- 
tén bloqueados,  é  igual  estipulación  se  consigna  en  los 
artículos  15  y  16  del  de  27  de  octubre  de  1795  con 
los  Estados  Unidos;  por  último,  la  Francia  pactó  con 
la  España  en  el  articulo  15  del  tratado  de  18  de  agos- 
to de  1796,  una  alianza  formal  para  proteger  la  liber- 
tad de  los  buques  neutrales  contra  los  sostenedores  de 
la  doctrina  contraria. 

Con  respecto  á  la  obligación  que  impone  la  neutra- 
lidad de  no  permitir  en  los  puertos  neutrales  la  venta 
de  las  presas,  por  el  artículo  21  del  tratado  de  26  de  ju- 
nio de  1714 ,  entre  la  España  y  los  Países  Bajos ,  se 
obligaron  ambos  Estados  á  hacer  salir  de  sus  puertos 
lo  mas  pronto  posible  cualquiera  presa  que  fuese  con- 
ducida á  ellos.  En  el  artículo  4.^*  del  de  30  de  abril 
de  1725  con  Austria,  se  estableció  que  no  pudiesen  des- 
cargarse las  presas  sino  se  les  daba  especial  autori- 
zación para  ello;  y  por  el  artículo  20  del  de  l.**de mar- 
zo de  1799  con  el  emperador  de  Marruecos ,  se  prohibe 
terminantemente  la  venta  de  las  presas  hechas  á  una  de 
las  partes  contratantes  en  los  puertos  de  la  otra. 

Se  ha  dicho  que  el  estado  de  guerra  autoriza  el 
apresamiento  de  los  buques  mercantes  del  enemigo,  y 
también  que  los  Estados  neutrales  conservan  el  dere- 
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cho  de  comerciar»  con  las  naciones  beligerantes ,  y  co- 
mo naturalmente  pueda  nacer  un  conflicto  en  la  apli- 
cación de  estas  dos  reglas ,  en  el  caso  de  que  una  na- 
ción neutral  cargue  sus  mercancías  en  buque  de  uno 
de  los  pabellos  beligerantes ,  ó  que  mercaderías  perte- 
necientes á  uno  de  estos  Estados  se  carguen  en  buque 
neutral,  porque  las  mercaderías  y  el  buque  no  pueden 
juzgarse  por  el  mismo  principio ;  vamos  á  examinar  el 
modo  de  resolver  esta  importante  cuestión  que  gene- 
ralmente se  propone  en  estos  términos. 

¿El  pabellón  enemigo  hace  enemigo  el  cargamento 
neutral? 

¿  El  pabellón  amigo  cubre  el  cargamento  enemigo? 
La  opinión  de  los  publicistas  en  esta  materia  ba    En  rigor  de 
sido  diversa,  así  como  ha  sido  distinta  la  práctica  de  pÜMion^ene^ 
las  naciones,  guiadas  muchas  veces  por  las  inspiracio-SiemigaiamS 
nes  del  interés  mas  bien,  que  por  el  sentimiento  de  lo  ^"'^  *°®^ 
justo  y  de  lo  injusto,  en  que  se  funda  el  derecho  de 
gentes. 

Estas  cuestiones  sin  embargo  tienen  una  resolu- 
ción fácil  en  teoría ,  la  cual  puede  ser  modificable  en 
la  práctica.  Contrayéndose  al  primer  caso,  y  haciendo 
á  él  la  aplicación  de  los  principios  generales  que  que- 
dan establecidos,  se  encuentra  que  el  neutral  que  car- 
ga mercaderías  en  buque  beligerante,  no  hace  mas  que 
continuar  sus  relaciones  de  comercio  con  un  Estado 
con  el  que  está  en  paz. 

El  cargar  mercaderías  neutrales  en  buque  belige- 
rante, es  una  operación  lícita  de  comercio  en  tiempo 
de  guerra,  porque  con  este  hecho,  que  no  es  mas  que 
un  contrato  de  fletamento,  no  se  perjudica  á  la  otra 
parte  beligerante.  Por  consiguiente,  en  rigor  de  prin- 
cipios, las  mercaderías  neutrales  apresadas  en  buque 
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beligerante,  deben  correr  distinta  suerte  que  el  buque; 
éste  puede  quedar  como  presa,  al  paso  que  con  respec- 
to á  aquellas  no  hay  derecho  para  sujetarlas  á  la 
confiscación. 
Por  la  misma  En  cuanto  al  segundo  caso,  la  solución  seria  muy 
EíoíneuirSno  fácil  SÍ  pudiésemos  considerar  el  buque  mercante  como 
canciaenemiga  \ma  parte  del  territorio,  pues  en  tal  hipótesis  las  mer- 
caderías encontradas  en  territorio  neutral ,  no  podían 
dejar  de  ser  respetadas.  Pero  ya  hemos  explicado  en 
otro  lugar  que  el  buque  mercante  no  es  una  verdadera 
parte  del  territorio  á  que  pertenece :  y  que  su  inmu- 
nidad no  pasa ,  aun  en  alta  mar,  de  que  un  Estado 
extranjero  no  puede  aplicar  sus  leyes  á  los  individuos 
que  se  encuentran  á  su  bordo,  porque  estos  individuos 
solo  están  sujetos  á  las  leyes  especiales  del  Estado  á 
que  pertenece  el  buque.  Además  que  estando  recono- 
cido como  un  derecho  internacional  el  apresamiento 
en  la  mar  de  la  propiedad  privada  enemiga ,  este  de- 
recho serla  ilusorio  si  no  se  pudiese  ejercer  cuando  la 
propiedad  enemiga  fuese  en  un  buque  amigo.  El  de- 
recho de  confiscar  la  propiedad  enemiga  que  va  abor- 
do de  \m  buque  neutral ,  aunque  en  la  práctica  parez- 
ca duro,  porque  supone  la  detención  y  violencia  de 
un  buque  amigo;  sin  embargo  no  lo  es  en  realidad 
por  esta  circunstancia.,  pues  sabido  es  que  los  buques 
beligerantes  detienen  á  todos  cuantos  encuentran  para 
cerciorarse  de  su  neutralidad.  Si  al  verificarse  la  vi- 
sita aparecen  mercederlas  enemigas ,  entonces  no  es 
una  violencia  el  que  se  proceda  á  su  confiscación.  Por 
consiguiente,  del  mismo  modo  que  con  arreglo  á  los 
estrictos  principios  del  derecho  marítimo,  las  merca- 
derías neutrales  cargadas  en  buque  beligerante  no  es- 
tán sujetas  á  la  confiscación ,  aunque  lo  esté  el  buque 
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que  las  trasporta;  las  mercaderías  enemigas  cargadas 
en  buque  neutral,  quedan  sujetas  al  apresamiento,  aun- 
que sea  libre  el  buque  á  cuyo  bordo  se  encuentran. 

Solo  una  excepción  se  puede  admitir  á  esta  doc- 
trina, para  el  caso  en  que  los  buques  neutrales  hagan, 
en  virtud  de  su  libre  derecho  de  comerciar,  el  tráfico  de 
comisión.  En  esta  circunstancia  el  buque  neutral 
neutraliza  la  mercadería,  porque  mientras  ésta  se  con- 
serva abordo,  puede  considerarse  como  perteneciente 
al  armador,  capitán  ó  sobrecargo  del  buque ,  mas  bien 
que  al  comerciante  que  dio  la  comisión  de  hacer  la 
compra. 

Esta  doctrina  es  la  que  se  deduce  de  los  estrictos 
principios  del  derecho;  pero  la  práctica  ni  ha  sido 
uniforme  en  todos  tiempos,  ni  en  todas  las  naciones. 

En  la  célebre  compilación  de  leyes  marítimas  titula- 
da «cEl  Consulado  de  la  mar»,  la  obra  mas  sabia  de 
jurisprudencia  marítima  que  se  haya  escrito  en  los  tiem- 
pos antiguos,  (redactada  en  Barcelona  en  el  siglo  XIII), 
se  consignó  la  observancia  de  los  estrictos  principios 
según  quedan  explicados,  y  ésta  vino  á  ser  la  regla  de 
todas  las  naciones ,  porque  este  consulado  de  la  mar 
fué  adoptado  como  Código  internacional  marítimo  de 
Europa  por  muchos  años. 

Pero  como  esta  doctrina  en  la  práctica  diese  lugar 
á  muchas  vejaciones,  y  á  no  pocos  fraudes  ,  porque  á 
las  veces  no  era  fácil  conocer  bien  si  la  mercadería 
era  neutral  ó  enemiga ,  se  creyó  por  algunos  que  era 
mas  espedito  y  sencillo,  aunque  fuese  menos  lógico, 
que  el  pabellón  neutral  neutralizase  la  mercancía  ene- 
miga ,  y  que  el  pabellón  enemigo  hiciese  enemiga  la 
mercancía  neutral. 

Existiendo  estas  dos  opiniones  fundadas,  la  una  en 
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el  derecho,  y  la  otra  en  la  conveniencia,  como  era 
natural  se  sostuvieron  por  los  gobiernos  según  sus  in- 
tereses, pero  sin  que  ninguno  lograse  dar  el  triunfo  á 
su  doctrina,  estableciéndola  como  regla  internacional. 
Esta  falta  de  reglas  fijas  sobre  materia  tan  importante, 
hizo  conocer  la  necesidad  de  determinarlas  por  medio 
de  tratados  solemnes,  con  el  fin  de  cortar  multitud  de 
contiendas  nacidas  de  las  diversas  interpretaciones  que 
aun  partiendo  del  mismo  principio  sugerían  los  inte- 
reses opuestos. 
u  prácüca  Pop  esta  misma  razón  desde  los  primeros  años  del 
seconiraioses-  siglo  XVII  hasta  nuestros  dias  se  han  concluido  mul- 

Irictos  príDCi-    . 

piosen  losúlti-  titud  de  tratados  con  este  objeto,  en  los  que  ha  ido  ga- 
nando terreno  en  la  práctica  el  principio  contrario  al 
consignado  en  el  Consulado  de  la  mar,  y  en  los  muchos 
que  se  han  celebrado  recientemente ,  después  del  año 
1815,  entre  las  potencias  de  Europa  y  del  Nuevo-Mun- 
do,  en  todos,  con  mas  ó  menos  latitud ,  se  ha  estableci- 
do la  doctrina  contraria  á  la  del  Consulado  de  la  mar. 
Decimos  con  mas  ó  menos  latitud ,  porque  no  siempre 
se  han  pactado  los  dos  principios  á  la  vez,  siendo  muy 
frecuente  el  declarar  que  el  pabellón  neutral  neutrali- 
ce la  mercancía  según  la  práctica  moderna ,  y  que  la 
mercancía  neutral  no  sea  confiscable  ni  aun  en  bu- 
que enemigo,  con  arreglo  á  los  estrictos  principios. 

Débese  observar,  que  estipulados  simplemente  es- 
tos dos  principios  en  un  tratado,  pueden  ser  modifica- 
dos en  la  práctica  por  las  circunstancias.  Para  hacer 
mas  palpable  esta*  observación  citaremos  un  ejemplo. 
Si  una  nación,  la  España,  pacta  este  principio  con  otra, 
la  Francia,  y  estando  en  guerra  con  una  tercera,  la  In- 
glaterra, esta  tercera  captura  las  propiedades  españo- 
las abordo  de  buques  franceses,  la  España  podrá  á  su 
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vez  capturar  las  inglesas  abordo  de  los  mismos  buques 
franceses;  pero  en  ningún  caso  deberá  la  España  con- 
fiscar las  propiedades  francesas,  aunque  vayan  abordo 
de  los  buques  ingleses. 

Lo  expuesto  se  puede  resumir  en  estos  términos:  Resumen  de 
1/  que  con  arreglo  á  los  estrictos  principios  del  dere-  ^^^^^^ 
cho  de  gentes,  la  doctrina  consignada  en  el  Consulado 
de  la  mar  de  que  el  pabellón  no  cubre  la  mercancía,  es 
la  mas  exacta  y  lógica;  pero  que  con  todo  es  preferi- 
ble la  doctrina  contraria  de  que  el  pabellón  neutral 
neutraliza  la  mercancía,  y  el  enemigo  la  haga  enemi- 
ga, porque  en  la  práctica  es  mas  expedita  y  dá  menos 
ocasión  á  vejámenes,  fraudes  y  discusiones  desagrada- 
bles; y  2/  que  esta  doctrina  se  encuentra  adoptada  por 
casi  todas  las  naciones,  excepto  la  Inglaterra,  que  po- 
seedora de  grandes  medios  marítimos ,  acepta  aquel 
sistema  que  dá  mas  latitud  á  sus  operaciones  y  mas 
vaguedad  para  hacerlas  interpretaciones  que  según  las 
circunstancias  acomoda  á  su  política  interesada. 

Cuando  una  de  las  partes  beligerantes  adopta  la 
regla  de  que  la  mercancía  enemiga  es  confiscable  sien- 
do apresada  en  buque  neutral,  llegado  el  caso  de  un 
apresamiento  de  esta  naturaleza  queda  el  captor  obli- 
gado á  pagar  el  flete  de  la  presa.  La  razón  es  porque 
el  neutral  que  ha  cargado  mercancías  enemigas,  no  ha 
cometido  ningún  delito  ni  causado  agravio  á  nadie  pa- 
ra qne  se  le  imponga  la  pena  de  perder  el  ñete,  cuan- 
do el  beligerante  apresador  que  se  sustituye  al  enemi- 
go, así  como  hace  suyas  las  mercancías ,  contrae  la 
obligación  de  pagar  su  trasporte  por  completo  según 
está  pactado  hasta  el  punto  de  su  destino. 

Todo  contrato  que  tiene  por  objeto  el  ocultar  la 
calidad  de  enemiga  de  una  mercancía,  es  nulo  por  frau- 
35 
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dulento,  y  la  parte  que  se  ha  pretendido  engañar  con 
él  no  está  obligada  á  respetarlo. 
Leyes  de  Es-       ^^  ^^J  española,  que  con  respecto  á  esta  materia 

pafla  sobre  es-  es  la  ordenanza  de  corso,  se  puede  considerar  como  un 
te  punto. 

término  medio  entre  las  dos  opiniones  que  quedan 

analizadas.  En  cuanto  á  su  primera  parte,  es  decir,  á 
si  el  pabellón  neutral  cubre  la  mercadería  enemiga,  por 
el  artículo  25  se  establece,  que  procede  la  detención 
de  todo  neutral  que  Heve  mercancías  del  enemigo,  pe- 
ro que  si  se  probase  que  este  enemigo  respeta  las  mer- 
cancías españolas  que  van  abordo  de  los  neutrales,  que- 
de en  libertad  el  buque  y  su  cargamento,  siendo  con- 
fiscable la  carga  de  enemigos  y  no  el  buque  en  caso 
contrario:  Es  decir,  que  la  resolución  de  si  el  buque 
neutral  neutraliza  ó  no  la  mercancía  se  hace  depender 
de  la  conducta  que  observe  el  enemigo. 
Tratados  en-       ^^^  tratados  ajustados  por  la  España  con  otras  po- 

ire  la  España  y  tencias ,  Ó  nada  dicen  sobre  este  punto,  en  cuyo  caso 
otras  potencias  r  ?  v 

sobre  este  pun-  queda  vigente  con  respecto  á  ellas  el  artículo  25  de  la 

^'    •  ordenanza  de  corso,  ó  están  redactados  enteramente 

en  contra  de  los  principios  del  Consulado  de  la  mar, 
y  de  acuerdo  con  la  doctrina  que  ha  sustituido  á  la  de 
aquella  célebre  compilación.  Por  el  de  1650,  ajustado 
con  los  Países  Bajos,  se  estipuló  que  las  mercaderías  lí- 
citas pertenecientes  á  enemigos,  no  son  confiscables, 
cuando  van  abordo  de  un  neutral ;  y  por  el  15  del  de 
1795  con  los  Estados  Unidos,  se  declaró  que  el  pabe- 
llón de  las  partes  contratantes  asegura  la  mercancía 
aunque  en  su  totalidad  pertenezca  á  enemigos,  con  tal 
que  no  sea  contrabando  de  guerra. 

En  cuanto  á  la  segunda  parte  de  esta  cuestión,  re- 
lativa á  si  el  buque  enemigo  condena  la  mercancía  neu- 
tral, debe  suponerse  resuelta  afirmativamente,  porque 
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sí  bien  la  ordenanza  de  corso  nada  establece,  en  los 
tratados  celebrados  por  la  España  con  otras  potencias 
la  cuestión  está  decidida  en  este  sentido. 

Por  el  tratado  de  1650,  ajustado  con  los  Paises 
Bajos,  se  declara  que  las  mercaderías  licitas  halladas 
en  buque  enemigo  son  confiscables.  Por  el  de  1667 
con  la  Inglaterra  en  su  articulo  26  se  establece ,  que 
toda  mercancía  encontrada  en  buque  enemigo,  es  con- 
fiscable aun  que  pertenezca  á  españoles  ó  ingleses.  Y 
por  último,  por  el  artículo  40  del  celebrado  con 
Austria  en  30  de  abril  de  1725 ,  se  conviene  también 
en  que  sean  confiscables  los  efectos  hallados  en  buque 
enemigo,  aunque  no  sean  de  contrabando. 

-,  ,    .  Resumen  del 

Por  manera  que  se  puede  concluir,  que  la  opinión  derecho  de  la 
que  ha  presidido  en  el  gobierno  español ,  con  respecto 
á  esta  cuestión,  ha  sido  la  favorable  á  las  nuevas  doctri- 
nas y  en  contra  de  los  principios  del  Consulado,  de 
mar,  pues  en  la  resolución  de  ambos  casos  se  encuen- 
tra una  voluntad  de  que  la  mercancía  siga  la  suerte 
del  buque. 
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CAPÍTULO  .XV. 


Del  contrabando  de  guerra. 


De  dónde  pro-  Despues  de  haber  tratado  del  derecho  de  las  na- 
cacfon deícon-  ciones  neutrales  para  continuar  su  comercio  con  las 
gaerra"^^  ^®  beligerantes,  y  de  haber  indicado  que  hay  ciertos  ob- 
jetos sobre  los  cuales  no  pueden  aquellas  traficar  líci- 
tamente, procede  examinar  cuáles  sean  estos  artículos 
sobre  que  pesa  la  prohibición.  Para  apreciar  bien  la 
calificación  de  estos  objetos  de  contrabando,  conviene 
investigar  cuál  sea  el  origen  de  que  procede ,  y  la 
base  en  que  se  funda.  Se  ha  dicho  que  todo  Estado 
que  se  encuentra  en  guerra  con  otro,  tiene  derecho  de 
impedir  que  lleguen  á  su  contrario  recursos  para 
continuar  las  hostilidades;  así  como  que  el  primer  de- 
ber de  la  neutralidad  no  solo  consiste  en  no  asistir  á 
ninguna  de  las  partes  en  sus  operaciones  militares,  si- 
no en  no  hacer  cosa  alguna  que  pueda  favorecer  á  la 
una  en  perjuicio  de  la  otra.  Por  consiguiente ,  todos 
aquellos  objetos  que  puedan  contribuir  á  las  opera- 
ciones militares  de  uno  de  los  beligerantes ,  se  deben 
calificar  de  contrabando  de  guerra ,  y  el  neutral  que 
los  suministra  debe  entenderse  que  rompe  la  neutra- 
lidad, que  pierde  el  derecho  á  ser  considerado  como 
neutral ,  y  á  todas  las  inmunidades  concedidas  á  éstos. 
Artículos  con-  Partiendo  de  este  principio,  fácilmente  se  pueden 
infbando^^é  determinar  ^^^  artículos  sobre  que  no  es  lícito  comer- 
guerra,  ^jg^j.  ¿  j^g  neutrales  ;  ó  lo  que  es  igual ,  que  por  con- 
trabando de  guerra  se  entienden  todas  las  armas  y 
municiones  que  solo  pueden  servir  para  la  guerra.  Pe 
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ro  esta  regla  tan  sencilla,  no  deja  de  ofrecer  dificul- 
tades en  la  práctica ,  porque  sobre  la  designación  de 
los  objetos  que  pueden  servir  para  la  guerra,  no  siem- 
pre se  ha  opinado  del  mismo  modo  La  escala  de  esta 
clasificación  parte  de  las  armas  y  municiones,  y  se  ex- 
tiende á  todas  las  primeras  materias  que  por  cualquier 
procedimiento  puedan  convertirse  en  objetos  de  guer- 
ra, y  aun  se  ha  querido  llevar  hasta  á  las  subsisten- 
cias, porque  éstas  pueden  servir  para  alimentar  al 
soldado. 

Los  ingleses  han  pretendido  en  algunas  ocasiones 
que  todos  los  artículos  ya  de  guerra  ya  de  subsisten- 
cias, que  sean  aplicables  á  la  guerra  y  al  comercio  civil, 
puedan  ser  considerados  como  cuasi  contrabando,  y 
han  hecho  depender  esta  calificación  de  las  circuns- 
tancias del  paierto  á  que  se  destinan.  De  aquí  dedu- 
cen que  cualquier  objeto  que  de  cualquier  modo  pue- 
da servir  para  la  guerra  ,  siendo  destinado  á  un  puer- 
to en  que  se  preparan  armamentos,  y  cuyo  carácter 
no  sea  puramente  de  comercio  civil,  está  sujeto,  sino 
á  la  confiscación  ,  por  lo  menos  al  embargo  y  compra 
por  parte  del  apresador,  dejando  en  libertad,  después 
de  pagado,  al  buque  que  lo  trasporta.  Pero  esta  doo- 
trina,  ni  axm  consignada  en  tratados  se  ha  podido 
llevar  á  efecto,  porque  la  calificación  de  estos  obje-  • 
tos,  y  la  apreciación  de  las  circunstancias  no  pueden 
menos  de  ser  controvertibles  y  dar  ocasión  á  cues- 
tiones interminables. 

» 

Por  esta  razón,  y  por  la  diversidad  de  los  casos 
que  pueden  ocurrir,  establece  el  derecho:  Que  solo 
las  armas  y  municiones,  cuyo  uso  único  y  exclusivo 
sea  para  la  guerra,  son  las  que  deben  considerarse 
contrabando  por  los  neutrales:  Que  solo  circunstan- 
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cias  muy  especiales  y  una  necesidad  imprescindible 
puedan  justificar  la  detención  de  aquellos  artículos  de 
comercio,  que  á  la  vez  que  sirvan  para  los  usos  civi- 
les ,  puedan  ser  aplicables  á  la  guerra ;  pero  que  en 
tale&  casos  se  debe  indemnizar  cumplidamente  al  neu- 
tral, porque  autorizada  esta  arbitraiía  clasificación  de 
contrabando  por  accidente ,  sin  ninguna  circimstaneia 
que  la  modifique,  acabaría  por  destruir  el  comercio 
neutral  en  favor  de  los  beligerantes,  contra  las  pres- 
cripciones del  derecho  de  gentes :  Que  ninguna  nación 
puede  declarar  como  contrabando  de  guerra  aquellos 
artículos  que  son  primera  materia,  pero  que  en  el  caso 
de  que  bajo  la  apariencia  de  una  primera  materia  se 
encuentre  en  realidad  un  suministro  de  guerra  formal, 
podrá  ser  justificable  la  medida  por  excepción:  Que 
las  subsistencias  de  primera  necesidad  efo  ningún  caso 
deben  ser  consideradas  como  contrabando  de  guerra, 
pero  que  sea  lícito  prohibir  su  entrada  en  los  puertos 
bloqueados :  Que  los  artículos  de  verdadero  contraban- 
do de  guerra ,  para  ser  considerados  como  tales ,  es 
preciso  que  se  lleven  en  una  cantidad  tal  que  sean  ex- 
cesivos  para  el  consumo  y  defensa  del  buque,  según 
las  circunstancias  del  viaje,  pues  los  que  tienen  este 
objeto  son  lícitos:  Que  la  especificación  de  los  artícu- 
los de  contrabando  no  se  debe  determinar  de  una 
manera  icstable,  porque  depende  de  los  progresos  del 
arte  de  la  guerra :  Que  las  personas  y  los  despachos 
de  un  beligerante  pueden  ser  contrabando,  si  aque- 
llas son  militares  que  se  trasportan  por  el  servicio,  y 
si  estos  tienen  por  objeto  el  combinar  operaciones  mi- 
litares. Sobre  la  apreciación  de  la  importancia  de  las 
personas  no  se  puede  establecer  regla  fija,  porque  á 
veces  se  hace  mas  mal  con  trasportar  á  un  general 
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que  á  un  regimiento.  Pero  el  llevar  despachos  pacíficos 
de  un  beligerante  á  un  neutral  no  es  contrabando :  Y 
por  último,  que  la  excusa  de  engaño  no  libra  de  res- 
ponsabilidad al  que  trasporta  contrabando,  porque  po- 
dría siempre  alegarse,  y  no  quedaría  remedio  contra 
el  mal.  Cuando  en  efecto  el  neutral  haya  sido  en- 
gañado, debe  acudir  para  la  indemnización  al  que  lo 
engañó* 

Esta  misma  es  la  doctrina  consignada  en  la  mayor 
parte  de  los  convenios  celebrados  entre  las  potencias 
de  Europa  y  América  desde  1815,  si  bien  no  faltan  al- 
gunos en  que  la  excepción  de  las  primeras  materias  se 
ha  convertido  en  regla  general. 

Después  de  conocer  las  reglas  por  las  que  se  puede  en^u??ncnrre 
calificar  el  contrabando  de  guerra ,  procede  establecer  S¿t¿°'**''^^'*" 
las  penas  en  que  incurre  el  contrabandista. 

Tampoco  sobre  este  punto  se  encuentran  de  acuer- 
do los  escritores ,  ni  la  práctica  ha  sido  uniforme.  Se 
han  hecho  muchas  distinciones ,  tanto  por  los  publi- 
cistas como  por  los  gobiernos ,  sobre  las  circunstan- 
cias que  pueden  hacer  confiscable  el  buque  en  que  se 
trasporta  contrabando  de  guerra ;  pero  la  regla  mas 
generalmente  admitida  es  ,  que  todo  neutral  que  su- 
ministra armas  y  municiones  á  ün  beligerante ,  si  es 
cogido  por  su  enemigo  pierde  éstas  ,  pero  no  el  buque 
en  que  las  trasporta  ni  las  demás  mercancías  lícitas. 
La  confiscación  de  las  mercancías  es  una  pena  propor- 
cionada para  un  actü ,  por  el  que  si  bien  se  infringe  la 
neutralidad,  sin  embargo  no  pasa  de  ser  una  operación 
de  comercio,  que  seria  duro  penar  con  el  castigo  re- 
servado al  enemigo.  Uno  de  los  inconvenientes  que 
ofrece  la  teoría  contraria ,  y  que  los  que  la  profesan 
tienen  que  resolver  de  una  manera  poco  equitativa, 
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es'  que  siendo  confiscable  nn  buque  por  el  hecho  de 
trasportar  contrabando,  debería  serlo  en  todo  tiempo, 
pues  que  existiendo  el  hecho  no  alterará  el  derecho  la 
circunstancia  de  que  el  buque  sea  ó  no  cogido  en  fla- 
grante delito,  y  admitida  esta  doctrina  se  abre  un 
procedimiento  indefinido  que  destruye  la  libertad  de 
comercio  por  los  muchos  abusos  &  que  puede  dar 
ocasión.  Esta  teoría  está  además  en  oposición  con  la 
máxima  de  deíecho  marítimo ,  que  declara  que  la  res- 
ponsabilidad de  un  buque ,  portador  de  contrabando, 
ó  que  infringe  de  cualquier  modo  la  neutralidad,  lo 
mas  á  que  puede  extenderse  es  al  viaje  de  vuelta,  y 
que  terminado  éste  prescriben  todas  las  consecuencias 
de  la  expedición. 

Por  estas  consideraciones  hemos  dicho,  que  la  prác- 
tica mas  generalmente  admitida  limita  la  pena  del 
contrabandista  á  la  confiscación  del  contrabando.  Cuan- 
do el  buque  contrabandista  es  de  guerra ,  el  Estado  á 
que  pertenece  es  el  obligado  á  la  reparación. 

Debe  notarse ,  que  no  se  entiende  que  un  gobierno 

torio  á  los  go-  infringe  la  neutralidad ,  porque  no  imponga  penas  á 

les  el  imponer  aquellos  de  SUS  súbditos  que  se  dediquen  al  comercio 
penas  á  sus  ^  ^ 

súbditos  cor.-  de  artículos  de  contrabando  de  guerra  ,  pues  todo  lo 

trabandistas.  ,  .    .  ^ 

que  se  puede  exigir  de  una  nación  neutral  es  que  no 

cubra  este  tráfico  con  su  pabellón :  tampoco  puede  con- 
siderarse como  una  ofensa  para  el  Estado  neutral ,  el 
que  aquellos  de  sus  súbditos  que  se  ocupen  en  el  con- 
trabando sean  perseguidos  por  el  beligerante  perjudi- 
cado. 

Por  último,  observaremos  que  lo  dicho  se  entien- 
de del  pomercio  de  trasporte ,  porque  la  venta  qMe 
se  hace  de  artículos  de  guerra  dentro  de  un  Estado 
neutral  no  ofende  en  manera  alguna  la  neutralidad, 
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pues  que  el  meroado  de  estos  objetos  está  igualmen- 
te abierto  para  ambas  partes  beligerantes.  Solo  podria 
considerarse  como  un  acto  de  hostilidad  ^  si  estos  ob- 
jetos fuesen  suministrados  por  un  gobierno ,  ó  sacados 
de  sus  arsenales  para  una  de  las  partes  y  no  para  la  otra« 

Las  reglas  que  dejamos  consignadas  con  reí^peato 
al  contrabando  de  guelra  se  encuentran  establecidas 
BU  los  reglamentos  interiores  de  algunas  naciones  •,  y 
estipuladas  en  muchos  tratados  solemnes» 

Por  los  artículos  23  y  24  d^e  la  ordenanza  de  cor-  Leyes  de  Es- 
so  de  1801  se  declara  que  procede  la  detención  de  trabando  de 
toda  nave  que  lleve  á  su  bordo  oficiales  de  guerra:  ene- 
migos ;  y  por  el  34  de  dicha  ley  se  califican  de  con- 
trabando las  armas ,  el  salitre  y  todos  los  instrumentos 
preparados  para  la  guerra.  Los  víveres  destinados  ^ 
un  puerto  sometido  al  bloqueíi>f se  consideran  contra- 
bando ;  pero  fuera  de  este  caso  son  libres  si  el  enemi- 
go los  respeta  como  tales. 

Esto  es  lo  que  previene   el  reglamento  de  corso    Tratados  en- 

tre  la  EspaDa  y 

Mgente  en  España.  Los  tratados  convenidos  con  otras  otras  potencias 

sobre  contra- 

potencias  están  redactados  en  el  mismo  sentido.  bando. 

Por  el  artículo  particular  anejo  al  tratado  de  Muns- 
ter ,  celebrado  con  los  Países  Bajos  en  30  de  enero 
de  1648  ,  se  determina  que  en  el  caso  de  encontrarse 
contrabando  de  guerra  en  algún  buque  ,  solo  será  con- 
fiscable el  contrabando ,  pero  no  el  buque  ni  el  resto 
de  su  carga. 

Por  el  de  1650  con  la  misma  potencia  se  declaran 
contrabando  de  guerra  todos  aquellos  objetos  cuyo  uso 
principal  sea  para  la  guerra ,  pero  no  los  comestibles; 
y  se  conviene  igualmente  en  que  -el  contrabando  sea 
confiscable ,  pero  no  el  buque  que  lo  trasporta  ni  el 
resto  de  las  mercancías. 
36 
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Por  el  de  1667  con  la  Inglaterra ,  artículos  24  y 
25 ,  se  califican  de  contrabando  las  armas  ,  salitre, 
nniformes  ,  soldados  y  caballos.  Se  exceptnan  las  sub- 
sistencias ,  aunqne  vayan  4  pnnto  enemigo ,  si  no  está 
bloqueado.  Pero  nada  se  dice  sobre  la  pena  del  contra- 
bandista. 

Pop  el  de  1725  con  el  Austria,  artículos  7.*  y  8.', 
se  conviene  que  sea  considerada  como  contrabando  to- 
da materia  elaborada  ó  sin  elaborar  que  sirva  para  la 
guerra ,  como  armas  ,  salitre,  tablones  y  jarcia  para 
la  construcción  de  buques,  con  tal  que  o(mste  que 
van  dirigidas  al  enemigo.  Se  exceptúan  los  comestibles, 
el  cobre ,  hierro ,  acero ,  y  las  telas  para  vestir ,  «co- 
mo no  sean  vestuarios  para  regimientos ,»  y  se  pacta 
que  el  contrabando  destinado  al  enemigo  sea  confis- 
cable ,  pero  no  el  barco  fli  el  resto  de  la  carga. 

Por  último ,  por  los  artículos  45  y  16  del  de  4795 
se  estipuló  por  los  Estados-Unidos  de  América ,  qne  se 
considerarían  contrabando  de  guerra  las  armas  y  per- 
trechoSf  el  salitre ,  y  toda  materia  preparada  especial- 
mente para  la  guerfa.  lias  telas ,  los  metales ,  las  sub- 
sistencias ,  y  las  maderas  y  cuerdas  para  la  construc- 
ción naval  están  exceptuadas  de  esta  calificación.  Los 
militares  en  actual  servicio  quedan  declarados  prisio- 
neros. 
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CAPITULO  XVI. 


Del  derecho  de  visita  en  tiemjío  de  guerra. 


Se  ha  dicho  que  las  naciones  beligerantes  tienen    Origen  del  de 

derecho  de  apoderarse  de  los  buques  mercantes  ene-  en  «empo  de 

.  guerra. 

migos  y  de  sus  cargamentos  así  como  de  los  artículos 

de  guerra ,  aunque  sean  trasportados  en  barcos  neu- 
trales ;  pero  este  derecho*  no  podría  ser  efectivo  si  no 
se  concediese  á  los  beligerantes  el  derecho  de  \dsita, 
pues  de  otro  modo  bastaría  enarbolar  un  pabellón 
neutral  para  poner  en  salvo  los  buques  enemigos  y  las 
mercaderías  de  contrabando. 

El  derecho  de  visita  se  funda  en  la  suposición, 
que  nunca  se  ha  de  perder  de  vista ,  de  que  todo  bu- 
que hallado  en  la  mar  por  un  beligerante  debe  ser 
tenido  por  enemigo  hasta  que  se  pruebe  lo  contra- 
rio. En  virtud  de  esta  presunción,  que  justifica  la  pro- 
pia defensa  y  el  estado  de  guerra ,  el  beligerante  tie- 
ne derecho  de  visitar  al  neutral  para  cerciorarse  de 
su  nacionalidad ,  y  de  que  no  trasporta  artículos  de 
guerra :  así  como  el  neutral  tiene  un  deber  de  some-  ^ 

terse  á  esta  investigación ,  sin  que  por  ella  se, entien- 
da que  se  ejerce  autoridad  que  pueda  lastimar  la  in- 
dependencia del  buque  visitado. 

Sobre  el  modo  de  ejercer  este  derecho  ya  se  ha 
explicado  lo  necesario  al  tratar  del  de  investigación  y 
de  visita ,  notando  la  diferencia  que  existe  en  su  for- 
ma según  el  fin  á  que  se  dirige ,  si  es  solo  á  conocer  la 
nacionalidad  de  la  nave .  ó  si  tiene  por  objeto  el  exa- 
minar si  lleva  mercaderías  de  contrabando  á  su  bordo. 
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De  la  neutra-       Solo  una  cuestion  nos  queda  qtie  tratar  proeeden- 

liaad  armada  -l  ^  ir 

contra lavistta -t^  ¿el  ¿erecho  de  visita  en  tiempo  de  guerra,  sobre 
rantes.  j^  cual  SO  ha  discutido  por  mucho  tiempo  en  Europa, 

no  porque  deje  de  ser  clara  en  sí,  sino  porque  en  su 
resolución  se  ha  pretendido  por  alguna  potencia  susti- 
tuir á  los  principios  del  derecho  la  razón  de  su  con- 
veniencia. Hablamos  de  la  inmunidad  que  ofrece  á  los 
buques  mercantes  el  ir  bajo  la  garantía  del  convoy 
de  uno  de  guerra. 

Fatigada  la  Europa  con  las  muchas  vejaciones  de 
que  fuera  objeto  el  comercio  neutral,  durante  algunas 
guerras  marítimas ,  hubo  de  pensar  en  la  neutralidad 
armada.  Esta  neutralidad,  armada  consistía  en  que  los 
buques  neutrales  reunidos  en  convoy  hacían  sus  expe- 
diciones bajo  la  protección  de  uno  ó  mas  buques  de 
guerra  de  su  nación.  La  neutralidad  armada  fué  com- 
batida por  los  que  tenían  interés  en  los  abusos ,  y  de- 
fendida por  muchos  gobiernos,  como  fueron  en  general 
las  naciones  del  Norte.  Estas  sostuvieron  en  varias  ne- 
gociaciones ,  que  si  al  buque  neutral  que  navegaba 
solo ,  encontrándosele  en  regla  sus  papeles ,  y  resul- 
tando su  nacionalidad ,  y  la  legalidad  de  su  expedi- 
ción ,  se  le  dejaba  en  libertad ,  sin  proceder  á  mas  in- 
vestigación ,  porque  no  se  podía  menos  de  reconocer 
como  ima  garantía  los  certificados  extendidos  por  un 
gobierno ,  con  mas  motivo  debía  darse  fe  á  este  mis- 
mo gobierno ,  cuando  además  de  la  garantía  de  los 
papeles ,  daba  á  sus  buques  mercantes  uña  parte  de 
la  fuerza  pública.  Además  que  era  indigno  para  un 
jefe  de  buque  militar  el  que  ,  á  pesar  de  responder  él 
de  la  legalidad  del  convoy  que  custodiaba ,  no  fuese 
creída  su  palabra  ni  admitida  su  responsabilidad  ,  y 
que  en  su  presencia  se  hubiese  de  'someter  su  pabe- 
llón al  ultraje  de  la  visita. 


Digitized  by 


Google 


-  285  — 

La  Inglaterra ,  sin  embargo .  combatió  por  la  doc-     u  deciara- 

7^.  1.x-  T.X  ^^     clon  del  Jefe  mi- 

trma  contraria ,  por  mucho  tiempo ,  hasta  que  al  fin  litar  de  nn  con- 
tuvo que  ceder  al  poderoso  influjo  de  la  opinión  ,  que  vísua.^' 
ha  venido  &  consignar  como  un  principio  incuestiona- 
ble de  derecho  marítimo ,  el  que  la  declaración  del 
jefe  militar  de  un  convoy  sea  suficiente  para  evitar  to- 
da visita.  Esta  doctrina  se  encuentra  consignada  en 
muchos  tratados  celebrados  con  las  repúblicas  de  Amé*- 
rica  en  estos  últimos  tiempos. 

Lo  dicho  no  obsta  para  que  la  nave  que  se  incor-^  u  nave  qne 
pora  á  un  convoy,  á  cuyo  pabellón  no  pertenece  ,  pero  m  convoy'^cx^ 
que  lo  lleva  fraudulentamente ,  quede  sujeta  &  la  visita.  da"íibre"de'"a 

visita 

En  este  caso ,  el  beligerante  que  tiene  tal  sospecha 
debe  comunicarla  al  jefe  del  convoy ,  y  á  éste  incum- 
be verificar  el  reconocimiento  extendiéndose  lo  mas 
á  llevar  consigo  algún  oficial  del  beligerante  por  pura 
delicadeza ;  pero  nunca  debe  permitir  que  sea  visita-r 
do  por  otro  un  buque  que  viene  bajo  su  protección  y 
garantía.  Por  la  estipulación  3.*  del  art.  5/  del  trata- 
do sobre  la  abolición  del  tráfico  de  negros ,  ajustado 
entre  la  España  y  la  Inglaterra  en  el  año  de  1835 ,  se 
conviene  en  que  cuando  haya  sospechas  de  que  un 
mercante  que  navega,  bajo  convoy  de  un  buque  de 
guerra ,  se  ocupa  en  la  trata  de  esclavos  ,  el  coman- 
danta del  crucero  se  ponga  de  acuerdo  con  el  del  con- 
voy para  proceder  á  la  visita. 

Al  buque  que  se  incorpora  al  convoy  de  una  na- 
ción enemiga ,  la  presunción  legal  le  supone  enemigo:  , 
pero  no  se  podrá  declarar  buena  presa  si  se  prueba 
que  es  neutral ,  y  que  se  ha  incorporado  lo  mismo 
con  unos  que  con  otros  de  los  dos  beligerantes  en  la 
idea  de  ponerse  á  cubierto  de  los  corsarios. 
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CAPITULO  XVII. 


De  la  inviolabilidad  en  los  mares  Jurisdiceio7iales. 


Explicación       La  inviolabilidad  es  el  derecho  que  tiene  todo  Es- 
de  la  invioiabí-.   ,  j.     '±^  '  .     •  j.    • 
lidad.            tado  para  que  su  terntono  y  sus  mares  junsdicdona- 

les  sean  respetados  por  todo  el  mundo. 

Este  derecho ,  que  en  tiempo  de  paz  significa  que 
ningún  Estado  tiene  facultad  de  imponer  su  jurisdic- 
ción á  otro  Estado ,  ni  de  mezclarse  en  su  régimen 
interior ,  en  tiempo  de  guerra  se  extiende  á  que  nin- 
gún beligerante  pueda  cometer  hostilidades  en  territo- 
rio ni  en  mares  de  otro  Estado  neutral. 

Se  ha  dicho  al  tratar  de  la  neutralidad ,  que  uno 
de  los  deberes  mas  severos  de  todo  beligerante  es  el 
de  no  turbar  la  paz  ni  la  tranquilidad  de .  los  neutra- 
les- con  actos  de  hostilidad  ;  por  la  misma  razón  imo 
de  los  derechos  mas  importantes 'de  los  neutrales  es  el 
de  sostener  la  paz  en  sus  Estados  ,  aunque  para  conse- 
guirlo sea  preciso  hacer  uso  de  la  fuerza.  Esta  regla 
es  en  su  esencia  igual ,  lo  mismo  en  las  guerras  ter- 
restres que  en  las  marítimas ,  porque  parte  del  mismo 
principio  de  la  inviolabilidad ;  pero  en  sus  consecuen- 
cias ofrece  diferencias  notables  que  nacen  de  la  que 
existe  entre  la  tierra  y  los  mares  territoriales. 
Diferencia  en     Tratándose  del  paso  de  fuerza  armada  por  un  ter- 
íSid  dT^ia  uerl  ritorio  neutral ,  este  tránsito ,  por  los  inconvenientes  y 
ra  y  de  la  mar.  pejj-üieios  que  siempre  ocasiona ,  no  puede  conside- 
rarse indiferente.  El  señorío  territorial  y  la  propiedad 
•    exclusiva  que  se  tiene  sobre  el  territorio  no  permiten 
que  esto  se  pueda  verificar  sin  el  permiso  del  gobier- 
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no  del  Estado  porque  se  pasa ;  y  este  permiso  conce- 
dido á  uno  de  los  beligerantes  ,  no  se  puede  negar  al 
otro  sin  causarle  agravio.  Pero  un  buque  6  una  es- 
cuadra beligerante  que  paáa  por  mares  litorales ,  ni 
ofrece  tantos  peligros ,  ni  ataca  los  derechos  del  Estar 
do  A  que  pertenecen  estos  mares ,  porque  sobre  ellos 
no  se  tiene  una  propiedad  exclusiva  ,.  como  se  ha  di- 
cho en  otro  artículo  ,  sino  que  en  estos  mares  litora- 
les 5  fuera  del  tiro  de  canon ,  solo  se  ejerce  un  derecho 
de  jurisdicción  y  de  vigilancia  ,  par^i  impedir  en  ellos 
todo  lo  que  pueda  perjudicar  á  las  costas  ,  pero  no  el 
tránsito  inofensivo  de  los  buques  Por  consiguiente  el 
Estado  que  quiere  hacer  pasar  sus  tropas  por  un  ter- 
ritorio neutral ,  tiene  que  pedir  un  permiso,  que  es 
muy  difícil  de  obtener  ,  cuando  la  autorización  para 
pasar  escuadras  por  mares  litorales  es  fácil,  sujetándose 
á  los  reglamentos  fiscales  del  Estado  marítimo.  Con 
respecto  á  los  puertos  neutrales,  la  regla  es  igual  so- 
bre este  punto  ;  es  decir,  que  con  el  permiso  de  la  au- 
toridad local  y  con  las  restricciones  consentidas  por 
los  tratados  ,  los  puertos  neutrales  están  abiertos  á  los 
buques  beligerantes  para  reponer  sus  víveres  ó  para 
abrigarse  contra  los  peligros  del  mar ,  cuando  las  pla- 
zas de  tierra  de  los  neutrales  difícilmente  se  franquean 
á  los  ejércitos  beligerantes. 

Se  ha  dicho  que  la  inviolabilidad  concedida  por  consecucn- 
la  ley  de  las  naciones  á  todo  Estado  neutral ,  impone  Swu^ld/"^*^ 
á  los  beligerantes  el  deber  de  abstenerse  de  cometer 
hostilidades ,  ío  mismo  en  la  tierra  que  en  los  puertos 
y  mares  neutrales.  De  esta  regla  se  deduce,  que  cuan- 
do en  un  mismo  puerto  ó  en  una  misma  mar  territo- 
rial se  encuentran  fuerzas  navales  enemigas,  i)o  deben 
ejercer  hostilidad  alguna  ,  porque  no  siendo  mar  co- 
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inun,  no  les  es  lícito  usar  de  ella  en  perjuicio  de  la  paz 
y  aun  de  los  intereses  matei  lales  del  territorio,  á  cuya 
costa  y  á  los  habitantes  que  residen  en  ellas  pueden 
llegar  los  extragos  del  combate.  Pero  si  un  combate 
principiado  en  mares  comunes  se  viene  á  terminar  en 
las  costas,  sin  poderse  evitar  después  de  trabado,  aun* 
que  sea  hasta  cierto  punto  escusable  que  dum  /ercet 
optes  continúe  la  persecución,  sin  embargo,  el  belige- 
rante que  cause  daño  con  sus  operaciones  queda  obli- 
gado &  la  indemnis^acion. 

Se  deduce  también  de  esta  regla  ,  que  contra  un 
beligerante  que  rompe  las  hostilidades  en  mares  juris- 
diccionales, se  puede  usar  de  la  artillería  de  los  fuer- 
tes para  <5ontenerle  en  su  deber,  ymucho  mas  todavía 
estando  en  un  puerto ;  y  que  la  falta  de  medios  para 
reprimir  la  violación  no  disminuye  su  ilegalidad. 

Otra  consecuencia  de  esta  regla,  es  que  la  autori- 
dad local  del  puerto  es  arbitra  de  dictar  aquellas  me- 
didas que  estime  conducentes  para  evitar  cualquier 
conflicto  entre  las  fuerzas  navales  enemigas  que  se  en- 
cuentran en  él,  como  es  el  impedir  que  salgan  &  la  mar 
á  un  mismo  tiempo.  La  regla  sancionada  por  la  cos- 
tumbre, por  ordenanzas  particulares  y  por  muchos  tra- 
tados, es  que  salgan  los  enemigos  del  puerto  con  un 
intervalo  de  tiempo  lo  menos  de  24  horas. 

Sobre  este  punto  de  derecho  internacional  no  faltan 
ejemplos,  y  en  España  ha  ocurrido  alguno,  que  ha  sido 
resuelto  por  la  regla  que  queda  establecida  ,  con  la 
aprobación  de  los  jefes  de  dos  escuadras  beligerantes. 

Por  último,  se  infiere  de  esta  doctrina,  que  las  pre- 
sas hechas  en  mares  litorales  son  ilegales ,  y  que  por 
consiguiente  el  Estado  bajo  cuyo  pabellón  se  hacen  es- 
tá obligado  á  indemnizar  daños  y  perjuicios  si  no  res- 
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tituye  las  presas.  Cuando  éstas  se  conducen  á  puertos 
del  Estado  que  ha  sufrido  la  violación ,  entonces  este 
mismo  Estado  tiene  derecho  de  hacer  por  sí  la  devo- 
lución. En  el  primer  caso  no  hay  deber  de  indemnizar, 
si  solo  reclama  el  dueño  del  buque  aprehendido,  por- 
que es  preciso  que  la  queja  proceda  del  Estado  neu- 
tral ofendido,  justificando  la  violación  del  territorio  ó 
de  los  mares  jurisdiccionales.  Pero  en  el  segundo,  como 
la  presa  está  en  poder  del  Estado  neutral  ofendido, 
éste  no  tiene  necesidad  de  apelar  á  la  reclamación  di- 
plomática ,  sino  que  puede  hacerse  justicia.  El  Estado 
que  decide  la  devolución  de  la  presa  que  se  ha  hecho 
violando  sus  mares  ,  no  declara  esta  mala  presa ,  por- 
que no  le  corresponde  juzgar  sobre  el  apresamiento;  lo 
que  hace  es  destruir  los  ♦efectos  de  un  acto  de  hostili- 
dad cometido  indebidamente  dentro  de  su  jurisdicción, 
y  por  esta  causa  no  le  es  lícito  declarar  indemnizacio- 
nes ni  oponer  penas ,  como  sucede  en  los  juicios  de 
presas,  sino  que  su  derecho  concluye  con  hacer  de- 
volver la  presa. 

Aun  se  puede  añadir  que  una  presa  hecha  con 
violación  de  mares  neutrales,  y  declarada  buena,  á  pe- 
sar de  las  reclamaciones  del  Estado  neutral  ofendido, 
si  después  viene  á  parar  á  uno  de  sus  puertos,  en 
rigor  de  principios  este  Estado  tiene  derecho  de  ha- 
cerla devolver  á  sus  verdaderos  dueños,  aunque  se 
encuentre  en  poder  de  un  comprador  de  buena  fé, 
porque  de  otro  modo  sucedería  que  se  subordinaban 
los  derechos  de  la  neutralidad  á  los  fallos  de  los  tribu- 
nales de  los  beligerantes.  Pero,  con  todo,  es  mas  pru- 
dente el  procurar  que  estos  conflictos  se  resuelvan  por 
medios  diplomáticos  que  por  las  vías  de  hecho. 

La  inviolabilidad  de  los  mar  es  jurisdiccionales  está 
37 
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reconocida  en  todas  las  naciones ,  y  consignada  en 
cuasi  todos  los  tratados  de  navegación  ajustados  entrf 
las  potencias  de  Europa. 
Inviolabilidad       En  España  es  bien  terminante  la  legislación  sobre 
tes°feyes  delí  este  punto.  Los  arts.  35  y  36  de  la  ordenanza  de  cor- 
^  **  so  condenan  todo  género  de  hostilidades  ó  apresamien- 

tos en  puertos  ó  radas  de  naciones  amigas  ó  neutrales, 
bajo  el  tiro  de  canon  de  sus  fortalezas  ó  en  sus  mares 
litorales  aunque  no  estén  fortificados ,  siempre  que  el 
enemigo  observe  igual  conducta  con  los  buques  espa- 
ñoles surtos  en  estos  mares  neutrales:  contra  esta  re- 
gla no  sirve  de  excusa  el  que  el  ataque  se  haya  em- 
pezado en  alta  mar,  y  que  la  presa  viniese  rendida  al 
llegar  al  puerto  de  la  inmunidad.  Y  por  los  arts.  1/  y 
3/  de  la  ley  5.\  tit.  8/,  lib.  6.*  de  la  Novísima  Re- 
copilación, que  es  aclaratoria  de  la  ordenanza  de  cor- 
so, se  establece  que  la  inmunidad  de  las  costas  no  s<» 
ha  de  limitar  al  tiro  de  canon  ,  sino  que  se  extiende 
á  dos  millas  de  950  toesas  cada  una ,  y  que  las  presas 
hechas  dentro  de  esta  zona  jurisdiccional  no  serán  le- 
gítimas no  siendo  hechas  por  los  enemigos  de  la 
España. 
Traiadosqne       ^^  ^^*^  sentido  están  redactados  los  pactos  que 
Espana*ia  in^  determinan  el  derecho  internacional  positivo  de  la  Es- 
maríiima!^*^  paña.  Por  el  art.  16  del  tratado  ajustado  con  la  In- 
glaterra en  1667,  sé  prohibe  cometer  hostilidades  en 
los  puertos  neutrales.  Por  el  18  del  concluido  con  la 
Sublime  Puerta  en  1782,  se  condena  el  hecho  de  co- 
meter hostilidades  en  puerto  neutral ,  y  se  promete 
que  ocurrido  este  caso  en  los  de  las  partes  contratan- 
tes ,  se  darán  recíproco   auxilio  contra  el  que  haya 
violado  el  asilo  del  puerto,  y  que  no  se  permitiríl  salir 
á  un  beligerante  de  los  puertos  respectivos  hasta 
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pasadas  veinte  y  cuatro  horas  de  haberlo  verificado 
su  contrario.  Esta  misma  estipulación  está  inserta  en 
el  art.  21  del  tratado  de  1799  con  el  emperador  de 
Marruecos.  Por  último,  por  el  articulo  6."*  del  tratado  de 
1795  con  los  Estados  Unidos  de  América  se  promete 
protección  á  los  buques  en  los  mares  jurisdiccionales 
respectivos,  y  emplear  todo  esfuerzo  para  recobrar  y 
restituir  á  los  propietarios  los  buques  que  les  hayan 
quitado  en  dicha  jurisdicción  estén  ó  no  en  guerra  con 
la  potencia  cuyos  subditos  hayan  causado  el  despojo. 

Como  la  inviolabilidad  de  los  mares  jurisdicciona-    No  hay  asuo 
les  se  convierte  en  asilo  para  los  beligerantes,  puesqueV^A"^*^ 
que  en  estos  mares  no  son  lícitas  las  hostilidades ,  no  ^encmigo!'*^'^ 
se  terminará  este  capítulo  sin  examinar  un  caso  parti- 
cular que  puede  ocurrir.  Un  buque  enemigo  que  por 
fuerza  de  temporal,  por  falta  de  víveres  ó  por  otro  acci- 
dente se  vé  en  la  necesidad  de  acogerse  á  un  puerto 
enemigo,  ¿podrá  ser  capturado  en  éste  ? 

Esta  cuestión  se  resuelve  con  solo  considerar  que 
el  enemigo  en  la  mar  cuenta  siempre  como  principal 
elemento  de  sus  triunfos  con  el  rigor  de  los  tempora- 
les, y  partiendo  de  este  principio,  la  ordenanza  de  cor- 
so autoriza  esta  clase  de  presas,  determinando  que  las 
hechas  con  estas  circunstancias  sean  juzgadas  por  la 
autoridad  militar.  Pero  esto,  que  con  arreglo  á  los 
estrictos  principios  del  derecho  de  la  guerra,  es  lícito, 
lo  repugnan  los  de  una  generosidad  caballerosa. 

La  España  cuenta  en  la  historia  de  sus  guerras  ma- 
rítimas un  hecho  que  justifica  sobradamente  el  bien 
merecido  concepto  de  la  nobleza  castellana.  En  1746  el 
navio  inglés  Elisabeth  para  salvarse  de  un  furioso  hu- 
racán se  refugió  en  la  Habana,  y  su  comandante  se 
presentó  al  gobernador  como  prisionero,  pidiendo  solo 
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la  gracia  de  la  vida  para  la  tripulación.  El  gobernador 
español  le  contestó  que  jamás  cometería  la  infamia  de 
hacer  prisionero  á  un  buque  que  imploraba  su  socorro; 
que  reparase  sus  averías,  y  se  marchase,  para  cuyo  efec- 
to le  daría  un  pasaporte  extensivo  hasta  mas  allá  de  las 
Bermudas.  Pero  que  si  pasado  este  término  era  cogido 
en  buena  ley  de  guerra,  entonces  sería  su  prisionero 
por  la  fuerza  de  las  armas,  pero  no  por  la  de  los  elemen- 
tos, contra  los  cuales  todos  los  hombres  debían  indistin- 
tamente prestarse  amparo  y  protección. 


Digitized  by 


GoOgle 


CAPÍTULO  XVIII. 
Del  derecho  de  bloqueo. 


Bloqueo  es  una  operación  marítima  y  militar  por  ^^^  bfSiueo '^" 
la  cual  en  tiempo  de  guerra  se  sitia  un  puerto  ó  una 
parte  de  mar. 

El  derecho  de  bloqueo  se  funda  en  el  principio 
que  se  ha  establecido  de  que  en  las  guerras  marítimas 
es  lícito  apoderarse  de  la  propiedad  particular  del 
enemigo,  con  el  objeto  de  reducirle  los  medio  de  res- 
sistencia ,  porque  si  fuese  posible  cerrarle  de  una  vez 
todos  sus  puertos',  en  un  dia  se  le  obligaría  á  la  paz 
por  la  falta  de  recursos  que  le  había  de  ocasionar  la 
completa  paralización  de  su  comercio. 

Esta  operación  del  bloqueo  marítimo  puede  asimi- 
larse al  sitio  de  las  plazas  en  las  guerras  continentales, 
porque  así  como  á  un  enemigo  se  le  puede  sitiar  por 
tierra,  también  se  le  puede  bloquear  por  mar. 

Algunos  dividen  el  bloqueo  en  dos  clases:  blo-    ei  bloqueo  es 

^         ^ .      ,  7  ,  ^  de  gabinete  ó 

queo  de  gabinete,  que  es  el  que  se  hace  puramente  efeciivo. 

por  comimicaciones  diplomáticas ,  sin  que  á  éstas  siga 
el  envío  de  fuerzas  marítimas  para  llevarlo  á  efecto;  y 
bloqueo  efectivo,  que  es  el  que  además  de  la  decla- 
ración oficial  lleva  consigo  la  ejecución. 

El  bloqueo  de  gabinete  está  reconocido  como  ine-  ei  bloqueo  de 
ficaz,  porque  de  admitirse  como  válido,  sucedería  que  Scaz. 
en  una  guerra  marítima  se  podría  destruir  á  su  con- 
trario con  solo  declarar  el  bloqueo  oficial  de  todos 
sus  puertos,  sin  necesidad  de  armar  un  solo  buque; 
de  suerte  que  las  guerras  marítimas  vendrían  á  ser  un 
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objeto  de  especulación,  en  perjuicio  exclusivamente 
de  los  neutrales,  que  se  verían  obligados  á  acatar  ope- 
raciones militares  imaginarias. 

Tanto  es  esto  exacto  que  aun  el  bloqueo  efectivo 
para  ser  eficaz  debe  estar  seguido  del  envío  de  las 
fuerzas  necesarias  para  cerrar  el  puerto,  ó  para  impe- 
dir la  aproximación  á  la  costa,  de  tal  maners^  que  no 
se  pueda  violar  este  bloqueo  sin  un  peligro  evidente. 
Legislación  ^  Estas  circunstancias  que  se  exigen  en  el  bloqueo 
de  España,  efectivo,  están  reconocidas  como  indispensables  para 
determinar  su  validez  por  todas  las  naciones ,  y  así 
es  que  en  todos  los  tratados  en  que  se  ha  pactado  so- 
bre bloqueos ,  se  hace  mérito  de  esta  condición.  El 
art.  9."*  del  de  30  de  abril  de  1725  entre  la  España  y 
el  Austria  determina  que  solo  se  entienda  bloqueado 
aquel  puerto  que  esté  cerrado  de  tal  manera  que  no 
se  pueda  entrar  en  él  sin  exponerse  á  los  tiros  de  la 
artillería  bloqueadora;  y  el  art.  16  del  tratado  de 
1795  con  los  Estados  Unidos  declara  que  las  merca- 
derías neutrales  puedan  llevarse  libremente  álos  puer- 
tos del  enemigo,  «  con  tal  que  éstos  no  estén  sitia- 
dos, bloqueados  ó  embestidos  en  la  actualidad. »  De 
modo  que  por  esta  frase  queda  destruido  el  bloqueo 
de  gabinete,  y  todo  el  que  no  sea  efectivo  en  la  ac- 
tualidad. 
El  bloqueo  ^^  bloqueo  no  solo  puede  constituirse  en  un  puer- 
RSrse  en°  tos  *^>  ^^^^  ^^  ^^^  P^^*^  ^®  ^^  ^^^^^  ?  siempre  que  el 
yrios^*  ^^^^  bloqueador  tenga  cruceros  bastantes  para  impedir  álos 
enemigos  ó  neutrales  el  que  penetren  ó  se  aproximen 
al  parage  bloqueado.  De  la  misma  manera  se  pueden 
bloquear  las  embocaduras  de  los  rios,  pero  con  tal 
que  éstos  no  sean  comunes,  porque  si  el  señor  del 
Estado  en  que  se  encuentra  la  embocadura  del  rio  no 
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podia  impedir  su  navegación  á  los  buques  de  otras  na- 
ciones, tampoco  podrá  impedirla  el  bloqueador  que  no 
hace  mas  que  sustituir  su  soberanía  ala  del  bloqueado. 

Para  determinar  bien  las  consecuencias  del  bloqueo,    Cómo  se  de- 

,   i  .  ,  ,  .  lili  terminan  las 

debe  considerarse  que  la  nación  que  lo  establece  se  consecuencias 
apodera  del  puerto,  y  sustituye  su  soberanía  á  la  que  ^  ^^^^' 
ejercía  el  señor  territorial ;  y  que  así  como  en  el  sitio 
de  una  plaza  el  sitiador  no  permite  á  nadie  comunicar 
con  los  sitiados,  ni  socorrerlos  con  víveres  ni  otros  au- 
xilios, asi  en  el  bloqueo  de  un  puerto  puede  el  blo- 
queador impedir  toda  comunicación  y  comercio  con  los 
bloqueados. 

Para  que  un  bloqueo  esté  en  regla  debe  hacerse  la     ki  bloqueo 
publicación  por  el  gobierno  bloqueador  á  todas  las  de-  se.    ^" 
más  naciones,  á  fin  de  que  llegando  á  noticia  del  co- 
mercio neutral,  pueda  éste  respetarlo  sin  sufrir  perjui- 
cios por  ignorancia,  y  evitar  así  las  indemnizaciones  á 
que  dá  margen  esta  falta  de  publicación. 

La  pena  en  que  incurre  el  que  infringe  deliberada-    penasenqne 
mente  un  bloqueo,  es  la  de  confiscación  del  buque  y  vlX'^un  flo^ 
su  carga,  sea  de  la  clase  que  sea.  La  razón  es ,  por-  ^^^' 
que  el  neutral  que  pretende  penetrar  en  un  puerto  blo- 
queado comete  un  acto  de  hostilidad,  pues  contraría 
las  operaciones  del  bloqueador  en  favor  del  bloqueado, 
é  infringe  las  reglas  establecidas  por  el  señor  territo- 
rial del  puerto  que  accidentalmente  lo  es  el  bloqueador. 

Pero  debe  tenerse  muy  presente  que  para  califi-  no  procede 
car  la  violación  como  consumada  es  preciso  que  alfocuandonoSa 
llegar  el  buque  al  puerto  bloqueado  se  le  notifique  fifl^don^  *"^ 
que  continúa  el  bloqueo. 

La  Inglaterra  pretende  que  no  sea  necesaria  esta 
ultima  notificación,  porque  supone  el  intento  de  co- 
meter la  hostilidad  en  el  hecho  de  salir  de  un  puer- 
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to  neutral  en  qne  se  ha  publicado  el  bloqueo,  con 
dirección  al  puerto  bloqueado ;  pero  al  defender  esta 
opinión  desconoce  ó  afecta  desconocer  que  el  objeto 
de  la  publicación  diplomática  del  bloqueo  no  es  el 
de  que  se  pueda  calificar  de  infractor  al  que  después 
de  notificado  se  dirige  al  puerto  bloqueado,  sino  el 
de  evitar  las  indemnizaciones  á  que  queda  obligada  la 
nación  que  establece  un  bloqueo  sin  publicarlo.  El  bu- 
que neutral  que  después  de  constarle  el  bloqueo  de  un 
puerto  se  dirije  á  él ,  no  comete  un  delito,  ni  infringe 
una  ley  internacional ;  lo  que  hace  es  probar  fortuna 
por  si  á  su  llegada  se  hubiese  levantado  el  bloqueo, 
por  rendición  de  la  plaza,  por  temporales,  ó  por  cual- 
quier otra  causa,  por  consiguiente  antes  de  declarar- 
lo enemigo  es  indispensable  apercibirle  de  que  el  blo- 
queo continúa.  Sobre  este  punto  no  hay  requisito  que 
pueda  considerarse  supérfluo,  tratándose  de  ofrecer 
garantías  á  los  neutrales  contra  las  violencias  á  que  tan- 
to propenden  generalmente  los  beligerantes. 

El  buque  neutral  que  procura  aprovecharse  del 
levantamiento  del  bloqueo,  está  en  su  derecho,  pues 
solo  en  el  caso  de  que  el  bloqueo  se  alce  de  un  modo 
tan  pasagero  que  no  se  pierdan  de  vista  los  buques  que 
lo  forman,  es  cuando  no  se  considera  alzado  en  rea- 
lidad ;  fuera  de  este  caso  está  reconocido  como  una  re- 
gla general,  que  cuando  la  entrada  del  puerto  está  libre 
no  hay  motivo  para  calificar  de  agravio  el  que  se  en- 
tre en  él. 
La  falta  de       ^^  buque  neutral  que  llega  á  un  puerto  bloquea- 
oSsia^parrqSe  ^^  ^^^  *^^®^  ninguna  noticia  de  este  suceso,  porque 
wooifeT^per^o  ^^  ^®  ^^^^  hecho  la  comunicación  diplomática  de  go- 
Dízac?ones  ™^^^^^^      gobierno,  ni  se  le  haya  notificado  durante  el 
viage,  tiene  sin  embargo  obligación  de  volverse  á  la 
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mar;  pero  también  tiene  derecho  &  que  se  le  indemni- 
cen por  el  gobierno  bloqueador  los  perjuicios  de  su  ex- 
pedición, porque  la  falta  no  es  suya  sino  del  que  omi- 
tió el  requisito  de  la  publicación  del  bloqueo. 

La  primera  parte  de  esta  doctrina  está  reconoci- 
da en  el  art.  18  del  tratado  de  1794  entre  la  Gran 
Bretaña  y  los  Estados  Unidos,  pues  en  él  se  deter- 
mina que  los  neutrales  que  lleguen  á  un  puerto  blo- 
queado sin  previa  notificación  puedan  volver  libre- 
mente con  su  cargo  al  puerto  que  les  acomode,  si 
no  llevan  contrabando,  ó  por  su  obstinación  en  vio- 
lar el  bloqueo  se  hacen  merecedores  de  la  confis- 
cación. 

De  suerte  que  de  cualquier  modo  que  el  bloqueo 
sea  efectivo  es  válido  en  cuanto  á  la  obligación  que 
impone  á  los  neutrales  de  respetarlo,  porque  la  esen- 
cia del  bloqueo  no  consiste  en  la  publicación ;  pero 
los  perjuicios  que  se  originan  á  los  neutrales  por  la 
falta  de  la  publicación  del  bloqueo  debe  indemnizar- 
los la  nación  bloqueadora  porque  faltó  á  su  deber, 
no  cumpliendo  una  formalidad  que  pesa  sobre  todo 
beligerante. 

Se  ha  dicho  que  todo  buque  que  viola  un  blo-  Paracaimcar 

...        j  ,.,        ,        .  13  j    la  violación  se 

queo  con  mtencion  deliberada,  si  es  capturado  queda  debe  tener  en 

n     .       ,       V  i    1  .  cuenta  la  inten-' 

de  hecho  buena  presa  con  todo  su  cargamento,  sea  clon  del  vioia- 

de  la  clase  que  sea ;  de  suerte  que  la  intención  del 
neutral  es  un  dato  indispensable  para  apreciar  las 
circunstancias  que  constituyen  el  delito  de  violación 
premeditada  ;  y  asi  es,  pues  siempre  que  conste  bue- 
na fé  de  parte  de  éste,  no  se  le  puede  declarar  bue- 
na presa,  y  por  el  contrario  cuando  resulta  compro- 
bada la  mala  fó  ,  é  intención  deliberada  de  quebran- 
tar el  bloqueo,  el  neutral  es  buena  presa.  Un  bu- 
38 
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que  neutral  con  respecto  al  que  no  conste  por  sus 
papeles  que  tenga  noticia  del  bloqueo,  sin  embar- 
go será  buena  presa,  si  al  llegar  al  puerto  bloquea- 
do desprecia  las  intimaciones,  resistiendo  manifestar 
sus  papeles,  y  esforzándose  por  romper  la  linea  del 
bloqueo. 
Be  la  salida  Hasta  ahora  solo  se  ha  tratado  de  los  buques 
bloqueados,  neutrales  que  entran  en  puertos  bloqueados,  en  cuan- 
to á  la  salida  debe  saberse  que  todo  neutral  que  ha 
entrado  en  un  puerto  antes  de  que  se  haya  estable- 
cido el  bloqueo,  tiene  derecho  de  salir  de  él  des- 
pués de  bloqueado,  con  tal  que  salga  en  lastre  ó  con 
las  mismas  mercancías  que  entró  si  no  ha  podido 
venderlas,  porque  después  de  establecido  el  bloqueo 
no  es  lícita  ninguna  operación  de  comercio. 
El  delito  de  •     La  infracción  calificada  de  un  bloqueo  no  solo 

violación  seex-  ,  ..  i       x      j     i         •   i      •  •         j 

tingue  cuando  puede*  castigarse  en  el  acto  de  la  violación  sino  du- 

se   termina  el 

viíge.  .  rante  el  viage.  Por  manera  que  el  buque  neutral  que 
infringe  el  bloqueo,  si  es  apresado  antes  de  termi- 
nar su  viaje,  es  decii',  antes  de  volver  al  puerto  de 
su  destino,  puede  ser  capturado  en  castigo  de  la 
hostilidad  y  para  escarmiento  en  lo  sucesivo;  pero  si 
en  el  tiempo  que  el  neutral  hace  su  viaje  de  vuel- 
ta al  puerto  de  su  partida,  se  levanta  el  bloqueo, 
ya  no  hay  derecho  para  el  apresamiento ,  porque 
6esa  la  causa  de  donde  procedía  la  falta,  y  cesan  to- 
das las  consecuencias  del  bloqueo,  entre  las  que  se 
cuenta  el  apresamiento  por  causa  de  violación. 
Resumen.  En  resumen  de  lo  expuesto,  el  bloqueo  es  una  ope- 

ración militar  que  procede  de  la  guerra,  y  que  se  pue- 
de ejecutar  legítimamente  sobre  cualquier  lugar  que 
pertenece  al  enemigo.  Para  que  el  bloqueo  sea  válido, 
debe  ser  efectivo  con  fuerzas  navales  proporcionadas 
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al  lugar,  y  tan  inmediatas  á  él  que  hagan  peligrosa  la 
aproximación.  El  enemigo  que  establece  asi  un  blo* 
queo  tiene  derecho  de  apresar  al  buque  neutral  que 
deliberadamente  prbtende  violarlo  ,  y  hace  buena  presa 
el  buque  y  su  cargamento :  Para  que  la  declaración  de 
buena  presa  sea  legal ,  debe  constar  que  al  neutral  se 
le  ha  notificado  la  existencia  del  bloqueo  de  hecho ,  y 
que  á  pesar  de  esta  notificación  ha  insistido  en  pener 
trar  en  el  puerto ,  ó  en  salir  de  él  con  mercancías 
cargadas  después  del  bloqueo :  Y  por  último ,  la  pe4 
na  de  confiscación  no  se  puede  imponer  cuando  el  bu^ 
que  violador  ha  concluido  su  viaje  de  vuelta ,  ni  cuan- 
do el  bloqueo  no  es  efectivo  sino  de  gabinete. 

No  concluiremos  sin  citar  como  un  documento  im-    Documentos 
portante  en  materia  de  bloqueos  la  nota  unida  á  un  f¿^porteni¿^¿)! 
despacho  del  conde  de  Mole  ^  ministro  de  Negocios  ex-  ^^  woqueos, 
tranjeros  de  Francia ,  fecha  17  de  mayo  de  1838,  con 
motivo  del  bloqueo  de  las  costas  de  la  república  meji- 
cana: Dice  la  nota: 

«Para  que  un  bloqueo  sea  válido  con  respecto  á  los 
neutrales  ,  debe  habérselesjnotificado  y  ser  efectivo. 

Una  vez  establecido  el  bloqueo  delante  de  un  puer- 
to ,  su  objeto  es  impedir  la  entrada  y  salida  de  bu- 
ques, cualquiera  que  sea  su  pabellón  y  cualquiera  que 
sea  la  nación  á  que  pertenezca. 

El  buque  que  se  presenta  delante  de  un  puerto 
bloqueado  ,  antes  de  tener  noticia  del  bloqueo,  debe  ser 
notificado  en  el  momento,  y  la  notificación  debe  hacér- 
sele por  escrito  y  sobre  su  roll  de  matrícula. 

Hecha  esta  notificación  y  con  estas  formalidades, 
si  el  buque  persiste  en  entrar  en  el  puerto  bloqueado, 
ó  si  vuelve  á  presentarse  de  nuevo,  el  comandante 
del  bloqueo  tiene  derecho  de  detenerle. 
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Los  buques  de  guerra  neutrales  que  se  presenten 
delante  de  un  puerto  bloqueado ,  deben  también  ser 
amonestados  para  que  se  retiren ,  pero  si  persisten  ,  el 
comandante  del  bloqueo  debe  oponerse  á  su  entrada 
con  la  fuerza ,  y  la  responsabilidad  de  las  consecuen- 
cias recaerá  sobre  los  violadores  del  bloqueo. 

La  Francia  ha  admitido  los  principios  consignados 
por  las  potencias  del  Norte  en  el  tratado  que  se  le  co- 
municó en  15  de  agosto  de  1780.  Desde  entonces  los 
ha  seguido  siempre,  y  si  alguna  vez  se  ha  separado  de 
ellos  en  circunstancias  excepcionales  ^  solo  la  ha  he- 
cho por  represalias  contra  pretensiones  sostenidas  por 
la  potencia  marítima  con  que  se  encontraba  en  guer- 
ra, pero  pretensiones  que  nunca  ha  reconocido-  Es- 
tos principios  son : 

1/    Que  el  pabellón  cubre  la  mercancía ,  menos  el 
contrabando  de  guerra. 

2.*    Que  la  visita  de  un  buque  neutral  por  uno  de 
guerra  debe  verificarse  con  todas  las  consideraciones 


3/  Que  las  municiones  de  guerra ,  cañones ,  pól- 
vora, balas  ,  armas  de  fuego  ,  armas  blancas,  cartu- 
chos de  fusil ,  piedras  de  chispa ,  machetes ,  etc.,  son 
objetos  de  contrabando  de  guerra. 

4.**  Que  todas  las  potencias  tienen  el  derecho  de 
hacer  convoyar  sus  buques  mercantes ,  y  que  en  este 
caso  la  declaración  del  comandante  del  buque  de 
guerra  es  suficiente  para  responder  del  pabellón  de  los 
buques  convoyados  y  de  sus  cargamentos.  En  ningún 
caso  debe  precederse  á  visitar  buques  mercantes  que 
van  bajo  la  escolta  de  buques  de  guerra  de  su  nación. 
La  declaración  del  jefe  de  la  escolta  es  suficiente. 

5.**    ün  puerto  no  está  bloqueado  sino  cuando  las 
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fuerzas  bloqueadoras  qstán  colocadas  en  tal  disposi- 
ción que  ofrece  peligro  evidente  el  entrar  en  él ;  pero 
un  buque  neutral  no  puede  ser  inquietado  porque  ha- 
ya entrado  en  un  puerto  que  haya  estado  bloqueado 
anteriormente ,  pero  que  al  tiempo  de  su  entrada  no 
se  encontrasen  en  él  realmente  las  fuerzas  bloqueado- 
ras  ,  cualquiera  que  sea  la  causa  de  su  retirada ,  ya 
por  los  vientos  ó  por  falta  de  víveres.» 

El  gobierno  español  dio  también  órdenes  en  este 
sentido,  con  motivo  de  la  guerra  suscitada  entre  las 
repúblicas  de  Méjico  y  de  los  Estados  Unidos ,  previ- 
niendo que  en  cumplimiento  de  los  arts.  14 ,  15  y  16 
del  tratado  ajustado  con  esta  potencia  en  1795  se  ob- 
servase la  mas  extricta  neutralidad  por  los  buques 
españoles  ;  prohibiendo  á  sus  subditos  el  que  admitie- 
sen patente  de  corso  de  ninguno  de  los  Estados  be- 
ligerantes, asi  como  el  que  en  los  puertos  de  losdominios 
españoles  se  pudiese  vender  ninguna  presa,  ni  aun  ad- 
mitirse sino  en  el  caso  de  que  no  llevando  prisioneros 
á  su  bordo,  se  izase  en  el  buque  el  pabellón  del 
apresador,  porque  entonces  no  se  le  considerarla  co- 
mo presa ,  sino  como  im  buque  cualquiera  de  la  na- 
ción cuyo  pabellón  llevase.  Se  encargó,  por  último, 
que  todo  buque  mercante  fuese  provisto  de  un  ejem- 
plar del  tratado,  ó  por  lo  menos  de  los  arts.  14,  15 
y  16 ,  para  que  le  constase  que  no  debia  reconocer  como 
bloqueo  legitimo  mas  que  el  que  tuviese  lugar  con- 
tra un  puerto  en  la  actualidad  sitiado  ó  embestido ^  que 
son  las  palabras  del  tratado,  pero  de  ningún  modo  los 
bloqueos  que  no  estuviesen  acompañados  de  la  fuerza 
efectiva ,  y  que  en  cuanto  á  contrabando  de  guerra 
no  se  considerase  como  tal ,  sino  los  artículos  enume- 
rados en  el  tratado. 
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Esta  conducta  imparcial  y  prudente  de  parte  de  la 
España  la  ha  puesto  á  cubierto  de  midtitud  de  com- 
plicaciones ,  qufe  habrían  podido  sobrevenir  si  hubiese 
procedido  con  menos  circunspección  y  lealtad. 

Por  último  recomendamos  á  nuestros  lectores  el  ban- 
do de  bloqueo  publicado  en  Copenhague  en  1/  de  ma- 
yo de  1848 ,  con  motivo  de  la  guerra  entre  la  Dinamarca 
y  la  Prusia ,  como  un  documento  ajustado  en  un  todo  á 
la  doctrina  que  dejamos  consignada  en  este  titulo. 
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LIBRO  II. 


Título  primero. 


DERECHO  JÜRISDICCÍONAL  CIVIL. 


CAPITULO  PRIMERO. 
Introdwcion. 


Hemos  dicho  enlaintroduccionalderechointernacio- 
nal  que  las  reglas  que  constituyen  la  ley  de  las  nacio- 
nes proceden ,  ó  de  soberanía ,  ó  de  la  jurisdicción 
que  ejerce  todo  Estado  en  su  territorio.  Hasta  aquí 
hemos  esplicado  el  derecho  internacional  que  procede 
de  la  soberanía ;  ahora  vamos  á  ocupamos  del  que  se 
deriva  de  la  jurisdicción. 

Todo  Estado  en  virtud  del  señorío  jurisdiccional  que 
ejerce  sobre  su  territorio,  tiene  derecho  de  establecer 
las  leyes  que  arreglen  la  capacidad  de  sus  individuos, 
que  determinen  sus  recíprocas  relaciones ,  que  fijen  la 
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condición  de  la  propiedad  territorial ,  y  que  regulari- 
cen la  administración  de  justicia.  Este  derecho  de  ha- 
cer las  leyes  y  de  administrar  la  justicia  es  esencial  pa- 
ra todas  las  naciones ,  porque  la  sociedad  no  puede 
existir  sin  leyes  y  sin  un  poder  que  vele  por  su  cum- 
plimiento, y  que  esté  encargado  de  ejecutarlas. 
riSiccionai^es  ^^  señorío  jurisdiccional  es  esencialmente  exclu- 
excinsivo.  gjy^^  porque  la  independencia  de  los  Estados  no  per- 
mite que  su  administración  interior  se  someta  á  leyes 
extranjeras.  Además  de  que  las  leyes  deben  ser  ade- 
cuadas á  las  necesidades  de  los  pueblos ,  y  que  esto 
no  sería  fácil  obtener  cuando  el  legislador  fuese  ex- 
tranjero, y  menos  cuando  la  legislación  estuviese  he- 
cha para  un  Estado  extranjero,  el  someterse  á  leyes 
y  jurisdicción  extranjera  es  un  acto  tan  depresivo  de 
la  independencia  de  las  naciones  ,  que  la  que  así  lo  ha- 
ce queda  de  hecho  convertida  en  provincia  de  aquella 
á  cuya  jurisdicción  se  somete.  La  nacionalidad  de  un 
Estado  la  constituyen  la  asociación  de  losj)ueblos  con 
sus  leyes  particulares  y  con  sus  poderes  independien- 
tes; cuando  estos  poderes  renuncian  al  ejercicio  de 
sus  atribuciones  ,  ó  admiten  el  de  poderes  extraños, 
destruyen  la  primera  condición  de  la  nacionalidad,  que 
consiste  en  la  independencia  de  la  nación. 
Ningnn  Estado  Siendo  exclusivo  el  derecho  de  hacer  las  leyes  y 
puede  quedar  administrar  la  justicia ,  se  infiere  naturalmente  que  los 
yes^ijuriadic^  efectos  de  estas  leyes  y  la  acción  de  los  magistrados 
cion  ex  raoje-  ^^^^^^  terminar  en  los  limites  del  Estado,  porque  si 
fuese  lícita  la  traslimitacion  se  destruiría  el  principio  de 
la  independencia  jurisdiccional  con  tespecto  al  Estado 
traslimitado.  Además  que  de  admitirse  la  doctrina  con- 
traria resultaría  el  inconveniente  de  que  la  administra- 
ción de  justicia  seria  imposible  ,  y  los  derechos  y  accio- 
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Des  de  lo8  ÍDdivíduos  serian  incomprensibles  estando 
sujetos  al  influjo  de  tan  diversos  códigos. 

También  se  deduce  que  ningún  subdito  de  un  Es- 
tado independiente  puede  ser  sometido  á  leyes  ni  ju- 
risdicción extranjera ,  porque  si  esta  traslimitacion  fue- 
se licita  con  respecto  á  los  individuos ,  la  independen- 
cia seria  ideal. 

De  esta^  serie  de  raciocinios  se  deriva  el  principio 
de  derecho  internacional,  que  ningún  Estado  ni  indivi* 
dúo  puede  ser  sometido  á  leyes  ni  jurisdicción  extran- 
jera,  porque  las  leyes  y  jurisdicción  de  los  Estados 
terminan  en  sus  fronteras. 

Pero  como  im  individuo  pueda  trasladar  su  resi- 
dencia á  países  extranjeros  y  contraer  en  ellos  obliga* 
clones  j  y  como  en  este  caso  ocurra  la  dificultad ,  de 
que  si  este  individuo  se  rige  por  las  leyes  de  su  .país, 
lastima  la  independencia  jurisdiccional  del  Estado  ex* 
tranjero  en  que  reside ,  porque  da  en  él  fuerza  &  leyes 
extranjeras ,  y  si  se  arregla  á  la  jurisdicción  de  su  re- 
sidencia, menoscaba  la  independencia  jurisdiccional  de 
su  patria  sometiéndose  á  leyes  extranjeras  ,  de  aquí  ha 
nacido  la  necesidad,  reconocida  por  todas  las  naciones 
ci\ilizadas,  de  establecer  reglas  que  determinen  las  re- 
laciones entre  el  Estado  y  el  individuo  extranjero. 

El  conjunto  de  estas  reglas  es  lo  que  constituye  el  ei  derecho  in- 
derecho  internacional  jurisdiccional.  terminantes  re^ 

Este  derecho  emana  del  señorío  jurisdiccional  del  S^ESado^y'S 
Estado  que  no  consiente  en  el  territorio  el  ejercicio  de  tranjero.^  ^^' 
jurisdicción  extraña  ,  y  se  limita  á  determinar  las  re- 
laciones que  deben  existir  entre  los  gobiernos  y  los 
subditos  extranjeros ,  porque  la  jurisdicción  no  se  ejer- 
ce de  Estado  á  Estado ,  sino  de  Estado  á  individuo.  La 
jurisdicción  es ,  como  hemos  dicho ,  la  potestad  de  eje* 
39 
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cutar  las  leyes ,  y  como  éstas  se  dirigen  á  determinar 
la  condición  de  las  personas  y  de  las  cosas ,  y  á  arre- 
glar las  relaciones  entre  aquellas ,  es  evidente  que  los 
efectos  de  la  jurisdicción  no  son  aplicables  á  los  Es- 
tados ,  y  que  su  ejercicio  solo  tiene  lugar  entre  el  go- 
bierno y  el  individuo.  Por  manera  que  asi  como  el 
derecho  civil  establece  las  relaciones  entre  el  Estado 
y  sus  individuos,  asi  el  internacional  jurisdiccional  de- 
termina las  que  han  de  mediar  entre  el  Estado  y  el  in- 
dividuo extranjero. 
Kspiicacion       Un  Estado  que  no  consiente  en  su  territorio  la  resi- 
tos  de  jurSSic^  dencia  de  extranjeros ,  ni  permite  á  sus  subditos  que 
^*^°'  tengan  relaciones  de  interés  con  ninguna  nación  ex- 

tranjera ,  no  necesita  conocer  las  reglas  internaciona- 
les ,  porque  en  su  aislamiento  nunca  le  puede  ocurrir 
el  hacer  aplicación  de  ellas  ;  la  acción  de  las  leyes  si- 
gue su  curso  expedito  afectando  exclusivamente  á  aque- 
llos individuos  para  quienes  fueron  hechas ,  y  sin  ofre- 
cer ningún  choque  ni  concurrencia  de  leyes  ni  de  ju- 
risdicción, porque  unas  y  otra  emanan  de  la  misma  so- 
beranía de  que  depende  el  individuo  ;  pero  cuando  el 
Estado  autoriza  á  los  extranjeros  para  residir  en  su 
territorio ,  ó  faculta  á  sus  subditos  para  pasar  á  países 
extranjeros  y  para  contraer  en  ellos  obligaciones  ,  en- 
tonces, como  puede  muy  bien  suceder  que  las  leyes 
extranjeras  no  estén  de  acuerdo  con  las  de  la  patria, 
se  verifica  un  conflicto  entre  las  dos  legislaciones.  Un 
joven ,  por  ejemplo ,  que  siendo  menor  de  edad  por 
las  leyes  de  su  país ,  es  mayor  por  las  del  Estado  ex- 
tranjero en  que  reside  ,  si  allí  contrae  obligaciones  ,  en 
el  hecho  de  contraerlas  crea  un  conflicto  ,  porque  el 
contrato  que  es  válido  por  la  ley  extranjera  es  nulo 
por  la  do  su  patria.  Un  individuo  que  posee  bienes  en 
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uu  Estado  extranjero  en  el  cual  está  prohibido  á  las 
manos  muertas  poseer  inmuebles ,  si  en  su  testamen- 
to lega  est^os  bienes  á  una  corporación  cualquiera ,  es- 
te legado  será  válido  por  las  leyes  de  la  patria  del  tes- 
tador, pero  nulo  por  las  del  Estado  en  que  se  encuen- 
tran los  bienes. 

Estos  conflictos  de  jurisdicción  son  los  que  resuel- 
ve el  derecho  internacional,  y  por  eso  es  tan  grande 
la  importancia  de  la  ciencia  que  tiene  por  objeto  con- 
ciliar intereses  encontrados  ,  en  un  siglo  en  que  el  es- 
píritu de  especulación  y  los  nuevos  descubrimientos 
acercan  á  las  naciones,  y  confunden  en  las  mismas  em- 
presas á  nacionales  y  extranjeros. 

A  pesar  de  que  con  arreglo  á  los  estrictos  princi-  La  coñvenien- 
pios  del  derecho  no  sea  admisible  el  que  ningún  Es-  dad^dc  las  na- 

cionps    son  la 

tado  arregle  por  sus  leyes  ,  ni  las  personas  ni  las  cosas  base  de  la  r&- 

.         j.  j  j.       «j.     •  solución  de  ios 

que  se  encuentran  fuera  de  su  terntorio,  porque,  como  conflictos, 
hemos  dicho ,  la  acción  legal  se  extingue  en  las  fron- 
teras de  la  nación,  sin  embargo  la  conveniencia  recí- 
proca de  los  Estados ,  que  es  la  base  de  todas  las  re- 
glas que  forman  el  derecho  internacional ,  autoriza  eA 
ciertas  circunstancias  esta  especie  de  traslimitacion  le- 
gal ,  para  facilitar  el  comercio  y  las  comunicaciones  en- 
tre los  pueblos  de  diversa  nacionalidad. 

La  conveniencia  recíproca  de  las  naciones  aconse- 
ja esta  especie  de  deviación  de  los  estrictos  principios 
del  derecho  ,  para  facilitar  las  relaciones  comerciales  de 
los  Estados.  Si  un  Estado  no  pudiese  dar  cumplimien- 
to en  su  territorio  á  las  prescripciones  legales  proce- 
dentes de  otro ,  ni  á  los  actos  judiciales  emanados  de 
jurisdicción  extraña ;  y  si  los  individuos  tampoco  pu- 
diesen en  ningún  caso  someterse  á  estos  poderes  ex- 
tranjeros ,  las  transacciones  comerciales  verificadas  en 
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\m  Estado  para  surtir  sus  efectos  eu  otro,  serian  impo- 
sibles ,  porque  los  individuos  que  las  ajustasen,  si  eran 
extranjeros ,  no  podrían  someterse  á  la  jurisdicción  del 
país  en  que  pasasen  ,  y  si  eran  nacionales ,  la  transac- 
ción seria  ineficaz  en  el  Estado  extranjero,  porque  pro- 
cedería de  jurisdicción  extranjera. 

No  solo  se  interesa  la  conveniencia ,  y  aun  en  mu- 
chas circunstancias  es  necesario  que  la  severidad  del 
derecho  ceda  en  estos  casos  de  conflicto ,  sino  que  la 
moralidad  de  los  pueblos  lo  exige ,  porque  de  llevarse 
con  todo  rigor  el  principio  de  la  independencia  juris- 
diccional, sucedería  que  las  obligaciones  mas  sagradas 
quedaiian  ilusorias,  con  solo  que  el  obligado  pasase  las 
fronteras  del  Estado  en  que  se  habían  contraído. 

Estas  consideraciones  tienen  hoy  tanta  fuerza  en 
Europa ,  que  generalmente  se  califica  de  contrario  á  la 
moral  pública  hasta  el  menosprecio  de  las  leyes  ex- 
tranjeras ,  cuando  éstas  no  se  oponen  á  las  buenas  cos- 
tumbres ni  lastiman  la  soberanía  é  independencia  de 
las  demás  naciones.  Solo  en  Inglaterra  se  ha  visto  al- 
guna vez  que  sus  tribunales  declaren  legítimo  el  segu- 
ro de  una  expedición  calculada  para  introducir  géne- 
ros en  una  nación  amiga  contra  sus  reglamentos  fis- 
cales, 
ujurisdíc-       El  cumplimiento  de  los  preceptos  legales  ó  de  los 
puedo^"no  actos  judiciales  procedentes  de  país  extranjero  no  las- 
íepende\ic¡á  tima  la  independencia  jurisdiccional  del  Estado  en  que 
ticcionai.  gQ  ejecutan  ,  cuando  no  se  imponen  por  la  fuerza,  sino 
que  se  aceptan  por  la  voluntad  del  Estado  que  los 
qjecuta.  Cuando  ocurra  el  caso  de  que  las  leyes  civi- 
les de  dos  Estados  se  encuentren  en  oposición,    á 
aquel  en  que  nace  el  conflicto ,  porque  en  él  ha  de  tener 
efecto  la  ley  extracgera ,  es  al  que  toca  resolverlo ,  y 
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como  lio  hay  ningún  motivo  que  le  obligue  á  admitir 
en  su  territorio  los  efectos  do  una  ley  extranjera ,  es 
evidente  que  solo  puede  inclinar  á  darla  cumplimien- 
to la  conveniencia  del  Estado  y  de  sus  individuos.  Nin- 
guna nación  puede  ser  obligada  ú  permitir  que  en  su 
territorio  tengan  efecto  convenios  contrarios  á  la  mo- 
ral y  á  las  buenas  costumbres ,  aunque  se  hayan  ce- 
lebrado en  pais  extranjero,  porque  estos  actos  están 
en  oposición  con  las  leyes  y  no  los  aconseja  la  conve- 
niencia; mas  por  el  contrario  esta  misma  convenien- 
cia exije  que  las  obligaciones  procedentes  de  contratos 
lícitos  sean  siempre  eficaces ,  aunque  estén  otorgadas 
cu  pais  extranjero^  con  arreglo  á  leyes  extranjeras  y 
bujo  la  garantía  de  jurisdicción  extranjera ;  y  el  Esta- 
do que  por  su  propia  voluntad  dá  cumplimiento  en 
su  territorio  á  tales  actos,  obra  con  arreglo  A  los  prin- 
cipios de  la  conveniencia  sin  lastimar  su  señorío  juris- 
diccional. 

Además  de  que  los  actos  extranjeros  que  se  reco- 
nocen eficaces  y  valederos  en  este  caso,  no  lo  son  por 
la  fuerza  de  la  jurisdicción  extranjera,  sino  por  la  con: 
cesión  del  Estado  que  los  revalida  por  su  propia  auto- 
rización, el  juez  que  según  esta  doctrina,  admite  co- 
mo válido  un  acto  judicial  procedente  de  pais  extran- 
jero, ni  se  somete  á  ley  extranjera ,  sino  que  reconoce 
un  hecho  y  hace  efectiva  una  obligación  estipulada  le- 
galmente,  ni  impone  ley  extranjera  á  ningún  regnícola 
contra  su  voluntad,  pues  que  el  regnícola  al  contratar 
en  pais  extranjero  se  ha  sometido  espontáneamente  en 
las  consecuencias  del  contrato  á  las  leyes  del  Estado 
en  que  contrató. 

Para  determinar  los  actos  extranjeros  que  han  de    Lareciproci- 
teiier  validez  y  resolver  los  conflictos,  en  algunos  Es- na  regirpani 

resolver  los 
conflictos. 
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tados  se  encuentra  adoptada  la  regla  de  la  reciproci- 
dad, y  en  su  consecuencia  se  trata  al  extranjero  del 
naismo  modo  que  es  tratado  el  regnícola  en  el  pais  de 
que  procede  el  extranjero.  Pero  esta  regla  de  recipro- 
cidad, si  bien  es  equitativa  en  su  esencia,  ofrece  gran 
confusión  en  la  práctica,  porque  como  cada  país  sue- 
le tener  una  legislación  diversa ,  todas  las  cuestiones 
en  que  median  extranjeros  tienen  que  tratarse  de  un 
modo  diferente,  con  arreglo  á  la  legislación  del  Estado 
de  que  proceden,  y  esto  embaraza  la  marcha  de  los 
negocios  y  la  resolución  de  los  tribunales.  Por  esta  ra- 
zón, el  principio  de  la  conveniencia  es  la  regla  que  pa- 
ra resolver  los  conflictos  se  ha  sostenido  por  los  mejo- 
res autores  de  derecho,  y  la  que  está  mas  generalmen- 
te admitida  en  la  práctica. 

En  resumen  de  lo  expuesto  establecemos ,  como  un 
axioma  de  derecho  internacional,  que  ningún  pais  pue- 
de ser  obligado  á  admitir  contra  su  voluntad  los  efec- 
tos de  leyes  ó  de  jurisdicción  extranjera ,  porque  lo 
repugna  su  independencia  jurisdiccional;  pero  que  la 
conveniencia  aconseja  que  se  consienta  esta  especie  de 
translimitación  legal,  cuando  con  ella  no  se  lastima  la 
moral  pública  ni  la  soberanía  de  la  nación.  Y  que  nin- 
gún subdito  puede  quedar  sujeto  al  influjo  de  leyes 
extranjeras,  si  por  sus  propios  actos  no  se  entiende  que 
espontáneamente  se  ha  sometido  á  ellas. 
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De  los  extranjeros. 


Hemos  dicho  que  los  conflictos  entre  las  leyes  ci- 
viles de  las  naciones  solo  pueden  verificarse  cuando  en 
elpaisse  admiten  los  extranjeros,  ó  cuando  á  los 
regnícolas  se  les  permite  pasar  á  paises  extranjeros  y 
contraer  en  ellos  obligaciones.  Por  consiguiente  antes 
de  entrar  en  el  examen  de  estas  leyes ,  que  producen 
los  conflictos,  y  de  la  eficacia  que  el  derecho  de  gen- 
tes les  concede  en  pais  extranjero,  juzgamos  indispen- 
sable dar  una  idea  de  cuáles  son  las  personas  que  con 
arreglo  á  este  mismo  derecho  de  gentes  puedan  con- 
siderarse como  extranjeros. 

Según  los  principios  generales  del  derecho  de  Lanacionaii- 
gentes,  la  condición  de  nacionalidad  se  funda  en  el  n^iSiouSl 
nacimiento  unido  á  la  procedencia ,  ó  en  la  voluntad  ¿eifcia.  ^^^^^^ 
conforme  con  la  ley. 

En  el  primer  caso  son  nacionales  de  un  Estado, 
los  nacidos  en  él  de  padres  también  nacionales. 

Cuando  la  procedencia  no  está  de  acuerdo  con  el   cuandoeina- 
nacimiento,  entonces  hay  derecho  á  la  opción  ei^tre^|.^^^J^jJ 
las  dos  nacionalidades  ,  si  el  que  ha  de  optar  es  ma-  ^U^  haT°op!l 
yor  de  edad;  pues  mientras  éste  pertenece  á  la  fami-  ^'^o- 
lia  paterna  conserva  la  nacionalidad  del  padre,  porque 
así  lo  exigen  los  principios  del  derecho  civil  y  la  con- 
veniencia interior  de  las  familias. 

Pero  esta  regla  solo  es  aplicable  á  aquellas  familias 
que  fijan  su  residencia  en  el  extranjero  por  largo  tiem- 
po, conservando  su  primitiva  nacionalidad;  pues  cuan- 
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do  el  individuo  nace  accidentalmente  en  pais  extran- 
jero conserva  la  nacionalidad  de  sus  padres  ,  porque 
la  presunción  legal  supone  que  el  accidente  de  nacer 
un  individuo  fuera  de  su  pais,  no  puede  nunca  signifi- 
car la  voluntad  de  renunciar  á  la  patria  que  dio  el 
ser  tí  sus  padres  ,  y  bajo  cuyas  leyes  y  protección  se 
ha  formado  la .  sociedad  de  que  procede.  El  derecho 
comuí^  considera  la  nacionalidad  como  una  condición 
que  se  transmite  de  padres  á  hijos.  Los  hijos  de  legíti- 
mo matrimonio  heredan  la  nacionalidad  del  padre;  los 
naturales  siguen  la  de  la  madre. 
El  nacer  en  El  nacer  en  la  mar  no  altera  esta  regla  ^  porque 
ra'SI'^i-egias!^^^^^^  ^^  ^Ita  mar  se  considera  como  una  parte 
delt^ritorio  á  que  pertenece,  como  se  ha  visto  en  otro 
lugar..; Así  es  que  si  el  nacido  no  pertenece  á  la  nación 
de^^jl^nj^^ue  ^  se  podrá  decir  que  ha  nacido  en  pais  ex- 
tranjero pero  que  no  es  extranjero, 
./  Tampoco  altera  la  nacionalidad  el  hecho  de  prolon- 
gar,  jiníjefinidamente  ó  por  mucho  tiempo  el  domicilio 
:' .  . .    e^pajs. extranjero. 

Los  baga-  ^^^  Vagabundos,  que  son  los  que  no  fijan  domicilio 
Senadonlh  ®^  lünguna  parte  ni  están  adheridos  á  pais  alguno, 
lidad.  y  sixs  hijos,  carecon  de  nacionalidad  y  no  tienen  de- 

recho á  los  fueros  que  ésta  lleva  consigo;  por  consi- 
'  guicnte  pueden  ser  expulsados  del  estado  t  que  se  aco- 
jan, porque  no  deben  considerarse  como  extranjeros. 
Al  individuo  que  llega  d  un  pais  extranjero  sin  pasa- 
porte ni  documento  que  justifique  su  procedencia,  y 
que  vive  sin  ejercer  ninguna  industria,  se  le  debe  ca- 
lificar de  vagabundo  y  espulsarlo  del  territorio,  por- 
que no  perteneciendo  (x  ninguna  nacionalidad ,  no 
puede  reclamar  los  fueros  que  se  derivan  de  los  tra- 
tados. 
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Se  ha  dicho  que  la  nacionalidad  se  puede  fundar  en    unacionaii- 
la  voluntad  del  individuo,  porque  está  reconocido  co-  la  voiunud  ar- 
mo un  principio  de  derecho  de  gentes  el  que  todos  pue-    * 
dan  cambiar  su  nacionalidad  primitiva ,  según  les  aco- 
mode. Este  principio,  reconocido  por  todo  el  mundo, 
y  en  virtud  del  cual  cualquier  individuo  puede  renun-  • 
ciar  á  la  nacionalidad  que  le  dá  el  nacimiento  unido  á 
la  procedencia ,  no  libra  al  que  lo  pone  en  práctica  de 
los  compromisos  que  le  ligan  con  su  país  ;  de  tal  suer- 
te y  que  el  regnícola  que  sin  la  autorización  de  su  go- 
bierno acepta  la  nacionalidad  de  un  Estado  extranjero, 
puede  ser  perseguido  por  el  desempeño  de  los  cargos 
personales  que  le  habia  impuesto  su  patria  primitiva, 
en  la  forma  que  establezcan  las  leyes.  Asi  es  que  un 
prófugo  del  servicio  militar  que  toma  la  naturaleza  del 
Estado  extranjero  en  que  busca  asilo,  aunque  no  es- 
té sujeto  á  la  estradicion  si  no  media  un  tratado  que 
la  autorice ,  sin  embargo  si  es  cogido  por  las  autorida- 
des de  su  patria  primitiva ,  no  puede  ser  reclamado  por 
las  de  la  nueva,  y  queda  obligado  á  cumplir  su  servicio. 
Si  el  derecho  de  gentes  concede  á  los  individuos 
la  libertad  de  cambiar  de  nacionalidad ,  también  auto- 
riza á  los  Estados  para  coartar  esta  facultad  en  cier- 
tas circunstancias ,  como  en  casos  de  guerra  ú  otros, 
en  compensación  de  ios  servicios  y  de  la  protección 
que  dispensa  á  sus  subditos ;  y  cuando  el  subdito  cam- 
bia de  nacionalidad  despreciando  las  leyes  de  su  país, 
dá  lugar  á  que  su  nueva  nacionalidad  sea  desconocida. 
El  regnícola  que  lo  es  ,  no  por  su  origen  sino  por  na-         r 
turalizacion  ,  tampoco  puede  renunciar  á  la  nacionali- 
dad adquirida  sino  por  arreglo  á  las  leyes ,  pues  entre 
el  Estado  que  concede  la  naturalización  á  un  extran- 
jero y  este  mismo  extranjero,  media  una  especie  de 
40 
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contrato  que  no  puede  perder  sus  efectos  por  la  sola 
voluntad  de  una  de  las  partes. 

Hay  Estados  que  prohiben  la  expatriación ;  otros  la 
penniten ,  perdiendo  el  expatriado  una  parte  de  sus 
bienes.  Según  la  ley  inglesa ,  el  subdito  nativo  tiene 
•  con  el  soberano  una  obligación  de  fidelidad  y  vasallage 
(allegiance)  intrínseca  y  perpetua,  de  que  no  puede  des- 
nudarse por  ningún  acto  suyo.  Los  tribunales  ingleses 
han  declarado  repetidas  veces ,  que  un  subdito  nativo 
que  recibe  comisión  de  un  príncipe  extranjero  y  pelea 
contra  su  patria ,  es  reo  de  alta  traición  :  que  no  pue- 
de el  subdito  deponer  su  vasallage  ni  trasportarlo  á  un 
príncipe  extranjero,  ni  puede  príncipe  alguno,  em- 
pleando ó  naturalizando  á  un  inglés  ,  disolver  el  víncu- 
lo que  le  liga  con  su  soberano  nativo.  La  opinión  mas 
conforme  al  lenguaje  de  las  judicaturas  americanas  pa- 
rece ser,  que  no  se  puede  abjurar  la  ciudadanía  sin 
permiso  legal  del  gobierno.  La  ley  francesa  es  entera- 
mente conforme  á  lo  que  dicta  la  razón ;  el  francés 
puede  abdicar  su  patria ,  pero  no  puede  nunca  tomar 
servicio  bajo  un  soberano  extranjero  contra  la  Francia. 
Lanacionaií-       P^ro  este  derecho  que  existe  en  la  patria  como  una 
pone^p^Ma  compensación  de  los  auxilios  que  presta  á  sus  indivi- 
extranjeros.'^^  duos ,  no  se  extiende  á  imponer  la  nacionalidad  á  los 
extranjeros.  La  ley  puede  fijar  las  cualidades  que  ha- 
yan de  concurrir  en  el  extranjero  para  que  esté  en  el 
caso  de  ser  considerado  como  nacional ,  pero  no  pue- 
de obligarle  á  que  lo  sea  por  la  fuerza. 

Otro  caso  en  que  por  la  voluntad  del  individuo  se 
cambia  de  nacionalidad ,  no  solo  según  la  ley  sino  por 
él  ministerio  de  la  ley,  ocurre  cuando  una  mujer  se 
casa- con  un  extranjero,  pues  la  ley  le  dá  la  naciona- 
lidad de  su  marido. 
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Conocidas  las  circunstancias  que  constituyen  la  na- 
cionalidad ,  fácilmente  se  comprende  que  los  indivi- 
duos en  quienes  no  se  encuentran  algunos  de  estos 
requisitos  no  pueden  menos  de  ser  considerados  como 
extranjeros. 

Sóbrela  condición  en  general  de  los  extranjeros  condicionen 
debe  saberse  que  asi  como  la  civilización  moderna  los  «"ranjen».'^* 
declara  respetables  y  merecedores  de  toda  considera- 
ción ,  al  mismo  tiempo  los  obliga  á  someterse  á  las  le- 
yes del  país  que  les  da  asilo  ,  y  á  contribuir  á  las  car- 
gas de  la  administración  que  les  asegura ,  como  á  los 
nacionales,  la  paz  y  la  justicia. 

En  España ,  con  arreglo  á  la  ley  7/ ,  titulo  14,  Qaiénes  son 
libro  1/  de  la  Novísima  Recopilación ,  son  nacionales  España.'^  *" 
los  nacidos  en  España  de  padres  españoles ,  ó  por  lo 
menos  de  padre  español ;  los  hijos  de  los  extranjeros 
domiciliados  en  España  por  espacio  de  diez  años ,  y  los 
nacidos  en  país  extranjero  de  padres  españoles  que 
residen  accidentalmente  ó  por  servicio  del  rey  fuera 
del  reino,  pero  sin  intención  de  cambiar  de  nacionali- 
dad ;  y  estas  condiciones  que  expresa  la  ley  lo  mismo 
se  entienden  con  respecto  á  los  hijos  legítimos  que  á 
los  naturales.  Los  hijos  espúreos  siguen  la  condición 
de  la  madre. 

Por  el  párrafo  2/  del  artículo  1."  de  la  Constitu- 
ción política  de  la  monarquía ,  basta  que  el  padre  ó  la 
madre  sean  españoles  para  trasmitir  esta  nacionalidad 
á  sus  hijos. 

Los  extranjeros,  estoes,  los  individuos  que  care-    clasificación 
cen  de  estas  circunstancias  que  constituyen  la  nació-  ¡Írc^f  exiran- 
nalidad  ,  se  clasifican  en  España  en  naturalizados,  ave- 
andados  y  transeúntes. 

Los  naturalizados  ,  que  son  los  que  con  arreglo  ala 
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Constitución  política  obtienen  carta  de  naturaleza,  pue- 
de considerarse  que  dejan  ya  de  ser  extranjeros  y  que 
entran  en  la  comunidad  de  los  españoles. 

Los  avecindados ,  con  arreglo  á  la  (Constitución ,  es- 
tán también  en  la  misma  categoría  que  los  españoles, 
y  por  consiguiente  participan  de  las  cargas  y  de  los 
fueros  de  los  regnícolas. 

La  ley  3/,  titulo  11 ,  libro  6.'  de  la  Novísima  Re- 
copilación y  la  real  orden  de  10  de  marzo  de  1762 
determinan  los  extranjeros  que  pueden  ser  considera- 
dos como  avecindados ,  y  son  : 

Los  que  nacen  en  España. 

Los  que  en  ella  se  convierten  á  nuestra  santa  fé 
católica. 

Los  que  viviendo  sobre  sí  establecen  su  domicilio 
en  cualquier  punto  de  la  monarquía. 

Los  que  piden  y  obtienen  vecindad  en  algún  pun- 
to de  la  misma. 

Los  que  se  casan  con  españolas  ,  y  habitan  domi- 
ciliados en  España ,  y  si  es  la  mujer  extranjera  que 
casare  con  hombre  natural ,  por  el  mismo  hecho  se  ha- 
ce del  fuero  y  domicilio  de  su  marido. 

Los  que  se  arraigan  comprando  bienes  raices  y  po- 
sesiones. 

Los  que  siendo  oficiales  vienen  á  morar  y  ejercer 
sus  oficios. 

Los  que  moran  y  ejercen  oficios  mecánicos  ó  tienen 
tienda  en  que  venden  por  menor. 

Los  que-  tienen  oficios  de  consejo  públicos ,  ho- 
noríficos ó  cargos  de  cualquier  género  que  solo  pue- 
den usar  los  naturales. 

Los  que  gozan  de  los  pastos  y  comodidades  que 
son  propios  de  los  vecinos. 
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Los  que  moran  diez  años  en  casa  poblada,  con 
tal  que  no  se  hallen  afectos  al  pabellón  ó  consula- 
do de  su  nación ,  ó  no  hayan  hecho  gestión  para 
ello. 

Y  los  que  adquieren  naturaleza  ó  vecindad  por 
otro  cualquier  titulo  suficiente  conforme  á  derecho. 

La  cualidad  de  avecindados  en  los  extranjeros  debe 
resultar  de  la  matrícula  general  de  todos  los  individuos 
residentes  en  el  reino  de  procedencia  extranjera ,  he- 
cha con  arreglo  á  las  leyes  8  y  9  ,  titulo  11 ,  libro  6/ 
de  la  Novísima  Recopilación. 

El  extranjero  que  quiere  avecindarse  en  España  obligación  de 
debe  ,  con  arreglo  á  las  leyes ,  prestar  juramento  de  mentó  ^dc^íos 
fidelidad  á  la  religión ,  al  rey  y  á  las  leyes  ,  renun- 
ciando el  fuero,  privilegios  y  protección  de  extranje- 
ría ,  y  ofreciendo  no  mantener  dependencia ,  relación, 
ni  sujeción  civil  al  país  de  su  naturaleza  según  la  re- 
gla 5.*  de  dicha  ley  recopilada. 

Corresponden  á   la  tercera  clase  de   transeúntes    soioiosiran- 
aquellos,  que  según  las  palabras  de  la  ley  (nota  13,  c^^íífdwados 
título  18 ,  libro  6."  de  la  Novísima  Recopilación ),  vü-  ?jr  ^*^''"'*''" 
neti  de  paso  sin  ániíno  de  permanecer.  Con  todo,  la  pro- 
longación de  la  permanencia ,  á  veces  indefinida ,  no 
altera  la  calidad  de  transeúnte ,  porque  según  la  ley 
antes  citada  no  se  considera  avecindado  al  extranjero 
que  mora  largo  espacio  de  años  en  España  si  se  halla 
afecto  al  pabellón  ó  consulado  de  su  nación. 

También  se  reputan  como  transeúntes ,  y  como  tales 
pueden  residir  en  España ,  los  fabricgintes  llamados  ó 
autorizados  por  el  rey  para  emplearse  así  en  las  fábri- 
cas reales  como  en  las  de  particulares. 

Conviene  tener  presente  que  sobre  este  punto  ya 
la  ley  recopilada  supuso  como  un  acto  voluntario  en 
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el  extranjero  el  tomar  vecindad  ó  residir  como  tran- 
seúnte ,  á  condición  de  que  en  este  último  caso  no  ha- 
bia  de  disfrutar  de  las  ventajas  y  derechos  de  los  ve- 
cinos y  moradores  de  estos  reinos.  Esta  libertad  que 
dejaba  la  antigua  ley  se  ha  confirmado  recientemente 
por  una  aclaración  del  Gobierno,  pues  á  consecuen- 
cia de  una  reclamación  de  la  embajada  de  Francia ,  el 
ministro  de  Estado  en  nota  dirigida  á  dicha  embajada 
en  28  de  mayo  de  1837,  declaró :  «  que  al  decirse  en 
« los  párrafos  1/  y  4.'  de  la  Constitución  que  son  es- 
«  pañoles  todas  las  personas  que  hayan  nacido  en  Es- 
«paña,  y  los  extranjeros  que  hayan  ganado  vecindad 
«  en  cualquier  pueblo  de  la  monarquía ,  es  en  el  senti- 
tt  do  de  conceder  á  unos  y  otros  individuos  una  facultad 
«  ó  un  derecho,  no  en  el  de  imponerles  una  obliga- 
ce  cion  ni  forzarles  á  que  sean  españoles  contra  su  vo- 
« luntad ,  si  teniendo  también  derecho  de  nacionalidad 
«  en  otro  país  ,  la  prefiriesen  á  la  adquirida  en  Es- 
«  paña. » 
Condiciones  ^^^^  ^^  ^^  ^^^^  ®^  extranjero,  con  cortas  escepcio- 
íT  transeante  ^^^  ,  para  adquirir  vecindad^  ó  permanecer  como  tran- 
gra^estar  en  geunte ,  no  depende  sin  embargo  de  su  voluntad  la 
forma  en  que  se  ha  de  justificar  su  elección ,  y  las  condi- 
ciones á  que  ha  de  sujetarse  su  residencia. 

En  primer  lugar  tiene  el  avecindado  que  prestar  el 
juramento  de  que  queda  hecho  mérito,  á  diferencia  del 
transeúnte ,  que  solo  lo  presta  de  sumisión  y  obedien- 
cia al  rey  y  á  las  leyes ,  según  que  para  los  de  su  clase 
lo  establece  la  ley  Eecopilada. 

Aunque  por  la  real  orden  circular  de  6  de  julio 
de  1807  se  manda  que  en  las  matriculas  de  extranje- 
ros «  se  omitan  los  juramentos  y  demás  formalidades 
«  que  se  adoptaron  en  el  año  1792 ,  por  haberlo  exi- 
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«  gido  así  las  imperiosas  é  infaustas  circunstancias,»  sin 
embargo,  como  el  juramento  que  exige  la  ley  Recopi- 
lada no  data  de  esta  época ,  sino  del  año  1791 ,  no  pa- 
rece que  sea  éste  el  derogado,  sino  el  impuesto  en 
otra  época  posterior. 

En  segundo  lugar  necesita  el  extranjero  la  autori- 
zación correspondiente  para  entrar  y  residir  en  Espa- 
ña con  las  formalidades  ordinarias  de  pasaporte  visa- 
do por  los  representantes  ó  agentes  españoles. 

En  tercer  lugar,  según  la  real  orden  de  11  de 
agosto  de  1837  ha  de  obtener  de  la  autoridad ,  que 
en  los  puertos  ó  fronteras  haya  de  reconocerle  el  pa- 
saporte ,  un  billete  en  el  que  conste  el  nombre ,  apelli- 
do, profesión,  y  si  viene  en  calidad  de  transeúnte, 
á  fin  de  que  se  presente  con  él  4  la  autoridad  local 
del  pueblo  en  que  haya  de  residir. 

Y  por  último,  ha  de  ser  inscrito  como  transeún- 
te en  la  matrícula  de  extranjeros  ,  que  deben  formar 
y  remitir  anualmente  al  Gobierno  las  autoridades  de  las 
provincias ,  con  arreglo  4  las  reales  cédulas  de  5  de 
enero  de  1754  y  28  de  junio  de  1764,  y  por  las  le- 
yes 8/,  9.*  y  10/,  y  sus  notas  titulo  11 ,  libro  6/  de 
la  Novísima  Recopilación ;  y  recientemente  por  las  rea- 
les órdenes  de  20  de  diciembre  de  1836  y  11  de  agos- 
to de  1837. 

Aunque  todas  las  leyes  y  disposiciones  citadas  de-  Modíflcacfo- 
ben  reputarse  vigentes ,  en  cuanto  las  posteriores  en  das  en  la  prác- 
fecha  no  las  deroguen  ,  multitud  de  causas  han  produ- 
cido en  la  práctica  modificaciones  indispensables ,  y  un 
cambio  insensible  y  sucesivo  en  el  espíritu  de  la  legis- 
lación en  esta  parte.  Envolvían  nuestras  leyes  cierto 
espíritu  de  hostilidad  y  desconfianza  contra  los  extran- 
jeros ,  que  la  paz  general ,  el  desarrollo  de  las  nece- 
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sidades  de  la  industria ,  el  espíritu  de  asociación,  la 
facilidad  en  las  comunicaciones  y  otras  muchas  causas 
han  modificado,  en  provecho  de  la  España  y  sin  ries- 
go de  su  tranquilidad. 

De  aquí  nace  que  en  la  aplicación  é  inteligencia  de 
las  leyes  de  que  se  ha  hecho  mérito  se  haya  introduci- 
do cierta  latitud ,  tanto  en  la  práctica  como  en  las 
disposiciones  posteriores  del  Gobierno ;  y  de  aquí  el 
que  hoy  se  consideren  como  transeúntes ,  á  pesar  de 
una  larga  residencia  en  la  Península ,  los  comerciantes 
extranjeros  al  por  mayor.  Por  eso  no  subsiste  hoy  en 
práctica  la  prohibición  de  ejercer  los  extranjeros  tran- 
seúntes algunos  de  los  oficios ,  profesiones  y  artes  que 
las  leyes  reservaban  antiguamente  á  los  naturales ,  ve- 
cinos y  domiciliados.  Y  por  este  principio,  la  real  or- 
den de  11  de  agosto  de  1837  permitió  á  los  extranje- 
ros de  que  se  trata ,  ejercer  las  artes  liberales  y  oficios 
mecánicos  y  el  comercio  por  menor,  aun  sin  avecin- 
darse ,  con  tal  que  obtengan  la  autorización  del  jefe 
político,  y  paguen  el  subsidio  industrial ;  y  el  artículo 
19  del  Código  de  comercio  dispone ,  que  los  extranjeros 
que  no  han  obtenido  la  naturalización  y  el  domicilio 
legal ,  puedan  ejercer  el  comercio  en  el  territorio  es- 
pañol ,  bajo  las  reglas  convenidas  en  los  tratados  vi- 
gentes con  sus  gobiernos  respectivos. 

Sin  embargo,  esta  latitud  dada  en  la  práctica  á  las 
leyes  que  tratan  de  extranjeros  ,  nunca  se  puede  ha- 
cer extensiva  á  los  fueros  y  derechos  exclusivos  de 
vecindad  ó  naturaleza ,  consignados  en  la  Constitución 
y  las  leyes ,  en  favor  de  los  españoles ,  de  los  natu- 
ralizados y  de  los  avecindados ;  y  la  razón  es  porque 
así  como  el  extranjero  avecindado  carece  de  ciertas 
esenciones  reservadas  &  los  transeúntes  ,  así  en  com- 
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pensacion  debe  obtener  ciertos  derechos ,  que  no  se 
conceden  á  éstos. 

Resta  solo  tratar  de  una  clase  de  extranjeros ,  res-    p^  j^g  ,.pfu. 
pecto  de  los  cuales  media  una  legislación  especial;  ha- ^^^^^^^• 
blamos  de  los  refugiados. 

Aunque  éstos  pueden  considerarse  como  compren- 
didos en  la  categoría  de  transeúntes,  sin  embargo,  de- 
be notarse  que  cuando  se  refugian  por  haber  cometido 
un  crimen,  quedan  sujetos  á  las  leyes  de  extradición; 
pero  cuando  vienen  á  España  á  consecuencia  de  suce- 
sos políticos ,  si  proceden  de  cuerpo  militar  ó  fuerza 
armada  y  se  hallan  en  depósito  ó  de  cualquier  modo 
bajo  la  vigilancia  de  las  autoridades  militares  españo- 
las y  entonces  si  cometen  algún  delito  en  territorio  es- 
pañol ,  son  juzgados  por  el  capitán  general ,  no  como 
extranjeros  transeúntes,  sino  en  virtud  de  la  real  orden 
de  7  de  noviembre  de  1846. 

Por  último,  los  extranjeros  que  vienen  con  pretes- 
to  de  refugio,  asilo  ú  hospitalidad ,  según  expresa  la 
ley  8/  título  6.%  libro  11  de  la  Novísima  Recopila- 
ción, se  hallan  naturalmente  bajo  la  vigilancia  espe- 
cial y  aun  la  protección  de  las  autoridades,  y  los  capi- 
tanes generales  y  los  gobernadores  de  las  fronteras  de- 
signarán los  caminos  y  rutas  que  han  de  seguir  en  sus 
traslaciones  al  punto  de  su  residencia. 

Como  á  la  calidad  de  extranjero  vaya  unida  en  Es-  condición  pn- 
paña  la  idea  de  la  condición  previlegiada  de  que  éstos  ©  xTralf]  eVos 
disfrutan  por  las  leyes  y  por  los  tratados,  por  tanto  no  Es^^na"'®*  ^" 
creemos  fuera  de  este  lugar  hacer  una  ligera  reseña  de 
las  esenciones  á  que  tienen  derecho,  y  de  las  leyes  ó  es- 
tipulaciones de  que  proceden. 

Se  ha  visto  al  tratar  del  comercio  de  las  naciones 
cuáles  son  los  privilegios  que  sobre  este  punto  están 
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otorgados  á  los  extranjeros  transeúntes  en  España;  por 
consiguiente  solo  los  personales  serán  objeto  dé  esta 
investigación. 

Los  fueros  y  privilegios  de  los  extranjeros  en  Es- 
paña tienen  su  origen  en  los  caipitulos  otorgados  á  las 
ciudades  anseáticas  en  el  año  1607,  c^mo  se  ha  visto 
en  otro  lugar  al  hacer  el  análisis  de  los  tratados  de 
comercio  que  ha  celebrado  la  España  con  otras  po- 
tencias. En  éstos,  y  en  el  posterior  de  Munster  se 
concedieron  miiltitud  de  exenciones  á  los  subditos  res- 
pectivos, las  que  se  hicieron  extensivas  después  á  los 
ingleses  por  el  tratado  de  1667,  confirmado  por  el  de 
1713,  y  por  último  á  otras  potencias  por  haber  pactado 
la  cláusula  de  ser  tratadas  como  la  mas  favorecida.  La 
práctica  ha  concluido  por  introducir  poco  á  poco  el  que 
los  extranjeros  en  España  sean  tratados  todos  sin  nin- 
guna diferencia. 
Privilegios  ^^^  privilegios  personales  concedidos  á  los  ingleses 
losfraSadoswn  ^^  ®^  tratado  de  1667,  que  son  hoy  la  basp  de  los  que 
Inglaterra.      disfrutan  los  demás  extranjeros,  son  los  siguientes: 

Con  arreglo  al  art.  Q.**  los  contenidos  en  las  rea- 
les cédulas  del  año  de  1645  a.nejas  á  dicho  tratado, 
que  son: 

Libertad  de  cargas  concejiles. 

Libertad  de  préstamos  y  donativos. 

Que  no  se  tomen  sus  géneros  para  el  ejército. 

Que  no  se  les  prenda  cuando  no  paguen  los  de- 
rechos de  los  géneros ,  sino  que  se  persigan  sus  mer- 
cancías. 

Que  no  les  arranquen  sus  libros  de  cuentas ,  sino 
que  solo  se  les  obligue  á  exhibirlos. 

Y  que  tengan  un  juez  conservador. 

Por  el  articulo  34  de  dicho  tratado  de  1667,  que 
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en  los  abiiitestatos  de  los  ingleses  su  cónsul  fonne  por 
si  el  inventario  de  los  bienes  del  finado,  y  los  deposite 
para  guardarlos  á  los  legítimos  herederos.  Desde  esta 
conoesion,  como  de  la  anterior,  se  tendrá  ocasión  de 
hablar  en  otros  capítulos. 

Y  por  el  artículo  2/  del  tratado  de  1713,  los  ingle- 
ses tienen  derecho  de  ser  tratados  como  los  subditos  de 
la  nación  mas  favorecida. 

Las  leyes  del  reino  tienen  también  consagradas  al-     concesiones 
gunas  páginas  á  la  protección  de  los  extranjeros.  Por  i^^e^reaiM 
real  cédula  de  6  de  junio  de  1773,  aclaratoria  de  la  d»»P<>»í<^*«»^'- 
de  17  de  marzo  del  mismo  año,  se  concedió  la  exen- 
ción del  ser^dcio  militar  á  los  hijos  de  los  extranjeros, 
industriosos  y  nacidos  en  España,  sin  embargo  de  es- 
tar considerados  por  la  ley  como  españoles  y  sujetos 
á  las  leyes  y  cargas  públicas  como  sus  padres  ,  pero 
á  condición  de  que  sean  de  primer  grado,  y  que  vivan 
aplicados  á  los  oficios  de  éstos,  ó  que  se  ocupen  en  otra 
industria  provechosa  al  Estado .  (Nota  de  la  ley  3 . '  tit .  1 1 , 
lib.  6.'  de  la  Novísima  Recopilación). 

Esta  gracia  fué  anulada  por  la  real  orden  de  12 
de  abril  de  1841,  en  la  que  por  punto  general  se  de- 
claró que  los  hijos  nacidos  en  España  de  padres  que 
siendo  extranjeros  hubiesen  obtenido  carta  de  natura- 
leza, ó  que  sin  ella  hubiesen  ganado  vecindad ,  que- 
daban sujetos  al  servicio  militar,  porque  siendo  consi- 
derados sus  padres  en  ambos  casos  como  españoles,  los 
hijos  no  podian  menos  de  serlo  como  herederos  de  la 
nacionalidad  de  sus  padres. 

Esta  disposición  que  ni  tenia  en  cuenta  la  conce- 
sión de  1773,  y  que  por  otra  parte  se  fundaba  en  el 
principio,  á  todas  luces* inexacto,  de  que  la  vecindad 
constituye  naturalización  ,  fué  contradicha  posterior- 
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mente  por  la  real  orden  de  18  de  abril  de  1843  en 
que  se  declaró  que  la  vecindad  del  extranjero  no  sig- 
nifica naturaleza,  y  que  por  consiguiente,  no  pudién- 
dose considerar  como  españoles  los  extranjeros  ave- 
cindados en  España ,  no  debia  tenerse  por  tales  á  sus 
hijos. 

Esta  real  resolución  tampoco  tenia  en  cuéntala 
ley  recopilada  que  declara  españoles  á  los  hijos  de  los 
extranjeros  avecindados  en  España,  ni  la  concesión  es- 
pecial del  año  de  1773 ;  pero  aunque  poco  ajustada 
á  los  antecedentes  del  negocio,  sin  embargo  en  la  esen- 
cia contenia  una  confirmación  de  la  gracia  otorgada  á 
los  hijos  de  los  extranjeros  en  la  citada  real  cédula 
del  año  de  1773,  pues  que  los  excluía  del  servicio 
militar.  De  suerte  que  estos  hijos  de  extranjeros  ave- 
cindados en  España ,  si  se  les  declara  españoles  de 
acuerdo  con  la  ley  recopilada ,  están  exentos  del  ser- 
vicio militar  por  la  real  cédula  de  1773 ,  y  si  se  les 
tiene  por  extranjeros,  como  tales  quedan  también 
exentos  con  arreglo  á  la  real  orden  de  1843,  que  es 
una  confirmación  del  privilegio  que  exime  de  quintas 
á  los  extranjeros  transeúntes ,  convenido  en  los  trata- 
dos y  sancionado  por  las  leyes  recopiladas,  y  por 
otras  reales  órdenes  posteriores. 

Con  respecto  4  Iqs  hijos  de  los  españoles  que  por 
circunstancias  especiales  tengan  derecho  á  optar  por 
otra  nacionalidad ,  está  declarado  que  mientras  sean 
menores  quedan  sujetos  á  la  del  padre.  Así  se  mandó 
por  real  orden  de  28  de  abril  de  1840,  declarando 
comprendido  en  la  quinta  á  un  matriculado  en  la  lega- 
ción mejicana  por  encontrarse  bajo  la  potestad  de  su 
padre^  que  era  español  y  vecino-  de  Madrid. 

Otras  concesiones  en  favor  de  los  extranjeros  es 
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encuentran  en  la  ley  1/  ,  tít.  11 ,  lib.  6/  de  la  No- 
vísima Eecopilacion ,  pues  en  ella  los  avecindados  es- 
tc'ui  declarados  por  seis  años  libres  de  pagar  alcabalas 
y  de  las  cargas  concejiles  del  lugar  donde  inoran.  En 
esta  ley  se  les  concede  derecho  á  los  pastos  y  demás 
comodidades  vecinales ,  residiendo  diez  anos  con  casa 
poblada ,  ó  seis  estando  casados  con  españolas ,  y  por 
ellas  pueden  ser  admitidos  A  los  oficios  de  república, 
como  no  sean  corregidores ,  gobernadores ,  alcaldes 
mayores  ,  regidores ,  alcaides ,  depositarios ,  recepto- 
res ,  escribanos  de  ayuntamiento ,  corredores  ,  ni  otros 
de  gobierno ,  porque  en  cuanto  á  éstos  y  á  los  benefi- 
cios eclesiásticos  se  conserva  la  prohibición. 

La  ley  3.' ,  tít.  11 ,  lib.  e.*"  de  la  Novísima  Reco- 
pilación releva  á  los  transeúntes  de  los  oficios  conce- 
jiles ,  depositarías  ,  receptorías ,  tutelas  y  curadurías, 
custodia  de  panes ,  viñas  y  montes ,  de  levas  y  mili- 
cias ,  y  de  las  cargas  ,  pechos  ó  servicios  personales. 

Y  por  último ,  por  real  orden  de  13  de  noviembre 
de  1832  se  concede  á  los  ingleses  el  que  puedan  com- 
prar cementerios  en  los  pueblos  en  que  tengan  cón- 
sules con  la  condición  de  que  los  hagan  cercar  ,  y 'que 
no  tengan  en  ellos  capillas  ni  signo  alguno  visible  de 
su  culto  ;  y  esta  concesión  solo  se  ha  hecho  extensiva 
á  los  Estados-unidos  en  los  mismos  términos  que  á  la 
Inglaterra  por  real  orden  de  18  de  julio  de  1835.  Esta 
gracia  había  sido  ya  prometida  á  los  holandeses  por  el 
articulo  18  del  tratado  de  Munster  de  1648 ,  y  á  los 
ingleses  por  el  artículo  35  del  de  1667  ,  pero  nunca 
fué  efectiva  para  los  primeros ,  y  para  éstos  principió 
á  serlo  desde  la  real  orden  que  queda  citada. 

Estas  son  las  clasificaciones  que  hacen  las  leyes 
de  España  de  los  extranjeros  ,  las  condiciones  detenni- 
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nadas  para  cada  clase ,  y  los  diversos  privilegios  que 
les  conceden. 

Debe  tenerse  siempre  presente  que  por  las  leyes 
3/ y  8/,  tit,  11,  lib.  6."  de  la  Novísima  Recopila- 
ción ,  quedan  reservados  á  los  transeúntes  los  privile- 
gios concedidos  en  las  reales  cédulas  de  1645 ,  pues 
&  los  avecindados  se  les  asimila  &  los  españoles  en  los 
fueros  y  obligaciones.  Estas,  leyes  se  encuentran  con- 
firmadas por  varias  reales  órdenes  posteriores ;  pues 
por  la  de  6  de  julio  de  1816 ,  cuyo  cumplimiento  se 
recordó  en  10  de  abril  de  1817 ,  se  previno  que  to- 
dos los  comerciantes  extranjeros  establecidos  en  Es- 
paña pagasen  las  mismas  contribuciones  ordinarias  y 
extraordinarias  que  los  españoles ,  es  decir ,  que  á  es- 
tos extranjeros  establecidos  en  España  se  les  conside- 
ró como  avecindados  ,  y  como  tales  quedaron  exclui- 
dos de  las  esenciones  otorgadas  á  los  transeúntes  ;  lo 
cual  mas  esplicitamente  se  repitió  en  real  orden  de  30 
de  octubre  de  dicho  año  de  1815  ,  mandando  que  la 
exención  de  cargas  é  impuestos  solo  alcanzase  á  los 
extranjeros  transeúntes. 

Por  manera  que  además  de  las  facilidades  que 
ofrece  la  ley  española  para  la  naturalización  de  los 
extranjeros  ,  los  que  se  conservan  en  la  clase  de  tran- 
seúntes se  hallan  exentos  del  servicio  militar ,  de  las 
contribuciones  ¿impuestos  extraordinarios,  aunque  no 
de  los  ordinarios  por  el  tráfico  é  industria  que  ejer- 
cieren ,  y  disfrutan  de  un  fuero  especial  privilegiado 
en  sus  causas  ó  pleitos  y  en  sus  abintestatos. 

La  legislación  de  España  en  materia  de  extranjeros, 
como  se  ha  podido  observar ,  está  falta  de  claridad  y 
de  precisión  ,  y  además  no  está  en  armonía  con  las  exi- 
gencias de  los  tiempos. 
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La  clasificación  de  naturalizados ,  avecindados  y 
transeúntes  no  es  la  mas  exacta  ,  porque  los  naturali- 
zados ,  en  el  hecho  de  haber  tomado  la  naturaleza  del 
país  ,  dejan  ya  de  ser  extranjeros ,  y  por  consiguiente 
no  pueden  constituir  uno  de  los  miembros  de  la  divi- 
sión de  los  extranjeros.  Tampoco  es  necesaria  la  sepa- 
ración de  los  avecindados  de  los  transeúntes ,  porque 
en  realidad  en  un  Estado  no  puede  haber  mas  que  una 
clase  de  extranjeros ,  que  son  los  que  no  tienen  las  con- 
diciones para  adquirir  naturaleza ,  ó  que  teniéndolas 
prefieren  conservar  la  suya  primitiva. 

Estas  divisiones  que  establece  la  ley  recopilada  tu- 
vieron por  objeto  el  disminuir  en  España  el  número  de 
los  extranjeros  privilegiados ;  pues  otorgadas  á  éstos 
tantas  y  tan  importantes  exenciones ,  bien  pronto  se 
hubo  de  conocer  el  pesado  gravamen  que  imponian  al 
Estado ,  y  se  quiso  por  un  medio  indirecto  disminuir  el 
mal.  Cíon  este  fin  se  dividieron  los  extranjeros  en  ave- 
cindados y  transeúntes ,  ofreciendo  íi  aquellos  ciertas 
ventajas  que  estimulasen  al  extranjero  (i  tomar  la  ve- 
cindad ,  y  privando  de  ellas  al  transeúnte ,  en  favor  del 
cu^l  quedaba  exclusivamente  el  goce  de  los  fueros  y 
privilegios  de  los  tratados.  Pero  esta  ingeniosa  ley  no 
ha  llenado  su  objeto  ,  pues  que  después  de  tantas  cir- 
cunstancias como  enumera  para  constituir  la  vecibdad 
del  extranjero ,  concluye  por  dejar  á  su  arbitrio  el  ser 
avecindado  ó  transeúnte ,  haciéndose  inscribir  en  la 
matrícula  de  los  cónsules ,  y  prestando  el  juramento 
que  corresponde  á  la  clase  que  elige. 

Seria  de  desear  que  se  publicase  un  reglamento, 
en  el  cual  se  determinase  claramente  y  con  arreglo  h  la 
ley  política  del  Estado  ,  las  condiciones  para  que  el 
extranjero  pudiese  adquiriij  naturaleza  en  el  país ,  y  es- 
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tableciendo  que  el  que  careciese  de  ellas ,  ó  teniéndo- 
las prefiriese  conservar  la  suya  primitiva ,  quedase  en 
la  clase  de  extranjero ,  cualquiera  quo  fuese  el  tienapo 
de  su  residencia  en  España  ó  el  género  de  industria 
que  en  ella  ejerciese. 

En  esta  ley  podrían  fijarse  distintamente  los  fueros 
y  privilegios  de  que  gozarían  los  extranjeros ,  ya  pro- 
cediesen de  los  tratados ,  ya  de  concesiones  especiales 
ó  de  la.  costumbre  introducida  por  el  trascurso  del 
tiempo.  De  la  mismu  manera  deberla  consignarse  esplí- 
citamente  la  prohibición  de  ejercer  los  derechos  polí- 
ticos y  civiles  que  conceden  las  leyes  á  los  españoles, 
así  como  de  participar  de  los  beneficios  y  derechos  ve- 
cinales en  ninguna  circunstancia.  Por  último ,  conven- 
dría que  en  esta  ley  se  determinasen  las  condiciones 
que  habrían  de  preceder  para  que  al  extranjero  se  le 
permitiese  le  residencia  en  el  país ,  respecto  á  su  pro- 
cedencia ,  á  su  industria  y  al  juramento  ^  para  evitar 
las  funestas  consecuencias  que  diariamente  se  tocan  de 
admitirse  en  el  reino  subditos  extranjeros  ,  que  sin  otro 
oficio  que  el  de  meros  aventureros ,  no  ofrecen  bene- 
ficio alguno ,  y  por  el  contrario  suelen  ser  un  elem<ín- 
to  fatal  dispuesto  siempre  á  tomar  parte  en  toda  clase 
de  trastornos. 


Digitized  by 


Google 


CAPITULO  III. 

De  las  leyes  civiles  ó  estatutos ,  y  de  sus  efectos  en 
pais  extranjerizo. 


.  Se  ha  demostrado  en  el  cap.  1.%  que  ninguna  na- 
ción puede  ser  obligada ,  en  rigor  de  principios,  á 
admitir  en  su  territorio  los  efectos  de  leyes  extranje- 
ras ni  á  consentir  que  su3  subditos  sean  regidos  por 
otras  leyes  que  las  de  su  pais ,  porque  esto  destruye 
la  soberanía  jurisdiccional  del  Estado ;  pero  también 
hemos  indicado  que  son  tales  los  inconvenientes  que 
este  aislamiento  ofrece  al  comercio  de  las  naciones, 
que  el  derecho  internacional  fundado  en  la  reciproca 
conveniencia  de  los  pueblos,  ha  reconocido  como  un 
principio  el  que  ciertas  leyes  civiles  sean  eficaces  en 
pais  extranjero,  y  que  los  individuos  puedan  sujetar- 
se al  influjo  de  leyes  extranjeras,  cuando  tal  es  su  vor 
luntad. 

Para  conocer  las  leyes  ó  estatutos  que  el  derecho 
de  gentes  reconoce  como  eficaces  en  todas  partes, 
conviene  clasificarlos  según  el  objeto  á  que  se  dirigen. 

Las  leyes  civiles  de  un  Estado  se  refieren  á  las 
personas,  á  las  cosas  y  á  las  acciones. 

Las  leyes  que  se  refieren  á  las  personas,  determi-  De  la  ley  ó 
nan  su  condición  y  capacidad  ,  es  decir,  si  es  nació-  SJj**^*®  ^""^ 
nal  ó  extranjero  ;  si  puede  ó  no  cambiar  su  nacionali- 
dad ;  si  goza  de  los  derechos  civiles ;  si  puede  nom- 
brar administrador  ;  cuándo  puede  declarársele  legal- 
mente  muerto ;  si  es  hijo  legítimo,  natural,  adulterino 
ó  incestuoso ;  si  es  libre  ó  esclavo ;  si  es  mayor  ó 
42 
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menor  de  edad.  Por  esta  ley  personal  se  prefijan  las 
formalidades  del  matrimonio  ;  los  impedimentos  matri- 
moniales ;  las  causas  y  formas  del  divorcio  ;  las  rela- 
ciones entre  el  marido  y  la  mujer,  entre  los  padres 
y  los  hijos  ;  la  extensión  y  consecuencias  de  la  patria 
potestad  ;  la  legitimación  de  los  hijos  naturales  ;  la  tu- 
tela y  curaduría ,  y  por  último  la  capacidad  para  obli- 
garse, para  testar  y  para  parecer  en  j  uicio. 
Del  estatuto  Las  leyes  que  rigen  la  propiedad  son  las  que  afec- 
^^^'  tan  exclusivamente  los  bienes ,  sin  consideración  á  las 

personas  que  los  poseen.  Pqr  esta  ley  real  se  decide  si 
un  objeto  unido  á  un  inmueble,  aunque  consista  en  un 
derecho,  es  en  sí  mueble  ó  inmueble ;  si  el  propietario 
de  un  inmueble  adquiere  de  pleno  derecho  sus  frutos 
y  los  objetos  que  se  le  incorporan  ;  la  adquisición  del 
usufructo  ó  de  la  servidumbre  por  ministerio  de  la  ley 
sobre  bienes  inmuebles  ;  la  posesión  de  los  inmuebles, 
su  extensión,  sus  derechos  y  obligaciones ;  todo  lo  con- 
cerniente alas  sucesiones  abintestato  de  los  inmuebles; 
las  condiciones  con  que  se  han  de  trasmitir  los  inmue- 
bles, ya  por  testamento  ó  por  otro  contrato,  y  la  ca- 
pacidad de  los  que  los  hayan  de  recibir ;  las  cuestio- 
nes sobre  dote ,  consistente  en  inmuebles  ;  las  obliga- 
ciones que  nacen  de  la  venta  de  inmuebles,  su  nulidad 
ó  rescisión  ;  las  cuestiones  que  proceden  del  arriendo 
de  los  inmuebles  ;  los  derechos  de  preferencia  ,  de  hi- 
poteca legal,  judicial  ó  convencional  sobre  inmuebles; 
la  expropiación  forzada  y  el  orden  de  los  acreedores, 
y  la  prescripción  para  adquirir  ó  perder  los  inmuebles. 
Para  distinguir  bien  la  ley  real  de  la  personal,  con- 
viene tener  presente  esta  regla  :  No  se  ha  de  conside- 
rar si  la  ley  inñuye  en  último  resultado  en  la  persona 
ó  en  la  cosa,  porque  todas  acaban  por  afectar  á  ani- 
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bas,  sino  cuí^l  es  el  objeto  prineipal  y  primitivo  de  la 
ley,  si  el  fijar  la  condición  de  la  persona  ó  de  la  cosa. 
Las  leyes  que  arreglan  las  herencias  y  las  enagenacio- 
nes  son  reales ,  y  sin  embargo  las  que  determinan  la 
capacidad  para  testar  y  para  enagenar  son  personales; 
aquellas  establecen  los  medios  y  condiciones  con  que 
puede  trasferirse  el  dominio  de  las  cosas,  por  testamen- 
to ó  contrato,  y  éstas  arreglan  la  capacidad  ó  in- 
caj^acidad  del  individuo  para  colocar  estas  mismas  co- 
sas en  el  caso  que  la  ley  real  prescribe,  es  decir,  para 
enagenar  ó  testar. 

Las  leyes  que  rigen  los  actos  del  hombre  son  las  DeUsiaiuio 
que  establecen  las  formalidades  de  que  deben  acom- ^^''"**' 
pañarse  estos  actos,  para  que  surtan  todos  los  efectos 
que  se  proponen  los  que  los  hacen,  como  si  se  han  de 
extender  por  escrito,  ó  si  basta  el  solo  consentimien- 
to; si  se  han  de  ejecutar  con  la  intervención  de  un 
juez  ó  de  un  notario. 

A  estas  leyes  personales ,  reales  y  de  formas,  se 
las  acostumbra  á  llamar  estatutos  ,  porque  cuando  en 
la  edad  media  cada  provincia  y  aun  cada  ciudad  tenia 
sus  costumbres  ,  á  las  que  se  daba  la  fuerza  de  las 
leyes,  á  estos  fueros  particulares  se  les  llamaba  esta- 
tutos; y  como  los  conflictos  nunca  han  sido  mas  fre- 
cuentes que  en  aquella  época,  que  hasta  en  un  mismo 
Estado  se  encontraban  reconocidos  muchos  estatutos 
diferentes,  de  aquí  ha  venido  el  llamar  estatutos  íi  las 
leyes  que  ocacionan  los  conflictos. 

El  estatuto  personal  de  cada  hombre,  es  decir,  la      eí  esiaiuio 
ley  que  establece  su  condición  y  capacidad,  es  siem-  g^'J?2??a  ?cy de 
pre  la  de  la  nación  á  que  pertenece  ,  porque  cuando  *^  ^^^^^' 
nace  el  individuo  ,  la  ley  del  pais  íi  que  estAn  sujetos 
los  padres,  y  bajo  cuyas  garantías  y  condiciones  se  ha 
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formado  la  unión  que  le  dá  el  ser,  esa  misma  ley  se 
apodera  del  hijo,  y  puede  decirse  que  le  imprime  el  se- 
llo de  su  nacionalidad. 

Esta  ley  personal  sigue  al  hombre  por  todas  par- 
tes, sin  que  con  esto  ni  aun  se  pueda  considerar  que 
se  lastima  la  independencia  del  Estado  extranjero  en 
que  pueda  residir,  porque  una  vez  admitido  como  ex- 
tranjero en  el  pais,  esta  es  una  de  las  condiciones  de 
su  admisión  ,  y  así  como  la  diversidad  de  vestidos  ó 
de  creencias  de  un  extranjero  no  lastima  el  derecho 
señorial  del  Estado  que  le  admite,  tampoco  puede  las- 
timar su  ley  personal ,  porque  puede  considerarse  co- 
mo una  parte  de  su  naturaleza. 

En  este  principio  de  que  el  estatuto  personal  de 
la  patria  rige  al  individuo  aun  residiendo  en  pais  ex- 
tranjero, están  conformes  cuasi  todos  los  autores  que 
han  escrito  sobre  derecho  internacional ,  y  aun  todas 
las  naciones  puede  decirse  que  tácitamente  lo  recono- 
cen, cuando  en  todas  está  consentida  la  residencia  de 
los  extranjeros,  sin  la  limitación  de  que  haya  de  some- 
terse á  las  leyes  del  pais  en  cuanto  á  su  estatuto  per- 
sonal, pues  una  condición  tan  esencial  en  todo  indivi- 
duo no  se  podria  perder  sin  una  declaración  termi- 
nante. 

También  está  consignada  expresamente  esta  doc- 
trina en  los  códigos  civiles  de  algunas  naciones  de 
Europa. 

En  el  artículo  3/  del  código  civil  de  Francia  se 
establece,  que  la  ley  personal  de  los  franceses  seri 
siempre  la  misma  aunque  residan  en  pais  extranjero; 
y  por  consecuencia,  establecido  este  principio  con  res- 
pecto á  los  franceses  ,  no  puede  menos  de  admitirse 
con  respecto  á  los  extranjeros  residentes  en  Francia. 
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En  el  párrafo  34  del  código  civil  de  Austria  se 
declara  que  la  capacidad  del  extranjero  para  los  actos 
civiles  se  juzga  por  las  leyes  de  su  país. 

Lo  mismo  se  determina  por  los  párrafos  23  y  24 
del  código  general  de  Prusia. 

En  Inglaterra ,  aunque  no  existe  ley  en  que  se  con- 
sagre este  principio ,  sin  embargo  la  práctica  adoptada 
por  los  tribunales  és  ,  que  la  capacidad  del  extranjero 
se  juzgue  por  la  ley  de  su  patria. 

Pero  aunque  esta  regla  se  encuentra  mas  ó  menos 
esplícitamente  reconocida  en  casi  toda  Europa ,  no  fal- 
tan estados ,  como  los  Países-Bajos  ,  las  Dos-Sicilias  y 
la  Rusia,  en  los  que  prescribiéndose  que  la  ley  per- 
sonal sigue  á  los  regnícolas  fuera  de  su  patria ,  se  niega 
la  misma  doctrina  con  respecto  á  los  extranjeros.  Nace 
esta  inconsecuencia  de  xm  cierto  espíritu  de  protec- 
ción que  se  quiere  dispensar  á  los  regnícolas  ,  y  así 
es  que  en  Prusia  se  contraría  el  principio  del  estatuto 
personal  en  aquellos  contratos  que  están  hechos  en 
Prusia  y  que  versan  sobre  objetos  prusianos  ,  pues  la 
capacidad  del  contratante  extranjero  se  juzga  en  estos 
casos  por  el  código  prusiano ,  y  no  por  la  ley  de  la  pa- 
tria del  extranjero. 

A  pesar  de  estas  excepciones ,  lo  mas  conforme  con 
los  buenos  principios ,  y  lo  que  la  práctica  tiene  ad- 
mitido  mas  generalmente ,  es  que  el  estatuto  personal 
de  todo  individuo  se  rija  por  la  ley  de  su  país  aun- 
que resida  en  el  extranjero.  Así  es  que  el  regnícola 
que  reside  en  país  extranjero  debe,  según  nuestra  doc- 
trina, casarse,  testar,  ejercer  la  patria  potestad  y  de- 
más derechos  civiles  con  arreglo  á  las  leyes  de  su  pa- 
tria ,  y  el  que  se  conduce  de  otro  modo ,  es  decir ,  el 
que  se  emancipa ,  se  divorcia ,  etc.,  etc.,  contra  lasle- 
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yes  de  su  país,  no  hace  válidos  estos  actos,  porque  ha 
usado  de  fraude  para  conseguir  por  leyes  extranje- 
ras lo  que  no  le  permitia  su  estatuto  personal ,  y  \ds^ 
leyes  de  todos  los  pueblos  condenan  los  actos  en  que 
ha  mediado  fraude  y  mala*  fe. 

De  esta  regla  solo  se  exceptúan  aquellas  condicio- 
nes personales  que  nacen  de  leyes  especiales,  como  son 
la  esclavitud  ó  la  infamia  procedente  de  sentencia.  So- 
.lo  en  estos  casos  se  pueden  desconocer  en  el  extran- 
jero incapacidades  que ,  aunque  impuestas  por  su  es- 
tatuto personal ,  proceden  de  leyes  que  condena  el  Es- 
tado en  que  reside  el  extranjero. 

De  suerte  que  según  la  doctrina  que  dejamos  es- 
tablecida, los  conflictos  que  nacen  del  estatuto  perso- 
nal se  deben  resolver  por  las  leyes  del  Estado  extran- 
jero que  los  provocan ,  siempre  que  estas  leyes  ex- 
tranjeras no  estén  en  oposición  con  la  equidad  y  la 
justicia ,  que  son  la  base  de  la  conveniencia. 
Efectos  del  Los  efectos  del  estatuto  real  son  diversos  ,  según 
es  a  u  o  rea .  ^^^  ^^^  cosas  regidas  por  esta  ley  son  muebles  ó  in- 
muebles. 

Con  respecto  á  las  cosas  muebles,  como  estas  van 
generalmente  unidas  al  dueño  de  tal  manera,  que  se 
consideran  como  adheridas  á  su  persona ,  mohilia  se- 
qwíhtuT personam,  mohilia  osibvs  inluBvent^  por  esta  ra- 
zón el  derecho  les  sujeta  á  la  ley  del  Estado  á  que  per- 
tenece su  dueño.  Un  español,  por  ejemplo,  que  resi- 
diendo en  un  Estado  extranjero  es  ejecutado  por  deu- 
das, si  entre  los  efectos  sometidos  á  la  venta  se  en- 
cuentra alguna  alhaja  heredada  por  el  español  con  la 
reserva  que  establece  la  ley  de  Toro  ,  que  le  impide 
enagenarla  porque  solo  tiene  en  ella  el  usufructo. 
esta  alhaja  no  se  podrá  vender ,  pues   siendo  una  cosa 
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mueble  queda  sujeta  á  la  ley  del  dueño .,  que  es  la  de 
España.  Hay  además  otra  consideración  para  que  los 
bienes  muebles  del  extranjero  se  rijan  por  la  ley  de  su 
patria ,  y  es  que  la  ficción  legal  que  supone  al  extran- 
jero residiendo  siempre  en  su  país  ,  supone  también 
que  los  bienes  muebles  del  extranjero  continúan  en  el 
lugar  de  la  vecindad  de  su  dueño. 

Esta  regla  de  derecho  internacional  se  encuentra 
admitida  en  muchos  Estados  de  Europa,  aunque  no  de 
una  manera  absoluta.  En  el  párrafo  28  de  la  introduc- 
ción del  código  general  de  Prusia ,  se  dice  :  «La  for- 
«tuna  mobiliaria  de  un  individuo  se  rige  por  las  le- 
«yes  de  su  jurisdicción  ordinaria ;»  y  en  el  párrafo 
34  se  añade :  «esta  disposición  es  aplicable  á  los  ex- 
«tranjeros.»  También  en  el  párrafo  300  del  código  ci- 
vil de  Austria  se  establece  que ,  «los  bienes  que  no 
«sean  inmuebles  están  sometidos  á  las  leyes  que  rigen 
«la  persona  del  propietario.» 

De  esta  regla  se  pueden  admitir  todas  aquellas  ex- 
cepciones que  se  derivan  de  la  naturaleza  misma  de 
la  base  en  que  se  funda.  El  principio  de  que  los  bie- 
nes muebles.se  rigen  por  el  estatuto  personal  del  pro- 
pietario emana ,  como  hemos  dicho  ,  de  la  ficción  de 
derecho  que  supone  á  estos  muebles  fijos  siempre  en 
el  domicilio  de  su  dueño  y  adheridos  íntimamente  á 
su  persona  ;  cuando  esta  suposición  no  puede  existir 
cesa  naturalmente  la  regla,  y  los  bienes  muebles  que- 
dan sujetos  á  la  ley  del  Estado  en  que  se  encuentran. 
Los  casos  que  pueden  ocurrir  de  esta  naturaleza ,  en 
que  los  muebles  no  se  deben  suponer  adheridos  á  la 
persona  de  su  dueño ,  son  aquellos  en  que  su  propie- 
dad es  dudosa,  como  acontece  cuando  ésta  se  encuen- 
tra reclamada  ó  litigada ,  y  cuando  solo  se  disfruta  la 
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posesión  pero  no  la  propiedad.  Contrayéndonos  al  ejem- 
plo anterior ,  si  la  alhaja  del  español  no  fuese  suya, 
sino  qué  su  propiedad  estuviese  pendiente  de  un  liti- 
gio entre  el  español  y  el  mismo  extranjero  reclamante, 
entonces  podria  tener  lugar  la  venta,  porque  no  estaba 
legalmente  reconocida  la  ley ,  porque  se  habia  de  de- 
terminar la  condición  de  la  alhaja ,  y  la  justicia  no  pe- 
dia consentir  que  los  acreedores  quedasen  defraudados 
de  sus  créditos  por  causas  indeterminadas. 

En  el  caso  de  que  la  cuestión  legal  que  se  sus- 
cite sobre  los  bienes  muebles  no  sea  decisiva ,  sino 
preventiva ,  como  si  se  tratase  de  constituir  una 
prenda  con  ellos,  ó  de  impedir  su  enagenacion  en 
perjuicio  de  los  acreedores ,  en  tales  circunstancias, 
como  la  ley  extranjera  no  decide  sobre  la  condición 
de  estos  muebles ,  sino  que  provisionalmente  los  cons- 
tituye garantes  de  obligaciones  contraidas  en  país  ex- 
tranjero, no  hay  motivo  para  aplicarles  ni  la  ley 
del  Estado  de  su  dueño ,  ni  la  de  aquel  en  que  §e 
encuentran  los  muebles.  Siguiendo  el  mismo  ejem- 
plo de  que  nos  hemos  valido  en  los  casos  anterio- 
res ,  si  no  se  tratase  de  vender  la  alhaja  del  español, 
sino  de  impedir  al  deudor  su  enajenación,  esto 
siempre  seria  licito ,  porque  con  el  embargo  no  se 
constituirla  una  verdadera  venta ,  que  es  lo  que  no 
consentia  la  ley  española. 
De  las  cosas  Con  respecto  á  las  cosas  inmuebles  la  regla  es 
diversa ,  porque  diversa  es  su  condición.  Los  bienes 
inmuebles ,  en  vez  de  considerarse  unidos  á  la  perso- 
na del  propietario ,  se  encuentran  adheridos  al  ter- 
ritorio en  que  están ;  y  de  la  misma  manera  que  la 
ley  de  un  Estado  se  apodera  del  individuo  y  le  mar- 
ca con  el  sello  de  su  nacionalidad ,  así  también  su- 
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jeta  bajo  su  imperio  exclusivo  á  los  bienes  inmuebles 
que  forman  parte  de  su  riqueza.  Esta  ley  real  está 
impresa  en  los  bienes  inmuebles  de  tal  manera ,  que 
así  como  no  seria  posible  arrancar  éstos  del  territo- 
rio, tampoco  lo  seria  que  en  ningún  caso  viniesen  á 
ser  regidos  por  una  ley  extranjera. 

En  tiempos  del  feudalismo ,  la  ley  ó  estatuto  real 
no  se  fundaba  como  hoy  en  la  soberanía  territorial, 
sino  que  formaba  parte  de  los  derechos  y  obligacio- 
nes feudales  inherentes  á  la  posesión  de  una  tierra.  El 
que  poseia  una  heredad ,  en  consecuencia  de  esta  po- 
sesión no  podia  enagenarla ,  hipotecarla  ni  alterar  en 
manera  alguna  su  condición  sino  de  cierto  modo,  por- 
que estas  eran  obligaciones  consiguientes  á  la  posesión 
de  los  inmuebles.  Por  eso  en  los  países  en  donde,  co- 
mo en  Inglaterra ,  se  conservan  aun  muchos  restos  del 
feudalismo ,  la  aplicación  del  estatuto  real  conserva  su 
antigua  latitud ,  sin  admitir  la  intervención  de  la  ley 
extranjera  en  ningún  negocio  que  se  roce  con  la  pose- 
sión de  bienes  inmuebles. 

El  principio  de  que  el  estatuto  real  sea  en  cuanto 
á  los  inmuebles  la  ley  del  Estado  en  que  estos  se  en- 
cuentren ,  Lex  loci  rei  sita ,  está  reconocido  por  todo 
el  mundo  y  en  práctica  en  todas  las  naciones.  Además 
se  vé  consignado  en  el  párrafo  32  de  la  introducción 
del  código  general  de  Prusia ,  en  el  300  del  código 
civü  de  Austria ,  y  en  otros  muchos  de  Europa. 

La  doctrina  del  estatuto  real ,  según  la  dejamos  es-      Legislación 
tablecida ,  se  encuentra  reconocida  en  España  en  la  bre  crestaiuio 
ley  18 ,  tít.  20 ,  libro  10  de  la  Novísima  Recopila-  ^^ ' 
cion  ,  y  en  muchos  tratados  celebrados  con  otras  po- 
tencias. La  ley  citada  iguala  á  los  subditos  sardos  con 
los  españoles  en  cuanto  al  derecho  de  adquirir  y  de 
43 
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disponer  de  sus  bienes  por  cualquier  justo  titulo  ;  pe- 
ro al  permitir  á  estos  extranjeros  el  derecho  de  po- 
seer bienes  en  España  los  sujeta  á  las  mismas  leyes  y 
formalidades  que  se  exigen  á  los  españoles ,  de  modo 
que  en  esta  disposición  está  reconocida  la  eficacia  del 
estatuto  real ,  porque  si  el  sardo  que  posee  bienes  en 
España  no  puede  disponer  de  ellos  sino  con  arreglo  á 
la  ley  española ,  claro  es  que  la  ley  de  Cerdeña  no 
puede  afectar  los  bienes  inmuebles  que  posean  en  Es- 
paña los  subditos  dé  aquel  Estado. 
.  La  doctrina  de  la  ley  recopilada  está  también  es- 
tablecida con  mas  ó  menos  especificación  en  el  artícu- 
lo 31  del  tratado  de  1/'  de  mayo  de  1725  con  el  Aus- 
tria ,  y  en  los  pactos  celebrados  con  otras  potencias  pa- 
ra abolir  los  derechos  de  ad venia  y  detracción.  Estos 
tratados  son  de 

15  de  agosto  de  1761 ,  con  Francia. 

27  de  noviembre  de  1782 ,  con  Cerdeña. 

3  de  mayo  de  1834 ,  con  Sajonia ,  por  cambio  de 
notas. 

1  de  marzo  de  1834 ,  con  Bélgica.  • 

22  de  marzo  de  1840,  con  Dinamai'ca. 

23  de  febrero  de  1841 ,  con  Suiza. 
26  de  abril  de  1841 ,  con  Suecia. 

En  todas  estas  estipulaciones  se  han  igualado  los 
extranjeros  con  los  españoles  en  cuanto  al  derecho 
de  adquirir  y  de  disponer  de  sus  bienes ,  y  como  es- 
ta igualación  no  puede  existir  sino  sujetando  al  extran- 
jero que  posee  inmuebles  en  España  á  la  ley  españo- 
la ,  es  consiguiente  que  está  negada  toda  influencia  á 
las  leyes  extranjeras  en  los  negocios  que  se  rozan  con 
la  posesión  de  los  inmuebles.  Así  es ,  que  la  ley  que 
prohibe  en  España  que  el  confesor  sea  heredero  de  la 
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persona  á  quien  haya  asistido  en  sus  últimos  momea- 
tos  5  no  podría  ser  falseada  porque  el  confesor  fuese 
extranjero  de  un  Estado  eü  que  no  existiese  esta  pro- 
hibición ,  ó  porque  el  testador  hubiese  fallecido  en  país 
extranjero  ,  ni  porque  este  testamento  se  hubiese  de- 
clarado válido  por  sentencia  de  tribunal  extranjero, 
pues  la  ley  6  tratado  que  autorizaba  á  este  extranjero 
á  poseer  inmuebles  en  España  lo  sujetaba  A  la  condi- 
ción de  los  españoles ,  y  lo  que  no  era  lícito  á  un  es- 
pañol no  pedia  serlo  á  un  extranjero. 

En  resumen ,  la  regla  mas  general  en  la  prácti* 
ca ,  y  la  mas  conforme  con  los  buenos  principios  y 
con  la  equidad  y  la  justicia ,  es  que  los  bienes  in- 
muebles se  rijan  por  la  ley  del  país  en  que  se  en- 
cuentran, y  que  los  muebles  queden  sujetos  á  la 
ley  de  la  patria  del  que  sea  su  verdadero  y  no 
disputado  propietario. 

Para  facilitar  la  inteligencia  de  esta  materia ,  abs- 
tracta y  metafísica  de  suyo  ,  presentaremos  varios  ca- 
sos prácticos,  en  los  que  se  encuentren  combinados  los 
estatutos  personal  y  real  de  que  se  lleva  hecho  mérito. 

Ventas.  Para  que  sea  válida  en  España  la  ven- 
ta hecha  en  Inglaterra  por  un  español,  de  bienes 
muebles  é  inmuebles  existentes  en  Inglaterra ,  se  ne- 
cesita: 1/  que  el  español  tenga  facultad  de  vender 
con  arreglo  á  las  leyes  españolas ,  que  sea  mayor  de 
edad,  etc.,  etc.:  2/  que  el  comprador  tenga  capacidad 
para  obligarse  y  para  adquirir  con  arreglo  á  la  ley 
de  su  patria  :  3/  que  los  bienes  muebles  vendidos  no 
estén  sujetos  á  alguna  prohibición  de  venta  por  la 
ley  española ,  como  si  fuese  una  galería  de  pinturas 
adquirida  con  la  condición  de  retroventa ,  ó  hereda- 
da con  sujeción  al  retracto  de  abolengo ;  y  4."  que 
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los  bienes  iamuebles  existentes  en  Inglaterra  y  ven- 
didos por  el  español ,  lo  hayan  sido  con  arreglo  á  la 
ley  inglesa ,  esto  es ,  que  no  haya  prohibición  de  ena- 
genarlos  ,  como  sucedería  si  fuesen  vinculados. 

Usufructo  legal.  Para  que  en  España  sea  válido  el 
que  tiene  el  cónyuge  viudo  en  los  bienes  que  hubo  del 
difunto ,  y  que  debe  conservar  para  sus  hijos  si  con- 
trae segundas  nupcias ,  será  preciso  que  el  viudo,  con 
arreglo  á  su  estatuto  personal ,  no  tenga  impedimento 
para  percibir  este  usufructo ,  y  que  si  los  bienes  here- 
dados se  encuentran  en  país  extranjero ,  la  ley  de  este 
país  permita  el  usufructo  legal. 

Hvpoteca  legal.  Para  que  sea  válida  en  España  la 
hipoteca  legal  que  tenga  una  extranjera  por  razón  de 
su  dote  sobre  los  bienes  de  su  marido ,  sitos  en  Es- 
paña ,  ó  un  menor  sobre  los  de  su  tutor ,  se  necesita: 
1/  que  la  ley  de  la  patria  de  la  extranjera  bajo  cuya 
garantía  se  conserva  la  dote ,  ó  la  del  menor  que  pro- 
teje  su  condición ,  constituya  á  su  favor  esta  hipoteca 
legal ;  y  2/  que  la  ley  española  por  que  se  rigen  los 
bienes  del  marido  ó  del  tutor  autorice  la  hipoteca  en 
favor  de  la  mujer  ó  del  menor ,  como  con  efecto  la 
autoriza.  Esta  condición  procede  del  estatuto  real,  que 
no  permite  que  la  propiedad  sea  gravada  ó  afectada 
por  mas  ley  que  la  del  Estado  en  que  se  encuentra. 
Aquella  del  estatuto  personal  que  arregla  y  determina 
la  esencia  y  las  consecuencias  civiles  del  matrimonio 
y  de  la  tut^a  ,  sin  permitir  á  estos  actos  mas  latitud 
que  la  que  establece  la  ley  personal.  Por  manera  que 
si  la  extranjera  no  tiene  derecho  á  la  hipoteca  por  su 
ley  personal,  no  existe  la  hipoteca  legal ;  y  si  teniéndo- 
lo se  casa  con  un  individuo  de  un  Estado ,  en  el  cual 
la  ley  real  no  consiente  estas  hipotecas  ,  pierde  por  es- 
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te  hecho  el  derecho  que  le  concede  su  ley  personal. 
Sucesiones,  Sobre  si  las  sucesiones  en  general,  ya 
por  testamento,  ya  abintestato,  deban  regirse  por  el 
estatuto  real  ó  por  el  personal ,  ha  habido  gran  disi- 
dencia entre  los  autores  que  han  escrito  sobre  derecho 
internacional.  Fundan  unos  su  opinión  en  que  el  here- 
dero representa  la  persona  del  testador  por  su  esplici-^ 
ta  voluntad ,  cuando  lo  es  por  testamento,  y  por  su 
voluntad  tácita ,  confirmada  por  la  ley,  cuando  lo  es 
abintestato ;  y  siendo  la  misma  persona  de  su  causante, 
parece  que  al  sucederle  en  sus  bienes  debería  sujetar- 
se á  su  estatuto  personal.  Oponen  otros  á  esta  doctrina 
que  la  sucesión  de  los  inmuebles  no  puede  regirse  sino 
por  el  estatuto  real. 

La  práctica  mas  general  sobre  este  punto  y  la  mas 
conforme  con  los  buenos  principios  es,  que  la  sucesión 
en  masa ,  ya  testamentaria ,  ya  intestada ;  es  decir,  la 
testamentaría^  se  abra  en  el  lugar  de  la  naturaleza  del 
causante ,  y  se  rija  con  arreglo  al  estatuto  personal  de 
este ;  pero  si  entre  los  bienes  quedados  los  hubiese  si- 
tos en  pais  extranjero,  que  estos  sigan  la  ley  del  Es- 
tado de  la  situación  ,  ó  lo  que  es  lo  mismo,  el  estatuto 
real.  Por  manera  que  para  que  una  herencia  pueda 
trasmitirse  por  testamento  ó  abintestato,  se  necesita 
que  el  heredero  tenga  capacidad  para  heredar  con  ar- 
reglo al  estatuto  personal  del  causante ;  esto  es,  que 
con  arreglo  á  las  leyes  del  Estado  á  que  pertenecía  el 
causante,  sea  el  llamado  legítimamente  si  es  abintesta- 
to, ó  no  sea  una  corporación  impedida  de  heredar, 
si  es  por  testamento  ;  y  que  habiendo  algunos  bienes 
inmuebles  en  pais  extranjero,  tenga  el  heredero  igual 
aptitud  para  heredarlos ,  por  la  ley  real  del  Estado  en 
que  se  encuentran  los  bienes. 
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Si  ocurriese  el  oonflioto  de  leyes  opuestas ,  es  de- 
cir, que  el  heredero  fuese ,  por  ejemplo,  el  fisco,  y 
que  por  la  ley  del  Estado  del  testador  pudiese  serlo, 
y  por  la  del  Estado  extranjero  en  que  estaban  parte 
de  los  bienes  inmuebles  el  fisco  no  pudiese  heredar, 
entonces  el  fisco  heredaría  la  parte  existente  en  el  Es- 
tado del  causante ,  y  la  del  extranjero  la  heredería  el 
llamado  abintestato,  por  la  ley  del  Estado  de  la  sitúa* 
cion.  De  este  modo  se  vé  cómo  concurren  los  estatu- 
tos á  la  resolución  de  todos  los  casos  ,  salvándose 
siempre  el  señorío  jurisdiccional  del  territorio.  Por  úl- 
timo, se  debe  observar  en  materia  de  sucesiones ,  que 
cuando  un  individuo  fallece  en  pais  extranjero,  su  tes- 
tamento puede  abrirse  en  el  lugar  del  fallecimiento, 
si  en  él  existen  interesados  que  tengan  derecho  á  cono- 
cer su  última  voluntad,  y  los  testigos  que  lo  hayan  au- 
torizado ;  pero  si  ninguna  de  estas  personas  se  encuea- 
tra  en  el  punto  en  que  ocurrió  el  fallecimiento,  se 
debe  remitir  cerrado  dicho  testamento  al  lugar  de  la 
naturaleza  del  extranjero,  para  que  en  él  sea  abierto 
por  el  juez  del  domicilio  y  en  presencia  de  los  tes- 
tigos. 

Concursos,  Como  no  deje  de  ser  frecuente  el  que 
en  los  concursos  ocurran  dudas ,  porque  en  ellos  re- 
sulten bienes  en  pais  extranjero,  ó  créditos  privilegia- 
dos en  favor  de  subditos  extranjeros ,  'por  tanto  será 
conveniente  dar  una  idea  del  modo  de  resolver  estas 
dificultades  por  la  combinación  de  los  respectivos  es— 
tatutos. 

La  regla  general  es  que  declarado  el  concurso  en 
un  Estado,  en' él  debe  hacerse  la  liquidación  de  los 
bienes  existentes  y  la  adjudicación  según  la  preferencia 
de  los  créditos  arreglada  á  los  estatutos  por  que  de- 
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ban  regirse ;  por  ejemplo,  si  el  concuísado  era  extran- 
jero y  tenia  contraído  matrimonio  en  su  pais ,  la  dote 
de  su  mujer  no  gozará  de  las  condiciones  que  deter- 
mine la  ley  del  Estado  del  concurso^  sino  de  las  que 
le  conceda  la  de  su  patria ,  y  bajo  la  cual  se  casó.  Si 
el  quebrado  era  tutor,  los  créditos  de  su  pupilo  dis- 
frutarán de  la  preferencia  que  establezca  el  estatuto 
personal  de  éste ;  es  decir,  que  cada  crédito  tendrá  la 
representación  que  le  dé  la  ley  personal ,  real  ó  de 
redacción  por  qu^  deba  regirse. 

Cuando  el  concursado  tenga  bienes  en  diversos 
Estados ,  en  cada  uno  de  ellos  deberá  hacerse  igual 
concurso  y  guardarse  iguales  formas  para  la  venta, 
distribución  y  preferencias.  • 

Está  reconocido  como  una  regla  inalterable  el  que 
la  cualidad  de  regnícola  ó  extranjero  no  dé  por  sí  nin-i 
gima  preferencia  entre  los  acreedores,  pues  esta  solo 
depende  de  la  naturaleza  de  los  créditos. 

El  estatuto  formal  es,  como  se  ha  dicho,  la  ley  que  Efectos  del  es- 
determina las  solemnidades  de  los  actos  lícitos  del  in-         ^"" 
di\1duo,  porque  los  actos  ilícitos  son  objeto  de  la  ju- 
risprudencia criminal  de  que  se  tratará  en  otro  título. 

Las  solemnidades  dé  los  actos  lícitos  pueden  ser 
intrínsecas  y  estrínsecas. 

Las  intrínsecas  son  las  que  constituyen  la  esencia 
legal  del  acto,  como  seria  tratándose  de  una  venta, 
que  la  cosa  fuese  vendible,  sin  vicio  de  simonía  ú 
otro,  y  que  el  vendedor  y  el  comprador  estuviesen 
autorizados  por  la  ley  para  celebrar  el  contrato,  6  tra- 
tándose de  un  testamento  que  la  voluntad  del  tes- 
tador no  estuviese  en  oposición  con  los  llamamientos 
condenados  ó  requeridos  por  la  ley. 

Como  se  vé  ,  las  solemnidades  intrínsecas  no  son 
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otra  cosa  sino  la  ley  ó  estatuto  real  y  personal  de 
qne  se  ha  hecho  mérito ;  de  modo,  que  un  acto  cual- 
quiera en  el  que  se  hayan  cumplido  los  estatutos  per- 
sonal y  real  se  podrá  considerar  en  toda  regla  en  cuan- 
to á  sus  formalidades  intrínsecas. 

Las  estrinsecas  ,  que  son  las  que  forman  el  verda- 
dero objeto  de  que  nos  ocupamos ,  no  constituyen  la 
parte  esencial  del  acto,  sino  ordenan  la  parte  formal 
que  le  sirve  de  garantía  y  validez  legal.  En  la  vente 
y  en  el  testamento,  por  ejemplo,  serán  las  formalida- 
des estrínsecas  el  que  ambos  actos  estén  hechos  ante 
escribano  público  y  competente  número  de  testigos. 

En  cuanto  á  las  formalidades  estrínsecas  ,  ó  lo  que 
es  ío  mismo,  al  estatuto  formal ,  está  reconocido  hoy 
como  un  principio  incuestionable ,  y  adoptado  en  la 
práctica  de  todas  las  naciones ,  el  que  se  rijan  por 
las  leyes  del  pais  en  que  han  pasado  los  actos.  Redac- 
tados estos  de  tal  suerte,  son  auténticos  y  tienen  fuer- 
za ,  aun  en  aquellos  Estados  en  que  son  diversas  las 
formalidades  establecidas  para  los  mismos  actos.  Por 
esta  regla  de  locus  regit  actum ,  una  letra  de  cambio, 
con  varios  endosos  puestos  en  diversos  Estados ,  es 
válida  siempre  que  cada  endoso  esté  arreglado  á  la 
ley  del  pais  en  que  se  ha  puesto,  pues  cada  uno  de 
ellos  representa  un  contrato  nuevo  ;  de  suerte,  que  el 
endoso  puesto  en  París  sin  la  expresión  del  valor  que 
requiere  la  ley  francesa,  invalidará  la  letra  aun  en 
otro  Estado  en  que  esta  cláusula  no  sea  requerida.  Por 
esta  misma  regla ,  la  falta  de  esta  circunstancia  ocur- 
rida en  España ,  hará  que  no  se  trasfiera  la  propie- 
dad de  la  letra ,  y  que  este  endoso  sin  la  expresión 
del  valor  solo  signifique  una  simple  comisión  de  co- 
branza ,  con  arreglo  al  artículo  468  del  código  de  co- 
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mercio,  aunque  la  letra  haya  de  cobrarse  en  otro  Es- 
tado de  legislación  diferente;  y  que  las  formalidades 
para  hacer  el  protesto  sean  las  del  lugar  en  que  debió 
pagarse,  y  la  repetición  contra  los  endosantes  sea  por 
la  responsabilidad  que  cada  uno  haya  contraido  con 
arreglo  á  las  leyes  de  su  pais,  según  está  prevenido  en 
dicho  código  español  de  comercio,  artículo  486. 

La  conveniencia  que  resulta  de  la  adopción  de  esta 
doctrina  se  comprende^ con  observar,  que  de  no  re- 
conocerse la  validez  de  los  actos  pasados  en  país 
extranjero,  y  con  arreglo  á  las  formalidades  estable- 
cidas en  él,  los  estranjeros  se  verían  imposibilitados 
de  negociar  fuera  de  su  patria,  ó  los  ministros  pú- 
blicos encargados  de  redactar  estos  actos  necesitarían 
conocer  las  formas  de  todas  las  naciones  para  ajus- 
tar  sus  trabajos  á  las  del  Estado  á  que  perteneciese 
el  actor,  ó  en  que  hubiesen  de  ejecutarse  los  con- 
venios que  redactasen.  Además  que  un  convenio  que 
participase  de  la  influencia  de  los  estatutos  real  y 
personal  de  varios  Estados,  porque  versase  sobre  in- 
muebles sitos  en  diversos  territorios,  exijiría  tantos 
actos  con  distintas  formas  como  fuesen  los  estatutos 
que  hubiesen  de  tenerse  en  cuenta,  lo  cual  ofrecería 
una  confusión  indeterminable. 

Esta  doctrina,  tan  útil  en  la  práctica,  tampoco 
lastima  la  independencia  jurisdiccional  délas  naciones, 
porque  con  eUa  ni  se  impone  ley  extranjera  al  funcio- 
nario que  redacta  el  acto,  ni  se  altera  la  ley  territo- 
rial del  Estado  en  que  se  ejecuta.  No  sucede  lo  pri- 
mero, porque  los  efectos  del  estatuto  formal  se  redu- 
cen á  certificar  la  verdad  de  un  hecho  en  los  términos 
que  permiten  las  leyes  del  lugar  en  que  se  ha  verifi- 
cado, pero  sin  ^dolar  los  estatutos  personal  y  real  que 
44 
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determinan  la  esencia  legal  del  acto:  el  juez  ó  nota- 
rio que  formaliza  actos  de  extranjeros,  no  se  puede  en- 
tender que  se  somete  á  la  ley  extranjera,  sino  que  cer- 
tifica de  hechos,  que  aunque  no  estén  de  acuerdo  con 
el  derecho  de  su  pais,  son  la  voluntad  del  extranjero 
que  no  está  sometida  á  la  legislación  del  ministro  pú- 
blico, sino  á  la  de  su  patria.  Tampoco  se  altera  la  ley 
territorial  admitiendo  los  actos  formalizados  en  pais 
extranjero,  porque  la  esencia  de  los  contratos,  igual 
en  todas  las  naciones,  consiste  en  la  voluntad  de  los 
otorgantes,  y  las  formalidades  de  la  redacción  en  na- 
^  da  vician  esta  sustancia:  el  Estado  que  admite  como 
válido  un  acto  cuyas  formalidades  intrínsecas  están  ar- 
regladas á  los  respectivos  estatutos,  no  lastima  su  in- 
dependencia jurisdiccional  porque  las  formalidades  es- 
trlnsecas  sean  diversas  de  las  del  pais,  pues  que  estas 
solo  sirven  para  certificar  de  la  verdad  del  acto.  Esta 
regla ,  además  de  estar  en  práctica  en  todas  las  nacio- 
nes ,  se  encuentra  consignada  terminantemente  en  mu- 
chos códigos,  como  en  los  de  Francia  y  Prusia ,  y  esti- 
pulada en  todos  los  convenios  que  sobre  administración 
de  justicia  ha  celebrado  esta  potencia  con  los  Estados 
de  Alemania. 
LeresdeEs-  ^^  España  se  encuentra  también  reconocida  en  la 
^taimJ^W  citada  ley  18 ,  titulo  20,  libro  10  de  la  Novísima  Re- 
copilación. Determínase  en  esta  ley  que  las  formali- 
dades de  los  actos  verificados  por  los  sardos  en  España 
y  por  los  españoles  en  Cerdeña  sean  las  del  lugar  de 
la  redacción  ,  aunque  estas  sean  distintas  de  las  que  se 
usen  en  el  de  la  ejecución. 

Por  consiguiente^  los  actos  en  cuyas  solemnidades 
intrínsecas  se  hayan  guardado  los  estatutos  que  deban 
regirlas,  y  cuyas  formalidades  estrínsecas  sean  las  del 
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Estado  de  la  gestión ,  podrán  considerarse  como  váli- 
dos y  eficaces  en  todas  partes. 

Solo  se  esceptuan  de  esta  regla  los  casos  en  que 
las  formalidades  del  lugar  del  contrato  estén  en  oposi- 
ción con  alguna  condición  especial  que  se  exija  por  la 
ley  del  lugar  de  la  ejecución ;  como  si  por  la  ley  de  un 
lugar  se  prescribiese  ^  que  cierta  clase  de  actos  debian 
autorizarse  por  un  determinado  funcionario  ,  entonces 
los  hechos  en  el  extranjero.,  aunque  estuviesen  arre- 
glados en  la  esencia  y  conformes  en  la  forma  con  la  ley 
del  lugar  del  contrato  ,  no  serían  válidos  por  haberse 
faltado  auna  formalidad  estrinseca  del  lugar  de  la  eje- 
cución. Esta  escepcion  se  encuentra  convertida  en  re- 
gla general  en  Inglaterra  con  respecto  á  las  sucesiones 
de  inmuebles ,  pues  los  testamentos  en  que  se  trasmi- 
ten inmuebles  deben  estar  redactados  con  arreglo  á  la 
ley  del  punto  en  que  están  sitos  los  bienes :  de  suerte 
que  el  testamento  de  un  inglés  en  que  se  disponga  de 
bienes  inmuebles  sitos  en  Inglaterra ,  no  es  válido  si  no 
está  hecho  con  arreglo  á  las  leyes  inglesas ,  aunque  se 
haya  redactado  en  \m  Estado  extranjero ,  porque  en 
aquel  pais  es  tal  la  latitud  de  la  ley  real ,  que  tratán- 
dose de  los  bienes  inmuebles ,  hasta  el  estatuto  formal 
queda  subordinado  al  real.  Pero  esta  escepcion  solo 
tiene  lugar  tratándose  de  inmuebles  ;  y  asi  es  que  será 
válido  en  Inglaterra  cualquier  contrato  hecho  por  un 
inglés  en  pais  extranjero,  aunque  la  forma  déla  redac- 
ción no  esté  conforme  con  la  que  prescribe  la  ley  in- 
glesa ,  si  el  contrato  no  se  refiere  á  inmuebles  ,  sino  que 
versa  sobre  otras  obligaciones. 

Una  cuestión  ha  solido  suscitarse  sobre  si  el  acto 
redactado  en  pais  extranjero ,  pero  con  arreglo  á  las 
formas  exteriores  de  la  patria ,  será  válido  en  esta  y 
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en  el  Estado  de  la  gestión.  Por  ejemplo ,  si  seria  váli- 
do en  España  y  en  Francia  el  testamento  hecho  por  un 
español  residente  en  Francia^  ante  un  escribano  espa- 
ñol y  con  todas  las  formalidades  de  las  leyes  de  Espa- 
ña. No  hay  duda  en  que  lo  será  en  España,  pero  no 
en  Francia ,  porque  con  este  proceder  se  habria  lasti- 
mado el  señorío  territorial ,  usando  de  formas  que  no 
eran  las  del  territorio.  Por  esta  razón  un  contrato  he- 
cho entre  dos  españoles  residentes  en  Francia ,  para  te- 
ner efecto  en  España ,  aunque  sería  eficaz  en  este  pais 
si  estuviese  redactado  por  un  notario  francés  y  con  ar- 
reglo ár  las  formas  francesas  ,  también  lo  seria  formar 
lizado  por  el  cónsul  español ,  porque  podría  conside- 
rarse como  hecho  en  España. 

Como  puedan  ocurrir  algunos  casos  en  que  sea 
dudoso  cuál  deba  considerarse  como  verdadero  lugar 
de  la  redacción  del  acto,  para  la  aplicación  del  cor- 
respondiente estatuto ,  por  eso  no  concluiremos  sin  exa- 
minar aquellos  cuya  resolución  pueda  además  servir 
como  una  ampliación  de  la  doctrina  establecida. 

Cuando  se  hace  un  contrato  por  poder ,  la  ley  de 
las  formas  debe  ser  la  del  Estado  en  que  se  extendió 
el  contrato ,  y  no  la  de  aquel  en  que  se  extendió  el 
poder  ,  porque  el  apoderado  representa  al  poderdante, 

Cuando  el  contrato  se  hace  por  cartas  ,  la  ley  del 
lugar  en  que  se  recibe  la  propuesta  y  de  donde  sale  la 
aceptación,  es  la  que  rige  las  formas,  porque  supone 
la  ley  que  el  proponente  ha  ido  á  aquel  lugar  y  en  él 
ha  concluido  el  contrato. 

Las  formalidades-  intrínsecas  y  estrínsecas  para  la 
publicación  de  las  operaciones  y  la  disolución  de  una 
sociedad ,  son  las  del  parage  en  que  esta  reside ,  por- 
que la  misma  ley  que  le  dio  origen  ,  y  b%jo  cuya  ga- 
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rantía  ha  subsistido ,  es  la  que  debe  presidir  á  su  di- 
solución. 

Cuando  el  contrato  lleva  consigo  una  condición  que 
se  ha  de  cumplir  en  otro  lugar ,  la  ley  del  punto  de  la 
redacción  y  no  la  del  Estado  del  cumplimiento  de  la 
condición  ,  será  la  que  arregle  las  formas ;  comn  si  se 
pactase  en  Madrid  dar  en  arrendamiento  una  finca ,  ^ 
condición  de  que  en  París  se  recibiese  en  arrenda- 
miento otra  finca ,  las  formalidades  del  arriendo  serian 
las  establecidas  por  las  leyes  de  España  y  no  por  las 
de  Francia,  en  donde  habia  de  verificarse  la  condición. 

Tratándose  de  las  formalidades  de  que  deben  es-  Deiseiioydei 
tar  revestidos  los  actos  lícitos  del  individuo  para  que  ^^8^*^''®- 
sean  eficaces  en  país  extranjero ,  hablaremos  del  sello 
y  del  registro ,  porque  estos  constituyen  una  garantía 
especial  en  los  contratos ,  y  pueden  considerarse  como 
formalidades  de  complemento. 

El  timbre  es  el  papel  sellado  que  debe  usarse  en 
las  escrituras  y  documentos  públicos  en  los  países  en  que 
se  encuentra  establecida  esta  contribución.  Aunque 
los  contratos  deben  redactarse ,  según  se  ha  manifes- 
tado j  con  las  formalidades  del  país  en  que  se  syustan, 
y  por  consiguiente  deben  estar  en  papel  sellado  con 
la  proporción  establecida ;  sin  embargo,  si  no  Ip  están jt 
no  se  pueden  declarar  ineficaces  por  esta  f^lta ;  la  ra- 
zón es ,  porque  siendo  el  timbre  un  impuesto  que  no 
afecta  mas  que  á  los  bienes  sitos  en  el  país  ,  cuando 
el  contrato  versa  sobre  bienes  extranjeros  ó  sobre  obli- 
gaciones que  se  han  líe  cumplir  en  país  extranjero, 
el  gobierno  del  Estado  en  que  se  redacta  el  contrato 
no  tiene  derecho  á  exigir  esta  contribución ,  ni  su  falta 
puede  producir  nulidad  en  el  Estado  extranjero.  Pero 
en  este  caso ,  es  decir ,  cuando  el  documento  proce- 
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de  de  país  extranjero ,  como  sucede  en  las  letras  de 
cambio ,  el  Grobierno  del  Estado  de  la  ejecución  tiene 
derecho  á  exigir  el  impuesto  del  sello  proporciona- 
do á  la  letra  sopeña  de  hacer  ésta  de  menos  eficacia 
y  validez. 

Lo  que  hemos  dicho  sobre  timbre  se  ussf  en  Ale- 
mania, en  Prusia  y  en  otros  Estados,  aunque  con  cier- 
tas modificaciones.  En  Inglaterra  se  declara  la  nulidad 
y  se  impone  la  multa  de  50  libras  sobre  la  letra  que 
no  está  en  papel  timbrado ,  pero  es  corriente  la  que 
carece  de  esta  formalidad,  si  está  girada  fuera  del  ter- 
ritorio británico. 

La  inscripción  ó  transcripción  de  un  acto  ó  de  un 
juicio  en  el  registro  público  ,  se  rige  de  diferente  modo 
según  los  estatutos  de  que  procede-  Cuando  el  acto  se 
refiere  á  una  persona,  como  por  ejemplo ,  á  destituir  á 
un  pródigo  de  la  administración  de  sus  bienes ,  este 
acto  no  solo  se  regirá  en  lo  esencial  por  las  leyes  del 
Estado  del  pródigo ,  sino  que  para  que  la  inscripción 
en  el  registro  público  surta  sus  efectos ,  deberá  hacer- 
se en  el  del  lugar  de  su  vecindad.  Y  tratándose  de  una 
hipoteca  ó  traslación  de  dominio  de  bienes  inmuebles, 
no  bastará  que  la  inscripción  y  demás  formalidades  se 
hagan  con  arreglo  á  la  ley  del  país  en  que  ha  tenido 
lugar  el  contrato ,  sino  que  será  preciso  que  se  sujete 
á  las  del  Estado  de  la  situación,  porque  todas  las  cues- 
tiones que  se  refieren  á  inmuebles  se  rigen  por  el  es- 
tatuto real. 
leyes  de  E»-  En  España,  la  falta  de  papel  sellado  en  un  oon- 
Ro  y*regi8iro.  trato  Ueva  consigo  la  pena  de  nulidad  por  la  ley  1.', 
tit.  24 ,  lib.  10  de  la  Novísima  Recopilación  ,  y  todas 
las  escrituras  deben  hacerse  ante  escribano  y  sentarse 
en  el  registro  de  la  escribanía. 
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CAPITULO  IV. 


Efectos  de  los  actos  lícitos. 


Los  conflictos  no  solo  pueden  nacer  de  las  forma- 
lidades intrínsecas  y  extrínsecas  de  los  actos  lícitos  de 
los  individuos ,  sino  que  también  proceden  de  las  con- 
secuencias que,  según  las  leyes  civiles  de  los  diversos 
Estados,  pueden  tener  estos  mismos  actos. 

Los  actos  lícitos  del  hombre ,  como  son  los  con- 
tratos ,  los  testamentos ,  los  esponsales ,  aun  cuando 
estén  conformes  con  los  estatutos  real ,  personal  y  de 
formas  ,  y  por  consiguiente  sean  válidos  en  todas  par- 
tes ,  sin  embargo,  en  sus  efectos  están  íujetos  á  va- 
riedad según  la  ley  del  Estado  en  que  se  hayan  de 
ejecutar.  El  contrato  que  en  un  Estado  produce  la 
obligación  solidaria ,  en  otro  permite  el  beneficio  de  la 
división:  los  herederos  que  según  una  legislación  que- 
dan obligados  in  solidum,  no  lo  están  según  otra  sino 
por  el  importe  de  las  respectivas  cuotas.  De  modo, 
que  los  efectos  de  los  actos  lícitos  del  hombre  son  di- 
ferentes según  la  legislación  á  que  se  sometan  sus  con* 
secuencias ,  ó  lo  que  es  lo  mismo ,  según  la  ley  que 
determine  su  ejecución. 

Principiaremos  el  examen  de  los  efectos  y  consecuen- 
cias de  los  actos  lícitos  del  individuo,  recordando  que 
para  determinar  la  ley  á  que  se  han  de  sujetar  en  su  ejer 
cucion  estos  actos,  es  preciso  que  en  sí  sean  válidos,  por- 
que un  contrato  ineficaz  no  puede  tener  consecuencias 
ni  efectos  de  ninguna  especie.  La  validez  de  los  con- 
tratos ,  como  se  ha  dicho  en  el  capítulo  anterior,  pro- 
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cede  de  su  conformidad  con  los  estatutos  ,  pues  ni  la 
voluntad  de  los  individuos,  ni  las  leyes  extranjeras  pue- 
den cambiar  esta  ley  inalterable.  Un  contrato  cualquie- 
ra sobre  inmuebles  en  el  que  los  contratantes  estén 
autorizados  para  obligarse  por  la  ley  de  su  pais ,  que 
la  obligación  sea  lícita  segjm  la  ley  del  lugar  en  que 
estén  los  inmuebles  ,  y  cuya  redacción  esté  arreglada 
á  las  formas  exteriores  del  lugar  en  que  ha  pasado, 
será  válido  desde  luego ;  pero  si  eii  este  contrato  no 
se  ha  expresado  toda  la  latitud  y  consecuencias  que  ha 
de  tener ,  nacerá  la  dificultad  de  cual  ha  de  ser  la  ley 
que  las  determine,  si  la  del  lugar' del  otorgamiento  ó 
la  del  de  la  ejecución;  La  venta  de  bienes  raices ,  si- 
tos en  Francia ,  hecha  en  España  por  un  francés  á  un 
español  >  será  válida  en  Francia  si  el  comprador  y 
vendedor  eslán  autorizados  por  sus  respectivos  esta- 
tutos para  verificar  el  contrato  ,  si  las  leyes  francesas 
no  prohiben  la  enagenacion  de  estos  bienes,  y  si  el  con- 
trato se  ha  fortnalizadx)  con  arreglo  á  la  ley  española. 
Pero  si  en  este  contratono  se  ha  hecho  mérito  de  nin- 
guna condición  de  saneamiento ,  por  ejemplo  ,  siendo 
en  Francia  diversa  la  ley  que  determina  la  eviccion  de 
la  que  existe  en  España  ,  nacerá  el  conflicto  de  cual 
de  estas  dos  legislaciones  ha  de  prevalecer  en  cuanto 
á  las  condiciones  de  esta  eviccion. 
u  voiuDtad  Se  ha  dicho  que  el  conflicto  nace  cuando  en  el 
de  acuerdo  con  contrato  uo  SO  expresan  las  condiciones  de  su  ejecu- 
ta suprema  ley  cion  ,  poTque  en  estos ,  la  voluntad  de  los  contratan- 
tes es  la  supíema  ley.  Cuando  en  un  contrato  legal, 
intrínseca  y  estrínsecamente  se  pactan  las  condiciones 
de  la  ejecución  6  la  ley  por  que  se  han  de  regir  sus 
consecuencias  ,  el  contrato  queda  perfecto  con  arreglo 
á  los  principios  de  jurisprudencia  universal ,  y  en  su 
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ejecución  no  puede  ocurrir  ningún  conílicto,  porque  el 
gobierno  extranjero  que.  reoono^^e  cpino  legítimo  este 
contrato,  no  puede  menos  de  aceptar,  co^o  su  pri- 
mera ley,  la  voluntad  d«  las  partes. 

Si  -en  el.  ejemplo  de  que  hemos  hecho  mérito,  se 
hubiesen  determinado  las  condiciones  de  la  evicoion, 
llegado  el  caso^  las  condiciones  pactadas  en  el  contra-^ 
to  serian  las  que  se  cumplirian  sin  miramiento  á  las 
leyes  españolas  ni  francesas,  porque  siendo  la  eviccion 
una  garantía  de  la  ley,  las  partes  pueden  por  su  vo- 
luntad ampliarla,  ó  renunciar  á  ella. 

Pero  cuando  estos  actos  lícitos  de  los  individuos, 
siendo  válidos  porque  están  conformes  con  los  respec- 
tivos estatutos,  no  tienen  en  sí  determinada  la  ley  por 
que  se  ha  de  regir  su  ejecución ,.  entonces,  como  he- 
mos visto,  nace  el  conflicto  que  resuelve  el  derecho 
por  la  presunción  legal.  Los  efectos  y  consecuencias  de 
todo  contrato,  en  aquello  que  no  está  esplícitamente pac- 
tado, se  juzgan  por  la  ley  del  lugar  á  que  la  presunción 
legalsupone  quese  han  sometido  las  partes  contratantes. 

La  presunción  legal  se  funda  en  aquella  voluntad    cuando  uene 
que  supone  la  ley  en  los  que  contratan ,  porque  está  Son  te£íi!" 
conforme  con  la  naturaleza  del  contrato  y  con  la  con- 
veniencia misma  de  las  partes. 

Los  contratos  en  cuya  ejecución  puede  intervenir  la 
presunción  legal ,  son  los  que  se  verifican  con  extran- 
jeros ó  entre  extranjeros,  y  los  que  se  han  de  cumplir 
en  pais  extranjero. 

En  los  contratos  hechos  por  extranjeros  de  distin- 
tas naciones,  la  presunción  legal  supone  que  estos  se 
han  sometido  á  la  ley  del  pais  en  que  han  verificado 
el  contrato,  no  solo  en  la  forma ,  sino  en  sus  conse- 
cuencias ,  si  no  se  expresa  lo  contrario.  Un  español, 
45 
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por  ejemplo,  recibe  en  París  una  cantidad  de  un  tos- 
cano  en  calidad  de  préstamo  ;  si  vencido  el  plazo  no 
paga  el  español,  se  verá  áujeto  á  las  consecuencias  del 
contrato  hecho  en  Francia ,  es  decir,  á  la  prisión  que 
no  imponen  por  deudas  terminantenííente  las  leyes  de 
España,  porque  no  habiéndose  expresado  que  se  re- 
cibía el  préstamo  con  arreglo  á  la  ley  española ,  se  en- 
tiende que  el  español  se  sujetó  á  la  ley  del  pais  en  que 
hizo  el  contrato.  Pero  si  los  contratantes  eran  españo- 
les, entonces  no  procederá  la  prisión,  porque  cuando  los 
otorgantes  extranjeros  son  de  un  mismo  Estado,  la 
presunción  legal  está  porque  contratan  con  arreglo  á 
la  ley  de  su  pais  ,  si  por  alguna  referencia  no  se  deja 
ver  lo  contrario. 

Cuando  no  median  escrituras  matrimoniales,  la 
presunsion  legal  supone  que  l?i  mujer  se  somete  al  es- 
tatuto personal  de  su  marido,  porque  esto  es  lo  natu- 
ral y  lo  conveniente  en  la  sociedad  conyugal.  Por  esta 
razón  una  francesa  poseedora  de  bienes  inmuebles  en 
Francia ,  si  se  casa  con  un  español  sin  reservarse  por 
escrituras  matrimoniales  el  derecho  de  administrar  sus 
bienes,  perderá  este  derecho,  que. pasará  al  marido, 
con  arreglo  á  la  ley  española.  Con  este  motivo  cojivie- 
ne  observar,  que  la  ley .  que  una  veíí  se  adopta  al  for- 
mar la  sociedad  conyugal,  es  inalterable  aunque  se 
cambie  la  nacionalidad ,  pues  de  no  ser  asi,  se  daria 
lugar  á  que  un  individuo  casado  bajo  la  ley  de  su  pais, 
poco  favorable  á  sus  intereses ,  se  hiciese  ciudadano 
de  otro  Estado,  en  que  esta  le  fuese  mas  ventajosa  pa- 
ra mejorar  su  condición  á  espensas  de  la  de  su  mu- 
jer y  contra  la  voluntad  de  esta ,  lo  cual ,  sobre  ser 
Inmoral ,  seria  contrario  á  los  principios  que  rigen  to- 
das las  sociedades. 
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En  los  testamentos  hechos  por  extranjeros  ó  eu 
pais  extranjero,  la  parte  que  solo  depende  de  la  vo- 
luntad del  testador,  es  decir,  la  que  no  está  regida 
por  los  estatutos  personal  y  real ,  se  interpreta  por  la 
ley  de  la  patria  del  testador,  porque  la  presunción  le- 
gal supone  que  esta  ley  fué  la  que  se  tuvo  presente 
al  testar.  Por  esta  presunción  de  la  ley,  si  el  testador 
dijese :  « instituyo  por  herederos  á  los  que  lo  serian 
« abintestato  »  se  supondrá  que  se  refiere  á  los  que  lo 
serian  por  la  ley  de  su  pais.  El  legado  de  «tantas  fane- 
gas de  tierra  »  se  supone  según  la  medida  del  pueblo 
del  testador. 

Esta  regla  de  que  en  los  testamentos  se  interprete 
la  voluntad  del  testador  por  la  ley  de  su  patria ,  se  en- 
cuentra consignada  en  algunos  códigos ,  como  el  de 
Prusia  y  Austria. 

Cuando  se  hace  un  contrato  en  un  Estado  para  que 
tenga  en  otro  su  cumplimiento,  la  presunción  legal  su- 
pone que  las  partes  han  querido  someterse,  en  cuanto 
á  los  efectos  del  contrato,  á  la  ley  del  lugar  de  la  eje- 
cución ,  si  otra  cosa  no  se  ha  expresado.  Así  es  que, 
tratándose  de  una  venta,  la  ley  del  lugar  de  la  ejecu- 
ción decidirá  sobre  las  formalidades  para  terminar  la 
obligación  y  sobre  los  efectos  del  contrato  ;  es  decir, 
la  garantía  recíproca  del  comprador  y  vendedor  sobre 
la  cosa  vendida ,  acerca  de  la  nulidad  de  la  venta  por 
lesión  ó  restitución  in  integrum,  y  sobre  la  medida  de 
las  tierras  ó  de  los  efectos  ,  la  clase  de  moneda ,  y  la 
obligación  de  indemnizar  daños  y  perjuicios  á  falta  de 
cumplimiento. 

De  acuerdo  con  esta  doctrina  el  artículo  311  de  la 
ley  española  de  enjuiciamiento  en  negocios  mercanti- 
les ,  previene  que  las  obligaciones  contraidas  en  pais 
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extranjero  no  sean  ejecutivas  en  Eepafia  sino  con  ar- 
reglo al  código  de  comercio;  y  el  255  de  este  código 
establece  /que  hablándose  genéricamente  en  un  con- 
trato de  horas  ó  leguas  ,  se  entiendan  las  del  pais  á 
que  se  refiere  el  contrato. 

Cuando  en  el  cumplimiento  de  los  contratos  ocur- 
ren accidentes  que  imposibilitan  su  ejecución ,  la  ley 
del  lugar  en  que  sobreviene  el  accidente  es  la  que  ri- 
ge su  resolución ,  porque  el  lugar  del  accidente  puede 
considerarse  como  el  del  cumplimiento  del  contrato, 
pues  que  en  él  áe  imposibilita  su :  ejecución.  El  lugar 
del  accidente  puede  mirarse  como  el  de  un  contrato 
nuevo  que  vale  mas  que  el  anterior-,  pues  que  lo  inva- 
lida ,  y  la  ley  de  este  lugar  es  la  que  debe  regir  su  re- 
solución. Si  un  español  menor  de  edad  comprase  por 
medio  de  su  curador  una  fábrica  sita  en  Francia ,  v  al 
verificarse  la  entrega  ocurriese  algxm  incidente  que  im- 
posibilitase el  cumplimiento  de  este  contrato  ,  como  si 
un  tercero  pusiese  pleito  al  vendedor  sobre  la  propie- 
dad de  la  fábrica  vendida,  entonces  el  curador  del 
menor  tendria  derecho  á  reclamar  daños  y  perjuicios 
del  vendedor ,  y  la  ley  francesa  seria  la  que  debería 
determinar  la  extensión  y  la  forma  de  esta  indemniza- 
ción. Esta  ley  local  decidiría  la  clase  de  acción  que 
competía  al  comprador  contra  el  vendedor ,  y  el  tanto 
por  ciento  de  interés  que;  debería  abonarse  al  menor 
por  el  capital  que  había  estado  parado  durante  estas 
operaciones  ,  porque  en  el  punto  donde  haoió  el  impedi- 
mento para  la  ejecución  del  contrato ,  es  donde  se  ha- 
bía de  percibir  el  interés  del  dinero  ,  y  no  percibién- 
dose ,  allí  nace  el  daño  ,  que  solo  allí  se  puede  valo- 
rar. Las  consecuencias  de  este  impediniiento  5  no  pre- 
visto en  el  contrato ,  se  sometan  á  la  ley  del  lugar  en 
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que  nace  el  impedimento,  porque  la  presunción  le- 
gal supone  que  si  las  partes  lo  hubiesen  prevista ,  se 
habrían  sometido  á  esta  ley ,  como  la  mas  confbrme 
con  la  naturaleza  del  mismo  contrato. 

Aunque  en  el  contrato  que  ha  de  tener  cumpü-*- 
miento  en  otro  Estado ,  la  presunción  legal  supone  que 
las  partes  se  sometía  á  la  ley  del  lugar  de  la  ejecución, 
en  cuanto  á  sus  efectos  j  sin  embargo  ,  de  esta  regla  se 
esceptuan  naturalmente  los  contratos  que  están  prohi* 
bidos  en  el  Estado  en  que  se  han  de  verificar.  Por 
tanto,  el  contrato  para  llevar  contrabando  á  un  Esta-^ 
do  no  podrá  ser  eficaz  en  él  >  como  sucede  en  España, 
con  arreglo  al  código  de  comercio ,  artí<^ulo  885;  ni  en 
Francia  podria  cumplirse  la  obligación  contraída  en 
país  extranjero  para  pagar  en  Paris  el  importe  de  bi- 
lletes de  lotería  5  porque  la  lotería  está  prohibida  en 
Francia ,  y  ningún  juez  francés  podria  apremiar  por  el 
cumplimiento  de  una  obligación  reprobada  por  las  le-- 
yes.  Por  esta  regla,  cuando  dos  regnieolas  se  trasla- 
dan á  pais  extranjero  para  celebrar  un  contrato  pro- 
hibido en  su  pais,  este  contrato  es  siempre  ¡nulo  por 
fraudulento, 

Otra  regla  para  suponer  legalmente  la  voluntad  de 
las  partes  ocurre  cuando  el  juitíio  deLnegocio  se  so- 
mete á  un  tribunal  que  no  es  el  del  lugar  de  la  ejecu- 
ción. En  el  caso  de  un  contrato  cualquiera  hecho  en 
Francia ,  y  para  efectuarse  en  Francia ,  si  residiendo 
el  deudor :  en  B^ana  el  acreedor  acude  á  perseguirle 
ante  los  tribunales  e3pañoles,  parece  que  por  este  he- 
cho se  somete  á  la  ley  de  España ,  y  si  se  tratase  de 
prescripción ,  la  ley  española  serviría  de  regla  para  de- 
terminar el  tiempo  y  demás  circunstancias ,  y  el  fallo 
del  tribunal  español  surtiría  sus  efectos  en  Francia, 
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salvo  si  estuviese  en  oposición  con  el  estatuto  real, 
tratándose  de  inmuebles. 
Resúmeo.  Eesumiendo  lo  expuesto ,  se  puede  concluir  que 

todo  acto  lícito ,  ya  sea  judicial ,  ya  extrajudicial,  ne- 
cesita para  su  validez  estar  conforme  con  el  estatuto 
personal  del  individuo  que  lo  ejecuta  ,  y  con  respec- 
to á  los  muebles  sobre  que  versa;  con  el  estatuto  real 
en  cuanto  á  los  inmuebles;  y  que  en  sus  formas: exte- 
riores, se  hayan  observado  las  leyes  del  Estado  de  la 
redacción.  Por  lo  tocante  á  los  efectos  y  consecuen- 
cias de  estos  actos ,  debe  aplicarse  la  ley  del  Estado 
que  se  haya  pactado  en  el  contrato;  la  que  la  presun- 
ción legal  suponga  que  han  querido  adoptar  las  partes, 
ó  la  del  lugar  en  que  haya  ocurrido  el  incidente  que 
imposibilite  la  ejecución  del  contrato. 

Por  último  /conviene  saber  ^  que  entre  los  efectos 
de  los  contratos  deben  enumerarse ,  el  examen  de  si 
la  obligación  es  real  ó  personal ,  si  la  obligación  es  so- 
lidaria ó  puede  invocarse  el  beneficio  de  la  división; 
si  los  herederos  de  un  otorgante  son  obligados  in  so- 
lidum  ó  por  pus  cuotas;  qué  parte  debe  pagar  los  gas- 
tos del  litigio ,  y  por  último  ,  la  solución  de  la  obli- 
gación. 

Según  la  jurisprudencia  de  España ,  los  contratos 
hechos  por  éxtranjerosresidentes  en  el  reino ,  del  mismo 
modo  que  los  ajustados  en  el  extranjero  para  cumplir- 
se en  España  ,  quedan  sujetos  en  cuanto  á  sus  efec- 
tos á  la  legislación  del  pais ,  como  se  verá  mas  exten- 
samente al  tratar  del  fuero  de  extranjería. 
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CAPITULO  V. 


De  la  competencia  de  los  jaeces. 


Hemos  tratado  hasta  aquí  de  laá  circunstancias  que 
constituyen  la  validez  de  actos  lícitos  y  de  los  efec- 
tos y  eonsecueneiaa  de  estos  mismos*  actoe  ,  conside- 
rando la  cuestión  en  abstracto  y  teóricamente;  ahora 
vamos  á  examinarla  prácticamente  investigando  el  mo« 
do  de  hacer  efectivos  en  cualquier  pais  los  contratos 
celebrados  en  el  extranjero;  es  decir ,  qtíe  se  y&  á  de- 
terminar el  derecho  con  que  se  puede  exigir  el  cum- 
plimiento de  estas  obligaciones  ante  un  juez  extranje- 
ro ,  y  las  formas  que  este  juez  deberá  usar  para  cum- 
plir suideber  en  tales  casos.  Por  consiguiente ,  la  pri- 
mera cuestión  que  conviene  analizar  es  la  que  se 
refiere  ala  competencia  del  juez  en  negocios  de  ex- 
tranjeros. 

Competencia  es  la  facultad  que  con  arreglo  á  los 
principios  del  derecho  de  gentes  ó  &  los  t)*atados  oor^ 
responde  á  un  juez  p^ra  conocer,  intervenir. y  fallar 
en  negocios  de  extranjeros. 

La  competencia  se  funda  en  el  principio  de  la  in^  Razoo  de  la 
dependencia  jurisdiccáonal  de  todo  Estado  que  no  per-  genefaf"^  ^^^ 
mite  el  que  en  su  territorio  se  ejerza  jurisdicción  ex- 
tranjera ni  se  ejecuten  leyes  de  otro  pais ,  y  que  al 
mismo  tiempo  sujeta  á  las  leyes  territoriales  á  los  ex-r 
tranjeros  residentes  en  el  territorio.  Cuando  el  extran- 
jero infringe  una  ley ,  como  su  juez  natural  no  puede 
juzgarie  en  territorio.extranjeiro ,  forzoso  es  que  el  del 
lugar  en  que  se  ha  cometido  el  delito ,  sea  el  que  le 
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imponga  la  pena.  Cuando  el  extranjero  por  falta  do 
sus  jueces  naturales  reclama  el  amparo  de  los  del  lu- 
gar en  que  reside ,  la  moral  pública  exige  y  aconseja 
la  conveniencia  quesea  oido  y  que  se  le  administre 
justicia.  De  modo,  que  la  competencia  de  los  jueces  en 
los  negocios  de  extranjeros  se  funda  también  en  la  re- 
cíproca conveniencia  de  los  Betados. 
Formas  de       En  cuanta  á.  las  formas  legales  de  que  ha  de  usar 

proceder   del  o  ^ 

jnez  compelen- el  juez  en  los  negocios  de  extranjeros ,  tampoco  per- 
mite la  independencia  jurisdiccional ,  ni  seria  conve* 
niente  en  ningún  caso  qué  fuesen  otras  que  las  del 
Estado  de  que  emana  la  jurisdicción  que  ejerce  el 
magistrado.  De  suerte  que  la  competencia  del  juea  y 
la  forma  de  los  procedimientos  se  han  de  regir  eiem- 
pre  poT  la  ley  del  lugar  en  que  se  entabla  el  litigio. 

Por  este  principio ,  en  Inglutenra,  decidirá  la  ley  in- 
glesa si  el  negocio  corresponde  ala  jurifidicoion  co- 
mún ó  á  la  de  equidad ,  y  en  España  si  debe  enta- 
blarse ante  el  juez  ordinario  ó  el  militar;  si  ha  de  ser 
por  procurador  y  letrado ,  ó  directamente  por  el  inte- 
resado,  y  cuáles,  de^an  ser  las  círcunstaucdasdel  po- 
der^ el  modo  dé  recibir  las  pruebas  >  la  ejecución  de 
la  tentencia ;  y  sus  apelaciones  y  el  pago  de  las  .costas. 
Las  reglas  del  derecho  que  determinan  la  compe- 
tencia de  los  jueces  territoriales  en  los  negocios  de  ex- 
tranjeros, son  diversas  según  la  naturaleza  de  los  ca- 
sos>  es  decir,  ai  el  extranjero  demanda  al  regnícola, 
si  este  demanda  al  extranjero ,  ó  si  el  pleito  tiene  lugar 
entre  dos  extranjeros. 
SemaDdasdei  Las  demandas  de  un  extranjero  contra  un  regni- 
tra^eiregnícoia  cola  son  admitidas  en  todas  las  naciones  civilizadas, 
porque  siendo  el  regnícola  justiciable  por  los  tribima- 
les  áe  su  país,  y  sometiéndose  áe^sel  extrajijero 
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en  el  hechi)'  de  constituirse  en  demandante ,  no  iay 
razón  legal  que  impida  el  ejercicio  de  la  jurisdicción 
territorial.  Ademájs ,  si  se  negase  este  derecho  al  ex- 
tranjero ,  se  ofrecería  á  los  regnicolas  un  medio  seguro 
de  faltar  h  los  compromisos  contraidos  en  pais  extran- 
jero ó. con  extranjeiH)s  ,  con  solo  acogerse  al  asilo  de 
la  patria ,  y  esta  inmoralidad  no  está  ni  aun  tolerada 
en  la  práctica  en  ninguna  nación. 

Pero  asi  como  la  justicia  exige  que  se  atiendan  las 
demandas  de  los  extranjeros  contra  los  regnicolas ,  tam- 
bién aconseja  la  prudencia  que  se  procure  al  regnico-r 
la  que  tiene  su  fortuna  al  descubierto  en  su  patria,  al-^ 
guna  defensa  contra  los. aventureros  de  otras  naciones; 
pues  no  deja  de  suceder  con  frecuencia  que  se  inten* 
ten  litigios  temerarios  por  gentes  de  mala  fé  para  con*^ 
vertirlos  en  objeto  de.  especulación ,  resueltos  á  aban-^ 
donar  el  país  cuando Iian> cumplido  sus  miras,. ó  cuan- 
do han  perdido  la  esperanza  de  conseguirlas. 

Por  esta  consideración  la  jurisprudencia  y  la  prác- 
tica de  casi  todas  las  naciones  de  Europa  ha  estable*^ 
cido ,  que  el  extranjero  que  demanda  al  regnícola ,  si  no 
posee  bienes  suficientes  en  el  Estado  del  litigio ,  haya 
de  prestar  fianza  de  abonar  daños  y  perjuicios. 

El  origen  de  esta  caución  procede  del  derecho  ro- 
mano ,  pues  las  leyes  romanas  obligaban  á  todo  des- 
mandante ,  fuese  regnícola  ó  extranjero ,  á  prestar 
ñanza.  Esta  regla  ha  sido  posteriormente .  adoptada  en 
los  códigos  de  muchas  naciones.  Por  el  art.  16  del 
cítíI  de  francia  y  el  166  del  de  procedimientos  ^  se 
establece  la  caución ,  fuera  de  los  casos  de  comercio, 
ó  cuando  el  demandante  .ex1a*anjero  posee  bienes  en 
Francia.  El  art.  33  del  código  civil  de  Cerdeña  la  con- 
signa igualmente  para  el  caso  en  que  el  demandante 
46 


Digitized  by 


Google 


—  362  — 

extranjero  no  tiene  domicilio  fijo  en  Oerd«ña  y  cuando 
existe  reciprocidad.  En  los  códigos  de  Austria ,  de  las 
Dos  Sicilias ,  de  los  Estados  Pontificios  y  de  otras  na- 
ciones se  encuentra  establecida  la  fianza  con  mas  ó 
menos  modificaciones .  .        i 

Las  leyes  de  España  nada  determinan  sobre  este 
punto;  pero  la  equidad  ácons^a  la  adopción  de  una 
medida ,  que  como  garantía  de  la  buena  fé  de  los  liti* 
gantes  está  sancionada  por  toda  Europa* 

Pero  como  esta  Q^wcion  pro  expmsis  se  encuentra 
establecida  en  favor  del  demsmdado  5  si  este  no  la  re- 
<;lama  ,  el  juez  no  podrá  exigirla  de  oficio.  Tampoco 
se  podrá  exigir  por  el  demandado  ,  cuando  la.  píresun- 
cion  legal  le  suponga  que  obra  de  mala  fó.  Esta  pre- 
«unción  legal  tendria  lugar  ^  si  no  habiéndose  exigido 
la  fianza  en  la  primera  instancia  se  pidiese  em  la  se- 
gunda al  entablarla  apelación  de' una  sentencia  en 
que  fuese  condenado  el  regnícola.  Además  que  siendo 
ia  demandado  fianza  un  artículo  de  incontestacion del 
demandado ,  éste  no  podría  usar  de  este  recurso  de 
incontestacion  ,  cuando  en  virtud  de  la  apelación  se 
Convierte  en  actor. 
Demandas  del  En  todas  las  naciones  cuy a  legislación  está  basada 
tre^irexiran-^obre.  el  derecho  romano ,  se  ha  reconocido  el  princi- 
^®''^'  '  pió  de  actor  sequitur  forumreiy  en  cuanto  á  Jas  ac- 
táones  personales.  Por  esta  razón  en  todo  el  ooatinen- 
te  de  Europa  se  encuentra  establecido ,  qfue  el  deman- 
dante por  acción  personal  debe  acudir  al  juez  del 
demandado ,  sea  regnícola  6  extranjero.  De  suerte  que 
por  regla  general ,  el  regnícola  que  demanda  á  un  ex- 
tranjero pop  obligaciones  ,  debe  acudir  al  juez  natural 
de>6ste  con  su  demanda. 
San  embargo^  esta  Tegla  g^eneral  admite  todas  aque- 
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Has  escepciones  que  se  derivan  de  la  naturaleza  del 
negocio ,  ó  que  emauaa  de  la  voluntad  esplícita  ó  taci- 
ta del  extrai\jeiK). 

En  el  jKPimer  caso  puede  ser  demandado  ei  extran- 
jero por  el  regnícola ,  en  contra  del  principio  de  ac- 
tor  seqmtwr/orum  rei/  cuando  lo  exige  la  continencia 
de  la  causa;  es  decir  ^  que  un  extranjero  puede,  sen* 
juzgado  por  un  tribuna  del  gs^tado  en  que  residOj 
cuando  el  juicio  procede  de  Un  incidente  I  cuyo  orí- 
gen  principal  esté  pendiente  del  conocimiento  del  tri-^ 
kmal  extranjero. 

En  los  negocios  mercantiles  ,  aunque  la  obligación: 
sea  indirecta ,  como  por  endoso  de  letras ,  se  procede 
contra  el  extranjero  ,  si  estas  llegan  á  poder  de  un  reg- 
nícola ,  porque  en  los  negocios  de  comercio  el  derecho 
de  gentes  no  reconoce  diferencia  entre  regnícolas  y  ex- 
tranjeros. 

Por  último ,  á  un  extranjero  bb  le  puede  sujetar  á 
jurisdicción  extraña  cuando  se  trata  de  medidas  urgen- 
tes y  provisionales  ,  porque  en  tales  casos  así  lo  acon- 
seja la  prudencia;  por  ejemplo ,  si  hay  peligro  de  que 
muera  el  extranjero ,  pueden  sus  acreedores  pedir  la 
venta  de  los  objetos  expuestos  á  perderse  por  la  es- 
tancación. También  si  los  acreedores  de  un  extranjero 
tuviesen  fundadas  sospechas  de  que  éste  trataba  de 
fugarse  ,  ocultando  sus  bienes  para  no  pagar ,  proce- 
dería el  embargo  provisional.  Ksta  escepcion  no  solo 
nace  de  la  conveniencia ,  sino  de  la  necesidad  de  evi- 
tar la  consumación  de  un  delito. 

En  España  ,  con  arreglo  á  los  artículos  364 ,  376  y 
378  del  código  de  comercio ,  para  asegurar  el  pago  de 
las  deudas  procedentes  de  obligaciones  mercantiles  ,  se 
provee  el  embargo  provisional  de  bienes  muebles  y 
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efectos  de  comercio  del  deudor,  cuando  este  es  ex- 
tranjero ,  6  siendo  español  cuando  no  tiene  domicilio 
ó  establecimiento  mercantil  ó  propiedades  de  arraigo 
que  puedan  responder.  Los  efectos  de  este  embargo 
provisional  cesan  si  en  el  término  de  treinta  dias  no  se 
traba  sobre  ellos  ejecución-  formal ,  y  el  acreedor  está 
obligado  á  deduciy  la  demianda  ejecutiva  dentro  de  ocho 
dias  siguientes  al  embargo  'provisional ,  pues  de  no 
hacerlo  así,  también  se  alza  «este. 

Las  escepciones  á  la  regla  de  actor  sequiím' forum 
rei ,  que  se  fundan  en  la  voluntad  esplícita  del  extran- 
jero ,  son  fáciles  de  comprender  ,  pues  no  ofrece  duda 
que  el  exti^njero  que  al  hacer  un  contrato  se  somete 
esplícitamente  por  una  de  sus  cláusulas  á  una  cierta 
jurisdicción,  queda  sujeto  á  ella  por  su  propia  vo- 
luntad. 

Pero  cuando  esta  es  tácita ,  no  se  puede  presimiir 
sin  la  intervención  de  la  ley ,  porque  de  lo  contraigo 
se  abriría  el  campo  á  las  suposiciones  provocadas  por 
el  interés  individual.  Así  es  que  en  los  actos  de  los, ex- 
tranjeros no  se  supone  la  voluntad  de  someterse  á  ju- 
risdicción extranjera  si  la  presunción  legal  •  no  lo  de- 
termina. 

Esta  presunción  existe  en  aquellos  contratos  hechos 
en  pais  extranjero  ,  y  cuyo  cumplimiento  ha  de  tener 
efecto  allí,  pues  la  ley  supone  que  el  que  contrate  una 
obligación  en  un  pais  extraño ,  se  somete  á  ser  compe- 
lido  á  su  cumplimiento  por  los  tribunales  de  este  mis- 
mo Estado  ,  así  como  aspira  á  que  estos  le  presten  su 
auxilio  para  compeler  á  su  vez  á  la  otra  pai-te ,  en  ca- 
so de  necesidad.  Por  esta  presunción  legal  puede  ser 
juzgado  el  extranjero  por  las  deudas  que  contraiga  en 
el  Estado  en  que  reside;  porque  el  individuo  que  con- 
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trae  deudas  en  país .  extranjero,  supone  la  ley  que'  se 
somete  á  la  jurisdicción  territorial  para  ser  perseguido 
si  no  las  paga.  También  podrá  serlo  en  caso  de  recon- 
vención contra  una  demanda  entablada  por  él ,  por- 
que en  el  hecho  de  ponerse  la  demanda  ante  tin  juez 
extranjero,  el  que  la  pone  se  somete  á  sn  jurisdicción, 
y  la  ley  supone  que  se  ha  querido  someter  á  todas  las 
consecuencias  del  juicio,  como  es  la  reconvención. 

Peto  conviene  observar  que  en  estos  casos  «n  que 
el  extranjero  puede  ser  demandado  por  fel  regnícola, 
no  e&  práctica  que  el  actor  presente  caución,  como 
sucede  cuando  el  regnícola  es  demandado  por  el  ex- 
tranjero. El  fundamento  de  esta  práctica  consiste  en  que 
la  fianza  de  una  protección  ó  garantía  establecida  en 
favor  del  regnícola ,  porque  este  puede  ser  siempre  de- 
mandado por  el  extranjero,  cuando  el  extranjero  no 
puede  serlo  por  el  regnícola  sino  en  casos  de  escepcion. 
Cuando  la  demanda  procede  de  la  acción  real ,  en- 
tonces no  tiene  aplicación  el  principio  de  actor  sequitv/r 
fontm  rei ,  porque  las  demandas  que  versan  sobre  in- 
muebles no  pueden  entablarse  sino  en  el  lugar  en  don- 
de se  encuentran  los  bienes ,  con  arreglo  al  estatuto 
real. 

A  pesar  de  lo  ajustada  que  está  á  los  buenos  prin- 
cipios la  doctrina  de  que  el  actor  debe  someterse  al 
fuero  del  reo,  en  todas  las  naciones  se  descubre ,  con 
mas  ó  menos  claridad^  la  tendencia  de  sujetar  al  ex- 
tranjero á  los  tribunales  del  país  cuando  reside  en  él, 
yasí»es.que  en  Alemania  para  juzgar  al  extranjero 
suele  considerarse  como  domicilio  su  residencia  mo- 
mentánea. En  Francia  se  ha  llevado  mas  allá  esta  pre- 
tensión ,  estableciendo  por  el  artículo  14  del  código 
civil  que  todo  francés  tiene  derecho  de  llevar  ante  sus 
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tribunales  á  cualquier  extranjero  que  le  esté  obligado, 
aunque  no  resida  en  Francia ,  y  aunque  la  obligación 
se  haya  contraido  en  país  extranjero.  El  extranjero 
asi  demandado  no  está  sujeto  á  caución ,  aunque  por 
incidemte  venga  á.  convertirse  en  ¡actor. 

En  InglateiTa  y  en  los  Estados  Unidos  puede  tam- 
bién el  regnícola  perseguir  al  extranjero  ante  el  juez 
del  lugar  en  que  se  encuentra ,  por  obligaciones  con- 
traidas fuera  de  Inglaterra  y  de  los  Estados  Unidos. 

No  puede"  menos  de  considerarse  como  una  exa- 
geración el  que  á  un  extranjero  ausente  se  le  quiera 
someter  ó  jurisdicción  extraña ,  porque  si  un  francés 
persigue  á  un  extranjero  ausente ,  ni  le  podrá  obligar 
á  comparecer,  ni  la  sentencia  del  juez  de  Francia  pro- 
ducirá efectos  en  el  lugar  de  la  residencia  del  conde- 
nado, como  pronunciada  por  un  juez  incompetente. 

La  práctica  seguida  en  Inglaterra^  aunque  con- 
traria á  la  doctrina  del  derecho  romano,  encierra  el- 
gran  principio  de  moralidad  y  de  protección  para  los 
regnícolas ,  de  que  el  extranjero  que  debe  á  un  in- 
glés no  tiene  asilo  en  el  suelo  británico  si  antes  no  pa- 
ga ,  porque  la  sociedad  ampara  al  acreedor  regnícola 
contra  el  deudor  extranjero  donde  quiera  que  le  en- 
cuentra. 

Esta  doctrina,  aunque  contraria,  como  se  ha  dicho, 
al  principio  de  actor  seqídtur  forum  ^'ei,  está  además 
fundada  en  otro  principio  de  mas  importancia  que  es 
el  de  la  soberanía  jurisdiccional ,  pues  asi  como  todo 
Estado  puede  castigar  al  extranjero  que  maltrata  á 
cualquiera  de  sus  individuos ,  así  también  le  puede 
obligar  á  cumplir  los  empeños  que  haya  contraido  con 
este  regnícola,  aunque  sea  en  país  extranjero,  porque 
esta  circunstancia  ni  altera  la  obligación  ^  ni  la  nacio- 
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nalidad  del  ÍDdividuo,  ni  el  derecho  q'ae  tiene  al  ám* 
paro  de  su  pais. 

Cuando  un  extranjero  acude  demandando  á  otro  Demandasen- 
extranjero  ante  un  tribunal  del  Estado  en  que  residen, 
la  competencia  con  respecto  al  actor  es  claía ,  pues 
que  en  el  hecho  de  acudir  al  juez  se  somete  á  su  ju- 
risdicción:  Pero  no  sucede  asi  con  respecto  &  el  reo, 
que  según  los  principios  del  derecho  no  puede  ser 
juzgado  sino  por  sus  jueces  naturales  ,  y  mucho  me- 
nos en  este  caso,  en  que  la  protección  que  se  debe 
al  regnícola,  y  que  hace  escus^ble  la  violación  de  las 
reglas  del  derecho,  no  existe ,  porque  no  es.  regnícola 
el  demandante  sino'extranjero.  Por  esta  razón  él  de-^ 
recho  declara  por  punto  general  incompetente  A  la  ju- 
risdicción territorial  en*los  negocios,  de  extranjeros.    ' 

Pero  de  la  misma  manera  que  en  ciertas  circuns- 
tancias puede  el  extranjero  quedar  sometido  á  los  tri- 
bunales del  país  en  que  reside  cuando  es  demandado 
por  el  regnícola ,  así  también  puede  serlo  cuando  es 
demandado  por  otro  extranjero. 

En  los  casos  de  conocida  mala  fe ,  ó  cuand-o  se  tra-- 
ta  de  medidas  urgentes  y  perentorias ,  la  jurisdictíion 
local  es  competente  aunque  el  negocio  tenga  lugar  en- 
tre extranjeros.  La  base  de  esta  escepcion  de  la  regla 
general  de  actor  sequitur  forum  reí  se  funda  en  la 
equidad  y  la  justicia,  porque  hay  circunstancias  en  que 
la  conveniencia  aconseja,  y  aun  la  moralidad  exige,  que 
los  tribunales  presten  su  apoyo  á  un  extranjero  hon- 
Tado  contra  un  aventurero  de  mala  fe.  Cuando  ocut*- 
rea  negocios  de  esta  clase  ,  como  los  jueces  naturales 
de  estos  extranjeros  no  pueden  administrarles  justicia 
porgúela  independencia  jurisdiccional  no  permite  en 
el   t^erritoffio  el  ejercicio  de  jurisdicción  extraña,  la 
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equidad  declara  competente  4  la  jurisdicción,  terri- 
torial. 

Por  esta  regla  es  competente  un  juez,  y  puede  su- 
jetar á  su  jurisdicción -ai  extranjero  en  los  casos  de 
fraude.  Cuando  ^n  extraiyero  huye  de  su  patria  para 
salvarse  del  apremio  de  sus  jueces  naturales  ,  enton- 
ces los  tribunales  de  todos  los  paises  son  competen- 
tes para  administrar  justicia  al  ofendido  si  reclama, su 
ampaí'o, 

También  pueden  los  jueces  intervenir  en  los  nego- 
cios de  extranjeros  cuando  se  trata  de  medidas  ur- 
gentes y  provisorias ,  como  es  mandar  el  depósito  de 
cantidades  ,.la  sepai-acion  provisional  de  los  cónyuges, 
los  alimentos  provisionales  de  la  mujer,  el  inventario 
y  administración  provisional  de  bienes  abandonados  y 
otros  semejantes ,  porque  con  estos  actos  el  juez  no 
impone  jurisdicción,  sino  remedia  un  mal  por  medio 
de  su  autoridad  protectora. 

También  puede  someterse  el  extranjero  á  la  juris- 
dicción del  Estado  en  que  reside  cuando  es  demanda- 
dx)  por  otro  extranjearo,  si  la  obligación  que  produ- 
ce la  demanda  ha  sido  contraída  en  el  país  en  que  se 
entabla  el  pleito,  porque  la  presunción  legal  supone 
que  estos  se  han  sometido  ala  jurisdicción  territorial, 
como  dejamos  manifestado  al  tratar  de  los  juicios  en 
que  el  regnícola  demanda  al  extranjeit). 

No  solo  se  funda  esta  escepcion  en  la  presunción 
legal^  sino  que  la  exige  el  decoro  de  las  naciones,  por- 
que uúa  vez  establecido  el  que  los  extra.njeros  pue- 
dan tratar  y  contratar  en  cualquier  pais ,  y  que  la 
forma  exterior  de  sus  contratos  se  rija  por  la  ley  del 
lugar  de  la  gestión  ,  es  natural  y  aun  necesario  que 
el  poder  que  autorizó  el  contrato  ^e?L  eficaz  para  obli- 
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gar  á  su  cumplimiento,  pues  de  otro  modo  seria  has- 
ta ofensivo  para  la  dignidad  de  un  Estado  el  que  los 
extranjeros  pudiesen  burlarse  de  compromisos  hechos 
bajo  la  salvaguardia  de  sus  leyes ,  y  garantidos  con 
el  sello  de  sus  autoridades. 

Esta  es  la  práctica  generalmente  admitida  en  Eu- 
ropa ;  sin  embargo,  en  Francia  no  se  puede  detener 
en  un  puerto  ningún  buque  extranjero  aunque  sea 
reclamado  como  medida  provisoria  por  otro  extranje- 
ro; ni  en  España  pueden  tampoco  ser  detenidas  las 
naves  extranjeras  como  medida  provisional ,  sino  por 
deudas  contraidas  en  territorio  español  y  en  beneficio 
de  la  misma  nave ,  según  el  artículo  605  del  código  de 
comercio. 

En  Inglaterra  un  extranjero  puede  llevar  ante  un 
tribunal  inglés  á  otro  extranjero  aunque  sea  por  obli- 
gaciones contraidas  fuera  de  Inglaterra.  El  solo  jura- 
mento del  acreedor  afirmando  que  el  deudor  le  debe 
mas  de  20  libras  y  que  pretende  ausentarse,  basta 
para  producir  el  arresto  que  puede  mandar  un  tribu- 
nal superior ,  pues  los  de  equidad  solo  prohiben  la 
salida  del  reino  al  deudor  mientras  no  pague.  A  con- 
secuencia de  esta  práctica  se  ha  dado  caso  de  que  un 
españolresidente  en  Inglaterra  haya  sidodemandado  an- 
te los  tribunales  ingleses  por  otro  español  y  por  deudas 
contraidas  en  España  ,  y  que  al  demandado  se  le  ha- 
ya constituido  en  prisión.  Este  hecho ,  en  rigor  de 
principios ,  es  monstruoso ,  porque  destruye  la  inviola- 
bilidad que  acompaña  á  todo  extranjero  mientras  ob- 
serva las  leyes  del  pais  durante  su  residencia  en  él; 
porque  hace  extensiva  la  jurisdicción  territorial  á  los 
extranjeros  y  á  sus  actos  lícitos  anteriores  á  su  entra- 
da en  el  pais ,  y  sobre  todo ,  porque  el  deudor  espa- 
47 
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ñol  Dunca  pudo  creer  que  entre  las  consecuencias  de 
su  falta  de  pago  pudiera  contarse  la  pena  corporal 
que  no  imponen  las  leyes  de  España. 

Está  práctica  ,  aunque  exaj erada ,  se  funda  en  el 
gran  principio  de  moralidad  de  que  el  suelo  inglés 
ampara  á  todo  acreedor  contra  el  deudor  de  cual- 
quiera naturaleza  y  procedencia  que  sea.  Y  segura- 
mente ,  si  esta  doctrina  se  adoptase  en  toda  Europa, 
aunque  con  algunas  modificaciones ,  no  se  vería  con 
tanta  frecuencia  á  algunos  extranjeros ,  que  después 
de  haber  estafado  en  su  pais  á  gentes  de  buena  fé, 
pasan  á  otras  naciones  á  disfrutar  del  producto  de 
sus  estafas ,  escudados  con  la  incompetencia  para  juz- 
garlos de  los  jueces  territoriales.  Una  vez  adoptada  es- 
ta doctrina  en  todas  partes  perdería  su  dureza  por  la 
reciprocidad. 

Se  ha  calificado  de  exagerada  esta  práctica ,  por- 
que sujeta  al  deudor  á  mas  pena  que  la  que  le  impone 
la  ley  del  contrato  ,  y  desearíamos  verla  modificada, 
autorizando  la  persecución  del  deudor  por  todas  par- 
tes ,  pero  bajo  los  términos  del  contrato;  es  decir,  que 
el  inglés  ó  francés ,  deudor  por  contratos  hechos  en 
su  pais,  pudiese  ser  preso  en  España;  pero  que  el 
deudor  español  no  pudiese  serlo  ni  en  Inglaterra  ni  en 
Francia  tratándose  de  contratos  hechos  en  España. 

La  regla  que  se  observa  en  Austria  es  muy  reco- 
mendable. El  arresto  del  extranjero ,  ó  el  embargo  de 
sus  bienes  por  deudas,  se  hace  siempre;  pero  bajo 
caución ,  y  dentro  del  plazo  de  qnince  dias ,  debe  en- 
tablarse el  pleito  principal ,  en  el  que  no  saliendo  vic- 
torioso el  demandante ,  es  condenado  en  los  daños  y 
perjuicios. 
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CAPITULO  VI. 


Fmro  de  extranjerid  en  España. 


La  OTande  importancia  que  en  España  se  ha  dado      origen  del 
,         .        .     ,  ,  ^  ,  ,.,    fuerodeestran- 

al  fuero  de  extranjería ,  y  lo  confuso  y  controvertido  jería. 

de  esta  materia^  nos  induce  á  tratarla  en  capítulo  se- 
parado. 

El  administrar  justicia  á  los  extranjeros,  que  por 
el  derecho  de  gentes  es  exclusivo  del  señorío  jurisdic- 
cional ,  también  lo  es  en  España ,  pero  de  una  manera 
privilegiada,  porque  los  extranjeros  disfrutan  en  Espa- 
ña de  un  fuero  escepcional ,  en  virtud  del  cual  no  pue- 
den ser  juzgados  sino  por  sus  jueces  especiales. 

Pretenden  algunos  que  el  fuero  de  extranjería  tu- 
vo  principio  en  España  por  el  tratado  de  Munster  de 
1648,  por  el  cual  el  Sr.  D.  Felipe  IV  concedió  mul- 
titud de  esenciones  y  privilegios  á  los  subditos  de  los 
Estados  generales  de  las  Provincias  Unidas;  pero  si  bien 
es  cierto  que  aquella  generalidad  de  concesiones  sir- 
\ió  posteriormente  como  de  modelo  para  pactos  con 
otras  potencias ,  y  que  de  allí  mismo  pudo  deducirse, 
como  una  ampliación ,  el  fuero  de  extranjería,  también 
lo  es  que  en  el  tratado  de  Munster  nada  se  pactó  di- 
recta y  espresamente  sobre  este  particular. 

La  primera  vez  que  hubo  de  pactarse  espresamen- 
te y  con  alguna  solemnidad  fué  en  el  tratado  de  1667  . 
con  la  Gran  Bretaña.  AUí  y  en  los  siguientes  tratados 
se  principió  á  dar  fuerza  á  una  concesión  privada  he- 
cha por  el  Sr.  D.  Felipe  IV  en  1645  en  favor  de  al- 
gunos ingleses  residentes  en  Andalucía ,  con  motivo  de 
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servicios ,  harto  mezquinos  en  verdad ,  si  se  compa- 
ran con  la  importancia  y  trascendencia  de  la  concesión 
,    que  motivaron. 

Por  latfealcédula  de  9  de  Noviembre  de  1645  se 
concedió  á  los  ingleses  ,  entre  otros  privilegios  ,  el  fue- 
ro de  un  juez  conservador  para  que  cuidase  de  que 
se  les  guardasen  las  gracias  concedidas ,  y  les  adminis- 
trase justicia  en  aquellos  pleitos  y  causas  civiles  y  cri- 
minales que  ocurriesen  entre  ellos ,  declarándose  que 
en  los  que  pudiesen  suscitarse  entre  ingleses  y  españo- 
les ,  ú  otros  extranjeros ,  solo  se  les  conservase  el  fue- 
ro cuando  fuesen  reos ,  pero  no  en  el  caso  de  ser  ac- 
'    tores. 

Esta  concesión  verdaderamente  impremeditada ,  de 
ser  aína  ley  civil ,  pasó  á  serlo  internacional ,  por  ha- 
berse confirmado  posteriormente  en  el  tratado  de  1667 
con  la  Gran  Bretaña ,  en  el  de  9  de  diciembre  de  1713 
con  dicha  potencia ,  y  en  los  convenios  celebrados  en- 
tre la  ciudad  de  Santander  y  los  ingleses  residentes  en 
Bilbao  en  12  de  setiembre  de  1700,  cuyos  capítulos 
fueron  aprobados  en  el  art.  2.**  del  tratado  de  Utrech 
de  14  de  diciembre  de  1715 ,  y  confirmados  en  el  de 
Madrid  de  igual  fecha. 

Como  se  vé,  el  fuero  de  extranjería  procede  de 

una  concesión  especial  hecha  á  los  ingleses  establecidos 

en  Andalucía ,  convertida  después  en  ley  del  reino  en 

virtud  de  una  real  cédula ,  y  confirmada  mas  tarde  por 

estipulaciones  y  tratados  solemnes. 

Potencias  que       El  principio  adoptado  con  sobrada  ligereza  é  inde- 
tíenen  derecho ,         .        .  .  .  .     .  ,      . 

al  fuero  de  ex-  terminación  •  y  no  sm  consecuencias  posteriores  harto 
traojerfa.  ^ 

perjudiciales  para  la  España ,  de  pactar  con  algunas 

potencias  la  concesión  de  considerar  á  sus  subditas  co- 
mo los  de  la  mas  privilegiada  y  favorecida ,  hubo  de 
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hacer  extensivo  á  los  franceses  el  privilegio  del  juez 
conservador  concedido  á  los  ingleses ,  pues  en  el  pac- 
to de  familia  de  15  de  agosto  de  1761  ya  se  hicieron 
extensivos  á  esta  potencia  los  tratados  de  1667  ,1713 , 
y  1715 ,  celebrados  con  la  Inglaterra. 

Por  el  mismo  principio  el  Portugal  estipuló  en  sus 
tratados  de  10  de  febrero  de  1763  y  24  de  marzo  de 
1768  ,  que  serían  extensivos  á  los  portugueses  los  tra- 
tados con  la  Inglaterra  de  1667  y  1713.  Y  por  últi- 
mo la  Holanda ,  Suecia ,  Dinamarca ,  Ñapóles ,  Austria 
Parma  ,  Toscana  y  Cerdeña  obtuvieron  por  tratados  su- 
cesivos el  derecho  de  ser  considerados  como  la  nación 
mas  favorecida ,  quedando  escluidos  de  esta  concesión 
la  Confederación  Germánica ,  Rusia ,  Prusia  y  Estados 
Unidos  de  América. 

En  el  capitulo  3/ del  título  1."  al  tratar  del  co- 
mercio ,  se  ha  hecho  la  historia  del  progreso  en  la  in- 
serción de  esta  cláusula;  bastará  por  ahora  dejar  con- 
signado que  las  naciones  que  la  han  pactado  han  te- 
nido derecho  al  fuero  de  extranjería ,  concedido  en  su 
origen  á  los  ingleses. 

La  falta  de  conocimiento  sobre  el  derecho  interna- 
cional positivo ,  hizo  que  muchos  creyesen  que  este 
fuero  de  extranjería  se  extendía  á  todos  los  extranjeros 
indistintamente ,  y  la  necesidad  de  uniformar  en  cuan- 
to fuese  posible  este  ramo  de  la  administración  de  jus- 
ticia ,  hubo  de  inclinar  á  su  vez  al  Gobierno  á  tolerar 
este  error ,  viniendo  á  resultar  que  en  la  práctica  ge- 
neralmente admitida  hoy  en  España ,  todo  extranjero 
goza  el  fuero  privilegiado  de  extranjería.  Decimos  que 
esta  práctica  se  encuentra  generalmente  adoptada ,  por- 
que no  faltan  escepciones.  En  algunas  provincias ,  aun- 
que pocas ,  no  se  observa  con  toda  puntualidad,  y  al 
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mismo  tiempo  hay  ejemplares  de  que  en  competencias 
sobre  negocios  de  extranjeros ,  el  tribunal  supremo  de 
justicia  haya  fallado  en  favor  de  la  jurisdicción  ordi- 
naria. Pero  á  pesar  de  todo  es  constante  que  está  re- 
conocido este  fuero  por  el  ministerio  de  Estado  y  por 
el  supremo  tribunal  de  Guerra  y  Marina ,  y  ejercido  en 
casi  todas  las  provincias  de  España  ^  menos  en  las  de 
Ultramar ,  porque  estas  están  fuera  de  los  tratados  co- 
mo se  ha  expuesto  en  otro  capítulo.  Sin  embargo ,  se- 
ria de  desear  que  el  Gobierno  publicase  una  instruc- 
ción ,  en  que  se  consignasen  terminantemente  las  con- 
diciones y  extensión  del  fuero  de  extranjería ,  y  las 
circunstancias  que  hablan  de  concurrir  en  el  extranje- 
ro para  disfrutar  de  él ,  ó  que  de  una  vez  quedase  de- 
rogado por  la  publicación  de  nuevos  códigos ,  que  lo 
hiciesen  incompatible  con  la  administración  de  justicia, 
pues  la  multitud  de  cuestiones  que  con  sobrada  fre- 
cuencia suscita  5  no  dejan  de  embarazar  las  relaciones 
amistosas  con  las  potencias  extranjeras. 
Soleá  los  ex-       Conocido  ya  el  origen  del  fuero  de  extranjería,  y 

señóles  alean- las  potencias  que  están  en  posesión  de  él,  procede  exa- 
zaelfnero.  .         ,       i         .         x        -  ,  /  , 

mmar  la  clase  de  extranjeros  y  los  casos  á  que  es  apli- 
cable esta  legislación  especial. 

El  fuero  de  extranjería  solo  alcanza  á  aquellos  ex- 
tranjeros ,  que  con  arreglo  á  las  leyes  de  España  es- 
tán en  la  categoría  de  transeúntes  ,  porque  son  los  que 
conservan  su  calidad  de  tales  extranjeros. 
Extensión  del  ^^  extensión  del  fuero  de  extranjería  está  consig- 
íranjería^  ^^'  nada  en  el  real  cédula  de  9  de  noviembre  de  1645, 
que  es  ,  como  se  ha  visto  ,  el  origen  de  esta  concesión: 
dice  así :  «  Y  por  la  presente  quiero  y  es  mi  voluntad. 
«  y  declaro  que  cuando  los  pleitos  fueren  entre  los  de 
(i  vuestra  nación  ( los  ingleses ) ,  ora  seáis  actores ,  ora 
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« reos ,  y  las  causas  fueren  civiles  ó  criminales ,  habéis  • 
« de  gozar  solamente  del  dicho  privilegio  y  sus  calida- 
«  des ,  y  cuando  los  dichos  pleitos  fueren  con  españo- 
« les  ó  con  otras  personas  de  diferentes  naciones ,  el 
«juez  conservador  haya  de  conocer  y  conozca  sola- 
« mente  de  las  causas  en  que  fueredes  civil  ó  criminal- 
« mente  reos  convenidos  ,  y  no  cuando  fueredes  acto- 
a  res  demandantes.  » 

En  el  contesto  de  esta  real  cédula  se  parte  del 
principio  de  que  los  ingleses  pueden  tener  en  España 
pleitos  entre  si  con  otros  extranjeros ,  y  aun  con  los 
mismos  españoles ,  y  que  en  unos  casos  y  en  otros 
pueden  ser  demandantes  6  demandados.  Por  consi- 
guiente ,  se  admiten  los  casos  de  que  el  extranjero 
pueda  demandar  al  regnícola ,  y  que  los  extranjeros 
puedan  demandarse  reciprocamente  ante  los  tribunales 
españoles ,  y  en  estos  casos  se  declara  que  el  fuero 
del  juez  conservador  solo  es  pasivo  y  que  alcanza  tan- 
to á  lo  civil  como  á  lo  criminal. 

Esta  doctrina  estaba  ya  reconocida  mucho  antes 
que  se  hubiese  concedido  el  privilegio  del  juez  conser- 
vador, pues  en  la  ley  15,  titulo  1/,  Partida  1.'  se 
consagra  el  principio  de  que  los  españoles  solo  pue- 
den ser  juzgados  por  sus  leyes  ,  y  que  los  extranjeros 
que  hayan  contratado  en  España  quedan  sujetos  á  las 
leyes  españolas.  Dice  la  ley :  «  Todos  aquellos  que  son 
« del  señorío  del  facedor  de  las  leyes  son  tenudos  de 
« judgarse  por  ellas  et  non  por  otro  escripto;  et  eso 
fi^)iesmo  decimos  de  los  que  fuesen  de  otro  señorío  que 
^feciesm  hi pleito  ó  postura  ó  hierro  en  la  tierra  donde 
« sejudffose.yy  Y  en  el  mismo  sentido  se  expresa  la  ley 
15 ,  titulo  14,  Partida  3.'  que  previene:  «  Que  si  por 
a  aventura  alegase  ley  ó  fuero  de  otra  tierra  que  fuese 
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«  fuera  de  nuestro  señorío ,  mandamos  que  en  nuestra 
a  tierra  no  haya  fuerza  de  prueba.  » 

De  acuerdo  con  estas  leyes  de  Partida  y  con  la 
real  cédula  de  1645 ,  en  lo  que  no  se  refiere  al  juez 
conservador ,  el  artículo  20  del  código  de  comercio  de- 
termina que  los  extranjeros  que  contraten  mercantil- 
mente en  España  queden  sujetos  en  las  consecuen- 
cias de  sus  actos  á  las  leyes  y  tribunales  españoles  de 
comercio. 

Aunque  estas  leyes  que  quedan  citadas  solo  pare- 
ce que  se  refieren  á  los  pleitos  ó  causas  que  ocurran 
á  los  extranjeros  residentes^  en  España ,  sin  hacerse 
mérito  de  los  que  traigan  su  origen  de  obligaciones 
contraídas  fuera  de  España ,  sin  embargo ,  como  no 
exista  una  prohibición  terminante  ,  y  como  por  el  con- 
trario aconseje  la  moralidad  en  algunas  circunstancias 
el  que  se  preste  el  amparo  de  la  justicia  al  extranje- 
ro que  se  somete  á  la  jurisdicción  territorial ,  no  debe 
dudarse  que  los  jueces  españoles  ,  protectores  de  ex- 
tranjeros ,  serán  competentes  en  los  pleitos  que  entre 
estos  se  susciten  ,  aunque  no  procedan  precisamente 
de  obligaciones  contraidas  en  España  ,  siempre  que  la 
presunción  legal  ó  la  urgencia  del  negocio  autoricen 
el  procedimiento ,  según  hemos  manifestado  anterior- 
mente. 

ílsta  consideración  aumenta  su  importancia,  por- 
que en  cierto  modo  se  encuentra  confirmada  en  los 
tratados.  Por  el  artículo  7."*  del  de  Utrech  ajustado 
con  la  Inglaterra  se  declara  quedar  abiertas  las  vias 
ordinarias  de  la  justicia  para  que  los  subditos  de  ara- 
bos Estados  puedan  alegarla  y  obtenerla  según  las  le- 
yes de  uno  y  otro  reino.  En  el  art.  29  del  de  1/  de 
mayo  de  1725  con  el  Austria  se  conviene  en  que  las 
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avenencias  de  los  cónsules  solo  sean  apelables  ante  los 
jueces  del  país.  Por  último ,  en  el  20  del  de  1795  con 
los  Estados  Unidos  se  previene  que  los  subditos  de 
ambas  potencias  puedan  acudir  á  los  tribunales  res- 
pectivos para  pedir  justicia ,  la  que  se  les  administra- 
rá como  si  fuesen  naturales.  De  suerte ,  que  cuando  por 
estas  estipulaciones  quedan  abiertos  los  tribunales  es- 
pañoles para  administrar  justicia  álos  extanjeros  co- 
mo si  fuesen  naturales ,  no  cabe  duda  en  que  los  jue- 
ces españoles  son  competentes  por  lo  menos  en  todo 
negocio  que  proceda  de  demanda  de  un  extranjero, 
siempre  que  el  caso  sea  de  los  establecidos  por  el  de- 
recho internacional  civil ,  es  decir ,  por  obligaciones 
contraidas  en  España  6  para  tener  cumplimiento  en 
España ,  ó  cuando  la  demanda  se  refiera  á  medidas 
urgentes  y  provisionales. 

Resumiendo  lo  expuesto  se  puede  concluir,  que- 
los  extranjeros  residentes  en  España  pueden  deman- 
dar al  regnícola  en  todas  circunstancias  ,  y  que  en  es- 
te caso  se  les  puede  sujetar  á  la  caución  jy>*o  expen- 
sis  si  el  juez  lo  estimase  conveniente ;  que  pueden  ser 
demandados  por  el  regnícola  ó  demandarse  entre  sí 
por  obligaciones  contraidas  ó  que  se  hayan  de  cum- 
plir en  España  ó  por  cuestiones  urgentes  y  proviso- 
rias ,  y  por  último ,  que  en  todos  estos  casos ,  el  juez 
natural  de  los  extranjeros ,  cuando  son  reos  es  el  que 
procede  del  privilegio  de  su  faero. 

Sobre  si  el  fueío  de  extranjería  debe  considerar- 
se extensivo  al  conocimiento  de  las  causas  criminales, 
se  han  suscitado  dudas  en  varias  ocasiones ,  sostenien- 
do la  opinión  contraria  personas  muy  respetables ,  en- 
tre ellas  el  distinguido  diplomático  conde  de  Ofalia.  En 
un  informe  dado  al  Gobierno  por  este  célebre  esta- 
48 
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dista  en  1821 ,  con  motivo  áe 'haberse  abolido  por  las 
Cortes  el  fuero  de  extranjería ,  demostró  su  existen- 
cia y  observancia ,  pero  suponiendo  que  era  paramen- 
te civü. 

Esta  opinión  se  ha  fundado  siempre  en  la  feal  cé- 
dula de  24  de  octubre  de  1782 ,  qiee  es  la  ley  8/,  ti- 
tulo 36 ,  libro  12  de  k  Novísima  Eecopüaeion ,  por  ia 
que  parece  que  se  establece  el  desafuero  de  los  ex- 
tranjeros en  los  delitos  contra  el  orden  público.  Dice  la 
ley:  «  He  venido  en  mandar  que  todas  las  justicias  de 
«  mis  reinos  y  señoríos  en  sus  respectivas  jorisdiccic»- 
«  nes  procedan  contra  los  extranjeros  transeúntes  6  do- 
«  midüados  de  cualquier  nación ,  qne  delinquiesen  ¿ 
« infringieren  los  bandos  públicos  ,  etc.  » 

Pero  aun  soponiendo  -que  este  desafuero  no  se  li- 
mitase solo  á  los  delitos  contra  los  bandos  de  policía 
y  buen  gobierno  ,  sino  que  se  extendiese  á  íodas  las 
cansas  criminales ,  como  los  fueros  que  se  supom'an 
■derogados  par  esta  ley  fueron  después  robustecidos  per 
tratados  posteriores  á  la  misma  ley ,  claro  es  que  la  ley 
á  su  vez  debería  quedar  derogada  por  estos  tratado?. 

En  3  de  setiembre  de  1783 ,  es  decir ,  al  a5o  si- 
guiente de  la  expedición  de  la  real  cédula  citada ,  se 
ajustó  en  VersaDes  un  tratado  éntrela  España  y  la 
Inglaterra ,  en  cuyo  artículo  2.'  se  estipuló  la  renova- 
ción y  confirmación  de  los  tratados  anteriores ,  citán- 
dose terminantemente  los  'de  1667^^  1713  ,  en  qne  es- 
taba pactado  el  fuero  de  extranjería,  tanto  en  lo  civil 
co(mo  en  lo  criminal,  según  queda  demostrado,  y 
subsistiendo  el  fuero  para  los  ingleses  no  'pudo  menos 
de  subsistir  para  las  demás  naciones  que  tenían  en 
aquél  tiempo  pactada  la  clá/t¡LS«iIa  de  ser  tratadas  co- 
mo la  nación  mas  favorecida. 
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No  será  impropio  de  este  lugar  el  hacer  aigima  li- 
jara iadicacion  relativa  al  error  en  que.  muchas  perso^ 
ñas ,  y  algunas  bastante  ilustradas ,  han  incurrido  su- 
poniendo, que  la  eoneesi|On  del  fuero  de  extranjería  en 
lo  erinüual  es  un  privilegio  peijudicial  &  la  administra- 
ción de  justicia. 

Convenimos  en  que  el  fuero  civil  sea  un  verdade- 
ro privilegio  en  favor  de  los  extraiyeros ,  porque  los 
separa  de  la  jurisdicción  ordinaria  sin  utilidad  para  el 
país ,  aunque  de  poca  consideración  y  pues  que  ed  juez 
que  juzga  es  español,  y  española  la  ley  porque  sojuz- 
ga; pero  en  lo  criminal  el  privilegio  es  en  favor  del 
Gobierno ,  porque  somete  los  crímenes  de  los  extran- 
jeros á  una  ley  mas  severa  y  á  procedimientos  mas 
sumarios ,  siempre  favorables  á  la  represión  de  los  de- 
litos y  al  justo  desagravio  de  la  vindicta  pública. 

Sobre  si  los  extranjeros  pueden  ser  desaforados  hay  Deíos  casos 
diversidad  de  opiniones.  Creen  algunos  que  este  fuero  *^®  ^®®"''^®''®- 
de  extranjería  es  tan  personal  que  en  ningún  caso 
cabe  el  desafuero ,  otros  consideran  que  el  fuero  de  los 
extranjeros  es  el  militar ,  y  por  consiguiente  suponen 
como  parte  del  fuero ,  el  desafuero  en  los  ca^os  en  que 
las  leyes  militares  lo  establecen. 

El  fundamento  de  estas  dos  opiniones  es  inexacto. 
El  fuero  de  extranjería  por  muy  personal  que  sea ,  no 
deja  de  estar  sujeto  á  aquellas  modificaciones  que  exi- 
gen las  circunstancias  y  la  organización  interior  del 
Estada ,  porque  ninguna  nación  puede  ser  obligada  á 
cumplir  estipulaciones ,  que  el  tiempo  y  las  circunstan- 
cias hacen  incompatibles  con  la  administración  públi- 
ca. Como  una  prueba  del  respeto  que  siempre  ha  me- 
recido esta  verdad,  puede  citarse  que  poco  después 
de  esítipularse  el  fuero  de  extranjería  se  excluyeron  de 
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él  las  causas  de  contrabando  ,  sin  que  ninguna  de  las 
potencias  interesadas  en  su  existencia  se  creyese  en 
derecho  de  reclamar. 

Tampoco  el  fuero  de  extranjería  es  el  militar ,  por- 
que aquel  nace  de  los  tratados  y  este  de  las  ordenan- 
zas. El  fuero  militar ,  en  su  mas  lata  acepción ,  es  la 
suma  de  privilegios  y  consideraciones  sociales  que  la 
ley  ha  querido  conceder  á  una  clase  distinguida  de  la 
sociedad,  y  de  los  que  despoja  á  los  individuos  que  por 
sus  actos  dejan  de  merecerlos.  Pero  esta  razón  no  es 
aplicable  á  los  extranjeros ,  porque  sus  fueros  emanan 
de  concesiones  especiales  que  no  tienen  la  limitación 
del  desafuero  ,  y  por  tanto  se  deben  cumplir  mientras 
no  sean  incompatibles  con  la  situación  interior  del  Es- 
tado. Tan  exacto  es  esto,  que  si  el  fuero  de  extranjería 
fuese  el  militar ,  los  extranjeros  disfrutarían  <fe  todas 
las  esenciones  y  privilegios  concedidos  á  los  militares, 
y  no  estaría  este  reducido  ,  como  lo  está ,  á  que  el 
extranjero  en  vez  de  ser  juzgado  por  los  tribunales  or- 
dinarios lo  sea  por  los  militares ,  en  representación  del 
juez  conservador. 

No  siendo  el  fuero  de  extranjería  tan  personal  que 
esta  condición  impida  los  casos  de  desafuero ,  ni  sien- 
do el  mismo  fuero  militar  para  que  se  le  puedan  apli- 
car todas  las  reglas  de  desafuero  que  la  ley  militar  es- 
tablece ,  forzoso  es  buscar  las  escepciones  del  privilegio 
en  aquellas  disposiciones  especiales  que  las  circuns- 
tancias y  las  necesidades  administrativas  de  la  España 
han  obligado  á  dictar ,  y  por  las  cuales  queda  en  sus- 
penso la  concesión  del  fuero  tal  como  está  consignado 
en  las  leyes  del  reino  y  en  los  tratados. 

„    ^    ,        Partiendo  de  este  principio  se  encuentra  que  existe 
Hay  desaine-  r  r  ,        ,  i 

ro  en  los  deii-  el  desafuero :  1/  en  las  causas  de  contrabando,  por  la 

Uw  de  coDtra-  * 

bando. 
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real  cédula  del  Sr.  D.  Felipe  V  de  7  de  julio  de  1727  , 
que  es  la  ley  5/,  titulo  11 ,  libro  6/  de  la  Novísima 
Recopilación.  Esta  ley,  tratando  del  derecho  que  tiene 
el  juez  conservador  en  los  negocios  de  los  extranjeros, 
concluye:  «excepto  las  (causas)  que  tocasen  á  mis 
« rentas  y  derechos  reales ,  por  tener  estas  sus  tribu- 
« nales  destinados.  »  En  el  mismo  sentido  está  conce- 
bido el  real  decreto  de  21  de  diciembre  de  1759  y 
cuantos  reglamentos  y  ordenanzas  se  han  promulgado 
sobre  materias  de  contrabando ,  pues  que  en  todos  se 
establece  el  desafuero  aun  para  los  militares. 

2/  En  los  pleitos  sobre  negocios  mercantiles  ,  por-  ^^ 
que  el  artículo  20  del  código  de  comercio ,  que  hemos  f^  mercanti- 
citado  en  otro  lugar ,  promulgado  sin  oposición  de  na- 
die, como  no  podía  menos  de  ser ,  establece  que  todo 
extranjero  en  el  hecho  de  celebrar  actos  mercantiles 
en  territorio  español  se  sigeta  á  los  tribunales  y  á  la 
legislación  del  reino  en  este  ramo. 

Ya  sobre  este  punto  las  antiguas  leyes  españolas 
15 ,  título  1.' ,  Partida  1.' ,  y  la  15 ,  título  14,  Parti- 
da 3.*  que  quedan  citadas,  consignaron  el  principio 
de  que  los  extranjeros  que  contratan  en  España  se  so- 
meten á  la  ley  española ,  en  cuanto  á  los  efectos  ju- 
diciales del  contrato ,  por  consiguiente ,  el  desafuero 
que  el  código  de  comercio  establece  en  los  negocios 
mercantiles  ha  debido  fundarse  en  nuestras  antiguas 
leyes. 

3.*    En  los  casos  de  tráfico  de  negros ,  pues  por  el    ^^  ,^  ^ 
artículo  7.'  del  tratado  de  1835 ,  ajustado  con  la  Ingla-  Se^ne£o^^ 
térra  ^  se  establece  que  los  tribunales  mistos  fallarán 
sin  apelación  todos  los  casos  que  se  presenten  de  es- 
ta especie ;  de  tal  manera  que  cualquier  extranjero  que 
por  su  calidad  aspirase  á  no  ser  juzgado  por  la  comi- 
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sion  mixta ,  y  sí  por  el  tribunal  militan  s^ria  desoído. 
4/  Ea  los  procesos  criminales  que  se  instruyaa  con 
meaes  desedi-  arreglo  á  la  ley  de  17  de  abril  de  1821 ;  pues  por  su 
artículo  14  se  establece ,  que  <k  en  las  causa»  de  esta 
«ley  no  habrár  luga¿p  á  competencia  alguna,  fuera  de  la 
«^que  pudiese  suscitarse  entre  las  jurisdicciones  ordi- 
«naria  y  militar,  según  líos  limites  que  se  señalan.» 

Contra  esta  disposición  en  vano  se  alegaría  lo  pac- 
tada ea  toe  couTenioS'  con  otraa  potencias ,  porque  los 
easoe  &  que  la  ley  se  reñere  suponen  un  eséado  de 
hostilidad  abierta  entre  los  sdbdiftoe  y  el  gobierno ,  y 
en  tal  situación  la  propia  defensa  autQriaa  para  toda 
clase  de  urdidas  escepcionales ,  tanto  con  respecto  & 
los  extranjeros  como  á  los  nacionales. 
En  los  deii-       Y  5/    En  los  delitos  cometidos  abordo  y  en  alta 
Swrdo^D^aita  ^^^^ '  ^^  ^^^  ^^  ^^^  juicios  de  prosas  y  naufragios , 
jnfoiJdeVe^F^^®  ^^  pudiéndose  fallar  estos  casos  sino  por  las 
^^'  leyes  y  ordenanzas  de  marina,  que  son  las  únicas  que 

tratan  de  ellos ;  seria  altamente  chocante  que  un  juez 
militar  jiuisgase  por  una  legisLacion  que  no  siendo  la 
suya  le  es  completamente  desconocida^     ^ 
Deíosjaeces       ^^^  jueces  que  ejercen  esta  jurisdicción  de  extran- 
&7«ri8dicci^  J^^  y  ^^^"^^  *®  ^^  ^^^  ?  ^  ^^  orijen  fueron  los  jue- 
ces conservadores ,  pero  habiendo  caducado  la  insti- 
tución del  juez  conservador ,  pasó  el  ejercicio  de  esta 
jurisdicoion  á  los  gobernadores  militares  de  las  plazas 
marítimas  en  virtud  del  real  decreto  de  21  de  diciem- 
bre de  1759 ,  y  de  laa  reales  órdenes  de  21  de  mayo 
de  1760^  de  1/  de  diciembre  de  1772  ^  15  de  se- 
tiembre de  1775  y  15  de  mayo  de  1781.  Pero  aun- 
que en  estas  reales  disposiciones  solo  se  hace  meu- 
cio(a  de  los  gobernadores  de  Oádiü  y  aun  del  Ferrol , 
poff  la  ^ioQknm>  omUmásk  en  ellas  y  asAdonaAa  jmr 
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la práctica  casi  geaeral  y  constante ,  ha  venido  á  es- 
tablecerse que  los  juíjgados  de  primera  iastancia  en 
esta  jurisdicción  estén  á  cargo  de  los  goberaadoipes  naii- 
litares  de  las  plazas  marítimas  con  los  ««esMUifes  áA  {go- 
bierno militar ,  coando  en  las  placas  no  residan  los 
capitanes  generates ,  esceptuando  la  de  Cádiz  ,  6  cayo 
gobernador  cerresponde  particular  y  privflbtÍTatoen%e 
en  todo  caso ,  según  la  citada  real  <5pden  del  año  de 
1781 ,  y  en  los  demás  puntos  fuera  de  aqueDa  plaza  á 
los  oapfftefnes  generales. 

£1  tribunal  8«|perio(r  en  los  pleitos  ó  cawas  deex- 
tranjepos  es  el  supremo  de  guerra,  marina  y  extranje- 
ría en  representación  del  consejo  supremo  de  la  guer- 
ra y  al  que  con  arreglo  al  artículo  15  del  tratado  de 
ütrech ,  á  las  reales  cédulas  de  1645  y  otras  varias 
reales  disposiciones  citadas ,  correspondia  antiguamen- 
te. Las  sentencias  pronunciadas  en  primera  instancia 
en  pleitos  civiles  causan  qecutoria  cuando  las  partes 
las  consienten  por  no  interponer  en  tiempo  sus  apela- 
ciones :  las  sentencias  en  causas  criminales  no  pueden 
ejecutarse  siai  la  aprobación  en  consulta  de  dicho  su- 
premo tribunal.  j^^^  e^i^  de- 
La  derogación  del  fuero  de  extranjería ,  que  algu-  íS^íS^elliraií 
nos  suponen  fundándose  en  el  artículo  '248  de  la^**"'** 
Constitución  poKtiea  del  año  1812  y  en  lo  prevenido 
por  la  de  1837 ,  la  juzgamos  inexacta ,  porque  á  pe- 
sar de  estas  disposiciones ,  los  juzgados  militares  y  sus 
fueros  siempre  se  han  conservado  y  con  ellos  el  dere- 
cho de  juzgar  en  los  negocios  de  exitranjeros.  'Pero^hoy 
con  mas  motivo  debe  desaparecer  toda  duda  sobre 
este  particular ,  porque  el  aTtículo  4."  de  la  Constitu- 
ción Tigente  de  1645  tiene  la  conveniente  elasticidad 
para  que  pueda  caber  el  fuero  de  extranjería ,  pues 
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que  se  limita  á  determinar  que  unos  misjnos  códigos 
regirán  en  toda  la  monarquía,  y  el  67  deja  para 
las  leyes  especiales  el  fijar  los  tribunales  que  ha  de 
haber  y  sus  facultades.  De  suerte ,  que  entre  tanto 
que  no  se  publiquen  nuevos  códigos  que  hagan  im- 
posible este  fuero ,  su  observancia  es  forzosa ,  porque 
jpoT  lo  menos  está  prevenido  en  la  legislación  vigente 
de  España ,  la  que  no  está  en  oposición  con  la  ley  po- 
lítica del  Estado. 

Tampoco  se  opone  á  la  existencia  del  fuero  de  ex- 
tranjería el  nuevo  código  penal ,  pues  aunque  en  su 
art.  I.""  se  dice  que  los  delitos  de  los  extranjeros  se 
juzgan  por  este  código  ,  lo  que  esto  significa  es  que 
estos  delitos  se  penan  por  esta  ley ,  pero  no  que  se 
hayan  de  juzgar  por  otros  jueces  que  los  militares ,  lo 
cual  se  encuentra  confirmado  por  la  real  orden  acla- 
ratoria de  22  de  setiembre  de  1848 ;  pues  en  la  re- 
gla 14/  del  art.  2/  se  declara ,  que  «  no  obstante  cual- 
«  quier  indicación  que  se  haga  en  el  código  sobre  di- 
«  versidad  de  fueros ,  no  se  entiende  por  ello  prejuzgada 
«  ni  resuelta  cuestión  alguna  en  este  punto ,  debien- 
«  do  por  lo  menos  atenerse  los  tribunales  á  la  legisla- 
«  cion  actual ,  hasta  tanto  que  terminantemente  se  de- 
«cida  otra  cosa.» 

Decimos  que  este  fuero  está  por  lo  menos  estable- 
cido en  las  leyes  ,  porque  también  se  puede  conside- 
rar como  robustecido  por  los  tratados  ,  por  mas  que 
los  que  ligan  á  la  España  con  las  demás  potencias  de- 
ban tenerse  como  caducados  ,  según  se  ha  demostrado 
en  otro  lugar.  La  razón  es  clara :  después  de  la  guer- 
ra de  la  independencia,  la  España  restableció  sus  re- 
laciones con  las  demás  potencias  en  el  estado  que  te- 
nían antes  de  1792 ,  y  como  en  esta  época  existia  el 
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fuero  de  extranjería ,  aunque  hayan  caducado  las  esti- 
pulaciones que  eran  eficaces  en  aquel  tiempo  ,  ha  de- 
bido subsistir  este  fuero  como  todos  aquellos  privile- 
gios de  que  estaban  en  posesión  los  extranjeros  residen- 
tes en  España  en  aquella  época*.  Además  que  el  fuero 
de  extranjería  procede  de  los  tratados  con  la  Inglater- 
ra, y  esta  potencia  los  restableció  terminantemente  al 
fin  de  la  guerra  de  la  independencia. 

Tampoco  puede  servir  de  razón  para  negar  el  fue- 
ro el  que  sobre  este  punto  no  haya  reciprocidad ,  por- 
que esto  hubiera  debido  tenerse  en  cuenta  al  hacer  la 
concesión  á  los  ingleses  ,  y  al  haberla  extendido  á  otras 
naciones  ,  pactando  la  cláusula  de  tratar  á  sus  subdi- 
tos como  á  los  de  la  potencia  mas  favorecida :  pero 
desatendida  entonces  esta  consideración  ,  y  no  habién- 
dose derogado  después  la  concesión  por  ser  incompa- 
tible con  los  códigos  españoles ,  el  fuero  subsiste  de 
derecho  y  debe  cumplirse.  Si  cuando  se  otorgaron  es- 
tos privilegios  se  hubiera  pactado  la  reciprocidad ,  ha- 
bría derecho  para  negarlos  el  día  que  se  negasen  á 
los  españoles  ;  pero  otorgados  desde  el  principio  sin 
esta  condición ,  el  argumento  pierde  su  fuerza. 

La  doctrina  que  queda  esplicada^  aunque  en  la  Del  f aero  de 
práctica  sea  aplicable  á  todos  los  extranjeros  ,  admite  íespeSlo'^V  u 
sin  embargo  muchas  modificaciones  con  respecto  á  los  ^  Y%gencÍM 
subditos  de  la  Sublime  Puerta ,  del  Imperio  de  Mar- 
ruecos ,  y  de  las  Eegencias  Berberiscas  ,  porque  los 
tratados  ajustados  con  estas  potencias  contienen  esti- 
pulaciones especiales  sobre  este  punto. 

Tv/rquía.  El  tratado  celebrado  con  esta  nación  en 
14  de  setiembre  de  1782 ,  que  está  confirmado  por  el 
de  14  de  marzo  de  1840 ,  es  notable  por  la  singula- 
ridad de  los  pactos  que  establece  para  los  procedimien- 
49 
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tos  judiciales  entre  los  subditos  de  ambos  Estados.  Por 
el  capitulo  5.®  de  dicho  tratado  se  estipula ,  que  en  ca- 
so de  controversia  contra  los  cónsules  ó  intérpretes  de 
S.  M.  Católica  y  que  el  valor  de  la  cosa  controverti- 
da esceda  de  cierta  cantidad ,  deberá  remitirse  al  jui- 
cio de  la  Sublime  Puerta.  En  caso  de  que  un  español 
fuese  demandado  por  un  turco  ,  no  se  podrá  decidir  el 
pleito  sin  la  presencia  del  intérprete  de  la  legación. 
Pero  cuando  el  litigio  sea  entre  españoles  se  decidirá 
por  el  cónsul ,  y  lo  mismo  se  practicará  con  líespecto 
á  los  turcos  residentes  en  España. 

Marruecos.  Por  el  articulo  12  del  tratado  de  1767 
se  estipula ,  que  así  en  las  causas  civiles  como  en  las 
criminales  solo  podrán  conocer  los  cónsules.  En  el  tra- 
tado de  1799  se  pacta  ,  que  los  litigios  suscitados  por 
los  moros  contra  los  españoles  se  decidirán  por  los 
agentes  consulares  de  S.  M.  Católica.  Y  cuando  fueren 
los  españoles  los  que  demanden  á  los  marroquíes ,  el 
cónsul  deberá  hacer  la  reclamación  ,  para  que  el  go- 
bierno marroquí  obligue  al  moro  á  pagar  la  deuda. 

Timez.  Por  los  artículos  16  y  19  del  tratado  de  19 
de  julio  de  1791  se  concede  á  los  españoles  el  privile- 
gio ,  de  que  no  puedan  ser  juzgados  ni  sentenciados  sin 
que  su  cónsul  se  halle  presente ,  y  delante  de  él  se 
pruebe  el  delito. 

Trípoli.  Por  el  artículo  2.*  del  tratado  de  10  de 
setiembre  de  1784  estos  subditos  deben  considerarse 
igualados  con  los  de  la  Puerta  Otomana. 

De  este  ligero  análisis  resulta,  que  los  subditos  de 
la  Sublime  Puerta  y  los  de  la  Regencia  de  Trípoli, 
que  están  igualados ,  quedan  sujetos  al  fuero  común, 
que  es  el  de  extrai\jexía ,  en  los  pleitos  que  tengan  en 
España  con  españoles  ó  con  otros  extranjeros  ,  pues  las 
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estipulaciones  que  se  refieren  4  esta  olstóe  de  litigios,  y 
que  constituyen  un  privilegio  en  favor  de  los  españo- 
les residentes  en  «aquellos  dominios  ,  no  son  recíprocas. 
Con  respecto  á^  los  pleitos  que  tengan  entre  si  disfru- 
tan de  la  concesión  de  ser  juzgados  por  sus  respectivos 
cónsules ,  porque  esta  segunda  parte  del  artículo  5.®  es 
recíproca. 

Los  moros  de  Marruecos  tampoco  pueden  conside- 
rarse sujetos  en  España  al  fuero  común ,  porque  así 
como  los  españoles  residentes  en  el  Imjperio  disfrutan 
del  privilegio  de  ser  juzgados  por  sus  agentes  consu- 
lares ,  siendo  reciproca  la  estipulación  ,  deben  los  mar^ 
roquíes  disfrutar  en  España  de  igual  gracia. 

Solo  los  moros  de  la  regencia  de  Túnez  son  los 
que  en  todos  los  casos  están  sujetos  al  fuero  común, 
porque  no  hay  en  su  favor  ninguna  estipulación  espe- 
cial que  los  libre  de  seí»  juzgados  por  los  jueces  espa- 
ñoles en  los  términos  que  lo  son  los  demás  extran- 
jeros. 

Resumiendo  cuanto  queda  expuesto  se'"puede  es-    Resumen  del 
tablecer:  1/  Que  el  fuero  de  extranjería  es  el  derecho  ííSnjeria!  ^^' 
que  tienen  todos  los  extranjeros  transeúntes ,  escepto 
los  subditos  de  la  Sublime  Puerta ,  de  la  Regencia  de 
Trípoli  y  ios  moros  de  Marruecos  para  ser  juzgados 
por  jueces  especiales  españoles. 

2.**  Que  estos  jueces  son  en  primera  instancia  los 
gobernadores  de  las  plazas  marítimas ,  y  los  capitanes 
generales  en  los  demás  puntos ,  y  en  último  grado  el 
supremo  tribunal  de  guerra ,  marina  y  extranjería. 

3."  Que  este  fuero  se  extiende  á  los  pleitos  civiles 
procedentes  de  contratos  hechos  en  el  reino  ,  ó  para 
tener  en  él  su  cumplimiento ,  á  las  causas  criminales, 
y  que  es  pasivo ;  es  decir ,  que  en  la  legislación  es- 
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pañola  está  reconocido  el  principio  de  actor  sequüm 
forum  rei. 

4/  Que  en  los  pleitos  entre  extranjeros ,  proce- 
dentes de  obligaciones  contraidas  en  pais  extranjero, 
el  juez  español  puede  administrar  justicia  por  equidad. 

Y  5/  Que  hay  desafuero  en  las  causas  de  contra- 
bando ,  en  los  negocios  de  comercio ,  en  los  de  tráfi- 
co de  negros .  en  los  delitos  que  se  juzgan  por  la  ley 
de  17  de  abril  de  1821 ,  en  los  cometidos  abordo  y  en 
alta  mar,  y  en  los  juicios  de  presas  y  naufragios. 

üespues  de  hecha  esta  primera  edición  ,  por  el  Mi- 
nisterio de  Estado  se  formó  una  junta  compuesta  délos 
dos  Fiscales  de  los  tribunales  supremos  de  Justicia  y 
de  Guerra  y  Marina ,  del  sub-secretario  de  este  Minis- 
terio y  de  un  oficial  de  la  Gobernación  ,  la  cual  des- 
pués de  un  estudio  meditado  sobre  las  cuestiones  todas 
de  extranjeros,  propuso  una  solución  que  fué  aprobada 
y  publicada  en  forma  de  Real  Decreto  por  los  años  de 
1853  y  1854  la  cual  entre  otras  oircuntancias  favora- 
bles tiene  la  de  haber  convertido  en  nacional  una  cues- 
tión que  anteriormente  habia  siempre  sido  objeto  de 
negociaciones  con  los  Agentes  diplomáticos  extraujeros. 
Sentimos  no  poder  ofrecer  á  nuestros  lectores  este  docu- 
mento que  no  tenemos  á  la  mano ,  pero  que  debe  en- 
contrarse en  el  Ministerio  de  Estado. 
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CAPITULO  VIL 


De  los  emplazamientos  y  de  los  exhortos. 


Habiéndose  tratado  del  conocimiento  que  corres- 
ponde á  los  jueces  territoriales  en  los  negocios  de  ex- 
tranjeros ,  será  oportuno,  pues  que  en  muchos  casos 
son  estos  competentes,  examinar  las  formalidades  á  que 
se  han  de  someter  los  principales  trámites  de  los  jui- 
cios en  que  intervienen  extranjeros;  y  como  los  pri- 
meros que  suelen  ocurrir  en  los  litigios  sean  los  em- 
plazamientos y  los  exhortes ,  vamos  á  ocuparnos  del 
modo  con  que  deban  practicarse  estas  diligencias,  pa- 
ra que  sean  eficaces,  cuando  ocurra  que  una  parte  in- 
teresada en  el  juicio  sea  extranjera  ó  resida  en  pais 
extranjero. 

Cuando  un  tribunal  se  encuentra  en  el  caso  de  em-    Medio  de  bar 

,  .  ,        .  .j  X  •        i_-       <5er  emplaza- 

plazar  á  un  extranjero  que  reside  en  su  patria ,  bien  mieotos  a  ios 

para  que  se  presente  en  un  concurso,  bien  para  que  ^*  ''*°^^- 
alegue  sus  derechos  en  un  abintestado,  ó  para  que 
conteste  á  alguna  demanda,  la  citación  se  debe  dirigid 
al  ministro  de  negocios  extranjeros ,  para  que  éste  la 
mande  al  agente  diplomático  acreditado  cerca  del  go- 
bierno del  Estado  en  que  se  encuentra  el  emplazado. 
El  diplomático  la  presenta  al  ministro  de  negocios  ex- 
tranjeros del  Estado  en  que  reside ,  para  que  por  su 
conducto  llegue  el  emplazamiento  al  juez  que  lo  ha  de 
cumplimentar.  Evacuada  la  citación  vuelven  los  autos 
al  juzgado  de  que  partieron,  de  la  misma  manera  y 
por  los  mismos  trámites.  Cuando  se  ignora  la  residen- 
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cia  del  emplazado ,  «e  le  .^a  por  carteles  y  aun  por 
los  diarios. 

Los  plazos  para  comparecer  los  extranjeros  ausen- 
tes deben  ser  largos  por  las  muchas  dilaciones  que 
ofrece  el  despacho  del  emplazamiento,  al  través  de 
tantas  oficinas  de  cancillería. 

Esta  es  la  práctica  generalmente  seguida  en  Euro- 
pa ,  aunque  no  Mtan  Estados  en  que  está  admitido, 
que  estos  emplazamientos  no  se  hagan  por  conducto 
de  los  gobiernos ,  sino  directamente.de  tribunal  á  tri- 
tiunal. 

En  Inglaterra  no  se  admiten  emplazamientos  de 
ningún  tribunal  extranjero,  porque  el  gobierno  no  tie- 
ne medios  de  hacerlo  cumplir.  La  razón  de  esta  práo 
tica  se  funda ,  en  que  por  las  leyes  inglesas  las  noti- 
ficaciones se  tienen  que  hacer  por  los  ministros  mismos 
áú  tribunal  en  la  persona  del  notificado,  y  como  este 
no  puede  verificarse  con  el  que  está  en  pais  extranje- 
ro, de  aquí  es  que  los  tribunales  ingleses  nunca  diri- 
gen emplazamientos  á  los  tribunales  extranjeros,  y  no 
enviándolos  no  se  creen  obligados  á  recibirlos.  En  los 
Estados  Unidos  se  halla  vigente  la  misma  legislación. 

Por  regla  general  cuando  no  se  puede  emplazar  al 
demandado,  porque  en  su  pais  son  inútiles  estas  gestio- 
nes, 6  cuando  el  emplazado  no  comparece ,  después  de 
citársele  por  todos  los  medios  posibles,  se  le  debe  nom- 
brar defensor,  ó  seguir  el  pleito  en  rebeldía ,  pues  la 
ausencia ,  acaso  voluntaria ,  del  demandado,  no  debe 
perjudicar  el  derecho  del  demandante. 

Esta  doctrina  es  tan  equitativa,  que  aun  en  In- 
glaterra ,  donde  está  prohibido  al  juez  conocer  y  juz- 
gar en  ausencia  del  demandado;  sin  embargo,  cuando 
éste  se  obstina  en  no  comparecer  en  el  juicio,  ó  cuan- 
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do  no  se  le  puede  notificar  en  su  persona,  se  acude  al 
medio  de  ponerle  fuera  de  la  ley,  y  en  virtud  de  esta 
medida  se  le  confiscan  los  bienes  y  y  se  vendaa  para 
pagar  al  acreedor.  Esta  disposición  solo  se  suspende 
presentándose  el  deudor. 

En  España  los  emplazamientos  de  palabra  se  har^  PrácUca  en 
cen  por  los  dependientes  del  juzgado  y  los  escritos  ^*'*''*- 
por  el  escribano.  Se  notifican  en  la  persona  del  ent- 
plazado^  en  su  defecto  á  su  familia ,  y  por  último  se* 
publican  por  pregones^  Cuando  no  comparece  el  em^ 
plazado,  sigue  el  pleito  y  le  para  peijuicio  en  ausencia> 
como  si  estuviera  presente. 

Además  de  los  emplazamientos ,  por  medio  de  los^Deíosexiiortot 
cuales  se  cita  aun  extranjero,  suelen  ocurrir  en  los  jui- 
cios algunas  diligencias ,  que  aunque  no  se  dirijan  á. 
personas  extranjeras ,  participan  del  caráeter  de  intai^ 
nacionales  por  haber  de  ejecutarse  en  pais  extranjero: 
hablamos  de  los  exhortos-  Como  la  jurisdicción  territo- 
rial no  pase  de  los  limites  del  Estado,  los  jueoe»  se  ve* 
rían  en  muchas  ocasiones  imposibilitados  de  continuar 
los  pleitos,  si  no  acudiesen  á  la  benevolencia  de  los  de. 
otros  Estados.  Cuando  en  un  litigio  hay  necesidad  de. 
practicar  diligencias  ,  como  la  confrontación  de  doeur- 
montos  con  originales  que  existen  en  otro  pais,  ratifi- 
caciones ó  declaracionesr  de  testigos  ausentes  ú  otraa- 
análogas ,  el  juez  que  sigue  el  pleito  se  dir\[e  al  del 
lugar  en  que  se  ha  de  practicar  la  diligencia ,  exhor- 
tándole para  que  así  lo  verifique ;  y  á  esta  súplica  ó 
exhortación  que  hace  un  juez  al  de  otro  Estado^  se 
llama  exhorto.  En  estos  documentos  no  se  manda,  poiv 
que  no  hay  derecho  para  ello,  sino  se  ruega  y  gene- 
ralmente ofreciendo  la  reciprocidad  en  ca£io$  de  ser 
exhortados  á  su  vez. 
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La  conveniencia  que  resulta  á  la  administración  de 
justicia  de  estas  comisiones  rogatorias ,  ha  hecho  que 
se  hayan  admitido  en  la  práctica  en  todas  las  naciones, 
excepto  en  la  Inglaterra  y  en  los  Estados  Unidos ,  que 
ni  admiten  ni  envian  exhortes  á  los  jueces  extranjeros, 
pues  lo  mas  que  se  hace  en  caso  de  gran  necesidad  es 
encargar  á  un  comisionado  que  personalmente  vaya 
al  lugar  á  evacuar  la  diligencia.  Esta  práctica,  que, 
como  ya  hemos  indicado  al  tratar  de  los  emplazamien- 
tos ,  se  funda  en  que  todo  acto  judicial  d»ebe  practicar- 
se por  un  ministro  de  justicia,  y  en  la  persona  misma 
del  interesado,  ofrece  graves  inconvenientes ,  pues 
los  actos  ejecutados  según  ella ,  no  llevan  el  carácter 
de  la  autenticidad ,  y  pueden  á  las  veces  no  llevarse  á 
efecto  si  el  juez  del  lugar  repugna  la  redacción  de  ta- 
les diligencias  como  una  usurpación  de  su  autoridad 
y  jurisdicción. 

En  Ñápeles  rehusan  evacuar  los  exhortes  cuando 
se  presentan  por  conducto  de  las  legaciones ,  porque 
exigen  que  sean  los  interesados  ó  sus  apoderados 
los  que  se  presenten  á  pedir  el  cumplimiento  de  es- 
tas rogatorias  á  los  tribunales  napolitanos  que  los  han 
de  cumplir. 

Los  exhortes  entre  tribunales  extranjeros  deben  di- 
rigirse de  la  misma  manera  y  por  los  mismos  trámites 
que  las  citaciones  y  emplazamientos  de  que  hemos  ha- 
blado anteriormente. 
Mododecmn-  Una  vez  admitido  el  exhorto  en  su  cumplimiento 
exhortoSf  ^^  debe  tenerse  cuidado  de  hacer  exactamente  lo  que  se 
desea  en  él ,  á  no  ser  que  lo  que  se  solicite  esté  en 
oposición  con  las  leyes  del  pais.  El  cumplimiento  de 
un  exhorto  en  cuanto  á  su  forma  exterior  ú  ordinato- 
ria  litis  y  debe  regirse  por  la  ley  del  lugar  del  juez 
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exhortado,  pero  ep.  cuanto  á  su  sustancia ,  esto  es ,  á  la 
parte  decisoria  litis ,  debe  arreglarse  á  la  ley  del  juez 
exhortante  ó  del  contrato ;  tratándose ,  por  ejemplo,  de 
una  información  de  testigos  y  la  citación ,  la  compare- 
cencia ,  la  redacción  del  documento  y  su  autorización 
deberá  arreglarse  por  la  ley  del  juez  exhortado,  porque 
la  reddcycion  da  toda  düágencia  en  sus  formas  estiín- 
SQcas  se  rige  siempre  por  la  ley  del  lugar  en  que  se 
redacta  el  acto ;  en  cuanto  al  juramento,  que  es  la 
parte  esencial  y  la  formalidad  intrínseca  del  acto,  de- 
berá sujetarse  á  la  ley  del  juez  exhortante ;  de  modo^ 
que  ai  con  arreglo  á  la  ley  del  jues?  exhortado  no  es  ne-n 
cesario.  el  juramento  para  que  haga  fó  el  dicho  de  loa 
testigos ,  sin  embargo,  se  recibirá  este  juramento  si  es- 
tá requerido  por  la  ley  del  juez  exhortante.  Esta  regla 
está  conforme  con  la  doctrina  del  estatuto  formal ,  poiv 
que  el  exhorto  es  un  verdadero  acto  judicial  que  se  ha 
de  Yerifioar  en  pais  extranjero,  y  por  tanto  en  sus  for- 
malidades intrínsecas  está  sujeto  á  la  ley  del  lugar  de 
que  píocede  ,  y  en  laa  estrínseoas  al  del  Estado  de  la 
gestión. 

Estas  disposiciones  no  solo  están  consignadas  ea 
algunos  códigos ,  y  admitidas  en  la  práctica  de  casi  to- 
das  las  naciones ,  sino  que  aun  suelian  también  pactarse 
en  tratados  solemnes ,  como  sucede  entre  la  España 
y  el  Portugal  por  el  de  &  de  marzo  de  1823 ,.  ar- 
tículo 3/ 

En  algunos  Estados  se  ei^ijen  los  gastos  causados 
para  evacuar  estos  exhortos :  en  otros  como  en  España 
se  oum*plimentan  de  oficio. 


50 


Digitized  by 


Google 


CAPÍTULO  VIH. 


De  las  pruebas. 


^  De  las  prne-       Otro  de  los  trámites  de  los  luicios ,  y  sin  duda  el 
bas  en  general. 

mas  importante ,  es  la  prueba.  Antes  de  entrar  en  el 

examen  relativo  á  las  formalidades  con  que  pueda  el 
extranjero  hacer  estas  probanzas ,  cuando  comparece 
ante  un  tribunal  que  no  es  el  de  su  país ,  conviene 
manifestar  que  en  las  pruebas  ,  lo  mismo  que  en  los 
demás  procedimientos  judiciales ,  hay  dos  clases  de 
formas :  unas  que  tienen  por  objeto  ordenar  su  mar- 
cha ,  ordinatOTue  litis ,  y  otras  que  influyen  en  la  sen- 
tencia dedsoruB  litis.  La  forma  de  las  demandas ,  de 
las  notificaciones  y  de  los  emplazamientos ,  los  térmi- 
nos de  la  ley  y  todas  aquellas  formalidades  que  tienen 
por  objeto  ordenar  el  litigio  para  que  no  sobrevenga 
la  confusión  pertenecen  á  las  primeras ;  y  á  las  segun- 
das ,  la  esencia  del  emplazamiento,  las  pruebas  y  to- 
dos aquellos  trámites  que  teniendo  por  objeto  ilustrar 
al  juez  influyen  necesariamente  en  la  sentencia. 

Que  las  formalidades  ordinatoria  litis  se  han  de 
regir  por  la  ley  del  lugar  del  litigio  no  cabe  duda ,  por- 
que así  lo  exigen  los  principios  del  derecho  por  res- 
peto á  la  independencia  jurisdiccional  del  Estado  del 
juicio,  y  porque  en  el  hecho  de  litigarlos  extranjeros, 
la  presunción  legal  supone  que  se  han  querido  some- 
ter á  las  formas  legales  de  la  jurisdicción  del  Estado. 
Pero  en  aquellas  que  constituyen  la  esencia  del  juicio, 
porque  son  las  que  determinan  la  sentencia ,  ninguna 
presunción  legal  puede  suponer  que  las  partes  hayan 
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renunciado  á  las  defensas  que  les  concede  la  ley  del 
contrato.  La  prueba  enjuicio  puede  modificar  ó  des- 
trnir  una  obligación ;  este  trámite  debe  considerarse 
como  una  consecuencia ,  como  uno  de  los  efectos  del 
contrato  que  produce  la  obligación ,  y  no  se  puede 
privar  á  las  partes  del  derecho  que  les  dá  el  contrato, 
y  que  reconocieron  al  hacerlo.  Por  consiguiente ,  los 
procedimientos  dedsorvB  litis  no  pueden  menos  de  re- 
girse por  la  ley  real  ó  por  la  personal  que  son  inalte- 
rables, ó  por  la  del  contrato:  es  decir,  por  la  ley 
designada  por  la  voluntad  esplicita  ó  tácita  de  las  par- 
tes contratantes. 

Si  un  contrato  hecho  en  España  entre  un  francés  y  . 
un  español  con  el  objeto  de  explotar  una  mina  sita  en  el 
territorio  de  la  Península ,  dejase  de  cumplirse  por  parte 
del  francés  ,  y  el  español  acudiese  á  los  tribunales  de 
Francia  para  apremiar  á  su  socio,  y  para  probar  la  le- 
galidad del  contrato  articulase  la  prueba  de  testigos, 
esta,  aunque  ilegal  con  arreglo  á  las  leyes  francesas,  se- 
ria admitida  por  el  juez ,  porque  el  francés  que  con- 
trató en  España  quedó  comprometido  á  todas  las  con- 
secuencias del  contrato  con  arreglo  á  las  leyes  espa- 
ñolas ,  y  entre  estas  consecuencias  se  encuentra  la  de 
que  puesta  enjuicio  la  vaüdez  del  contrato  pueda  usar- 
se en  él  de  las  defensas  que  conceden  las  leyes  de 
España  como  es  la  prueba  testimonial.  Las  demás  for- 
malidades ordinatoTÍ(e  litis  se  sujetarían  en  este  pleito 
á  la  ley  de  enjuiciamientos  de  Francia.  Establecidas  es- 
tas reglas  generales  pasamos  á  hacer  aplicación  de  ellas 
á  las  diversas  clases  de  pruebas  que  reconoce  el  de- 
recho, como  son:  la  prueba  literal,  la  testimonial,  la  de 
juramento,  por  presunción  y  por  libros  de  comercio. 

La  prueba  literal  es  la  que  se  funda  en  documen-    De  la  prueba 
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tos  escritos :  estos  doctiinentos  pueden  sei^  públicos  é 
prmdos. 

Los  primeros  son  los  que  se  extienden  por  loé  fiín- 
clonarlos  públicos  destinados  para  instrumentar  en  el 
pais  en  que  ha  tenido  iugrtf  el  acto  que  se  formaliza, 
y  se  llaman  actos  notariados  ó  de  jurisdicción  volun- 
taria. Aunqiie  en  cada  Estado  están  destinados  Ids  mi- 
nistros depositarios  de  la  fé  pública  para  la  redacción 
de  los  documentos  legales  y  fehacientes ;  además  en 
todas  las  naciones  está  reconocido  como  incuestioiía- 
ble  que  los  cónsules  extranjeros  estén  revestidos  de 
esta  íe  pública  para  legalizar  documentos ,  y  los  auto- 
•  rizados  por  ellos  hacen  fé  tanto  en  su  país  como  en  el 
extranjero. 

En  cuanto  á  las  facultades  que  puedan  competir 
á  los  cónsules  para  redactar  actos  públicos,  esto  depen- 
de de  la  naturaleza  de  los  negocios.  Bn  los  que  pasen 
entre  sus  compatriotas  y  para  tener  efecto  en  su  país, 
el  cónsul  puede  autorizarlos ,  y  así  serán  eficaces  an- 
te sus  tribunales ,  porque  deben  reputarse  como  he- 
chos en  la  patria.  Pero  los  que  han  de  tener  efecto  en 
el  Eétado  extranjero  en  que  reside  el  cónsul  deben 
redactarse  por  los  ministros  públicos  del  Estado  de  la 
gestión  porque  así  lo  eiije  el  estatuto  ftJrmal. 

Los  documentos  privados  son  los  que  carecen  de 
estas  formalidades  y  que  solo  tienen  la  autorización 
privada. 

iPara  que  los  documentos  públicos  surtan  sus  efec- 
tos de  prueba  en  un  tribunal  extranjero,  deben  tener 
dos  circunstancias :  primera ,  que  el  documento  sea  au- 
téntico, y  segunda ,  que  en  la  eseneia  y  en  la  forma 
esté  redactado  con  ari-eglo  A  la  ley  real ,  personal  y 
formal  del  Estado  en  que  se  haya  v^ificado  el  acto  á 
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que  se  refiere ,  porqtie  estos  documentos  constitiiLyeii 
la  esencia  de  Un  trámite  que,  como  hOTiofi  dicto,  diebe 
calificarse  decisoria  liiis. 

La  primera  cirounstancia  ¡se  certifica  legalizando  la 
firma  del  documento  para  que  conste  qUe  es  la  misma 
que  usa  el  funcionario  que  lo  ha  redactado,  y  que  au 
destino  y  el  lugar  de  Su  residencia  son  los  aoaismos  que 
se  expresan.  Esta  legalización  del  juez  del  lugar  se 
legaliza  por  el  ministerio  de  que  depende  el  funci^ína- 
rio  que  ha  extendido  el  dacuimento,  después  por  el 
ministerio  de  Estado,  y  después  por  el  agente  diplo- 
mático del  país  á  donde  se  yó  á  renlitir,  y  así  resulta 
comprobada  su  autenticidad .  Estas  legalizaciones  deben 
estar  autorizadas  con  el  sello  de  oficio. 

Para  la  segunda  condición  de  validez  se  debe  ha-^ 
cer  constar  que  el  que  ha  contraído  la  obligación ,  po- 
día hacerlo,  porque  para  ello  estaba*  facultado  po^  su 
estatuto  personal;  que  la  obligación,  si  recae  sobre  in- 
muebles, no  se  opone  al  estatuto  real ,  y  que  la  redac- 
ción del  documento  está  en  un  todo  arreglada  á 
las  leyes  del  pais  en  que  se  otorgó,  y  que  allí  haría 
completa  fé.  Un  documento  de  estas  condiciones  tiene 
en  todas  partes  la  misma  fuerza  que  tendría  en  el 
Estado  en  que  s¿  extendió. 

Cuando  la  obligación  procede  de  un  contrato  en- 
tre dos  regnícolas  formalizado  por  su  cónsul ,  aunque 
procedente  de  pais  extranjero,  se  considera  este  docu- 
mento como  si  estuviese  hecho  en  el  pais  de  los  liti- 
gantes, y  como  tal  tendrá  fuerza  de  prueba. 

Estos  documentos  notariados ,  si  son  auténticos  y 
legales,  surten  sus  efectos  en  el  tribunal  extraiy ero  en 
esta  forma: 

!.•    Prueban  plenamente  el  acto  que  contienen. 
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Cuando  se  denuncian  como  falsos ,  se  suspenden  sus 
efectos  y  se  abre  el  juicio  sobre  su  falsedad. 

2.*  Producen  la  ejecución  del  acto  convenido.  Pe- 
ro la  ejecución  no  la  deben  producir  por  si  mismos, 
sino  en  virtud  del  mandato  del  juez  del  lugar  de  la 
ejecución. 

3/  Pueden  comprender  la  hipoteca ,  según  el  Es- 
tado de  que  proceden. 

En  materia  de  hipotecas  debe  tenerse  presente, 
como  regla  general ,  que  la  que  afecta  á  los  bienes  in- 
muebles tiene  que  regirse  por  la  ley  real;  y  así  es  que, 
aunque  esté  pactada  en  un  contrato,  y  aunque  su  ad- 
misión esté  estipulada  en  tratados,  no  puede  imponer- 
se cuando  la  ley  real  lo  impide ,  y  sin  que  procedan 
las  formalidades  del  lugar  de  la  situación  de  los  in- 
muebles. 

Esta  doctrina  no  solo  está  reconocida  por  los  me- 
jores autores ,  sino  que  se  halla  consignada  en  algunos 
códigos,  como  en  los  de  Francia ,  Austria  y  otros. 

Cuando  se  pretende  invalidar  por  falso  un  docu- 
mento notariado,  su  falsedad  no  se  podrá  probar  sino 
por  los  mismos  medios  por  que  se  podria  verificar  en  el 
lugar  de  que  procede.  Fúndase  esta  regla  en  que  la  va- 
lidez de  estos  documentos  se  deriva '  exclusivamente 
de  las  leyes  del  Estado  en  que  se  han  redactado ,  pues 
el  juez  extranjero,  respetándolos  estatutos  personal, 
real  y  de  formas  sobre  que  estriba  la  legalidad  del 
documento,  no  hace  mas  sino  admitirlo  como  un  dato 
para  ilustrar  su  sentencia :  por  consiguiente  ,  depen- 
diendo la  valijiez  del  documento  de  las  leyes  del  Esta- 
do en  que  se  redactó,  sería  inconsecuente  que  su  nu- 
lidad se  hiciese  depender  de  otras  leyes  de  diversa 
procedencia;  así  es  que  en  España ,  donde  está  admi- 
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tida  la  prueba  testimonial ,  no  se  podría  usar  de  ella 
para  invalidar  la  prueba  literal,  consistente  en  un  do- 
cumento redactado  en  Francia  ,  porque  en  este  pais  no 
se  conoce  la  prueba  testimonial. 

Con  respecto  á  la  prueba  documental ,  que  consis- 
te en  documentos  privados ,  la  falta  de  fonnalidades 
judiciales  y  de  legalización  puede  suplirse  por  el  reco- 
nocimiento de  la  parte  que  extendió  el  documento  pri- 
vado ,  y  así  hará  prueba  ,  siempre  que  este  no  se  en- 
cuentre en  oposición  con  los  estatutos  ,  y  que  en  el  pais 
en  que  se  redactó  fuese  válido  y  eficaz  el  acto  auto- 
rizado solo  con  la  firma  particular. 

La  prueba  testimonial ,  que  es  la  que  consiste  en      La  prueba 

7    T.  1  testimonial, 

las  informaciones  de  testigos ,  tiene  en  algunos  Estados 

la  misma  fuerza  que  la  literal ,  siendo  admisibles  ambas 
según  las  partes  las  presentan  ,  como  sucede  en  Espa- 
ña. Pero  como  esta  prueba  no  esté  admitida  en  la  le- 
gislación civil  de  todas  las  naciones  ,  como  sucede  en 
Francia  y  en  aquellos  Estados  que  han  tomado  su  le- 
gislación por  modelo  ,  en  que  solo  se  consiente  en  plei- 
tos cuyo  valor  no  esceda  de  150  francos ,  de  aquí  na- 
ce el  conflicto  de  si  la  información  de  testigos  articu- 
lada por  extranjeros  podrá  ser  admitida  en  el  Estado 
en  que  esté  prohibido  este  procedimiento  probatorio. 
Antes  de  entrar  en  el  examen  de  esta  cuestión  con- 
viene simplificarla  ,  reduciéndola  á  sus  verdaderos  tér- 
minos ,  es  decir ,  al  caso  en  que  la  prueba  de  testigos 
se  articule  por  una  de  las  partes  ,  pues  cuando  la  prue- 
ba testimonial  se  hace  en  otro  Estado ,  donde  la  ley 
la  permite  ,  y  se  presenta  autorizada  y  legalizada  co- 
mo cualquier  otro  docimiento  en  el  lugar  donde  se  vá 
á  decidir  el  pleito ,  entonces  tiene  todo  el  valor  de  un 
acto  notariado ;  de  tal  modo ,  que  si  la  información  es 
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kigal  ea  el  Estado  de  que  procede ,  surte  sus 
en  el  tribunal  extranjero  como,  un  documen.to  proba-^ 
torio  pprfecto,  powiqjai  ge  oo^  vierte  en  uaa»  prueba  li- 
teral. 

Mas  Guisando  se  solicita  qm  bs  testigos  seau  exa- 
minados en  el  juicio ,  entonces,  n^ce  la  verdadera  di- 
ficultad respecto  á  si  la  independencia  jurisdiooioní^ 
dfil  Estado  seráj  menoscabada  por  la  ejecución  de  pro^ 
cedimientos  q/ue  están  en  oposición  con  las  leyes  ter- 
ritoriales. 

Para  resolver  esta  dificultad  conviene  tener  pre- 
sente lo  que  dejamos  establecido  ,  respecto  á  que  las 
consecuenoiaa  de  les  contratos  deben  sujetarse  á  la  ley 
que  rige  el  acto  de  que  proceden  ,  pprque  los  trámites 
de  un  juicio  que  se  intenta  para  invalidad  un  contra- 
to ,  no  pueden  menos  de  considerarse  como  una  de  las 
eonsecuenoias  de  este  mismo  contrato ,  y  la  ley  que  se 
adoptó  al  haoeí  el  contrato  y  para  haxjerlo  efixjaz  ,  esa 
misma  es  la  que  debe  presidir  para;  su  anulación. Esto 
no  solo  es  lógico  ,  sino  conforme  con  la  presunción  le- 
gal, que  supone  siempre,  que  las  partes  se  sometieron 
en  cuanto  á  las  oonseoueneias  del  contrato  á  la  ley 
del  par  age  á  donde  se  refería  la  obligación.  Por  con- 
siguiente la  obligación  contraída  en  un  Estado  en  que 
es.  válida  la  prueba  testimonial ,  asi  como  en  aquel 
Estado  podría  ser  confirmada,  modificada  ó  anulada 
en  virtud:  de  la  deposición  de  testigos  ,  lo  mismo  de- 
berá serlo  en  cualquier  otro  en  que  por  circunstancias 
especiales  se  entable  el  pleito  ,  pues  un  accidente  co- 
mo es  el  de  la  elección  de  un  tribunal ,  no  puede  al- 
terar la.  esencia  de  los  efectos  del  contrato»  Además 
que  siendo  admisible  lai  prueba  testimonial  hecha  en 
otro  .Estado,  porque  en  él.  se  encuentren  los  testigos, 


Digitized  by 


Google 


-  401  — 

si  esta  misma  prueba  no  pudiese  articularse  eu  el  lu- 
gar del  pleito,  resultaría  que  por  el  accidente  de  re- 
sidir ó  no  los  testigos  en  uno  ú  otro  lugar,  seria  me- 
jor ó  peor  la  condición  del  articulante  de  esta  prueba. 

Si  en  una  compañía  de  comercio  compuesta  de  es- 
pañoles y  de  franceses ,  pero  formada  en  Madrid  y  pa- 
ra hacer  sus  operaciones  en  esta  corte ,  ocurriese  al- 
gún litigio  con  up  socio  francés  ,  y  la  compañía  lo  de- 
mandase en  París  ,  es  claro  que  si  los  socios  residen- 
tes en  Madrid  podían  hacer  prueba  legal  de  testigos, 
ésta  debería  ser  admitida  por  el  tribunal  francés  como 
una  prueba  literal  arreglada  á  las  leyes  de  España ;  y 
si  el  dicho  de  los  socios  residentes  en  Madrid  hacia 
prueba  en  París ,  no  habria  razón  para  que  estas  mis- 
mas declaraciones  dejasen  de  ser  eficaces  por  haberse 
prestado  en  París  ,  en  el  caso  de  que  por  una  circuns- 
tancia accidental  los  socios  declarantes  se  encontrasen 
en  el  lugar  del  litigio. 

Hay  por  último  otra  razón  para  que  la  prueba  tes- 
timonial pueda  tener  lugar,  aun  en  los  Estados  cuyas 
leyes  la  prohiben ,  y  es  que  esta  prohibición  es  pura- 
mente relativa  al  Estado,  pero  no  extensiva  á  los  ex- 
tranjeros ;  la  prueba  testimonial  depende  de  la  mora- 
lidad que  el  legislador  ha  supuesto  en  los  legislados, 
y  si  en  un  país  está  en  desuso  porque  así  conviene  á 
sus  circunstancias ,  no  se  debe  inferir  por  eso  que  es- 
ta misma  prueba  sea  fácil  de  falsear  en  todas  partes. 

Siendo  admisible  la  prueba  de  testigos  cuando  se 
articula ,  la  ley  del  Estado  que  .faculta  para  su  admi- 
sión será  la  que  marque  las  condiciones  de  la-  recusa- 
ción de  los  testigos  ,  como  una  circunstancia  decisoria 
litis.  En  cuanto  á  su  juramento  debe  tenerse  presente 
que  se  ha  de  recibir  bajo  la  forma  de  la  religión  del 
51 
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testigo,  sin  que  obste  que  el  juez  del  litigio  profese 
otra,  porque  el  juramento  no  es  la  fé  del  juez ,  sino 
la  garantía  de  que  el  deponente  dice  verdad.  El  juez 
recibe  su  dicho  como  un  dato  que  en  nada  puede  las- 
timar su  conciencia. 
Pruebas  por       El  juramento,  la  presunción  legal  y  los  libros  de 

loramento,  por  .  -  ,  ,         •    n 

presunción  y  comercio  cuando  se  presentan  como  pruebas  influyen 

por   libros  de        .  ,        .  ,  .  ^  . 

comercio.  en  la  sentencia ,  y  por  las  mismas  razones  que  deja- 
mos establecidas  como  formalidades  decüorue  litis ^  tie- 
nen en  el  Estado  del  litigio  la  misma  fuerza  que  ten- 
drían en  el  país  de  donde  proceden  si  en  él  se  siguie- 
se el  pleito.  Así  es  ,  que  el  testigo  que  no  haya  pres- 
tado juramento,  ó  que  lo  haya  prestado  con  otra  fór- 
mula distinta  de  la  que  habría  usado  en  su  propio 
país  ,  hace  nulo  su  dicho :  las  presunciones  legales  que 
determina  la  legislación  del  Estado  en  'que  se  hizo  el 
contrato,  surten  su  efecto  en  el  tribunal  extranjero  en 
que  se  falla  el  negocio ;  los  libros  del  comerciante  tie- 
nen la  misma  fuerza  ante  un  juez  extranjero  que  ante 
los  del  país  en  que  se  han  llevado. 

Por  real  pragmática  de  19  de  marzo  de  1645 ,  se 
estableció  que  los  juramentos  de  los  ingleses  hagan 
fé  cuando  los  presten  como  partes  ó  testigos ,  á  pesai^ 
de  su  religión  distinta ,  y  que  sus  libros  de  comercio 
tengan  la  misma  fé  que  los  de  los  españoles ,  y  esta 
es  la  práctica  generalmente  adoptada  en  el  reino  con 
todos  los  extranjeros. 
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CAPITULO  IX. 


De  la  ejectícion  de  las  sentencias  enpais  extranjero. 


Después  de  haber  examinado  la  jurisprudencia  in-  ^^ « 
temacional  que  debe  arreglar  el  curso  de  los  juicios  ^^^  judiciales, 
en  que  intervienen  extranjeros  ó  que  versan  sobre  obli- 
gaciones fcontraidas  en  pais  extranjero,  como  el  obje- 
to de  éstos  sea  su  decisión  definitiva ,  vamos  á  tratar 
ahora  de  las  reglas  que  deben  seguirse  para  la  ejecu- 
ción de  las  sentencias  cuando  éstas  hayan  de  cumpli- 
mentarse en  país  extranjero. 

Ante  todo  dividiremos  las  sentencias  en  judiciales 
y  arbitrales ,  pues  aunque  unas  y  otras  tiendan  al  mis- 
mo fin ,  como  proceden  de  tan  distinto  origen  ,  ofrecen 
también  diferencias  en  su  ejecución. 

Ck)n  respecto  á  las  sentencias  judiciales ,  hay  que 
distinguir  entre  las  que  proceden  de  jurisdicción  vo- 
luntaria y  las  que  se  pronuncian  en  virtud  de  la  con- 
tenciosa. Para  que  no  se  confundan  los  actos  de  ju- 
risdicción voluntaria  con  las  verdaderas  sentencias  ju- 
diciales ^  pues  entre  unas  y  otras  media  una  gran  dife- 
rencia en  sus  efectos  y  consecuencias,  juzgamos  conve- 
niente hacer  una  ligera  reseña  del  ejercicio  de  estas 
dos  j  urisdicciones . 

La  jurisdicción  voluntaria  es  aquella  que  se  ejer- 
ce sobre  demandas  que  no  pueden  ser  contestadas ,  y 
que  solo  tienen  por  objeto  el  llenar  una  formalidad 
legal,  como  sucede  en  la  adopción,  en  el  nombra- 
miento de  tutor,  en  la  enagenacion  de  bienes  de  me- 
Dores ,  en  la  apertura  de  un  testamento  y  otros  casos 
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semejantes.  Llámase  voluntaria  esta  jurisdicción  por- 
que no  emana  del  juez  sino  de  la  voluntad  de  las  par- 
tes que  conviniendo  en  la  cosa  acuden  al  juez  para  que 
autorice  el  acuerdo  de  su  voluntad. 

La  jurisdicción  contenciosa  es  por  el  contrario  la 
que  se  ejerce  entre  partes  que  litigan  con  opuestos  in- 
tereses ,  y  por  eso  se  llama  contenciosa  porque  se  ejer- 
ce para  dirimir  contiendas. 

De  las  senten-       De  esta  esplicacion  se  deduce ,  que  la  jurisdicción 
cias  proceden-      ,      ,     .  ^  .        ,      ..       ,i    ;    ,      * 

tes  dejurisdic- voluntaria  no  es  otra  cosa  smo  la  facultad  4e  forma- 
clon  voluntaria 

lizar  los  actos  lícitos  de  los  individuos ,  y  que  los  ac- 
tos formalizados  por  esta  jurisdicción  voluntaria ,  son 
válidos  en  todas  partes  según  hemos  explicado  al  tra- 
tar de  las  formalidades  de  los  actos  y  de  las  pruebas 
literales. 

Solo  en  un  caso  se  ha  solido  dudar  si  los  actos  de 
jurisdicción  voluntaria  pueden  confundirse  con  las  sen- 
tencias judiciales  ;  hablamos  de  las  declaraciones  de 
quiebra  y  concurso  en  que  algunos  suponen  que  el 
juez  al  hacer  esta  declaración  pronuncia  una  senten- 
cia de  jurisdicción  contenciosa.  Para  calificar  bien  la 
clase  de  jurisdicción  que  ejerce  el  juez  en  estos  nego- 
cios ,  basta  considerar  que  no  falla  entre  partes  al  de- 
clarar la  quiebra ,  sino  que  declara  la  existencia  de 
un  hecho,  cual  es  el  que  el  concursado  no  tiene  con 
que  pagar  todo  lo  que  debe  ,  que  acepta  la  cesión  de 
bienes ,  y  nombra  de  oficio  los  representantes  del  con- 
curso para  que  no  falte  quien  administre  los  bienes. 
Solo  en  el  caso  de  que  los  síndicos  nombrados  encon- 
trasen oposición  por  parte  de  algún  interesado  en  el 
concurso,  por  ejemplo,  sobre  fraude  en  la  quiebra, 
entonces  este  hecho,*  que  en  su  origen  habria  sido  de 
jurisdicción  voluntaria ,  dej eneraría  en  contencioso  y 
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entraría  á  ser  regido  por  las  reglas  establecidas  al  ha- 
blar de  los  litigios.  Pero  fuera  de  esta  circunstancia 
la  simple  declaración  de  quiebra  es  un  acto  de  juris- 
dicción voluntaria ,  es  un  acto  de  oficio  que  no  puede 
en  su  ejecución  sujetarse  á  las  reglas  de  las  senten- 
cias judiciales.  Esta  doctrina  la  encontramos  de  acuer- 
do con  el  artículo  1016  del  código  español  de  comer- 
cio ,  en  que  se  establece  que  la  declaración  de  la  quie- 
bra se  hace  por  el  juez  á  solicitud  del  mismo  quebra- 
do ó  de  algún  acreedor,  es  decir  ,  que  no  tiene  lugar 
entre  partes  sino  que  se  verifica  en  virtud  de  la  ju- 
risdicción voluntaria. 

Por  tanto  la  sentencia  del  juez  competente  de  un 
quebrado  en  que  se  le  admite  la  cesión  de  bienes ,  es 
ejecutada  en  todas  partes  ,  si  no  ha  sido  contestada,  y 
si  el  quebrado  no  tenia  bienes  raices  en  pais  extran- 
jero ú  obligaciones  contraidas  fuera  de  su  pais ,  por- 
que en  estos  casos  la  jurisdicción  del  Estado  en  que 
existen  los  bienes  ó  en  que  se  hizo  el  contrato ,  puede 
rehusar  el  cumplimiento  de  esta  cesión  si  con  ella  se 
lastima  el  estatuto  real  ó  el  formal.  I 

Cuando  la  sentencia  que  emana  de  jurisdicción  con-  De  las  seateii- 
tenciosa  se  ha  de  ejecutar,  en  el  mismo  lugar  en  que  den  ^"^  JurS^ 
se  pronuncia  ,  tampoco  hay  conflicto ,  porque  en  este  cíoa?'*^"'*"' 
caso  ambos  actos  proceden  de  la  misma  jurisdicción 
derivada  de  la  misma  soberanía.  La  dificultad  nace 
cuando  la  ejecución  de  una  sentencia  se  ha  de  veri- 
ficar en  otro  Estado  que  no  es  aquel  en  que  se  pro- 
nunció ,  porque  entonces  se  encuentran  en  presencia 
dos  poderes  soberanos ,  dos  jurisdicciones  que  una  á 
otra  se  escluyen  ,  la  que  sentenció  y  la  que  ha  de  eje- 
cutar. El  juez  que  dio  el  fallo  lo  hizo  en  virtud  de  la 
jurisdicción  delegada  de  su  soberano ,  y  este  acto  ,  el 
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mas  importante  de  la  jurisdicción  ,  pues  que  con  él  se 
cambia  el  dominio  de  las  cosas  y  la  situación  de  las 
personas  ,  no  puede,  en  rigor  de  principios,  ser  ejecuta- 
ble en  pais  extranjero  sin  violar  la  independencia  ju- 
risdiccional ,  porque  uno  de  los  efectos  de  esta  juris- 
dicción es  que  las  sentencias  no  puedan  ejecutarse  sino 
en  nombre  del  gobierno  del  Estado  en  que  se  ejecutan. 
Esto  es  lo  que  se  deduce  de  los  principios  rígidos 
del  derecho  común ;  pero  sobre  estos  se  encuentran 
las  consideraciones  de  la  conveniencia  ,  que  aconsejan 
á  las  naciones  entenderse  sobre  tan  importante  materia, 
y  así  es  que  en  la  práctica  están  reconocidas  ciertas 
reglas  para  la  ejecución  de  las  sentencias  procedentes 
de  tribunales  extranjeros ,  las  cuales  se  ven  ya  consig- 
nadas en  algunos  códigos  civiles  de  Europa  y  en  algu- 
nos tratados  solemnes. 
Condiciones       Los  mejoreS  autores  que  han  escrito  sobre  derecho 
sentencia  s^e  a  público  ,  están  conformes  en  que  las  sentencias  pro- 
ei^xtmijero."  nunciadas  por  tribunales  extranjeros  sean  ejecutables 
cuando  reúnan  las  condiciones  siguientes: 

1/  Que  la  sentencia  haya  recaido  sobre  pleito  ci- 
vil y  por  acciones  personales  ,  pues  las  pronunciadas 
en  causas  criminales  no  son  ejecutables ,  como  vere- 
mos mas  adelante ,  y  las  que  versan  sobre  acciones 
reales  solo  se  pueden  dictar  por  el  juez  de  la  situación, 
con  arreglo  á  la  Lex  lod  rei  sita. 

2.'  Que  el  tribunal  que  haya  dado  la  sentencia  sea 
competente ,  con  arreglo  á  la  naturaleza  del  litigio,  ó 
en  virtud  de  convenciones  espresas  ó  tácitas  entre  los 
dos  Estados ;  es  decir ,  que  según  las  reglas  que  he- 
mos establecido  al  tratar  de  la  competencia  de  los  jue- 
ces ,  la  sentencia  haya  recaido  en  un  juicio  en  el  cual 
fuese  licito  al  juez  juzgar  al  extranjero. 
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3/  Que  el  litigante  extranjero  haya  sido  oido  en  el 
pleito  con  arreglo  á  las  formas  del  pais  del  litigio  ,  en 
los  mismos  términos  que  su  adversario. 

4.'  Que  la  sentencia  tenga  el  carácter  de  ejecu- 
toria. 

Y  5/  Que  la  sentencia  no  se  oponga  á  las  leyes, 
buenas  costumbres  y  soberanía  del  Estado  de  la  eje- 
cución. 

A  la  sentencia  que  reúna  tales  condiciones  ,  y  á  la 
que  recae  sobre  obligaciones  contraidas  en  el  Estado 
en  que  se  pronuncia ,  aconseja  la  conveniencia  que  en 
todas  partes  se  la  conceda  los  efectos  de  lá  cosa  juz- 
gada. La  que  decide  sobre  obligaciones  ajustadas  bajo 
el  imperio  de  leyes  extrañas  ,  puede  quedar  sujeta  á 
revisión.  Tal  es  la  práctica  mas  generalmente  admitida 
en  Europa ,  y  consignada  en  disposiciones  especiales  ó 
tratados  solemnes. 

Pero  de  que  estas  sentencias  sean  ejecutables  no 
se  infiere  que  lo  sean  por  la  sola  autoridad  del  juez 
que  las  pronuncia ,  porque  esto  lastimaría  la  indepen- 
dencia jurisdiccional  del  Estado  en  que  se  han  de  cum- 
plir; lo  son  por  el  mandato  del  juez  del  lugar  de  la 
ejecución  ,  y  para  este  fin  debe  éste  ,  antes  de  conceder 
su  execuatur ,  oir  las  contestaciones  que  se  le  presen- 
ten sobre  no  haberse  cumplido  las  condiciones  de  que 
se  ha  hecho  mérito ;  así  es  que  en  ningún  Estado  de 
Europa  se  ejecutará  una  sentencia  pronunciada  en  un 
juicio  en  que  se  hayan  violado  las  leyes  de  competen- 
cia ,  separando  á  un  regnícola  de  su  jurisdicción  com- 
petente; tampoco  la  que  se  haya  dictado  para  prender 
y  castigar  á  un  esclavo  ,  ó  la  que  autorice  un  conve- 
nio reprobado  por  las  leyes  del  pais  de  la  ejecución, 
porque  si  los  contratos  de  esta  naturaleza  no  pueden 
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tener  valor  en  el  extranjero ,  mal  lo  podrán  tener  las 
sentencias ,  que  no  son  mas  que  la  confirmación  legal 
de  los  contratos. 

Las  leyes  del  pais  de  la  ejecución  son  las  que  de- 
ben regir  para  el  examen  de  las  circunstancias ,  que 
autorizan  el  execuatur  de  las  sentencias  pronunciadas 
por  tribunales  extranjeros  ,  y  estas  mismas  leyes  rigen 
también  las  formas  exteriores  de  la  ejecución ,  como 
por  ejemplo  ,  si  se  ha  de  proceder  á  este  juicio  suma- 
rio tan  solo  por  la  solicitud  del  que  obtuvo  la  senten- 
cia en  su  favor  ,  ó  si  se  ha  de  presentar  exhorto  roga- 
torio del  juez  que  pronunció  la  sentencia. 

En  Inglaterra  y  en  los  Estados  Unidos  se  ha  esta- 
blecido ,  que  los  tribunales  del  pais  sean  libres  para 
ejecutar  ó  no  las  sentencias  de  los  extranjeros  ,  aun- 
que estas  procedan  de  Estados  en  que  no  se  admita  el 
principio  de  reprocidad:  cuando  se  alega  la  escep- 
cion  de  resjvdicata ,  esta  es  generalmente  admitida  co- 
mo válida  si  el  condenado  no  acusa  el  juicio  de  vicio- 
so ,  pues  entonces  se  entra  en  la  investigación  de  su 
ilegalidad. 

En  Francia  se  mantiene  en  todo  rigor  el  principio 
de  la  independencia  de  jurisdicción,  rehusándose  alas 
sentencias  de  los  tribunales  extranjeros  los  efectos  de 
la  cosa  juzgada  y  la  ejecución  ,  cuando  versan  sobre 
bienes  que  existen  en  Francia ,  ó  cuando  se  dirigen 
contra  personas  residentes  en  Francia.  En  estos  casos 
se  vuelve  á  abrir  el  litigio  para  rever  el  negocio  en 
su  esencia. 

De  todos  modos ,  siendo  esta  cuestión  de  interés 
tan  grave  para  la  administración  de  justicia ,  y  rozán- 
dose en  ella  tanto  la  independencia  de  jurisdicciones 
diversas ,  conviene  siempre  que  esté  pactada  en  trata- 
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(los  especiales  ,  al  menos  coa  aquellas  naciones  que  no 
reconocen  el  principio  de  reciprocidad. 

Las  sentencias  arbitrales  son  voluntarias  ó  forzosas.  De  las  senteih 
Las  primeras  proceden .  de  arbitros  nombrados  volun-  voluotariofl.*^ 
tariamente  por  las  partes  ,  y  las  segundas  de  arbitros 
impuestos  por  la  ley.  Cuando  la  ley  prescribe  que  cier- 
tos negocios  se  han*  de  decidir  por  arbitros  ,  aunque 
en  estos  casos  también  los  nombran  las  partes  ,  sin  em- 
bargo estas  lo  hacen  por  la  fuerza  que  impone  el  pre-  . 
cepto  legal ,  y  no  por  su  espontánea  voluntad  de  so- 
meter la  cuestión  al  juicio  de  jueces  avenidores  ,  como 
sucede  en  el  nombramiento  de  los  arbitros  voluntarios. 

Para  conocer  las  reglas  de  la  ejecución  de  estas 
sentencias  se  debe  considerar  ,  que  las  voluntarias  son 
un  verdadero  contrato  entre  las  partes  para  someterse 
al  juicio  de  un  individuo  ,  y  que  p#r  consiguiente  la 
resolución  del  arbitro  es  una  verdadera  obligación  ,  su- 
jeta á  todos  los  efectos  de  las  obligaciones ,  y  ejecuta- 
ble en  el  extranjero  en  los  mismos  términos  que  lo  son 
los  demás  contratos ;  es  decir ,  si  no  se  opone  al  esta- 
tuto personal  de  los  que  nombraron  el  arbitro ,  al  real 
de  las  cosas  sobre  que  versa  la  sentencia  ,  y  si  esta  se 
ha  dado  con  arreglo  á  las  formas  del  compromiso, 
dentro  del  plazo  y  con  las  condiciones  establecidas  en 
él.  Los  fallos  asi  dados  por  arbitros  voluntarios  son 
ejecutables  en  todas  las  naciones ,  aun  en  aquellas  en 
que  no  se  cumplimentan  las  sentencias  ,  porque  en  es- 
te caso  no  se  impone  jurisdicción  extraña  ,  sino  se  pi- 
de el  cumplimiento  de  una  obligación ,  la  cual  solo 
podrá  ser  eludida  en  los  términos  que  cualquiera  otra 
procedente  de  contratos. 

Pero  estas  sentencias  de  arbitros  voluntarios,  si  Deíassenien- 
Uevan  además  el  execuatur  del  juez  del  lugar ,  cambian  ^¿J^®^*!'**"''^ 
52 
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de  naturaleza  al  presentarse  en  los  tribunales  extran- 
jeros ,  porque  ya  no  son  un  contrato ,  sino  un  manda- 
to de  ejecución  expedido  por  un  juez  después  del  ar- 
bitrage ,  y  esto  es  una  jurisdicción  que  impone  á  otra 
la  ejecución  de  sus  decisiones.  En  este  caso ,  como  en 
el  de  que  el  arbitro  sea  nombrado  por  el  juez  en  dis- 
cordia, la  sentencia  es  de  arbitros  forzosos,  y  esta  sen- 
tencia ,  como  procedente  del  ministerio  de  la  ley  y  no 
.  de  la  voluntad  de  las  partes  ,  no  se  puede  considerar 
como  un  contrato  ,  sino  como  una  verdadera  sentencia, 
sujeta  en  su  ejecución  en  pais  extranjero  á  las  condi- 
ciones y  circunstancias  que  hemos  esplicado  al  tratar 
de  las  sentencias  judiciales. 

Por  manera  que  una  sentencia  de  arbitros  volun- 
tarios se  podrá  ejecutar  en  pais  extranjero  por  las  mis- 
mas reglas  que  se  fcagan  efectivos  los  contratos ,  y  otra 
de  arbitros  forzados  se  ejecutará  en  aquellos  Estados 
en  que  se  ejecuten  las  sentencias  judiciales ,  y  dejará 
de  cumplirse  donde  la  ley  no  permita  la  ejecución  de 
estas  sentencias  judiciales. 

Cuando  estos  fallos  se  llevan  á  efecto  en  pais  ex- 
tranjero no  es  por  derecho  propio ,  sino  en  virtud  del 
execuatur  del  juez  del  lugar  de  la  ejecución ,  como  su- 
cede en  los  judiciales  ,  y  como  en  estos  ,  sus  consecuen- 
cias proceden  del  execuatur  y  se  arreglan  por  la  ley 
del  juez  que  lo  haya  concedido. 
Be  los  medios       Los  medios  de  hacer  efectivas  las  sentencias  son 

D&r&  h&cer  efec 

«vas  las  sen-  diferentes ,  y  diferente  el  modo  de  usarlos.  En  Francia, 
por  ejemplo ,  el  que  ha  ganado  una  sentencia ,  tiene 
derecho ,  para  hacerla  cumplir ,  de  apoderarse  de  los 
bienes  muebles  ,  de  los  inmuebles  del  deudor ,  y  aun 
de  su  persona  reduciéndole  á  prisión ;  y  puede  usar 
simultáneamente  de  todos  estos  recursos  hasta  lograr 
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el  pago.  En  Alemania  hay  derecho  sobre  los  muebles, 
si  estos  no  bastan  sobre  los  inmuebles ,  y  en  último 
caso  para  prender  al  deudor ;  pero  estos  medios  no  se 
pueden  usar  sino  progresivamente.  En  Inglaterra  suce- 
de como  en  Francia ,  que  el  acreedor  ,  vencedor  enjui- 
cio ,  puede  ejecutar  la  sentencia  sobre  la  persona  y 
bienes  del  deudor ,  eligiendo  de  estos  medios  el  que  le 
acomode ,  ó  usándolos  á  la  vez  todos. 

En  España  las  leyes  son  hartó  templadas  en  favor 
de  los  deudores  desvalidos ,  para  que  la  prisión  ¡por 
deudas  sea  legal.  La  sentencia  ejecutoria ,  ó  que  tiene 
esta  calidad  por  haberse  declarado  consentida  y  pasa- 
da en  autoridad  de  cosa  juzgada,  si  ha  recaído  en 
pleito  entablado  por  la  acción  real  y  es  condenatoria, 
trasmite  la  cosa  litigada  á  la  persona  en  cuyo  favor  se 
dictó ,  y  le  dá  derecho  para  su  entrega  por  la  via  de 
apremio.  Si  la  sentencia  ha  decidido  sobre  acciones 
personales  j  la  persona  en  cuyo  favor  se  decidió  tiene 
derecho  á  ejecutar  á  la  que  fué  condenada ,  y  se  pro- 
cede á  la  traba  ^  embargo  y  venta  de  bienes  en  canti- 
dad bastante  para  cubrir  el  importe  de  la  obligación. 
Cuando  la  sentencia  es  absolutoria  se  ejecuta  conser- 
vando los  derechos  á  las  personas  en  cuyo  favor  se 
dictó,  con  el  alzamiento  de  los  secuestros ,  depósitos, 
y  toda  clase  de  cauciones  que  se  hayan  establecido 
durante  el  litigio. 

Estos  diversos  medios  que  ofrecen  las  leyes  civiles 
de  los  Estados  para  llevar  á  efecto  las  sentencias  ,  no 
pueden  usarse  indistintamente  en  pais  extranjero  ,  sino 
con  arreglo  á  la  ley  poríjue  se  falló  el  pleito  ;  es  decir, 
que  la  sentencia  que  se  ha  de  cumplir  en  un  Estado 
extranjero  no  podrá  ejecutarse  sino  en  los  mismos  tér- 
minos^en  que  se  ejecutaría  en  el  punto  en  que  se  pro- 
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nuncio.  La  razón  de  esta  regla  se  funda ,  en  que  toda 
sentencia  representa  la  confirmación  de  una  obligación 
contraida  legalmente,  porque  el  fallo  no  ha  podido 
menos  de  sujetarse  á  la  ley  del  contrato ,  y  xma  obli- 
gación por  el  hecho  de  estar  confirmada  por  una  sen- 
tencia ,  no  puede  al  cumplirse  quedar  sujeta  á  otra  ley 
que  á  la  del  contrato  de  que  procede.  Si  un  español  y 
un  francés  contratan ,  por  ejemplo  ,  un  préstamo  con 
arreglo  á  la  ley  española ,  y  después  de  im  litigio  se 
declarase  por  el  tribunal  competente  de  España  la  obli- 
gación del  pago ,  esta  sentencia  en  su  ejecución  no  po- 
dría tener  mas  latitud  que  la  que  procede  de  la  ley 
del  contrato ;  de  tal  suerte ,  que  si  el  francés  fuese  el 
condenado  y  la  ejecución  de  la  sentencia  se  hubiese  de 
verificar  en  Francia ,  suponiéndola  ejecutable ,  no  ha- 
bría lugar  á  la  prisión ,  aunque  la  ley  francesa  cuenta 
esta  entra  los  medios  de  ejecutar  las  sentencias.  De  lo 
contrario  sucedería ,  que  una  obligación  que  en  su  orí- 
gen  excluía  la  prisión ,  vendría  á  sujetarse  á  esta  pena 
por  el  hecho  de  haber  sido  confirmada  por  \m  juez, 
que  nunca  pudo  alterar  la  ley  del  contrato ,  y  por  ser 
ejecutada  esta  confirmación  por  un  juez  extranjero. 
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Abintes tatos  de  extranjeros  en  Esjpaña, 


Existiendo  en  España  nna  legislación  especial  en 
materia  de  abintestatos  de  extranjeros  Juzgamos  con- 
veniente dedicar  un  capitulo  á  tratar  de  este  punto  de 
jurisprudencia  internacional. 

En  las  sucesiones  abintestato  de  los  extranjeros  uadmioto- 
hay  dos  cuestiones  que  tener  en  cuenta :  la  administra-  {Te ¡a"  eV  tos 
cion  de  justicia ,  que  decide  sobre  las  reclamaciones  j? *,^^S'¿*i2te 
de  los  acreedores  que  resulten  contra  la  testamentaría  rito?¿3esf^*^'^^ 
del  extranjero,  y  la  intervención  preventiva  que  se  ha 
de  ejercer  sobre  estos  bienes ,  á  fin  de  ponerlos  en  cus- 
todia para  los  legítimos  herederos. 

En  cuanto  al  primer  punto ,  no  cabe  duda  sobre 
la  competencia  de  la  autoridad  judicial  del  pueblo  en 
que  ocurre  el  abintestato  del  extranjero ,  porque  no 
permitiendo  el  señorío  jurisdiccional  de  una  nación  el 
que  se  ejerza  en  su  territorio  jurisdicción  extraña, 
claro  es  que  el  administrar  justicia  sobre  cualquiera 
reclamación  que  ocurra  contra  la  testamentaria  de  un 
extranjero ,  tiene  que  ser  esclusivo  y  privativo  de  la 
autoridad  del  pais. 

En  cuanto  al  segundo ,  como  versa  sobre  un  acto  ji  inventario 
puramente  administrativo  y  de  protección  para  el  ex-  jí,5'bJÍ5J^®pii^ 
tranjero  ,  puede  admitirse  la  intervención  de  los  agen-  gJde'los^cón- 
tes  extranjeros  y  ser  objeto  de  tratados.  *'*^®®- 

Como  las  estipulaciones  que  ligan  á  la  España  con 
otras  potencias  sobre  este  particular  no  están  entera- 
mente acordes  en  la  forma ,  se  hará  una  ligera  rese- 
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ña  de  estas ,  para  venir  &  parar  á  la  práctica  que  ge* 
neralmente  se  observa  en  el  dia  respecto  á  los  abin-i 
testatos  de  los  extranjeros. 
EsUDuiacio-  Ciudades  anseáticas.  Por  6l  artíxMílo  17  del  tratada 
testatos.  °"  de  12  de  agosto  de  1650  se  estableció ,  que  el  jne] 
conservador  con  el  cónsul  formasen  el  inventario  de  Id 
bienes  quedados  por  fallecimiento  abintestato  de  cual 
quier  subdito  de  dichos  Estados ,  y  los  depoeitasen 
personas  de  confianza  que  los  guardasen  fielmente  p» 
ra  sus  legítimos  herederos.  1 

Inglaterra.  Por  el  artículo  34  del  tratado  de  1661 
inserto  en  el  de  ütrecht  de  1713  se  estipula ,  que  el 
cónsul  forme  el  inventario  de  los  bienes ,  y  los  depo- 
site si/n  intervención  de  ningún  tribunal  delpais.  Eslp 
tratado  se  convirtió  en  ley  del  reino  en  1724  por  la 
ley  4.*,  libro  6."*,  título  11  de  la  Novísima  Beoopila- 
cion.  Pero  al  redactar  esta  ley  se  trató  de  subsanar  lo> 
inconvenientes  que  ofrecía  k  latitud  del  artículo  34, y 
se  facultó  á  la  autoridad  local  para  formar  &  la  vez 
otros  inventarios,  y  para  juzgar  sobre  las  reclama- 
ciones. 

Países  Bajos.  Por  el  artículo  26  del  tratado  de  1714 
se  establece ,  que  el  juez  conservador  y  en  su  defecto 
el  ordinario  forme  los  inventarios  en  presencia  del 
cónsul. 

Atistria.  Por  el  artículo  32  del  tratado  de  1/  d€ 
mayo  de  1725  se  establece ,  que  en  los  abintestatos,  el 
cónsul  ó  el  ministro  de  su  nación  forme  el  inventario 
de  los  bienes  del  finado ,  y  que  á  falta  de  estos  funcio- 
narios extranjeros  lo  forme  el  juez  del  lugar ,  siendo 
de  advertir  que  no  se  hace  terminantemente  exclusión 
de  los  tribunales  del  pais ,  como  en  el  tratado  con  In- 
glaterra. 
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Fnmáa.  Por  el  artículo  8/  del  convenio  constnlar 
de  1769  se  previene,  que  estas  herencias  abintestato, 
y  aun  las  testamentarias,  sean  liquidadas  é  inventaria- 
das por  los  cónsules  sin  intervención  de  otros  tribuna- 
les. Pero  á  continuación  se  añade :  que  para  poner  & 
cubierto  los  intereses  que  puedan  tener  en  estos  bie- 
nes los  subditos  de  otra  nación ,  el  juez  militar  ó  en  su 
defecto  el  ordinario  puedan  proceder  con  la  interven^ 
cion  del  cónsul,  y  no  de  otra  manera ,  á  formar  los 
inventarios  y  proveer  á  la  custodia  de  la  herencia. 

Estados  Unidos,  Por  el  articulo  19  del  tratado  de 
1795  se  pactan  sobre  este  punto  las  condiciones  de  la 
nación  mas  favorecida. 

Portugal.  En  el  articulo  3.*  del  convenio  consular 
de  26  de  junio  de  1845  se  manda  que  los  agentes  con- 
sulares ,  acompañados  de  la  autoridad  local ,  practi- 
quen todas  las  diligencias  de  inventario,  liquidación, 
partición  y  entrega  de  los  bienes  quedados ,  tanto  abin- 
testato como  por  testamento  de  subditos  de  ambas  po- 
tencias. 

Analizadas  estas  estipulaciones ,  que  son  las  únicas 
que  forman  el  derecho  internacioníi!  positivo  entre  la 
España  y  las  demás  potencias ,  resulta  que  solo  la  In- 
glaterra tiene  el  derecho  de  que  sus  cónsules  formen 
el  inventario  de  los  bienes  de  los  ingleses  muertos  en 
España  abintestato,  con  la  expresa  exclusión  de  los 
tribunales  españoles.  Las  ciudades  anseáticas  tienen  de* 
recho  á  que  lo  verifique  el  cónsul ,  en  unión  con  el 
juez  conservador.  Los  Paises  Bajos ,  á  que  sea  el  juez 
conservador  ó  el  ordinario.  El  Austria^  el  cónsul  ó  el 
ministro,  pero  sin  excluir  los  tribunales  del  país.  La 
Francia  también  admite  la  gestión  del  juez  militar  ú 
ordinario  con  el  cónsul.  Y  todas  las  naciones  que  tienen 
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pactada  la  cláusula  de  ser  tratadas  como  la  nación  mas 
favorecida ,  están  subordinadas  en  este  punto  al  con- 
venio consular  con  Francia.  Por  manera  que  la  prác- 
tica seguida  constantemente  en  los  abintestatos  de  ex- 
tranjeros ocurridos  en  España ,  ha  sido  que  el  cónsul, 
en  unión  con  la  justicia  del  lugar ,  forme  los  inventa- 
rios de  los  bienes  del  finado  ,  y  los  deposite  en  segura 
custodia  para-  sus  legítimos  herederos ,  y  esta  misma 
práctica  fué  la  que  sirvió  de  base  al  redactar  el  con- 
venio consular  con  Portugal.  Las  escepciones  que  ha- 
yan podido  ocurrir  de  esta  regla  no  deben  nacer  de  la 
disparidad  de  las  estipulaciones ,  pues  en  su  esencia  son 
bastante  conformes  sobre  este  punto ,  si  no  de  algún 
descuido  dé  parte  de  los  ejecutores. 

La  única  escepcion  legal  y  admitida  en  la  práctica 
está  en  favor  de  los  cónsules  ingleses.  Estos  son  los 
únicos  que  forman  por  si  solos  y  sin  intervención  de  la 
autoridad  local  los  inventarios  de  los  bienes  quedadas 
por  el  abintestato  de  un  inglés  en  España ;  pero  aun 
este  derecho  ,  modificado  por  la  ley  Recopilada ,  como 
queda  dicho  ,  debe  limitarse  á  solo  los  bienes  que  exis- 
ten en  la  casa  mortuoria  ,  en  justa  reciprocidad  de  lo 
que  sucede  en  Inglaterra  con  los  cónsules  españoles. 
CJon  motivo  del  abintestato  del  subdito  inglés  ,  Mr. 
Alejandro  Foster  ,  ocurrido  en  Cádiz  en  1839 ,  se  ele- 
vó por  el  supremo  tribunal  de  Guerra  y  Marina  una 
luminosa  consulta  á  S.  M.  en  14  de  agosto  ,  en  la  que 
se  esplicaba  con  gran  claridad  y  copia  de  razones  la 
necesidad  en  que  estaba  la  España  de  cumplir  el  ar- 
tículo 34 ,  del  tratado  de  1667 ,  así  como  el  derecho 
que  tenia  á  su  vez  para  hacer  cumplir  la  ley  Recopi- 
lada ,  que  garantiza  los  intereses  de  los  acreedores  es- 
pañoles ,  é  impide  que  los  cónsules  en  estos  casos  ejer- 
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zan  jurisdicción.  Y  asi  es ,  porque  de  admitir  literal- 
mente la  regla  de  que  solo  el  cónsul  inglés  debe  inter- 
venir en  las  herencias  de  los  ingleses,  con  exclusión  de 
todo  otro  tribunal ,  naturalmente  se  deduce  que  á  él 
tendrán  que  acudir  todos  los  acreedores  contra  la  he- 
rencia ,  como  juez  único ,  y  que  el  cónsul  será  el  que 
deba  graduar  la  preferencia  de  los  créditos  ,  declarar- 
los válidos ,  hacer  la  adjudicación ,  y  en  su  caso  el  con- 
curso;  y  como  esto  sería  administrar  justicia  y  ejercer 
jurisdicción  un  extranjero  sóbrelos  naturales  sin  dele- 
gación del  Rey ,  en  este  caso  quedaría  infrinjida  la  ley 
Recopilada  de  España ,  que  se  funda  en  el  derecho  de 
gentes  sancionado  por  la  práctica  de  todas  las  naciones. 
Hay  además  que  notar  que  haciéndose  en  el  artícu- 
lo 33 ,  del  mismo  tratado  de  1667  ,  una  salvedad  en 
favor  de  los  intereses  de  tercero  que  puedan  mez- 
clarse en  estas  herencias ,  la  ley  Recopilada  ha  debi- 
do considerarse  como  la  natural  esplicacion  de  este  ar- 
tículo. 

Hemos  dicho  que  el  derecho  de  los  cónsules  ingle- 
ses debe  limitarse  á  inventariar  solo  los  efectos  que  se 
encuentran  en  la  casa  del  finado ,  porque  á  esto  se  re- 
duce el  que  tienen  los  cónsules  españoles  en  .Ingla- 
terra. 

En  el  abintestato  de  D.  Joaquín  Ruiz  de  Alcedo, 
ocurrido  en  Londres  en  el  año  de  1840 ,  el  cónsul  de 
España  después  de  inventariar  los  efectos  que  se  en- 
contraron en  la  casa  mortuoria ,  trató  de  recoger  900 
y  pico  libras  que  existían  en  poder  de  una  casa  de  co- 
mercio ,  y  habiéndose  negado  esta  á  entregarlas ,  y 
acudido  el  cónsul  en  queja  á  Lord  Palmerston  ,  á  la  sa- 
zón ministro  de  negocios  extranjeros ,  este  contestó  en 
notas  de  22  de  diciembre  de  1840 ,  y  9  de  febrero 
53 
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de  1841 ,  que  el  cónsul  «  no  habia  encontrado  ünpe- 
«  dimento  para  asegurar  é  inventariar  los  papeles  y 
«  efectos  que  es  f adán  en  poder  del  di/unto ,  cuando  acae- 
«  ció  el  fallecimiento ,  y  que  respecto  á  dar  órdenes  á 
« los  señores  Lowell  y  compañía  para  que  entregasen  el 
«  dinero  que  tenian ,  no  estaba  autorizado  para  ello  por 
«  ser  contrario  á  las  leyes  del  pais ;  y  que  ni  aun  los 
«  señores  Lowell  y  compañía  lo  podrían  entregar  á 
«  ninguna  persona  que  no  estuviese  provista  de  las 
«  usuales  cédulas  de  administración  conferidas  en  con- 
«  formidad  de  las  leyes  del  pais.» 
Conclusión.  Resulta  pues  en  último  anáUsis  :  que  la  Inglaterra 
tiene  derecho  de  que  sus  cónsules  formen  por  sí  solos 
los  inventarios  ,  y  depositen  los  bienes  que  quedan  por 
fallecimiento  intestado  de  cualquier  subdito  de  su  na- 
ción que  esté  en  la  clase  de  transeúnte  en  España ,  con 
arreglo  al  artículo  34 ,  del  tratado  de  1667 ,  inserto 
en  el  de  Utrecht  de  1713 ,  entendiéndose  solo  de  los 
bienes  que  se  encuentren  en  la  casa  del  finado ,  cuyo 
derecho  es  recíproco  para  los  cónsules  españoles  en 
Inglaterra. 

Que  con  arreglo  á  la  ley  4.*,  libro  6."*,  tít.  11  de  la 
Novísima  Recopilación  ,  la  autoridad  local  tiene  en  este 
caso  derecho  á  formar  por  su  parte  otros  inventarios,  y 
á  embargar  estos  bienes  para  pago  de  acreedores ,  si 
para  ello  fuese  requerida. 

Que  la  Francia  y  todas  las  demás  potencias  de  Eu- 
ropa están  en  posesicm  de  que  sus  cónsules  interven- 
gan necesariamente  en  la  formación  del  inventario  y 
custodiado  los  bienes  que  resulten  por  fallecimiento,  ya 
con  testamento  ó  abintestato ,  de  cualquiera  de  sus 
compatriotas  transeúnte  en  España ,  con  arreglo  á  los 
convenios  consulares  celebrados  con  Francia  y  Portugal 
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en  1769  y  1845,  debiendo  ser  esta  práctica  recíproca 
para  los  cónsules  españoles  en  todas  las  naciones. 

Concluiremos  recordando  que  los  abintestatos ,  lo 
mismo  que  todos  los  negocios  de  los  extranjeros  ,  son 
de  la  competencia  de  la  autoridad  militar  en  reempla- 
zo  del  juez  conservador ,  en  los  términos  que  hemoí^ 
esplicado  al  tratardel  fuero  de  extranjería. 
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LIBRO  II. 


TITULO  SBGUIIDO. 

DERBCHO    JURISDICCIONAL   CRIMINAL. 


CAPITULO  PRIMERO. 

Introducción. 

El  derecho  internacional  criminal  es  el  conjunto  de    Deíinicion. 
las  reglas  que  determinan  las  relaciones  entre  los  ex^ 
tranjeros  y  el  Estado  en  que  residen ,  en  cuanto  t  los 
actos  ilícitos. 

Partiendo  del  principio  que  dejamos  establecido ,  al  los  cxtranjé- 
tratar  del  derecho  internacional  civil ,  de  que  todo  E.s-  bies  en^eusía- 
tado  en  virtud  de  su  señorío  territorial  y  jurisdiccio-  ijnqticn- 
nal ,  no  puede  permitir  que  en  su  territorio  se  ejerza 
jurisdicción  extranjera  ,  y  que  es  libre  de  permitir  ó 
prohibir  la  entrada  en  él  á  subditos  de  otro  Estado  ^ 
cuando  consiente  que  los  extranjeros  residan  en  su 
recinto  jurisdiccional ,  se  debe  suponer  que  lo  hace 
bajo  la  condición  de  que  se  sometan  á  las  leyes  del 
Estado  durante  su  permanencia  en  él. 

Esto  es  tan  exacto ,  que  además  de  repugnar  al 
buen  sentido  toda  idea  de  inmunidad  en  favor  de  los 
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extranjeros ,  si  se  concediese  esta ,  vendría  á  resultar 
que  se  les  hacia  de  mejor  condición  que  á  los  natu- 
rales ,  dandq  así  margen  á  que  los  regnícolas  fuesen 
con  frecuencia  víctimas  de  la  impunidad  de  los  extran- 
jeros. Si  los  extranjeros  están  sujetos ,  en  cuanto  á  las 
consecuencias  de  sus  actos  lícitos ,  á  las  leyes  del  pais 
en  que  los  ejecutan ,  y  bajo  cuya  garantía  adquieren 
su  eficacia,  con  mucha  mas  razón  lo  deben  estar  en 
sus  actos  ilícitos  á  las  prescripciones  de  las  leyes  cri- 
minales que  han  infringido. 

De  tal  [modo  están  sujetos  los  extranjeros  por  sus 
delitos  á  la  ley  criminal  del  Estado  en  que  los  come- 
ten ,  que  aim  existen  medios  para  que  la  acción  de  la 
justicia ,  ya  que  no  pueda  ejercerse  fuera  de  las  fron- 
teras ,  reclame  la  persona  del  criminal  en  determinados 
casos ,  como  veremos  al  tratar  de  las  extradiciones. 

Establecida  esta  regla  preliminar ,  pasamos  á  exa- 
minar los  casos  en  que  el  extranjero  puede  ser  perse- 
guido y  juzgado  por  los  tribunales  territoriales ,  así 
como  aquellos  en  que  el  regnícola  es  justiciable  en  su 
pais  por  los  crímenes  que  haya  cometido  en  un  Estado 
extranjero. 
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CAPITULO  II. 


De  los  casos  en  quejpuede  tener  luga/r  el  procedimiento 

contra  extranjeros  ,  ó  por  delitos  cometidos 

en  pais  extranjero. 


Los  casos  en  que  puede  tener  lugar  el  procedí-    clasificación 
miento  contra  extranjeros  ó  por  delitos  cometidos  e^  ***  ^^*  **®"^' 
país  extranjero ,  y  que  por  tanto  están  sujetos  á  las 
reglas  del  derecho  internacional ,  son  los  siguientes : 

1/  Extranjero  que  delinque  en  el  pais  en  que  re- 
side ,  ya  sea  contra  el  Estado ,  contra  sus  individuos, 
ó  contra  otro  extranjero. 

2/  Extranjero  que  viene  á  residir  en  un  Estado 
después  de  haber  delinquido  contra  él  ó  contra  algu- 
no de  sus  regnícolas. 

3/  Extranjero  que  viene  á  residir  en  un  Estado 
después  de  haber  cometido  en  otro  un  delito  común. 

4/  Eegnicola  que  en  pais  extranjero  delinque  con- 
tra su  patria ,  ó  contra  alguno  de  sus  compatriotas  ,  y 

5.*  Regnícola  que  comete  un  delito  común  en  pais 
extranjero. 

En  cuanto  al  primer  caso ,  es  decir ,  cuando  un  ex-  es  josuciabie 
tranjero  comete  un  crimen  aunque  sea  contra  otro  ^r^Jí'^Es todo 
extranjero ,  no  queda  duda  en  que  es  justiciable ,  por-  5ne?^^  ^^""" 
que  ha  violado  las  leyes  del  pais  en  que  reside  y  bajo 
cuya  garantía  vivía  el  agraviado  ;  porque  ha  ofendido 
la  moral  pública ,  y  por  último  porque  ha  infrinjido  el 
pacto  de  respetar  las  leyes  ,  bajo  el  cual  se  entiende 
que  fué  admitido  en  el  Estado. 

El  extranjero  que  recibe  el  amparo  de  las  leyes  del 
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país  en  que  habita ,  contrae  el  deber  de  acatarlas  y 
observarlas ,  y  el  Gobierno  que  tiene  el  deber  de  ha- 
cerlas cumplir ,  tiene  también  el  derecho  consiguiente 
de  castigar  á  sus  infractores  sin  escepcion  de  condi- 
ciones. 

Esta  doctrina  ,  no  solo  se  encuentra  reconocida  en 
la  práctica  de  todas  las  naciones  ,  sino  que  está  con- 
signada en  todos  los  códigos  criminales  y  de  procedi- 
mientos de  Europa. 
El  que  deiin-       En  el  segundo  caso  .  es  decir ,  cuando  un  extranjero 

Sne  contra  un 
siado  ó  con-  viene  á  residir  en  un  pais  después  de  haber  delinquido 
Ira  algnno  de,,  .,,  .,  -i. 

sus  individuos  contra  él  Ó  contra  alguno  de  sus  naturales  ,  como  si  na 

8uede  ser  cas- 
gado  en  el  falsificado  monedas  ó  papel  del  Estado ,  si  ha  conspi- 
rado contra  su  tranquilidad  ó  contra  la  existencia  de 
su  gobierno ,  ó  si  ha  maltratado  á  alguno  de  los  sub- 
ditos de  la  nación  á  donde  viene  á  residir,  la  situación 
es  diferente,  porque  el  extranjero  no  ha  infrinjido 
las  leyes  del  pais  estando  en  él ;  ha  hecho  mal  al  Es- 
tado ó  á  sus  regnícolas ,  pero  no  después  de  haber 
contraído  la  obligación  de  respetarle ,  pues  que  este 
deber  principia  cuando  el  extranjero  entra  en  el  terri- 
torio y  no  antes. 

Mas  á  pesar  de  la  diferencia  que  existe  entre  este 
caso  y  el  anterior ,  la  opinión  de  los  mejores  juriscon- 
sultos está  de  acuerdo  en  que  no  solo  es  justiciable  el 
extranjero ,  sino  que  hay  derecho  para  pedir  la  extra- 
dición del  reo  en  algunas  circunstancias. 

Esta  doctrina  se  funda  en  el  deber  indeclinable  que 
tiene  toda  sociedad  de  defenderse  y  perseguir  á  los 
que  atacan  su  existencia ,  y  en  la  obligación  impres- 
cindible en  que  se  encuentra  de  protejer  á  sus  subdi- 
tos. De  estos  deberes  y  obligaciones  que  son  la  esen- 
cia de  las  leyes ,  se  deriva  el  derecho  de  imponer 
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penas  á  los  que  atenían  contra  la  seguridad  del  Estado, 
ó  de  sus  individuos  ;  y  esta  garantía  de  las  sociedades 
seria  ineficaz  en  muchos  casos  ,  si  el  principio  de  la  li- 
mitación territorial  de  la  jurisdicción  de  los  Estados  se 
llevase  con  tanto  rigor  que  no  fuese  justiciable ,  sino  el 
q-ue  infrinjo  las  leyes  dentro  del  pais  en  querijen.  Ade- 
más que  admitida  esta  doctrina  resultaría  que  las  fron- 
teras de  todos  los  paises  vendrian  á  ponerse  en  una 
situación  perenne  de  guerra,  sin  que  el  Estado  ofendi- 
do pudiese  castigar  porque  el  delito  no  se  cometía  en 
su  territorio,  ni  aquel  en  que  se  cometía  tampoco, 
porque  no  eran  sus  leyes  las  infrinjidas  ,  sino  las  del 
reino  vecino.  La  reciproca  conveniencia  entre  naciones 
vecinas ,  no  solo  aconseja  el  que  estos  delitos  sean  jus- 
ticiables por  el  Estado  ofendido ,  siendo  aprehendido  el 
reo,  sino  que  no  siéndolo  autoriza  á  pedir  su  extradi- 
ción como  ya  hemos  indicado. 

Por  estas  razones  está  admitida  como  una  regla  de 
derecho  internacional ,  el  que  todo  Estado  tiene  dere- 
clio  y  obligación  de  castigar  los  crímenes  cometidos  en 
pais  extranjero ,  cuando  éstos  afectan  su  seguridad  ó 
la  de  sus  individuos.  Se  entiende,  aquellos  delitos  que 
por  estar  considerados  como  tales  por  las  leyes  de 
todos  los  paises  entran  en  la  clasificación  de  delitos 
comunes ,  pues  en  los  que  proceden  de  la  infracción 
de  leyes  locales ,  como  son  las  de  contrabando ,  los 
reos  extranjeros  no  son  justiciables  ,  ni  aun  los  reg- 
nícolas quedan  por  ellos  sujetos  á  extradición. 

También  debe  estimarse  como  una  regla  de  juris-  jr  ^g  crímenes 
prudencia  criminal ,  que  todos  los  delitos  comunes  co-  Sdlwen^ef  «- 
metidos  en  pais  extranjero  ,  y  por  extranjeros  ,  que  es  Stranjerosson 
el  tercer  caso ,  son  justiciables  en  todas  partes  si  no  se  i"  g  anafcfr- 
reclama  la  extradición  de  los  reos ,  porque  así  lo  exije  cunstancias. 
54 
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la  vindicta  pública  y  la  moralidad  de  las  naciones.  De 
otro  modo ,  cualquier  criminal  tendría  asegurada  la 
impunidad  con  solo  pasar  la  frontera  del  Estado  en  que 
habia  perpetrado  el  crimen. 

Pero  esta  facultad  que  concede  el  derecho  de  gen- 
tes ,  está  limitada  á  los  casos  en  que  el  crimen  sea 
grave  y  común ,  que  el  reo  se  someta  á  la  jurisdic- 
ción ,  y  que  no  esté  reclamado  por  sus  jueces  natu- 
rales. 

Cuando  el  delito  es  leve  ó  político ,.  el  perseguirlo 
de  oficio  sería  un  esceso  de  severidad  que  no  está  en 
consonancia  con  las  reglas  de  la  extradición ,  que  co- 
mo veremos  mas  adelante ,  no  consienten  la  entrega 
de  los  reos  políticos  ni  de  delitos  leves. 

También  es  indispensable  que  el  reo  se  someta  es- 
pontáneamente al  tribunal  extranjero ,  pues  si  protes- 
ta contra  él ,  no  es  licito  imponerle  por  la  fuerza  ju- 
risdicción extraña ,  porque  esto  repugna  á  las  leyes  de 
la  competencia.  Lo  que  procede  en  tales  casos  para 
evitar  el  escándalo  de  la  impunidad ,  es  expulsar  del 
territorio  al  criminal ,  como  se  practica  en  Babiera. 

En  el  caso  de  que  esté  reclamada  la  extradición 
del  reo ,  no  cabe  duda  que  los  jueces  del  territorio 
del  asilo  son  incompetentes  para  juzgarlo ,  porque  la 
extradición  autorizada  por  los  principios  del  derecho 
de  gentes  ó  por  los  tratados  dá  un  verdadero  derecho 
para  juzgar  al  reo  á  la  nación  que  lo  reclama  ,  y  el 
juzgarlo  en  el  país  del  asilo  sería  una  usurpación  de 
jurisdicción. 

Cuando  la  parte  agraviada  persigue  al  delincuen- 
te ,  todos  los  tribunales  son  lejítimos  para  juzgarlo, 
porque  así  como  en  los  pleitos  civiles  entre  dos  ex- 
tranjeros está  admitida  la  competencia  de  los  jueces 
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territoriales  por  pura  •equidad ,  asi ,  y  con  muclio  mas 
motivo ,  lo  debe  estar  en  las  causas  criminales.  El 
prestar  amparo  y  protección  á  un  extranjero  que  per- 
sigue á  otro  por  delitos  ,  es  todavía  mas  equitativo 
porque  los  delitos  pesan  mas  en  la  balanza  de  la  jus- 
ticia que  las  meras  obligaciones. 

Si  el  extranjero  que  viene  á  un  Estado  después  de    eí  regnícola 
haber  cometido  un  crimen  en  otro ,  puede  ser  justi-  en  su  país  por 
ciable  por  los  tnbunales  del  país  en  que  reside  ,  no  metidos  en  ei 
debe  quedar  duda  en  que  lo  será  con  mas  razón  el     ^  ^  ^^' 
regnícola  en  los   casos  4/  y  5.%  porque  además  de 
que  la  protección  que  se  debe  á  este  no  se  extiende  á 
asegurarle  la  impunidad  por  los  delitos  que  cometa  en 
el  extranjero,  existen  otras  razones  especiales. 

Cuando  el  regnícola  delinque  contra  su  patria  ó 
contra  sus  compatriotas  en  país  extranjero ,  si  es  habi- 
do debe  ser  castigado  por  las  razones  expuestas  al 
hablar  del  extranjero  en  este  caso  ,  y  además  porque 
sobre  el  regnícola  pesa  siempre  un  deber  de  morali- 
dad que  le  obliga  á  respetar  las  leyes  de  su  país  ,  aun 
residiendo  en  el  extranjero.  Pero  si  el  crimen  come- 
tido por  el  regnícola  no  es  de  esta  clase  ,  sino  contra 
otro  extranjero ,  aunque  la  vindicta  pública  de  su  país 
no  esté  interesada  en  vengar  un  agravio  hecho  á  per- 
sonas y  leyes  extrañas,  lo  está  sin  embargo  en  no  con- 
sentir el  mal  ejemplo  de  la  impunidad  ,  y  en  evitar  de 
este  modo  que  se  reclame  la  extradición  del  reo.  Así 
como  la  moralidad  de  las  naciones  no  consiente  que 
un  regnícola  criminal  quede  impune  en  el  asilo  de  su 
patria  5  tampoco  la  protección  que  se  debe  á  los  reg- 
nícolas permite  entregarlos  á  la  severidad  de  los  tri- 
bunales extranjeros. 

Aimque  sobre  esta  doctrina  no  estén  de  acuerdo 
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todas  las  opiniones  5  ni  la  jurisprudencia  de  todos  los 
tiempos ,  pues  ni  en  Grecia  ni  en  Roma  se  podian  cas- 
tigar los  delitos  cometidos  en  país  extranjero ,  al  paso 
i  que  en  lá  Edad  media  se  castigaban  por  la  ley  del 

Estado  del  reo ;  sin  embargo ,  hoy  puede  decirse  que 
las  reglas  que  quedan  establecidas  son  las  que  se  en- 
cuentran adoptadas  mas  generalmente  en  todas  las  na- 
ciones. 

Para  que  se  forme  una  idea  de  la  práctica  que  se 
sigue  hoy  en  Europa ,  citaremos  las  disposiciones  que 
acerca  de  este  punto  se  ven  consignadas  en  los  códi- 
gos de  las  naciones  mas  principales. 
Doctrina  con-       Por  el  art.  6.*  del  código  de  instrucción  criminal 

síffn&dft  fin  vft*         

ríos  códigos  ex-  de  Francia,  son  justiciables  los  extranjeros  que  en  país 


tranjeros. 


extranjero  atontan  contra  la  seguridad  del  Estado,  fal- 
sifican sellos  ó  monedas  del  Estado ,  papel,  moneda  ó 
billetes  de  banco. 

Por  los  artículos  S.''  y  7.°  de  este  mismo  código  se 
sujeta  á  juicio  á  todo  francés  que  haya  cometido  cier- 
tos delitos  contra  su  patria  ó  contra  otro  francés  en 
territorio  extranjero. 

Los  tribunales  de  los  Estados  Pontificios  pueden 
proceder  contra  cualquiera  que  haya  robado  en  país 
extranjero. 

En  Bélgica  y  en  los  Países  Bajos  es  castigado  por 
las  leyes  del  país  todo  regnícola  que  comete  un  delito 
contra  un  compatriota ,  aunque  el  hecho  haya  tenido 
lugar  en  país  extranjero.  Si  el  delito  se  ha  comeWo 
entre  extranjeros ,  y  es  de  los  calificados  de  graves.es 
castigado  cuando  hay  queja  de  parte  ó  aviso  oficial  Iri 
gobierno  del  Estado  en  que  se  ha  delinquido. 

Lo  mismo ,  aunque  con  algunas  modificaciones, se 
practica  en  Cerdeña,  pues  cuando  un  extranjero  ka 
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hecho  mal  á  un  regnícola,  es  justiciable  si  el  delito  se 
ha  cometido  á  cierta  distancia  de  la  frontera ;  cuando 
ha  pasado  á  mas  distancia  solo  es  justiciable  el  extran- 
jero en  ciertos  y  determinados  delitos ,  y  cuando  el 
delito  no  es  de  los  previstos  por  la  ley  se  debe  ofrecer 
el  reo  á  sus  jueces  naturales  para  que  le  castiguen  ,  y 
no  siendo  aceptado  se  puede  castigar  en  Cerdeña. 

En  Austria  todos  los  crímenes  cometidos  por  los 
regnícolas  en  país  extranjero  son  castigados  por  las 
leyes  austríacas.  Los  que  comete  el  extranjero  contra 
el  Austria  son  también  justiciables.  En  los  demás  deli- 
tos que  no  son  contra  el  Estado ,  si  el  reo  no  es  admi- 
tido por  sus  jueces  naturales,  se  le  castiga ,  pero  sin 
imponerle  nunca  mas  pena  que  la  que  establece  la  ley 
del  Estado  en  que  se  ha  delinquido. 

En  Prusia  el  extranjero  es  justiciable  por  los  deli- 
tos que  comete  en  país  extranjero ;  pero  tampoco  se  le 
puede  imponer  mas  pena  que  la  del  Estado  de  la  per- 
petración. 

En  Babiera  se  entrega  el  extranjero  que  ha  come- 
tido un  delito  en  país  extranjero  al  Estado  ofendido, 
y  si  este  no  lo  admite  se  le  expulsa  del  territorio ;  si 
después  de  expulsado  vuelve  este  delincuente  extran- 
jero á  Babiera ,  entonces  es  justiciable ;  pero  solo  se  le 
sujeta  á  penas  correccionales. 

En  Inglaterra  y  en  los  Estados  Unidos,  la  legisla- 
ción es  diferente  en  este  punto  como  en  otros  muchos, 
pues  está  reconocido  como  un  principio,  que  los  delitos 
solo  pueden  castigarse  en  el  país  en  que  se  cometen. 

No  concluiremos  este  capítulo  sin  tratar  ,  aunque     ¡^  violación 

ligeramente,  de  los  delitos  que  proceden  de  la  viola-  ^^tfzSf  **  ^ 

cien  de  las  leyes  que  garantizan  la  propiedad.  mSS'lílai  ÍSo 

Como  las  leyes  que  garantizan  la  propiedad  im-  St?^*{¡J^ei  ex^ 

tranjero. 
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pongan  penas  á  los  infractores ,  conviene  examinar  si 
la  infracción  de  estas  leyes  puede  considerarse  co- 
mo un  delito  común  justiciable  por  todos  los  tribu- 
nales. 

Es  una  verdad  incuestionable  que  todo  Estado  tie- 
ne el  deber  de  proteger  por  sus  leyes  las  propiedades 
que  existen  en  su  territorio ,  ya  pertenezcan  á  regní- 
colas ó  á  extranjeros  ,  y  de  imponer  penas  severas  á 
los  infractores  de  estas  leyes  protectoras.  En  cuanto  á 
las  propiedades  materiales  no  cabe  duda  que  la  pro- 
tección legal  es  siempre  eficaz,  porque  los  objetos 
protegidos  se  encuentran  dentro  del  territorio .  y  no 
pueden  ser  ofendidos  desde  un  pais  extranjero ;  pero 
cuando  la  propiedad  es  inmaterial ,  es  decir ,  que  es 
literaria  ó  de  invención,  entonces ,  como  esta  propie- 
dad no  se  encuentra  adherida  al  país ,  ni  es  inatacable 
en  su  recinto ,  sino  que  puede  serlo  desde  el  extran- 
jero, la  protección  es  muy  diversa,  y  queda  sujeta  alas 
reglas  internacionales. 

Las  patentes  de  invención  no  tienen  fuerza  fuera 
del  Estado  en  que  se  han  concedido ,  y  la  propiedad 
literaria  puede  ser  violada  en  país  extranjero ,  porque 
los  adelantos  de  la  inteligencia  humana  no  deben  ser 
patrimonio  de  ninguna  persona  ni  de  ningún  Estado. 
Los  progresos  de  las  ciencias  pertenecen  al  género 
humano  por  derecho  y  por  utilidad ,  y  si  el  Estado  en 
que  nació  un  descubrimiento  tiene  el  deber  de  recom- 
pensar á  su  autor ,  concediéndole  patente  ,  las  demá5 
naciones  que  no  poseen  las  ventajas  del  invento  tienen 
á  su  vez  derecho  de  aspirar  á  su  posesión ,  sin  res- 
petar exclusivas  que  no  pueden  ser  obligatorias  faera 
del  territorio. 

La  exactitud  de  esta  doctrina  se  encuentra  reco- 
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nocida  en  los  muchos  tratados  que  sobre  propiedad 
literaria  se  han  ajustado  en  Europa. 

De  modo  que  las  infracciones  de  las  leyes  que  ga- 
rantizan la  propiedad  inmaterial ,  cuando  se  cometen 
fuera  del  territorio  en  que  rigen  estas  leyes,  no  se 
consideran  como  delitos ,  y  por  consiguiente  no  están 
sujetos  al  juicio  ni  pena  los  infractores. 
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CAPITULO  III. 


Be  las  penas  qm  p^iieden  imponerse  á  los  extranjeros. 


Se  ha  visto  ya  que  todo  criminal  es  justiciable 
por  los  tribunales  del  Estado  en  que  cometió  el  cri- 
men ,  y  los  casos  en  que  á  falta  de  estos  puede  serlo 
por  los  del  lugar  en  que  reside.  También  hemos  expli- 
cado los  términos  en  que  esta  doctrina  se  encuentra 
establecida  en  las  principales  naciones  de  Europa; 
ahora  procede  examinar  las  penas  que  se  hayan  de 
imponer  á  esta  clase  de  criminales. 
Conflictos  que  Cíomo  las  leyes  penales  de  todos  los  países  no 
^^pSSdes?  sean  iguales ,  pues  que  un  mismo  delito  puede  castigar- 
se con  distinta  pena  en  cada  Estado ,  según  la  mayor 
ó  menor  importancia  que  tiene  en  él ,  de  aquí  es  que 
cuando  ocurre  el  caso  de  juzgar  á  un  criminal  por 
delitos  que  ha  cometido  en  país  extranjero ,  puede  na- 
cer el  conflicto  de  que  la  pena  impuesta  por  la  ley 
infringida  sea  distinta  de  la  que  imponga  la  ley  del 
.  lugar  del  juicio. 

Las  penas  se       Sobre  las  penas  que  deban  imponerse  á  los  crimi- 
determlDan      i  j.       •  r  «j.  j      •  j« 

por  la  ley  déla  nales  extranjeros  se  han  suscitado  siempre  graves  dis- 
cusiones entre  los  jurisconsultos.  Pretenden  unos  que 
al  reo  no  se  le  puede  imponer  mas  pena  que  la  que 
designa  la  ley  infringida  ,  y  que  siendo  esta  la  del  Es- 
tado en  que  se  cometió  el  delito ,  solo  la  que  fije  esta 
ley  será  la  que  se  pueda  imponer.  Otros  sostienen  que 
el  juez  no  puede  juzgar  sino  en  virtud  de  las  leyes 
de  su  país ,  y  que  el  imponer  la  pena  que  marca  otra 
ley  que  no  es  la  de  su  Estado ,  es  violar  la  indepen- 
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dencia  jurisdiccional  de  que  emana  su  facultad  de 
juzgar. 

Para  resolver  esta  cuestión ,  conviene  recordar  que, 
según  se  manifestó ,  al  tratar  de  los  conflictos  que 
producen  las  leyes  civiles  de  las  naciones ,  solo  la 
conveniencia  puede  resolver  estos  choques  de  juris- 
dicción ,  y  que  fundados  en  esta  doctrina  y  en  la  pre- 
sunción legal ,  hemos  establecido  que  los  efectos  y 
consecuencias  de  los  actos  lícitos  del  individuo ,  se  ri- 
jen  por  la  ley  que  sirvió  de  base  y  garantía  á  estos 
actos ,  aunque  la  forma  esterior  del  juicio  se  sigete  á  la 
ley  del  lugar  del  pleito.  Haciendo  ahora  aplicación  de 
esta  doctrinad  aquellos  juicios  en  que  se  trata  de  los 
actos  ilícitos  de  un  individuo ,  podemos  deducir  por 
analojía ,  que  así  como  en  la  esencia  y  en  las  consecuen- 
cias de  los  actos  lícitos  ,  es  preciso  atenerse  á  la  ley 
del  contrato ,  es  decir ,  á  aquella  ley  por  cuyas  dispo- 
siciones se  arregló  el  acto,  y  de  las  que  emanaron  las 
obligaciones  respectivas ,  aunque  la  forma  esterior  del 
juicio  se  rya  por  la  ley  local  del  pleito ,  así  en  los  actos 
ilícitos ,  ó  delitos ,  la  esencia  y  las  consecuencias  de 
este  delito  que  son  las  penas  y  las  acciones  civiles  que 
de  él  emanan  en  favor  del  ofendido ,  deben  quedar 
sujetas  á  la  ley  del  lugar  de  la  perpetración ,  que  es 
la  que  puede  considerarse  como  la  ley  del  acto  ,  por- 
que es  la  ofendida  y  violada  por  el  criminal ,  aunque 
la  forma  esterior  del  juicio  se  rija  también  por  la  ley 
del  lugar  del  procedimiento. 

Esta  doctrina  concüia  la  conveniencia  de  la  recta 
administración  de  justicia  con  los  principios  del  dere- 
cho ,  pues  la  presuncipn  legal  supone  que  el  criminal 
que  busca  asilo  en  territorio  extranjero ,  espontánea- 
mente se  someterá  su  jurisdicción  y  á  sus  jueces  hu- 
55 
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yendo  de  la  severidad  de  los  del  Estado  ofendido ,  y 
si  por  esta  razón  es  natural  la  competencia  de  la  ju- 
risdicción del  pais  del  asilo ,  también  lo  es  que  no  se 
imponga  al  delincuente  mayor  pena  que  la  prescrita 
en  la  ley  infrinjida.  Esta  doctrina  tampoco  ofende  la 
independencia  jurisdiccional ,  porque  el  juez  que  al 
sentenciar  á  un  extranjero  le  impone  otra  pena  distin- 
ta de  la  que  previenen  sus  leyes  ,  no  se  somete  por  es- 
to á  una  ley  extranjera.  Esto  solo  tendría  lugar  tratán- 
dose de  delitos  cometidos  en  su  propio  pais ,  que  hubie- 
sen de  ser  castigados  por  leyes  extranjeras  :  pero  cuan- 
do el  magistrado  juzga  entre  extranjeros  ó  por  delitos 
cometidos  en  pais  extranjero ,  su  jurisdiecion  no  puede 
menos  de  participar  de  un  cierto  carácter  internacio- 
nal que  le  obliga  á  admitir  las  leyes  extranjeras ,  co- 
mo un  dato  que  ilustra  su  opinión  y  qué  modifica  su 
fallo. 

Por  tanto,  lo  que  mas  generalmente  se  encuentra 
admitido  en  la  práctica  de  todas  las  naciones  ,  es  que 
los  delitos  nunca  puedan  ser  castigados  con  mas  pena 
que  la  que  impone  la  ley  infrinjida ;  y  aun  en  muchos 
Estados  se  observa  la  regla  de  que ,  al  criminal  juz- 
gado por  delitos  cometidos  en  pais  extranjero ,  se  le 
imponga  la  pena  mas  leve ,  entre  la  que  establece  la 
ley  del  juicio  y  la  de  la  perpetración. 
Casos  eD  qae       Cuando  las  penas  impuestas  en  estos  juicios  se  han 

las  sentencias  j  i-  i    i  •      i 

criminales  son  de  cumplir  en  el  lugar  en  que  se  pronuncia  la  sen- 
tís" exiranjelí  tencia ,  entonces  no  hay  dificultad  alguna  ,  porque  la 
pena  se  ejecuta  por  la  misma  jurisdicción  que  se  im- 
pone ;  pero  cuando  han  de  ser  efectivas  en  territorio 
extranjero ,  porque  el  reo  sentenciado  haya  buscado 
asilo  en  otro  pais  ,  la  regla  es  diversa  según  las  cir- 
cunstancias. 
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Cuando  se  impone  nna  pena  pecuniaria ,  condena 
de  costas  ú  otra  indemnización ,  si  el  condenado  tiene 
sus  fondos  en  pais  extranjero,  estos  son  responsables, 
porque  la  sentencia  condenatoria  es  igual  &  la  que 
declara  una  obligación^  y  la  sentencia  que  confirma  una 
obligación  es  ejecutable  como  tenga  las  condiciones  de 
ser  dictada  por  juez  competente  y  con  audiencia  del 
condenado. 

La  sentencia  que  impone  una  pena  corporal  ó  la 
confiscación^  aunque  proceda  de  un  juez  competente 
con  arreglo  á  lo  que  dejamos  establecido  en  el  ca- 
pítulo 2.%  no  es  ejecutable  en  pais  extranjero,  porque 
repugna  á  la  independencia  jurisdiccional  el  consti- 
tuirse en  ejecutores  de  las  penas  impuestas  por  los 
tribunales  extranjeros.  En  estos  casos  no  se  trata  co- 
mo en  los  anteriores  de  hacer  que  se  cumpla  una  obli- 
gación civil ,  sino  de  ejercer  la  parte  mas  dura  que 
tiene  la  administración  de  justicia,  comees  la  de  hacer 
efectivas  las  penas  personales. 

No  siendo  ejecutables  en  pais  extranjero  las  penas 
corporales ,  mucho  menos  lo  serán  las  que  alteran  la 
condición  de  las  personas  de  una  manera  que  no  con- 
sienten las  leyes  del  Estado  en  que  reside  el  reo,  como 
pueden  ser  la  esclavitud  ó  la  infamia. 

Las  penas  que  proceden  de  causas  políticas  tam- 
poco son  ejecutables  sino  en  el  Estado  en  que  se  im- 
pusieron ,  porque  si  estos  delitos  no  son  justiciables 
por  los  jueces  extranjeros ,  menos  serán  ejecutables 
en  pais  extraigero  las  sentencias  que  por  ellos  se  im- 
pongan. 

Por  último,  las  penas  impuestas  á  los  regnícolas 
por  tribunales  extranjeros  nunca  son  ejecutables  en  su 
pais ,  sino  en  circunstancias  muy  especiales,  como  su- 
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cede  en  Alemania.  Las  relaciones  íntimas  de  vecindad 
que  existen  en  la  confederación ,  que  casi  la  constitu- 
yen en  Uña  misma  familia ,  han  hecho  que  esta  doc- 
trina^ entre  algunos  de  sus  Estados ,  no  se  tenga  en 
cuenta,  y  que  las  sentencias  pronunciadas  en  unos  sean 
ejecutables  en  otros,  en  virtud  de  estipulaciones  espe- 
ciales. En  Babiera  por  rescripto  de  27  de  setiembre  de 
1828  se  previene  la  singular  escepcion  de  que  todo 
bábaro  que  sea  condenado  en  las  costas  por  un  tribu- 
nal extranjero,  sea  obligado  en  su  pais  á  cumplir  esta 
condena  si  las  leyes  bábaras  la  establecen  en  el  caso 
de  que  se  trata. 
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CAPITULO  IV. 


Práctica  criminal  de  España  con  respecto  á  los 
extranjeros. 


En  España  está  admitido  en  la  práctica ,  que  todo 
español  que  comete  en  país  extranjero  im  delito  gra- 
ve ,  calificado  de  tal  por  las  leyes  españolas ,  si  des- 
pués se  refugia  en  su  patria ,  es  justiciable  en  ella, 
sin  que  deba  nunca  accederse  á  su  extradición.  En  los 
delitos  leves  solo  se  procede  cuando  hay  reclamación 
de  la  parte  agraviada. 

Los  crímenes  que  cometen  los  extranjeros  en  Es- 
paña, se  castigan  por  las  leyes  españolas  ,  según  se  ha 
explicado  al  tratar  del  fuero  de  extranjería ,  el  cual 
alcanza  á  lo  criminal. 

Los  tribunales  españoles  no  están  en  práctica  de 
conocer  sobre  crímenes  cometidos  por  los  extranjeros 
antes  de  venir  á  España,  por  manera  que  si  el  Estado 
á  que  pertenece  el  reo  no  tiene  derecho  de  extradi- 
ción en  virtud  de  tratados  especiales  ,  ó  si  teniéndolo 
no  la  reclama ,  este  reo  adquiere  una  completa  impu- 
nidad. 

La  jurisprudencia  internacional  de  España  con  res-    prácUcA  cn- 
pecto  á  los  Estados  de  Levante  ,  lo  mismo  que  en  lo  "JcSn res^ó 
civil ,  constituye  en  lo  criminal  una  verdadera  espe-  *  ^^vante. 
cialidad. 

En  Turquía ,  por  el  tratado  celebrado  en  14  de 
setiembre  de  1782 ,  que  está  confirmado  por  el  de  14 
de  marzo  de  1840 ,  se  pacta  en  el  artículo  e.""  que 
siempre  que  un  español  sea  preso  por  cualquier  deli- 
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to  ,  á  la  primera  reclamación  de  su  cónsul  se  le  en- 
tregue para  que  este  le  imponga  el  debido  c-astigo.  Y 
como  esta  estipulación  no  es  reciproca,  resulta  que  uní 
español  residente  en  los  Estados  de  la  Sublime  Puer- 
ta en  caso  de  cometer  un  delito ,  debe  ser  entregado 
á  su  cónsul ,  al  paso  que  un  turco  en  España  queda- 
ría como  otro  cualquier  extranjero  transeúnte  sujeto  á 
la  jurisdicción  militar, 

C!on  Marruecos  se  estipuló  por  el  artículo  12  del 
tratado  de  1767  que  así  en  las  causas  civiles  como 
en  las  criminales ,  solo  puedan  conocer  los  cónsules; 
y  en  cuanto  á  lo  criminal  también  está  pactado  por  el 
artículo  6/  del  tratado  de  1779 ,  que  los  españoles 
delincuentes  en  territorio  marroquí  sean  entregados  al 
cónsul  para  que  le  imponga  el  castigo  con  arreglo  á 
sus  leyes ,  siendo  de  notar  que  esta  estipulación  es 
recíproca  á  diferencia  de  la  que  media  con  la  Sublime 
Puerta  ,  que  no  lo  es. 

La  Regencia  de  Túnez  ha  concedido  á  los  españoles 
por  los  artículos  16  y  19  del  tratado  de  19  de  julio 
de  1791 ,  el  privilegio  de  que  no  puedan  ser  juzgados 
ni  sentenciados  sin  que  su  cónsul  se  halle  presente ,  y 
delante  de  él  se  pruebe  el  delito. 

Por  último  la  de  Trípoli  ha  igualado  su  condición 
con  la  Puerta  Otomana ,  por  el  artículo  2/  del  tratado 
de  10  de  setiembre  de  1784. 
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CAPÍTULO  V. 
De  las  extradidmies. 


Es  propio  de  este  lugar,  después  de  haber  exami- 
nado los  casos  en  que  es  justiciable  el  extranjero  por 
los  tribunales  del  Estado  en  que  reside ,  el  tratar  de 
las  extradiciones,  que  pueden  considerarse  como  la 
excepción  de  las  reglas  que  quedan  establecidas. 

La  palabra  extradición  significa  la  entrega  de  un    ^*'"**^*®"* 
delincuente  que  hace  el  gobierno  de  un  Estado,  al 
de  otro  que  lo  reclama .  por  delitos  cometidos  en  el 
Estado  ó  contra  el  Estado  del  reclamante. 

Ha  sido  una  opinión  admitida  por  mucho  tiempo 
entre  las  personas  de  principios  liberales  en  política, 
que  la  extradición ,  como  una  excepción  odiosa  del 
derecho  de  asilo  ,  debia  negarse  en  todo  caso.  Pinhei- 
ro  querría  que  nunca  se  ejerciese  la  extradición  para 
que  no  se  violase  el  asilo.  Pero  conociendo  el  incon- 
veniente de  la  impunidad  que  ofrece  esta  doctrina,  pre- 
tende salvarlo  estableciendo,  que  los  tribunales  del 
Estado  del  asilo  estén  abiertos  para  que  el  ofendido 
presente  su  querella  contra  el  extranjero  asilado.  Mas 
este  publicista  no  tuvo  presente ,  que  hay  muchos  crí- 
menes contra  los  cuales  no  queda  parte  que  reclame ; 
que  aun  habiéndola  no  siempre  es  fácil  al  ofendido 
trasladarse  á  un  pais  extranjero  para  entablar  proce- 
dimientos costosos  y  de  resultados  inciertos ,  por  la 
distancia  del  lugar  de  la  perpetración  del  crimen ;  y 
que  todas  estas  circunstancias  acabarían  por  ofrecer 
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j  una  impunidad  casi  segura  al  criminal  que  lograse  pi- 

sar el  suelo  extranjero. 

Lajnsiicia  y       La  necesidad  en  que  se  encuentra  todo  gobierno 
»  la  coDvenien-  ^  ^ 

'  danwnufd^'ias  ^®  Perseguir  á  los  criminales  que  infringen  las  leyes  y 

extradiciones,  perturban  la  tranquilidad  del  Estado  ó  de  sus  indivi- 
duos ,  es  la  razón  que  autoriza  las  demandas  de  ex- 
tradición ,  y  la  moralidad  que  no  permite  convertir  el 
territorio  en  asilo  seguro  de  impunidad ,  es  la  que  jus- 
tifica la  entrega  de  los  criminales.  Si  un  deber  de  mo- 
ralidad obliga  á  todo  gobierno  ¿conceder  protección 
al  extranjero  que  la  reclama  contra  un  criminal  que 
ha  tomado  asilo  en  su  territorio,  con  mas  motivo  le 
obligará  á  entregar  este  mismo  criminal  cuando  sea 
reclamado  por  sus  jueces  naturales.  Si  la  jurisdicción 
extranjera  es  competente  cuando  está  reclamada  por  la 
parte  ofendida ,  si  puede  prender  y  castigar  al  reo,  con 
mas  motivo  podrá  entregarlo  si  está  reclamado  por  el 
gobierno  de  su  pais ,  que  es  el  representante  de  todos 
los  intereses  y  el  defensor  natural  de  la  justicia.  De 
modo  que  las  extradiciones  se  fundan  en  la  moralidad 
de  las  naciones ,  que  no  consiente  la  impunidad ,  y*  en 
la  conveniencia  que  resulta  de  entregar  el  reo  á  sus 
jueces  naturales ,  mas  bien  que  de  juzgarlo  por  los 
tribunales  extranjeros. 

Pero  de  que  las  extradiciones  sean  convenientes 
no  se  infiere  que  sean  obligatorias ,  con  arreglo  á  los 
principios  del  derecho  de  gentes. 

La  exiradi-       Para  demostrar  esta  verdad  bastará  recordar  que, 
gatSríasfnoes^  segun  se  ha  manifestado  en  otros  capítulos .  el  dere- 

estfpuiada.  ^j^^  jurisdiccional  de  un  Estado  no  pasa  de  los  límites 
de  su  frontera ;  que  la  acción  de  sus  tribunales  solo  al- 
canza á  los  que  residen  en  él ,  y  que  la  residencia  de 
un  regnícola  en  pais  extranjero  corta  todas  las  rela- 
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clones  que  existen  entre  él  y  sus  autoridades  natura- 
les. Por  consiguiente  el  criminal  que  toma  asilo  en 
pais  extranjero  no  puede ,  con  arreglo  al  derecho  de 
gentes ,  ser  extraído  de  él ,  ni  juzgado  en  él  por  la 
justicia  del  suyo,  porque  este  hecho  significaría  dos 
absurdos :  el  primero  que  los  juecps  del  Estado  del  de- 
lincuente podian  ejercer  sus  funciones  judiciales  en  el 
Estado  extranjero  del  asilo  ;  y  segundo,  que  la  juris- 
dicción territorial  del  Estado  del  asilo  no  era  exclusiva, 
puesto  que  consentía  el  ejercicio  de  jurisdicción  ex- 
traña. De  modo  que  la  extradición  no  puede  ser  obli- 
gatoria por  los  principios  del  derecho  de  gentes,  y  pa- 
ra que  lo  sea  debe  estar  consignada  en  los  códigos 
criminales  ó  estipulada  en  convenios  internacionales. 

La  multitud  de  tratados  de  extradición  que  existen 
entre  todas  las  naciones  civilizadas  ,  al  paso  que  ma- 
nifiesta el  convencimiento  general  de  la  conveniencia 
que  de  ellas  resulta ,  es  una  prueba  del  derecho  que 
tiene  todo  Estado  para  negarlas ,  pues  lo  que  es  obli- 
gatorio para  una  potencia  y  de  derecho  para  otra ,  es 
escusado  pactarlo. 

En  Francia  el  gobierno  es  arbitro,  con  arreglo  á     práctica  so- 
las  leyes,  de  conceder  ó  no  la  extradición.  En  los  pai-  nSsS^muchos 
ses  Bajos  se  reconoce  el  derecho  de  extradición  por  astados, 
los  artículos  8  y  9  ,  primero  y  tercer  caso  del  código 
de  instrucción  criminal.  En  Babiera  la  extradición  del 
extranjero  está  permitida  por  el  rescripto  de  22  de 
febrero  de  1814 ;  y  en  los  Estados  Unidos  por  el  acta 
federal  de  17  de  setiembre  de  1787  ,  art.  4/  En  Tur- 
quía se  entrega  al  delincuente  extranjero  por  costum- 
bre; y  en  Inglaterra  misma,  donde  por  las  leyes  es  tan 
sagrado  el  derecho  de  asilo,  sin  embargo  en  la  prác- 
tica está  reconocida  la  conveniencia  de  la  extradición, 
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pues  que  ha  celebrado  esta  potencia  con  los  Estados 

Unidos  el  tratado  de  9  de  agosto  de  1842  ,  en  que  se 

estipula  la  entrega  de  ciertos  criminales. 

Reglas  gene-       Se  ha  dicho  que  la  extradición  se  funda  en  el  re- 

lermí narrias  cíproco  interés  de  los  Estados  •  mas  como  este  interés 

extradiciones.  i  ,  i        •  j        •  ' 

pueda  ser  mayor  ó  menor  según  las  circunstancias ,  asi 

como  pueden  también  ser  mas  ó  menos  atendibles  los 
motivos  que  obliguen  á  sostener  el  asilo,  de  aquí  es 
que  las  reglas  que  determinan  las  extradiciones  se 
fundan  en  el  derecho  de  asilo,  combinado  con  la  razón 
de  conveniencia  de  la  extradición. 

Las  reglas  mas  generales ,  que  establecidas  por  los 
mejores .  autores  de  derecho  público  y  adoptadas  en 
la  práctica  de  muchas  naciones,  han  venido  á  ser  en 
esta  materia  como  la  norma-,  á  falta  de  estipulacio- 
nes ,  y  la  base  para  ajustar  estas ,  cuando  llega  la  oca- 
sión ,  son  las  siguientes : 

1.*  La  extradición  de  los  desertores  del  servicio 
militar  es  la  mas  fácil ,  porque  en  ella  está  interesada 
la  disciplina  de  todos  los  ejércitos.  Asi  es  que  todas 
las  potencias  ,  inclusa  la  Inglaterra ,  tienen  convenios 
con  sus  vecinas  para  la  entrega  recíproca  de  esta  cla- 
se de  delincuentes. 

2.*  La  extradición  del  regnícola  que  ha  cometido 
un  delito  en  pais  extranjero  es  la  mas  odiosa,  y  por 
esta  razón  en  los  códigos  de  algunas  naciones ,  está 
expresamente  prohibida  y  en  la  práctica  se  niega  en 
todas  partes.  La  Francia  ha  celebrado  tratados  de  ex- 
tradición con  muchas  potencias  y  en  ninguno  sé  en- 
cuentra pactada  la  entrega  del  regnícola.  Casi  todas 
las  potencias  de  Europa  están  ligadas  entre  sí  por  es- 
ta clase  de  pactos ,  sobre  todo  la  Prusia ,  Babiera  y 
los  Estados  de  Alemania ,  y  en  ninguno  de  ellos  se 
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enonentra  consignada  la  entrega  del  regnícola,  y  lo 
mismo  sucede  en  Inglaterra.  Por  último  todas  las  nacio- 
nes que  con  arreglo  á  las  leyes  juzgan  y  castigan  al 
regnícola  por  los  delitos  que  ha  cometido  en  pais  ex- 
tranjero, implícitamente  niegan  al  Estado  de  la  per- 
petración el  derecho  de  perseguir  estos  crímenes  por 
medio  de  la  extradición  de  los  criminales.  Solo  en 
Oldemburgo  se  consiente  la  extradición  del  regnícola 
cuando  median  pactos  especiales  que  la  autorizan ,  y 
cuando  el  delito  cometido  en  el  pais  extranjero  está 
calificado  de  tal  por  las  leyes  oldemburguesas. 

Esta  regla  se  explica  por  aquel  sentimiento  de  pa- 
triotismo natural  á  todo  gobierno  que  inclina  á  con- 
ceder asilo  en  el  territorio  á  aquellos  de  sus  compa- 
triotas que  lo  buscan  en  la  desgracia ,  y  que  hace  re- 
pugnante el  entregarlo  á  la  severidad  de  un  tribunal 
extranjero. 

3.*  La  extradición  se  puede  solicitar  no  solo  por  los 
delitos  cometidos  en  el  Estado  que  lo  reclama ,  si- 
no por  los  que  hayan  tenido  lugar  contra  el  Estado, 
pues  que  para  infrinjir  las  leyes  de  un  pais  no  es  in- 
dispensable residir  en  él ,  ni  para  hacer  mal  á  sus  in- 
dividuos es  preciso  ir  á  su  patria.  Por  esta  razón  todo 
gobierno  tiene  el  deber  de  reclamar  á  cualquier  de- 
lincuente, sea  nacional  ó  extranjero,  que  ha  delinqui- 
do contra  el  Estado  ó  contra  sus  individuos  desde 
pais  extranjero. 

4/  La  extradición  no  debe  verificarse  sino  cuando 
el  delito  que  la  provoca  es  grave  y  merece  pena  bor- 
poral  ó  infamante ,  porque  la  vindicta  pública  y  la 
conveniencia  solo  se  interesan  en  que  no  queden  im- 
punes los  delitos  que  afectan  la  moralidad  y  la  tran- 
quilidad de  las  naciones ,  pero  no  los  que  solo  üiflu- 
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yen  en  la  condición  del  individuo,  como  sucede  en  los 
delitos  leves. 

5/  El  individuo  sujeto  á  extradición  no  puede  ser 
juzgado  por  mas  delitos  que  aquellos  que  la  hayan 
ocasionado.  Por  esta  razón  cuando  ocurre  la  entrega 
de  un  reo,  que  además  del  crimen  que  ha  dado  lugar 
á  la  extradición,  ha  cometido  otros ,  no  puede  ser  juz- 
gado mas  que  por  aquel  delito  que  produjo  la  entrega; 
y  si  durante  la  instrucción  de  la  causa  apareciesen 
nuevos,  para  poderlos  castigar  será  preciso  pedir  una 
nuevji  extradición ,  porque  esta  es  una  condición  im- 
plícita de  la  entrega  del  reo,  y  una  consideración  deri- 
vada del  derecho  de  asilo. 

6/  La  extradición  no  debe  nunca  concederse  por 
delitos  políticos,  porque  estos,  aunque  se  consideren  co- 
mo graves  en  el  Estado  que  *  la  reclama ,  pueden  ser 
calificados  muy  diversamente  en  el  que  deba  verificar 
la  entrega.  Además  que  los  delitos  políticos  ni  aun  en 
el  pais  que  reclama  la  entrega  son  juzgados  del  mis- 
mo modo  por  todo  el  mundo,  ni  en  todos  los  tiempos, 
porque  están  sujetos  al  inñi\)o  de  las  circunstancias. 
Por  esta  razón  los  Países  Bajos  han  rehusado  en  mu- 
chas ocasiones  á  la  Francia  la  extradición  de  sus  refu- 
jiados  políticos  ,  así  como  á  su  vez  esta  potencia  ha 
dado  asilo  á  los  refujiados  españoles. 

Esta  es  en  general  la  práctica  de  todas  las  nacio- 
nes ,  y  por  eso  en  los  tratados  de  extradición  no  es 
común  encontrar  pactada^  la  entrega  de  los  reos  polí- 
ticos. Solo  en  casos  muy  especiales  de  una  gran  co- 
munidad de  intereses ,  como  sucede  entre  los  Estados 
de  Alemania ,  la  Rusia  y  la  Prusia,  se  puede  compren- 
der la  estipulación  relativa  á  la  entrega  de  los  reos 
políticos,  como  se  vé  en  los  tratados  de  1832  y  de  1836 
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y  de  1834 ,  entre  estas  potencias  con  respecto  &  los 
polacos. 

En  consecuencia  de  esta  regla ,  cuando  ocurre  que 
un  reo  entregado  es  á  la  vez  delincuente  político,  so- 
lo puede  juzgársele  é  imponérsele  pena  por  el  delito 
común  ,  pero  no  por  el  político,  y  cumplida  la  pena 
impuesta  por  aquel ,  debe  quedar  en  libertad  el  pena- 
do para  volver  al  pais  de  que  fué  extraído,  si  así  le 
conviene* 

7/  El  reo  sujeto  á  extradición  no  puede  ser  entre- 
gado si  está  bajo  la  acción  de  los  tribunales  del  Esta- 
do en  que  reside.  Por  manera  que  la  extradición  no 
podrá  tener  lugar  hasta  que  el  reo  esté  absuelto  ó  ha- 
ya sufrido  la  pena  que  se  le  haya  impuesto  por  la  ju- 
risdicción que  le  juzga.  Pero  cuando  el  reclamado  de- 
pende de  los  tribunales ,  no  por  causas  en  que  se  halle 
interesada  la  vindicta  pública ,  sino  por  cuestiones  de 
particulares ,  como  sucede  en  la  detención  por  deudas, 
entonces  no  puede  suspenderse  la  extradición. 

8.*  Solo  los  gobiernos  son  competentes  en  nego- 
cios de  extradición ,  porque  residiendo  en  ellos  el  se- 
ñorío ó  dominio  territorial ,  solo  ellos  pueden  negar 
el  asilo  en  el  territorio  y  decretar  la  extradición.  *De 
aquí  es  que  las  demandas  de  extradición  deben  pre- 
sentarse por  los  gobiernos ,  porque  necesariamente  se 
tienen  que  dirigir  á  gobiernos.  En  CJerdeña  está  admi- 
tida la  práctica  de  concederse  la  extradición  por  los 
tribunales  del  pais  á  demanda  de  los  tribunales  ex- 
tranjeros ,  pero  con  tal  que  el  demandante  use  de  la 
reciprocidad  en  igualdad  de  circunstancias. 

9/  A  las  demandas  de  extradición  debe  siempre 
acompañarse  copia  del  auto  de  prisión  ,  y  un  extracto 
de  las  razones  ó  motivos  en  que  esta  se  funda. 
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10.  En  materia  de  extradiciones  debe  mas  bien 
propenderse  á  limitarlas  que  á  ampliarlas.  El  acto  de 
negar  el  asilo  y  de  privar  de  su  libertad  al  asilado  en- 
tregándolo á  los  que  lo  persiguen,  envuelve  cierta 
odiosidad  que  debe  predisponer  á  una  resolución  mas 
bien  favorable  que  adversa.  Por  esta  razón  ha  sucedi- 
do muchas  veces  que  el  gobierno  francés  niegue  al  es- 
pañol la  extradición  de  reos  de  delitos  comunes ,  que 
á  la  vez  estaban  complicados  en  causas  políticas ,  por- 
que ha  considerado  el  caso  dudoso,  y  como  tal  lo  ha 
decidido  en  favor  de  los  reos.  Y  por  la  misma  regla  se 
ha  negado  alguna  vez  la  extradición  de  falsificadores 
de  papel  moneda ,  porque  no  son  mbnederos  falsos ,  que 
es  de  los  que  habla  el  tratado  de  extradición  entre  la 
España  y  la  Francia. 
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CAPITULO  VI. 


Tratados  de  extradición  entre  la  España  y  otras 
potencias. 


Establecidas  las  bases  que  pueden  servir  de  regla, 
tanto  para  resolver  los  casos  que  ocurran  en  ihateria 
de  extradición  como  para  ajustar  tratados  de  esta  na- 
turaleza ,  vamos  á  entrar  en  el  análisis  de  la  legislación 
internacional  que  existe  en  España  sobre  este  punto. 

Los  tratados  especiales  que  existen  en  España  sobre 
extradición  son  el  de  29  de  setiembre  de  1765  ajusta- 
do con  la  Francia ,  y  el  de  8  de  marzo  de  1823  con 
Portugal. 

Por  el  tratado  con  Francia ,  convertido  en  ley  del  Tratado  espe- 
reino  t)or  la  ley  7.*,  tit.  36,  lib.  12  de  la  Novísima ^J|,^¿^;¿^^^^^^ 
Recopilación ,  está  sujeto  á  extradición  el  subdito  de  p^J|*  yJFran- 
cualquiera  de  las  dos  potencias ,  ó  el  extranjero  que 
toma  asilo  en  una  de  ellas ,  después  de  haber  cometido 
en  la  otra  alguno  de  los  delitos  que  siguen: 

I.'*    Robo  en  caminos  reales ,  en  iglesia  y  en  casas, 
con  fractura  y  violencia. 

2.**    Incendio  premeditado. 

3.«    Asesinato. 

4.**    Estupro. 

5.*    Rapto. 

6.'    Envenenamiento  determinado. 

7.°    Falsificación  de  monedas. 

8."  Hurto  de  los  caudales  públicos  siendo  tesorero 
ó  recibidor. 

Los  desertores  del  ejército  no  solo  no  están  suje- 
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tos  á  extradición  por  este  tratado ,  sino  que  expresa- 
mente están  excluidos ,  obligándose  únicamente  ambos 
gobiernos  á  restituir  las  armas  y  pertrechos  militares 
que  lleve  consigo  el  desertor.  Esta  exclusión  es  mas 
notable ,  cuanto  que  en  el  final  del  art.  3.*  se  ofrece 
la  entrega  de  todo  delincuente ,  aunque  lo  sea  por  de- 
litos leves ,  no  siendo  de  deserción  ,  y  con  tal  de  que 
sea  subdito  del  gobierno  que  lo  reclame.  De  suerte  que 
^  en  un  convenio  tan  lato ,  en  el  que  no  se  exceptúan  de 
la  extradición  ni  aun  los  delitos  leves,  la  excepción  en 
favor  de  los  desertores  podria  dar  margen  á  sospechar 
si  no  se  quiso  con  ella  proteger  la  deserción. 

En  los  delitos  graves  se  establece ,  que  la  extradi- 
ción tendrá  lugar ,  aunque  el  reo  haya  tomado  iglesia 
ú  otro  asilo  privilegiado ,  pero  en  aquel  caso  no  se  po- 
drá imponer  la  pena  de  muerte ,  porque  de  ella  absuel- 
ve la  inmunidad  eclesiástica. 

Se  reconoce  el  principio  de  que  la  extradición  se 
ha  de  reclamar  y  otorgar  por  los  dos  gobiernos  recí- 
procamente. 

Y  por  último  que  el  reo  se  ha  de  entregar  con  to- 
dos los  efectos  y  dinero  que  se  encuentren  en  su  poder. 

Por  el  art.  16  de  la  convención  ajustada  entre  Es- 
»ctada8^en°ei  P^^  7  Francia  en  24  de  diciembre  de  1786  ,  se  esti- 
lado de  1786  p^jg^  también  una  especie  de  extradición  inversa  para 
los  delitos  de  contrabando  cometidos  en  la  frontera. 
Es  decir  que  el  español  que  pasa  á  Francia  ,  y  vice- 
versa ,  y  allí  hace  el  contrabando  ,  si  es  cogido  por  la 
autoridad  francesa ,  en  lugar  de  castigarlo  debe  entre- 
garlo á  la  española  para  que  le  juzgue»  De  modo  que 
en  vez  de  ser  esta  una  extradición ,  puede  considerarse 
mas  bien  como  una  prohibición  de  retener  al  delin- 
cuente. 


pacta( 
tratad 
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Cuando  el  coutrabandista  ha  cometido  además  el 
delito  de  hiirto,  homicidio  ó  violencia ,  ó  ha  hecho  re-* 
sistencia  á  la  justicia ,  6  es  reincidente  en  el  delito  de 
contrabando,  entonces  lo  retiene  y  juzga  el  Estado  en 
que  reside  el  delincuente. 

Las  estipulaciones  sostenidas  en  estos  tratados, 
aunque  no  sean  tan  cumplidas  como  pudieran  serlo, 
sin  embargo  no  dejan  de  estar  ajustadas  en  lo  general 
á  los  buenos  principios.  Lo  primero  se  demuestra  con 
abservar,  que  en  estos  tratados  no  están  previstos  los 
casos  de  extradición  por  delitos  cometidos  fuera  del 
Estado  y  contra  el  Estado.  Si  ocurriese  que  un  fran- 
cés ú  otro  extranjero  falsificase  moneda  francesa  en  Es- 
pana,  como  este  delito,  si  bien  contra  la  Francia,  no  se 
habia  cometido  en  Francia ,  que  es  de  los  que  habla 
el  tratado,  se  consideraría  como  dudoso,  y  como  tal 
serla  resuelto  favorablemente  al  reo  por  falta  de  cla- 
ridad en  la  estipulación.  El  estar  excluidos  de  este 
convenio  los  desertores  del  ejército,  le  hace  también 
defectuoso;  y  por  último  el  ofrecerse  al  final  del  pár- 
rafo 3/  la  entrega  de  todos  los  reos  sin  condición, 
cuando  en  el  periodo  anterior  se  limita  la  extradición 
á  ciertos  y  determinados  delitos ,  ocasiona  en  la  prác- 
tica grandes  dificultades.  Esta  circunstancia  y  lo  redu- 
cido de  la  escala  de  los  delitos  enumerados  ,  ha  dado 
margen  á  multitud  de  cuestiones,  y  á  que  se  haya  pen- 
sado en  ejecutar  nuevos  convenios. 

Por  cambio  de  notas  de  23  de  junio  y  4  de  julid 
de  1838  entre  el  conde  de  Ofalia  y  Mr.  de  Fezensac, 
con  motivo  de  la  entrega  de  Mr.  Monnier,  se  convi- 
no en  la  reciproca  extradición  de  los  reos  de  quiebra 
fraudulenta.  Pero  circulado  este  arreglo,  el  tribunal 
supremo  de  justicia,  en  consulta  de  17  de  noviembre 
57 
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(le  1841  se  opuso  á  él ,  porque  no  estaba  hecho  con  las 
formalidades  que  el  tratado,  de  que  era  una  amplia- 
ción ,  y  el  convenio  quedó  anulado. 

En  varias  ocasiones  también  se  ha  pretendido  am- 
pliar los  casos  de  falsificación,  á  la  de  los  efectos  pú- 
blicos, billetes  de  banco,  y  letras  de  cambio,  ofrecien- 
do la  reciprocidad ,  pero  estas  transacciones  tampoco 
han  llegado  á  ser  efectivas ,  y  al  fin  se  ha  reconocido 
por  ambos  gobiernos  la  necesidad  de  ajustar  un  nuevo 
tratado  de  extradición. 

Se  ha  dicho  que  estos  tratados  están  ajustados  en 
lo  jeneral  á  los  buenos  principios  ,  porque  en  ellos  no 
se  pacta  la  extradición  del  regnícola ,  ni  la  de  los  reos 
de  delitos 'políticos.  Los  que  se  enumeran  son  todos 
graves  ,  y  de  los  calificados  de  comunes.  En  ellos  se 
establece  que  el  reo  sea  entregado  oon  todos  los  efectos 
que  tenga  en  su  poder;  y  por  último  se  reconoce 
que  las  extradiciones  son  del  resorte  exclusivo  de  los 
gobiernos. 

Hechas  estas  observaciones  resta  solo  manifestar 
con  respecto  á  este  punto  de  jurisprudencia  interna- 
cional entre  España  y  Francia ,  que  en  la  práctica,  el 
gobierno  que  pide  la  extradición  ,  acompaña  á  esta  do- 
manda  un  estracto  de  la  causa  formada  al  criminal  que 
se  reclama ,  en  el  qne  consta  la  naturaleza  y  delito 
del  reo;  y  si  á  este  testimonio  se  une  un  exhorto  del 
juez,  esto  facilita  mucho  la  extradición. 
Traiadoespe-       Las  extradiciones  con  Portugal  datan  de  muy  an- 
cioli^em?e'^i?¿  tiguo,  pues  al  pactarse  en  el  articulo  6.*"  del  tratado 
puna  y  Pohu.^^2^^^  marzo  de  1778  las  de  los  reos  de  falsifica- 
ción de  moneda ,  de  contrabando  y  deserción  ,  se  re- 
ferian  ambos  gobiernos  á  las  concordias  celebradas 
con  el  ray  1).  Sebastian.  La=^^  leyes  3.*,  4."   y  5.*   del 
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tit.  36,  libro  12  de  la  Novísima  Recopilación  confirman 
los  pactos  y  concordias  que  sobre  extradición  media- 
ban con  Portugal  en  los  siglos  15 ,  16  y  17 ;  pero  el 
examen  de  estas  estipulaciones  antigjaas  seria  hoy 
ocioso,  cuando  existe  un  tratado  reciente  que  fija  las 
reglas  á  que  han  de  atenerse  ambos  gobiernos. 

En  este  tratado,  que  como  se  ha  dicho  se  ajustó 
en  el  año  de  1823 ,  se  pacta  la  entrega  de  los  deser- 
tores del  ejército  y  de  los  prófugos  del  alistamiento 
para  el  servicio  militar,  ya  sean  reclamados  de  go- 
bierno á  gobierno,  ya  entre  las  autoridades  de  la 
frontera  recíprocamente. 

También  se  pacta  la  mutua  entrega  de  todos  los 
veos  procesados  y  condenados  en  su  respectivo  paü*; 
debiendo  el  gobierno  del  territorio  en  que  se  hubiese 
buscado  el  asilo  poner  en  seguridad  los  reos  hasta  que 
llegue  el  caso  de  verificar  la  entrega. 

Como  los  reos  *no  pueden  ser  entregados  hasta  que 
están  sentenciados ,  se  faculta  á  los  jueces  instructores 
del  sumario  para  que  dirijan  á  los  del  lugar  de  la  re- 
sidencia del  reo  los  interrogatorios  necesarios  para  el 
esclarecimiento  de  la  causa. 

Este  tratado  es  mucho  mas  defectuoso  y  confuso 
([ue  el  celebrado  con  la  Francia ,  porque  en  él  solo  se 
hace  mérito  de  los  casos  en  que  españoles  ó  portu- 
gueses cometan  delitos  en  su  propio  país ,  y  después  se 
asilen  en  el  reino  vecino.  Los  demás  no  están  teñid oá 
en  cuenta ;  de  suerte  que  cuando  el  criminal  toma  el 
asilo  en  su  propio  país ,  cuando  no  es  ni  español  ni 
portugués ,  y  cuando  el  delito  no  se  ha  cometido  en 
el  Estado  que  reclama  la  extradición  del  reo,  sino  en 
el  del  reclamado,  pero  contra  el  reclamante,  todos 
estos  casos  son  dudosos  porque  no  están  previs^tos  en 
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el  tratado.  Hay  mas  ,  y  es  que  en  la  práctica  este  tra- 
tado es  de  todo  punto  ilusorio  por  una  circunstancia 
especial  délas  leyes  civiles  portuguesas.  Con  arreglo á 
estas  ningún  reo  puede  ser  castigado  en  rebeldía ,  y 
como  el  reo  que  se  reclama  es  porque  se  ha  refugiado 
á  España,  ocurre  la  dificultad  de  que  el  gobierno 
español  no  puede  verificar  su  entrega  porque  no  está 
sentenciado  como  exige  la  estipulación ,  ni  los  tribu- 
nales portugueses  pueden  llenar  esta  condición  porque 
no  les  es  licito  sentenciar  al  ausente  con  arreglo  á  sus 
leyes. 

Esta  contradicción  entre  el  tratado  y  las  levcíí 
de  Portugal,  ha  dado  margen  alguna  -vez  á  que  reoN 
portugueses  presos  en  España  hayan  continuatlo  asi 
por  muchos  años ,  porque  el  gobierno  español  se  vela 
obligado  por  unas  mismas  estipulaciones  á  mantener 
en  custodia  al  reo  y  á  no  entregarlo  sin  sentencia. 
Real  orden  de  ^^^  ^^  objeto  de  disminuir  los  inconvenientes  de 
bredcm*!^™""  ^^*^  conflicto  SO  ha  resuelto  por  real  orden  de  12  de 
noviembre  de  1847  que  los  reos  portugueses  que  se 
encuentren  en  este  caso  y  renuncien  al  asilo,  sean  en- 
tregados á  sus  jueces  naturales  de  Portugal.  Pero  este 
arreglo,  aunque  puede  disminuir  el  mal ,  no  lo  corta 
completamente,  porque  algunos  reos  ,  y  sobre  todo  los 
que  por  sus  delitos  teman  que  se  les  pueda  imponer 
la  última  pena,  preferirán  estar  perpetuamente  presos 
en  España  á  hacer  una  renuncia  que  los  lleve  á  poder 
de  sus  jueces  naturales. 

Esta  cláusula  del  tratado  no  es  solo  un  imposilílo 
para  Portugal,  sino  que  también  causa  entorpecimien- 
tos á  los  tribunales  españoles,  pues  si  bien  pue- 
den estos  sentenciar  en  rebeldía ,  no  ejecutan  la  sen- 
tencia sin  oir  al  reo  cuando  es  habido,  y  esto  obliga 


Digitized  by 


Google 


—  453  — 

á  un  segundo  procedimiento  dilatorio  y  embarazoso. 

En  cuanto  á  la  extradición  del  regnícola ,  como  el 
tratado  nada  dice  sobre  este  particular ,  y  como  son 
muy  frecuentes  los  casos  de  asilarse  españoles  ó  portu- 
gueses en  su  propio  pais  después  de  haber  cometido 
crímenes  en  el  reino  vecino,  se  ha  convenido  entre 
ambos  gobiernos  que  en  estos  casos  el  Estado  de  la 
perpetración  remita  el  tanto  de  culpa  que  resulte  con- 
tra el  reo  para  que  sea  castigado  por  sus  jueces  terri- 
toriales. Este  arreglo  tuvo  lugar  en  virtud  de  una  nota 
del  ministro  de  negocios  extranjeros  de  Portugal  señor 
de  Magallaes  ,  fecha  en  15  de  diciembre  de  1841 ,  cuyo 
coatenido  fué  aceptado  por  el  ministerio  de  Gracia  y 
Justicia  de  España  en  el  año  de  1845 ,  y  desde  esta 
época  continúa  en  práctica  este  nuevo  convenio. 

De  lo  dicho  se  deduce  que  el  tratado  de  extradi- 
ción que  rige  entre  España  y  Portugal ,  mas  que  im 
medio  de  facilitar  las  relaciones  entre  los  dos  paises, 
es  un  manantial  perenne  de  complicaciones ,  que  sería 
de  desear  tuviesen  fin  por  medio  de  un  nuevo  conve- 
nio, mas  ajustado  á  las  reglas  que  prescribe  el  dere- 
cho para  esta  clase  de  cuestiones  internacionales. 

Además  de  los  tratados  especiales  de  extradición 
que  quedan  analizados  ,  la  España  tiene  estipulada  la 
entrega  de  criminales  con  algunas  potencias ,  cuyas 
estipulaciones  se  encuentran  consignadas  en  tratados  de 
otra  naturaleza. 

Con  el  Imperio  de  Marruecos  está  pactado  por  el  Extradiciones 
art.  10  del  tratado  de  28  de  mayo  de  1767  y  por  el  do  Marróos. 
6."  del  de  l.^'de  marzo  de  1799  una  extradición  con 
circunstancias  bien  notables.  Por  estos  tratados  se  con- 
viene la  entrega  de  los  prófugos  de  los  presidios  de 
Ceuta ,  Melilla ,  Peñón  y  Alhucemas ,  con  tal  que  estos 
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desertores  no  abracen  la  religión  de  los  moros ,  pues 
en  este  easo  no  hay  Ingar  á  la  extradición  ,  y  además 
la  de  los  españoles  que  hayan  cometido  delitos  en  el 
territorio  marroquí.  La  entrega  en  tales  casos  se  hace 
por  el  gobierno  marroquí  al  cónsul  español.  Esta  es- 
tipulación que  se  encuentra  consignada  en  la  ley  9.\ 
tít.  86  ,  lib.  12  de  la  Novísima  Recopilación  ,  es  recí- 
proca para  ambos  países ,  y  se  funda  en  el  principio 
de  que  jueces  de  una  creencia  no  juzguen  á  delincuen- 
tes de  otra ,  y  así  se  entregan  los  reos  para  que  sean 
castigados  por  sus  propios  jueces.  Cuando  el  asilado 
adopta  la  religión  del  país  en  que  reside ,  no  hay  ex- 
tradición ,  como  queda  dicho. 
Con  Tuuez  y  En  Tunez  y  Trípoli ,  con  arreglo  á  los  tratados  de 
1791  y  1784  ,  no  hay  lugar  á  la  extradición  cuando 
el  reo  logra  el  asilo  de  su  patria  ó  se  refugia  en  bu- 
que de  su  nación  ;  pero  no  sucede  así  cuando  se  en- 
cuentra en  un  buque  extranjero. 
ConDinamar-  Por  el  convenio  firmado  en  21  de  julio  de  1767 
Sjos!^*  ^^^^  entre  la  España  y  Dinamarca  se  pacta  la  recíproca  en- 
trega de  los  esclavos  fugitivos  de  Puerto  Rico  y  las 
Islas  Danesas  de  Santa  Cruz  ,  Santo  Tomás  y  San  Juan, 
con  tal  que  la  extradición  se  reclame  dentro  de  un 
año  de  la  fuga  del  negro,  que  se  abonen  los  gastos  de 
manutención  del  prófugo  y  además  una  gratificación, 
y  que  no  se  imponga  pena  de  muerte  ó  de  mutilación 
al  entregado.  Cuando  el  esclavo  prófugo  ha  cometido 
algún  delito  en  el  lugar  del  asilo,  no  puede  ser  entre- 
gado hasta  que  sufre  el  castigo  que  le  imponen  las  le- 
yes de  la  isla  en  que  lo  ha  cometido. 

Igual  estipulación  media  con  respecto  á  los  deser- 
tores de  los  ejércitos  de  aquellas' colonias ;  y  en  el  mis- 
mo sentida  están  redactadas  las  que  existen  entre  la 
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íspana  y  las  Países  Bajos  con  rAlacioií  á  las  colonias 
mericanas  de  los  dos  Estados ,  según  se  vé  en  el  tra- 
adodc23dejuniodel791. 
Por  último  existe  un  convenio  para  la  reciproca  en-    convenio  de 

j,j,  ....  j,  ,  ,.        extradición  con 

i^ga  de  los  desertores  militares  de  las  plazas  de  An-  la  plaza  de  gí- 

lalucía  y  costa  de  Granada ,  por  una  parte ,  y  los  de  "^ 

iibraltar  por  la  otra,  acordado  entre  los  gobernado- 

•es  del  campo  de  San  Roque  y  de  Gibraltar  en  21  de 

ibril  de  1838.  Para  que  se  pueda  conocer  este  con- 

renio,  que  no  se  encuentra  en  la  colección  del  Canti- 

lo,  se  inserta  á  continuación. 

%ivenio  para  la  mutua  entrega  de  desertores  espa-- 
Mies  é  ingleses  y  ajitstado  entre  hs  gobernadores  mi- 
litares del  campo  de  San  Roque  y  de  la  plaza  de 
Gibraltar  en  21  de  abril  de  1838. 

1.*  Todos  los  sargentos,  cabos,  soldados,  tam- 
bores ,  pífanos  ó  cornetas  del  ejército  español ,  6  del 
real  cuerpo  nacional  de  marina ,  ó  los  reclutas  á  quie- 
nes haya  tocado  ó  tocase  la  suerte  de  soldados  en  las 
quintas  que  desertasen  de  los  distritos  de  las  capita- 
nías generales  de  Andalucía  y  la  costa  de  Granada,  y 
que  se  refugien  ó  se  presenten  con  armas ,  vestuario 
6  caballos ,  ó  sin  ellos ,  en  la  plaza  de  Gibraltar ,  ó 
que  sean  hallados  abordo  de  los  pontones  que  tienen 
licencia ,  ó  de  los  buques  mercantes  con  pabellón  in- 
glés •  en  el  puerto  ó  fondeadero  de  Gibraltar ,  y  todos 
los  sargentos ,  cabos  ó  soldados  de  las  tropas  británi- 
cas que  estén  de  servicio, en  Gibraltar ,  que  desertaren 
á  la  linea  española  ó  á  cualquiera  de  los  puntos  de- 
marcados que  anteceden  ,  serán  entregados  á  sus  res- 
pectivas autoridades  militares  de  Gibraltar  y  coman- 
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dancia  del  cuuipo  do  San  Roriue  con  cualquier  equipo 
militar  que  tengan. 

2/  Para  que  pueda  efectuarse  la  captura  de  los 
desertores  ,  de  que  hace  mención  el  artículo  que  ante- 
cede ,  el  señor  gobernador  de  la  plaza  de  Gíbraltar 
acompañará  su  reclamación  con  una  descripción  de  la 
persona  del  desertor ,  como  también  de  si  se  ha  deser- 
tado con  armas ,  vestuario,  equipage  ó  caballo,  y  el 
señorcomandantedel  campo  observará  igual  formalidad. 

3.*»    Efectuada  que  sea  la  aprehensión  ,  los  deser- 
tores serán  entregados  por  cualquiera  de  las  partes ,  en 
*  ePestado  que  hayan  sido  cogidos ,  y  se  hará  toda  di- 
ligencia para  encontrar  las  armas  ,  equipo  ó  caballos, 
con  el  objeto  de  que  sean  restituidos. 

4/  Durante  la  detención  de  un  desertor ,  cuando 
esta  esceda  el  término  de  24  horas ,  se  le  suministra- 
rán para  su  subsistencia  dos  reales  de  vellón  diarios, 
que  le  serán  abonados  á  la  parte  que  haga  el  adelanto. 

5.*  Se  ha  de  entender  claramente  que  este  conve- 
nio no  comprenderá  á  los  reos  políticos ,  sino  qne  es 
puramente  para  fines  militares  ,  y  en  ningún  caso  ser- 
virá de  alegato  para  pretender  la  entrega  de  personas 
acusadas  de  delitos  políticos. 

Gibraltar21  de  abril  de  1838.  (Firmado).  El  co- 
mandante general  del  campo  de  San  Eoque ,  Ramón 
Sánchez  Salvador. — Alexander  Wordford,  mayor  ge- 
neral gobernador  de  Gibraltar. 

Articulo  adicional. 

Los  desertores  que  sean  entregados  por  cualquiera 
de  las  partes ,  bien  sea  que  se  hayan  presentado  ellos 
mismos  ,  ó  que  hayan  sido  aprehendidos  ,  no  podrán 
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en  ningún  caso  sufrir  la  pena  de  muei-te ,  y  ambas 
naciones  prometen  conmutarla  por  otra  que  no  sea 
pena  capital. 

Gibraltar  21  de  abril  de  1838.  (Firmado).  El  co- 
mandante general  del  campo  de  San  Roque ,  Ramón 
Sánchez  Salvador.—  Alexander  Wordford ,  mayor  ge- 
neral gobernador  de  Gibraltar. 

Esto  es  cuanto  existe  en  el  derecho  internacional 
positivo  de  la  España  con  respecto  á  extradiciones. 

Las  potencias  que  no  tienen  pactos  de  esta  natu-    práctica  con 
raleza  con  el  gobierno  español ,  no  pudiendo  fundar  sus  JSSSctog^qíie 
reclamaciones  en  las  leyes  españolas  porque  en  ellas  SSia  to^eSS-a^ 
no  está  consignado  el  principio  de  la  extradición  ,  tie-  ^^^^' 
nen  que  conformarse  con,  la  voluntad  del  gobierno,  á 
cuya  prudencia  queda  el  entregar  el  reo,  el  espulsar- 
lo del  reino ,  ó  sostener  el  asilo  según  las  circuns- 
tancias. 

Pero  &  pesar  de  que  esta  sea  la  verdadera  situa- 
ción de  la  España ,  con  respecto  á  las  demás  poten- 
cias ,  ya  se  ha  dado  caso  de  aceptar  el  gobierno  es- 
pañol el  principio  de  la  extradición  fundado  en  la  ra- 
zón de  reciprocidad,  pues  por  real  orden  de  19  de 
noviembre  de  1827  se  previene  para  el  caso  de  que 
algún  subdito  de  los  Países  Bajos  se  refugie  en  España 
por  delitos ,  que  no  se  proceda  á  su  arresto,  ni  se  dé 
curso  á  reclamaciones  de  esta  especie  mientras  no  ven- 
gan acompañadas  de  una  copia  de  la  sentencia ,  ó  de 
documentos  que  prueben  haberse  formado  la  causa, 
mjtcsta  reciprocidad  de  lo  que  en  igiuildad  de  cirams- 
tandas  se  practica  en  los  Países  Bajos. 

Esta  real  orden  no  se  ha  cumplido  con  puntuali- 
dad, y  no  sin  razón ,  pues  las  cuestiones  de  extradición 
no  son  de  tal  naturaleza  que  puedan  resolverse  por  el 
58 
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principio  de  la  reciprocidad,  qtie  ^mpre  dá  márjí^ij 
dudas  é  inexactitudes. 

Sería  de  desear  que  en  el  nuevo  Código  erimina 
se  tuviesem  en  cuenta  todas  estas  cúestionéB ,  y  qu 
con  arregló  á  los  buenos  principios  se  ajustasen  nu*t 
voá  tratafdos  de  éxtrátdicion  en  armonía  con  las  leye 
y  con  la  conveniencia  pública ,  que  consiste  en  no  de 
jai*  impunes  aquellos  delitos  grave»  que  todas  las  socie- 
dades coíidenan. 
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CAPÍTULOS  ADICIONALES. 


CAPÍTULO  I. 
Dt  los  agentes  diplomáticos. 

La  diplomacia  es  el  medio  por  el  cual  se  ponen  en 
práctica  las  reglas  del  derecho  internacional.  La  di*- 
plomácia  concierta  las  alianzas ,  transige  las  guerras, 
arregla  las  reclamaciones  de  los  Estados  y .  establece 
el  equilibrio  conveniente  entre  las  potencias  para  con- 
servarlas independientes. 

Los  diplomáticos  son  por  consecuencia  los  agentes 
de  las  negociaciones  que  se  promueven  entre  lo  Esta- 
dos ,  y  los  que  conciertan  y  conservan  sus  relaciones 
políticas  con  arreglo  á  los  tratados  y  á  los  principios 
del  derecho  común. 

El  origen  de  las  misiones  diplomáticas  se  encuentra  origen  de  la 
en  la  época  en  que  las  relaciones  de  unos  Estados  con  miiuS^  '**  ^ 
otros  principiaron  á  ser  necesarias  por  la  frecuencia 
de  sus  comunicaciones.  Hasta  el  siglo  XVI,  preocupa- 
da la  Europa  por  los  desórdenes  ocasionados  por  las 
instituciones  feudales ,  no  pudo  elevarse  á  la  idea  de 
regularizar  relaciones  internacionales.  Pero  cuando  las 
brillantes  y  fantásticas  expediciones  de  las  cruzadas  hu- 
bieron debilitado  el  imperio  del  feudalismo,  el  pensa- 
miento de  todos  los  pueblos  dirigida  á  organizar  go- 
biernos fuertes,  como  era  natural  ofreció  por  resultado 
la  estabilidad  y  con  ella  el  desarrollo  de  la  industria 
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y  del  espíritu  de  especulación.  El  descubrimiento  del 
Nuevo  Mundo,  abriendo  caminos  nuevos  á  la  actividad 
humana ,  despertó  la  idea  de  las  empresas  en  países 
extranjeros  ;  y  en  tal  estado  aumentadas  las  relacio- 
nes de  unos  Estados  con  otros,  se  debió  conocer  la  ne- 
cesidad de  regularizar  estas  relaciones ,  y  la  impor- 
tancia del  estudio  de  aquella  ciencia  que  enseñase  á 
los  pueblos  á  entenderse  entre  sí.  Este  fué  sin  duda  el 
origen  de  las  misiones  diplomáticas ;  la  necesidad  de 
conservar  estas  relaciones  y  aun  la  conveniencia  de 
vigilarse  los  Estados  recíprocamente  debió  con  el  tiem- 
po influir  en  que  estas  misiones  fuesen  permanentes. 
Las  misiones  diplomáticas,  con  arreglo  á  su  objeto, 

Las  misiones  j         i     •«  a  i  ^       t 

son  temporales  SO  pueden  clasificar  en  temporales  y  permanentes.  Las 
permanentes,  pj^jj^g^g^g  g¿  dirigen  al  arreglo  de  algún  negocio  espe- 
cial, terminado  el  cual ,  termina  también  la  misión. 
Cuando  es  permanente  el  cargo  se  estiende  á  mante- 
ner las  relaciones  de  amistad ,  á  protejer  las  personas 
y  los  intereses  generales  de  su  nación  con  arreglo  al 
derecho  positivo,  consuetudinario  y  natural ,  y  á  ob- 
servar atentamente  todos  los  sucesos  que  pueden  afec- 
tar al  pais  de  que  procede  la  misión  para  participarlos 
á  su  gobierno. 
Solo  los  go-       ^^  derecho  de  enviar  agentes  diplomáticos  solo 
nos^^oe'de^ñ  coiT^sponde  á  los  gobiernos  de  las  naciones  indepen- 
nSSoM.'^  ^^^^^'  dientes,  porque  la  nación  que  depende  de  otra ,  ó  el 
gobierno  que  no  es  soberano  sino  feudatario,  ni  tiene 
facultades  para  tratar  con  otros  gobiernos ,  ni  por  con- 
siguiente derecho  de  nombrar  diplomáticos. 

Ninguna  nación  puede  ser  obligada  á  enviar  ó  re- 
cibir agentes  diplomáticos ,  porque  esto  lastimaría  su 
independencia  y  su  soberanía ;  por  consiguiente  si 
puede  no  admitirlos,  también  podrá  pactar  condiciones 
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para  su  admisión.  Pero  una  vez  admitida  una  embaja- 
da ,  esta  queda  bajo  la  garantía  del  derecho  de  gentes. 

Sobre  las  embajadas  de  los  gobiernos  de  hecho, 
es  decir ,  aquellos  cuya  lejitimidad  es  mas  ó  menos  du- 
dosa, se  debe  tener  presente  que  todo  gobierno  de 
un  Estado,  cualquiera  que  sea  su  origen ,  representa 
un  hecho  que  los  demás  no  pueden  desconocer ,  y 
que  sobre  su  legitimidad  no  son  jueces  competentes 
para  fallar  las  potencias  extraigeras  ,  pues  de  otro  mo- 
do sucedería  que  los  arreglos  interiores  de  las  nacio- 
nes quedarian  subordinados  al  juicio  de  poderes  ex- 
traños ,  con  grave  detrimento  de  la  independencia  de 
los  Estados.  Asi  como  este  principio  de  independencia 
autoriza  á  todo  gobierno  de  hecho  para  enviar  di- 
plomáticos á  las  cortes  extranjeras ,  así  la  pruden- 
cia aconseja  á  estas  el  recibirlos  y  tratar  con  ellos, 
pues  que  la  nación  que  admite  tales  agentes ,  no  se 
puede  entender  que  reconoce  como  lejítimos  los  go- 
biernos de  que  proceden ,  ni  que  interviene  en  un  ne- 
gocio que  es  ajeno  de  su  incumbencia.  Pero  por  este 
mismo  principio,  ningún  gobierno  puede  ser  obligado 
á  enviar  embajadas  á  los  gobiernos  de  hecho,  si  no 
conviene  á  su  política  ó  á  sus  intereses. 

La  nación  que  envia  á  otra  una  misión  diplomática, 
queda  obligada  á  recibirla  á  su  vez ;  y  á  la  primera  que 
establece  la  misión  ,  es  á  la  que  corresponde  determi- 
nar su  categoría.  En  la  práctica  se  encuentra  estableci- 
do que  no  se  envié  á  ningún  gobierno  un  diplomático 
de  mas  categoría  que  la  que  tiene  el  enviado  de  aquel 
mismo  gobierno,  y  que  los  ministros  de  primera  clase 
solo  se  envíen  á  las  cortes  de  grande  importancia  que  es- 
tán en  posesión  de  enviar  diplomáticos  de  esta  categoría. 

Pueden  también  los  gobiernos  enviar  uno  ó  mas 
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ministros  á  uaa  corte ,  asi  wmo  acreditar  á  mu  mi&mo 
agente  cerca  de  dos  ó  ítq9  córteg  á^  lia.  vez ,  como  su- 
cede con  frecuencia  entre  lo^  i^^t^dos  de  Alemania ,  y 
como  hace  el  g^obiemo  de  I09  Paires  Bajos  con  España 
7  Portugal  en  donde  tiene  un  solo  diplomático. 
Clasificación  Aunque  por  el  deredio  de  gentes  sean  iguales  to- 
uws^lí'cuSro ^í>s  los  enviados  diplomáticos,  porque  todos  tienen 
categorías,  ^j  mismo  origen ,  el  mismo  objeto  y  representan  na- 
demos iguales  en  sus  derechos ,  sin  embargo  d  dere- 
cbo  positivo  de  la  Europa  Iqs  ha  clasificado  en  tres 
clases.  Por  el  acta  del  congreso  de  Viena  se  establecen 
las  categorías  diplomáticas  de  embajadores ,  ministros 
acreditados  cerca  de  los  soberanos ,  y  encargados  de 
negocios  cerca  de  los  ministros  de  relaciones  exterio- 
res. Posteriormente  en  las  conferencias  de  Aquisgram 
de  1818  se  aumentó  una  cuarta  de  ministros  residentes 
entre  los  plenipotenciarios  y  los  encargados  de  negocios. 
Entre  los  diplomáticos  de  primera  clase  se  cuentan, 
además  de  los  embajadores ,  los  legados  á  íatere  y  los 
nuncios  de  Su  Santidad :  pertenecen  á  la  segunda  los 
ministlHDS  plenipotenciarios  y  los  internuncios ;  á  k  ter- 
cera los  ministros  residentes ,  y  á  la  cuarta  los  encarga- 
dos de  negocios. 

La  diferencia  esencial  que  media  entre  estas  diver- 
sas categorías  diplomáticas  consiste  en  la  presenta- 
ción. Los  embajadores  y  nuncios  ,  además  de  represen- 
tar el  Estado  de  que  proceden ,  representan  también  la 
persona  y  los  intereses  del  monarca  que  los  acredita ,  y 
en  virtud  de  este  carácter  represeiitativo  se  les  dis- 
pensa en  ciertas  ceremonias  los  mismos  honores  y  las 
mismas  honras  que  se  harían  á  su  sobersmo  Á  se  ha- 
llase presente.  El  ministro  plenipotenciario  representa 
su  país  y  los  intereses  de  su  soberano,  pero  no  su  per- 
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^$ona.  El  ministro  residente  es  el  agente  de  los  negocios 
do  su  nación  por  encargo  del  soberano,  asi  como  el 
encargado  de  negocios  lo  es  por  comisión  del  ministro 
de  relaciones  exteriores  de  su  pais. 

De  esta  diversidad  de  representación  que  pueden 
tener  los  ministros  públicos  nace  la  diferencia  de  que 
los  embajadores  y  ministros  sean  acreditados  por  los 
jefes  de  los  gobiernos  cerca  de  los  jefes  de  otros  go- 
biernos ^  cuando  los  encargado»  de  negocios  lo  son  por 
los  miüistros  de  Wlacioiies  exteriores  cetca  de  los  md- 
nistros  extranjeros  de  este  ramo.  De  esta  diferencia  de 
representación  procede  también ,  el  qtie  únicamente  á 
los  embajadores  y  nuncios  se  les  pettuita  qm  hagan 
tirar  sus  earuages  por  seis  caballos  ton  plumeros ,  que 
tengan  en  su  casa  trono  y  dosel ,  que  se  éubran  de* 
lante  del  rey  dtitante  la  ceremonia  de  su  presentación, 
y  que  se  les  hagan  hoüores  militares. 

Los  ministros  públicos  ee  acreditan  por  medio  d*  Deíacreden- 
credenciales.  La  tsredencial  es  una  carta  del  soberano 
ó  jefe  del  Estado,  dirigida  al  soberano  6  j^  drf  Eb^ 
tado  á  donde  se  envia  al  diplomático  por  medio  de  la 
cual  se  nombra  ai  embajador  6  ministro.  El  agente 
acreditado  por  medio  de  carta  credencial  de  soberano 
tiene ,  como  hemos  indicado,  una  representación  y  una 
categoría  superior  á  la  del  que  solo  lo  es  en  virtud  de 
credencial  de  ministro. 

Por  último  la  credencial  acredita  al  diplomático  tm 
su  respectiva  cat^oría ,  y  le  confiere  un  poder  gene-^ 
ral  para  desempeñar  su  ínision  en  circunstancias  co- 
munes. 

En  cuanto  á  presentación  de  las  credenciales  está 
admitido  en  la  práctica  que  todo  agente  diplomático, 
antes  de  entregar  esto  documento  al  jefe  del  Estado  A 
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quien  se  dirige ,  remita  al  ministro  de  relaciones  ex- 
teriores una  copia  de  la  credencial ,  para  manifestar 
con  este  acto  de  cortesía  que  el  enviado  extranjero  no 
se  desentiende  del  ministro  que  merece  la  confianza 
del  monarca  y  del  pais ,  y  para  que  conste  su  nom- 
bramiento en  las  oficinas  de  cancillería. 

Cuando  se  trata  de  un  negocio  importante  y  que 
sale  de  la  esfera  de  los  ordinarios ,  como  ajustar  un 
tratado  de  paz  ó  de  comercio,  ó  concertar  ima  alian- 
za, como  en  estos  casos  los  gobiernos  contraen  obli- 
gaciones especiales ,  la  credencial  no  basta ,  y  es  nece- 
saria una  plenipotencia  ad,  Jioc;  es  decir ,  un  poder  es- 
pecial que  autorice  á  tratar  sobre  este  negocio  á  las 
personas  encargadas  de  la  negociación.  Ya  heinos  vis- 
to en  otro  lugar  que  el  convenio  celebrado  en  virtud 
de  la  plenipotencia ,  no  se  entiende  obligatorio  si  des- 
pués no  obtiene  la  ratificación  de  los  gobiernos  respec- 
tivos ,  y  que  estos  pueden  desautorizar  al  plenipoten- 
ciario cuando  traslimita  sus  instrucciones.  De  suerte 
que  aim  cuando  en  la  plenipotencia  se  confiera  un  po- 
der ilimitado,  en  realidad  las  facultades  del  negocia- 
dor no  se  han  de  buscar  en  este  documento  sino  en 
sus  instrucciones. 

Como  los  diplomáticos  representan  á  los  gobiernos 

qurM~dei¿'á  que  los  nombran ,  se  les  debe  guardar  todo  jénero  de 

los  diplomati-  ^       .  _         .  ,   « 

COS.  consideraciones  y  de  deferencias  en  el  Estado  en  que 

ejercen  su  representación ,  así  es  que ,  como  veremos 

en  el  capítulo  siguiente ,  el  derecho  de  gentes  y  la 

costumbre  tienenconsignados  multitud  de  privilegios  y 

exenciones  en  su  favor  que  con  mas  ó  menos  latitud  se 

les  guardan  en  todas  las  naciones  civilizadas.  Además 

son  invitados  á  todas  las  fiestas  y  solemnidades  que 

celebran  los  gobiernos ,  y  hasta  para  su  presentación 


Consideración 
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existe  en  cada  corte  un  ceremonial  que  significa  el 
respeto  que  se  debe  al  representante  de  otro  gobier- 
no según  las  costumbres  del  psis. 

En  cuanto  al  ceremonial  de  etiqueta  entre  los  in-    Etiqueta  re- 
díviduos  del  euerpo  diplomático,  lijeramente  indicaré-  foí  dipiomáii- 
mos  qiae  estos  toman  el  puesto  por  la  antigüedad  de  ^®' 
su  presentación  entre  los  de  su  clase ,  y  que  los  en- 
viados extraordinarios  no  tienen  &  título  de  tales  supe- 
rioridad ni  preferencia  alguna,  pues  recomendamos  á 
los  que  deseen  mas  iltisfracion  sobre  este  punto  las  ex- 
plicaciones de  la  guía  diplomática  de  Martens  y  el  tra- 
tado de  Viena  de  1815, 

Sendo  por  su  naturaleza  tan  respetable  la  repre-  .  circunsian- 

■*■  "^  ■*•         cias  que  deben 

sentaeion  d«  los  diplomáticos ,  deben  sus  circunstancias  concurrir  enei 

,  ,  ,  1 .         ^      diplomático, 

personales  corresponder  á  su  carácter  público.   Por 

con^guieiite  deben  estos  agentes  Reunir  al  talento  una 
ilustración  poco  común.  Sobre  todo  deben  conocer  la 
l^slacion  de  su  país  y  la  del  Estado  en  que  van  á  re- 
sidir ;  la  historia  moderna  de  las  naciones ,  y  de  las 
casas  reinantes ,  el  derecho  internacional ,  y  muy  par- 
ticularmente la  historia  de  las  grandes  negociaciones , 
para  aprender  en  los  buenos  modelos  y  escarmentar 
en  los  errores  ágenos.  El  diplomático  debe  estar  dota- 
do de  una  alta  capacidad  y  de  mucha  prudencia ,  por- 
que en  diplomacia  no  se  manda ,  sino  se  solicita  y  se 
negocia,  y  un  paso  poco  meditado  puede  producir 
compromisos  ,  que  no  tengan  otra  solución  sino  la  rui- 
na del  Estado  ó  la  guerra. 

En  su  particular  deben  ser  respetables  por  su  mo-     Deberes  en 
ralidad  y  por  la  dignidad  de  su  carácter.  Deben  ha-  §fpiorniiiic\s.^^ 
cerse  agradables  por  sus  formas  atentas  y  agasajadoras, 
é  inspirar  confianza  por  su  franqueza  en  aquellos  ne- 
gocios en  que  lee  sea  lícito  tenerla. 
59 
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Deben  procurar  destruir  las  malas  preocupaciones 
que  encuentren  contra  su  país  ó  su  gobierno. 

En  las  ceremonias  públicas  ó  religiosas  deben  con- 
ducirse con  decoro  para  no  lastimar  las  creencias  y 
opiniones  del  país  en  que  residen.  En  toda  ceremonia 
de  homenaje  á  las  personas  reales  deben  acomodarse 
á  las  prácticas  del  Estado,  salvo  si  con  esta  conducta 
pueden  lastimar  derechos  ó  pretensiones  de  su  gobier- 
no, ó  la  dignidad  de  su  nación. 

En  ningún  caso  es  lícito  al  diplomático  mezclarse 
en  las  cuestiones  interiores  del  país  en  que  reside ,  ni 
aun  dejar  traslucir  parcialidad  ni  preferencia  por  nin- 
gún partido.  El  diplomático  que  se  olvida  de  este  deber 
sagrado  compromete  gravemente  la  dignidad  de  su 
representación. 

En  el  desempeño  de  sus  funciones  públicas  no 
debe  perder  de  vista  el  diplomático  que  por  elevada 
que  sea  su  posición ,  nimca  le  pone  al  nivel  del  sobe- 
rano cerca  del  cual  está  acreditado  y  que  le  debe 
acatar  y  respetar  como  monarca  independiente. 

En  losnegocios  esclusivamente  de  interés  particular, 
no  debe  interponer  su  representación ,  sino  limitar  sus 
oficios  á  meras  recomendaciones ,  pues  las  reclama- 
ciones de  oficio  solo  tienen  lugar  en  aquellos  en .  que 
se  encuentran  comprometidos  los  intereses  generales  de 
su  país  ó  la  observancia  de  los  tratados. 

Nunca  deben  permitirse  los  diplomáticos  el  pro- 
testar sobre  los  procedimientos  legales  que  im  tribu- 
nal competente  haya  seguido  contra  cualquier  indivi- 
duo de  su  nación ,  porque  tales  protestas  envuelven  la 
acusación  de  injusticia ,  que  es  esencialmente  ofensiva 
á  la  autoridad  del  país ,  y  porque  no  estando  en  las 
facultades  de  los  gobiernos  alterar  el  curso  de  la  jus- 
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ticia ,  acaba  por  ser  impertinente  esta  clase  de  recla- 
maciones. 

Tampoco  deben  los  diplomáticos  dirijir  sus  comu- 
nicaciones á  las  autoridades  subalternas  del  Estado  en 
que  residen  sino  al  gobierno,  y  por  conducto  del  mi- 
nistro de  relaciones  exteriores,  porque  así  lo  exige 
la  naturaleza  de  su  misión  y  parar^vitar  los  abusos  á 
que  pudiera  dar  margen  la  práctica  contraria. 

En  su  correspondencia  puede  el  diplomático  usar 
del  idioma  de  su  país ,  pues  este  es  un  derecho  que 
emana  de  la  igualdad  de  las  naciones  ,  pero  cuando  asi 
lo  hace  debe  acompañar  la  traducción  porque  esto  lo 
exige  la  cortesía  y  para  evitar  que  en  la  interpretación 
puedan  ocurrir  alteraciones  de  importancia.  Hubo  un 
tiempo  en  que  el  laífin  estuvo  admitido  como  el  idioma 
de  la  diplomacia :  hacia  fines  del  siglo  XV  lo  estuvo  el 
español  á  causa  de  la  preponderancia  que  ejercía  la  na- 
ción española  entre  todas  las  de  Europa ,  y  por  último 
el  francés  reemplazó  al  castellano  por  la  misma  razón 
desde  el  reinado  de  Luis  XIV.  La  práctica  del  gobier- 
no español  y  de  sus  legaciones  en  las  cortes  ex- 
tranjeras es  escribir  y  contestar  en  castellano,  es- 
cepto  en  Roma  donde  el  ministro  español  escribe  en 
italiano. 

Como  solo  nos  hemos  propuesto  hacer  una  suma- 
ria exposición  de  la  organización  de  la  carrera  diplo- 
mática ,  de  sus  fueros  y  de  los  principales  deberes  de 
sus  agentes ,  escusamos ,  por  demasiado  difuso,  entrar 
en  el  examen  de  las  reglas  que  deben  servir  de  guía  en 
las  grandes  negociaciones ,  y  mucho  menos  en  el  aná- 
lisis de  los  casos  en  que  sea  lícito  á  un  ministro  des- 
viarse de  sus  instrucciones ,  porque  esto  depende  de 
las  circunstancias  y  de  la  prudencia  del  negociador,  á 
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quien  toca  apreciar  los  verdaderos  intereses  de  su  go- 
bierno. 
De  los  auxi-       Además  de  los  diplomáticos  de  que  hemos  hablado 
mis^Dcs  dipUh  h^sty  en  las  legaciones  oü-os  empleados  que  sirven  á  las 
máticas.        órdenes  de  los  embajadores  ó  ministros ,  para  desempe- 
ñar los  negocios  de  cancillería,  pasaportes,  arreglo  de 
archivos ,  y  para  llevar  la  correspondencia. 

Estos  empleados  auxiliares  son  los  secretarias  de 
embajadas  y  legaciones  y  los  agriados  diplomáticos. 
Los  secretarios  son  de  primQí'a  y  segunda  clase.  Los 
primeros  sirven  con  los  embajadores  y  ministros  ple- 
nipotenciarios ,  y  los  segundos  con  los  ministros  resi- 
dentes y  con  los  encargados  de  negocios ,  y  á  las  ve- 
ces hacen  de  segundos  secretarios  en  las  embajadas  y 
*  legaciones  de  primer  orden.  Generjilmente  en  cada  le^ 

gacion  hay  uno  ó  dos  agregados  diplomáticos. 

La  organización  de  la  carrera  diplomática  en  Es- 
paña se  encuentra  en  el  real  decreto  de  8  de  marzo 
de  1846  que  insertamos  en  el  apéndice  de  la  obra. 

En  cuanto  á  la  consideración  de  estos  empleados 
auxiliares  de  los  agentes  diplomáticos ,  como  veremos 
en  el  capitulo  inmediato,  disfrutan  de  los  privilegios 
que  einanan  de  la  inviolabilidad  pero  no  de  las  fran- 
quicias que  solo  alcanzan  á  los  jefes  de  legación. 

El  secretario  de  una  legación  en  el  caso  de  au- 
sencia ó  de  enfermedad  del  miaistrOj  queda  encarga- 
do axl  interim  de  la  legación ,  en  cuanto  al  curso  cor- 
riente de  los  negocios ,  pero  no  en  la  etiqueta  de  la 
representación ,  pues  siempre  es  considerado  como  se- 
cretario. Para  que  este  secretario  pueda  disfrutar  de 
otra  consideración  es  preciso  que  se  le  envien  cre- 
denciales de  encargado  de  negocios  ó  de  ministro  du- 
rante la  falta  del  jefe  de  la  legación. 
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Sueten  también  agregarse  á  las  legaciones  uno  ó  ¿^gabinele^ 
mas  correos  de  gabinete  para  que  puedan  llevar ,  en 
caso  de  necesidad  ,  despachos  ó  comunicaciones  á  su 
gobierno  con  seguridad  y  presteza. 

Un  correo  de  gabinete  con  su  uniforme  y  pasapor- 
te en  regla  es  inviolable  en  tiempo  de  paz ,  por  cual- 
quier pais  que  ti'ansite.  La  menor  violencia  en  su 
persona  6  en  los  pliegos  de  que  es  portador  es  una  vio- 
lación del  derecho  de  gentes. 

Esto  no  obsta ,  para  que  á  su  paso  por  las  aduanas 
extranjeras  sea  rejistrado  su  carruaje  á  fin  de  evitar  el 
fraude  que  pudiera  cometerse  &  la  sombra  de  esta  in-  -V 
\'iolabilidad ,  pero  con  tal  que  sean  respetados  los  plie- 
gos en  que  se  encuentre  el  sello  del  gobierno  ó  de  la 
legación  que  envia  al  correo  de  gabinete. 

No  concluiremos  este  capítulo  sin  manifestar  que    *>«  la  exiin- 
_.   _  ..  *_  _         ,.      .  ciondelascre- 

las  misiones  diplomáticas  acaban  por  la  extinción  ó  por  dcnciaies. 
la  anulación  de  las  credenciales.  Una  credencial  se  ex- 
tingue por  la  muerte  del  soberano  ó  por  el  cambio 
del  gobierno  que  la  dio.  En  este  caso  el  diplomático  no 
deja  de  ser  considerado  como  tal ,  y  se  continúa  tra- 
tando con  él ,  sub  sjpe  rati. 

Se  anula  una  credencial  cuando  se  manda  retirar  d^de  lascre- 
al  diplomático.  En  este  caso,  el  que  se  retira  entrega  <*«°ciaie8. 
su  recredencial  de  despedida  con  las  mismas  formali- 
dades con  que  presentó  la  credencial.  Cuando  la  sepa- 
ración tiene  lugar  estando  fuera  de  la  corte  el  diplo- 
mático, el  gobierno  que  le  nombró  envia  la  recreden- 
cial por  conducto  del  encargado  interino  de  la  legación, 
y  el  diplomático  separado  debe  despedirse  de  la  cor- 
te por  medio  de  cartas  dirijidas  al  soberano  y  al  mi- 
nistro cerca  de  los  cuales  estuvo  acreditado. 

También  queda  nula  la  credencial  cuando  muere 
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la  persona  en  cuyo  favor  estaba  extendida.  La  prácti- 
ca en  tales  circunstancias  se  reduce  á  que  el  secreta- 
rio de  la  legación  dé  parte  á  su  gobierno  para  que  la 
sucesión  se  rija  por  la  ley  del  domicilio  del  diplomáti- 
co finado.  Las  ceremonias  fúnebres  están  subordinadas 
á  las  prácticas  religiosas  del  pais.  Cuando  se  pretende 
trasportar  el  cadáver  á  su  patria  se  acostumbra  exi- 
mirle de  los  derechos  de  estola. 
Leyes  de  Es-       ^^^  leyes  de  España  nada  mas  establecen  con  res- 
Tios  dí^omá-  P®^*^  *1  cuerpo  diplomático  español  que  lo  prevenido 
^'^^*  en  el  citado  real  decreto  de  8  de  marzo  de  1846 ,  y 

lo  que  se  manda  en  la  ley  I,  titulo  IX,  libro  III  de  la 
Novísima  Recopilación ,  relativo  á  que  los  embajadores 
hayan  de  ser  precisamente  naturales  de  estos  reinos. 
Con  respecto  al  Nuncio  de  Su  Santidad ,  como  después 
de  creado  el  tribunal  de  la  Rota  por  el  breve  pontificio 
de  26  de  marzo  de  1771  van  á  este  tribunal  las  se- 
gundas instancias  que  antes  iban  al  Nuncio ;  esta  mi- 
sión puede  considerarse  hoy  mas  'diplomática  que  en 
lo  antiguo,  por  mas  que  su  representación  sea  siempre 
digna  del  mayor  acatamiento  y  respeto. 


CAPITULO  II. 

De  las  inmunidades  de  los 2>'Hncij)es  y  di2ilo7náticos 
extranjeros 

Después  de  haber  esplicado  cómo  afectan  á  los 

Las  mmuní-  ^  ^ 

dades  diploma- extranieros  las  leyes  civiles  y  criminales  del  país  en 

ticas  se  lundao  n3  ^  ^  r  ^ 

en  el  derecho  que  residen ,  y  de  haber  dado  una  idea  de  la  sitúa- 
de  gentes.        ^  .' "^  ^  ^        i  .       • 

Clon  escepcional  en  que  se  encuentran  los  extranjeros 
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que  desempeñan  misiones  diplomáticas  Juzgamos  opor- 
tuno examinar  con  alguna  mas  extensión  la  manera  con 
que  el  derecho  de  gentes  liberta  á  esta  clase  privile- 
giada de  la  acción  legal  del  pais  en  que  residen  sus 
individuos. 

A  los  príncipes  extranjeros  y  á  sus  ministros  pú- 
blicos los  declara  inviolables  la  ley  de  las  naciones 
hasta  el  punto  de  suponerlos  siempre  en  su  pais  aun- 
que residan  en  el  extranjero.  Por  esta  ficción  legal, 
que  generalmente  se  conoce  bajo  la  denominación  de 
regla  de  exterritorialidad ,  se  espüca  la  latitud  de  las 
inmunidades  que  el  derecho  de  gentes  concede  á  los 
agentes  diplomáticos  ,  para  que  puedan  con  seguridad 
é  independencia  desempeñar  sus  funciones.  De  modo 
que  las  esenciones  del  cuerpo  diplomático  proceden  de 
la  coü/reniencia ,  y  se  esplican  por  la  regla  de  la  exter- 
ritorialidad. 

Las  inmunidades  diplomáticas  ponen  al  ministro  pú- 
blico fuera  de  la  acción  de  las  leyes  criminales  y  civi- 
les del  pais  en  que  reside ,  en  virtud  de  la  ficción  le- 
gal de  la  exterritorialidad.  Al  conjunto  de  reglas  que 
determinan  esta  esencion ,  con  respecto  á  las  leyes  cri- 
minales ,  se  llama  inviolabilidad ,  á  las  que  se  refieren 
á  las  civiles  se  las  conoce  ^r  franquicias. 

La  inviolabilidad  establecida  en  favor  de  los  agen-  lindad '"^*^^ 
tes  diplomáticos  pone  sus  personas  fuera  de  la  juris- 
dicción de  los  tribunales  del  Estado  en  que  residen.  Es- 
ta inviolabilidad ,  al  paso  que  dá  al  ministro  una  com- 
pleta independencia  para  desempeñar  su  encargo,  no 
ofrece  el  inconveniente  de  la  impunidad ,  porque,  como 
dice  Escriche  en  su  célebre  Diccionario  razonado,  «  si 
«  el  diplomático  extranjero  olvida  su  dignidad  y  deco- 
« ro,  si  pierde  de  vista  la  máxima  de  que  ni  puede 
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«  ofender  ni  ser  ofendido,  si  comete  injusticias  ó  ac- 
(( tos  arbitrarios  ,  si  se  atreve  á  turbar  el  orden  público 
«  y  á  faltar  á  lo  que  debe  á  los  habitantes  6  al  sobe- 
«  rano  mismo,  &i  conspira ,  si  se  hace  odioso,  sospe- 
«  choso  ó  culpable ,  si  corrompe  á  los  subditos  del  go- 
«  biemo  que  debe  respetar ,  si  siembra  entre  ellos  h 
«  discordia  ,  deshonra  entonces  á  su  nación ,  y  se  debe 
«  dar  parte  á  su  soberano  haciendo  las  reclamacioneí? 
«  convenientes  para  que  le  castigue ,  siendo  una  obli- 
« gacion  suya  ejecutarlo  porque  esta  es  una  condi- 
«  cion  tácita  de  la  admisión  de  su  agente ;  y  aun  tam- 
«  bien  el  soberano  cerca  del  cual  reside,  puede,  seguii 
« los  casos  ,  tomar  medidas  de  seguridad  contra  él ,  ya 
«interrumpiendo  toda  comunicación,  ya  haciéndole 
«  salir  de  su  territorio  en  el  caso  de  que  se  ponga  en 
«  estado  hostil.»  Esta  doctrina ,  que  evita  la  impuni- 
dad del  diplomático  sin  ofrecer  el  inconveniente  de  i 
destruir  su  indispensable  independencia ,  se  encuentra 
reconocida  por  los  mas  distinguidos  escritores  de  de- 
recho de  gentes ,  y  acatada  por  todas  las  naciones  ci- 
vilizadas. 

Cuando  un  gobierno  se  vé  en  la  necesidad  de  en- 
tregar sus  pasaportes  á  un  diplomático  extraiyero,  de- 
be apresurarse  á  exponer  al  soberano  que  lo  acreditó, 
los  motivos  que  han  determinado  su  expulsión  ,  porque 
este  hecho,  no  siendo  justificable  por  sus  antecedentes- 
significa  im  insulto  á  todas  las  naciones ,  pues  que  to- 
das tienen  interés  en  que  sus  ministros  sean  respetados. 
Si  los  diplomáticos  no  pudiesen  permanecer  en  el  Es- 
tado á  que  se  les  destina  sino  haciéndose  agradables  á 
la  corte ,  su  independencia  seria  ilusoria ,  y  sus  ser- 
vicios quedarían  reducidos  á  la  nulidad. 

Por  esta  razón  cuando  un  ministro  público  ha  re- 
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cibido  una  ofensa  injustificable ,  si  no  la  castiga  el  go- 
bierno del  Estado  en  que  reside ,  la  debe  vengar  el  que 
nombró  al  ministro.  Se  considera  justificable  la  ofensa 
cuando  el  que  la  causa  desconoce  el  carácter  del  di- 
plomático, porque  en  este  caso  el  delito  queda  redu- 
cido á  la  clase  de  común ,  ó  cuando  se  hace  por  pro- 
vocación del  agente  extranjero,  pues  en  tales  circuns- 
tancias es  escusable  el  que  repele  la  fuerza  con  la 
fuerza.  De  acuerdo  con  esta  doctrina ,  el  código  penal 
de  España ,  por  su  artículo  155 ,  impone  la  pena  de 
prisión  correccional  al  que  viola  la  inmunidad  personal 
ó  el  domicilio  de  uü  príncipe  ó  diplomático  extranjero. 

Solo  por  represalias  se  puede  proceder  á  la  pri- 
sión de  un  agente  diplomátitjo.  En  1665  se  puso  preso 
en  el  Haya  al  secretario  de  la  embajada  de  Inglater- 
ra ,  porque  el  de  igual  clase  de  la  legación  de  los  Es- 
tados generales  en  Londres  había  sufrido  igual  arres- 
to, y  esta  resolución  fué  aceptada  como  justa  por  to- 
dos los  gobiernos  de  Europa.  Pero  ni  aun  por  re- 
presalias se  puede  dar  muerte  á  un  ministro  público, 
porque  un  crimen  no  se  ha  de  vengar  con  otro  cri- 
men ,  ni  al  ministro  inocente  se  le  ha  de  quitar  la  vida 
por  la  culpa  de  su  gobierno.  Lo  mas  que  en  estos  ca- 
sos consiente  el  derecho,  es  que  se  despoje  de  su 
carácter  al  representante  de  un  gobierno  pérfido.  Cuan- 
do los  cartagineses  violaron  el  derecho  de  gentes  en 
los  embajadores  de  Roma ,  y  con  este  motivo  se  que- 
ría persuadir  á  Escipion  á  que  tratase  del  mismo  modo 
á  los  enviados  de  Cartago,  respondió  este  gran  capi- 
tán que  no  podía  hacer  una  cosa  que  era  indigna  de 
las  máximas  del  pueblo  romano,  y  despidió  sanos  y 
salvos  á  los  embajadores. 

Si  por  el  derecho  de  gentes  están  los  ministros  pú- 
60 
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blícos  fuera  del  influjo  de  las  leyes  del  pais  en  que  re- 
siden ,  el  derecho  ci^dl  de  su  patria  también  los  con- 
sidera fuera  del  alcance  de  su  propia  jurisdicción  mien- 
tras desempeñan  el  encargo  diplomático ;  así  es  que 
para  castigar  á  uno  de  estos  agentes  por  las  leyes  de 
su  pais ,  es  preciso  principiar  por  llamarlo,  pues  si  se 
quisiera  juzgarlo  durante  su  misión ,  ¿cómo  se  le  po- 
dría arrancar  de  un  tenítorio  en  el  cual  no  se  ejerce 
autoridad  ?  Además  que  si  tal  pudiese  suceder  se  en^^- 
lecerla  la  dignidad  soberana  envileciendo  la  de  su  re- 
presentante. 

La  inviolabilidad  diplomática  no  tiene  lugar  cuan- 
do el  ministro  es  natural  del  Estado  en  que  reside ,  y 
su  gobierno  no  ha  renunciado  á  la  jurisdicción  que 
ejerce  sobre  él  como  subdito. 

Esta  inviolabilidad,  aunque  rigorosamente  nace 
cuando  el  diplomático  presenta  sus  credenciales ,  y  con- 
cluye cuando  entrega  las  recredenciales  ,  en  la  prác- 
lica  se  observa  en  toda  Europa  desde  que  el  ministro 
pisa  el  territorio  hasta  que  sale  de  él ,  y  en  caso  de 
guerra  se  conserva  aun  después  de  romperse  las  hos- 
tilidades ,  pues  el  representante  extranjero  A  quien  se 
entregan  los  pasaportes  á  consecuencia  de  una  decla- 
ración de  guerra ,  puede  con  toda  seguridad  salir  del 
pais  y  atrevesar  por  medio  de  los  ejércitos. 

La  inviolabilidad  se  estiende  á  la  mujer  y  á  la  co- 
mitiva del  agente  diplomático ;  pero  cuando  el  emba- 
jador ó  ministro  tiene  á  su  servicio  un  subdito  del  Es- 
tado en  que  reside  ,  si  este  sirviente  comete  un  delito 
no  le  alcanza  la  inmunidad ,  y  solo  por  cortesía  se  pide 
la  venia  á  su  amo  para  proceder  al  arresto.  En  tales 
casos  el  agente  extranjero  debe  despedir  de  su  casa 
al  criminal.  Esto  mismo  se  observa  cuando  el  crimen 
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se  ha  cometido,  no  por  un  empleado  de  la  legación, 
sino  por  algún  criado  del  diplomático,  que  es  natural 
del  Estado  que  representa  su  amo.  Si  el  criminal  es 
empleado  de  la  legación ,  le  alcanza  la  inmunidad  en 
los  mismos  ténninos  que  al  jefe. 

Los  diplomáticos  están  sujetos  á  los  bandos  de  po- 
licía ,  aunque  no  sea  mas  que  por  su  propia  dignidad, 
pues  esta  no  permite  que  sean  autores  de  desórdenes 
en  la  córi»  en  que  residen. 

Las  inmunidades  que  se  derivan  de  la  exención  de    d^  las  iran- 
ias leyes  civiles ,  que  el  derecho  de  gentes  concede  á  ^"*^***-^ 
los  príncipes  extranjeros  y  á  sus  ministros ,  se  pueden 
reducir  á  las  siguientes : 

1/  Que  todas  las  cosas  pertenecientes  aun  sobe- 
rano ó  gobierno  extranjero  se  consideran  siempre  como 
si  no  estuviesen  en  el  pais ;  y  así  los  particulares  no 
pueden  intentar  el  embargo  contra  los  fondos  de  mi 
gobierno  extranjero,  porque  los  tribunales  territoria- 
les son  incompetentes  para  este  efecto. 

2.*  Que  el  diplomático  no  está  sujeto  á  la  ley  de 
las  formas  en  los  contratos  que  haga  como  tal  diplo- 
mático en  el  pais  en  que  está  acreditado. 

3.*  Que  ninguna  demanda  se  puede  intentar  con- 
tra el  diplomático  ante  los  tribunales  del  pais  en  que 
está  acreditado,  y  que  ningún  embargo  procede  con- 
tra él.  Con  todo,  los  ministros  públicos  pueden  ser 
obligados ,  antes  de  salir  del  'pais  de  su  misión ,  ú 
pagar  las  deudas  y  satisfacer  las  obligaciones  que  hu- 
biesen contraído  durante  el  ejercicio  de  su  ministe- 
rio. A  un  ministro  extranjero  que  se  iba  de  París  sin 
pagar  sus  deudas  en  el  reinado  de  Luis  XV ,  se  le  ne- 
garon los  pasaportes  y  se  autorizó  á  sus  acreedores  á 
hacerse  pago  con  sus  muebles ;  y  para  justificar  esta 
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medida  el  gabinete  de  Versalles  remitió  á  las  cortes 
extranjeras  una  memoria  ( 1 ) ,  que  merece  leerse  por 


( 1 )    Dice  la  memoria. 

«  La  inmunidad  de  los  embajadores  y  otros  ministros  públicos 
se  fonda  en  estos  dos  principios :  primero,  en  la  dignidad  del  carác- 
ter representativo  del  cual  ellos  participan  mas  ó  menos :  segando» 
en  la  convención  que  resulta  de  que  admitiendo  un  ministro  exüan- 
jero  se  reconocen  los  derechos  que  la  costumbre ,  ó  si  se  quiere,  el 
derecho  de  gentes  le  concede. 

El  derecho  de  representación  les  autoriza  á  gozar ,  con  una  medi- 
da determinada ,  las  prerogativas  de  sus  amos.  En  virtud  de  la  con- 
vención tácita ,  ó  lo  que  es  lo  mismo,  del  derecho  de  geotes,  tienen 
derecho  de  exijir  c[ue  nada  se  haga  de  aquello  que  pueda  turbar 
sus  funciones  públicas. 

La  esencion  de  la  jurisdicción  ordinaria  que  se  llama  propiamen- 
te inmunidad,  nace  naturalmente  de  estos  principios.  Pero  la  inmu- 
nidad no  es  ilimitada  ni  puede  extenderse  a  mas  que  á  los  motivos 
que  le  sirven  de  base. 

De  aquí  resulta :  primero,  que  un  ministro  público  no  puede  go- 
zar mas  de  lo  que  su  amo  gozaría :  segundo,  que  no  puede  tener 
este  goce  en  el  caso  en  que  la  convención  tácita ,  ó  la  presunción 
de  los  dos  soberanos  viene  á  cesar. 

Para  aclarar  estas  máximas  por  medio  de  ejemplos  análogos  al 
objeto  de  estas  observaciones  conviene  notar. 

I.""  Que  es  constante  que  un  ministro  pierde  su  inmunidad  y  se 
sujeta  á  la  jurisdicción  local  cuando  se  mezcla  en  maniobras  qne 
pueden  mirarse  como  crímenes  de  Estado,  ó  que  turban  la  seguri- 
dad pública.  El  ejemplo  del  príncipe  de  Cellamara  acredita  la  ver- 
dad de  estas  máximas. 

S.""  Que  la  inmunidad  no  puede  tener  otro  efecto  ^ue  el  de  des- 
viar todo  aquello  que  podría  impedir  al  ministro  público  el  dedicar- 
se á  sus  funciones.  De  aquí  resulta  que  solo  la  persona  del  ministro 
goza  de  la  inmunidad ,  y  que  pudiéndose  atacar  sus  bienes  sin  in- 
terrumpir sus  funciones ,  todos  los  que  posee  en  el  pais  en  donde 
ha  contraído  deudas  están  sometidos  al  poder  territoríal ,  y  por  ana 
consecuencia  lejitima  de  este  principio,  una  casa  ó  una  renta  que 
un  ministro  tuviese  en  Francia  estaría  sujeta  á  las  mismas  leyes 
que  las  otras  heredades. 

S.""  Que  la  convención  tácita  sobre  que  se  funda  la  inmunidad 
cesa  cuando  el  ministro  se  somete  formalmente  á  la  autoridad  local, 
obligándose  ante  un  notario,  es  decir ,  invocando  la  autoridad  civil 
del  pais  que  habita. 

Wiquefort,  ^ue  es  de  todos  los  autores  el  mas  celoso  defensor  de 
los  ministros  públicos ,  y  que  ejecutaba  esto  con  tanto  mayor  fervor 
cuanto  que  en  ello  hacía  su  propia  causa,  conviene  en  este  princi- 
pio, y  conGcsa :  «que  los  embajadores  pueden  ser  obligados  á  cum- 
plir los  contratos  que  han  hecho  por  ante  notarío,  y  que  pueden 
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los  casos  que  en  ella  se  refieren  relativos  &  este  punto. 
De  acuerdo  con  la  doctrina  consignada  en  el  mani- 
fiesto francés ,  Felipe  V  publicó  en  25  de  junio  de  1737 


también  ser  embargados  y  ocupados  sus  muebles  por  el  precio  de 
los  arrendamientos  de  las  casas  que  hubiesen  hecho  en  esta  ma- 
nera. j> 

4.*"  Fundada  la  inmunidad  en  una  convención^  y  siendo  todas 
recíprocas  y  el  ministro  público  pierde  su  privilejio  cuando  abusa 
de  él  contra  las  intenciones  positivas  de  los  dos  soberanos.  Por  esta 
razón  un  ministro  público  no  puede  valerse  de  su  privilejio  para  no 
pagar  las  deudas  que  ba  contraído  en  el  pais  en  que  reside ;  prime- 
rOy  porque  la  intención  de  su  amo  no  puede  ser  que  él  viole  la  pri- 
mera ley  de  la  justicia  natural ,  la  cual  es  anterior  á  los  privilegios 
del  derecho  de  gentes ;  segundo,  porque  ningún  soberano  quiere 
ni  puede  querer  que  estas  prerogativas  se  conviertan  en  detrimento 
de  sus  subditos ,  y  que  el  carácter  público  llegue  á  ser  para  ellos 
un  lazo  y  un  motivo  de  ruina ;  tercero,  podrían  ocuparse  los  bienes 
muebles  aun  del  mismo  príncipe  á  quien  el  ministro  representa  si 
los  poseyese  en  nuestra  jurisdicción.  ¿Con  qué  derecho,  pues,  ha- 
bían de  esceptuarse  de  esta  re^la  ios  bienes  de  un  ministro  suyo  ? 

S.""  La  inmunidad  de  un  ministro  público  consiste  esencialmen- 
te en  hacer  que  se  le  considere  como  si  continuase  residiendo  en 
los  estados  de  su  amo.  No  impide ,  pues ,  el  que  se  empleen  con  él 
los  medios  de  derecho  de  que  usaría  si  se  encontrase  en  el  lugar  de 
su  domicilio  ordinario.  De  aquí  resulta  que  se  le  puede  obligar  de 
una  manera  legal  á  cumplir  sus  empeños  y  pagar  sus  deudas ;  y 
Bynkershoeck  decide  expresamente ,  «que  no  es  dejar  de  respetar 
la  casa  de  un  embajador  el  enviar  á  ella  oficiales  de  justicia  para 
hacerle  saber  aquello  que  hay  necesidad  de  poner  en  su  noticia. » 

6.''  El  privilegio  de  los  embajadores  no  alcanza  sino  á  los  bienes 
que  poseen  como  tales  ,  y  sin  los  que  no  podrían  ejercer  las  funcio- 
nes ae  su  empleo.  Bynkershoeck,  páginas  163  y  l73 ,  y  Barbeyrac, 
pág.  173 ,  son  de  este  parecer :  y  la  corte  de  Holanda  na  adoptado 
esta  base  en  el  emplazamiento  6  citación  que  hizo  en  1721  al  envia- 
do de  Holstein ,  después  de  haber  resuelto  que  se  le  ocupasen  todos 
los  bienes  y  efectos  fuera  de  los  muebles  y  equipajes ,  y  las  demás 
cosas  pertenecientes  á  su  carácter  de  ministro.  Estos  son  los  térmi- 
nos de  la  resolución  de  la  corte  de  Holanda  en  21  de  febrero  de  1721. 

Semejantes  consideraciones  justifican  bastantemente  la  regla 
adoptada  en  todas  las  cortes  de  que  un  ministro  público  no  debe 
partir  de  un  pais  sin  haber  pagado  á  sus  acreedores.  Y  cuando  falta 
á  sus  deberes,  ¿cuál  es  la  conducta  que  debe  observarse?  Esta  es  la 
única  cuestión  esencial  que  el  caso  dlel  día  puede  suscitar,  y  debe 
decidirse  por  un  uso  conforme  á  las  diferentes  máximas  que  se  han 
establecido  arriba. 
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la  real  pragmática ,  que  es  la  ley  6.*,  tít.  9.%  lib.  3/  de 
la  Novísima  Recopilación  ,  de  que  nos  haremos  cargo 
al  final  de  este  capitulo. 


No  se  hable  de  la  lejislacion  de  Inglaterra,  en  donde  sn  espirita 
limitado  á  la  letra  de  la  ley  no  admite  ni  convención  tácita  ni  pre- 
sunción ,  y  en  donde  el  peligro  de  una  ley  positiva  en  una  materia 
tan  delicada  lia  impedido  hasta  ahora  el  fijar  legalmente  las  prero- 
gativas  de  los  ministros  públicos. 

En  todas  las  demás  cortes  la  jurisprndencia  parece  casi  igual,  solo 
los  modos  de  proceder  pueden  admitir  alguna  diferencia. 

En  Viena  el  mariscal  del  imperio  tiene  sobre  todo  aquello  que 
no  guarda  relación  con  la  persona  del  embajador  y  sus  funciones 
una  jurisdicción  propiamente  tal ,  y  tan  estensa  que  algunas  veces 
ha  parecido  difícil  conciliaria  con  las  máximas  generalmente  recibi- 
das. Este  tribunal  vela  de  una  manera  particular  sobre  el  pago  de 
las  deudas  contraidas  por  los  embajadores  y  sobre  todo  en  el  momen- 
to de  su  partida 

,  Se  ha  visto  en  176i  un  ejemplo  de  esto  en  la  persona  del  conde 
de....  embajador  de  Rusia ,  cuyos  efectos  fueron  retenidos  hasta 
que  el  principe  de  Lichtenstuin  se  constituyó  su  tiador. 

En  Rusia  un  ministro  público  se  ha  visto  obligado  á  anunciar  su 
partida  por  medio  de  tres  avisos  públicos.  Nosotros  hemos  visto  de- 
tener pocos  años  hace  ios  hijos,  papeles  y  efectos  del  difunto  Mr. 
de  Bonsset ,  hasta  que  el  rey  tomó  a  su  cargo  el  pagar  las  deudas 
que  este  ministro  habia  contraído. 

En  el  Haya  el  consejo  de  Holanda  se  apropia  una  jurisdicción  en 
todos  los  casos  en  que  los  intereses  de  los  subditos  se  hallan  com- 
prometidos. Se  han  dado  arriba  muchas  pruebas  de  esta  aserción. 

En  1668  se  hizo  saber  un  emplazamiento  al  embajador  de  Espa- 
ña, en  persona,  de  lo  cual  se  quejó  á  los  Estados  generales,  y  es- 
tos decidieron  que  lo  hacia  con  fundamento,  porque  aquel  emplaza- 
miento debia  haberse  hecho  á  la  familia  del  embajador. 

En  Beriin  el  barón  Posse ,  ministro  de  Suecia ,  fué  detenido  con 
guardias  en  1723,  porque  no  queria  pagar  al  guarnicionero,  á  pe- 
sar de  las  advertencias  reiteradas  del  magistrado. 

En  Turin  se  retuvo  el  coche  de  un  embajador  de  España  en  tiem- 
po del  rey  Manuel ;  es  cierto  que  la  corte  de  Turin  se  disculpó  de 
esta  violencia  *  pero  nadie  reclamó  contra  los  procedimientos ,  que 
no  habian  tenido  otro  origen  que  el  condenar  al  embajador  á  pagar 
sus  deudas. 

Estos  ejemplos  parecen  suficientes  para  sentar  como  indudable 
que  un  ministro  extranjero  puede  ser  obligado  á  pagar  sus  deudas, 
y  acreditan  al  mismo  tiempo  que  se  ha  usado  vanas  veces  del  dere- 
cho de  coacción.  Algunos  han  sostenido  une  bastaba  el  avisar  al 
ministro  que  pagase  sus  deudas  para  justificar ,  én  caso  de  no  ha- 
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4.'  Qufi  en  virtud  de  la  ficción  legal  de  que  el 
diplomático  continúa  siempre  residiendo  en  su  pais ,  si 
ocurre  su  fallecimiento  durante  la  misión  diplomática, 
su  testamentaría  se  ventila  en  el  lugar  de  su  domicilio. 
En  este  caso  los  bienes  muebles  del  ministro  finado 
se  pueden  sacar  del  pais  libres  de  derechos  ;  pero  si  se 
venden  adeudan  el  impuesto,  porque  se  considera  que 
ya  no  son  para  el  uso  del  diplomático,  sino  como  efec- 
tos introducidos  de  un  Estado  extranjero. 

Con  todo,  los  bienes  inmuebles  que  poseen  los  di- 
plomáticos ,  como  particulares ,  en  el  pais  en  que  resi- 


cerlo,  las  medidas  judiciales  y  aun  la  ocupación  de  los  efectos. 

Grotio,  en  el  lib.  S."",  cap.  18 ,  §.  9.^  dice ,  qne  si  un  embajador 
ba  contraído  deudas  y  no  tiene  bienes  raices  ni  muebles  en  el  pais, 
es  necesario  decirle  cortesmente  que  pague :  sino  lo  hace  ,  dirijirse 
á  su  amo,  y  tomadas  estas  medidas  sin  fruto,  echar  mano  de  ios  me* 
dios  que  se  adoptan  contra  los  deudores  que  están  bajo  otra  juris- 
dicción. 

Estos  medios  son  sin  duda  los  procedimientos  legales  que  recaen 
sobre  los  bienes  del  embajador  faera  de  aquellos  que  son  inmedia- 
tamente necesarios  para  el  ejercicio  de  sus  funciones ,  como  ya  he- 
mos observado. 

La  opinión  mas  moderada  es  que  conviene  en  cualquier  caso  abs- 
tenerse todo  lo  posible  de  atacar  la  decencia  que  debe  acompañar 
siempre  al  carácter  público:  pero  gue  el  soberano  está  autorizado 
á  emplear  aquella  especie  de  coacción  que  no  turba  de  modo  alguno 
sus  funciones ,  la  cual  consiste  en  prohibir  la  salida  del  pais  hasta 
que  no  se  hayan  pagado  todas  las  deudas. 

En  este  sentido  es  en  el  que  Bynkershoeck  aconseja  que  se  em- 
pleen contra  los  embajadores  aquellas  acciones  aue  llevan  consigo 
mas  bien  el  carácter  de  una  prohibición  que  el  de  una  orden  para 
que  se  haga  esta  6  la  otra  cosa ,  porque  entonces  no  habria  mas  que 
una  simple  defensa ,  y  nadie  se  atrevería  á  sostener  que  era  licito 
defenderse  contra  un  embajador ,  que  no  tiene  derecho  alguno  para 
turbar  la  tranquilidad  de  los  habitantes  usando  de  violencia  y  lle- 
vándose lo  que  es  de  otro. 

Esta  máxima  es  todavía  mucho  mas  cierta  cuando  alganas  cir- 
cunstancias particulares  y  agravantes  dan  motivo  á  que  pueda 
echarse  en  cara  al  ministro ,  mala  fé  6  manejos  reprensibles.  Cuan- 
do viola  de  este  modo  la  santidad  de  su  carácter  y  la  seguridad  pú- 
blica no  puede  exijir  que  los  demás  le  respeten.  » 
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den  ,  están  sujetos  á  lajurisdiccionlocal  ;y  también  pue- 
den ser  juzgados  estos  mismos  ministros  pop  el  pago  de 
costas  á  que  hayan  sido  condenados  en  demanda  in- 
tentada por  ellos  ;  en  la  apelación  de  una  sentencia 
pronunciada  en  juicio  promovido  por  ellos,  y  en  la 
reconvención  por  demanda  introducida  por  ellos.  En 
el  primer  caso  cesa  la  exención  diplomática  ,  porque  no 
se  trata  de  bienes  del  embajador,  sino  del  individuo 
particular ;  trátase  solo  de  bienes  inmuebles  pero  no 
de  acciones  personales,  que  son  las  que  tocan  á  la 
persona  inviolable  ,  y  si  el  embajador  estuviera  fuera 
del  pais  efectivamente ,  que  es  lo  que  supone  la  fic- 
ción de  la  exterritorialidad ,  aun  así ,  los  bienes  esta- 
rían sujetos  á  la  ley  de  la  situación  por  el  estatuto  real. 
En  los  otros  tres  casos  también  prevalece  la  ley  co- 
mún ,  porque  se  supone  que  el  diplomático  renuncia  á 
su  fuero  ,  y  se  somete  espontáneamente  á  la  jurisdic- 
ción del  pais  en  el  hecho  de  acudir  á  ella  para  deman- 
dar á  otro.  Gon  este  motivo  advertiremos  ,  aunque  de 
paso,  que  al  diplomático  no  le  es  lícito  renunciar  por 
sí  y  sin  el  consentimiento  de  su  corte  á  los  fueros  y 
privilegios  que  le  corresponden  por  su  dignidad. 

5.*  Que  la  casa  de  un  ministro  público  no  puede 
ser  visitada  por  los  agentes  de  justicia ,  porque  se 
considera  fuera  del  territorio.  Así  es  que  cuando 
ocurre  tener  que  recibir  declaración  á  algim  indivi- 
duo de  una  embajada  se  debe  pedir  previamente  la 
autorización  al  embajador ;  y  si  este  mismo  hubiera  de 
declarar  lo  haría  por  escrito  y  de  oficio,  en  los  tér- 
minos que  se  acostumbra  entre  personas  de  alto  rango. 
Este  privilegio,  consiguiente  á  la  regla  de  la  ex- 
territorialidad ,  se  limita  á  que  las  casas  de  los  emba- 
jadores no  estén  bajo  la  acción  inmediata  de  lajus- 


Digitized  by 


Google 


—  481  — 
t  icia ;  pero  de  ningún  modo  se  extiende  á  conceder 
el  asilo.  De  tal  manera  está  considerado  este  privile- 
g-io  como  atentatorio  á  la  seguridad  é  independencia  de 
las  naciones ,  que  cualquier  asilado  puede  ser  extraido 
aun  por  la  fuerza ,  en  último  extremo,  pues  cuando 
está  reconocida  la  conveniencia  de  la  extradición  del 
territorio  extranjero,  mal  podria  negarse  esta  misma 
extradición  de  la  casa  de  un  embajador  que  solo  es 
territorio  extranjero  por  una  ficción  de  derecho.  En  el 
año  de  1726  ocurrió  un  caso  de  esta  naturaleza  con 
el  ministro  de  Inglaterra  en  Madrid.  Cerciorado  el  rey 
de  que  el  duque  de  Riperdá  estaba  oculto  en  la  casa 
de  este  diplomático,  dispuso  que  un  alcalde  de  casa  y 
corte,  acompañado  de  guardias  de  corps,  pasase  el 
dia  25  de  mayo  á  la  casa  del  ministro  inglés  para  ex- 
traer el  asilado.  Con  efecto,  luego  que  se  hubieron 
abierto  las  puertas ,  penetró  la  comitiva  y  se  apoderó 
del  duque. 

Cuando  ocurren  casos  de  esta  especie  antes  de 
precederse  á  la  extradición  del  asilado,  se  debe  parti- 
cipar al  ministro  extranjero,  por  el  de  Estado,  la  ne- 
cesidad en  que  se  encuentra  el  gobierno  de  proceder 
á  esta  investigación.  Si  el  embajador  asegura  que  no 
tiene  en  su  casa  al  delincuente ,  la  elevada  represen- 
tación que  ejerce  aconseja  que  se  le  crea.  Pero  si  á 
pesar  de  esto  se  insistiese  en  el  reconocimiento,  y  de 
sus  resultas  se  aprehendiese  al  reo,  se  debe  retirar  al 
diplomático  que  ha  comprometido  su  carácter;  si  no  se 
encontrase  la  persona  buscada ,  entonces  se  debe  por  i 
el  contrario  una  satisfacción  al  ministro  por  el  agravio 
que  se  le  ha  causado  no  dando  fé  á  su  palabra. 

Los  diplomáticos  extranjeros  tampoco  pueden  te- 
ner en  su  casa  capilla  pública  para  ejercer  su  culto,  á 
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no  ser  que  estén  autorizados  al  efecto  en  virtud  de 
trataos  especiales.  El  culto  privado  en  su  casa  y  en- 
tre los  de  su  comitiva  no  se  impide  á  los  diplomáticos 
con  tal  que  no  ofrezcan  motivo  da  escándalo  en  el  Es- 
tado en  que  residen- 
qoida  de'?in-  Como  las  leyes  ciyiles  de  los  Estados ,  además  de 
puestos.  arreglar  las  relaciones  entre  sus  individuos ,  estable- 
cen los  impuestos  que  alimentan  el  Erario  público,  la 
practica  de  todas  las  naciones  ha  estendido  también 
á  estas  leyes  la  exención  de  los  ministros  públicos. 

Esta  franquicia  consiste  en  el  derecho  qiie  tiene 
todo  diplomático  para  introducir  libremente  en  el  Es- 
tado en  que  reside  los  efectos  necesarios  á  su  uso  y 
consumo.  En  la  práctica  estas  franquicias  se  suelen  de- 
ternunar  de  un  modo  diverso.  Hay  Estados  en  que  al 
diplomático  se  le  concede  un  plazo  fijo  para  introdu- 
cir los  objetosj  necesarios  á  su  uso,  hay  otros  en  que 
este  derecho  de  libre  introducción  se  conserva  duran- 
te t-odo  el  tiempo  de  la  misión ,  y  por  último,  en  mu- 
chas naciones  se  acostumbra  abrir  un  crédito  por  cierta 
cantidad ,  según  la  categoría  del  diplomático,  y  en  ca- 
da una  de  estas  cuentas  se  carga  el  importe  de  los  dere- 
chos que  deberían  devengar  los  géneros  que  introducen 
los  agentes  extranjeros ,  y  cuando  el  débito  llega  á  la 
cantidad  designada  al  ministro,  concluye  la  franquicia. 
Regiamenio  Esta  es  la  regla  que  se  observa  en  España  por  el 
fraiiq^iSciM^  reglamento  de  2  de  marzo  de  1846  que  insertamos  en 
el  apéndice ,  y  las.  cuotas  establecidas  por  franquicias 
^  son  las  siguientes. 

Al  embajador  extranjero.     .     .     .    200.000. 

Al  ministro  plenipotenciario.  .     .     140.000. 

Al  ministro  residente 80.000. 

Al  encargado  de  negocios.  .     .     .       60.000. 
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Por  este  reglamento  se  permite  á  los  jefes  de  le- 
gación qtie  amn  después  de  eonclmi?  sus  respectivos 
créditos  puedan  continuar  introduciendo  libremente 
ropa  para  su  uso  y  vinos  y  viandas  para  su  consumo; 
pero  al  regresar  á*  su  corte ,  por  los  objetos  que  ena^ 
jenen  deben  pagaí  derechos  como  si  se  hubl^en  in- 
troducido de  pais  extranjero  para  el  consumo  público. 

Los  diplomáticos  españoles  están  en  la  posesión  ^ 
cuando  vuelven  á  España  después  de  desempeñar  al- 
guna misión  en  pais  extranjero,  de  introducir  libres 
de  derechos  no  solo  sus  ropas,  sino  los  muebles  y 
efectos  que  tuvieron  en  su  casa.  Esto  se  verifica  pre- 
sentando al  ministerio  de  Estado,  el  enviado  que  re- 
gresa ,  una  nota  de  los  bultos  y  de  los  efectos  que 
contienen ,  ía  cual ,  pasada  al  de  Hacienda ,  produce  la 
orden  de  introducción. 

Los  cónsules  no  disfrutan  de  estos  privilegios  é  in- 
munidades ,  porque  como  veremos  en  el  capítulo  inme- 
diato ni  representan  á  un  gobierno,  ni  están  acreditar 
dos  cérea  de  los  gobiernos. 

Estas  exenciones  de  los  diplomáticos  se  encuen- 
tran establecidas  prácticamente  en  todas  las  naciones^ 
y  aun  consignadas  en  lalejislacioñ  de  muchas.  Pero  por 
puntó  general  todo  representante  extranjero  debe  con- 
formarse con  que  se  le'  trate  en  los  mismos  términos 
en  que  se  trata  á  los  demás  diplomáticos ,  fuera  de  aque- 
llos que  por  estipulaciones  ó  por  reciprocidad  obtengan 
alguna  preferencia  especial. 

Las  leyes  de  España  que  tratan  de  las  inmunidades    Leyes  reco- 
de los  embajadores  y  ministros  extranjeros  son  las  le-  fnmanidadé^s 
yes  2.',  3.',  4.',  5.',  6.',  y  7/,  del  titulo  9.^  lib.  3/,  ^'p*""^"^'* 
de  la  Novísima  Recopilación.  Por  estas  se  manda  que 
los  ministros  extranjeros  no  puedan  vender  comestibles 
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ni  bebidas.  Que  no  se  practiquen  düijenoias  judiciales 
contra  los  criados  de  los  embajadores  sin  dar  parte 
antes  al  rey ,  y  que  con  acuerdo  del  gobierno  se  pueda 
prender  á  estos  por  delitos  leves ,  dejándolos  cuanto 
antes  en  libertad  bajo  apercibimiento ;  y  que  por  de- 
litos graves  sean  tratados  como  cualquier  otro  crimi- 
nal ,  dando  parte  al  embajador  y  remitiéndole  la  li- 
brea del  criado.  Debe  tenerse  presente  que  en  estos 
delitos  graves  de  que  habla  la  ley  7.',  tít.  9/,  lib.  3/, 
de  la  Novísima  Recopilación  los  delincuentes  quedan 
sujetos  á  la  jurisdicción  de  extranjería ,  porque  si 
bien  pudiera  deducirse  del  contexto  de  la  ley  « de- 
be ser  tratado  como  cualquier  otro  vasallo »  que  los 
sujeta  á  la  jurisdicción  ordinaria.  Estas  palabras  cu 
nuestro  sentir  significan  que  el  delincuente  piérdela  in- 
munidad ,  y  queda  como  cualquier  otro  criminal  sujeto 
á  la  ley  común  que  en  el  extranjero  es  el  fuero  de  ex- 
tranjería 5  no  tratándose  de  un  delito  de  los  que  cons- 
tituyen caso  de  desafuero.  En  estas  leyes  se  declara 
que  la  inmunidad  de  la  casa  del  embajador  no  pasa  de 
la  puerta.  Y  por  último,  que  el  privilejio  de  que  los 
ministros  extranjeros  no  sean  juzgados  por  deudas  se 
entienda  con  respecto  á  aquellas  que  se  contrajeron 
antes  de  la  misión ,  pues  por  las  contraidas  durante  es- 
ta pueden  ser  apremiados  como  cualquier  otro  deudor. 
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CAHTULO  III. 


De  los  agentes  consulares. 


Los  agentes  consulares  .  según  los  considera  hoy  el    origen  de  iw 
..       ^  7      o  j       agentes  C0D811- 

derecho  público  de  Europa ,  son  unos  funcionarios  ex-  <*rw. 

tranjeros  autorizados  para  proteger  las  personas  y  los 
intereses  de  los  individuos  de  su  nación ,  y  para  com- 
poner amigablemente  las  diferencias*que  entre  ellos  se 
puedan  suscitar. 

El  establecimiento  de  estos  agentes  data  del  tiem- 
po de  las  Cruzadas  ,  en  que  la  grande  afluencia  de  eu- 
ropeos á  los  puertos  de  Levante ,  hizo  conocer  la  ne- 
cesidad de  enviar  comisionados  que  no  solo  protegiesen 
las  personas  y  los  intereses  mercantiles  de  los  de  su 
nación ,  sino  que  les  administrasen  justicia  en  las  des- 
avenencias que  entre  ellos  ocurriesen.  El  ejemplo  de 
estas  misiones  ,  tan  provechosas  al  comercio,  bien  pron- 
to se  imitó  en  otros  puntos ;  y  por  último,  la  práctica 
acabó  por  establecer ,  que  todo  puerto  á  donde  concur- 
riese el  comercio  de  una  nación  fuese  provisto  de  un 
cónsul. 

La  extensión  que  después  adquirió  el  comercio,  y 
la  frecuencia  con  que  los  extranjeros  visitaron  los  puer- 
tos de  otras  potencias ,  ha  dado  ocasión  á  la  gran  la- 
titud é  importancia  que  hoy  tiene  la  carrera  consular. 

Una  cuestión  se  suele  agitar  sobre  si  los  cónsules    los  consoles 
deben  ó  no  considerarse  como  individuos  del  cuerpo  SSáráctermí 
diplomático,  aunque  en  escala  inferior,  puesto  que^^    *'^' 
representan  los  intereses  comerciales  de  su  pais.  Pres- 
cindiendo por  ahora  de  lo  que  en  España  prescriben 
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sabiamente  las  leyes  de  la  Novísima  Recupilaciou ,  y 
considerando  la  cuestión  en  la  esfera  de  los  princi- 
pios ,  se  encuentra  que  los  cónsules ,  aunque  encarga- 
dos de  vigilar  por  los  intefeseí»  mércíintiles  de  su  na- 
ción ,  no  representan  ante  el  gobierno  del  Estado  en 
que  residen  sino  los  particulares  de  los  individuos ;  y 
de  tal  modo ,  que  si  creen  que  el  comercio  de  su  país  • 
se  lastima  por  alguna  medida  local ,  no  pueden  por  si 
hacer  la  reclamación ,  sino  dirigirse  &  su  legación  ó  i» 
su  gobierno,  par^  que  este  reclame  de  gobierno  á  go- 
bierno. Los  cónsules  tampoco  están  acrefitados  cerca 
de  los  gobiernos ,  sino  con  el  consentimiento  de  estos 
desempeñan  sus  funciones  cerca  de  las  autoridades  lo- 
cales. Por  esta  razón ,  y  para  evitar  los  conflictos  á 
que  pudiera  dar  lugar  la  excesiva  latitud  en  las  facul- 
tades de  estos  funcionarios ,  los  gobiernos  las  limitan 
según  juzgan  conveniente  al  concederles  los  exequátur. 
De  modo  que  unos  agentes  que  no  estin  acreditados 
cerca  de  un  gobierno  ;  que  no  representan  los  intereses 
generales  ni  pueden  reclamar  en  favor  de  ellos  ;  y  por 
último ,  que  no  pueden  ejercer  sus  funciones  sino  en 
virtud  de  un  exequátur ,  en  que  se  les  detallan  sus 
facultades  y  las  condiciones  con  que  las  han  de  ejer- 
cer, no  pueden  comprenderse  en  la  categoría  dipIom?l* 
tica  ni  tener  derecho  á  las  esencíones  y  privilegios  de 
los  diplomáticos.  Por  mas  que  Pinheíi'o  opine  lo  contra- 
rio, fundándose  eti  qué  íós  óónsufes  tienen  patente  de 
soberano  cuando  los  encargados  de  negocioií  solo  la 
tienen  de  ministro  ,  esta  círcunistaticíá  puramente  de 
formas  en  nada  altera  la  diferencia  esencial  que  deja- 
mos establecida  entre  unos  y  otíos  a^ütes. 

CSon  este  motivo ,  aunque  de  pscso  ábservarémos, 
que  á  las  naciones  que  pót  su  sitüatcióñ  puedeti  as|pirar 
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ii  influir  en  los  negocios  de  otras ,  les  interesa  dar  gran 
latitud  á  las  facultades  consulares ,  para  tener  en  cada 
cónsul  una  palanca  con  que  vencer  las  resistencias  que  . 
encuentren ;  pero  las  que  no  se  hallan  en  esto  caso 
deben  ser  muy  cautas  en  este  punto,  porque  la  exten- 
sión de  facultades  no  ha  de  servir  á  sus  cónsules  para 
ejercer  influencia,  y  la  reciproca  que  necesariametite 
tendrán  que  conceder  á  los  cónsules  extranjeros  les 
abrirá  el  campo  para  todo  género  de  invasiones. 

El  primer  deber  de  los  agentes  consulares  es  ,  co^    Deberes  y  fa- 

1  «j-j  Til  x'jji      cnllades  de  los 

mo  hemos  indicado  ,  reclamar  de  las  autoridades  lo-  agentes  conso- 
cales  el  cumplimiento  de  los  tratados  en  favor  de  sus 
compatriotas ,  asi  como  aquellas  consideraciones  q\)e 
emanan  del  derecho  de  gentes  ó  de  la  justa  recipro- 
cidad. En  el  caso  de  no  ser  atendidas  sus  instancias, 
deben  dirigir  sus  quejas  al  consulado  general  ó  á  la 
legación  ,  pero  nunca  acudir  al  gobierno  del  Estado  en 
que  residen  ,  ni  entablar  negociaciones  con  las  autori- 
dades locales  sobre  la  interpretación  de  los  tratados^ 
ni  sobre  ningún  punto  de  derecho  público ,  porque  es- 
to es  exclusivo  de  los  gobiernos  y  no  de  funcionarios 
subalternos. 

Además  de  la  misión  protectora  para  sus  compa- 
triotas ,  tienen  los  cónsules  la  de  instruir  á  su  gobier- 
no del  progreso  ó  decadencia  del  comercio  de  su  país, 
indicando  las  medidas  que  convenga  adoptar  para  dar- 
le mayor  impulso  y  extensión. 

Los  oóusules  no  pueden  ejercer  jurisdicción  con- 
tenciosa entre  sus  compatriotas ,  porque  esto  lastimaría 
el  señorío  territorial  y  jurisdiccional  del  Estado  en  que 
residen ;  así  es  que ,  según  hemos  visto  en  otro  lugar, 
solo  ejercen  la  jurisdicción  voluntaria.  Contra  este  prin* 
cipió  incuestionable  de  derecho  de  gentes ,  consignado 
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en  las  leyes  recopiladas ,  no  se  puede  alegar  lo  preve- 
nido en  el  real  decreto  de  29  de  setiembre  de  1848 ,  por- 
que la  determinación  que  en  él  se  hace  sobre  el  modo 
en  que  se  ha  de  ejercer  la  jurisdicción  consular ,  solo 
se  refiere  á  los  cónsules  españoles  en  Levante,  que 
son  los  que  por  los  tratados  disfrutan  de  tan  singular 
privilegio.  Tan  exacto  es  esto  ,  que  en  los  momentos 
en  que  se  escriben  estas  lineas  se  trata  de  reclamar  por 
el  ministerio  de  Estado,  que  el  de  Gracia  y  Justicia  pu- 
blique la  conveniente  aclaración  ,  á  fin  de  que  no  pue- 
da ofrecerse  duda  sobre  un  punto  tan  importante. 

La  fé  pública  concedida  á  los  cónsules  no  se  extien- 
de á  que  puedan  redactar  toda  clase  de  documentos 
en  su  distrito  consular ,  pues  aquellos  que  con  arreglo 
al  estatuto  formal  deban  sujetarse  á  la  ley  de  formas 
del  Estado  en  que  pasa  el  acto  á  que  se  refieren ,  no 
puede  autorizarlos  el  cónsul ,  y  si  los  autoriza  no  serán 
válidos.  Sin  embargo,  los  contratos  hechos  entre  ex- 
tranjeros de  un  mismo  Estado  y  para  cumplirse  en  su 
pais ,  son  eficaces  si  se  formalizan  por  el  cónsul  de  su 
nación ,  aunque  la  ley  del  Estado  extranjero  exija  para 
su  validez  que  se  redacten  por  notario  público. 

Residiendo  en  los  cónsules  la  fé  pública  claro  es 
que  sus  atestados  ó  legalizaciones  hacen  fé  en  todas 
partes ;  pero  de  esto  no  se  infiere  que  el  cónsul  esté 
siempre  obligado  á  legalizar  todos  los  documentos  que 
se  le  presenten.  Cuando  la  legalización  del  documento 
tiene  tin  objeto  perjudicial  para  el  Estado  que  nombró 
al  cónsul ,  éste  debe  negarse  á  prestarle  su  autoriza- 
ción. Esta  doctrina  se  encuentra  consignada  bien  es- 
plícitamente  en  una  circular  del  gobierno  británico 
dirijida  á  sus  cónsules  en  23  de  agosto  de  1847  á 
consecuencia  de  una  consulta  del  de  Montevideo.  Di- 
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ce  la  circular.   «  Se  me  ha  mandado  por  el  vizconde 
« Palmerston  acusar  el  recibo  de  su  despacho  núm.  31 
«de  17  de  mayo  último  pidiéndosele  informe  si  un 
« cónsul  está  obligado  á  recibir  juramento  ó  atestar 
« firmas  cuando  no  esté  enterado  del  objeto  para  que 
« se  requiere  el  juramento  ó  atestado,  y  debo  mani- 
« festar  á  V.  en  respuesta,  que  aunque  el  acta  6.*  de 
« Jorge  IV  j  cap.  87  ,  dá  una  autoridad  general  á  un 
« cónsul  cuando  se  le  requiere  al  efecto  y  cuando  vea 
« ser  necesario  recibir  cualquier  juramento  ó  tomar 
«  alguna  declaración  ó  afirmación  á  alguna  persona  ó 
«  personas  sean  las  que  fueren ,  y  también  para  hacer 
«  y  ejecutar  todos  y  cada  acto  y  actos  notariales  para 
«  que  se  necesitase  ó  pudiei;a  necesitarse  algún  notario 
« público,  y  se  le  faculta  por  la  ley  para  que  lo  haga 
«  dentro  del  Reino  Unido,  empero  no  le  incumbe  á 
«  un  cónsul  recibir  un  juramento  ó  atestar  una  firma, 
« cuando  contemple  que  es  impropio  verificarlo,  ó 
«  cuando  no  tenga  algún  conocimiento  del  negocio  A 
«  que  es  relativo  el  juramento. — Por  ejemplo  ;  es  de- 
ft  ber  de  un  cónsul  británico  tener  especial  cuidado  de 
«  que  no  se  eche  mano  dC  él  para  facilitar  auxilios 
«  para  verificar  el  fraude  en  las  rentas  de  S.  M. ;  pe- 
(c  ro  pudiera  presentarse  un  documento  al  cónsul ,  os- 
« tensiblemente  con  el  único  objeto  de  lograr  sii  ates- 
«  tado  á  una  firma ,  al  paso  que  podría  ser  la  inten- 
« cion*  de  las  partes  que  solicitan  el  atestado ,  hacer 
«  uso  del  documento  para  evadir  las  leyes  de  Adua- 
«  na ,  y  darle  para  ese  fin  un  carácter  de  autenticidad, 
w  poniéndole  lafirmade  un  funcionario  británico.  Ade- 
«  más  un  individuo  podría  querer  dar  una  declaración 
«jurada  con  detrimento  del  carácter  de  otro,  y  si  el 
«  cónsul  por  ignorar  las  materias  de  que  se  hace  re- 
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«  ferencia  en  la  declaración ,  hubiera  de  poner  su  fir- 
«  ma  en  ella ,  aunque  fuere  meramente  como  atestado 
«de  la  firma,  podría  por  ese  mero  hecho  aparecer 
a  que  daba  el  peso  de  su  autoridad  á  la  difamación  ,  y 
«  perjudicar  de  este  modo  á  personas  inocentes  lasti- 
«  mando  su  carácter.  Soy  etc.» 

Las  funciones  de  los  cónsules  en  los  casos  de  nau- 
fragios y  en  los  abintestatos  de  subditos  de  su  pais  las 
hemos  explicado  al  tratar  de  la  jurisprudencia  interna- 
cional marítima  y  civil. 
Privilegíosde  ^^^  privilegios  se  reducen  á  los  que  les  corresponden 
sSanw.*^^^""  ^^^^  extranjeros,  pues  ni  aun  á  la  inmunidad  personal 
tienen  derecho,  porque  están  sujetos  á  la  jurisdicción 
criminal  del  Estaco  en  que  residen  en  los  delitos  graves. 
En  Turquía  y  en  las  regencias  berberiscas  los  em- 
bajadores ,  y  en  defecto  de  estos  los  cónsules  ,  ejercen 
la  jurisdicción  civil  y  criminal  en  primera  instancia 
entre  las  gentes  de  mar  y  residentes  de  su  nación  ,  ó 
entre  francos  ,  como  se  ha  visto  mas  extensamente  en 
la  jurisprudencia  civil  y  criminal.  Las  casas  de  los  cón- 
sules en  Levante  tienen  el  derecho  de  asilo  para  sus  na- 
turales, y  el  de  tener  capilla  para  el  ejercicio  de  su 
culto.  En  caso  de  fallecimiento  de  un  compatriota  el 
cónsul  interviene  exclusivamente  enlatestamentaría.  y 
guarda  los  bienes  para  sus  herederos. 

El  cónsul  para  desempeñar  su  destino  necesita, 
tur.    *^^"^"  como  hemos  indicado,  la  autorización  del  gobierno  de 
Estado  en  que  lo  ha  de  ejercer. 

Esta  autorización  ,  que  se  extiende  por  escrito,  se 
llama  exequátur. 

Si  todo  Estado,  en  virtud  de  su  soberanía  é  inde- 
pendencia, puede  negarse  á  admitir  el  comercio  ex- 
tranjero y  por  consiguiente  rehusar  el  estableeimiento 
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de  cónsules  en  sus  dominios,  éízxo  es  que  con  mas 
i-azon  le  seré,  lícito  admitirlos  bajo  ciertas  resiftriccio- 
nes.  Sin  embargo  la  práctica  tiene  establecido  en  estos 
últimos  tiempos  ,  que  fuera  de  ías  colonias  ó  de  puntos 
donde  exista  un  motivo  especial ,  los  cónsules  sean 
admitidos  en  todas  partes  ,  si  sus  circunstancias  per- 
sonales no  ofrecen  motivo  para  negar  el  exequátur. 

La  carrera  consular  se  compone  generalmente  de    clasificación 
cónsules  generales  ,  cónsules  y  vice-cónsules,  consuiar/'^'^* 

Los  cónsules  generales  son  los  que  tienen  bsgo  su 
dependencia  varios  distritos  consulares.  Estos  cónsu- 
les generales  residen  comunmente  cerca  de  la  corte 
ó  en  los  grandes  centros  de  comercio.  Los  cónsules  y 
vi  ce-cónsules  residen  en  puntos  especiales  de  comer- 
cio. Estos  ,  aunque  dependen  del  cónsul  general,  y  por 
su  conducto  se  comunican  con  el  gobierno,  en  su 
distrito  se  entienden  con  las  autoridades  locales  ,  ejer- 
cen las  miomas  funciones ,  y  merecen  igual  considera- 
ción que  el  cónsul  general. 

El  cónsul  general ,  ó  en  su  defecto  los  cónsules  y 
vice-cónsules ,  dependen  de  la  legación  de  su  gobier- 
no, establecida  en  el  pais  en  que  residen. 

Los  cónsules  pueden  ser  subditos  del  Estado  que    j^g  consoles 
los  nombra  ó  de  aquel  en  que  han  de  residir.  En  este  fn",^e"|||"¿*¡ 
caso  debe  pedirse  al  gobierno,  de  que  es  subdito  el  «"<!"« residen, 
cónsul,  la  autorización  para  que  pueda  desempeñar 
este  cargo  extranjero,  y  así  el  nombrado  cesa  temp(y- 
ralmente  de  depender  de  su  pais.  En  España  no  su- 
cede así ,  como  veremos  después. 

Esto  es  lo  que  el  derecho  común  establece  con 
respecto  á  los  cónsules.  El  derecho  positivo  de  Espa- 
ña ha  introducido  algunas  modificaciones,  como  vamos 
á  explicar. 
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Leyes  de  Es-       Los  cónsules  extranjeros  tienen  en  los  dominios 
wndiclon^de  españoles  una  consideración  diversa,  según  las  esti- 
los cónsules,    p^jacioues  que  á  su  respecto  median  entre  el  gobierno 
que  los  nombra  y  el  de  España.  Los  cónsules  de  las 
potencias  que  no  tienen  pactos  consulares  especia- 
les ,  están  sujetos  en  sus  deberes  y  atribuciones  á  la 
ley  comuu,  que  es  la  ley  6/,  lib.  6.",  título  11  de 
la  Novísima  Recopilación. 

Esta  ley,  fecha  1."  de  febrero  de  1765,  limita  la 
condición  de  los  cónsules  extranjeros  á  la  de  «  meros 
agentes  de  su  nación » ,  concediéndoles  solo  los  privile- 
gios otorgados  á  los  extranjeros  transeúntes  de  ser  juz- 
gados por  jaeces  militares  ,  y  de  estar  libres  de  alo- 
jamientos y  cargas  concejiles  y  personales.  Priva  á 
sus  casas  de  toda  clase  de  inmunidad  ,  y  prohibe  á  es- 
tos funcionarios  que  tengan  escudo  de  armas  en  parte 
pública  de  ellas  ,  permitiéndoles  poner  señales  en  las 
azoteas  que  marquen  la  residencia  consular  á  sus  com- 
patriotas. Declara  que  ios  cónsules  no  pueden  ejercer 
jurisdicción  ni  aun  entre  los  de  su  país,  «sino  componer 
extrajiidicial  y  amigablemente  sus  diferencias»,  y  por 
último  prescribe  que  los  cónsules  y  vice-cónsules  no 
puedan  nombrar  apoderados  que  desempeñen  las  fun- 
ciones consulares  en  su  representación,  pues  deben  ejer- 
cerlas por  sí  mismos. 

En  esta  ley  se  establece  además  que  los  cónsules  y 
vice-cónsules  extranjeros  para  desempeñar  sus  cargos 
deben  obtener  el  regiwm  exequátur ^  y  que  para  este 
fln  deben  presentar  la  patente  original  y  su  traducción, 
con  una  súplica  en  que  se  justifique  que  el  impetrante, 
.si  es  cónsul ,  es  natural  del  Estado  que  le  ha  nombra- 
do, pues  los  vice-cónsules  pueden  ser  de  otro  pais  y 
aun  españoles  ;  y  por  último  que  una  vez  admitido  mi 
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cónsul ,  la  autoridad  local  deberá  d^rle  el  auxilio  nece- 
sario para  que  pueda  llevar  á  cabo  sus  providencias 
arbitrarias  y  extrajudiciales  ,  distinguiéndole  y  aten- 
diéndole en  sus  regulares  recursos. 

Esta  ley  sabia  y  previsora ,  confirmada  posterior- 
mente por  real  orden  de  8  de  Mayo  de  1827,  ha  su- 
frido algunas  alteraciones  en  la  práctica  general ,  aun- 
que no  esenciales ,  y  además  ha  sido  modificada  con 
respectó  á  algunas  potencias  en  virtud  de  tratados  es- 
peciales. 

La  práctica  en  Esps^ña  ha  introducido,  que  los  cón- 
sules no  se  dirijan  al  gobierno  para  impetrar  el  exe- 
quátur, sino  que  el  agente  diplomático  del  pais  que  ha 
nombrado  al  cónsul ,  presente  desde  luego  la  patente  ; 
que  si  la  patente  está  extendida  en  francés  6  en  inglés, 
no  sea  acompañada  de  traducción  ,  y  que  á  los  vice- 
cónsules no  se  les  expida  regium  exequátur.  La  razón 
de  esta  diferencia  se  encuentra  en  el  mismo  procedi- 
miento que  llevan  estos  nombramientos.  Habiéndose 
establecido,  á  consecuencia  de  la  grande  extensión  que 
recibe  en  todas  las  naciones  la  carrera  consular,  el  que 
los  cónsules  nombren  en  sus  distritos  los  vice-cónsules 
que  estimen  conveniente,  cuando  un  cónsul  extranjero 
nombra  de  acuerdo  con  su  gobierno  el  vice-cónsul, 
acude  á  su  legación  para  que  el  nombramiento  sea 
aprobado  por  el  gobierno  de  España.  En  estos  casos  el 
gobierno  español  tienje  que  autorizar  al  capitán  general 
de  la  provincia  para  que  permita  á  este  agente  desem- 
peñar las  funciones  de  vice-cónsul ,  después  de  infor- 
marse de  la  conveniencia  de  establecer  el  nuevo  vice- 
consulado,  y  satisfecho  de  las  cualidades  personales 
del  nombrado,  pero  sin  darle  exequátur  regio,  porque 
éste,  que  es  una  autorización  del  gobierno,  solo  pue- 
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de  recaer  sobre  patente  de  gobierno  y  no  sobre  nom- 
bramiento de  un  subalterno  como  es  un  cónsul. 

En  comprobación  de  esta  doctrina ,  cuando  .acon- 
tece que  se  nombra  uno  áe  estos  agentes  en  tín  punto 
que  por  su  poca  importancia  no  puede  pasar  de  ser 
viee-consulado,  y  quje  por  no  existir  cónsul  en  el  dis- 
trito que  haga  el  nombramiento,  tiene  que  hacerlo  el 
gobierno,  sobre  esta  patente  del  gobierno,  aunque  sea 
para  un  vice-oónsul ,  recae  regium  txequaim\ 

Las  modificaciones ,  ó  mas  bien  las  ampliaciones 
que  en  particular  se  han  hecho  á  la  ley  recopilada  en 
virtud  de  tratados  ,  se  encuentran  consignadas  en  los 
convenios  consulares  celebrados  con  la  Francia  y  Por- 
tugal 5  el  primero  en  13  de  mai-zo  de  1769 ,  y  el  se- 
gundo en  26  de  junio  de  1845. 
GonveDiocon-  Los  cónsules  franceses  y  españoles ,  en  virtud  de 
da.  este  convenio,  disfrutan  de  la  inmunidad  personal ,  si 

son  subditos  de  la  nación  que  les  ha  nombrado  ;  pero 
pueden  ser  presos  por  delitos  atroces ;  y  siendo  co- 
merciantes ,  la  inmunidad  personal  solo  se  extiende  á 
los  casos  civiles  que  no  envuelvan  delito  ni  cuasi -de- 
lito, pues  en  estos  procede  la  prisión  del  cónsul.  La 
casa  consular  se  declara  exenta  de  asilo,  y  hasta  pue- 
de ser  registrada  por  la  autoridad  local ;  solo  los  pa- 
peles del  consulado  están  esceptuados  de  la  pesquisa. 
A  los  cónsules  se  les  permite  llevar  espada  y  bastón 
por  adorno ;  que  en  sus  casas  puedan  poner  un  cuadro 
con  un  barco  pintado  y  el  lema  del  consulado,  y  que 
cuando  hayan  de  prestar  alguna  declaración  se  les  pa- 
se recado  de  cortesía  por  el  juez 

El  více- cónsul ,  facultado  por  la  autoridad  local 
paa*a  desempeñar  sus  funciones,  puede  usar  también  de 
espada  y  bastón  y  gestionar  en  su  distrito  comio  cónsul. 
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Los  cónsules  y  vice-cónsules  pueden  ir  abordo  de 
los  buques  de  su  nación  ,  después  de  admitidos  á  plá- 
tica ,  exaniinar  el  buque ,  verificar  listas  ,  tomar  decla- 
raciones sobre  la  navegación ,  destino  y  accidentes  del 
viaje. 

Aunque  á.  los  cónsules  les  está,  prohibido  el  pedir 
la  extradición  de  ningún  reo,  porque  esto  compete  so- 
lo á  los  agentes  diplomáticos  ,  que  son  los  que  repre- 
sentan los  gobiernos ,  sin  embargo  pueden  reclamar  los 
marineros  prófugos  pajra  obligarles  á  cumplir  su  em- 
peño, y  la  prisión  de  los  delincuentes  de  su  pais ,  obli- 
gándose á  mantenerlos  hasta  la  resolución  de  su  go- 
bierno. 

La  condición  de  los  cónsules  portugueses  en  Espa-  conveniocon- 

^         ^  *^      sular  con  Por- 

fía y  de  los  españoles  en  Portugal  se  encuentra  con-  tngai, 

signada  sabiamente  en  el  convenio  consular  de  ambas 

naciones ,  que  se  copia  íntegro  á  continuación, 

«S.  M.  la  Eeina  de  España  y  S.  M.  la  Reina  de 
Portugal  y  de  los  Algarbes ,  deseando  arreglar  de  una 
manera  fija  y  terminante  ,  por  medio  de  un  convenio 
especial  ^  las  atribuciones  y  prerogativas  de  los  agentes 
consulares  de  ambas  naciones  española  y  portuguesa 
en  sus  respectivos  astados ,  han  nombrado  con  este  ob- 
jeto por  sus  plenipotenciarios ,  á  saber : 

«S.  M.  la  Reina  dé  España  á  D.  Luis  Gonzalos 
Bravo,  su  enviado  extraordinario  y  ministro  plenipo- 
tenciario cerca  de  S.  M-  la  Reina  de  Portugal  y  de 
los  Algarbes ,  caballero  gran  cruz  de  la  real  y  distin- 
guida orden  de  Carlos  III ,  caballero  de  primera  clase 
de  la  real  y  militar  orden  española  de  San  Fernando, 
gran  cruz  de  la  legión  de  honor  de  Francia ,  consejero 
honorario  de  Estado,  etc.  etc..  y  S.  M.  la  Reina  de 
Portugal  y  de  los  Algarbes  á  D.  José  Joaquín  Gómez 
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do  Castro,  de  su  Consejo,  Par  del  Reino,  comenda- 
dor de  la  orden  de  Cristo,  caballero  de  la  antigna  y 
muy  uoble/irden  de  la  torre  y  espada  del  valor.,  leal- 
tad y  mérito,  granforuz  de  la  real  y  distinguida  orden 
española  de  Carlos  III ,  del  águila  roja  de  Prusia ,  de 
la  de  Leopoldo  de  Bélgica  y  de  la  del  mérito  civil  de 
Sajonia;  condecorado  con  la  orden  imperial  otomana 
de  Nichan  Iftihas  de  primera  clase ,  vice-presidente 
del  tribunal  del  tesoro  público,,  ministro  y  secretario 
de  Estado  d^  los  negocios  extranjeros ,  etc.,  etc.,  los 
cuales ,  después  de  haberse  recíprocamente  comimi- 
cado  sus  plenos  poderes  y  haberlos  hallado  en  bue- 
na y  debida  forma ,  han  convenido  en  los  artículos  si- 
guientes : 

«Art.  1.*  Cada  una  de  las  altas  partes  contratan- 
tes concede  á  la  otra  la  facultad  de  establecer  agentes 
consulares  con  la  categoría  de  cónsules  generales  ,  cón- 
sules ó  vioe- cónsules  en  los  puertos  ,  plazas  de  comer- 
cio y  lugares  principales  de  sus  respectivos  territorios, 
reservándose  el  derecho  de  esceptuar  cualquier  punto 
que  juzgue  conveniente.  Los  mencionados  agentes  con* 
sulares ,  después  de  presentar  su  patente  con  el  com- 
petente exequátur  ó  confirmación  á  las  autoridades  lo- 
cales del  punto  donde  hayan  de  residir,  serán  por  ellas 
reconocidos  y  apoyados  en  el  ejercicio  de  sus  funcio- 
nes consulares. 

«Art.  2/  Los  respectivos  agentes  consulares  po- 
drán ser  escogidos  á  beneplácito  de  los  subditos  de  su 
nación  para  arbitros  de  sus  controversias  y  litigios ;  po- 
ro este  arbitrage  no  deberá  ser  llevado  á  efecto  hasta 
que  sea  confirmado  por  la  autoridad  local  competen- 
te, quedando  además  la  parte  que  por  él  se  juzgue 
perjudicada ,  en  la  facultad  de  acudir  á  los  tribunales 
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del  pais.  Los  mismos  agentes  consulares  decidirán  ,  sin 
la  intervención  de  las  autoridades  locales  ,  las  contro- 
versias suscitadas  entre  el  capitán  y  cualquier  indi- 
viduo de  la  tripulación  de  los  buques  de  su  bandera  por 
soldadas  en  el  caso  de  revocación  de  viaje  por  falta 
del  debido  sustento,  por  mal  trato,  ó  por  otras  causas 
de  igual  urgencia.  Las  autoridades  locales  deberán  sin 
embargo  intervenir  en  todos  los  casos  en  que  el  pro- 
ceder de  los  capitanes  ó  de  las  tripulaciones  perturbe 
el  orden  ó  la  tranquilidad  ó  quebrante  las  leyes  del 
país ,  ó  también  cuando  su  auxilio  sea  requerido  por 
los  agentes  consulares ,  para  que  sus  decisiones  sean 
llevadas  á  efecto :  debe  entenderse  sin  embargo  que 
estas  decisiones  no  privarán  á  los  interesados  del  dere- 
cho de  recmTir  después  alas  autoridades  judiciales  del 
pais  á  que  pertenezcan  los  mencionados  buques. 

« Art.  3/  Los  agentes  consulares  de  España  y  Por- 
tugal y  vice  versa  deberán  proceder  al  inventario,  li- 
qmdacion ,  partición  y  entrega  de  los  bienes  de  los 
subditos  de  su  nación  que  fallezcan  con  testamento  ó 
oMntestato  en  el  distrito  de  su  cargo.  Para  mayor  ga- 
^rantia,  así  de  -los  derechos  del  fisco,  como  de  los  de 
los  subditos  del  pais  ó  de  otra  nación  que  puedan  ha- 
llarse interesados  en  la  herencia ,  se  verificarán  todos 
los  actos  de  la  testamentaría ,  desde  la  operación  de 
poner  los  sellos  inclusive  hasta  la  final  entrega  de  la 
herencia ,  con  autorización  y  en  presencia  del  respec- 
tivo juez  del  distrito,  siendo  además  autorizados  con  su 
firma.  Los  bienes  de  toda  especie  procedentes  de  es- 
tas herencias  que ,  deducidas  las  costas  ,  habrán  de 
entregarse  inmediatamente  después  de  la  partición  á 
los  herederos  presentes  ó  á  los  procuradores  de  los 
ausentes  ,  se  depositarán  mientras  tanto  en  un  Banco  ó 
63 
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en  una  ó  mas  casas  de  comeroio  respetables  ,  cuya  desig- 
nación será  hecha  por  el  agente  consular  de  acuerdo  y 
con  autorización  de  dicho  juez  del  distrito. 

«Art.  4.'  Será  inherente  á  la  autoridad  de  los 
agentes  consulares  de  España  en  Portugal  y  á  la  de  los 
de  Portugal  en  España  reciprocamente  la  fé  pública  y 
legal  que  se  requiere  para  el  ejercicio  de  las  atribu- 
ciones de  su  cargo.  Las  tarifas  de  derechos  consulares 
establecidas  ó  que  se  establecieren  por  cada  uno  de  los 
gobiernos  de  las  altas  partes  contratantes  deberán  ser 
comunicadas  al  gobierno  de  la  otra ,  así  como  las  alte- 
raciones que  se  hicieren  en  las  mismas  tarifas. 

a  Art.  5.""  Se  permitirá  á  los  agentes  consulares  de 
cada  una  de  las  dos  naciones  en  los  puertos  de  la  otra 
pasar  abordo  de  los  buques  de  su  bandera  inmedia- 
tamente después  que  estos  hayan  sido  admitidos  á  li- 
bre plática^  con  el  objeto  de  verificar  los  actos  de 
vigilancia  y  policía  marítima ,  que  forman  parte  de  las 
atribuciones  consulares.  Podrán  asimismo  cuando  lo 
juzguen  conveniente ,  y  en  cuanto  lo  permitan  los  re- 
glamentos de  aduanas  y  de  policía  del  pais ,  acom- 
pañar á  los  ministros  de  justicia  y  á  los  oficiales  de 
aduana  que  se  trasladasen  abordo  de  los  mismos  bu- 
ques para  proceder  á  alguna  averiguación  ó  dilijen- 
cia.  Del  mismo  modo  les  será  lícito  acompañar  á  los 
tribunales  y  oficinas  públicas  al  capitán  ó  á  cualquier 
individuo  de  la  tripulación  en  todos  los  casos  en  que 
estos  puedan  presentarse  conforme  á  la  ley  ,  asistidos 
de  su  procurador  ó  abogado. 

«Art.  6.**  Los  agentes  consulares  estarán  autoriza- 
dos para  exijir  á  los  capitanes  de  los  buques  de  su 
bandera  manifiestos  jurados ,  asi  de  la  carga  de  entra- 
da como  de  la  de  salida.  Podrán  igualmente  los  agen- 
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"tes  consulares  de  cada  una  de  las  dos  naciones  exijir  á 
ios  capitanes  de  los  buques  de  la  otra ,  el  manifíes- 
ix)  de  la  carga  de  salida  y  cuando  estos  buques  lleven 
destino  á  los  puertos  de  la  nación  de  los  mencionados 
agentes  consulares.  Las  autoridades  de  los  puertos  de 
cada  una  de  las  dos  naciones  no  consentirán  que  sal- 
gan de  ellos  los  buques  de  la  otra  sin  el  pasaporte  ó 
^üto  de  su  respectivo  agente  consular. 

« Art.  7.'*  En  casos  de  naufragio  de  un  buque  es- 
pañol en  Portugal  y  vice  versa ,  deberá  la  autoridad 
-administrativa  competente  providenciar  sin  demora 
cuanto  juzgue  necesario  para  el  salvamento,  teniendo 
cuidado  de  prevenir  desde  luego  al  respectivo  agente 
consular ,  con  cuyo  acuerdo  y  conformidad  habrán  de 
adoptarse  todas  las  medidas ,  así  para  el  salvamento 
como  para  el  inventario  y  depósito  de  los  efectos  sal- 
vados ,  las  cuales  deberán  ponerse  en  práctica  bajo  la 
dirección  exclusiva  de  dicha  autoridad  administrativa. 
A  falta  del  capitán  ó  del  consignatario  del  buque  ,  ó 
por  imposibilidad  de  aquel ,  satisfará  el  agente  consu- 
lar los  gastos  que  el  salvamento  haya  ocasionado,  los 
cuales  serán  reintregados  vendiéndose  á  pública  su- 
basta la  parte  de  los  efectos  salvados  que  baste  á  cu- 
brir ei  desembolso.  Dichos  gastos  no  excederán  de  los 
que  pague  en  igual  caso  un  buque  nacional ,  y  las  mer- 
cancías y  géneros  salvados  del  naufragio  no  quedarán 
sujetos  al  pago  de  derechos  sino  en  el  caso  de  ser 
despachados  para  consumo.  Satisfechos  los  gastos  del 
salvamento  ó  prestando  fianza  suficiente  el  capitán  ,  el 
dueño  ó  consignatorio  del  buque  ó  el  agente  consular, 
deberán  entregárseles  los  efectos  salvados  luego  que 
sean  reclamados. 

«Art.  8/    Los  referidos  agentes  consulares  estarán 
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autorizados  á  requerir  el  auxilio  de  las  autoridades  lo- 
cales para  el  arresto  y  encarcelamiento  de  los  deser- 
tores de  los  buques  de  guerra  y  mercantes  de  su  pais. 
A  este  fin  se  dirigirán  á  los  tribunales  ^  jueces  y  oficia- 
les competentes ,  y  reclamarán  por  escrito  á  dichos  de- 
sertores ,  probando  por  medio  de  la  exhibición  de  las 
matrículas^  de  los  buques ,  roles  de  tripulación  ó  con 
otros  documentos  oficiales ,  que  los  tales  individuos 
formaban  parte  de  las  citadas  tripulaciones  ;  y  justifi- 
cada así  esta  reclamación ,  será  concedida  la  entrega  de 
aquellos.  Cuando  los  tales  desertores  hayan  sido  ar- 
restados ,  serán  puestos  á  disposición  de  dichos  agen- 
tes consulares  ,  y  podrán  ser  encerrados  en  las  cárce- 
les públicas  á  petición  y  costa  de  aquel  que  los  recla- 
me ,  para  ser  enviados  á  los  buques  á  que  pertenecían 
ó  á  otros  de  la  misma  nación.  Pero  si  no  lo  fuesen  en 
el  plazo  de  dos  meses ,  á  contar  desde  el  dia  de  su 
prisión ,  quedarán  en  libertad ,  y  no  serán  presos  de 
nuevo  por  la  misma  causa. 

«Debe  no  obstante  entenderse ,  que  si  resultare  ha- 
ber cometido  el  desertor  algún  crimen  6  delito  contra 
las  leyes  del  pais ,  podrá  retardarse  la  entrega  hasta 
que  haya  sido  pronunciada  y  ejecutada  la  sentencia  del 
tribunal  que  conozca  del  caso.  Tendrán  igualmente  fa- 
cultad los  mismos  agentes  consulares  para  solicitar  de 
la  autoridad  superior  de  la  provincia  en  que  residan 
el  auxilio  necesario  para  la  detención  y  entrega  de  los 
mozos  alistados  para  el  servicio  militar  de  España  ó  de 
Portugal  que  se  refugiaren  en  cualquiera  de  los  dos 
respectivos  territorios ,  debiendo  dichos  agentes  con- 
sulares acompañar  su  reclamación  con  el  exhorto  que 
para  tal  efecto  recibieren  de  las  autoridades  superiores 
de  las  provincias  de  su  pais. 
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«Art.  O.**  Los  agentes  consulares  gozarán  recípro- 
camente en  ambos  países  de  la  facultad  de  dirigir  á 
las  autoridodes  locales  las  reclamaciones  que  juzguen 
convenientes  en  favor  de  los  subditos  de  su  nación, 
principalmente  con  el  fin  de  prestar  á  los  intereses 
mercantiles  de  los  mismos  subditos  la  protección  que  es 
tan  propia  de  las  funciones  consulares. 

«  Art.  10.  Los  agentes  consulares  que  sean  subditos 
del  Estado  que  los  nombre  gozarán  de  la  inmunidad  de 
prisión  ,  salvo  por  delitos  que ,  según  las  leyes  del  pais 
donde  residen ,  sean  castigados  con  pena  capital  ó  aflic- 
tiva. Si  ejercen  el  comercio ,  esta  inmunidad  no  se  ex- 
tenderá á  los  negocios  que  de  él  dependan ,  y  serán 
de  la  misma  condición  que  cualquier  otro  individuo  de 
su  pais  5  en  cuanto  á  sus  libros  y  papeles  de  comercio 
y  particulares,  los  cuales  deberán  estar  siempre  en 
completa  segregación  del  archivo,  que  será  inviolable. 
Los  agentes  consulares  estarán  exentos  de  todo  servi-- 
cío,  carga  ó  contribución  personal,  escepto  si  ejercie- 
ren profesión  ,  industria  ó  comercio ;  pues  asi  en  este 
caso  como  en  el  de  ser  subditos  del  pais  en  donde  re- 
siden ,  estarán  sujetos  á  la  ley  general  de  él. 

«Art.  11.  En  caso  de  que  Ja  conducta  de  los  agen- 
tes consulares  asi  lo  exija,  podrá  el  gobierno  de  la 
nación  en  cuyo  territorio  se  hallen  ,  suspender  sus  fun- 
ciones, retirándoles  el  exequátur  ó  confirmación,  y 
dando  en  seguida  conocimiento  de  ello  á  su  gobierno. 
En  este  caso  quedarán  reducidos  á  la  condición  común 
de  los  subditos  de  su  pais ,  y  cesarán  *  todas  las  pre- 
rogativas  é  inmunidades  de  que  en  virtud  de  su  ca- 
rácter consular  gozaban. 

«Art.  12.  Para  proceder  á  tomar  á  los  agentes  con- 
sulares una  declaración  jurídica ,  deberá  el  magistrado 
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dirijirles  un  recado  de  atención ,  señalando  dia  y  hora 
para  que  se  presenten  en  su  casa.  Los  agentes  consu- 
lares no  podrán  eludir  ni  demorar  el  cumplimiento  de 
esta  obligación.  Del  mismo  modo  se  solicitará  su  asis- 
tencia á  los  tribunales  cuando  sea  necesaria ,  y  se  les 
dará  asiento  en  ellos  dentro  de  la  baranda  del  tribunal. 

«Axt.  13.  Los  agentes  consulares  podrán  colocar 
las  armas  de  su  nación  dentro  del  portal  de  su  casa, 
según  la  práctica  establecida  en  el  pais  donde  residan; 
pero  esta  señal ,  mera  indicación  de  su  morada ,  no  su- 
pondrá derecho  de  asilo,  ni  sustraerá  la  casa  ó  sus  ha- 
bitantes á  las  pesquisas  legales  de  los  magistrados  del 
pais. 

«Art.  14.  El  presente  convenio  quedará  en  vigor 
hasta  1.*  de  enero  de  1850.  Si  seis  meses  antes  de  es- 
te término  no  hubiere  notificado  oficialmente  una  de 
las  altas  partes  contratantes  á  la  otra  su  intención  de 
no  mantener  el  convenio,  continuará  este  en  vigor  des- 
de 1/  de  enero  de  1850  en  adelante  hasta  un  aSo 
después  que  una  de  las  altas  partes  contratantes  haya 
notificado  formalmente  á  la  otra  su  voluntad  de  no 
mantenerle. 

«Art.  15.  El  presente  convenio  será  ratificado,  y 
las  ratificaciones  se  cangear^  en  Lisboa  en  el  plazo 
de  dos  meses ,  contados  desde  su  fecha ,  ó  antes  si  ser 
pudiere.  En  fé  de  lo  cual  los  respectivos  plenipoten- 
ciarios han  firmado  el  presente  convenio  en  lengua  es- 
pañola y  portuguesa ,  y  le  han  sellado  con  el  sello  de 
sus  armas.  Lisboa  á  26  de  junio  de  1845. — (L.  S. ) 
Luis  González  Bravo. — ( L.  S. )  José  Joaquín  Gómez  de 
Castro.» 

Como  se  vé  por  este  convenio^  en  el  que  se  en- 
cuentran conciüadas  la  práctica,  la  ley  y  la  con- 
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veniencia ,  se  conflnna  la  ley  recopilada  en  cuanto  á 
que  los  cónsules  no  ejercen  jurisdicción  ,  sino  que  son 
meros  componedores  de  las  diferencias  de  sus  compa- 
triotas ,  de  acuerdo  también  con  el  convenio  francés. 
Se  les  considera  como  depositarios  de  la  fé  pública  en 
el  Estado  en  que  residen  para  la  extensión  de  todos 
los  documentos  que  la  exijan ,  porque  esta  atribución 
aunque  no  expresada  en  la  ley  recopilada^  no  se 
opone  á  ella,  y  está  sancionada  por  la  práctica  en  to- 
dos los  paises  y  para  todos  los  cónsules. 

Se  explica  y  se  detalla  en  este  convenio  la  doc- 
trina de  que  los  cónsules  son  los  protectores  de  los  in- 
dividuos de  su  nación  ,  y  los  vigilantes  del  buen  orden 
que  estos  deben  guardar  en  los  paises  extranjeros. 

Aunque  se  concede  á  los  cónsules  el  derecho  de 
reclamar  los  desertores  de  los  buques  y  los  prófugos 
del  servicio  militar ,  esta  concesión  no  se  opone  á  la 
loy ,  y  es  conforme  con  lo  estipulado  con  la  Francia  en 
el  artículo  6/  del  convenio. 

Se  concede  á  los  cónsules  la  inmunidad  de  prisión, 
salvo  por  aquellos  delitos  que  por  las  leyes  del  pais 
merezcan  pena  capital  ó  aflictiva ,  lo  que  es  igual  á 
delitos  atroces  que  expresa  el  articulo  2/  del  conve- 
nio francés.  Si  son  comerciantes  la  inmunidad  no  al- 
canza á  los  delitos  que  proceden  de  su  industria.  Esta 
concesión ,  aunque  altera  la  ley  recopilada ,  sin  embar- 
go no  es  perjudicial ,  y  además  ya  estaba  convenida  con 
la  Francia ,  como  conforme  con  la  práctica  de  todas 
las  naciones ,  y  porque  sin  ofrecer  en  su  ejecución  ries- 
gos para  la  tranquilidad  del  pais ,  concede  al  cónsul  una 
cierta  deferencia  que  bien  merece  un  funcionario  ex- 
tranjero encargado  de  la  noble  misión  de  protejer  las 
personas  é  intereses  de  sus  compatriotas. 
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tíe  declaran  inviolables  los  archivos  consulares,  aun- 
que no  los  papeles  particulares  de  los  cónsules  ,  por- 
que el  archivo  consular  no  pertenece  al  cónsul  sino  á 
su  gobierno,  y  se  somete  á  los  cónsules,  si  son  natura- 
les del  pais  en  que  residen ,  y  no  siéndolo ,  si  ejer- 
cen industria  en  él  á  la  ley  común  ,  es  decir ,  siendo 
extranjero  y  comerciante  á  la  de  los  transeúntes ,  y 
siendo  del  pais  á  la  ley  de  los  nacionales.  Gon  arreglo 
á  esta  doctrina ,  un  comerciante  español  que  es  cón- 
sul de  Portugal ,  no  disfruta  de  ninguna  exención  ni 
privilegio  por  este  destino,  porque  la  investidura  de 
cónsul  ni  destruye  su  nacionalidad ,  ni  le  releva  de  las 
obligaciones  que  como  tal  español  le  imponen  las  leyes 
del  pais.  Y  si  el  cónsul  no  es  español ,  sino  portugués, 
pero  es  también  comerciante ,  entonces  no  disfruta  de 
mas  exenciones  que  las  que  corresponden  á  los  extran- 
jeros transeúntes.  Esto  no  obsta  para  que  en  ambos 
casos ,  cuando  este  funcionario  gestiona  como  cónsul 
sea  considerado  como  tal,  y  en  los  mismos  términos 
que  si  fuese  extranjero  y  no  ejerciese  comercio  ni  in- 
dustria. 

También  se  establece  como  en  el  convenio  francés, 
que  se  pase  recado  de  atención  al  cónsul ,  cuando  ha- 
ya de  prestar  alguna  declaración. 

Y  por  último,  se  les  permite  colocar  las  armas  na- 
cionales en  el  portal  de  la  casa  consular ,  pero  sin  que 
esto  signifique  asilo,  que  no  tiene  la  casa  del  cónsul, 
como  se  establece  también  en  el  convenio  francés.  Con 
esta  estipulación ,  que  está  de  acuerdo  con  la  práctica 
odoptada  en  todas  las  naciones ,  tampoco  se  viola  la  ley 
recopilada ,  puesto  que  ni  las  armas  se  ponen  á  la  entra- 
da ni  significan  asilo. 

Para  que  pueda  comprenderse  mejor  la  verdadera 
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condición  de  los  cónsules  franceses  y  portugueses  y  de 
las  demás  naciones  en  España  se  inserta  á  continua- 
ción una  nota  de  estipulaciones  principales  de  estos 
tratados  ,  con  el  análisis  comparativo  de  lo  establecido 
por  la  ley  recopilada  y  lo  que  se  encuentra  adoptado 
en  la  práctica. 

Análisis  de  las  Uyes  y  de  los  tratados  que  marcan  la 
condición  de  los  candiles  extranjeros  en  Es2)aña 

Í    Artículo  2/  del  convenio 
francés. 
Articulo   10  id.   portu- 
gués. 
Aunque  esta  concesión  no  se  encuentra  en  la  ley 
recopilada ,  sin  embargo  de  ella  están  en  posesión  to- 
dos los  cónsules  extranjeros  residentes  en  España ,  por 
ser  conforme  con  la  práctica  de  todas  las  naciones. 

¡Artículo  2.*"  del  convenio 
francés. 
Artículo  10  id.   portu- 
gués. 
Esta  prescripción  está  en  práctica ,  de  conformi- 
dad con  la  ley  recopilada. 

Sujeta  á  la  pesquisa  la  i  Artículo  2/ del  convenio 
casa  consular ;  pero  no  los /con  Francia, 
archivos  del  consulado.  )  Artículo  10  id.  Portugal. 
Aunque  en  la  ley  recopilada  nada  se  dice  termi- 
nantemente sobre  este  punto,  es  claro  que  se  sobre- 
entiende esta  doctrina ,  toda  vez  que  á  los  cónsules  se 
les  somete  á  la  condición  de  los  extranjeros  transenn- 
64 
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tes.  La  práctica  en  todas  las  naciones  está  de  acuerdo 
con  esta  estipulación. 

Pueden  llevar  espada  y  I     Artículo  2/ del  convenio 
taston.  (con  Francia. 

De  este  fuero  están  en  posesión  todos  los  cónsules, 
aun  los  portugueses ,  sin  que  de  ello  se  hable  ni  en  ei 
convenio  portugués  ni  en  la  ley  recopilada ,  y  la  razón 
es  porque  la  espada  y  bastón  no  tienen  otro  significa- 
do sino  el  de  constituir  parte  de  su  uniforme. 

El  consulado  francés  ser 
anuncia  por  un  cuadro  con^     Artículo  2/  del  convenio 
un  barco  pintado,  y  el  lema  j  con  Francia, 
del  consulado.  f 

El  consulado  portugués í     Artículo  13  del  id.  con 
por  las  armas  nacionales  | Portugal. ' 
dentro  del  portal.  / 

En  estos  dos  artículos  está  violada  la  letra  de  la 
ley  recopilada ,  pero  no  su  esencia,  puesto  que  ni  las 
armas  están  en  la  fachada  de  la  casa ,  ni  significan  ei 
derecho  de  asilo.  Sobre  este  punto  se  obs9rva  poca 
regularidad ,  aun  entre  los  cónsules  franceses  ,  usando 
unos  de  la  bandera  de  que  habla  la  ley  recopilada, 
y  otros  de  las  armas  que  concede  el  convenio  por- 
tugués. 

Los  cónsules  pueden  vi-/     Artículo  4.*  del  convenio 
sitar  los  buques  de  su  na- J francés, 
cion  después  de  admitidos)     Artículos   5.'  y  6.'  id. 
á  plática.  (portugués. 

Esta  es  una  consecuencia  del  establecimiento  de  los 
cónsules  admitida  en  todas  las  naciones. 
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Los  cónsules  pueden  re- )     Artículo  6.*  del  convenio 
clamar  los  marineros  pro- [francés, 
fugos.  )    Artículo8;*id. portugués. 

Consecuencia  también  del  establecimiento  de  los 
cónsules  y  de  la  protección  que  se  concede  al  comer- 
cio en  todos  los  paises  civilizados. 

Los  cónsules    franceses  \ 
pueden  pedir  la  detención/     Artículo  6.*  del  convenio 
de  criminales  hasta  la  reso-í  francés, 
lucion  de  su  gobierno.        i 

Los  cónsules  portugue-j 
ses  pueden    reclamar  los/     Artículos."  del  convenio 
prófugos  del  servicio  mili- (portugués, 
tar.  / 

Estas  atribuciones ,  que  están  fuera  de  la  ley  ^eco- 
pilada ,  y  no  emanan  puramente  de  la  naturaleza  de  la 
institución  consular  sino  de  las  circunstancias  especia- 
les de  vecindad  que  median  entre  las  partes  contratan- 
tes ,  solo  son  obligatorias  entre  las  naciones  que  las  han 
pactado,  como  toda  estipulación  especial. 

En  los  cónsules  reside  la)     Artículo  4.*  del  convenio 
fé  pública .  )  portugués . 

Esta  misma  consideración  tienen  todos  los  cónsules, 
aunque  no  esté  espresada  en  la  ley  recopilada  ni  en 
el  convenio  francés 

Se  pasa  recado  de  aten- »     Artículo  2."  del  convenio 
oion  al  cónsul  cuando  ha  de  (francés, 
prestar  declaración .  )     Artículo  12  id .  portugués 

Esta  consideración  se  guarda  con  todos  los  cónsules, 
porque  así  lo  oxige  el  decoro  de  su  posición. 
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Si  el  cóasul  portugués  \ 
es  comerciante  queda  su- 1 

jeto  á  la.  condición  de  losf'    Artículo  10  del  convenio 
extranjeros  transeúntes ,  y  [portugués, 
sii  es  español  á  la  de  los! 
españoles.  } 

Esta  esplicacion  de  las  inmunidades  de  los  cónsu- 
les ,  aunque  ni  se  encuentra  terminsúatemente  en  la  ley 
recopilada  nj  eu  el  convenio  francés ,  como  se  puede 
deducir  de  la  doctrina  consignada  en  ambos ,  y  como 
por  otra  parte  esté  conforme  con  la.  práctica  observa- 
da en  otras  naciones ,  es  la^  que  está  adoptaba  para 
todos' los  cónsules  extranjeros  establecidos  en  España, 
como  se  vé  en  la  aig:uiente  real  orden  circular  del 
ministerio  de  Estado,  fecha  17  de  julio  de  1847.  Dice 
la  circular : 

«Habiendo  llegado  á  conocimiento  de  la  Reina  Nues- 
tra Señora ,  que  algunas  autoridades  de  sus  dominios 
dispensan  una  exagerada  distinción  á  los  cónsules  ex- 
tranjeros residentes  en  los  mismos ,  al  paso  que  á,  otras 
ocurren  frecuentes  dudas  y  embaraí^os  cuando  tienen 
que  resolver  sobre  los  hechos  y  cuestiones  que  se  ro- 
záa  con  el  carácter  y  prerogativas  de  dichos  agentes, 
de  lo  cual  se  originan. repetidas  y  pesadas  consultas  ó 
desacertadas  disposiciones;  y  penetrada  S.  M.  de  la 
necesidad  de  ^jar  de  una  manera  clíura  y  terminante 
algunas  reglas  que  descansando  en  la  legislación  vigen- 
te eviten  con  razón  y  con  justicia  esa  serie  de  abusos 
y  defectos ,  tan  contrarios  al  orden  legal  del  Estado ;  ha 
tenido  á  bien  determinar  las  siguientes : 

«  1.*  Que  privados  en  España  los  cónsules  extranje- 
ros de  toda  representación- diplomática ,  son  considera- 
dos por  nuestras  leyes  como  simples  agentes  comerciar 
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les  de  su  nación ;  y  solo  en  este  sentido  tienen  derecho 
á  mantener  relaciones  oficiales  con  las  autoridades  de 
S.  M.  en  sus  respectivos  distritos. 

«  2.'  Que  el  completo  goce  del  fuero  y  privilegios 
acordados  en  la  real  cédula  de  1/  de  Febrero  de  176* 
y  de  las  distinciones  capituladas  posteriormente  en  los 
tratados  con  las  potencias  extranjeras ,  solo  tiene  lugiar 
cuando  los  cónsules  son  subditos  del  Bstado  que  los 
nombra,  y  cuando  éste  los  sostiene  con  medios  indepen- 
dientes del  pais  en  que  residen ;  porque  si  ejercen  el 
comercio  ú  otra  clase  de  profesión-  ó  industria ,  están 
sujetos  respecto  á  aquel  ó  áestas  á  las  mismas  cargas  y 
obligaciones  que  los  demás  subditos  extranjeros  que  se 
hallan  en  igual  caso. 

«  3/  Que  los  subditos  españoles  á.  quienes  S.  M. 
permite  ejercer  las  funciones deoónsules y  viee-cónsules 
de  otras  naciones^  hállense  ó  no  dedicados  al  comer- 
cio ó  á  otra  profesión  ó  industria ,  solo  se  le»  conceden 
las  ventajas  que  á  los  demás  de  su  clase  cuando  son 
extranjeros ,  en  los  casos  y  cosas  pertenecientes  al  de- 
sempeño de  sus  empleos  y  á  los  negocios  en  que  in-^ 
tervinieren  por  razón  de  ellos  ,'que'dando  en  todos  los 
demás  suyos  propios  ,  asi  civiles  como  criminales ,  su- 
je+n«  á  la  jurisdicción  ordinaria  y  á  las  cargas  públicas 
nacionales  y  municipales  ,  como  cualquiera  otro  vecino 
del  pueblo  en  que  residieren ,  sin  distincii)n  alguna^  se- 
gún asi  se  expresa  en  los  regium  exeqíiatur  que  se  les 
expide. 

«Al  adoptar  S.  M.  esta  determinación ,  se  ha  servido 
disponer  se  prevenga  á  V.,  como  de  su  orden  lo 

ejecuto,  la  mas  puntual  y  rigorosa  observancia  de  lo 
que  en  ella  se  prescribe ,  en  todos  los  casos  y  circuns- 
tancias que  tenga  lugar  su  aplicación. 


Digitized  by 


Google 


—  510  — 
«  Dios  guarde  át  V.      muchos  años.  Madrid  17  de 
julio  de  1847. » 

Pop  último,  debe  tenerse  presenta  que  cuanto  aquí 
se  dice  de  cónsules  franceses  y  portugueses  en  España, 
debe  entenderse  lo  mismo  de  los  españoles  en  Francia 
y  Portugal ,  porque  ambos  convenios  consulares  son  re- 
cíprocos. 

Del  sucinto  análisis  que  queda  hecho  de .  los  con- 
venios consulares  de  Francia  y  Portugal  resulta .  que 
con  estos  solo  se  ha  alterado  la  ley  recopilada ,  en  que 
hoy  disfrutan  los  cónsules  de  cierta  inmunidad  perso- 
nal que  aquella  no  les  habia  declarado,  y  que  pueden 
llevar  espada  y  bastón  por  adorno  de  su  persona.  En 
lo  demás  puede  decirse  que  la  ley  española  continúa 
en  su  fuerza ,  habiendo  sido  mas  bien  explicada  que 
modificada  por  los  convenios  posteriores ,  toda  vez  que 
continúan  los  cónsules  sin  derecho  de  asilo  en  sus  ca- 
sas ,  sin  representación  diplomática  de  gobierno,  &in 
jurisdicción  civil  ni  criminal ,  y  reducidosámeros  defen- 
sores de  las  personas  é  intereses  de  los  de  su  nación  y 
amigables  componedores  de  las  diferencias  que  entre 
ellos  se  susciten. 

Aunque  estos  Convenios  no  sean  obligatorios  sino 
entre  España  y  Francia ,  y  España  y  Portugal ,  porque 
ninguna  potencia  se  haya  adherido  á  ellos ,  á  pesar  de 
que  al  convenio  francés  hubieran  podido  hacerlo  con 
arreglo  á  su  articulo  9.%  sin  embargo  en  la  práctica 
todos  los  cónsules  extranjeros  están  considerados  en 
España  como  los  franceses  y  portugueses ,  escepto  en 
los  casos  de  naufragio  y  en  los  de  reclamación  de  crimi- 
nales y  prófugos  del  servicio  militar. 

Consalados  e»       En  los  consulados  establecidos  en  las  Regencias  Ber- 
pafloles  en  Le- ,      .  ^  .       ,         ,        i  ^  ,        . 

vante  y  Regen- beriscas  y  en  Levante ,  los  cónsules  españoles  ejercen, 


cias  Berberis- 
cas, 
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en  virtud  de  los  tratados ,  jurisdicción  civil  y  criminal 
entre  los  de  su  nación ,  y  para  Uevar  á  cabo  sus  fallos 
y  sentencias  reciben  el  auxilio  necesario  de  las  autori- 
dades locales.  De  sus  sentencias  se  apela  á  las  audien- 
cias de  la  Península ,  en  los  términos  que  establece  el 
real  decreto  de  29  de  setiembre  de  1848. 

En  este  decreto,  que  insertamos  en  el  apéndice ,  se 
reputan  los  cónsules  y  vice-cónsules  como  jueces  de 
paz  ,  de  corrección  y  de  primera  instancia  para  todos 
los  casos  civiles  y  criminales  que  ocurran  en  sus  dis- 
tritos consulares ;  se  determina  la  forma  en  que  se  ha 
de  juzgar  según  los  casos ,  pero  siempre  con  arreglo  á 
las  leyes  españolas ,  y  se  fijan  las  audiencias  á  que  cor- 
responden las  apelaciones  en  estos  juicios  según  su 
procedencia. 

Con  respecto  á  los  derechos  y  obligaciones  de  los 
cónsules  españoles  en  sus  relaciones  con  la  marina  mi- 
litar y  con  la  mercante  ,  y  relativamente  á  los  españo- 
les residentes  en  su  distrito  consular ,  y  á  sanidad ,  estos 
puntos  no  se  encuentran  bien  deslindados  en  España 
porfalta  de  un  reglamento  para  la  carrera  consular.  Pero 
como  nuestro  propósito  no  sea  determinar  los  deberes 
de  los  cónsules  con  respecto  á  su  gobierno,  sino  su  con- 
sideración inteíriacional ,  esta  falta  no  perjudica  al  com- 
plemento de  nuestro  trabajo. 

Sin  embargo  indicaremos  ligeramente  que  entre  las    socorros  que 
obligaciones  de  los  cónsules  españoles  en  pais  extran-  cónsules  ¿pa- 
jero, es  de  bastante  importancia  la  de  socorrer  á  los  in-  ^^^^' 
dividuos  de  su  nación  que  por  naufragio  ú  otra  desgracia 
se  encuentren  desvalidos.  Cuando  el  que  pide  socorro 
tiene  en  el  pais  persona  responsable  ,  como  si  pertenece 
A  la  tripulación  de  un  buque  que  tiene  en  el  puerto  ca- 
sa consignataria,  el  cónsul  debe  constituirse  en  agente 


Digitized  by 


Google 


—  512  — 

para  instar  á  fin  de  que  el  desgraciado  sea  socorrido. 
Cuando  sus  esfuerzos  sean  ineficaces  para  obtener  el 
socorro  de  la  persona  obligada ,  ó  cuando  esta  no  exis- 
ta ,  entonces  debe  prestar  sus  auxilios  el  cónsul ,  y  pro- 
curar el  embarque  de  vuelta  de  los  socorridos  á  su  pais. 
En  tales  casos  debe  el  cónsul  presentar  cuentas  detallar 
das  de  sus  anticipos  ,  y  designar  la  calidad  de  las  per- 
sonas socorridas ,  para  que  si  son  de  la  armada  se 
reclame  el  reintegro  del  ministerio  de  marina ;  si  per- 
tenecen al  comercio,  de  la  casa  de  que  dependan ,  y  si 
pe  nadie  dependen ,  para  que  se  apliquen  á  gastos  de 
beneficencia. 

Lo  mismo  debe  practicarse  en  el  caso  de  prisión  de 
algún  español ,  ampliando  los  socorros  hasta  suminis- 
trarle los  medios  de  defenderse.  Esto  se  ha  mandado 
por  el  ministerio  de  Estado  en  real  orden  de  25  de  abril 
de  1845 ,  dirijida  al  ministro  de  España  en  Washington 
y  en  otras  varias  ocasiones, 
lesíx^njeros  Réstanos  por  último  tratar  de  la  consideración  que 
Spaflofas^"***  disfrutan  los  cónsules  extranjeros  en  las  colonias  es- 
pañolas. 

El  establecimiento  de  estos  agentes  en  las  colonias 
españolas  fué  una  consecuencia  natural  de  la  libertad 
de  comercio  concedida  á  estas  por  el  real  decreto  de  9 
de  febrero  de  1824 ,  y  como  ambos  actos  fueron  una 
concesión  espontánea  del  gobierno  español ,  quedaron 
subordinados  alas  condiciones  que  este  mismo  gobierno 
juzgó  conveniente  establecer. 

Esta  condición  respecto  d  los  cónsules  fué  la  de  que 
no  habian  de  tener  mas  consideración  que  la  de  meros 
agentes  de  comercio,  y  asi  es  que  en  el  principio  solo  se 
establecieron  imjyectores  de  comercio  para  que  sirvie- 
sen de  ayuda  á  los  de  su  nación.  Después  ,  A  intancias 
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del  gobierno  francés ,  se  cambió  este  título  inusitado 
de  inspectores  por  el  de  cónsules ,  pero  sin  alterar 
en  su  esencia  la  condición  de  estos  funcionarios  ,  que 
continuó  siendo  la  de  meros  agentes  de  comercio,  y 
en  cuyo  sentido  se  dieron  las  primeras  instrucciones  á 
los  capitanes  generales  de  las  colonias  en  7  de  abril 
do  1829. 

Aunque  los  gobiernos  extranjeros  han  luchado  cons- 
tantemente por  dar  á  sus  cónsules  en  las  colonias  es- 
pañolas toda  la  consideración  y  latitud  de  facultades, 
de  que ,  por  el  derecho  público  y  por  los  tratados  ,  dis- 
frutan estos  funcionarios  en  Europa ,  el  gobierno  espa- 
ñol siempre  ha  sostenido,  con  mas  ó  menos  enerjía, 
según  las  circunstancias ,  que  las  colonias  están  fuera 
del  derecho  común ,  porque  se  rigen  por  leyes  especia- 
les ,  y  que  la  ley  especial  que  ha  establecido,  al  admitir 
los  cónsules  extranjeros  en  sus  colonias  ,  es  la  de  que 
estos  no  tengan  mas  facultades  ni  atribuciones  que  la  de 
meros  agentes  de  comercio.  Así  es  que  en  los  casos  de 
naufragio,  de  abintestatos  ,  y  en  todos  aquellos  en  que 
los  cónsules  extranjeros  tienen  marcadas  sus  funciones 
en  los  tratados ,  no  ejercen  estas  en  las  colonias ,  Á 
pesar  de  los  constantes  esfuerzos  de  las  legaciones  ex- 
tranjeras para  hacer  extensivos  los  efectos  de  los  tra- 
tados á  aquella  parte  escepcional  de  la  monarquía  es- 
pañola. Sin  embargo  el  gobierno  inglés  tiene  reconocido 
este  principio,  pues  con  motivo  de  la  reclamación 
entablada  en  el  año  de  1845  por  el  gabinete  español 
para  que  los  azúcares  de  Cuba  y  Puerto -Rico  fuesen 
admitidos  en  Inglaterra  bajo  las  mismas  condiciones 
que  los  de  los  Estados  Unidos  y  Venezuela ,  Lord  Aber- 
deen ,  en  nota  de  30  de  junio  de  dicho  año  dirijida  al 
duque  de  Sotomayor ,  ministro  de  España  en  Londres 
65 
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á  la  sazón  ,  manifestaba  qne  los  productos  de  las  colo- 
nias españolas  no  tenían  derecho  á  ser  tratados  como 
los  de  las  naciones  mas  favorecidas ,  pues  qne  este  de- 
recho estaba  pactado  en  irnos  tratados  que  no  eran 
extensivos  á  las  colonias  ,  porque  las  colonias  españolas 
estaban  fuera  de  los  tratados  que  mediaban  entre  am- 
bas potencias. 

Consiguiente  á  la  diferencia  que  el  gobierno  espa- 
ñol ha  querido  que  se  conserve  entre  los  cónsules  ex- 
tranjeros residentes  en  la  Península  y  los  destinados  á 
las  colonias ,  en  los  exequátur  de  estos  se  inserta  una 
cláusula ,  de  que  no  se  hace  mérito  en  los  que  se  con- 
ceden á  aquellos ,  y  que  dice :  «  En  la  forma  preve- 
nida por  real  orden  de  24  de  marzo  de  1829.»  Esta 
cláusula  de  referencia  significa :  «  Que  si  el  cónsul  pro- 
«mueve  inquietudes,  sostiene  relaciones  sospechosas  de 
«política ,  fomenta  ó  tiene  en  su  casa  sociedad  alguna 
«secreta ,  ó  de  cualquier  otro  modo  es  fautor,  agente 
«ó  promovedor  de  trastornos,  deslealtad  ó  desobe- 
«diencia  á  S.  M.,  en  el  mismo  hecho  y  á  su  discre- 
«cion  podrá  el  capitán  general ,  sin  necesidad  de  for- 
«mar  causa ,  suspenderle  y  aun  hacerle  salir,  sin  que 
«se  entiendan  por  eso  ofendidos  los  respetos  debidos  á 
«la  nación  que  le  nombra.»  Pero  el  gobierno  español 
tiene  muy  recomendado  que  no  se  use  de  esta  facultad 
sino  en  circunstancias  graves  y  urgentes. 

Además  los  cónsules  extranjeros  no  se  admiten  en 
las  colonias  españolas  sino  en  ciertos  y  determinados 
puntos  que  están  designados  en  la  circular  dirijida  al 
cuerpo  diplomático  extranjero  en  16  de  Octubre  de 
1845.  Dice  este  documento. 

«Con  esta  fecha  digo  al  cuerpo  diplomático  ex- 
tranjero, residente  en  esta  corte ,  lo  que  sigue : 
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«Ha  tiempo  que  las  autoridades  principales  de  las 
colonias  españolas  están  llamando  la  atención  del  Go- 
bierno de  la  Reina,  mi  Señora ,  sobre  la  conveniencia 
de  que  el  cuerpo  consular  extranjero  se  reúna  en 
puntos  determinados ,  que  por  sus  relaciones  é  impor- 
tancia exijan  la  residencia  de  alguna  autoridad  de  ca- 
tegoría. Deseoso  el  Gobiern  de  proceder  en  este  asun- 
to con  todo  conocimiento,  á  fin  de  conciliar  los  inte- 
reses de  los  extranjeros  residentes  en  aquellos  paises 
y  la  protección  del  comercio  con  la  regularidad  y 
concierto  en  la  administración  de  aquella  parte  de  los 
dominios  españoles ,  dispuso  que  informasen  sobre  el 
particular  las  autoridades  y  corporaciones  principales 
de  las  colonias.  Estos  informes  han  venido  á  confirmar 
la  conveniencia  de  que  los  cónsules  extranjeros  no  re- 
sidan indistintamente  en  todos  los  puertos  de  las  islas, 
sino  en  ciertos  y  determinados ,  en  que  existiendo  una 
autoridad  de  categoría ,  pueda  ésta  entenderse  debida- 
mente con  el  cuerpo  consular  extranjero.  Y  confor- 
mándose S.  M.  la  Reina  con  tan  autorizados  informes 
se  ha  servido  resolver :  1.°  Que  en  las  colonias  no  se 
admitan  cónsules  extranjeros  sino  en  los  puntos  si- 
guientes : 

Isla  de  Cuba.  Habana.  Matanzas.  Santiago  de  Cuba 
y  Trinidad: 

Puerto  Rico.      En  la  capital. 

l^'ilipinas En  la  capital . 

«2.°  Qué  si  las  relaciones  de  comercio  exigiesen 
la  existencia  de  agentes  comerciales  en  algunos  otros 
puntos  ,  además  de  los  designados ,  podrán  los  cónsu- 
les nombrar  vice-cónsules  ,  y  estos  desempeñarán  sus 
funciones  con  sola  la  autorización  del  capitán  general, 
según  costumbre.  3.°  Que  los  cónsules  que  existan  ac- 
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tualmente  en  algunos  de  los  puntos  no  designados  para 
la  residencia  de  dichos  funcionarios  ,  continuarán  ejer- 
ciendo su  cargo  hasta  que  ocurra  la  vacante  por  falle- 
cimiento ú  otra  causa ,  pues  esta  disposición  no  tiene 
fuerza  retroactiva.  Ella  es  por  el  contrario  un  nuevo 
testimonio  del  espíritu  conciliador  que  anima  al  Go- 
bierno, quien  al  dictar  una  medida  que  reclama  el 
bien  del  Estado,  tiene  en  cuenta  para  su  ejecución 
aquellos  miramientos  que  exijen  sus  amistosas  relacio- 
nes con  las  demás  potencias. 

«  Lo  que  de  real  orden  traslado  A  V.  para  su 
conocimiento  y  gobierno.  Dios  guarde  á  V.  muchos 
años.  Madrid  16  de  octubre  de  1845.» 

No  concluiremos  sin  hacer  observar  una  circuns- 
tancia especial ,  que  caracteriza  bien  la  consideración 
de  que  gozan  estos  funcionarios  en  las  colonias  espa- 
ñolas. Cuando  un  cónsul  extranjero.se  dirije  ii  su  au- 
toridad superior  ,  esta  no  le  contesta  por  sí ,  sino  por 
medio  de  su  secretario  colonial,  cuya  práctica  está 
consignada  en  el  convenio  celebrado  con  la  Inglaterra, 
por  cambio  de  notas  ,  en  4  de  noviembre  de  1845, 
en  el  cual  está  además  bien  determinada  la  condición 
de  estos  agentes.  Insertamos  el  convenio  á  conti- 
nuación. 

Convenio  ajustado  por  ca^íibio  de  v^tas  entre  el  go- 
Memo  español  y  el  de  Inglaterra,  para  regularizar 
la  correspondencia  entre  el  capitán  general  de  la 
Isla  de  Cíiba  y  el  cónsul  inglés  en  la  Habana. 

a  Habiéndose  suscitado  diferencias  con  respecto  á 
la  correspondencia  entre  el  capitán  general  de  la  Ha- 
bana y  el  cónsul  general  de  S.  M.  B.  en  Cuba  relativa- 
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mente  d  ciertos  puntos  ,  es  de  desear  se  arreglen  estas 
diferencias  de  un  modo  que  sea  conforme  íi  los  usos 
diplomáticos ,  y  evite  todo  disgusto  que  de  otro  modo 
podria  ocurrir ;  y  en  atención  á  que  el  cónsul  inglés, 
aunque  goza  de  plena  facultad  de  reclamar  la  debida 
protección  para  los  subditos  británicos ,  y  que  sean 
justamente  atendidos  todos  los  derechos  que  afectan  á 
sus  intereses  comerciales ,  no  puede  tomar ,  en  sus  co- 
municaciones con  el  capitán  general  de  la  Isla  de  Cu- 
ba 5  el  carácter  del  representante  de  S.  M.  B.  en  Ma- 
drid ,  á  quien  únicamente  corresponde  ^  según  las  for- 
mas diplomáticas  ,  comunicar  con  el  ministro  de  Estado 
de  S.  M.  C.  con  respecto  al  cumplimiento  en  general 
de  los  tratados  entre  las  dos  naciones  ,  se  ha  conveni- 
do por  lo.s  abajo  firmados  en  lo  siguiente: , 

«1."  Que  el  cónsul  general  de  S.  M.  B. ,  además 
do  dar  parte  á  su  gobierno  de  todo  hecho  ó  circuns- 
tancia que  crea  contrarios  á  las  estipulaciones  que  li- 
gan á  la  España  con  la  Inglaterra ,  los  podrá  poner 
desde  luego  en  conocimiento  del  capitán  general  de  la 
Isla  de  Cuba ,  á  fin  de  que  esta  autoridad ,  siendo  sabe- 
dora del  caso,  odopte  con  respecto  al  mismo  las  opor- 
tunas medidas ,  en  el  concepto  de  ser  exacto  el  hecho 
denunciado  por  el  cónsul  general. 

«Y  2/  Que  usando  el  cónsul  general  del  tono  cor- 
les y  decoroso  que  conviene  en  semejantes  comunica- 
ciones 5  el  capitán  general  contestará  al  mismo,  ya  por 
si  mismo,  ydpor  medio  de  su  secretario^  con  la  corte- 
sía y  consideración  que  son  debidas  á  un  funcionario 
do  una  nación  amiga  y  aliada. 

«  Madrid  4  de  noviembre  de  1845.  — Francisco  Mar- 
tínez de  la  Rosa. — Henry  de  Lytton  Bulwer. 

Fin. 
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